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PRESENTACIÓN

El Boletín del Ministerio de Justicia es una publicación periódica oficial de carácter 
científico del Ministerio. Comenzó en 1852 con el título de Boletín Oficial del 
Ministerio de Gracia y Justicia, y mediante Orden del Ministro de Justicia de 19 de 
febrero de 2009 se dispuso la edición electrónica del Boletín del Ministerio de 
Justicia cesando así su edición en papel. En la actualidad el Boletín del Ministerio 
de Justicia da un paso más hacia su consolidación como una revista electrónica 
que, manteniendo su rigor académico e informativo, se ajusta además a los 
criterios de calidad propios de una publicación de prestigio.

La Orden JUS/218/2018, de 23 de febrero, por la que se regulan las publicaciones 
oficiales periódicas del Ministerio de Justicia con contenido científico recoge, en 
su Disposición adicional primera, que «El Boletín del Ministerio de Justicia es 
también una publicación periódica oficial de carácter científico del Ministerio».

El Boletín del Ministerio de Justicia tiene periodicidad mensual, carácter 
multidisciplinar y está gestionado por un equipo directivo compuesto por un 
Director, un Secretario y un consejo de redacción. Publica estudios doctrinales 
referentes a todos los ámbitos del Derecho, recensiones de libros jurídicos, 
Resoluciones de la Dirección General de los Registros y del Notariado, 
condecoraciones de la Orden de San Raimundo de Peñafort, traducciones de 
Sentencias del Tribunal Europeo de Derechos Humanos y Recomendaciones de 
los Comités de Derechos Humanos de Naciones Unidas.

El Boletín del Ministerio de Justicia está especialmente dirigido a los principales 
operadores jurídicos, pero también quiere ofrecer a la ciudadanía toda la 
información que pudiera ser relevante para facilitar el ejercicio efectivo de sus 
derechos, en general, y del derecho a la información, en particular.

El Ministerio de Justicia da, con esta iniciativa, un paso más en su política de 
transparencia hacia los ciudadanos en temas que son de su competencia.
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NACIMIENTO, FILIACIÓN Y ADOPCIÓN

I.1  NACIMIENTO

I.1.1  INSCRIPCIÓN DE NACIMIENTO FUERA DE PLAZO

Resolución de 1 de febrero de 2019 (1ª)
I.1.1 Inscripción de nacimiento fuera de plazo

Se estima probado que el primer lugar conocido de estancia de la nacida está en 
España y no en Marruecos, por lo que no puede denegarse la inscripción basándose 
en dicha circunstancia como ha resuelto el Registro Civil Central. Se consignará la 
fecha de nacimiento por el informe médico y documentación acompañada.

En las actuaciones sobre inscripción de nacimiento fuera de plazo remitidas a este 
centro en trámite de recurso por virtud del entablado por la promotora contra auto 
dictado por la encargada del Registro Civil Central. 

HECHOS 

1. Mediante escrito presentado el 11 de octubre de 2004, en el Registro Civil Central, 
A. J. B., mayor de edad y con domicilio en G. solicitaba la inscripción fuera de plazo de 
su nacimiento en el Registro Civil español. Alegaba que nació en España el 31 de 
diciembre de 1957, y que es hija de M. J. y de L. B., pero que sus progenitores no la 
inscribieron y que un año después la dejaron al cuidado de una tía, quien también la 
abandonó cuando contaba siete años, dejándola al servicio de una señora en una 
vivienda de C. Debido a todas esas circunstancias, la promotora desconoce el lugar de 
su nacimiento, si bien cree que puede haber sido C. o la localidad granadina de M. A 
todo ello debe añadirse que, además, la promotora es sorda desde la infancia, circuns-
tancia que le ha impedido durante largo tiempo ser consciente de su situación irregu-
lar. Nunca volvió a tener noticias de sus padres ni de su tía y a los veintidós años se 
trasladó a vivir a G., donde reside desde entonces con su pareja de hecho, D. A. P. L., 
unión de la que han nacido dos hijos que están inscritos en el Registro Civil de G.

La promotora declara que, como recordaba haber pasado su infancia en C., supuso 
que había nacido allí, por lo que en 1992 instó un expediente de inscripción de naci-
miento en el Registro Civil de Ceuta que concluyó con resolución denegatoria por falta 
de pruebas que acreditaran el nacimiento en dicha ciudad. La decisión se recurrió 
ante la Dirección General de los Registros y del Notariado, que en 1994 ratificó la 
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decisión del registro. Posteriormente, supo que quien fue párroco de la localidad gra-
nadina de M. había conocido a su tía, F. B., quien le había relatado su situación y la de 
su sobrina antes de trasladarse a C. para trabajar, de donde la promotora dedujo que 
había nacido en dicho municipio, por lo que en el año 2000 instó un nuevo expediente 
de inscripción de nacimiento fuera de plazo en el Registro Civil de Granada, del que 
depende el de M., pero éste también rechazó la pretensión (no consta que la decisión 
fuera recurrida en esa ocasión). 

A la vista de las denegaciones anteriores, la interesada solicita nuevamente su inscrip-
ción de nacimiento en el Registro Civil Central por ser este el registro supletorio cuando 
no resulte competente ningún otro, dadas las circunstancias excepcionales del caso. 
Consta en el expediente la siguiente documentación: inscripciones de nacimiento en el 
Registro Civil de Granada de A. y M.-Q. P. J., nacidos el 1 de noviembre de 1988 y el 21 
de enero de 1991, respectivamente, hijos de A. P. L., de nacionalidad española, y de A. 
J. B., nacida en C. el 31 de diciembre de 1957, también de nacionalidad española; 
libro de familia de A. P. L. y A. J. B.; certificado de una compañía de seguros de salud 
según el cual D. A. P. L. es titular de una póliza en la que figura como beneficiaria la 
Sra. A. J. B. desde el 1 de febrero de 1988; solicitud de inscripción de nacimiento pre-
sentada en el Registro Civil de Ceuta el 16 de diciembre de 1992, auto de denegación 
(fecha ilegible en la copia), recurso presentado ante la Dirección General de los 
Registros y del Notariado (DGRN) y resolución de 1 de junio de 1994, que desestima el 
recurso por falta de antecedentes sobre el nacimiento en C. de la interesada y sobre la 
residencia de los padres en dicha ciudad; solicitud de inscripción de nacimiento pre-
sentada en el Registro Civil de Granada el 18 de julio de 2000, y auto denegatorio por 
falta de pruebas de 12 de enero de 2001. 

2. Previo informe desfavorable del ministerio fiscal, la encargada del registro dictó auto 
el 3 de marzo de 2005, denegando la inscripción por considerar que la solicitante es 
una ciudadana marroquí nacida en Marruecos cuyo nacimiento no es inscribible 
porque no afecta a españoles ni ha ocurrido en España. 

3. Notificada la resolución, se interpuso recurso ante la Dirección General de los 
Registros y del Notariado insistiendo la recurrente en que carece de cualquier docu-
mento que pueda acreditar su identidad y lugar de nacimiento, que se trasladó de C. a 
G. a los veintidós años y que desde los veintitrés mantiene una relación estable con un 
ciudadano español con el que ha tenido dos hijos, de modo que, si hubiera dispuesto 
de documentación y nacionalidad extranjera, hace mucho tiempo que podría haber 
obtenido la nacionalidad española pero que, sobre su origen, solo conoce los datos 
transmitidos por su tía, quien también la abandonó cuando tenía siete años y de la que 
desconoce su paradero. Finalmente, añade que debe tenerse en cuenta el contenido 
de la Circular de 29 de octubre de 1980, de la DGRN sobre inscripción de nacimiento 
fuera de plazo, dictada para lograr la plena integración de sectores marginales en la 
sociedad y para facilitar que todas las personas se provean de documentación gene-
ral. 
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4. La interposición del recurso se trasladó al ministerio fiscal, que se opuso a su esti-
mación. El encargado del Registro Civil Central se ratificó en su decisión y remitió el 
expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

I. Vistos los artículos 17.4º del Código Civil (CC), en la redacción dada por la Ley de 15 
de julio de 1954; artículos 15, 16, 18 y 26 de la Ley del Registro Civil (LRC); artículos 
66, 68, 169 y 311 a 316 del Reglamento del Registro Civil (RRC); la Circular de 29 de 
octubre de 1980 de la Dirección General de los Registros y del Notariado (DGRN), 
sobre el expediente de inscripción de nacimiento fuera de plazo, y las resoluciones, 
entre otras, 10-3ª de mayo y 22-2ª de noviembre de 2002; 13-3ª de junio de 2003; 
10-4ª de junio de 2005; 8-2ª de octubre de 2007, y 25-12ª de febrero y 1-14ª de sep-
tiembre de 2011. 

II. Se pretende por medio de este expediente inscribir fuera de plazo el nacimiento de 
una persona totalmente indocumentada que declara haber nacido en España el 31 de 
diciembre en 1957 –aunque desconoce sus orígenes y el lugar exacto de su nacimien-
to porque fue abandonada por su familia a edad muy temprana– y haber residido, 
desde que tiene memoria, primero en C. y después en G. Inicialmente, solicitó su ins-
cripción en el Registro Civil de Ceuta, petición que no prosperó ante la falta de pruebas 
de su presencia en dicha ciudad en algún momento. Posteriormente planteó la misma 
petición en Granada, ya que había tenido noticia de que el párroco de la localidad 
granadina de M. conoció a su tía, quien, antes de desplazarse a C., le había pedido que 
preparara a su sobrina para la primera comunión, por lo que la promotora supuso que 
su nacimiento habría ocurrido en aquella localidad. No obstante, la pretensión fue 
igualmente rechazada, si bien en esta ocasión no se recurrió ante la DGRN. Finalmente, 
decidió plantear la solicitud de inscripción en el Registro Civil Central en su calidad de 
registro supletorio cuando no resulte competente ningún otro. La encargada del regis-
tro denegó igualmente la práctica de la inscripción por entender que la promotora es 
de nacionalidad marroquí y ha nacido en Marruecos, de modo que no existe causa 
para inscribir su nacimiento en España. 

III. Un nacimiento ocurrido dentro del territorio español o que afecte a españoles ha de 
ser inscrito en el registro civil español competente (art. 15 LRC), siendo la vía registral 
apropiada, cuando haya transcurrido el plazo para declarar el nacimiento, el expedien-
te al que alude el artículo 95.5º de la Ley del Registro Civil, desarrollado en los artículos 
311 a 316 del reglamento. 

IV. En este tipo de expediente la prueba del lugar de nacimiento está muy facilitada, pues 
basta a estos efectos la información de dos personas a quienes les conste de ciencia 
propia o por notoriedad (art. 313, segundo párrafo, RRC). Esta amplitud, explicable por la 
dificultad inherente a la justificación de los HECHOS con el transcurso del tiempo, no ha 
de impedir sin embargo la investigación de oficio (cfr. arts. 312 y 316 RRC). 
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V. En este caso, partiendo de la documentación que figura en el expediente, no cabe 
dar por acreditado que el nacimiento de la interesada haya tenido lugar en España, 
pudiendo igualmente haberse producido en cualquier otro sitio, ni consta su nacionali-
dad española, razón por la cual la inscripción ha sido denegada por el Registro Civil 
Central. Pero de otro lado, debe decirse que tampoco consta prueba alguna de que la 
no inscrita haya nacido en Marruecos y tenga nacionalidad marroquí, a diferencia de lo 
que afirman tanto el auto aquí recurrido como otras resoluciones anteriores. 

VI. Ahora bien, a pesar de lo dicho en el fundamento anterior, el hecho de que falte la 
prueba directa del nacimiento en España no excluye per se ni la admisibilidad de la 
inscripción fuera de plazo del nacimiento ni el reconocimiento, conexo a ese hecho, de 
la nacionalidad española de la nacida por la vía del artículo 17.4º del Código Civil en la 
redacción dada por la Ley de 15 de julio de 1954, aplicable en el momento del naci-
miento. Así se desprende de la Circular de 29 de octubre de 1980 de la DGRN, dictada 
para dar solución a casos similares a este de personas indocumentadas procurando 
su debida integración en la sociedad en la que viven, norma que facilita la prueba del 
lugar y fecha de nacimiento al establecer, como ya indicaba el artículo 313 RRC, que 
basta la información de dos personas a quienes les consten esos datos de ciencia 
propia o por notoriedad, y añadiendo que, aun faltando esa prueba, se podrá determi-
nar la fecha por la edad aparente, según informe médico, que constan en los sucesivos 
expedientes tramitados y el lugar de nacimiento por el primer término municipal cono-
cido de estancia del nacido. Pues bien, a la vista de la documentación disponible 
hasta este momento, puede establecerse que el primer lugar conocido de estancia de 
la nacida está en España, en este caso en M., pues así se desprende de la declaración 
realizada ante el registro por el único testigo hallado, párroco de la localidad durante 
los años de infancia de la interesada, pese a que es C. el lugar de nacimiento consig-
nado en las menciones de la madre que figuran en las inscripciones de nacimiento de 
los hijos, por propia declaración de la misma con los datos de los que era conocedora 
entonces, años 1988 y 1991. 

VII. La consecuencia de lo hasta aquí expuesto es que el nacimiento de la recurrente 
podría tener acceso al Registro Civil español, puesto que pudo ocurrir dentro del terri-
torio español, ya que lo que no ha quedado acreditada en absoluto es la circunstancia 
que motivó de la resolución recurrida, toda vez que no hay evidencia alguna de que la 
interesada sea marroquí y haya nacido en Marruecos. 

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y 
Estado Civil, ha acordado que procede: 

1º. Estimar el recurso dejando sin efecto el auto recurrido que considera probado que 
la recurrente es de nacionalidad marroquí y nació en Marruecos. 

2º. Ordenar que se inscriba en el Registro Civil Central el nacimiento de la promotora, 
al desconocerse el lugar de nacimiento aun habiendo constancia de que ha residido 
en España desde su infancia y debiendo consignarse como fecha de nacimiento la que 
resulta de la documentación aportada, 31 de diciembre de 1957. 
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Madrid, 1 de febrero de 2019

Firmado: El director general: Pedro José Garrido Chamorro.

Sr. juez encargado del Registro Civil Central 



M
in

is
te

rio
 d

e 
Ju

st
ic

ia
II Nombres y apellidos 

◄ 14 ►

BMJ, año LXXIV, enero 2020, núm. 2.226

II  NOMBRES Y APELLIDOS

II.1  IMPOSICIÓN DEL NOMBRE PROPIO

II.1.1  IMPOSICIÓN DEL NOMBRE PROPIO, PROHIBICIONES

Resolución de 14 de febrero de 2019 (3ª) 
II.1.1 Imposición de nombre 

Es admisible para varón “Lur”, nombre apto para designar a personas de uno y otro 
sexo y, por tanto, no claramente incurso en causa de prohibición del artículo 54 de la 
Ley del Registro Civil. 

En el expediente sobre imposición de nombre en la inscripción de nacimiento remitido 
a este centro directivo en trámite de recurso, por virtud del entablado por los interesa-
dos contra calificación de la juez encargada del Registro Civil de Eibar (Gipuzkoa). 

HECHOS 

1. Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Eibar el 26 de abril de 2016, 
doña M. A. A. y don F. A. P. S. solicitan que sea aceptada su pretensión de poner a su 
hijo, nacido el ….. de 2016, el nombre de “Lur”, acompañando documentación perte-
neciente a tres varones que lo ostentan e información estadística de dicho nombre en 
España, y en la misma fecha la juez encargada dicta providencia desestimando la 
solicitud por entender que, constando como nombre femenino en el listado proporcio-
nado por Euskaltzaindia, resulta contrario a nuestra legislación por inducir a error 
sobre el sexo. 

2. Notificada la resolución a los progenitores, estos interpusieron recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado alegando que, si bien actualmente 
“Lur” aparece en la lista de Euskaltzaindia como nombre femenino, la propia acade-
mia aclara que son recomendaciones de la Comisión Onomástica sin valor normativo, 
que en el anterior nomenclátor se recogía como nombre mitológico de varón, que en 
euskara no hay géneros gramaticales y en castellano la palabra “lur” es del género 
masculino y que hoy en día “Lur” se utiliza para designar a personas, sean hombres o 
mujeres, para lo que acompañan: consulta del nombre en la página web de 
Euskaltzaindia; copia del nomenclátor de 1977; certificados de nacimiento de varones 
nacidos en el País Vasco con dicho nombre y certificado expedido por el encargado del 
registro civil consular de la Embajada de España en Estocolmo para constancia de que 
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en Suecia “Lur” se usa indistintamente para mujeres y para varones, aunque es más 
frecuente en estos últimos. 

3. De la interposición del recurso se dio traslado al ministerio fiscal, que no formuló 
alegaciones, y la juez encargada del Registro Civil de Eibar informó que, no desvirtua-
dos los argumentos jurídicos de la resolución apelada, estima que debe confirmarse y 
seguidamente dispuso la remisión del expediente a la Dirección General de los 
Registros y del Notariado. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

I. Vistos los artículos 54 de la Ley del Registro Civil (LRC) y 192 y 193 del Reglamento 
de Registro Civil (RRC); la Circular de 2 de julio de 1980, y las resoluciones, entre otras, 
de 5-4ª de noviembre de 2003; 14-1ª de febrero y 22-3ª de abril de 2004; 2 de febrero 
de 2008; 3-2ª de diciembre de 2009; 7-42ª de octubre de 2013; 13-12ª y 20-101ª de 
marzo, 31-232ª de julio y 29-34ª de diciembre de 2014; 13-61ª de febrero y 2-46ª de 
octubre de 2015; 30-2ª de diciembre de 2016, y 7-26ª de abril de 2017. 

II. Los progenitores solicitan inscribir a su hijo, nacido el 19 de abril de 2016, con el 
nombre de “Lur” y la juez encargada, entendiendo que, al constar como nombre de 
mujer en el listado de la Real Academia de la Lengua Vasca, resulta contrario a nuestra 
legislación por inducir a error en cuanto al sexo, dispone no admitirlo mediante provi-
dencia de 26 de abril de 2016 que constituye el objeto del presente recurso. 

III. Los padres tienen amplia libertad para escoger para sus hijos el nombre que esti-
men oportuno, no pudiendo ser rechazado el elegido más que cuando claramente 
incurra en alguna de las prohibiciones contenidas en los artículos 54 LRC y 192 RRC, 
que han de ser restrictivamente interpretadas. 

IV. Así, los nombres que inducen a error en cuanto al sexo son, conforme a la doctrina 
de esta dirección general, los que designan inequívocamente al opuesto al del nacido 
-Julio para mujer o Julia para hombre-, por lo que aunque la denegación se fundamen-
ta en que “Lur” es actualmente considerado nombre femenino por la Real Academia 
de la Lengua Vasca / Euskaltzaindia, los interesados acreditan que es ostentado en 
España, y concretamente en el País Vasco, por decenas de varones y, por tanto, ha de 
concluirse que no incurre claramente en ninguna de las causas de prohibición subsis-
tentes en el artículo 54 LRC. 

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y 
Estado Civil, ha acordado: 

1º. Estimar el recurso y revocar el auto apelado. 

2º. Disponer que se inscriba al menor con el nombre de “Lur”. 

Madrid, 14 de febrero de 2019

Firmado: El director general: Pedro José Garrido Chamorro.

Sra. juez encargada del Registro Civil de Eibar (Gipuzkoa)
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II.3  ATRIBUCIÓN DE APELLIDOS

II.3.2  RÉGIMEN DE APELLIDOS DE LOS ESPAÑOLES

Resolución de 14 de febrero de 2019 (1ª) 
II.3.2 Atribución de apellidos 

No decidido de común acuerdo por el padre y la madre antes de la inscripción de la 
filiación paterna el orden de transmisión de su respectivo primer apellido (arts. 109 CC 
y 55 LRC), debido a la futura entrada en vigor el 30 de junio de 2017 del artículo 49 de 
la Ley 20/2011, de 21 de julio, del Registro Civil, y siendo discriminatorio por razón de 
sexo que, a falta de acuerdo, el primer apellido de un español sea el primero del padre 
y el segundo el primero de los personales de la madre (art. 194 RRC), debe atribuirse 
como primer apellido del menor, el materno, al ser el que se inscribió en primer lugar 
antes de la inscripción de la filiación paterna. 

En el expediente sobre atribución de apellidos subsiguiente a la determinación de la 
filiación paterna remitido a este centro directivo en trámite de recurso, por virtud del 
entablado por la promotora contra providencia dictada por la juez encargada del 
Registro Civil de Pamplona/Iruña (Navarra). 

HECHOS 

1. El 3 de noviembre de 2015 don J. B. Q. R., nacido el 21 de noviembre de 1982 en Z. 
(Ecuador), y domiciliado en P., comparece en el registro civil de esta población al objeto 
de reconocer como hija no matrimonial a R. E. B. G., nacida el …..de 2015 en P., y en 
comparecencia de fecha 13 de noviembre de 2015 la madre de la menor, doña P. E. G. 
B., muestra su total desacuerdo exponiendo que, aunque el arriba citado es el padre 
biológico, le resulta insoportable la idea de que pueda llegar a ser padre legal por no 
comportarse como tal, siendo de carácter violento, tiene cuatro denuncias y dos que-
brantamientos de medida cautelar, el último por amenazas de derribar la puerta y lle-
varse al bebé, y solicitando que, por todo ello, se aplace la decisión del reconocimiento 
hasta que se resuelva por el Juzgado de Violencia sobre la Mujer de P. el asunto pen-
diente, momento en el que podrá aportar pruebas de la certeza de sus manifestacio-
nes. 

2. En una segunda comparecencia en fecha 12 de enero de 2016 el padre manifiesta 
que, dado que la madre se niega radicalmente al reconocimiento y que la niña posee 
vecindad civil navarra por nacimiento, desea acogerse a lo dispuesto en la Ley 69 del 
Fuero Nuevo y aporta certificado de nacimiento ecuatoriano propio expedido en 2009 
y el 27 de enero de 2016 se dicta por la juez encargada en trámite de calificación 
resolución declarando ajustado a derecho el reconocimiento de filiación paterna no 
matrimonial efectuado y ordenando que en la inscripción de nacimiento se practique 
la oportuna marginal haciendo constar que el primer apellido de la inscrita será el pri-
mero del padre y el segundo el primero de la madre. 
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3. Notificada la resolución al ministerio fiscal y, en comparecencia de 28 de enero de 
2016, a la madre, en el mismo acto se afirma en su negativa al reconocimiento pater-
no, solicita que el primer apellido de la menor sea el que ostenta desde su nacimiento 
y recurre la decisión de que se refleje como primer apellido el paterno y la juez encar-
gada del Registro Civil de Pamplona/Iruña dispone que se inscriba el reconocimiento 
de filiación paterna en el asiento de nacimiento de la menor y que los apellidos se 
consignen conforme a lo dispuesto en los artículos 109 del Código Civil y 194 del 
Reglamento del Registro Civil, sin perjuicio de que se anote la interposición de recurso 
respecto al orden de apellidos. 

4. De la interposición se dio traslado al ministerio fiscal que informó que, siendo los 
apellidos cuestión de orden público establecida en norma con rango de ley, considera 
procedente la desestimación del recurso y, por su parte, la juez encargada informó 
que, en cuanto a la atribución de los apellidos, una vez efectuado el reconocimiento 
paterno de la menor y a falta de acuerdo entre los progenitores sobre el orden de 
apellidos ha de aplicarse la regla general, el primer apellido el primero del padre y el 
segundo el primero de la madre y seguidamente dispuso la remisión del expediente a 
la Dirección General de los Registros y del Notariado. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

I. Vistos los artículos 109 del Código Civil (CC); 53 y 55 de la Ley del Registro Civil 
(LRC), y 194 y 196 del Reglamento del Registro Civil (RRC), y las resoluciones de 
20-154ª de marzo de 2014; 26-56ª de junio y 10-31ª de julio de 2015, y 29-22ª de 
julio de 2016. 

II. Determinada la filiación paterna de una menor con vecindad civil navarra por reco-
nocimiento efectuado en virtud de lo dispuesto en la Ley 69 del Fuero Nuevo de 
Navarra, en ausencia de acuerdo entre los progenitores sobre el orden de transmisión 
de su respectivo primer apellido la juez encargada del registro civil resuelve que, de 
conformidad con lo preceptuado por los artículos 109 CC y 194 RRC, se consigne 
como primer apellido de la menor el apellido paterno y como segundo el materno 
mediante providencia de 27 de enero de 2016 que constituye el objeto del presente 
recurso interpuesto por la madre. 

III. Dispone el artículo 194 RRC que, si la filiación está determinada por ambas líneas 
y a salvo la opción prevista en el artículo 109 CC, el primer apellido de un español es 
el primero del padre y el segundo el primero de la madre. Por tanto, según el precepto 
legal citado, y con independencia de las posibles vías establecidas en la legislación 
registral para el cambio o conservación, el orden de los apellidos ha de ser decidido 
por los progenitores de común acuerdo antes de la inscripción. En el presente caso, la 
falta de acuerdo entre los progenitores, suscita dudas sobre cuál deba ser el primer 
apellido de la menor. Y si bien es cierto que el mencionado art. 194 RRC atribuiría 
como primer apellido el del padre, hay otras normas y principios que se debe tomar en 
consideración. En primer lugar, el hecho de que imponer como regla supletoria el ape-
llido del padre en primer lugar resulta contrario al principio de no discriminación por 
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razón de sexo. En segundo lugar, que el art. 49 de la Ley del Registro Civil de 21 de 
julio de 2011, a pesar de que aún no había entrado en vigor en el momento de la atri-
bución de los apellidos, establecía ya a la fecha del nacimiento de la menor que a falta 
de acuerdo entre los padres el/la encargado/a acordará el orden de los apellidos 
atendiendo al interés superior del menor. Ello constituye un principio jurídico que, aun 
no siendo de aplicación general y directa, debe considerarse incorporado a nuestro 
ordenamiento. Y en tercer lugar, que de acuerdo con el artículo 2 de la Ley Orgánica 
1/1996, de 15 de enero, de Protección Jurídica del Menor, de modificación parcial del 
Código Civil y de la Ley de Enjuiciamiento Civil, todo menor tiene derecho a que su 
interés superior sea valorado y considerado como primordial en todas las acciones y 
decisiones que le conciernan, tanto en el ámbito público como privado, de modo que 
en la aplicación de las normas que le afecten, así como en las medidas concernientes 
a los menores que adopten las instituciones, públicas o privadas, los Tribunales, o los 
órganos legislativos primará el interés superior de los mismos sobre cualquier otro 
interés legítimo que pudiera concurrir. 

De todo ello, se desprende que la norma que impone como primer apellido el del 
padre, aparte de resultar contraria al principio de no discriminación, en el presente 
caso debe ser ponderada en su aplicación con el hecho de que no sólo la filiación se 
ha inscrito a pesar de la oposición de la madre, con base en el art. 44 de la Ley del 
Registro Civil, por los motivos que ha valorado el juez, y que el padre tiene diversos 
antecedentes y denuncias por violencia de género, sino muy especialmente que la 
menor ha sido previamente inscrita con un primer apellido, “B.” por lo que la alteración 
del mismo haría más patente el hecho de que la filiación paterna ha sido determinada 
en un momento posterior. Por ello, y aun siendo la menor de corta edad, el hecho de 
que se altere su primer apellido puede resultar contrario a su superior interés. 

En consecuencia, la Dirección General de los Registros y del Notariado, a propuesta de 
la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado estimar el recurso 
y revocar el auto apelado. 

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y 
Estado Civil, ha acordado que procede estimar el recurso y revocar el auto apelado. 

Madrid, 14 de febrero de 2019

Firmado: El director general: Pedro José Garrido Chamorro.

Sra. juez encargada del Registro Civil de Pamplona/Iruña (Navarra)
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II.5  COMPETENCIA

II.5.1  COMPETENCIA EN CAMBIO DE NOMBRE PROPIO

Resolución de 14 de febrero de 2019 (2ª) 
II.5.1 Competencia en expediente de cambio de nombre 

El encargado no está facultado para autorizar el cambio de nombre si en el expediente 
no queda acreditado el uso habitual del propuesto, pero por economía procesal y por 
delegación, la dirección general examina la pretensión y la concede, por concurrir la 
justa causa requerida. 

En el expediente sobre cambio de nombre remitido a este centro directivo en trámite 
de recurso, por virtud del entablado por la interesada contra auto dictado por la juez 
encargada del Registro Civil de Santander (Cantabria). 

HECHOS 

1. Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Santander en fecha 28 de abril 
de 2016 doña María-Aránzazu-Raquel G. T., nacida el 20 de julio de 1958 en B. 
(Bizkaia) y domiciliada en S. (Cantabria), solicita la incoación de expediente de cambio 
del nombre inscrito por “Arantza” exponiendo que este último es el que usa habitual-
mente y por el que es conocida en su entorno familiar, social y profesional y acompa-
ñando certificación literal de inscripción de nacimiento, copia simple de DNI, volante 
de empadronamiento en S. y copia simple de tres documentos en los que es identifica-
da como “Arancha” y de otros tres en los que figura como “Arantza”. 

2. Ratificada la promotora en el contenido del escrito presentado y acordada la 
incoación del pertinente expediente gubernativo, el ministerio fiscal, entendiendo que 
no se acredita la utilización habitual del nombre interesado, se opuso a lo solicitado y 
el 27 de julio de 2016 la juez encargada, considerando que la promotora no acredita 
un uso habitual y continuado del nombre pretendido sino de diversas variantes familia-
res y coloquiales, dictó auto acordando denegar el cambio. 

3. Notificada la resolución al ministerio fiscal y a la promotora, esta interpuso recurso 
ante la Dirección General de los Registros y del Notariado alegando que a todos los 
efectos se la conoce como “Arantza” y que, como su nombre es tan largo, accediendo 
a su petición se le facilitaría mucho el día a día. Aporta como prueba documental adi-
cional en vía de recurso, una factura a nombre de “Arancha” fechada en enero de 
2015 y datos fiscales de “Arantza” en el año 2012. 

4. De la interposición del recurso se dio traslado al ministerio fiscal que, dando por 
reproducido el contenido de su informe anterior, interesó la desestimación del recurso 
y la juez encargada del Registro Civil de Santander informó que las alegaciones efec-
tuadas no desvirtúan la fundamentación legal que sirvió de base para la denegación 
disponiendo la remisión del expediente a la Dirección General de los Registros y del 
Notariado. 
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FUNDAMENTOS DE DERECHO 

I. Vistos los artículos 54, 57, 59, 60 y 62 de la Ley del Registro Civil (LRC), y 206, 209, 
210, 217, 218, 354, 355 y 365 del Reglamento de Registro Civil (RRC); la orden minis-
terial JUS/696 de 16 de abril de 2015, y las resoluciones, entre otras, de 23-1ª de 
mayo de 1998; 28 de febrero y 26-1ª de abril de 2003; 26-2ª de octubre de 2004; 5-4ª 
de abril y 9-4ª de diciembre de 2005; 28-5ª de junio, 13-5ª de julio y 29-3ª de noviem-
bre de 2006; 8-6ª de mayo y 7-6ª de diciembre de 2007; 8-4ª de abril y 1-6ª de julio de 
2008; 19-2ª de enero y 9-1ª de febrero de 2009; 15-7ª de marzo de 2010; 18-9ª de 
marzo de 2011; 15-22ª de noviembre y 11-106ª de diciembre de 2013; 20-47ª de 
marzo y 21-24ª de abril de 2014, y 29-11ª de mayo y 17-14ª de julio de 2015. 

II. Solicita la promotora el cambio del nombre, “María-Aránzazu-Raquel”, que consta 
en su inscripción de nacimiento por “Arantza”, exponiendo que este último es el que 
usa habitualmente y por el que es conocida en su entorno familiar, social y profesional, 
y la juez encargada, considerando que no se acredita uso habitual y continuado del 
nombre pretendido sino de diversas variantes familiares y coloquiales, dispone no 
autorizarlo mediante auto de 27 de julio de 2016 que constituye el objeto del presente 
recurso. 

III. El/la encargado/a del registro civil del domicilio tiene facultades para aprobar en 
expediente el cambio del nombre propio inscrito por el usado habitualmente (arts. 
209.4º y 365 del RRC) siempre que exista justa causa en la pretensión y que no haya 
perjuicio de tercero (art. 210 RRC) y siempre que, además, el solicitado no infrinja las 
normas que regulan su imposición (cfr. arts. 54 LRC y 192 RRC), porque, como es 
obvio, no ha de poder lograrse por la vía indirecta de un expediente de cambio un 
nombre que en una inscripción inicial debe ser rechazado. 

IV. No justificado suficientemente el uso habitual del nombre propuesto, la competen-
cia para resolver el expediente no pertenece a el/la encargado/a sino al Ministerio de 
Justicia (arts. 57 LRC y 209 in fine RRC) y, por delegación (Orden JUS/696/2015, de 
16 de abril), a la Dirección General de los Registros y del Notariado. 

V. Conviene, por tanto, examinar si la pretensión de la promotora puede ser acogida, 
habida cuenta de que en el registro civil del domicilio se ha seguido la necesaria fase 
de instrucción del expediente de la competencia del Ministerio de Justicia (cfr. art 365 
RRC) y de que razones de economía procesal aconsejan su examen, ya que sería 
superfluo y desproporcionado con la causa (cfr. 354 RRC) exigir la tramitación formal 
de otro expediente dirigido al mismo fin práctico. 

VI. A la cuestión planteada hay que darle una respuesta afirmativa ya que, aunque de 
la prueba testifical y documental practicada no resulta acreditado el uso habitual del 
nombre propuesto en el que la promotora basa exclusivamente su pretensión, y pese a 
que las alegaciones de otra índole formuladas en vía de recurso resulten ahora extem-
poráneas (cfr. art. 358-II R.R.C.), sin embargo dichas alegaciones justifican suficiente-
mente la petición y, si bien la consignación de un nombre compuesto seguido de uno 
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simple era todavía legal en la fecha de nacimiento de la interesada, el nombre ahora 
solicitado, además de facilitar su uso por parte de la interesada en todos los ámbitos 
de su vida, se atiene a las normas que actualmente regulan su imposición. Todo ello 
permite apreciar la concurrencia de justa causa para el cambio pretendido, este no 
perjudica a terceros (arts. 60 LRC y 206, III y 210 RRC) y, en definitiva, resultan cumpli-
dos los requisitos específicos exigidos por la normativa registral. 

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y 
Estado Civil, ha acordado: 

1º. Desestimar el recurso 

2º. Por delegación del Sr. ministro de Justicia (Orden JUS/696/2015, de 16 de abril) 
autorizar el cambio del nombre inscrito, María-Aránzazu-Raquel, por “Arantza”, no 
debiendo producir esta autorización efectos legales mientras no se inscriba al margen 
del asiento de nacimiento de la interesada y siempre que así se solicite en el plazo de 
ciento ochenta días a partir de la notificación, conforme dispone el artículo 218 RRC. 
El/la encargado/a que inscriba el cambio deberá efectuar las comunicaciones previs-
tas en el artículo 217 RRC. 

Madrid, 14 de febrero de 2019

Firmado: El director general: Pedro José Garrido Chamorro.

Sra. juez encargada del Registro Civil de Santander (Cantabria)
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III  NACIONALIDAD

III.1  ADQUISICIÓN DE LA NACIONALIDAD ESPAÑOLA

III.1.3  ADQUISICIÓN DE NACIONALIDAD DE ORIGEN 
POR LEY 52/2007 DE MEMORIA HISTÓRICA

III.1.3.1  Adquisición de nacionalidad de origen, anexo I Ley 52/2007

Resolución de 13 de febrero de 2019 (2ª) 
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española 

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado prime-
ro de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, los mayores de edad que 
sean hijos de padre o madre que no hubiere sido originariamente español, y que (el 
padre o la madre) hubieren adquirido anteriormente la nacionalidad española de 
origen por la vía de dicha disposición adicional séptima de la Ley 52/2007. 

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado contra el auto de la encargada del Registro Civil Consular de España en La 
Habana (Cuba). 

HECHOS 

1. Don A. P. P., de nacionalidad cubana, presenta escrito en el Registro Civil Consular 
de España en La Habana (Cuba) a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de 
la Ley 52/2007 disposición adicional séptima, y adjunta especialmente en apoyo de 
su solicitud como documentación hoja declaratoria de datos en la que manifiesta que 
nació el 19 de marzo de 1972, en S. L. G., L. V. (Cuba), hijo de don A. F. P. M., nacido el 
17 de julio de 1945, en Q. G., L. V. (Cuba), de nacionalidad cubana y española, y de 
doña A. L. P. R., nacida el 25 de agosto de 1949, en M., L. V. (Cuba), de nacionalidad 
cubana; documento de identidad cubano y certificado local de nacimiento del promo-
tor; certificados cubano y español de nacimiento del padre del solicitante, con inscrip-
ción en este último de marginal de opción por la nacionalidad española de origen, en 
virtud de lo dispuesto en el apartado primero de la disposición adicional séptima de la 
Ley 52/2007 el día 17 de agosto de 2011; certificado local de matrimonio de los 
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padres del solicitante y certificados cubanos de nacimiento y de defunción del abuelo 
paterno del interesado. 

2. Con fecha 17 de abril de 2015, la encargada del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) dicta auto por el que se deniega la inscripción de nacimiento 
solicitada por el interesado, estimando que el peticionario no prueba suficientemente 
los HECHOS a los que se refiere su declaración, no quedando establecido que en el 
solicitante concurran los requisitos exigidos en la Ley 52/2007, toda vez que el padre 
del interesado optó por la nacionalidad española de origen según la disposición adicio-
nal séptima de la Ley 52/2007 en fecha 17 de agosto de 2011, cuando el solicitante 
era mayor de edad. 

3. Notificado el interesado, interpone recurso ante la Dirección General de los Registros y 
del Notariado contra la resolución denegatoria antes citada, solicitando se revise su 
expediente, alegando su condición de nieto de abuelo nacido en Cuba cuando era una 
colonia de España. 

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han guarda-
do en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado conforme 
a derecho, y la encargada del Registro Civil Consular de España en La Habana remite el 
expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado para su resolución, 
junto con informe en el que indica que teniendo en cuenta que el progenitor español del 
solicitante optó a la nacionalidad española de origen, según la disposición adicional sép-
tima de la Ley 52/2007, en fecha 17 de agosto de 2011, cuando el solicitante era mayor 
de edad, no ha quedado establecido que concurran los requisitos exigidos en la directriz 
sexta de la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, que regula la aplicación de la Ley 
52/2007, especialmente en lo que se refiere a estar sujeto a la patria potestad de un 
español. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, las 
disposiciones transitorias segunda y tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el 
artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria prime-
ra de la Ley 29/1995, de 2 de noviembre; la disposición final sexta de la Ley 20/2011 
de 21 de julio de Registro Civil; los artículos 20 del Código Civil (CC); 15, 16, 23 y 67 de 
la Ley del Registro Civil (LRC); artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro 
Civil (RRC); la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras 
de 23 de marzo de 2010 (4ª), 23 de marzo de 2010 (5ª), 23 de marzo 2010 (6ª), 24 de 
marzo de 2010 (5ª), 28 de abril de 2010 (5ª), 6 de octubre de 2010 (10ª), 15 de 
noviembre de 2010 (5ª),1 de diciembre de 2010 (4ª); 7 de marzo de 2011 (4ª), 9 de 
marzo de 2011(3ª), 3 de octubre de 2011 (17ª), 25 de octubre de 2011 (3ª), 2 de 
diciembre de 2011 (4ª); 10 de febrero 2012 (42ª), 17 de febrero 2012 (30ª), 22 de 
febrero 2012 (53ª), 6 de julio 2012 (5º), 6 de julio 2012 (16ª), 14 de septiembre de 
2012 (32ª), y 30 de enero 2013 (28ª). 
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II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el registro civil consular como 
español de origen al nacido el 19 de marzo de 1972, en S. L. G., L. V. (Cuba), en virtud 
del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la cual “1. Las personas 
cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán optar a la nacionali-
dad española de origen si formalizan su declaración en el plazo de dos años desde la 
entrada en vigor de la presente disposición adicional”. 

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 2 de 
diciembre de 2011, en el modelo normalizado del anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008, al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por la encargada 
del registro civil consular se dictó auto de fecha 17 de abril de 2015 denegando lo 
solicitado. 

III. El auto apelado basa su denegación en que el solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado que su padre fuese español de origen, ya que el progenitor del intere-
sado optó a la nacionalidad española de origen, en virtud del apartado primero de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, con efectos en fecha 17 de agosto de 
2011. 

IV. La primera cuestión que se plantea en el recurso es si, al amparo del apartado pri-
mero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, es o no posible realizar 
dos opciones consecutivas de las previstas por el mismo. Es decir, si ejercitada con 
éxito la opción por el hijo o hija de que habla la norma (primer optante), el cual pasa a 
ostentar la nacionalidad española de origen, pueden, a su vez, sus propios hijos o hijas 
ampararse en la misma disposición para acceder a la nacionalidad española (segundo 
optante). 

Esta cuestión fue abordada por la Instrucción de este centro directivo de 4 de noviem-
bre de 2008, distinguiendo dos hipótesis distintas en función de que los hijos del 
primer optante sean mayores o menores de edad. En el caso de que el hijo/a de padre 
o madre originariamente español que ejercita la opción del apartado primero de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 tenga hijos menores de edad, estos 
pueden ejercitar, a su vez, la opción de la letra a) del nº 1 del artículo 20 del Código 
Civil. Así lo declaró en su directriz sexta la citada Instrucción de 4 de noviembre de 
2008. 

Por el contrario, la opción del artículo 20 nº 1 a) del Código Civil no está disponible 
para el caso de que los hijos del optante sean mayores de edad. En el presente caso 
cuando el progenitor del recurrente adquiere la nacionalidad española por el ejercicio 
de la opción de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 en virtud de acta 
de 17 de agosto de 2011, inscrita con fecha 15 de junio de 2015, el ahora optante, 
nacido el 19 de marzo de 1972, había alcanzado ya su mayoría de edad, por lo que no 
podría acceder a la nacionalidad española de origen por esta vía. Se plantea, sin 
embargo, la posibilidad de que estos últimos, nietos del abuelo español, puedan aco-
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gerse, a su vez, a la misma opción del apartado primero de la disposición adicional 
séptima. 

V. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas “cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español”, derecho que se 
habrá de formalizar en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
pues, que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
hubiera ostentado dicha nacionalidad originariamente. 

En el presente caso el progenitor del recurrente ostenta la nacionalidad española “de 
origen” pero adquirida de forma sobrevenida en virtud del ejercicio de la opción previs-
ta en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por lo que se plantea la 
cuestión de determinar si se cumple respecto de la recurrente el requisito exigido por 
el apartado primero de la misma disposición adicional consistente en que su “padre o 
madre hubiese sido originariamente español”. Es decir, se trata de determinar si este 
requisito lo cumple sólo el hijo de padre o madre español de origen “desde su naci-
miento” (del padre o madre), o bien si es suficiente que el hijo lo sea de padre o madre 
español de origen, aunque el título de su adquisición no fuese originario (en el sentido 
de coetáneo al nacimiento), sino sobrevenido. Paralelamente se suscita la cuestión de 
si basta que el progenitor haya sido español en cualquier momento, –de forma que sea 
suficiente que ostente dicha nacionalidad en el momento en que se ejercita la opción–
, o es necesario que lo haya sido en un momento anterior (bien desde el nacimiento 
del progenitor, bien desde el nacimiento del hijo/a, o bien al menos desde la entrada 
en vigor de la norma que atribuye el derecho de opción). Para resolver tales cuestiones 
ha de atenderse a los precedentes históricos de la regulación actual contenida en la 
reiterada disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, y al espíritu y finalidad que 
la inspiran, además de a los términos en que aparece redactada a resultas de su tra-
mitación parlamentaria. 

VI. En cuanto a los precedentes históricos, la Ley de 15 de julio de 1954, de reforma 
del Título Primero del Código Civil, denominado “De los españoles y extranjeros”, por la 
que se da nueva redacción al artículo 18 del Código y amplía la facultad de adquirir la 
nacionalidad española por opción, recoge como novedad entre los supuestos de hecho 
que habilitan para el ejercicio de la opción el relativo a “los nacidos fuera de España 
de padre o madre que originariamente hubieran sido españoles”. 

El artículo 18 del Código Civil, en su redacción de 1954, subsiste hasta la reforma 
introducida en el Código por Ley de 13 de julio de 1982, en la que se limita la opción 
como vía para la adquisición de nacionalidad española al caso de “los extranjeros que, 
en supuestos distintos de los previstos en los artículos anteriores, queden sujetos a la 
patria potestad o a la tutela de un español” (cfr. artículo 19). El supuesto del “nacido 
fuera de España de padre o madre que originariamente hubieran sido españoles” 
pasa en dicha reforma a integrar uno de los casos que permiten reducir el tiempo 
necesario para la adquisición de la nacionalidad española por residencia a un año (cfr. 
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número 2 del artículo 22). A los efectos de la resolución del presente recurso tiene 
interés destacar que la Ley 51/1982 introdujo por primera vez en nuestra legislación 
un supuesto, calificado por la doctrina del momento como un caso de ficción legal, de 
nacionalidad española “de origen” adquirida sobrevenidamente en un momento pos-
terior al nacimiento. Esto fue lo que hizo el artículo 18 del Código el cual, tras estable-
cer que “El extranjero menor de dieciocho años adoptado en forma plena adquirirá por 
este hecho la nacionalidad española cuando cualquiera de los adoptantes fuera 
español”, añade un segundo párrafo para especificar que “Si alguno de los adoptantes 
era español al tiempo del nacimiento del adoptado, éste tendrá, desde la adopción, la 
condición de español de origen”. 

Ello supone que, por expresa prescripción legal, se admitía que la condición de espa-
ñol de origen se pudiera ostentar no desde el nacimiento, sino desde la adopción, si 
bien ello sólo se admitía cuando al tiempo del nacimiento del adoptado cualquiera de 
los adoptantes era español. 

VII. Pues bien, esta nueva figura de la nacionalidad de origen adquirida sobrevenida-
mente (que por alguna doctrina se calificó de figura mixta, a medio camino entre la 
atribución originaria –artículo 17– y las adquisiciones derivativas –artículos 19 a 22–), 
planteaba la cuestión de decidir si podía entenderse que los hijos de los adoptados 
que ostentasen la nacionalidad española con tal carácter de origen desde su adop-
ción, podían, a su vez, adquirir la nacionalidad española por residencia acogiéndose al 
plazo abreviado de un año previsto en el artículo 22, párrafo 3º, regla 2ª del Código 
civil (versión dada por Ley 51/1982) a favor de “el nacido fuera de España de padre o 
madre que originariamente hubieran sido españoles”. 

Los comentaristas del momento destacaron, a fin de despejar tal cuestión, la impor-
tancia de los avatares del proceso de elaboración legislativo de la mencionada Ley 
51/1982. Así, el Proyecto de Ley del Gobierno enunciaba el supuesto como referido a 
“El nacido fuera de España de padre que sea o haya sido español” (cfr. artículo 22, 
párrafo 3º, letra b). Tras el proceso de enmiendas queda redactado dicho apartado del 
siguiente modo: “El nacido fuera de España de padre o madre que originariamente 
hubieran sido españoles”. Se vuelve con ello a la redacción que figuraba en el antiguo 
artículo 18, párrafo primero, nº2 del Código Civil, en su redacción de 1954 (si bien 
ahora como un supuesto de naturalización con plazo privilegiado de un año, y no de 
opción). Descartada la versión inicial del Proyecto, no bastaba, en la redacción definiti-
va, como señaló la doctrina, que uno de los progenitores haya sido español en cual-
quier momento, ni que lo fuese en el momento de solicitar la concesión de la naciona-
lidad. Era necesario que uno, al menos, de los progenitores, hubiera sido español de 
origen. Pero cabía dudar si tal expresión comprendía únicamente al padre o madre que 
hubiera sido español o española “de origen desde el nacimiento” o si incluía también 
al padre o madre que hubiera adquirido la nacionalidad española “de origen desde la 
adopción”. La misma doctrina citada, basada en la redacción del precepto (que utiliza 
la expresión “que originariamente hubieran sido españoles”, y no “que sean o hayan 
sido españoles de origen”), en el carácter excepcional del precepto (frente a la regla 
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general de diez años de residencia), y en el carácter de ficción legal de la atribución de 
nacionalidad española de origen “desde la adopción”, se inclinaba por la tesis restric-
tiva. 

VIII. La Ley 18/1990, de 17 de diciembre, vuelve a introducir modificaciones en el 
derecho de opción. A estas modificaciones se refiere el Preámbulo de la Ley: “En la 
regulación de la opción se mantiene, como uno de los presupuestos para su ejercicio, 
el caso de quien esté o haya estado sujeto a la patria potestad de un español”. Se 
explica esto ya que una vez suprimida desde 1982 la adquisición por dependencia 
familiar, la sola voluntad de los interesados es el camino indicado, si se formula en 
ciertos plazos para que consigan la nacionalidad española los hijos de quienes la 
hayan adquirido sobrevenidamente. 

IX. En la Proposición de Ley de 15 de diciembre de 1989 se atribuía también la facul-
tad de optar a “aquellos cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español (y 
nacido en España)”, supuesto que en el texto definitivo de la Ley 18/1990 pasa a la 
Disposición Transitoria 3ª. 

Es importante destacar el dato de que una de las carencias principales, comúnmente 
señaladas, de las reformas legales del nuestro Código Civil de 1954, 1975 y 1982 fue 
precisamente la de no incorporar un régimen transitorio que facilitase la transición 
entre la regulación anterior y la posterior, más que de forma muy limitada. Este hecho 
suscitó graves problemas de interpretación que, en parte, quedaron paliados con las 
tres disposiciones transitorias incorporadas a la citada Ley 18/1990. En la primera se 
parte del principio general de irretroactividad de las leyes (cfr. artículo 2 nº3 del Código 
Civil), que como regla general había aplicado ya la doctrina de este centro directivo. 

Pues bien, este principio general, como señala el preámbulo de la Ley 18/1990, 
“queda matizado en las dos disposiciones siguientes, que obedecen al propósito de 
favorecer la adquisición de la nacionalidad española para situaciones producidas con 
anterioridad los emigrantes y sus hijos, cuando hayan llegado a ostentar la nacionali-
dad española, pueden recuperarla por el mecanismo privilegiado del artículo 26, pero 
esas dos disposiciones transitorias avanzan un paso más porque benefician, sobre 
todo, a los hijos de emigrantes que, al nacer, ya no eran españoles”. 

El alcance de ambas disposiciones transitorias (2ª y 3ª) han de ser analizados conjun-
tamente, a fin de poder interpretarlos coordinadamente. Por ello, la Instrucción de este 
centro directivo de 20 de marzo de 1991, sobre nacionalidad, dedicó su epígrafe VIII a 
estudiar al tiempo ambas disposiciones. De la misma resulta, en lo que ahora interesa, 
que la adquisición de la nacionalidad española por opción –con efectos de nacionali-
dad de origen– contenida en la disposición transitoria segunda, tiene aplicación en 
diversos supuestos, que la Instrucción identifica del siguiente modo: “Adoptados en 
forma plena antes de la Ley 51/1982, de 13 de julio; nacidos en España, antes de la 
Ley de 15 de julio de 1954, de progenitores extranjeros también nacidos en España. 
Pero su ámbito principal comprende los casos de hijo de española, nacido antes de la 
entrada en vigor de la Ley 51/1982, de 13 de julio, al cual le correspondiera seguir, 
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según la legislación entonces vigente, la nacionalidad extranjera del padre” (hoy hay 
que entender rectificado este extremo de la Instrucción en el sentido de que el supues-
to se refiere al hijo/a de española nacido/a antes de la entrada en vigor de la 
Constitución). Por su parte, según la misma Instrucción, la disposición transitoria ter-
cera beneficia “a personas que han nacido después del momento en que su progenitor 
hubiera perdido la nacionalidad española. Entonces, si el padre o la madre originaria-
mente español hubiere nacido en España, pueden optar por la nacionalidad españo-
la”. En consonancia con ello, la declaración decimotercera de la Instrucción afirmaba 
que “La opción por la nacionalidad española de la disposición transitoria tercera 
requiere que el interesado no fuera español al tiempo del nacimiento, por haber perdi-
do antes la nacionalidad española originaria su progenitor nacido en España”. 

Por tanto, a pesar de que desde la aprobación de la Ley 51/1982 existía ya un supues-
to de adquisición sobrevenida de la nacionalidad española de origen (categoría a la 
que la Ley 18/1990 suma otros casos), y por consiguiente existían casos de hijos de 
padre o madre españoles de origen pero no desde su nacimiento, el mantenimiento de 
la fórmula utilizada por el legislador invariablemente desde su introducción por la Ley 
de 15 de julio de 1954 de hijo de padre o madre “que originariamente hubiera sido 
español”, conduce a la interpretación incorporada a la declaración decimotercera de la 
transcrita Instrucción. Esta misma interpretación, como veremos, es a la que responde 
la declaración sexta de la Instrucción de esta Dirección General de 4 de noviembre de 
2008, conforme a la cual los hijos mayores de edad de quienes hayan optado a la 
nacionalidad española en virtud de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 
no pueden ejercer la opción del apartado 1 de esta disposición. 

X. Ahora bien, es importante aclarar que si bien la circunstancia de que el progenitor 
del hijo que pretendía optar a la nacionalidad española por la vía de la disposición 
transitoria 3ª de la Ley 18/1990 hubiera perdido previamente la nacionalidad españo-
la que ostentaba originariamente constituye un elemento caracterizador del supuesto 
de hecho tipo o paradigmático (por ser el más común de los contemplados en la 
norma), ello no supone que la pérdida en sí deba ser interpretada necesariamente, a 
pesar del tenor literal de la Instrucción de 20 de marzo de 1991, como integrante de 
una verdadera conditio iuris o requisito sustantivo de aplicación de la citada disposi-
ción transitoria 3ª. En efecto, una cosa es que si la madre incurrió en causa de pérdida 
con anterioridad al nacimiento del hijo, éste no pudiera optar por la vía de la disposi-
ción transitoria 2ª (más beneficiosa), y otra distinta entender que habiendo concurrido 
causa de pérdida y, por tanto, quedando vedada dicha vía, y haciendo tránsito el 
supuesto a la disposición transitoria 3ª, esta última imponga la pérdida como requisito 
sustantivo para su viabilidad, tesis que no se puede mantener pues a pesar de no 
haber concurrido dicha pérdida la madre española no transmitió su nacionalidad origi-
naria al hijo nacido antes de la entrada en vigor de la Constitución española, sin que 
por ello el hijo de la madre que conservó su nacionalidad deba ser de peor condición 
que el hijo de madre que sí perdió por seguir la nacionalidad del marido (aclaración 
que es también extensible a la interpretación del apartado primero de la disposición 
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adicional séptima de la Ley 52/2007). Así resulta igualmente del preámbulo de la Ley 
18/1990 al señalar que la transitoria 3ª “beneficia, sobre todo, a los hijos de los emi-
grantes que, al nacer, ya no eran españoles”: beneficiar sobre todo, no quiere decir 
beneficiar exclusivamente. 

XI. Nuevamente se modifica el Código Civil en materia de nacionalidad a través de la 
Ley 36/2002, de 8 de octubre. Esta reforma contempla de nuevo el supuesto de las 
personas “cuyo padre o madre hubiera sido originariamente español y nacido en 
España”, respecto del que arbitra un derecho de opción, similar al de la disposición 
transitoria 3ª de la Ley 18/1990, pero ya sin duración predeterminada al suprimirse el 
sistema de plazos preclusivos de la opción establecidos sucesivamente por las Leyes 
18/1990, 15/1993 y 29/1995, y sin la necesidad de residencia en España del optan-
te que había suprimido esta última (cfr. artículo 20 nº1, b). 

Las mismas conclusiones apuntadas en los anteriores fundamentos de derecho de 
esta resolución se desprenden del estudio de la tramitación parlamentaria de la Ley 
36/2002, durante la que fueron rechazadas varias enmiendas tendentes a incluir 
entre los beneficiarios de la opción a “b) Aquellos cuyo padre o madre, abuelo o abuela, 
hubieran sido originariamente españoles”, frente a la fórmula finalmente aprobada 
que permitía a tales nietos obtener la nacionalidad española pero no a través de la 
opción, sino mediante la residencia legal de un año en España (cfr. articulo 22 nº2, f 
del Código civil). 

XII. La redacción incorporada a la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 
tampoco incluye la referencia a los abuelos en su primer apartado (que mantiene la 
fórmula tradicional de “las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente 
español”), aunque sí en el apartado segundo, si bien el ejercicio de la opción queda 
condicionado en este caso a un régimen jurídico distinto, pues no es suficiente que el 
abuelo o abuela hubiere sido español, ya que tal derecho sólo se reconoce a “los 
nietos de quienes perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad española como 
consecuencia del exilio” (en la tramitación parlamentaria no fueron aprobadas las 
enmiendas que pretendían el reconocimiento del derecho de opción a las “personas 
que sean descendientes en primer o segundo grado de un español o española de 
origen”, pasando la segunda generación de descendientes (nietos) al apartado segun-
do de la disposición adicional séptima). 

XIII. De todo lo anterior y del propio carácter excepcional de la Ley que requiere criterios 
de interpretación estricta, resulta que no están comprendidos en el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 los hijos mayores de edad de 
padre o madre español en virtud de haber optado a la nacionalidad española de 
origen conforme a esta misma disposición. Así resulta también de la exposición de 
motivos de dicha ley, según la cual ésta “amplía la posibilidad de adquisición de la 
nacionalidad española a los descendientes hasta el primer grado de quienes hubiesen 
sido originariamente españoles”, sin perjuicio de incluir, a través del apartado 2º de la 
misma disposición adicional séptima, a otros descendientes más allá del primer grado 
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–nietos– “de quienes perdieron la nacionalidad española por exilio a consecuencia de 
la Guerra Civil o la Dictadura”, y así lo confirma la interpretación oficial recogida en la 
directriz sexta de la Instrucción de 4 de noviembre de 2008 de esta Dirección General. 

No obstante, queda abierto el acceso a la nacionalidad española a favor de los nietos 
nacidos fuera de España de abuelo o abuela que originariamente hubieran sido espa-
ñoles, aun cuando no resulte de aplicación el apartado segundo de la disposición adi-
cional séptima de la Ley 52/2007, por la vía de la residencia con plazo abreviado a un 
año, conforme al artículo 22 nº1, f) del Código Civil, que tras la reforma llevada a cabo 
por Ley 36/2002 incluyó en dicho precepto a los nietos de abuelo o abuela que origi-
nariamente hubieran sido españoles. 

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y 
Estado Civil, ha acordado que procede desestimar el recurso y confirmar el auto apela-
do. 

Madrid, 13 de febrero de 2019

Firmado: El director general: Pedro José Garrido Chamorro.

Sra. encargada del Registro Civil Consular en La Habana (Cuba) 

Resolución de 13 de febrero de 2019 (3ª) 
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española 

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado prime-
ro de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, los mayores de edad que 
sean hijos de padre o madre que no hubiere sido originariamente español, y que (el 
padre o la madre) hubieren adquirido anteriormente la nacionalidad española de 
origen por la vía de dicha disposición adicional séptima de la Ley 52/2007. 

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado contra el auto de la encargada del Registro Civil Consular de España en La 
Habana (Cuba). 

HECHOS 

1. Dª. Xiomara Molina González, de nacionalidad cubana, presenta escrito en el 
Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba) a fin de optar a la nacionalidad 
española en virtud de la Ley 52/2007 disposición adicional séptima, y adjunta espe-
cialmente en apoyo de su solicitud como documentación hoja declaratoria de datos en 
la que manifiesta que nació el 27 de mayo de 1967 en Cerro, La Habana (Cuba), hija 
de D. Rafael Gerónimo Molina Rodríguez, nacido el 30 de septiembre de 1940 en 
Caibarién, Las Villas (Cuba) de nacionalidad cubana, y de Dª. Lucía María González 
Blanco, nacida el 22 de octubre de 1942 en La Habana (Cuba), de nacionalidad 
cubana y española; documento de identidad cubano de la interesada y certificado 
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local en extracto de nacimiento de la promotora; certificado literal español de naci-
miento de la madre de la interesada, con inscripción marginal de opción por la nacio-
nalidad española de origen, en virtud de lo dispuesto en el apartado primero de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 el día 20 de febrero de 2009; certifi-
cado cubano de nacimiento de la progenitora; certificado literal cubano de nacimiento 
del abuelo materno de la solicitante, D. Enrique González Suárez, nacido el 15 de 
marzo de 1901 en La Habana, en el que consta que es hijo de D. Manuel González 
Valentín, natural de Oviedo y certificado literal de partida de bautismo del abuelo 
materno. 

2. Con fecha 23 de abril de 2015, la Encargada del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) dicta auto por el que se deniega la inscripción de nacimiento 
solicitada por la interesada, estimando que la peticionaria no prueba suficientemente 
los HECHOS a los que se refiere su declaración, no quedando establecido que en la 
solicitante concurran los requisitos exigidos en la Ley 52/2007, toda vez que la madre 
de la interesada optó por la nacionalidad española de origen según la disposición adi-
cional séptima de la Ley 52/2007 en fecha 20 de febrero de 2009, cuando la solicitan-
te era mayor de edad. 

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la Dirección General de los Registros y 
del Notariado contra la resolución denegatoria antes citada, solicitando se revise su 
expediente, alegando que su abuelo es hijo de ciudadano español natural de Oviedo. 

 4. Notificado el órgano en funciones de Ministerio Fiscal, este informa que se han guar-
dado en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado confor-
me a derecho, y la Encargada del Registro Civil Consular de España en La Habana remite 
el expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado para su resolución, 
junto con informe en el que indica que teniendo en cuenta que la progenitora española 
de la solicitante optó a la nacionalidad española de origen según la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007, en fecha 20 de febrero de 2009, cuando la solicitante era 
mayor de edad, no ha quedado establecido que concurran los requisitos exigidos en la 
directriz sexta de la Instrucción de fecha 4 de noviembre de 2008, que regula la aplica-
ción de la Ley 52/2007, especialmente en lo que se refiere a estar sujeto a la patria 
potestad de un español. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, las 
disposiciones transitorias segunda y tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el 
artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria prime-
ra de la Ley 29/1995, de 2 de noviembre; la disposición final sexta de la Ley 20/2011 
de 21 de julio de Registro Civil; los artículos 20 del Código Civil (CC); 15, 16, 23 y 67 de 
la Ley del Registro Civil (LRC); artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro 
Civil (RRC); la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras 
de 23 de marzo de 2010 (4ª), 23 de marzo de 2010 (5ª), 23 de marzo 2010 (6ª), 24 de 
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marzo de 2010 (5ª), 28 de abril de 2010 (5ª), 6 de octubre de 2010 (10ª), 15 de 
noviembre de 2010 (5ª),1 de diciembre de 2010 (4ª); 7 de marzo de 2011 (4ª), 9 de 
marzo de 2011(3ª), 3 de octubre de 2011 (17ª), 25 de octubre de 2011 (3ª), 2 de 
diciembre de 2011 (4ª); 10 de febrero 2012 (42ª), 17 de febrero 2012 (30ª), 22 de 
febrero 2012 (53ª), 6 de julio 2012 (5º), 6 de julio 2012 (16ª), 14 de septiembre de 
2012 (32ª), y 30 de enero 2013 (28ª).

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular como 
española de origen a la nacida en Cerro, La Habana (Cuba) en 1967, en virtud del 
ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la disposición adicional sép-
tima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la cual “1. Las personas cuyo 
padre o madre hubiese sido originariamente español podrán optar a la nacionalidad 
española de origen si formalizan su declaración en el plazo de dos años desde la 
entrada en vigor de la presente disposición adicional”. 

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 19 de 
diciembre de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por la Encargada 
del Registro Civil se dictó auto de fecha 23 de abril de 2015 denegando lo solicitado. 

III. El auto apelado basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado que su madre fuese originariamente española, ya que la progenitora 
de la interesada optó a la nacionalidad española de origen, en virtud del apartado pri-
mero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, con efectos en fecha 20 
de febrero de 2009. 

IV. La primera cuestión que se plantea en el recurso es si, al amparo del apartado pri-
mero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, es o no posible realizar 
dos opciones consecutivas de las previstas por el mismo. Es decir, si ejercitada con 
éxito la opción por el hijo o hija de que habla la norma (primer optante), el cual pasa a 
ostentar la nacionalidad española de origen, pueden, a su vez, sus propios hijos o hijas 
ampararse en la misma disposición para acceder a la nacionalidad española (segundo 
optante). 

Esta cuestión fue abordada por la Instrucción de este Centro Directivo de 4 de noviem-
bre de 2008 distinguiendo dos hipótesis distintas en función de que los hijos del 
primer optante sean mayores o menores de edad. En el caso de que el hijo/a de padre 
o madre originariamente español que ejercita la opción del apartado primero de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 tenga hijos menores de edad, estos 
pueden ejercitar, a su vez, la opción de la letra a) del nº 1 del artículo 20 del Código 
Civil. Así lo declaró en su directriz sexta la citada Instrucción de 4 de noviembre de 
2008. 

Por el contrario, la opción del artículo 20 nº 1 a) del Código Civil no está disponible 
para el caso de que los hijos del optante sean mayores de edad. En el presente caso 
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cuando la progenitora de la recurrente adquiere la nacionalidad española por el ejerci-
cio de la opción de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 en virtud de 
acta de 20 de febrero de 2009, inscrita con fecha 13 de marzo de 2009, la ahora 
optante, nacida el 27 de mayo de 1967, había alcanzado ya su mayoría de edad, por lo 
que no podría acceder a la nacionalidad española de origen por esta vía. Se plantea, 
sin embargo, la posibilidad de que estos últimos, nietos del abuelo español, puedan 
acogerse, a su vez, a la misma opción del apartado primero de la disposición adicional 
séptima. 

V. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas “cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español”, derecho que se 
habrá de formalizar en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
pues, que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
hubiera ostentado dicha nacionalidad originariamente. 

En el presente caso la progenitora de la recurrente ostenta la nacionalidad española 
“de origen” pero adquirida de forma sobrevenida en virtud del ejercicio de la opción 
prevista en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por lo que se plantea 
la cuestión de determinar si se cumple respecto de la recurrente el requisito exigido 
por el apartado primero de la misma disposición adicional consistente en que su 
“padre o madre hubiese sido originariamente español”. Es decir, se trata de determi-
nar si este requisito lo cumple sólo el hijo de padre o madre español de origen “desde 
su nacimiento” (del padre o madre), o bien si es suficiente que el hijo lo sea de padre 
o madre español de origen, aunque el título de su adquisición no fuese originario (en el 
sentido de coetáneo al nacimiento), sino sobrevenido. Paralelamente se suscita la 
cuestión de si basta que el progenitor haya sido español en cualquier momento, - de 
forma que sea suficiente que ostente dicha nacionalidad en el momento en que se 
ejercita la opción -, o es necesario que lo haya sido en un momento anterior (bien 
desde el nacimiento del progenitor, bien desde el nacimiento del hijo/a, o bien al 
menos desde la entrada en vigor de la norma que atribuye el derecho de opción). Para 
resolver tales cuestiones ha de atenderse a los precedentes históricos de la regulación 
actual contenida en la reiterada disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, y al 
espíritu y finalidad que la inspiran, además de a los términos en que aparece redacta-
da a resultas de su tramitación parlamentaria. 

VI. En cuanto a los precedentes históricos, la Ley de 15 de julio de 1954, de reforma 
del Título Primero del Código Civil, denominado “De los españoles y extranjeros”, por la 
que se da nueva redacción al artículo 18 del Código y amplía la facultad de adquirir la 
nacionalidad española por opción, recoge como novedad entre los supuestos de hecho 
que habilitan para el ejercicio de la opción el relativo a “los nacidos fuera de España 
de padre o madre que originariamente hubieran sido españoles”. 

El artículo 18 del Código civil, en su redacción de 1954, subsiste hasta la reforma 
introducida en el Código por Ley de 13 de julio de 1982, en la que se limita la opción 
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como vía para la adquisición de nacionalidad española al caso de “los extranjeros que, 
en supuestos distintos de los previstos en los artículos anteriores, queden sujetos a la 
patria potestad o a la tutela de un español” (cfr. artículo 19). El supuesto del “nacido 
fuera de España de padre o madre que originariamente hubieran sido españoles” 
pasa en dicha reforma a integrar uno de los casos que permiten reducir el tiempo 
necesario para la adquisición de la nacionalidad española por residencia a un año (cfr. 
número 2 del artículo 22). A los efectos de la resolución del presente recurso tiene 
interés destacar que la Ley 51/1982 introdujo por primera vez en nuestra legislación 
un supuesto, calificado por la doctrina del momento como un caso de ficción legal, de 
nacionalidad española “de origen” adquirida sobrevenidamente en un momento pos-
terior al nacimiento. Esto fue lo que hizo el artículo 18 del Código el cual, tras estable-
cer que “El extranjero menor de dieciocho años adoptado en forma plena adquirirá por 
este hecho la nacionalidad española cuando cualquiera de los adoptantes fuera 
español”, añade un segundo párrafo para especificar que “Si alguno de los adoptantes 
era español al tiempo del nacimiento del adoptado, éste tendrá, desde la adopción, la 
condición de español de origen”. 

Ello supone que, por expresa prescripción legal, se admitía que la condición de espa-
ñol de origen se pudiera ostentar no desde el nacimiento, sino desde la adopción, si 
bien ello sólo se admitía cuando al tiempo del nacimiento del adoptado cualquiera de 
los adoptantes era español.

VII. Pues bien, esta nueva figura de la nacionalidad de origen adquirida sobrevenida-
mente (que por alguna doctrina se calificó de figura mixta, a medio camino entre la 
atribución originaria – artículo 17 – y las adquisiciones derivativas –artículos 19 a 22 
-), planteaba la cuestión de decidir si podía entenderse que los hijos de los adoptados 
que ostentasen la nacionalidad española con tal carácter de origen desde su adop-
ción, podían, a su vez, adquirir la nacionalidad española por residencia acogiéndose al 
plazo abreviado de un año previsto en el artículo 22, párrafo 3º, regla 2ª del Código 
civil (versión dada por Ley 51/1982) a favor de “el nacido fuera de España de padre o 
madre que originariamente hubieran sido españoles”. 

Los comentaristas del momento destacaron, a fin de despejar tal cuestión, la impor-
tancia de los avatares del proceso de elaboración legislativo de la mencionada Ley 
51/1982. Así, el Proyecto de Ley del Gobierno enunciaba el supuesto como referido a 
“El nacido fuera de España de padre que sea o haya sido español” (cfr. artículo 22, 
párrafo 3º, letra b). Tras el proceso de enmiendas queda redactado dicho apartado del 
siguiente modo: “El nacido fuera de España de padre o madre que originariamente 
hubieran sido españoles”. Se vuelve con ello a la redacción que figuraba en el antiguo 
artículo 18, párrafo primero, nº2 del Código Civil, en su redacción de 1954 (si bien 
ahora como un supuesto de naturalización con plazo privilegiado de un año, y no de 
opción). Descartada la versión inicial del Proyecto, no bastaba, en la redacción definiti-
va, como señaló la doctrina, que uno de los progenitores haya sido español en cual-
quier momento, ni que lo fuese en el momento de solicitar la concesión de la naciona-
lidad. Era necesario que uno, al menos, de los progenitores, hubiera sido español de 
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origen. Pero cabía dudar si tal expresión comprendía únicamente al padre o madre que 
hubiera sido español o española “de origen desde el nacimiento” o si incluía también 
al padre o madre que hubiera adquirido la nacionalidad española “de origen desde la 
adopción”. La misma doctrina citada, basada en la redacción del precepto (que utiliza 
la expresión “…que originariamente hubieran sido españoles”, y no “que sean o hayan 
sido españoles de origen”), en el carácter excepcional del precepto (frente a la regla 
general de diez años de residencia), y en el carácter de ficción legal de la atribución de 
nacionalidad española de origen “desde la adopción”, se inclinaba por la tesis restric-
tiva. 

VIII. La Ley 18/1990, de 17 de diciembre, vuelve a introducir modificaciones en el 
derecho de opción. A estas modificaciones se refiere el Preámbulo de la Ley: “En la 
regulación de la opción se mantiene, como uno de los presupuestos para su ejercicio, 
el caso de quien esté o haya estado sujeto a la patria potestad de un español”. Se 
explica esto ya que una vez suprimida desde 1982 la adquisición por dependencia 
familiar, la sola voluntad de los interesados es el camino indicado, si se formula en 
ciertos plazos para que consigan la nacionalidad española los hijos de quienes la 
hayan adquirido sobrevenidamente. 

IX. En la Proposición de Ley de 15 de diciembre de 1989 se atribuía también la facul-
tad de optar a “aquellos cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español (y 
nacido en España)”, supuesto que en el texto definitivo de la Ley 18/1990 pasa a la 
Disposición Transitoria 3ª. 

Es importante destacar el dato de que una de las carencias principales, comúnmente 
señaladas, de las reformas legales del nuestro Código Civil de 1954, 1975 y 1982 fue 
precisamente la de no incorporar un régimen transitorio que facilitase la transición 
entre la regulación anterior y la posterior, más que de forma muy limitada. Este hecho 
suscitó graves problemas de interpretación que, en parte, quedaron paliados con las 
tres disposiciones transitorias incorporadas a la citada Ley 18/1990. En la primera se 
parte del principio general de irretroactividad de las leyes (cfr. artículo 2 nº3 del Código 
Civil), que como regla general había aplicado ya la doctrina de este centro directivo. 

Pues bien, este principio general, como señala el preámbulo de la Ley 18/1990, 
“queda matizado en las dos disposiciones siguientes, que obedecen al propósito de 
favorecer la adquisición de la nacionalidad española para situaciones producidas con 
anterioridad … los emigrantes y sus hijos, cuando hayan llegado a ostentar la naciona-
lidad española, pueden recuperarla por el mecanismo privilegiado del artículo 26, 
pero esas dos disposiciones transitorias avanzan un paso más porque benefician, 
sobre todo, a los hijos de emigrantes que, al nacer, ya no eran españoles”. 

El alcance de ambas disposiciones transitorias (2ª y 3ª) han de ser analizados conjun-
tamente, a fin de poder interpretarlos coordinadamente. Por ello, la Instrucción de este 
centro directivo de 20 de marzo de 1991 sobre nacionalidad, dedicó su epígrafe VIII a 
estudiar al tiempo ambas disposiciones. De la misma resulta, en lo que ahora interesa, 
que la adquisición de la nacionalidad española por opción - con efectos de nacionali-
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dad de origen -, contenida en la disposición transitoria segunda, tiene aplicación en 
diversos supuestos, que la Instrucción identifica del siguiente modo: “Adoptados en 
forma plena antes de la Ley 51/1982, de 13 de julio; nacidos en España, antes de la 
Ley de 15 de julio de 1954, de progenitores extranjeros también nacidos en España... 
Pero su ámbito principal comprende los casos de hijo de española, nacido antes de la 
entrada en vigor de la Ley 51/1982, de 13 de julio, al cual le correspondiera seguir, 
según la legislación entonces vigente, la nacionalidad extranjera del padre” (hoy hay 
que entender rectificado este extremo de la Instrucción en el sentido de que el supues-
to se refiere al hijo/a de española nacido/a antes de la entrada en vigor de la 
Constitución). Por su parte, según la misma Instrucción, la disposición transitoria ter-
cera beneficia “a personas que han nacido después del momento en que su progenitor 
hubiera perdido la nacionalidad española. Entonces, si el padre o la madre originaria-
mente español hubiere nacido en España, pueden optar por la nacionalidad españo-
la”. En consonancia con ello, la declaración decimotercera de la Instrucción afirmaba 
que “La opción por la nacionalidad española de la disposición transitoria tercera 
requiere que el interesado no fuera español al tiempo del nacimiento, por haber perdi-
do antes la nacionalidad española originaria su progenitor nacido en España”. 

Por tanto, a pesar de que desde la aprobación de la Ley 51/1982 existía ya un supues-
to de adquisición sobrevenida de la nacionalidad española de origen (categoría a la 
que la Ley 18/1990 suma otros casos), y por consiguiente existían casos de hijos de 
padre o madre españoles de origen pero no desde su nacimiento, el mantenimiento de 
la fórmula utilizada por el legislador invariablemente desde su introducción por la Ley 
de 15 de julio de 1954 de hijo de padre o madre “que originariamente hubiera sido 
español”, conduce a la interpretación incorporada a la declaración decimotercera de la 
transcrita Instrucción. Esta misma interpretación, como veremos, es a la que responde 
la declaración sexta de la Instrucción de esta Dirección General de 4 de noviembre de 
2008, conforme a la cual los hijos mayores de edad de quienes hayan optado a la 
nacionalidad española en virtud de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 
no pueden ejercer la opción del apartado 1 de esta disposición. 

X. Ahora bien, es importante aclarar que si bien la circunstancia de que el progenitor 
del hijo que pretendía optar a la nacionalidad española por la vía de la disposición 
transitoria 3ª de la Ley 18/1990 hubiera perdido previamente la nacionalidad españo-
la que ostentaba originariamente constituye un elemento caracterizador del supuesto 
de hecho tipo o paradigmático (por ser el más común de los contemplados en la 
norma), ello no supone que la pérdida en sí deba ser interpretada necesariamente, a 
pesar del tenor literal de la Instrucción de 20 de marzo de 1991, como integrante de 
una verdadera “conditio iuris” o requisito sustantivo de aplicación de la citada disposi-
ción transitoria 3ª. En efecto, una cosa es que si la madre incurrió en causa de pérdida 
con anterioridad al nacimiento del hijo, éste no pudiera optar por la vía de la disposi-
ción transitoria 2ª (más beneficiosa), y otra distinta entender que habiendo concurrido 
causa de pérdida y, por tanto, quedando vedada dicha vía, y haciendo tránsito el 
supuesto a la disposición transitoria 3ª, esta última imponga la pérdida como requisito 
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sustantivo para su viabilidad, tesis que no se puede mantener pues a pesar de no 
haber concurrido dicha pérdida la madre española no transmitió su nacionalidad origi-
naria al hijo nacido antes de la entrada en vigor de la Constitución española, sin que 
por ello el hijo de la madre que conservó su nacionalidad deba ser de peor condición 
que el hijo de madre que sí perdió por seguir la nacionalidad del marido (aclaración 
que es también extensible a la interpretación del apartado primero de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007). Así resulta igualmente del preámbulo de la Ley 
18/1990 al señalar que la transitoria 3ª “beneficia, sobre todo, a los hijos de los emi-
grantes que, al nacer, ya no eran españoles”: beneficiar sobre todo, no quiere decir 
beneficiar exclusivamente. 

XI. Nuevamente se modifica el Código Civil en materia de nacionalidad a través de la 
Ley 36/2002, de 8 de octubre. Esta reforma contempla de nuevo el supuesto de las 
personas “cuyo padre o madre hubiera sido originariamente español y nacido en 
España”, respecto del que arbitra un derecho de opción, similar al de la disposición 
transitoria 3ª de la Ley 18/1990, pero ya sin duración predeterminada al suprimirse el 
sistema de plazos preclusivos de la opción establecidos sucesivamente por las Leyes 
18/1990, 15/1993 y 29/1995, y sin la necesidad de residencia en España del optan-
te que había suprimido esta última (cfr artículo 20 nº1, b). 

Las mismas conclusiones apuntadas en los anteriores fundamentos de derecho de 
esta resolución se desprenden del estudio de la tramitación parlamentaria de la Ley 
36/2002, durante la que fueron rechazadas varias enmiendas tendentes a incluir 
entre los beneficiarios de la opción a “b) Aquellos cuyo padre o madre, abuelo o abuela, 
hubieran sido originariamente españoles”, frente a la fórmula finalmente aprobada 
que permitía a tales nietos obtener la nacionalidad española pero no a través de la 
opción, sino mediante la residencia legal de un año en España (cfr. articulo 22 nº2, f 
del Código civil). 

XII. La redacción incorporada a la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 
tampoco incluye la referencia a los abuelos en su primer apartado (que mantiene la 
fórmula tradicional de “las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente 
español”), aunque sí en el apartado segundo, si bien el ejercicio de la opción queda 
condicionado en este caso a un régimen jurídico distinto, pues no es suficiente que el 
abuelo o abuela hubiere sido español, ya que tal derecho sólo se reconoce a “los 
nietos de quienes perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad española como 
consecuencia del exilio” (en la tramitación parlamentaria no fueron aprobadas las 
enmiendas que pretendían el reconocimiento del derecho de opción a las “personas 
que sean descendientes en primer o segundo grado de un español o española de 
origen”, pasando la segunda generación de descendientes (nietos) al apartado segun-
do de la disposición adicional séptima). 

XIII. De todo lo anterior y del propio carácter excepcional de la Ley que requiere criterios 
de interpretación estricta, resulta que no están comprendidos en el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 los hijos mayores de edad de 
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padre o madre español en virtud de haber optado a la nacionalidad española de 
origen conforme a esta misma disposición. Así resulta también de la exposición de 
motivos de dicha ley, según la cual ésta “amplía la posibilidad de adquisición de la 
nacionalidad española a los descendientes hasta el primer grado de quienes hubiesen 
sido originariamente españoles”, sin perjuicio de incluir, a través del apartado 2º de la 
misma disposición adicional séptima, a otros descendientes más allá del primer grado 
– nietos -, “de quienes perdieron la nacionalidad española por exilio a consecuencia de 
la Guerra Civil o la Dictadura”, y así lo confirma la interpretación oficial recogida en la 
directriz sexta de la Instrucción de 4 de noviembre de 2008 de esta Dirección General.

XIV. Por otra parte se indica que el abuelo materno de la solicitante, 
originariamente español, adquirió la nacionalidad cubana el 28 de 
junio de 1941, con anterioridad al nacimiento de su hija y madre de la 
promotora, que se produce el 15 de junio de 1943. Asimismo, consta 
acreditado el matrimonio civil de los abuelos maternos de la interesa-
da, formalizado en Cuba el 14 de octubre de 1929, por lo que en apli-
cación del artículo 22 del Código Civil vigente en dicha fecha en su 
redacción originaria por Real Orden de 24 de julio de 1889, “la mujer 
casada sigue la condición y nacionalidad de su marido”, la abuela mater-
na perdió la nacionalidad española adquiriendo la cubana el 28 de junio 
de 1941, con anterioridad al nacimiento de su hija y madre de la solicitan-
te, por lo que la progenitora de la interesada no nació originariamente 
española. 

No obstante, queda abierto el acceso a la nacionalidad española a favor de los nietos 
nacidos fuera de España de abuelo o abuela que originariamente hubieran sido espa-
ñoles, aun cuando no resulte de aplicación el apartado segundo de la disposición adi-
cional séptima de la Ley 52/2007, por la vía de la residencia con plazo abreviado a un 
año, conforme al artículo 22 nº1, f) del Código Civil, que tras la reforma llevada a cabo 
por Ley 36/2002 incluyó en dicho precepto a los nietos de abuelo o abuela que origi-
nariamente hubieran sido españoles. 

Esta Dirección General de los Registros y del Notariado, a propuesta de la Subdirección 
General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el recurso y confirmar 
el auto apelado. 

Madrid, 13 de febrero de 2019

Firmado: El director general: Pedro José Garrido Chamorro.

Sra. encargada del Registro Civil Consular en La Habana (Cuba) 
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Resolución de 13 de febrero de 2019 (4ª) 
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española 

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, los mayores de edad que sean 
hijos de padre o madre que no hubiere sido originariamente español, y que (el padre o la 
madre) hubieren adquirido anteriormente la nacionalidad española de origen por la vía 
de dicha disposición adicional séptima de la Ley 52/2007. 

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada contra el auto de la encargada del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba). 

HECHOS 

1. Doña I. G. H. G., nacida el 17 de julio de 1951 en S. D. V., L. V. (Cuba), de nacionali-
dad cubana, presenta escrito en el Registro Civil Consular de España en La Habana 
(Cuba) a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007 disposi-
ción adicional séptima, y adjunta especialmente en apoyo de su solicitud como docu-
mentación hoja declaratoria de datos en la que manifiesta que es hija de don B. I. H. 
M., nacido el 12 de marzo de 1924 en S. D., V. C. (Cuba), de nacionalidad cubana y de 
doña C. R. G., nacida el 8 de agosto de 1925 en S. D., V. C. (Cuba), de nacionalidad 
cubana y española; documento de identidad cubano y certificado en extracto cubano 
de nacimiento de la promotora; certificado literal español de nacimiento de la madre 
de la interesada, en el que consta que es hija doña J. F. P. R., nacida el 10 de enero de 
1890 en T., T. (España), con inscripción marginal de adquisición de la nacionalidad 
española no de origen, en virtud de lo establecido en el artº 20.1.b) del Código Civil, 
Ley 36/2002, en fecha 16 de abril de 2008; certificado cubano de nacimiento de la 
madre de la solicitante; certificado literal español de nacimiento de la abuela materna 
de la promotora; certificado cubano en extracto de matrimonio de la abuela materna 
de la promotora con ciudadano natural de Cuba, formalizado el 7 de junio de 1915 en 
S. D. V. (Cuba); documentos de inmigración y extranjería de la abuela materna y certifi-
cados cubanos de defunción de la abuela y de la madre de la solicitante. 

2. Con fecha 19 de febrero de 2015, la encargada del Registro Civil Consular de 
España en La Habana (Cuba) dicta auto por el que se deniega la inscripción de naci-
miento solicitada por la interesada, estimando que la peticionaria no prueba suficien-
temente los HECHOS a los que se refiere su declaración, no quedando establecido que 
en la solicitante concurran los requisitos exigidos en la Ley 52/2007, especialmente 
en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española de origen de su pro-
genitora. 

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la Dirección General de los Registros 
y del Notariado contra la resolución denegatoria antes citada, solicitando la revisión de su 
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expediente, alegando que no se tuvo en cuenta su filiación con su abuela española, 
nacida en T., Tenerife. 

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han guarda-
do en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado conforme 
a derecho, y la encargada del Registro Civil Consular de España en La Habana remite el 
expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado para su resolución, 
junto con informe en el que indica que teniendo en cuenta que la progenitora española de 
la solicitante optó por la nacionalidad española en virtud del artículo 20.1.b) del Código 
Civil en fecha 16 de abril de 2008, no ha quedado establecido que en la interesada con-
curran los requisitos exigidos en el apartado primero de la disposición adicional séptima 
de la Ley 52/2007, especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionali-
dad española de origen de su progenitora, señalando adicionalmente que la abuela de la 
solicitante contrajo matrimonio con ciudadano cubano el 7 de junio de 1915, por lo cual 
a partir de este momento adquirió la nacionalidad cubana, según lo expresado en el artí-
culo 22 del Código Civil en su redacción originaria vigente en dicha fecha, y su hija, madre 
de la solicitante, nace el día 8 de agosto de 1925, cuando su madre (abuela de la intere-
sada) ostentaba la nacionalidad cubana. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; las 
disposiciones transitorias segunda y tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el 
artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria prime-
ra de la Ley 29/1995,de 2 de noviembre; la disposición final sexta de la Ley 20/2011 
de 21 de julio de Registro Civil; los artículos 20 del Código Civil (CC); 15, 16, 23 y 67 de 
la Ley del Registro Civil (LRC); 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil (RRC); 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras de 23 de 
marzo de 2010 (4ª), 23 de marzo de 2010 (5ª), 23 de marzo 2010 (6ª), 24 de marzo 
de 2010 (5ª), 28 de abril de 2010 (5ª), 6 de octubre de 2010 (10ª), 15 de noviembre 
de 2010 (5ª), 1 de diciembre de 2010 (4ª); 7 de marzo de 2011 (4ª), 9 de marzo de 
2011(3ª), 3 de octubre de 2011 (17ª), 25 de octubre de 2011 (3ª), 2 de diciembre de 
2011 (4ª); 10 de febrero 2012 (42ª), 17 de febrero 2012 (30ª), 22 de febrero 2012 
(53ª), 6 de julio 2012 (5º), 6 de julio 2012 (16ª), 14 de septiembre de 2012 (32ª), y 30 
de enero 2013 (28ª). 

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como española de origen a la nacida el 17 de julio de 1951 en 
S. don del V., L. V. (Cuba), en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado 
primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, 
conforme a la cual “1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente 
español podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su declara-
ción en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición adi-
cional”. 
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En este caso la madre de la interesada tiene la condición de española por haberla 
adquirido en virtud del ejercicio del derecho de opción reconocido por el artículo 
20.1.b) del Código Civil, en su redacción dada por la Ley 36/2002, de 8 de octubre, 
conforme al cual tienen derecho a optar por la nacionalidad española “b) Aquellos 
cuyo padre o madre hubiera sido originariamente español y nacido en España”, opción 
que fue reconocida en fecha 16 de abril de 2008 e inscrita en el Registro Civil Consular 
de España en La Habana (Cuba) el 25 de abril de 2008, fecha en la que la recurrente 
era ya mayor de edad. 

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 13 de 
mayo de 2010 en el modelo normalizado del anexo I de la Instrucción de 4 de noviem-
bre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por la encargada del 
Registro Civil Consular de España en La Habana se dictó auto el 19 de febrero de 
2015, denegando lo solicitado. 

III. La resolución apelada basa su denegación en que la interesada no puede ejercer la 
opción del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, 
por no haber quedado establecido que en la solicitante concurran los requisitos lega-
les exigidos, especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad 
española de origen de su progenitora, posición que el órgano en funciones de ministe-
rio fiscal comparte en su informe. 

IV. El presente recurso se ha de solventar a la luz del apartado primero de la disposi-
ción adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, que concede un dere-
cho de opción a la nacionalidad española a aquellas personas “cuyo padre o madre 
hubiese sido originariamente español”, derecho que habrá de formalizarse en el plazo 
perentorio señalado en la propia disposición, y conforme a lo solicitado por la interesa-
da en el anexo I presentado en el Registro Civil Consular de España en la Habana 
(Cuba) el 13 de mayo de 2010. Se exige, en este caso, que la progenitora de la optante 
no sólo tenga la nacionalidad española, sino que ostente dicha nacionalidad en su 
modalidad de originaria. 

Hay que recordar que nuestro ordenamiento jurídico ha venido distinguiendo dos 
modalidades de nacionalidad española en cuanto a los títulos de su adquisición o 
atribución y, parcialmente, en cuanto a los efectos que produce: la nacionalidad origi-
naria y la nacionalidad derivativa o no de origen. Tal distinción estaba asentada en la 
consideración de que la nacionalidad originaria, a diferencia de la derivativa o sobreve-
nida, se adquiría de modo automático sin intervención alguna de la voluntad del inte-
resado en el proceso o iter jurídico de su atribución, la que se produce ope legis desde 
el mismo momento del nacimiento o, por ser más precisos, desde que el nacido 
adquiere personalidad jurídica de conformidad con lo dispuesto por el artículo 30 de 
nuestro Código Civil. 

Esta distinción hoy se mantiene en cuanto determinativa de dos modalidades o cate-
gorías de nacionalidad, en función de su respectivo título de adquisición y generadora 
de ciertos efectos jurídicos diferenciados. Así los españoles de origen no pueden ser 
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privados de la nacionalidad española (artículos 11.2 de la Constitución y 25 del Código 
Civil), disponiendo, por otra parte, de un régimen distinto privilegiado de conservación 
de la nacionalidad española en los supuestos de adquisición de la nacionalidad de 
aquellos países especialmente vinculados con España, según resulta de lo establecido 
en el artículo 11.3 de la Constitución española y 24 del Código Civil. 

Sin embargo, otros rasgos tradicionales de la distinción entre la nacionalidad origina-
ria y la no originaria han desaparecido o han variado en la actualidad. En efecto, el 
régimen legal vigente en España sobre la nacionalidad contempla supuestos en los 
que la nacionalidad española originaria no se adquiere desde el nacimiento, siendo 
necesaria una expresa y formal declaración de voluntad del interesado para adquirirla, 
así como el cumplimiento de una serie de requisitos materiales y formales para que la 
adquisición sea válida, en particular los establecidos en el artículo 23 del Código Civil. 

Por ello la adquisición de la nacionalidad española no opera en estos casos (aunque 
se trate de casos de españoles de origen) de modo automático, ni desde la fecha del 
nacimiento. Así sucede, por ejemplo, en los casos previstos en los artículos 17.2 y 19.2 
del Código Civil, esto es, en los supuestos en que la determinación de la filiación res-
pecto de un español o el nacimiento en España se producen después de los dieciocho 
años y en el de los adoptados extranjeros mayores de dieciocho años. Igualmente, la 
nacionalidad española a que da lugar el ejercicio de las opciones previstas por la dis-
posición adicional séptima de la Ley 52/2007 responde a esta última modalidad de 
“nacionalidad española de origen” pero sobrevenida, a que hemos hecho referencia. 
Así resulta del apartado primero, y así debe entenderse también para los nietos de 
españoles a que se refiere su apartado segundo al prever que “este derecho también 
se reconocerá” a las personas que en el mismo se mencionan, debiendo interpretarse 
que el “derecho” a que se refiere es el del optar por la “nacionalidad española de 
origen”. Precisamente en este carácter se cifra una de las principales diferencias entre 
las citadas opciones de la Ley 52/2007 y la que se contempla para los hijos de espa-
ñol de origen y nacido en España en la letra b) del nº1 del artículo 20 del Código Civil, 
por la que accedió a la ciudadanía española, la madre de la ahora recurrente. Como 
señala la Instrucción de este centro directivo de 4 de noviembre de 2008 en su apar-
tado I “el derecho de opción regulado en el artículo 20.1.b) del Código Civil da lugar a 
la adquisición de la nacionalidad derivativa, es decir, no confiere la cualidad de espa-
ñol de origen, como sí ocurre en los dos supuestos regulados en la disposición adicio-
nal séptima de la Ley 52/2007”. 

V. En el presente caso la progenitora de la optante ostenta la nacionalidad española 
con carácter derivativo y no de forma originaria por haberla adquirido en virtud del 
ejercicio de la opción prevista en el artículo 20.1.b) del Código Civil, por lo que no se 
cumple uno de los requisitos esenciales del apartado primero de la disposición adicio-
nal séptima de la Ley 52/2007. Adicionalmente se indica que la abuela materna con-
trajo matrimonio con ciudadano natural de Cuba el 7 de junio de 1915, por lo que de 
acuerdo con lo establecido en el artº 22 del Código Civil en su redacción originaria por 
Real Orden de 24 de julio de 1889, vigente en dicha fecha, “la mujer casada sigue la 
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condición y nacionalidad de su marido”, por lo que la abuela materna de la interesada 
adquirió la ciudadanía cubana al contraer matrimonio con ciudadano cubano. De este 
modo, la madre de la interesada no nació originariamente española, no quedando 
acreditado por la solicitante el cumplimiento de los requisitos establecidos en el apar-
tado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007. 

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y 
Estado Civil, ha acordado que procede desestimar el recurso y confirmar el auto apela-
do. 

Madrid, 13 de febrero de 2019

Firmado: El director general: Pedro José Garrido Chamorro.

Sra. encargada del Registro Civil Consular en La Habana (Cuba) 

Resolución de 13 de febrero de 2019 (5ª) 
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española 

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado prime-
ro de la disposición adicional séptima los hijos de padre o madre que no hubiere sido 
originariamente español, y que (el padre o la madre) hubieren adquirido anteriormente 
la nacionalidad española no de origen por la vía del artículo 20.1.b) del Código Civil en 
su redacción dada por la Ley 36/2002. 

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado contra el auto de la encargada del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba). 

HECHOS 

1. Don E. D. G., nacido el 7 de marzo de 1973 en D. O., H. (Cuba), de nacionalidad 
cubana, presenta escrito en el Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba) 
a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007 disposición adi-
cional séptima, y adjunta especialmente en apoyo de su solicitud como documentación 
hoja declaratoria de datos en la que manifiesta que es hijo de don F. J. D. H., nacido el 
23 de junio de 1946 en C. (Cuba), de nacionalidad cubana y de doña E. G. P., nacida el 
27 de julio de 1948 en S., Y., L. V. (Cuba), de nacionalidad cubana y española, adquiri-
da esta última por opción; documento de identidad cubano y certificado cubano en 
extracto de nacimiento del promotor; certificado literal español de nacimiento de la 
madre del interesado, con inscripción marginal de adquisición de la nacionalidad 
española no de origen, en virtud de lo establecido en el artº 20.1.b) del Código Civil, 
Ley 36/2002, en fecha 30 de abril de 2008 y certificado cubano de matrimonio de los 
padres del interesado. 



M
in

is
te

rio
 d

e 
Ju

st
ic

ia
II  Nombres y apellidos 

◄ 44 ►

BMJ, año LXXIV, enero 2020, núm. 2.226

2. Con fecha 25 de octubre de 2010, la encargada del Registro Civil Consular de 
España en La Habana (Cuba) dicta auto por el que se deniega la inscripción de naci-
miento solicitada por el interesado, estimando que el peticionario no prueba suficien-
temente los HECHOS a los que se refiere su declaración, no quedando establecido que 
en el solicitante concurran los requisitos exigidos en la Ley 52/2007, especialmente 
en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española de origen de su pro-
genitora. 

3. Notificado el interesado, interpone recurso ante la Dirección General de los Registros 
y del Notariado contra la resolución denegatoria antes citada, solicitando la revisión de su 
expediente, alegando que formuló su solicitud como nieto de abuelo originariamente 
español, nacido en O. 

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han 
guardado en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado 
conforme a derecho, y la encargada del Registro Civil Consular de España en La 
Habana remite el expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado 
para su resolución, junto con informe en el que indica que teniendo en cuenta que la 
progenitora española del solicitante optó por la nacionalidad española en virtud del 
artículo 20.1.b) del Código Civil en fecha 30 de abril de 2008, no ha quedado estable-
cido que en el interesado concurran los requisitos exigidos en el apartado primero de 
la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, especialmente en lo que se refiere 
a la acreditación de la nacionalidad española de origen de su progenitora. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; las 
disposiciones transitorias segunda y tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el 
artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria prime-
ra de la Ley 29/1995,de 2 de noviembre; la disposición final sexta de la Ley 20/2011 
de 21 de julio de Registro Civil; los artículos 20 del Código Civil (CC); 15, 16, 23 y 67 de 
la Ley del Registro Civil (LRC); 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil (RRC); 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras, de 23 de 
marzo de 2010 (4ª), 23 de marzo de 2010 (5ª), 23 de marzo 2010 (6ª), 24 de marzo 
de 2010 (5ª), 28 de abril de 2010 (5ª), 6 de octubre de 2010 (10ª), 15 de noviembre 
de 2010 (5ª), 1 de diciembre de 2010 (4ª); 7 de marzo de 2011 (4ª), 9 de marzo de 
2011(3ª), 3 de octubre de 2011 (17ª), 25 de octubre de 2011 (3ª), 2 de diciembre de 
2011 (4ª); 10 de febrero 2012 (42ª), 17 de febrero 2012 (30ª), 22 de febrero 2012 
(53ª), 6 de julio 2012 (5º), 6 de julio 2012 (16ª), 14 de septiembre de 2012 (32ª), y 30 
de enero 2013 (28ª). 

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como español de origen al nacido en D. O., H. (Cuba) el 7 de 
marzo de 1973, en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de 
la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la 
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cual “1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español 
podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el 
plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional”. 

En este caso la madre del interesado tiene la condición de española por haberla 
adquirido en virtud del ejercicio del derecho de opción reconocido por el artículo 
20.1.b) del Código Civil, en su redacción dada por la Ley 36/2002, de 8 de octubre, 
conforme al cual tienen derecho a optar por la nacionalidad española “b) Aquellos 
cuyo padre o madre hubiera sido originariamente español y nacido en España”, opción 
que fue documentada en acta suscrita el 30 de abril de 2008 e inscrita en el Registro 
Civil Consular de España en La Habana (Cuba) el 6 de mayo de 2008, fecha en la que 
el recurrente era ya mayor de edad. 

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 22 de 
septiembre de 2010 en el modelo normalizado del anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por la encargada 
del Registro Civil Consular de España en La Habana se dictó auto el 25 de octubre de 
2010, denegando lo solicitado. 

III. La resolución apelada basa su denegación en que el interesado no puede ejercer la 
opción del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, 
por no haber quedado establecido que en el solicitante concurran los requisitos lega-
les exigidos, especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad 
española de origen de su progenitora, posición que el órgano en funciones de ministe-
rio fiscal comparte en su informe. 

IV. El presente recurso se ha de solventar a la luz del apartado primero de la disposi-
ción adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, que concede un dere-
cho de opción a la nacionalidad española a aquellas personas “cuyo padre o madre 
hubiese sido originariamente español”, derecho que habrá de formalizarse en el plazo 
perentorio señalado en la propia disposición, y conforme a lo solicitado por el interesa-
do en el anexo I presentado en el Registro Civil Consular de España en la Habana 
(Cuba) el 22 de septiembre de 2010. Se exige, en este caso, que la progenitora del 
optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que ostente dicha nacionalidad 
en su modalidad de originaria. 

Hay que recordar que nuestro ordenamiento jurídico ha venido distinguiendo dos 
modalidades de nacionalidad española en cuanto a los títulos de su adquisición o 
atribución y, parcialmente, en cuanto a los efectos que produce: la nacionalidad origi-
naria y la nacionalidad derivativa o no de origen. Tal distinción estaba asentada en la 
consideración de que la nacionalidad originaria, a diferencia de la derivativa o sobreve-
nida, se adquiría de modo automático sin intervención alguna de la voluntad del inte-
resado en el proceso o iter jurídico de su atribución, la que se produce ope legis desde 
el mismo momento del nacimiento o, por ser más precisos, desde que el nacido 
adquiere personalidad jurídica de conformidad con lo dispuesto por el artículo 30 de 
nuestro Código Civil. 
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Esta distinción hoy se mantiene en cuanto determinativa de dos modalidades o cate-
gorías de nacionalidad, en función de su respectivo título de adquisición y generadora 
de ciertos efectos jurídicos diferenciados. Así los españoles de origen no pueden ser 
privados de la nacionalidad española (artículos 11.2 de la Constitución y 25 del Código 
Civil), disponiendo, por otra parte, de un régimen distinto privilegiado de conservación 
de la nacionalidad española en los supuestos de adquisición de la nacionalidad de 
aquellos países especialmente vinculados con España, según resulta de lo establecido 
en el artículo 11.3 de la Constitución española y 24 del Código Civil. 

Sin embargo, otros rasgos tradicionales de la distinción entre la nacionalidad origina-
ria y la no originaria han desaparecido o han variado en la actualidad. En efecto, el 
régimen legal vigente en España sobre la nacionalidad contempla supuestos en los 
que la nacionalidad española originaria no se adquiere desde el nacimiento, siendo 
necesaria una expresa y formal declaración de voluntad del interesado para adquirirla, 
así como el cumplimiento de una serie de requisitos materiales y formales para que la 
adquisición sea válida, en particular los establecidos en el artículo 23 del Código Civil. 

Por ello la adquisición de la nacionalidad española no opera en estos casos (aunque 
se trate de casos de españoles de origen) de modo automático, ni desde la fecha del 
nacimiento. Así sucede, por ejemplo, en los casos previstos en los artículos 17.2 y 19.2 
del Código Civil, esto es, en los supuestos en que la determinación de la filiación res-
pecto de un español o el nacimiento en España se producen después de los dieciocho 
años y en el de los adoptados extranjeros mayores de dieciocho años. Igualmente, la 
nacionalidad española a que da lugar el ejercicio de las opciones previstas por la dis-
posición adicional séptima de la Ley 52/2007 responde a esta última modalidad de 
“nacionalidad española de origen” pero sobrevenida, a que hemos hecho referencia. 
Así resulta del apartado primero, y así debe entenderse también para los nietos de 
españoles a que se refiere su apartado segundo al prever que “este derecho también 
se reconocerá” a las personas que en el mismo se mencionan, debiendo interpretarse 
que el “derecho” a que se refiere es el del optar por la “nacionalidad española de 
origen”. Precisamente en este carácter se cifra una de las principales diferencias entre 
las citadas opciones de la Ley 52/2007 y la que se contempla para los hijos de espa-
ñol de origen y nacido en España en la letra b) del nº1 del artículo 20 del Código Civil, 
por la que accedió a la ciudadanía española, la madre del ahora recurrente. Como 
señala la Instrucción de este centro directivo de 4 de noviembre de 2008 en su apar-
tado I “el derecho de opción regulado en el artículo 20.1.b) del Código Civil da lugar a 
la adquisición de la nacionalidad derivativa, es decir, no confiere la cualidad de espa-
ñol de origen, como sí ocurre en los dos supuestos regulados en la disposición adicio-
nal séptima de la Ley 52/2007”. 

V. En el presente caso la progenitora del optante ostenta la nacionalidad española con 
carácter derivativo y no de forma originaria por haberla adquirido en virtud del ejercicio 
de la opción prevista en el artículo 20.1.b) del Código Civil, por lo que no se cumple 
uno de los requisitos esenciales del apartado primero de la disposición adicional sép-
tima de la Ley 52/2007. 
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Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y 
Estado Civil, ha acordado que procede desestimar el recurso y confirmar el auto apela-
do. 

Madrid, 13 de febrero de 2019

Firmado: El director general: Pedro José Garrido Chamorro.

Sra. encargada del Registro Civil Consular en La Habana (Cuba) 

Resolución de 13 de febrero de 2019 (6ª) 
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española 

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado prime-
ro de la disposición adicional séptima los hijos de padre o madre que no hubiere sido 
originariamente español, y que (el padre o la madre) hubieren adquirido anteriormente 
la nacionalidad española no de origen por la vía del artículo 20.1.b) del Código Civil en 
su redacción dada por la Ley 36/2002. 

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada contra el auto de la encargada del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba). 

HECHOS 

1. Doña A. M. C. F., nacida el 5 de agosto de 1966 en C. A., C. (Cuba), de nacionalidad 
cubana, presenta escrito en el Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba) 
a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007 disposición adi-
cional séptima, y adjunta especialmente en apoyo de su solicitud como documentación 
hoja declaratoria de datos en la que manifiesta que es hija de don E. C. R., nacido el 18 
de febrero de 1919 en C. A. (Cuba), de nacionalidad cubana, y de doña C. M. F. G., 
nacida el 15 de noviembre de 1931 en M., C. A. (Cuba), de nacionalidad cubana y 
española, adquirida esta última por opción; documento de identidad cubano de la 
interesada; certificado cubano en extracto de nacimiento de la promotora y certificado 
literal español de nacimiento de la madre de la interesada, con inscripción marginal de 
adquisición de la nacionalidad española no de origen, en virtud de lo establecido en el 
artº 20.1.b) del Código Civil, Ley 36/2002, en fecha 29 de junio de 2005, en el que 
consta que la madre de la inscrita, nacida el 23 de enero de 1902 en S. A. S., P., T., 
contrajo matrimonio con ciudadano cubano el 26 de septiembre de 1920. 

2. Con fecha 13 de noviembre de 2014, la encargada del Registro Civil Consular de 
España en La Habana (Cuba) dicta auto por el que se deniega la inscripción de naci-
miento solicitada por la interesada, estimando que la peticionaria no prueba suficien-
temente los HECHOS a los que se refiere su declaración, no quedando establecido que 
en la solicitante concurran los requisitos exigidos en la Ley 52/2007, especialmente 
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en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española de origen de su pro-
genitora. 

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la Dirección General de los Registros 
y del Notariado contra la resolución denegatoria antes citada, solicitando la revisión de su 
expediente, alegando que formuló su solicitud como nieta de abuela originariamente 
española. Aporta certificado literal español de nacimiento de su abuela materna, doña M. 
G. R. 

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han 
guardado en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado 
conforme a derecho, y la encargada del Registro Civil Consular de España en La 
Habana remite el expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado 
para su resolución, junto con informe en el que indica que teniendo en cuenta que la 
progenitora española de la solicitante optó por la nacionalidad española en virtud del 
artículo 20.1.b) del Código Civil en fecha 29 de junio de 2005, no ha quedado estable-
cido que en la interesada concurran los requisitos exigidos en el apartado primero de 
la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, especialmente en lo que se refiere 
a la acreditación de la nacionalidad española de origen de su progenitora.  

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; las 
disposiciones transitorias segunda y tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el 
artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria prime-
ra de la Ley 29/1995,de 2 de noviembre; la disposición final sexta de la Ley 20/2011 
de 21 de julio de Registro Civil; los artículos 20 del Código Civil (CC); 15, 16, 23 y 67 de 
la Ley del Registro Civil (LRC); 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil (RRC); 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras de 23 de 
marzo de 2010 (4ª), 23 de marzo de 2010 (5ª), 23 de marzo 2010 (6ª), 24 de marzo 
de 2010 (5ª), 28 de abril de 2010 (5ª), 6 de octubre de 2010 (10ª), 15 de noviembre 
de 2010 (5ª), 1 de diciembre de 2010 (4ª); 7 de marzo de 2011 (4ª), 9 de marzo de 
2011(3ª), 3 de octubre de 2011 (17ª), 25 de octubre de 2011 (3ª), 2 de diciembre de 
2011 (4ª); 10 de febrero 2012 (42ª), 17 de febrero 2012 (30ª), 22 de febrero 2012 
(53ª), 6 de julio 2012 (5º), 6 de julio 2012 (16ª), 14 de septiembre de 2012 (32ª), y 30 
de enero 2013 (28ª). 

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como española de origen a la nacida en C. A., C. (Cuba) el 5 de 
agosto de 1966, en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de 
la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la 
cual “1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español 
podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el 
plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional”. 
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En este caso la madre de la interesada tiene la condición de española por haberla 
adquirido en virtud del ejercicio del derecho de opción reconocido por el artículo 
20.1.b) del Código Civil, en su redacción dada por la Ley 36/2002, de 8 de octubre, 
conforme al cual tienen derecho a optar por la nacionalidad española “b) Aquellos 
cuyo padre o madre hubiera sido originariamente español y nacido en España”, opción 
que fue documentada en acta suscrita el 29 de junio de 2005 e inscrita en el Registro 
Civil Consular de España en La Habana (Cuba) el 26 de abril de 2006, fecha en la que 
la recurrente era ya mayor de edad. 

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 24 de 
octubre de 2011 en el modelo normalizado del anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por la encargada 
del Registro Civil Consular de España en La Habana se dictó auto el 13 de noviembre 
de 2014, denegando lo solicitado. 

III. La resolución apelada basa su denegación en que la interesada no puede ejercer la 
opción del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, 
por no haber quedado establecido que en la solicitante concurran los requisitos lega-
les exigidos, especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad 
española de origen de su progenitora, posición que el órgano en funciones de ministe-
rio fiscal comparte en su informe. 

IV. El presente recurso se ha de solventar a la luz del apartado primero de la disposi-
ción adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, que concede un dere-
cho de opción a la nacionalidad española a aquellas personas “cuyo padre o madre 
hubiese sido originariamente español”, derecho que habrá de formalizarse en el plazo 
perentorio señalado en la propia disposición, y conforme a lo solicitado por la interesa-
da en el anexo I presentado en el Registro Civil Consular de España en la Habana 
(Cuba) el 24 de octubre de 2011. Se exige, en este caso, que la progenitora de la 
optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que ostente dicha nacionalidad 
en su modalidad de originaria. 

Hay que recordar que nuestro ordenamiento jurídico ha venido distinguiendo dos 
modalidades de nacionalidad española en cuanto a los títulos de su adquisición o 
atribución y, parcialmente, en cuanto a los efectos que produce: la nacionalidad origi-
naria y la nacionalidad derivativa o no de origen. Tal distinción estaba asentada en la 
consideración de que la nacionalidad originaria, a diferencia de la derivativa o sobreve-
nida, se adquiría de modo automático sin intervención alguna de la voluntad del inte-
resado en el proceso o iter jurídico de su atribución, la que se produce ope legis desde 
el mismo momento del nacimiento o, por ser más precisos, desde que el nacido 
adquiere personalidad jurídica de conformidad con lo dispuesto por el artículo 30 de 
nuestro Código Civil. 

Esta distinción hoy se mantiene en cuanto determinativa de dos modalidades o cate-
gorías de nacionalidad, en función de su respectivo título de adquisición y generadora 
de ciertos efectos jurídicos diferenciados. Así los españoles de origen no pueden ser 
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privados de la nacionalidad española (artículos 11.2 de la Constitución y 25 del Código 
Civil), disponiendo, por otra parte, de un régimen distinto privilegiado de conservación 
de la nacionalidad española en los supuestos de adquisición de la nacionalidad de 
aquellos países especialmente vinculados con España, según resulta de lo establecido 
en el artículo 11.3 de la Constitución española y 24 del Código Civil. 

Sin embargo, otros rasgos tradicionales de la distinción entre la nacionalidad origina-
ria y la no originaria han desaparecido o han variado en la actualidad. En efecto, el 
régimen legal vigente en España sobre la nacionalidad contempla supuestos en los 
que la nacionalidad española originaria no se adquiere desde el nacimiento, siendo 
necesaria una expresa y formal declaración de voluntad del interesado para adquirirla, 
así como el cumplimiento de una serie de requisitos materiales y formales para que la 
adquisición sea válida, en particular los establecidos en el artículo 23 del Código Civil. 

Por ello la adquisición de la nacionalidad española no opera en estos casos (aunque 
se trate de casos de españoles de origen) de modo automático, ni desde la fecha del 
nacimiento. Así sucede, por ejemplo, en los casos previstos en los artículos 17.2 y 19.2 
del Código Civil, esto es, en los supuestos en que la determinación de la filiación res-
pecto de un español o el nacimiento en España se producen después de los dieciocho 
años y en el de los adoptados extranjeros mayores de dieciocho años. Igualmente, la 
nacionalidad española a que da lugar el ejercicio de las opciones previstas por la dis-
posición adicional séptima de la Ley 52/2007 responde a esta última modalidad de 
“nacionalidad española de origen” pero sobrevenida, a que hemos hecho referencia. 
Así resulta del apartado primero, y así debe entenderse también para los nietos de 
españoles a que se refiere su apartado segundo al prever que “este derecho también 
se reconocerá” a las personas que en el mismo se mencionan, debiendo interpretarse 
que el “derecho” a que se refiere es el del optar por la “nacionalidad española de 
origen”. Precisamente en este carácter se cifra una de las principales diferencias entre 
las citadas opciones de la Ley 52/2007 y la que se contempla para los hijos de espa-
ñol de origen y nacido en España en la letra b) del nº1 del artículo 20 del Código Civil, 
por la que accedió a la ciudadanía española, la madre de la ahora recurrente. Como 
señala la Instrucción de este centro directivo de 4 de noviembre de 2008 en su apar-
tado I “el derecho de opción regulado en el artículo 20.1.b) del Código Civil da lugar a 
la adquisición de la nacionalidad derivativa, es decir, no confiere la cualidad de espa-
ñol de origen, como sí ocurre en los dos supuestos regulados en la disposición adicio-
nal séptima de la Ley 52/2007”. 

V. En el presente caso la progenitora de la optante ostenta la nacionalidad española 
con carácter derivativo y no de forma originaria por haberla adquirido en virtud del 
ejercicio de la opción prevista en el artículo 20.1.b) del Código Civil, por lo que no se 
cumple uno de los requisitos esenciales del apartado primero de la disposición adicio-
nal séptima de la Ley 52/2007. Adicionalmente se indica que, tal como consta en el 
certificado español de nacimiento de la madre de la interesada, su progenitora (abuela 
materna de la solicitante), originariamente española, contrajo matrimonio con ciuda-
dano natural de Cuba el 26 de septiembre de 1920, por lo que tal como establece el 
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artº 22 del Código Civil en su redacción originaria por Real Orden de 24 de julio de 
1889, vigente en dicha fecha, “la mujer casada sigue la condición y nacionalidad de su 
marido”, por lo que la abuela materna de la solicitante, originariamente española, 
perdió la nacionalidad española al contraer matrimonio con ciudadano de nacionali-
dad cubana. Por tanto, la madre de la optante no nace originariamente española. 

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y 
Estado Civil, ha acordado que procede desestimar el recurso y confirmar el auto 
apelado. 

Madrid, 13 de febrero de 2019

Firmado: El director general: Pedro José Garrido Chamorro.

Sra. encargada del Registro Civil Consular en La Habana (Cuba) 

Resolución de 13 de febrero de 2019 (7ª) 
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española 

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado prime-
ro de la disposición adicional séptima los hijos de padre o madre que no hubiere sido 
originariamente español, y que (el padre o la madre) hubieren adquirido anteriormente 
la nacionalidad española no de origen por la vía del artículo 20.1.b) del Código Civil en 
su redacción dada por la Ley 36/2002. 

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado contra el auto de la encargada del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba). 

HECHOS 

1. Don J. I. C. F., nacido el 3 de junio de 1963 en C. (Cuba), de nacionalidad cubana, 
presenta escrito en el Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba) a fin de 
optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007 disposición adicional 
séptima, y adjunta especialmente en apoyo de su solicitud como documentación hoja 
declaratoria de datos en la que manifiesta que es hijo de don E. C. R., nacido el 18 de 
febrero de 1919 en C. A. (Cuba), de nacionalidad cubana, y de doña C. M. F. G., nacida 
el 15 de noviembre de 1931 en M., C. A. (Cuba), de nacionalidad cubana y española, 
adquirida esta última por opción; documento de identidad cubano del interesado; cer-
tificado cubano en extracto de nacimiento del promotor y certificado literal español de 
nacimiento de la madre del interesado, con inscripción marginal de adquisición de la 
nacionalidad española no de origen, en virtud de lo establecido en el artº 20.1.b) del 
Código Civil, Ley 36/2002, en fecha 29 de junio de 2005, en el que consta que la 
madre de la inscrita, nacida el 23 de enero de 1902 en S. A. S., P., T., contrajo matri-
monio con ciudadano cubano el 26 de septiembre de 1920. 
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2. Con fecha 9 de diciembre de 2014, la encargada del Registro Civil Consular de 
España en La Habana (Cuba) dicta auto por el que se deniega la inscripción de naci-
miento solicitada por el interesado, estimando que el peticionario no prueba suficien-
temente los HECHOS a los que se refiere su declaración, no quedando establecido que 
en el solicitante concurran los requisitos exigidos en la Ley 52/2007, especialmente 
en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española de origen de su pro-
genitora. 

3. Notificado el interesado, interpone recurso ante la Dirección General de los Registros 
y del Notariado contra la resolución denegatoria antes citada, solicitando la revisión de 
su expediente, alegando que formuló su solicitud como nieto de abuela originariamen-
te española. Aporta certificado literal español de nacimiento de su abuela materna, 
doña M. G. R. 

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han 
guardado en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado 
conforme a derecho, y la encargada del Registro Civil Consular de España en La 
Habana remite el expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado 
para su resolución, junto con informe en el que indica que teniendo en cuenta que la 
progenitora española del solicitante optó por la nacionalidad española en virtud del 
artículo 20.1.b) del Código Civil en fecha 29 de junio de 2005, no ha quedado estable-
cido que en el interesado concurran los requisitos exigidos en el apartado primero de 
la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, especialmente en lo que se refiere 
a la acreditación de la nacionalidad española de origen de su progenitora. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; las 
disposiciones transitorias segunda y tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el 
artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria prime-
ra de la Ley 29/1995, de 2 de noviembre; la disposición final sexta de la Ley 20/2011 
de 21 de julio de Registro Civil, los artículos 20 del Código Civil (CC); 15, 16, 23 y 67 de 
la Ley del Registro Civil (LRC), 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil (RRC); 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras de 23 de 
marzo de 2010 (4ª), 23 de marzo de 2010 (5ª), 23 de marzo 2010 (6ª), 24 de marzo 
de 2010 (5ª), 28 de abril de 2010 (5ª), 6 de octubre de 2010 (10ª), 15 de noviembre 
de 2010 (5ª), 1 de diciembre de 2010 (4ª); 7 de marzo de 2011 (4ª), 9 de marzo de 
2011(3ª), 3 de octubre de 2011 (17ª), 25 de octubre de 2011 (3ª), 2 de diciembre de 
2011 (4ª), 10 de febrero 2012 (42ª), 17 de febrero 2012 (30ª), 22 de febrero 2012 
(53ª), 6 de julio 2012 (5º), 6 de julio 2012 (16ª), 14 de septiembre de 2012 (32ª), y 30 
de enero 2013 (28ª). 

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como español de origen al nacido en C. (Cuba) el 3 de junio de 
1963, en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la dispo-
sición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la cual 
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“1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán 
optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el plazo de 
dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional”. 

En este caso la madre del interesado tiene la condición de española por haberla 
adquirido en virtud del ejercicio del derecho de opción reconocido por el artículo 
20.1.b) del Código Civil, en su redacción dada por la Ley 36/2002, de 8 de octubre, 
conforme al cual tienen derecho a optar por la nacionalidad española “b) Aquellos 
cuyo padre o madre hubiera sido originariamente español y nacido en España”, opción 
que fue documentada en acta suscrita el 29 de junio de 2005 e inscrita en el Registro 
Civil Consular de España en La Habana (Cuba) el 26 de abril de 2006, fecha en la que 
el recurrente era ya mayor de edad. 

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 24 de 
octubre de 2011 en el modelo normalizado del anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008, al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por la encargada 
del Registro Civil Consular de España en La Habana se dictó auto el 9 de diciembre de 
2014, denegando lo solicitado. 

III. La resolución apelada basa su denegación en que el interesado no puede ejercer la 
opción del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, 
por no haber quedado establecido que en el solicitante concurran los requisitos lega-
les exigidos, especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad 
española de origen de su progenitora, posición que el órgano en funciones de ministe-
rio fiscal comparte en su informe. 

IV. El presente recurso se ha de solventar a la luz del apartado primero de la disposi-
ción adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, que concede un dere-
cho de opción a la nacionalidad española a aquellas personas “cuyo padre o madre 
hubiese sido originariamente español”, derecho que habrá de formalizarse en el plazo 
perentorio señalado en la propia disposición, y conforme a lo solicitado por el interesa-
do en el Anexo I presentado en el Registro Civil Consular de España en la Habana 
(Cuba) el 24 de octubre de 2011. Se exige, en este caso, que la progenitora del optan-
te no sólo tenga la nacionalidad española, sino que ostente dicha nacionalidad en su 
modalidad de originaria. 

Hay que recordar que nuestro ordenamiento jurídico ha venido distinguiendo dos 
modalidades de nacionalidad española en cuanto a los títulos de su adquisición o 
atribución y, parcialmente, en cuanto a los efectos que produce: la nacionalidad origi-
naria y la nacionalidad derivativa o no de origen. Tal distinción estaba asentada en la 
consideración de que la nacionalidad originaria, a diferencia de la derivativa o sobreve-
nida, se adquiría de modo automático sin intervención alguna de la voluntad del inte-
resado en el proceso o iter jurídico de su atribución, la que se produce ope legis desde 
el mismo momento del nacimiento o, por ser más precisos, desde que el nacido 
adquiere personalidad jurídica de conformidad con lo dispuesto por el artículo 30 de 
nuestro Código Civil. 
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Esta distinción hoy se mantiene en cuanto determinativa de dos modalidades o cate-
gorías de nacionalidad, en función de su respectivo título de adquisición y generadora 
de ciertos efectos jurídicos diferenciados. Así los españoles de origen no pueden ser 
privados de la nacionalidad española (artículos 11.2 de la Constitución y 25 del Código 
Civil), disponiendo, por otra parte, de un régimen distinto privilegiado de conservación 
de la nacionalidad española en los supuestos de adquisición de la nacionalidad de 
aquellos países especialmente vinculados con España, según resulta de lo establecido 
en el artículo 11.3 de la Constitución española y 24 del Código Civil. 

Sin embargo, otros rasgos tradicionales de la distinción entre la nacionalidad origina-
ria y la no originaria han desaparecido o han variado en la actualidad. En efecto, el 
régimen legal vigente en España sobre la nacionalidad contempla supuestos en los 
que la nacionalidad española originaria no se adquiere desde el nacimiento, siendo 
necesaria una expresa y formal declaración de voluntad del interesado para adquirirla, 
así como el cumplimiento de una serie de requisitos materiales y formales para que la 
adquisición sea válida, en particular los establecidos en el artículo 23 del Código Civil. 

Por ello la adquisición de la nacionalidad española no opera en estos casos (aunque 
se trate de casos de españoles de origen) de modo automático, ni desde la fecha del 
nacimiento. Así sucede, por ejemplo, en los casos previstos en los artículos 17.2 y 19.2 
del Código Civil, esto es, en los supuestos en que la determinación de la filiación res-
pecto de un español o el nacimiento en España se producen después de los dieciocho 
años y en el de los adoptados extranjeros mayores de dieciocho años. Igualmente, la 
nacionalidad española a que da lugar el ejercicio de las opciones previstas por la dis-
posición adicional séptima de la Ley 52/2007 responde a esta última modalidad de 
“nacionalidad española de origen” pero sobrevenida, a que hemos hecho referencia. 
Así resulta del apartado primero, y así debe entenderse también para los nietos de 
españoles a que se refiere su apartado segundo al prever que “este derecho también 
se reconocerá” a las personas que en el mismo se mencionan, debiendo interpretarse 
que el “derecho” a que se refiere es el del optar por la “nacionalidad española de 
origen”. Precisamente en este carácter se cifra una de las principales diferencias entre 
las citadas opciones de la Ley 52/2007 y la que se contempla para los hijos de espa-
ñol de origen y nacido en España en la letra b) del nº1 del artículo 20 del Código Civil, 
por la que accedió a la ciudadanía española, la madre del ahora recurrente. Como 
señala la Instrucción de este centro directivo de 4 de noviembre de 2008 en su apar-
tado I “el derecho de opción regulado en el artículo 20.1.b) del Código Civil da lugar a 
la adquisición de la nacionalidad derivativa, es decir, no confiere la cualidad de espa-
ñol de origen, como sí ocurre en los dos supuestos regulados en la disposición adicio-
nal séptima de la Ley 52/2007”. 

V. En el presente caso la progenitora del optante ostenta la nacionalidad española con 
carácter derivativo y no de forma originaria por haberla adquirido en virtud del ejercicio 
de la opción prevista en el artículo 20.1.b) del Código Civil, por lo que no se cumple 
uno de los requisitos esenciales del apartado primero de la disposición adicional sép-
tima de la Ley 52/2007. Adicionalmente se indica que, tal como consta en el certifica-
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do español de nacimiento de la madre del interesado, su progenitora (abuela materna 
del solicitante), originariamente española, contrajo matrimonio con ciudadano natural 
de Cuba el 26 de septiembre de 1920, por lo que tal como establece el artº 22 del 
Código Civil en su redacción originaria por Real Orden de 24 de julio de 1889, vigente 
en dicha fecha, “la mujer casada sigue la condición y nacionalidad de su marido”, por 
lo que la abuela materna del solicitante, originariamente española, perdió la nacionali-
dad española al contraer matrimonio con ciudadano de nacionalidad cubana. Por 
tanto, la madre del optante no nace originariamente española. 

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y 
Estado Civil, ha acordado que procede desestimar el recurso y confirmar el auto apela-
do. 

Madrid, 13 de febrero de 2019

Firmado: El director general: Pedro José Garrido Chamorro.

Sra. encargada del Registro Civil Consular en La Habana (Cuba) 

Resolución de 13 de febrero de 2019 (8ª) 
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española 

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado 
segundo de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser nietos de abuelo 
de nacionalidad española que perdiera o tuviera que renunciar a su nacionalidad 
española como consecuencia del exilio. 

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por Ley 52/2007, 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada contra el auto de la encargada del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba). 

HECHOS 

1. D. Boris Reyes López, de nacionalidad cubana, presenta escrito en el Registro Civil 
Consular de España en La Habana (Cuba) a fin de optar a la nacionalidad española en 
virtud de la Ley 52/2007 disposición adicional séptima, y adjunta especialmente en 
apoyo de su solicitud como documentación hoja declaratoria de datos en la que mani-
fiesta que nació el 28 de septiembre de 1990 en Plaza de la Revolución, La Habana 
(Cuba), hijo de D. Boris Reyes Fusté, nacido el 15 de febrero de 1966 en La Habana 
(Cuba), de nacionalidad cubana y de Dª. Ana María López de Alvaré, nacida el 23 de 
agosto de 1963 en La Habana (Cuba), de nacionalidad cubana y española; documento 
de identidad cubano del solicitante; certificado local en extracto de nacimiento del 
promotor y certificado literal español de nacimiento de la madre del solicitante, con 
inscripción marginal de opción por la nacionalidad española de origen, en virtud de lo 
dispuesto en el apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007 el día 14 de abril de 2009. 
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2. Con fecha 17 de septiembre de 2014, la Encargada del Registro Civil Consular de 
España en La Habana (Cuba) dicta resolución por la que se deniega la inscripción de 
nacimiento solicitada por el interesado, estimando que el peticionario no prueba sufi-
cientemente los HECHOS a los que se refiere su declaración, no quedando establecido 
que en el solicitante concurran los requisitos exigidos en la Ley 52/2007, toda vez que 
la madre del interesado optó por la nacionalidad española de origen según la disposi-
ción adicional séptima de la Ley 52/2007 en fecha 14 de abril de 2009, cuando el 
solicitante era mayor de edad. 

3. Notificado el interesado, interpone recurso ante la Dirección General de los Registros 
y del Notariado contra la resolución denegatoria antes citada, solicitando se revise su 
expediente, alegando que no solicitó la nacionalidad española por estar sujeto a la 
patria potestad de un español, sino en virtud de la Ley de Memoria Histórica. 

4. Notificado el órgano en funciones de Ministerio Fiscal, este informa que se han 
guardado en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado 
conforme a derecho, y la Encargada del Registro Civil Consular de España en La 
Habana remite el expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado 
para su resolución, junto con informe en el que indica que teniendo en cuenta que la 
progenitora española del solicitante optó a la nacionalidad española de origen, según 
la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, en fecha 14 de abril de 2009, 
cuando el solicitante era mayor de edad, no ha quedado establecido que concurran los 
requisitos exigidos en la directriz sexta de la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, 
que regula la aplicación de la Ley 52/2007, especialmente en lo que se refiere a estar 
sujeto a la patria potestad de un español. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995,de 2 de noviembre; la disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de 
julio de Registro Civil, los artículos 20 del Código Civil; artículos 15, 16, 23 y 67 de la 
Ley del Registro Civil; artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; la 
Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras de 23 de marzo 
de 2010, 24 de marzo de 2010, 28 de abril de 2010 (5ª), 15 de noviembre de 2010, 1 
de diciembre de 2010, y 7 de marzo de 2011 (4ª), 9 de marzo de 2011, 3 de octubre 
de 2011 (17ª), 25 de octubre de 2011 (3ª), 2 de diciembre de 2011. 

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil 
Consular como español de origen al nacido en Cuba en 1990, en virtud 
del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la 
cual “1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente 
español podrán optar a la nacionalidad española de origen si formali-
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zan su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor 
de la presente disposición adicional”. 
La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 29 de 
noviembre de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por la Encargada 
del Registro Civil se dictó auto de fecha 17 de septiembre de 2014 denegando lo soli-
citado. 

III. El auto apelado basa su denegación en que el solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado que su madre fuese española de origen, ya que la progenitora del 
interesado optó a la nacionalidad española de origen, en virtud del apartado primero de 
la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, con efectos en fecha 14 de abril de 
2009. 

IV. La primera cuestión que se plantea en el recurso es si, al amparo del apartado pri-
mero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, es o no posible realizar 
dos opciones consecutivas de las previstas por el mismo. Es decir, si ejercitada con 
éxito la opción por el hijo o hija de que habla la norma (primer optante), el cual pasa a 
ostentar la nacionalidad española de origen, pueden, a su vez, sus propios hijos o hijas 
ampararse en la misma disposición para acceder a la nacionalidad española (segundo 
optante). 

Esta cuestión fue abordada por la Instrucción de este Centro Directivo de 4 de noviem-
bre de 2008 distinguiendo dos hipótesis distintas en función de que los hijos del 
primer optante sean mayores o menores de edad. En el caso de que el hijo/a de padre 
o madre originariamente español que ejercita la opción del apartado primero de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 tenga hijos menores de edad, estos 
pueden ejercitar, a su vez, la opción de la letra a) del nº 1 del artículo 20 del Código 
Civil. Así lo declaró en su directriz sexta la citada Instrucción de 4 de noviembre de 
2008. 

Por el contrario, la opción del artículo 20 nº 1 a) del Código Civil no está disponible 
para el caso de que los hijos del optante sean mayores de edad. En el presente caso 
cuando la progenitora del recurrente adquiere la nacionalidad española por el ejercicio 
de la opción de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 en virtud de acta 
de 14 de abril de 2009, inscrita con fecha 5 de agosto de 2009, el ahora optante, 
nacido el 28 de septiembre de 1990, había alcanzado ya su mayoría de edad, por lo 
que no podría acceder a la nacionalidad española de origen por esta vía. Se plantea, 
sin embargo, la posibilidad de que estos últimos, nietos del abuelo español, puedan 
acogerse, a su vez, a la misma opción del apartado primero de la disposición adicional 
séptima. 

V. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
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personas “cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español”, derecho que se 
habrá de formalizar en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
pues, que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
hubiera ostentado dicha nacionalidad originariamente. 

En el presente caso la progenitora del recurrente ostenta la nacionalidad española “de 
origen” pero adquirida de forma sobrevenida en virtud del ejercicio de la opción previs-
ta en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por lo que se plantea la 
cuestión de determinar si se cumple respecto de la recurrente el requisito exigido por 
el apartado primero de la misma disposición adicional consistente en que su “padre o 
madre hubiese sido originariamente español”. Es decir, se trata de determinar si este 
requisito lo cumple sólo el hijo de padre o madre español de origen “desde su naci-
miento” (del padre o madre), o bien si es suficiente que el hijo lo sea de padre o madre 
español de origen, aunque el título de su adquisición no fuese originario (en el sentido 
de coetáneo al nacimiento), sino sobrevenido. Paralelamente se suscita la cuestión de 
si basta que el progenitor haya sido español en cualquier momento, - de forma que sea 
suficiente que ostente dicha nacionalidad en el momento en que se ejercita la opción 
-, o es necesario que lo haya sido en un momento anterior (bien desde el nacimiento 
del progenitor, bien desde el nacimiento del hijo/a, o bien al menos desde la entrada 
en vigor de la norma que atribuye el derecho de opción). Para resolver tales cuestiones 
ha de atenderse a los precedentes históricos de la regulación actual contenida en la 
reiterada disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, y al espíritu y finalidad que 
la inspiran, además de a los términos en que aparece redactada a resultas de su tra-
mitación parlamentaria. 

VI. En cuanto a los precedentes históricos, la Ley de 15 de julio de 1954, de reforma 
del Título Primero del Código Civil, denominado “De los españoles y extranjeros”, por la 
que se da nueva redacción al artículo 18 del Código y amplía la facultad de adquirir la 
nacionalidad española por opción, recoge como novedad entre los supuestos de hecho 
que habilitan para el ejercicio de la opción el relativo a “los nacidos fuera de España 
de padre o madre que originariamente hubieran sido españoles”. 

El artículo 18 del Código civil, en su redacción de 1954, subsiste hasta la reforma 
introducida en el Código por Ley de 13 de julio de 1982, en la que se limita la opción 
como vía para la adquisición de nacionalidad española al caso de “los extranjeros que, 
en supuestos distintos de los previstos en los artículos anteriores, queden sujetos a la 
patria potestad o a la tutela de un español” (cfr. artículo 19). El supuesto del “nacido 
fuera de España de padre o madre que originariamente hubieran sido españoles” 
pasa en dicha reforma a integrar uno de los casos que permiten reducir el tiempo 
necesario para la adquisición de la nacionalidad española por residencia a un año (cfr. 
número 2 del artículo 22). A los efectos de la resolución del presente recurso tiene 
interés destacar que la Ley 51/1982 introdujo por primera vez en nuestra legislación 
un supuesto, calificado por la doctrina del momento como un caso de ficción legal, de 
nacionalidad española “de origen” adquirida sobrevenidamente en un momento pos-
terior al nacimiento. Esto fue lo que hizo el artículo 18 del Código el cual, tras estable-
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cer que “El extranjero menor de dieciocho años adoptado en forma plena adquirirá por 
este hecho la nacionalidad española cuando cualquiera de los adoptantes fuera 
español”, añade un segundo párrafo para especificar que “Si alguno de los adoptantes 
era español al tiempo del nacimiento del adoptado, éste tendrá, desde la adopción, la 
condición de español de origen”. 

Ello supone que, por expresa prescripción legal, se admitía que la condición de espa-
ñol de origen se pudiera ostentar no desde el nacimiento, sino desde la adopción, si 
bien ello sólo se admitía cuando al tiempo del nacimiento del adoptado cualquiera de 
los adoptantes era español.

VII. Pues bien, esta nueva figura de la nacionalidad de origen adquirida sobrevenida-
mente (que por alguna doctrina se calificó de figura mixta, a medio camino entre la 
atribución originaria – artículo 17 – y las adquisiciones derivativas –artículos 19 a 22 
-), planteaba la cuestión de decidir si podía entenderse que los hijos de los adoptados 
que ostentasen la nacionalidad española con tal carácter de origen desde su adop-
ción, podían, a su vez, adquirir la nacionalidad española por residencia acogiéndose al 
plazo abreviado de un año previsto en el artículo 22, párrafo 3º, regla 2ª del Código 
civil (versión dada por Ley 51/1982) a favor de “el nacido fuera de España de padre o 
madre que originariamente hubieran sido españoles”. 

Los comentaristas del momento destacaron, a fin de despejar tal cuestión, la impor-
tancia de los avatares del proceso de elaboración legislativo de la mencionada Ley 
51/1982. Así, el Proyecto de Ley del Gobierno enunciaba el supuesto como referido a 
“El nacido fuera de España de padre que sea o haya sido español” (cfr. artículo 22, 
párrafo 3º, letra b). Tras el proceso de enmiendas queda redactado dicho apartado del 
siguiente modo: “El nacido fuera de España de padre o madre que originariamente 
hubieran sido españoles”. Se vuelve con ello a la redacción que figuraba en el antiguo 
artículo 18, párrafo primero, nº2 del Código Civil, en su redacción de 1954 (si bien 
ahora como un supuesto de naturalización con plazo privilegiado de un año, y no de 
opción). Descartada la versión inicial del Proyecto, no bastaba, en la redacción definiti-
va, como señaló la doctrina, que uno de los progenitores haya sido español en cual-
quier momento, ni que lo fuese en el momento de solicitar la concesión de la naciona-
lidad. Era necesario que uno, al menos, de los progenitores, hubiera sido español de 
origen. Pero cabía dudar si tal expresión comprendía únicamente al padre o madre que 
hubiera sido español o española “de origen desde el nacimiento” o si incluía también 
al padre o madre que hubiera adquirido la nacionalidad española “de origen desde la 
adopción”. La misma doctrina citada, basada en la redacción del precepto (que utiliza 
la expresión “…que originariamente hubieran sido españoles”, y no “que sean o hayan 
sido españoles de origen”), en el carácter excepcional del precepto (frente a la regla 
general de diez años de residencia), y en el carácter de ficción legal de la atribución de 
nacionalidad española de origen “desde la adopción”, se inclinaba por la tesis restric-
tiva. 
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VIII. La Ley 18/1990, de 17 de diciembre, vuelve a introducir modificaciones en el 
derecho de opción. A estas modificaciones se refiere el Preámbulo de la Ley: “En la 
regulación de la opción se mantiene, como uno de los presupuestos para su ejercicio, 
el caso de quien esté o haya estado sujeto a la patria potestad de un español”. Se 
explica esto ya que una vez suprimida desde 1982 la adquisición por dependencia 
familiar, la sola voluntad de los interesados es el camino indicado, si se formula en 
ciertos plazos para que consigan la nacionalidad española los hijos de quienes la 
hayan adquirido sobrevenidamente. 

IX. En la Proposición de Ley de 15 de diciembre de 1989 se atribuía también la facul-
tad de optar a “aquellos cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español (y 
nacido en España)”, supuesto que en el texto definitivo de la Ley 18/1990 pasa a la 
Disposición Transitoria 3ª. 

Es importante destacar el dato de que una de las carencias principales, comúnmente 
señaladas, de las reformas legales del nuestro Código Civil de 1954, 1975 y 1982 fue 
precisamente la de no incorporar un régimen transitorio que facilitase la transición 
entre la regulación anterior y la posterior, más que de forma muy limitada. Este hecho 
suscitó graves problemas de interpretación que, en parte, quedaron paliados con las 
tres disposiciones transitorias incorporadas a la citada Ley 18/1990. En la primera se 
parte del principio general de irretroactividad de las leyes (cfr. artículo 2 nº3 del Código 
Civil), que como regla general había aplicado ya la doctrina de este centro directivo. 

Pues bien, este principio general, como señala el preámbulo de la Ley 18/1990, 
“queda matizado en las dos disposiciones siguientes, que obedecen al propósito de 
favorecer la adquisición de la nacionalidad española para situaciones producidas con 
anterioridad … los emigrantes y sus hijos, cuando hayan llegado a ostentar la naciona-
lidad española, pueden recuperarla por el mecanismo privilegiado del artículo 26, 
pero esas dos disposiciones transitorias avanzan un paso más porque benefician, 
sobre todo, a los hijos de emigrantes que, al nacer, ya no eran españoles”. 

El alcance de ambas disposiciones transitorias (2ª y 3ª) han de ser analizados conjun-
tamente, a fin de poder interpretarlos coordinadamente. Por ello, la Instrucción de este 
centro directivo de 20 de marzo de 1991 sobre nacionalidad, dedicó su epígrafe VIII a 
estudiar al tiempo ambas disposiciones. De la misma resulta, en lo que ahora interesa, 
que la adquisición de la nacionalidad española por opción - con efectos de nacionali-
dad de origen -, contenida en la disposición transitoria segunda, tiene aplicación en 
diversos supuestos, que la Instrucción identifica del siguiente modo: “Adoptados en 
forma plena antes de la Ley 51/1982, de 13 de julio; nacidos en España, antes de la 
Ley de 15 de julio de 1954, de progenitores extranjeros también nacidos en España... 
Pero su ámbito principal comprende los casos de hijo de española, nacido antes de la 
entrada en vigor de la Ley 51/1982, de 13 de julio, al cual le correspondiera seguir, 
según la legislación entonces vigente, la nacionalidad extranjera del padre” (hoy hay 
que entender rectificado este extremo de la Instrucción en el sentido de que el supues-
to se refiere al hijo/a de española nacido/a antes de la entrada en vigor de la 
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Constitución). Por su parte, según la misma Instrucción, la disposición transitoria ter-
cera beneficia “a personas que han nacido después del momento en que su progenitor 
hubiera perdido la nacionalidad española. Entonces, si el padre o la madre originaria-
mente español hubiere nacido en España, pueden optar por la nacionalidad españo-
la”. En consonancia con ello, la declaración decimotercera de la Instrucción afirmaba 
que “La opción por la nacionalidad española de la disposición transitoria tercera 
requiere que el interesado no fuera español al tiempo del nacimiento, por haber perdi-
do antes la nacionalidad española originaria su progenitor nacido en España”. 

Por tanto, a pesar de que desde la aprobación de la Ley 51/1982 existía ya un supues-
to de adquisición sobrevenida de la nacionalidad española de origen (categoría a la 
que la Ley 18/1990 suma otros casos), y por consiguiente existían casos de hijos de 
padre o madre españoles de origen pero no desde su nacimiento, el mantenimiento de 
la fórmula utilizada por el legislador invariablemente desde su introducción por la Ley 
de 15 de julio de 1954 de hijo de padre o madre “que originariamente hubiera sido 
español”, conduce a la interpretación incorporada a la declaración decimotercera de la 
transcrita Instrucción. Esta misma interpretación, como veremos, es a la que responde 
la declaración sexta de la Instrucción de esta Dirección General de 4 de noviembre de 
2008, conforme a la cual los hijos mayores de edad de quienes hayan optado a la 
nacionalidad española en virtud de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 
no pueden ejercer la opción del apartado 1 de esta disposición. 

X. Ahora bien, es importante aclarar que si bien la circunstancia de que el progenitor 
del hijo que pretendía optar a la nacionalidad española por la vía de la disposición 
transitoria 3ª de la Ley 18/1990 hubiera perdido previamente la nacionalidad españo-
la que ostentaba originariamente constituye un elemento caracterizador del supuesto 
de hecho tipo o paradigmático (por ser el más común de los contemplados en la 
norma), ello no supone que la pérdida en sí deba ser interpretada necesariamente, a 
pesar del tenor literal de la Instrucción de 20 de marzo de 1991, como integrante de 
una verdadera “conditio iuris” o requisito sustantivo de aplicación de la citada disposi-
ción transitoria 3ª. En efecto, una cosa es que si la madre incurrió en causa de pérdida 
con anterioridad al nacimiento del hijo, éste no pudiera optar por la vía de la disposi-
ción transitoria 2ª (más beneficiosa), y otra distinta entender que habiendo concurrido 
causa de pérdida y, por tanto, quedando vedada dicha vía, y haciendo tránsito el 
supuesto a la disposición transitoria 3ª, esta última imponga la pérdida como requisito 
sustantivo para su viabilidad, tesis que no se puede mantener pues a pesar de no 
haber concurrido dicha pérdida la madre española no transmitió su nacionalidad origi-
naria al hijo nacido antes de la entrada en vigor de la Constitución española, sin que 
por ello el hijo de la madre que conservó su nacionalidad deba ser de peor condición 
que el hijo de madre que sí perdió por seguir la nacionalidad del marido (aclaración 
que es también extensible a la interpretación del apartado primero de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007). Así resulta igualmente del preámbulo de la Ley 
18/1990 al señalar que la transitoria 3ª “beneficia, sobre todo, a los hijos de los emi-



M
in

is
te

rio
 d

e 
Ju

st
ic

ia
II  Nombres y apellidos 

◄ 62 ►

BMJ, año LXXIV, enero 2020, núm. 2.226

grantes que, al nacer, ya no eran españoles”: beneficiar sobre todo, no quiere decir 
beneficiar exclusivamente. 

XI. Nuevamente se modifica el Código Civil en materia de nacionalidad a través de la 
Ley 36/2002, de 8 de octubre. Esta reforma contempla de nuevo el supuesto de las 
personas “cuyo padre o madre hubiera sido originariamente español y nacido en 
España”, respecto del que arbitra un derecho de opción, similar al de la disposición 
transitoria 3ª de la Ley 18/1990, pero ya sin duración predeterminada al suprimirse el 
sistema de plazos preclusivos de la opción establecidos sucesivamente por las Leyes 
18/1990, 15/1993 y 29/1995, y sin la necesidad de residencia en España del optan-
te que había suprimido esta última (cfr artículo 20 nº1, b). 

Las mismas conclusiones apuntadas en los anteriores fundamentos de derecho de 
esta resolución se desprenden del estudio de la tramitación parlamentaria de la Ley 
36/2002, durante la que fueron rechazadas varias enmiendas tendentes a incluir 
entre los beneficiarios de la opción a “b) Aquellos cuyo padre o madre, abuelo o abuela, 
hubieran sido originariamente españoles”, frente a la fórmula finalmente aprobada 
que permitía a tales nietos obtener la nacionalidad española pero no a través de la 
opción, sino mediante la residencia legal de un año en España (cfr. articulo 22 nº2, f 
del Código civil). 

XII. La redacción incorporada a la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 
tampoco incluye la referencia a los abuelos en su primer apartado (que mantiene la 
fórmula tradicional de “las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente 
español”), aunque sí en el apartado segundo, si bien el ejercicio de la opción queda 
condicionado en este caso a un régimen jurídico distinto, pues no es suficiente que el 
abuelo o abuela hubiere sido español, ya que tal derecho sólo se reconoce a “los 
nietos de quienes perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad española como 
consecuencia del exilio” (en la tramitación parlamentaria no fueron aprobadas las 
enmiendas que pretendían el reconocimiento del derecho de opción a las “personas 
que sean descendientes en primer o segundo grado de un español o española de 
origen”, pasando la segunda generación de descendientes (nietos) al apartado segun-
do de la disposición adicional séptima). 

XIII. De todo lo anterior y del propio carácter excepcional de la Ley que requiere criterios 
de interpretación estricta, resulta que no están comprendidos en el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 los hijos mayores de edad de 
padre o madre español en virtud de haber optado a la nacionalidad española de 
origen conforme a esta misma disposición. Así resulta también de la exposición de 
motivos de dicha ley, según la cual ésta “amplía la posibilidad de adquisición de la 
nacionalidad española a los descendientes hasta el primer grado de quienes hubiesen 
sido originariamente españoles”, sin perjuicio de incluir, a través del apartado 2º de la 
misma disposición adicional séptima, a otros descendientes más allá del primer grado 
– nietos -, “de quienes perdieron la nacionalidad española por exilio a consecuencia de 
la Guerra Civil o la Dictadura”, y así lo confirma la interpretación oficial recogida en la 
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directriz sexta de la Instrucción de 4 de noviembre de 2008 de esta Dirección 
General.	

No obstante, queda abierto el acceso a la nacionalidad española a favor de los nietos 
nacidos fuera de España de abuelo o abuela que originariamente hubieran sido espa-
ñoles, aun cuando no resulte de aplicación el apartado segundo de la disposición adi-
cional séptima de la Ley 52/2007, por la vía de la residencia con plazo abreviado a un 
año, conforme al artículo 22 nº1, f) del Código Civil, que tras la reforma llevada a cabo 
por Ley 36/2002 incluyó en dicho precepto a los nietos de abuelo o abuela que origi-
nariamente hubieran sido españoles. 

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y 
Estado Civil, ha acordado que procede desestimar el recurso y confirmar el auto 
apelado. 

Madrid, 13 de febrero de 2019.

Firmado: El director general: Pedro José Garrido Chamorro.

Sra. encargada del Registro Civil Consular en La Habana (Cuba) 

Resolución de 14 de febrero de 2019 (11ª) 
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española 

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado prime-
ro de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre 
que hubiere sido originariamente español. 

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007, 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada contra el auto de la encargada del Registro Civil del Consulado General de 
España en la Habana (Cuba). 

HECHOS 

1. Doña M. E. L. M., nacida el 12 de febrero de 1963 en H. (Cuba), de nacionalidad 
cubana, presenta escrito en el Registro Civil Consular de España en La Habana a fin de 
optar a la nacionalidad española en virtud de la disposición adicional séptima de la 
Ley 52/2007, y adjunta especialmente en apoyo de su solicitud como documentación 
hoja declaratoria de datos en la que manifiesta que es hija de don E. L. A., nacido el 1 
de enero de 1931 en C., S. S. (Cuba) y de doña P. M. A., nacida el 11 de julio de 1940 
en C. (Cuba); carnet de identidad cubano y certificado local en extracto de nacimiento 
de la promotora y certificado literal español de nacimiento de su padre, con inscripción 
marginal de recuperación de la nacionalidad española el 31 de enero de 2003 y pos-
terior inscripción registral de fecha 4 de enero de 2013 de subsanación de la naciona-
lidad de la madre del inscrito, que es cubana, y de cancelación de la inscripción margi-
nal de recuperación ya que debería ser opción. 
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2. Con fecha 16 de junio de 2015, la encargada del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) dicta resolución por la que se deniega la inscripción de nacimien-
to solicitada por la interesada, estimando que la peticionaria no prueba suficientemen-
te los HECHOS a los que se refiere su declaración, no habiendo quedado establecido 
que en la interesada concurran los requisitos exigidos en la disposición adicional sép-
tima de la ley 52/2007, especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la 
nacionalidad española de origen de su progenitor. 

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la Dirección General de los Registros 
y del Notariado contra la resolución denegatoria de su solicitud antes citada, solicitan-
do se revise su expediente, como nieta de abuela española nacida en F., L. P., C. Aporta 
como documentación: certificado literal español de nacimiento de la abuela paterna 
de la solicitante, doña F. A. P.; certificado literal español de nacimiento de su padre; 
certificado cubano en extracto de nacimiento de la interesada y carnet de identidad de 
extranjera otorgado a la abuela de la promotora en fecha 8 de junio de 1982. 

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han 
guardado en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado 
conforme a derecho, y la encargada del Registro Civil Consular de España en La 
Habana remite el expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado 
para su resolución, junto con informe en el que indica que, en el caso de referencia, al 
progenitor español se le practicó expediente de cancelación de la inscripción marginal 
de recuperación de la nacionalidad española, por auto de fecha 21 de diciembre de 
2012, ya que tuvo acceso a dicho registro civil en virtud de título “manifiestamente 
ilegal”, constando que la madre del inscrito se encontraba casada en fecha 26 de 
noviembre de 1926 con ciudadano cubano, por lo cual a partir de ese momento adqui-
rió la nacionalidad cubana, según lo expresado en el artículo 22 del Código Civil en su 
redacción originaria, vigente en dicha fecha, por lo que no queda establecido que en la 
solicitante concurran los requisitos exigibles en el apartado primero de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, especialmente en lo que se refiere a la acredita-
ción de la nacionalidad española de origen de su progenitor. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; las 
disposiciones transitorias segunda y tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el 
artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria prime-
ra de la Ley 29/1995, de 2 de noviembre; la disposición final sexta de la Ley 20/2011 
de 21 de julio de Registro Civil; artículo 20 del Código Civil (CC); artículos 15, 16, 23 y 
67 de la Ley del Registro Civil (LRC); 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil 
(RRC); la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras, de 
23-4º, 23-5º, 23-6º y 24-5ª de marzo, 28-5ª de abril, 6-10ª de octubre, 15-5ª de 
noviembre y 1-4ª de diciembre de 2010; 7-4ª y 9-3ª de marzo, 3-17ª y 25-3ª de octubre 
y 2-4ª de diciembre de 2011; 10-42ª, 17-30ª y 22-53ª de febrero, 6-5ª y 6-16ª de julio, 
14-32ª de septiembre de 2012, y 30-28ª de enero 2013. 
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II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como española de origen a la nacida el 12 de febrero de 1963 
en H. (Cuba), en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la 
cual “1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español 
podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el 
plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional”. 

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 18 de 
octubre de 2011 en el modelo normalizado del anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por la encargada 
del Registro Civil Consular de España en La Habana se dictó auto de fecha 16 de junio 
de 2015, denegando lo solicitado. 

III. El auto apelado basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado la nacionalidad española de origen de su progenitor. 

IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas “cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español”, derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se 
exige, pues, que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino 
que ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria. 

A fin de facilitar la acreditación de este extremo –y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello– el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la 
Dirección General de los Registros y del Notariado de 4 de noviembre de 2008, que fija 
las reglas de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la docu-
mentación a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la “certificación 
literal de nacimiento del padre o madre originariamente español del solicitante” 
debiendo “proceder la misma de un registro civil español, ya sea consular o munici-
pal”. Exigencia que se conecta con la consideración del Registro Civil español como 
prueba de los HECHOS y actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, 
que afecten a los españoles –cfr. arts. 1 nº7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil–. 

En el presente caso, se ha aportado al expediente la certificación literal española de 
nacimiento del padre de la interesada, con inscripción marginal de fecha 4 de enero 
de 2013 de cancelación de la recuperación de la nacionalidad española del mismo, 
toda vez que la madre del inscrito (abuela paterna de la interesada) nacida el 7 de julio 
de 1907 en F., L. P., T., originariamente española, contrae matrimonio con ciudadano 
natural de Cuba el 26 de noviembre de 1926, por lo que de acuerdo con lo establecido 
en el art° 22 del Código Civil en su redacción originaria por Real Orden de 24 de julio 
de 1889, vigente en dicha fecha, “la mujer casada sigue la condición y nacionalidad de 
su marido”. De este modo, la abuela paterna de la solicitante adquirió la nacionalidad 
cubana en noviembre de 1926, por lo que su hijo y padre de la solicitante, nacido el 1 
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de enero de 1931, no es originariamente español sino cubano, no quedando acredita-
do por la solicitante el cumplimiento de los requisitos establecidos en el apartado pri-
mero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, especialmente en lo que 
se refiere a la nacionalidad española de origen de su progenitor. 

V. A la vista de los documentos presentados y en los que necesaria y exclusivamente 
habrá de fundarse la resolución de este recurso –cfr. arts. 27, 29 de la Ley del Registro 
Civil y 358 de su reglamento– no se ha acreditado que el progenitor de la optante 
ostente la nacionalidad española de forma originaria por lo que no se cumple uno de 
los requisitos esenciales del apartado primero de la disposición adicional séptima de 
la Ley 52/2007. 

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y 
Estado Civil, ha acordado que procede desestimar el recurso y confirmar el auto 
apelado. 

Madrid, 14 de febrero de 2019

Firmado: El director general: Pedro José Garrido Chamorro.

Sra. encargada del Registro Civil Consular en La Habana (Cuba) 

Resolución de 14 de febrero de 2019 (12ª) 
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española 

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado prime-
ro de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre 
que hubiere sido originariamente español. 

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en São Paulo (Brasil). 

HECHOS 

1. Doña M. D. G., de nacionalidad brasileña, presenta solicitud (anexo I) en el Consulado 
de España en São Paulo (Brasil) el 27 de diciembre de 2011 a fin de optar a la nacio-
nalidad española en virtud de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, sin 
adjuntar ninguno de los documentos probatorios necesarios. 

2. Con fecha 10 de junio de 2015, el encargado del Registro Civil Consular de España 
en São Paulo requiere a la interesada a fin de que subsane su solicitud, concediéndole 
un plazo de treinta días para que aporte la documentación que falta en el expediente. 
Transcurrido el plazo de treinta días desde la fecha de notificación del requerimiento 
de subsanación, la interesada no aportó ninguno de los documentos que le fueron 
requeridos. 
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3. Previo informe desfavorable del órgano en funciones de ministerio fiscal, el encarga-
do del Registro Civil Consular de España en São Paulo, dicta auto de fecha 17 de sep-
tiembre de 2015 por el que deniega lo solicitado por la interesada, al no quedar acre-
ditado que se halle comprendida dentro del ámbito de aplicación de apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, al no haber aportado ninguno 
de los documentos que le fueron requeridos. 

4. Notificada la interesada, interpone recurso ante la Dirección General de los Registros 
y del Notariado contra la resolución denegatoria de su solicitud antes citada, solicitan-
do se revise su expediente y aportando copia de su certificado de nacimiento brasile-
ño; copia de los certificados de nacimiento brasileños de sus padres, don R. G. y doña 
B. R. A.; copia del certificado de matrimonio brasileño de sus padres; copia de la parti-
da española de bautismo de su abuelo paterno don G. G. M.; copia del certificado lite-
ral de nacimiento español de su abuela paterna, doña V. P. H. y copia del certificado de 
matrimonio español de estos últimos. 

5. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, emite informe desfavorable, 
toda vez que no procede acceder a la petición formulada por la interesada debido a 
que no consta en el expediente ni el certificado negativo de naturalización en Brasil de 
los abuelos paternos de la promotora ni el documento de identidad de extranjero de 
los mismos expedido por las autoridades brasileñas, lo que no permite determinar que 
la interesada se encuentre comprendida dentro del ámbito de aplicación del apartado 
primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/207. 

El encargado del Registro Civil Consular de España en São Paulo remite el expediente 
a la Dirección General de los Registros y del Notariado para su resolución, junto con 
informe, redactado en los mismos términos expresados por el órgano en funciones de 
ministerio fiscal. 

6. Recibidas las actuaciones en la Dirección General de los Registros y del Notariado, 
se solicita del encargado del registro civil consular requiera a la promotora a fin de que 
aporte la documentación justificativa de su expediente, en particular, originales de los 
certificados literales brasileños de su nacimiento y del nacimiento de su padre, así 
como original del certificado español de bautismo de su abuelo paterno y del certifica-
do literal de no naturalización en Brasil de este último. 

El encargado del registro civil consular comunica que, recibido el requerimiento de 
subsanación por la interesada en fecha 29 de marzo de 2018, según consta en el 
acuse de recibo remitido por el servicio de correos brasileño, ésta no ha aportado 
dentro del plazo establecido ninguno de los documentos requeridos. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
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29/1995, de 2 de noviembre; artículo 20 del Código Civil (CC); artículos 15, 16, 23 y 
67 de la Ley del Registro Civil (LEC); 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil 
(RRC); la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras, de 
7-2ª de octubre de 2005; 5-2ª de enero, 10-4ª de febrero y 20-5ª de junio de 2006; 
21-2ª de febrero, 16-4ª de marzo, 17-4ª de abril, 16-1º y 28-5ª de noviembre de 2007, 
y, por último, 7-1ª de febrero de 2008. 

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el registro civil consular como 
española de origen a la nacida en Brasil en virtud del ejercicio de la opción prevista por 
el apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, conforme a la cual “1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido origi-
nariamente español podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan 
su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente dispo-
sición adicional”. 

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 27 de 
diciembre de 2011 en el modelo normalizado del anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado 
del Registro Civil Consular de España en São Paulo se dictó auto de fecha 17 de sep-
tiembre de 2015, denegando lo solicitado. 

III. El auto apelado basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado que su progenitor sea español de origen, al no haber aportado ningu-
no de los documentos que le fueron requeridos. 

IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas “cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español”, derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se 
exige, pues, que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino 
que ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria. 

A fin de facilitar la acreditación de este extremo –y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello– el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la 
Dirección General de los Registros y del Notariado de 4 de noviembre de 2008, que fija 
las reglas de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la docu-
mentación a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la “certificación 
literal de nacimiento del padre o madre originariamente español del solicitante” 
debiendo “proceder la misma de un registro civil español, ya sea consular o munici-
pal”. Exigencia que se conecta con la consideración del Registro Civil español como 
prueba de los HECHOS y actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, 
que afecten a los españoles –cfr. arts. 1 nº7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil–. 

En el presente caso, la promotora no ha atendido el requerimiento de documentación 
que le fue formulado, no acompañando ninguno de los documentos que le fueron 
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requeridos, por lo que, dado que no ha aportado al expediente la totalidad de la docu-
mentación justificativa de su pretensión, no resulta posible determinar si la interesada 
cumple los requisitos establecidos en el apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 para optar a la nacionalidad española de origen. 

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y 
Estado Civil, ha acordado que procede desestimar el recurso y confirmar el auto 
apelado. 

Madrid, 14 de febrero de 2019

Firmado: El director general: Pedro José Garrido Chamorro.

Sr. encargado del Registro Civil Consular en Sao Paulo (Brasil) 

Resolución de 14 de febrero de 2019 (13ª) 
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española 

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado prime-
ro de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre 
que hubiere sido originariamente español. 

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada contra la resolución de la encargada del Registro Civil del Consulado 
General de España en La Habana (Cuba). 

HECHOS 

1. Doña E. E. G. G., de nacionalidad cubana, presenta escrito en el Consulado de 
España en La Habana a fin de optar a la nacionalidad española en virtud del apartado 
primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, y adjunta, en apoyo de 
su solicitud como documentación: hoja declaratoria de datos, en la que manifiesta que 
nació el 25 de marzo de 1935 en C. (Cuba), hija de don J. G. C., nacido el 23 de mayo 
de 1903 en C. (Cuba) y de doña A. A. G. F., nacida el 16 de diciembre de 1906 en P. R. 
(Cuba); documento de identidad cubano y certificado cubano de nacimiento de la pro-
motora; certificado cubano en extracto de nacimiento de la madre de la solicitante; 
certificado de bautismo del presunto abuelo materno de la interesada, don A. G. D., 
expedido por la Diócesis de S. C., T., en el que consta que nació el 16 de junio de 1885 
en S. C. siendo hijo de don J. G. y de doña M. G. D. y certificado literal español de 
nacimiento de este último, en el que consta inscripción marginal de defunción en 
octubre de 1886. 

2. Con fecha 18 de julio de 2014, la encargada del Registro Civil Consular de España 
en La Habana, mediante auto, deniega lo solicitado por la interesada estimando que 
no prueba suficientemente los HECHOS a los que se refiere su declaración, no quedan-
do establecido que en la solicitante concurran los requisitos exigidos en la Ley 
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52/2007, especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la filiación materna 
de la misma. 

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la Dirección General de los Registros 
y del Notariado contra la resolución denegatoria de su solicitud antes citada, solicitan-
do la revisión de su expediente, alegando que existe un error en el auto impugnado al 
declararse en el mismo que es hija de madre nacida en España, cuando de la docu-
mentación aportada se demuestra que es nieta de un español, de acuerdo con el cer-
tificado de bautismo que obra en su expediente y que su madre nació en Cuba. 

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, estima que en la tramitación 
del expediente se han guardado las prescripciones legales y el auto recurrido resulta 
dictado conforme a derecho y la encargada del registro civil consular remite el expe-
diente a la Dirección General de los Registros y del Notariado para su resolución, junto 
con informe, en el que indica que, en el caso de referencia, según los documentos 
cubanos aportados por la solicitante, la madre de la solicitante es hija de don A. G. D., 
natural de S. C., T España. Sin embargo, para acreditar la filiación española, la solici-
tante aportó certificación literal de nacimiento español expedida a favor de don A. M. 
G. D., natural de S. C., T., España, nacido el 16 de junio de 1885, en la que consta nota 
marginal de fallecimiento que obra al margen del nacimiento del inscrito, indicando 
que falleció el 21 de octubre de 1886, es decir, veinte años antes del nacimiento de la 
madre de la solicitante, ocurrido el 16 de diciembre de 1906, por lo que la documenta-
ción aportada, no permite determinar que en la solicitante concurran los requisitos 
exigidos en el apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, 
especialmente en lo que se refiere a la filiación española materna de la solicitante. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995,de 2 de noviembre; artículo 20 del Código Civil (CC); artículos 15, 16, 23 y 
67 de la Ley del Registro Civil (LRC); 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil 
(RRC); la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras, de 
7-2ª de octubre de 2005; 5-2ª de enero, 10-4ª de febrero y 20-5ª de junio de 2006; 
21-2ª de febrero, 16-4ª de marzo, 17-4ª de abril, 16-1º y 28-5ª de noviembre de 2007; 
y, por último, 7-1ª de febrero de 2008. 

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el registro civil consular como 
española de origen a la nacida en C. (Cuba) en 1935, en virtud del ejercicio de la 
opción prevista por el apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la cual “1. Las personas cuyo padre o 
madre hubiese sido originariamente español podrán optar a la nacionalidad española 
de origen si formalizan su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en 
vigor de la presente disposición adicional”. 
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La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 17 de 
enero de 2011 en el modelo normalizado del anexo I de la Instrucción de 4 de noviem-
bre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por la encargada del 
registro civil se dictó auto de fecha 18 de julio de 2014, denegando lo solicitado. 

III. El auto apelado basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado la filiación española de su progenitora. 

IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas “cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español”, derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se 
exige, pues, que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino 
que ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria. 

A fin de facilitar la acreditación de este extremo –y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello– el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la 
Dirección General de los Registros y del Notariado de 4 de noviembre de 2008, que fija 
las reglas de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la docu-
mentación a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la “certificación 
literal de nacimiento del padre o madre originariamente español del solicitante” 
debiendo “proceder la misma de un registro civil español, ya sea consular o munici-
pal”. Exigencia que se conecta con la consideración del Registro Civil español como 
prueba de los HECHOS y actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, 
que afecten a los españoles –cfr. Arts. 1 nº7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil–. 

En el presente caso, dicha certificación no ha sido aportada y aun cuando no haya sido 
ni deba ser obstáculo para la presentación y tramitación de la solicitud por el registro 
civil competente para ello que la certificación de la progenitora presentada proceda 
del registro civil extranjero correspondiente al lugar de nacimiento, Cuba, es lo cierto 
que la nacionalidad originaria de la madre no puede entenderse acreditada por la 
aportación de dicha certificación, pues de la misma no resulta dicha nacionalidad, ni 
tampoco de ningún otro documento obrante en el expediente (y ello sin prejuzgar que 
pudiera llegar a ser probada dicha nacionalidad por cualquier otro medio de prueba 
admitido en derecho). 

Así, se ha aportado al expediente un certificado cubano de nacimiento de la madre de 
la solicitante, en el que consta que es hija de don A. G. D., natural de S. C., T. y un cer-
tificado español de bautismo y literal español de nacimiento correspondiente a don A. 
M. G. D., nacido el 16 de junio de 1885 en L. R., T., con inscripción marginal de falleci-
miento del inscrito el 21 de octubre de 1886, es decir, con más de veinte años de 
anterioridad al nacimiento de la madre de la interesada, que se produce el 16 de 
diciembre de 1906, lo que no resulta posible, no permitiendo acreditar la filiación 
española de la madre de la solicitante. 
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V. En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados y en los que 
necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución de este recurso –cfr. arts. 
27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su Reglamento– no se ha acreditado que la 
progenitora de la optante ostente la nacionalidad española de forma originaria por lo 
que no se cumple uno de los requisitos esenciales del apartado primero de la disposi-
ción adicional séptima de la Ley 52/2007. 

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y 
Estado Civil, ha acordado que procede desestimar el recurso y confirmar el auto 
apelado. 

Madrid, 14 de febrero de 2019

Firmado: El director general: Pedro José Garrido Chamorro.

Sra. encargada del Registro Civil Consular en La Habana (Cuba) 

Resolución de 14 de febrero de 2019 (15ª) 
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española 

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los que acrediten ser hijos de padre o madre que 
hubiere sido originariamente español. 

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen remitido a este 
centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el interesado contra 
el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de España en São Paulo 
(Brasil). 

HECHOS 

1. Don E. P. M., nacido el 17 de mayo de 1984 en S. P. (Brasil), de nacionalidad brasi-
leña, presenta solicitud (anexo I) en el Consulado de España en São Paulo el 26 de 
febrero de 2009 a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de lo dispuesto en 
el apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, sin aportar 
la totalidad de los documentos probatorios necesarios. 

2. Con fecha 17 de julio de 2015, el encargado del Registro Civil Consular de España 
en São Paulo requiere al interesado a fin de que subsane su solicitud, concediéndole 
un plazo de treinta días para que aporte la documentación que falta en el expediente, 
sin aportar dentro del plazo establecido los documentos requeridos. 

3. Previo informe desfavorable del órgano en funciones de ministerio fiscal, el encarga-
do del Registro Civil Consular de España en São Paulo dicta auto con fecha 11 de 
septiembre de 2015 por el que se deniega la solicitud de opción a la nacionalidad 
española del interesado, al no quedar acreditado que se halle comprendido dentro del 
ámbito de aplicación del apartado primero de la disposición adicional séptima de la 
Ley 52/2007, al no haber aportado la totalidad de los documentos requeridos. 
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4. Notificado el interesado, interpone recurso ante la Dirección General de los Registros 
y del Notariado, alegando las dificultades para conseguir el certificado literal español 
de nacimiento de su abuelo materno, don C. P. L., solicitado inicialmente al Registro 
Civil de L. C., C., y finalmente localizado en el Registro Civil de T., C., solicitando se 
estime su solicitud de opción a la nacionalidad española de origen en virtud de lo 
establecido en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007. Acompaña la 
siguiente documentación: certificado brasileño de nacimiento del promotor legalizado; 
certificado de nacimiento de sus padres, don L. C. M. y doña M. L. P. M. sin legalizar; 
correo electrónico del Juzgado de Paz de T., C., de fecha 19 de octubre de 2015, en el 
que indica que se procede a remitir al interesado por correo la solicitud de certificado 
literal de nacimiento de su abuelo don C. P. L., hijo de P. P. y de L. L., cuya inscripción 
de nacimiento se encuentra en el tomo 68, página 79 de los libros de dicho registro 
civil y certificado de no naturalización en Brasil del abuelo materno del solicitante. 

5. Previo informe desfavorable del órgano en funciones de ministerio fiscal, en el que 
se indica que el análisis de la documentación aportada en vía de recurso no permite 
constatar que el interesado se encuentre comprendido dentro del ámbito de aplicación 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, ya que no 
consta en el expediente el certificado literal español de nacimiento de sus abuelos, 
documentos que, unidos a los certificados negativos de naturalización en Brasil de 
estos últimos, podrían servir para probar que la madre del solicitante es originariamen-
te española. El encargado del registro civil consular remite el expediente a esta 
Dirección General de los Registros y del Notariado, para la resolución del recurso, 
acompañando informe redactado en los mismos términos que el órgano en funciones 
de ministerio fiscal. 

6. Recibidas las actuaciones en esta Dirección General de los Registros y del Notariado, 
se solicita del registro civil consular, requiera al interesado a fin de que aporte los ori-
ginales legalizados de su certificado de nacimiento brasileño y de su madre, doña M. 
L. P. M., nacida el 8 de abril de 1954 en S. P.; original del certificado literal español de 
nacimiento de su abuelo materno, don C. P. L., nacido el 19 de marzo de 1910 en T., C. 
y original del certificado literal de no naturalización en Brasil del abuelo español. 
Atendiendo al requerimiento, el interesado aporta la documentación solicitada. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995, de 2 de noviembre; artículo 20 del Código Civil (CC); artículos 15, 16, 23 y 
67 de la Ley del Registro Civil (LRC); 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil 
(RRC); la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras, de 
7-2ª de octubre de 2005; 5-2ª de enero, 10-4ª de febrero y 20-5ª de junio de 2006; 
21-2ª de febrero, 16-4ª de marzo, 17-4ª de abril, 16-1º y 28-5ª de noviembre de 2007, 
y, por último, 7-1ª de febrero de 2008. 
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II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el registro civil consular como 
español de origen al nacido el 17 de mayo de 1984 en S. P. (Brasil), en virtud del ejer-
cicio de la opción prevista por el apartado primero de la disposición adicional séptima 
de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la cual “1. Las personas cuyo 
padre o madre hubiese sido originariamente español podrán optar a la nacionalidad 
española de origen si formalizan su declaración en el plazo de dos años desde la 
entrada en vigor de la presente disposición adicional”. 

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 26 de 
febrero de 2009 en el modelo normalizado del anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado 
del registro civil consular se dictó auto de fecha 11 de septiembre de 2015, denegan-
do lo solicitado. 

III. El auto apelado basa su denegación en que el solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado que se encuentre comprendido dentro del ámbito de aplicación de la 
citada norma, al no haber aportado la totalidad de los documentos requeridos. 
Posteriormente, en vía de recurso, y atendiendo al requerimiento formulado desde 
este centro directivo, el promotor aporta la documentación justificativa de su preten-
sión. 

IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas “cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español”, derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se 
exige, pues, que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino 
que ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria. 

A fin de facilitar la acreditación de este extremo –y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello– el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la 
Dirección General de los Registros y del Notariado de 4 de noviembre de 2008, que fija 
las reglas de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la docu-
mentación a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la “certificación 
literal de nacimiento del padre o madre originariamente español del solicitante” 
debiendo “proceder la misma de un registro civil español, ya sea consular o munici-
pal”. Exigencia que se conecta con la consideración del Registro Civil español como 
prueba de los HECHOS y actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, 
que afecten a los españoles –cfr. arts. 1 nº7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil–. 

V. Si bien el promotor no aportó la documentación requerida por el encargado del 
registro civil consular dentro del plazo conferido al efecto, la misma fue aportada en 
vía de recurso, por lo que, en virtud del criterio de economía procesal, procede deter-
minar si en el expediente se cumplen los requisitos establecidos en el apartado prime-
ro de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007. 
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En el presente expediente se ha aportado, entre otros, originales legalizados de los 
certificados brasileños de nacimiento del interesado y de su madre, así como original 
del certificado literal español de nacimiento de su abuelo materno, originariamente 
español, junto con certificado legalizado de no naturalización en Brasil del abuelo 
español, por lo que la madre del solicitante nació originariamente española. 

De este modo, se constata que el interesado es hijo de progenitora originariamente 
española, cumpliéndose los requisitos establecidos en el apartado primero de la dis-
posición adicional séptima de la Ley 52/2007. 

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y 
Estado Civil, ha acordado que procede estimar el recurso interpuesto y revocar el 
auto apelado, declarando el derecho del interesado a la opción a la nacionalidad 
española de origen, conforme al apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, por la que se reconocen y amplían 
derechos y se establecen medidas a favor de quienes padecieron persecución o 
violencia durante la Guerra Civil y la Dictadura. 

Madrid, 14 de febrero de 2019

Firmado: El director general: Pedro José Garrido Chamorro.

Sr. encargado del Registro Civil Consular en São Paulo (Brasil) 

Resolución de 14 de febrero de 2019 (17ª) 
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española 

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado prime-
ro de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre 
que hubiere sido originariamente español. 

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007, 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada contra el auto de la encargada del Registro Civil del Consulado General de 
España en la Habana (Cuba). 

HECHOS 

1. Doña V. L. M., nacida el 21 de mayo de 1960 en P., L. V. (Cuba), de nacionalidad 
cubana, presenta escrito en el Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba) 
a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la disposición adicional séptima 
de la Ley 52/2007, y adjunta especialmente en apoyo de su solicitud como documen-
tación hoja declaratoria de datos en la que manifiesta que es hija de don L. L. R., 
nacido el 18 de septiembre de 1904 en R., V. C. (Cuba) y de doña A. G. M. P., nacida el 
11 de diciembre de 1918 en Z., L. V. (Cuba); carnet de identidad cubano y certificado 
local de nacimiento de la promotora; certificado cubano de nacimiento del padre de la 
interesada; certificación de partida de bautismo de abuelo paterno de la solicitante 
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don A. L. O., nacido el 24 de mayo de 1858 en L., O.; certificación literal de adquisición 
de la ciudadanía cubana por el abuelo español en fecha 18 de junio de 1922, en la 
que consta que residía en la Isla de Cuba antes del 11 de abril de 1899 y que no se 
inscribió en el Registro de Españoles al entrar en vigor el Tratado de París y certificado 
local de matrimonio de los padres de la promotora. 

2. Con fecha 13 de noviembre de 2014, la encargada del Registro Civil Consular de 
España en La Habana (Cuba) dicta resolución por la que se deniega la inscripción de 
nacimiento solicitada por la interesada, estimando que la peticionaria no prueba sufi-
cientemente los HECHOS a los que se refiere su declaración, no habiendo quedado 
establecido que en la interesada concurran los requisitos exigidos en la disposición 
adicional séptima de la ley 52/2007, especialmente en lo que se refiere a la acredita-
ción de la nacionalidad española de origen de su progenitor. 

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la Dirección General de los Registros y 
del Notariado contra la resolución denegatoria de su solicitud antes citada, solicitando se 
revise su expediente, como nieta de abuelo originariamente español. Aporta de nuevo 
certificados de partida española de bautismo y de adquisición de la ciudadanía cubana 
por su abuelo paterno y certificados cubanos de su nacimiento y de su padre, que ya se 
encontraban en su expediente. 

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han guarda-
do en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado conforme 
a derecho, y la encargada del Registro Civil Consular de España en La Habana remite el 
expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado para su resolución, 
junto con informe en el que indica que, en el caso de referencia, según consta en la carta 
literal de ciudadanía expedida el 18 de junio de 1992 a favor del abuelo español de la 
solicitante, se aprecia que este residía en la Isla de Cuba antes del 11 de abril de 1899, 
siendo esta aún colonia de España, y no se inscribió en el Registro General de Españoles 
al entrar en vigencia el Tratado de París en fecha 11 de abril de 1899, por lo que se con-
sidera que renunció a la nacionalidad española y adoptó la nacionalidad cubana, según 
se establecía en el artículo IX de dicho tratado, por lo que su hijo, padre de la solicitante, 
nacido en fecha 18 de septiembre de 1904, nace de padre cubano, no quedando esta-
blecido que en la solicitante concurran los requisitos exigidos en el apartado primero de 
la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, especialmente en lo que se refiere a 
la acreditación de la nacionalidad española de origen de su progenitor. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; las 
disposiciones transitorias segunda y tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el 
artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria prime-
ra de la Ley 29/1995, de 2 de noviembre; la disposición final sexta de la Ley 20/2011 
de 21 de julio de Registro Civil, artículo 20 del Código Civil; artículos 15, 16, 23 y 67 de 
la Ley del Registro Civil; 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; la 
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Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras de 23 de marzo 
de 2010 (4ª), 23 de marzo de 2010 (5ª), 23 de marzo 2010 (6ª), 24 de marzo de 2010 
(5ª), 28 de abril de 2010 (5ª), 6 de octubre de 2010 (10ª), 15 de noviembre de 2010 
(5ª),1 de diciembre de 2010 (4ª); 7 de marzo de 2011 (4ª), 9 de marzo de 2011(3ª), 3 
de octubre de 2011 (17ª), 25 de octubre de 2011 (3ª), 2 de diciembre de 2011 (4ª); 10 
de febrero 2012 (42ª), 17 de febrero 2012 (30ª), 22 de febrero 2012 (53ª), 6 de julio 
2012 (5º), 6 de julio 2012 (16ª), 14 de septiembre de 2012 (32ª,; y 30 de enero 2013 
(28ª). 

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como española de origen a la nacida el 21 de mayo de 1960 en 
P., L. V. (Cuba), en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de 
la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la 
cual “1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español 
podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el 
plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional”. 

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 21 de 
octubre de 2011 en el modelo normalizado del anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por la encargada 
del Registro Civil Consular de España en La Habana se dictó auto de fecha 13 de 
noviembre de 2014, denegando lo solicitado. 

III. El auto apelado basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado la nacionalidad española de origen de su progenitor. 

IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas “cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español”, derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se 
exige, pues, que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino 
que ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria. 

A fin de facilitar la acreditación de este extremo –y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello– el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la 
Dirección General de los Registros y del Notariado de 4 de noviembre de 2008, que fija 
las reglas de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la docu-
mentación a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la “certificación 
literal de nacimiento del padre o madre originariamente español del solicitante” 
debiendo “proceder la misma de un registro civil español, ya sea consular o munici-
pal”. Exigencia que se conecta con la consideración del Registro Civil español como 
prueba de los HECHOS y actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, 
que afecten a los españoles –cfr. arts. 1 nº7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil–. 
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En el presente caso, el abuelo paterno de la interesada nacido el 24 de mayo de 1858 
en L., O., originariamente español, residiendo en la Isla de Cuba antes del 11 de abril 
de 1899, no se inscribió en el Registro General de Españoles establecido por el Tratado 
de París de 10 de diciembre de 1898. De este modo, el artículo IX del Tratado de París 
de 1898, por el que se firmó el Tratado de Paz entre los Estados Unidos de América y 
el Reino de España, que indicaba que “los súbditos españoles, naturales de la 
Península, residentes en el territorio cuya soberanía España renuncia o cede por el 
presente tratado, podrán permanecer en el territorio o marcharse de él. En el caso de 
que permanezcan en el territorio, podrán conservar su nacionalidad española hacien-
do ante una oficina de registro, dentro de un año después del cambio de ratificaciones 
de este tratado, una declaración de su propósito de conservar dicha nacionalidad; a 
falta de esta declaración, se considerará que han renunciado a dicha nacionalidad y 
adoptado la del territorio en el cual pueden residir”. Por tanto, tal como consta en el 
certificado literal de ciudadanía cubana del abuelo paterno de la solicitante de fecha 
18 de junio de 1922, este no se inscribió en el Registro de Españoles, acreditando ese 
extremo con certificación de la Secretaría de Estado de 8 de junio de 1922, por lo que 
se considera que, en aplicación del Tratado de París, renunció a la nacionalidad espa-
ñola adquiriendo la cubana. Por tanto, el padre de la solicitante, nacido el 18 de sep-
tiembre de 1904 no es originariamente español sino cubano, por lo que la promotora 
no acredita el cumplimiento de los requisitos establecidos en el apartado primero de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 para optar a la nacionalidad españo-
la de origen. 

V. A la vista de los documentos presentados y en los que necesaria y exclusivamente 
habrá de fundarse la resolución de este recurso –cfr. arts. 27, 29 de la Ley del Registro 
Civil y 358 de su reglamento– no se ha acreditado que el progenitor de la optante 
ostente la nacionalidad española de forma originaria por lo que no se cumple uno de 
los requisitos esenciales del apartado primero de la disposición adicional séptima de 
la Ley 52/2007. 

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y 
Estado Civil, ha acordado que procede desestimar el recurso y confirmar el auto apela-
do. 

Madrid, 14 de febrero de 2019
Firmado: El director general: Pedro José Garrido Chamorro.
Sra. encargada del Registro Civil Consular en La Habana (Cuba) 

Resolución de 14 de febrero de 2019 (17ª) 
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española 

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado prime-
ro de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre 
que hubiere sido originariamente español. 
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En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007, 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada contra el auto de la encargada del Registro Civil del Consulado General de 
España en la Habana (Cuba). 

HECHOS 

1. Doña Z. D. S., nacida el 4 de septiembre de 1941 en Q., H. (Cuba), de nacionalidad 
cubana, presenta escrito en el Registro Civil Consular de España en La Habana a fin de 
optar a la nacionalidad española en virtud de la disposición adicional séptima de la 
Ley 52/2007, y adjunta especialmente en apoyo de su solicitud como documentación 
hoja declaratoria de datos en la que manifiesta que es hija de don B. D. B., nacido el 3 
de abril de 1902 en Q., H. (Cuba) y de doña M. L. S. V., nacida el 24 de agosto de 1904 
en Q., H. (Cuba); carnet de identidad cubano y certificado local de nacimiento de la 
promotora; certificado cubano de nacimiento de la madre de la interesada; certifica-
ción de partida de bautismo de abuelo materno de la solicitante don A. S. E., nacido el 
15 de agosto de 1876 en S. L., I. B.; documentos de inmigración y extranjería del 
abuelo materno; certificación literal de adquisición de la ciudadanía cubana por el 
abuelo español en fecha 9 de octubre de 1908, en la que consta que residía en la Isla 
de Cuba antes del 11 de abril de 1899 y que no se inscribió en el Registro de Españoles 
al entrar en vigor el Tratado de París; certificado cubano de matrimonio de los abuelos 
maternos; certificado de defunción de la madre de la solicitante y certificación españo-
la de partida de matrimonio de los bisabuelos maternos de la promotora. 

2. Con fecha 18 de septiembre de 2014, la encargada del Registro Civil Consular de 
España en La Habana dicta resolución por la que se deniega la inscripción de naci-
miento solicitada por la interesada, estimando que la peticionaria no prueba suficien-
temente los HECHOS a los que se refiere su declaración, no habiendo quedado esta-
blecido que en la interesada concurran los requisitos exigidos en la disposición adicio-
nal séptima de la ley 52/2007, especialmente en lo que se refiere a la acreditación de 
la nacionalidad española de origen de su progenitora. 

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la Dirección General de los Registros 
y del Notariado contra la resolución denegatoria de su solicitud antes citada, solicitan-
do se revise su expediente, como nieta de abuelo originariamente español. 

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han 
guardado en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado 
conforme a derecho, y la encargada del Registro Civil Consular de España en La 
Habana remite el expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado 
para su resolución, junto con informe en el que indica que, en el caso de referencia, 
según consta en la carta literal de ciudadanía expedida el 9 de octubre de 1908, a 
favor del abuelo español de la solicitante, se aprecia que este residía en la Isla de 
Cuba antes del 11 de abril de 1899, siendo esta aún colonia de España, y no se inscri-
bió en el Registro General de Españoles al entrar en vigencia el Tratado de París en 
fecha 11 de abril de 1899, por lo que se considera que renunció a la nacionalidad 
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española y adoptó la nacionalidad cubana, según se establecía en el artículo IX de 
dicho tratado, por lo que su hija, madre de la solicitante, nacida en fecha 24 de agosto 
de 1904, nace de padre cubano, no quedando establecido que en la solicitante concu-
rran los requisitos exigidos en el apartado primero de la disposición adicional séptima 
de la Ley 52/2007, especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la naciona-
lidad española de origen de su progenitora. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; las 
disposiciones transitorias segunda y tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el 
artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria prime-
ra de la Ley 29/1995, de 2 de noviembre; la disposición final sexta de la Ley 20/2011 
de 21 de julio de Registro Civil; artículo 20 del Código Civil (CC); artículos 15, 16, 23 y 
67 de la Ley del Registro Civil (LRC); 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil 
(RRC); la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras de 23 
de marzo de 2010 (4ª), 23 de marzo de 2010 (5ª), 23 de marzo 2010 (6ª), 24 de 
marzo de 2010 (5ª), 28 de abril de 2010 (5ª), 6 de octubre de 2010 (10ª), 15 de 
noviembre de 2010 (5ª), 1 de diciembre de 2010 (4ª); 7 de marzo de 2011 (4ª), 9 de 
marzo de 2011(3ª), 3 de octubre de 2011 (17ª), 25 de octubre de 2011 (3ª), 2 de 
diciembre de 2011 (4ª);10 de febrero 2012 (42ª) 17 de febrero 2012 (30ª) 22 de febre-
ro 2012 (53ª) 6 de julio 2012 (5º), 6 de julio 2012 (16ª), 14 de septiembre de 2012 
(32ª), y 30 de enero 2013 (28ª). 

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como española de origen a la nacida el 4 de septiembre de 
1941 en Q., H. (Cuba), en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado pri-
mero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, 
conforme a la cual “1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente 
español podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su declara-
ción en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición adi-
cional”. 

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 3 de 
diciembre de 2009 en el modelo normalizado del anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por la encargada 
del Registro Civil Consular de España en La Habana se dictó auto de fecha 18 de sep-
tiembre de 2014, denegando lo solicitado. 

III. El auto apelado basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado la nacionalidad española de origen de su progenitora. 

IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas “cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español”, derecho que 
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habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se 
exige, pues, que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino 
que ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria. 

A fin de facilitar la acreditación de este extremo –y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello– el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la 
Dirección General de los Registros y del Notariado de 4 de noviembre de 2008, que fija 
las reglas de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la docu-
mentación a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la “certificación 
literal de nacimiento del padre o madre originariamente español del solicitante” 
debiendo “proceder la misma de un registro civil español, ya sea consular o munici-
pal”. Exigencia que se conecta con la consideración del Registro Civil español como 
prueba de los HECHOS y actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, 
que afecten a los españoles –cfr. arts. 1 nº7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil–. 

En el presente caso, el abuelo materno de la interesada nacido el 15 de agosto de 
1876 en S. L., I. B., originariamente español, residiendo en la Isla de Cuba antes del 11 
de abril de 1899, no se inscribió en el Registro General de Españoles establecido por 
el Tratado de París de 10 de diciembre de 1898. El artículo IX del Tratado de París de 
1898, por el que se firmó el Tratado de Paz entre los Estados Unidos de América y el 
Reino de España, indicaba que “los súbditos españoles, naturales de la Península, 
residentes en el territorio cuya soberanía España renuncia o cede por el presente tra-
tado, podrán permanecer en el territorio o marcharse de él. En el caso de que perma-
nezcan en el territorio, podrán conservar su nacionalidad española haciendo ante una 
oficina de registro, dentro de un año después del cambio de ratificaciones de este 
tratado, una declaración de su propósito de conservar dicha nacionalidad; a falta de 
esta declaración, se considerará que han renunciado a dicha nacionalidad y adoptado 
la del territorio en el cual pueden residir”. Por tanto, tal como consta en el certificado 
literal de ciudadanía cubana del abuelo paterno de la solicitante de fecha 9 de octubre 
de 1908, este no se inscribió en el Registro de Españoles, acreditando ese extremo 
con certificación de la Secretaría de Estado y Justicia cubana, por lo que se considera 
que, en aplicación del Tratado de París, renunció a la nacionalidad española adquirien-
do la cubana. Por tanto, la madre de la solicitante, nacida el 24 de agosto de 1904 no 
es originariamente española sino cubana, por lo que la promotora no acredita el cum-
plimiento de los requisitos establecidos en el apartado primero de la disposición adi-
cional séptima de la Ley 52/2007 para optar a la nacionalidad española de origen. 

V. A la vista de los documentos presentados y en los que necesaria y exclusivamente 
habrá de fundarse la resolución de este recurso –cfr. arts. 27, 29 de la Ley del Registro 
Civil y 358 de su reglamento– no se ha acreditado que la progenitora de la optante 
ostente la nacionalidad española de forma originaria por lo que no se cumple uno de 
los requisitos esenciales del apartado primero de la disposición adicional séptima de 
la Ley 52/2007. 
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Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y 
Estado Civil, ha acordado que procede desestimar el recurso y confirmar el auto 
apelado. 

Madrid, 14 de febrero de 2019

Firmado: El director general: Pedro José Garrido Chamorro.

Sra. encargada del Registro Civil Consular en La Habana (Cuba) 

Resolución de 27 de febrero de 2019 (9ª) 
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española 

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado prime-
ro de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, los mayores de edad que 
sean hijos de padre o madre que no hubiere sido originariamente español, y que (el 
padre o la madre) hubieren adquirido anteriormente la nacionalidad española de 
origen por la vía de dicha disposición adicional séptima de la Ley 52/2007. 

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado contra el auto de la encargada del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba). 

HECHOS 

1. Don J. C. M. G., de nacionalidad cubana, presenta escrito en el Registro Civil Consular 
de España en La Habana a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 
52/2007 disposición adicional séptima, y adjunta especialmente en apoyo de su soli-
citud como documentación hoja declaratoria de datos en la que manifiesta que nació 
el 1 de diciembre de 1980 en M., H. (Cuba), hijo de don R. G. M. R., nacido el 30 de 
septiembre de 1940 en C., L. V. (Cuba) de nacionalidad cubana, y de doña L. M. G. B., 
nacida el 22 de octubre de 1942 en H. (Cuba), de nacionalidad cubana y española; 
documento de identidad cubano del interesado y certificado local en extracto de naci-
miento del promotor; certificado literal español de nacimiento de la madre del intere-
sado, con inscripción marginal de opción por la nacionalidad española de origen, en 
virtud de lo dispuesto en el apartado primero de la disposición adicional séptima de la 
Ley 52/2007 el día 20 de febrero de 2009; certificado cubano de nacimiento de la 
progenitora; certificado literal cubano de nacimiento del abuelo materno del solicitan-
te, don E. G. S., nacido el 15 de marzo de 1901 en H., en el que consta que es hijo de 
don M. G. V., natural de O. y certificado literal de partida de bautismo del abuelo 
materno. 

2. Con fecha 23 de abril de 2015, la encargada del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) dicta auto por el que se deniega la inscripción de nacimiento 
solicitada por el interesado, estimando que el peticionario no prueba suficientemente 
los HECHOS a los que se refiere su declaración, no quedando establecido que en el 
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solicitante concurran los requisitos exigidos en la Ley 52/2007, toda vez que la madre 
del interesado optó por la nacionalidad española de origen según la disposición adicio-
nal séptima de la Ley 52/2007 en fecha 20 de febrero de 2009, cuando el solicitante 
era mayor de edad. 

3. Notificado el interesado, interpone recurso ante la Dirección General de los Registros y 
del Notariado contra la resolución denegatoria antes citada, solicitando se revise su 
expediente, alegando que su abuelo es hijo de ciudadano español natural de O. 

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han guarda-
do en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado conforme 
a derecho, y la encargada del Registro Civil Consular de España en La Habana remite el 
expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado para su resolución, 
junto con informe en el que indica que teniendo en cuenta que la progenitora española 
del solicitante optó a la nacionalidad española de origen según la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007, en fecha 20 de febrero de 2009, cuando el solicitante era 
mayor de edad, no ha quedado establecido que concurran los requisitos exigidos en la 
directriz sexta de la Instrucción de fecha 4 de noviembre de 2008, que regula la aplica-
ción de la Ley 52/2007, especialmente en lo que se refiere a estar sujeto a la patria 
potestad de un español. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; las 
disposiciones transitorias segunda y tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el 
artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria prime-
ra de la Ley 29/1995,de 2 de noviembre; la disposición final sexta de la Ley 20/2011 
de 21 de julio de Registro Civil; artículo 20 del Código Civil (CC); artículos 15, 16, 23 y 
67 de la Ley del Registro Civil (LRC); 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil 
(RRC); la instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras de 23 
de marzo de 2010 (4ª), 23 de marzo de 2010 (5ª), 23 de marzo 2010 (6ª), 24 de 
marzo de 2010 (5ª), 28 de abril de 2010 (5ª), 6 de octubre de 2010 (10ª), 15 de 
noviembre de 2010 (5ª), 1 de diciembre de 2010 (4ª); 7 de marzo de 2011 (4ª), 9 de 
marzo de 2011(3ª), 3 de octubre de 2011 (17ª), 25 de octubre de 2011 (3ª), 2 de 
diciembre de 2011 (4ª); 10 de febrero 2012 (42ª), 17 de febrero 2012 (30ª), 22 de 
febrero 2012 (53ª), 6 de julio 2012 (5º), 6 de julio 2012 (16ª), 14 de septiembre de 
2012 (32ª), y 30 de enero 2013 (28ª). 

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el registro civil consular como 
español de origen al nacido en M., H. (Cuba) en 1980, en virtud del ejercicio de la 
opción prevista por el apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la cual “1. Las personas cuyo padre o 
madre hubiese sido originariamente español podrán optar a la nacionalidad española 
de origen si formalizan su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en 
vigor de la presente disposición adicional”. 
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La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 19 de 
diciembre de 2011 en el modelo normalizado del anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por la encargada 
del registro civil consular se dictó auto de fecha 23 de abril de 2015 denegando lo 
solicitado. 

III. El auto apelado basa su denegación en que el solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado que su madre fuese originariamente española, ya que la progenitora 
del interesado optó a la nacionalidad española de origen, en virtud del apartado pri-
mero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, con efectos en fecha 20 
de febrero de 2009. 

IV. La primera cuestión que se plantea en el recurso es si, al amparo del apartado pri-
mero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, es o no posible realizar 
dos opciones consecutivas de las previstas por el mismo. Es decir, si ejercitada con 
éxito la opción por el hijo o hija de que habla la norma (primer optante), el cual pasa a 
ostentar la nacionalidad española de origen, pueden, a su vez, sus propios hijos o hijas 
ampararse en la misma disposición para acceder a la nacionalidad española (segundo 
optante). 

Esta cuestión fue abordada por la Instrucción de este centro directivo de 4 de noviem-
bre de 2008, distinguiendo dos hipótesis distintas en función de que los hijos del 
primer optante sean mayores o menores de edad. En el caso de que el hijo/a de padre 
o madre originariamente español que ejercita la opción del apartado primero de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 tenga hijos menores de edad, estos 
pueden ejercitar, a su vez, la opción de la letra a) del nº 1 del artículo 20 del Código 
Civil. Así lo declaró en su directriz sexta la citada Instrucción de 4 de noviembre de 
2008. 

Por el contrario, la opción del artículo 20 nº 1 a) del Código Civil no está disponible 
para el caso de que los hijos del optante sean mayores de edad. En el presente caso 
cuando la progenitora del recurrente adquiere la nacionalidad española por el ejercicio 
de la opción de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 en virtud de acta 
de 20 de febrero de 2009, inscrita con fecha 13 de marzo de 2009, el ahora optante, 
nacido el 1 de diciembre de 1980, había alcanzado ya su mayoría de edad, por lo que 
no podría acceder a la nacionalidad española de origen por esta vía. Se plantea, sin 
embargo, la posibilidad de que estos últimos, nietos del abuelo español, puedan aco-
gerse, a su vez, a la misma opción del apartado primero de la disposición adicional 
séptima. 

V. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas “cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español”, derecho que se 
habrá de formalizar en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
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pues, que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
hubiera ostentado dicha nacionalidad originariamente. 

En el presente caso la progenitora del recurrente ostenta la nacionalidad española “de 
origen” pero adquirida de forma sobrevenida en virtud del ejercicio de la opción previs-
ta en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por lo que se plantea la 
cuestión de determinar si se cumple respecto de la recurrente el requisito exigido por 
el apartado primero de la misma disposición adicional consistente en que su “padre o 
madre hubiese sido originariamente español”. Es decir, se trata de determinar si este 
requisito lo cumple sólo el hijo de padre o madre español de origen “desde su naci-
miento” (del padre o madre), o bien si es suficiente que el hijo lo sea de padre o madre 
español de origen, aunque el título de su adquisición no fuese originario (en el sentido 
de coetáneo al nacimiento), sino sobrevenido. Paralelamente se suscita la cuestión de 
si basta que el progenitor haya sido español en cualquier momento, –de forma que sea 
suficiente que ostente dicha nacionalidad en el momento en que se ejercita la opción– 
o es necesario que lo haya sido en un momento anterior (bien desde el nacimiento del 
progenitor, bien desde el nacimiento del hijo/a, o bien al menos desde la entrada en 
vigor de la norma que atribuye el derecho de opción). Para resolver tales cuestiones ha 
de atenderse a los precedentes históricos de la regulación actual contenida en la reite-
rada disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, y al espíritu y finalidad que la 
inspiran, además de a los términos en que aparece redactada a resultas de su trami-
tación parlamentaria. 

VI. En cuanto a los precedentes históricos, la Ley de 15 de julio de 1954, de reforma 
del Título Primero del Código Civil, denominado “De los españoles y extranjeros”, por la 
que se da nueva redacción al artículo 18 del Código y amplía la facultad de adquirir la 
nacionalidad española por opción, recoge como novedad entre los supuestos de hecho 
que habilitan para el ejercicio de la opción el relativo a “los nacidos fuera de España 
de padre o madre que originariamente hubieran sido españoles”. 

El artículo 18 del Código Civil, en su redacción de 1954, subsiste hasta la reforma 
introducida en el Código por Ley de 13 de julio de 1982, en la que se limita la opción 
como vía para la adquisición de nacionalidad española al caso de “los extranjeros que, 
en supuestos distintos de los previstos en los artículos anteriores, queden sujetos a la 
patria potestad o a la tutela de un español” (cfr. artículo 19). El supuesto del “nacido 
fuera de España de padre o madre que originariamente hubieran sido españoles” 
pasa en dicha reforma a integrar uno de los casos que permiten reducir el tiempo 
necesario para la adquisición de la nacionalidad española por residencia a un año (cfr. 
número 2 del artículo 22). A los efectos de la resolución del presente recurso tiene 
interés destacar que la Ley 51/1982 introdujo por primera vez en nuestra legislación 
un supuesto, calificado por la doctrina del momento como un caso de ficción legal, de 
nacionalidad española “de origen” adquirida sobrevenidamente en un momento pos-
terior al nacimiento. Esto fue lo que hizo el artículo 18 del Código el cual, tras estable-
cer que “El extranjero menor de dieciocho años adoptado en forma plena adquirirá por 
este hecho la nacionalidad española cuando cualquiera de los adoptantes fuera 
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español”, añade un segundo párrafo para especificar que “Si alguno de los adoptantes 
era español al tiempo del nacimiento del adoptado, éste tendrá, desde la adopción, la 
condición de español de origen”. 

Ello supone que, por expresa prescripción legal, se admitía que la condición de espa-
ñol de origen se pudiera ostentar no desde el nacimiento, sino desde la adopción, si 
bien ello sólo se admitía cuando al tiempo del nacimiento del adoptado cualquiera de 
los adoptantes era español. 

VII. Pues bien, esta nueva figura de la nacionalidad de origen adquirida sobrevenida-
mente (que por alguna doctrina se calificó de figura mixta, a medio camino entre la 
atribución originaria –artículo 17– y las adquisiciones derivativas –artículos 19 a 22–), 
planteaba la cuestión de decidir si podía entenderse que los hijos de los adoptados 
que ostentasen la nacionalidad española con tal carácter de origen desde su adop-
ción, podían, a su vez, adquirir la nacionalidad española por residencia acogiéndose al 
plazo abreviado de un año previsto en el artículo 22, párrafo 3º, regla 2ª del Código 
Civil (versión dada por Ley 51/1982) a favor de “el nacido fuera de España de padre o 
madre que originariamente hubieran sido españoles”. 

Los comentaristas del momento destacaron, a fin de despejar tal cuestión, la impor-
tancia de los avatares del proceso de elaboración legislativo de la mencionada Ley 
51/1982. Así, el Proyecto de Ley del Gobierno enunciaba el supuesto como referido a 
“El nacido fuera de España de padre que sea o haya sido español” (cfr. artículo 22, 
párrafo 3º, letra b). Tras el proceso de enmiendas queda redactado dicho apartado del 
siguiente modo: “El nacido fuera de España de padre o madre que originariamente 
hubieran sido españoles”. Se vuelve con ello a la redacción que figuraba en el antiguo 
artículo 18, párrafo primero, nº2 del Código Civil, en su redacción de 1954 (si bien 
ahora como un supuesto de naturalización con plazo privilegiado de un año, y no de 
opción). Descartada la versión inicial del Proyecto, no bastaba, en la redacción definiti-
va, como señaló la doctrina, que uno de los progenitores haya sido español en cual-
quier momento, ni que lo fuese en el momento de solicitar la concesión de la naciona-
lidad. Era necesario que uno, al menos, de los progenitores, hubiera sido español de 
origen. Pero cabía dudar si tal expresión comprendía únicamente al padre o madre que 
hubiera sido español o española “de origen desde el nacimiento” o si incluía también 
al padre o madre que hubiera adquirido la nacionalidad española “de origen desde la 
adopción”. La misma doctrina citada, basada en la redacción del precepto (que utiliza 
la expresión “que originariamente hubieran sido españoles”, y no “que sean o hayan 
sido españoles de origen”), en el carácter excepcional del precepto (frente a la regla 
general de diez años de residencia), y en el carácter de ficción legal de la atribución de 
nacionalidad española de origen “desde la adopción”, se inclinaba por la tesis restric-
tiva. 

VIII. La Ley 18/1990, de 17 de diciembre, vuelve a introducir modificaciones en el 
derecho de opción. A estas modificaciones se refiere el Preámbulo de la Ley: “En la 
regulación de la opción se mantiene, como uno de los presupuestos para su ejercicio, 
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el caso de quien esté o haya estado sujeto a la patria potestad de un español”. Se 
explica esto ya que una vez suprimida desde 1982 la adquisición por dependencia 
familiar, la sola voluntad de los interesados es el camino indicado, si se formula en 
ciertos plazos para que consigan la nacionalidad española los hijos de quienes la 
hayan adquirido sobrevenidamente. 

IX. En la Proposición de Ley de 15 de diciembre de 1989 se atribuía también la facul-
tad de optar a “aquellos cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español (y 
nacido en España)”, supuesto que en el texto definitivo de la Ley 18/1990 pasa a la 
disposición transitoria 3ª. 

Es importante destacar el dato de que una de las carencias principales, comúnmente 
señaladas, de las reformas legales del nuestro Código Civil de 1954, 1975 y 1982 fue 
precisamente la de no incorporar un régimen transitorio que facilitase la transición 
entre la regulación anterior y la posterior, más que de forma muy limitada. Este hecho 
suscitó graves problemas de interpretación que, en parte, quedaron paliados con las 
tres disposiciones transitorias incorporadas a la citada Ley 18/1990. En la primera se 
parte del principio general de irretroactividad de las leyes (cfr. artículo 2 nº3 del Código 
Civil), que como regla general había aplicado ya la doctrina de este centro directivo. 

Pues bien, este principio general, como señala el preámbulo de la Ley 18/1990, 
“queda matizado en las dos disposiciones siguientes, que obedecen al propósito de 
favorecer la adquisición de la nacionalidad española para situaciones producidas con 
anterioridad los emigrantes y sus hijos, cuando hayan llegado a ostentar la nacionali-
dad española, pueden recuperarla por el mecanismo privilegiado del artículo 26, pero 
esas dos disposiciones transitorias avanzan un paso más porque benefician, sobre 
todo, a los hijos de emigrantes que, al nacer, ya no eran españoles”. 

El alcance de ambas disposiciones transitorias (2ª y 3ª) han de ser analizados conjun-
tamente, a fin de poder interpretarlos coordinadamente. Por ello, la Instrucción de este 
centro directivo de 20 de marzo de 1991 sobre nacionalidad, dedicó su epígrafe VIII a 
estudiar al tiempo ambas disposiciones. De la misma resulta, en lo que ahora interesa, 
que la adquisición de la nacionalidad española por opción –con efectos de nacionali-
dad de origen–, contenida en la disposición transitoria segunda, tiene aplicación en 
diversos supuestos, que la Instrucción identifica del siguiente modo: “Adoptados en 
forma plena antes de la Ley 51/1982, de 13 de julio; nacidos en España, antes de la 
Ley de 15 de julio de 1954, de progenitores extranjeros también nacidos en España. 
Pero su ámbito principal comprende los casos de hijo de española, nacido antes de la 
entrada en vigor de la Ley 51/1982, de 13 de julio, al cual le correspondiera seguir, 
según la legislación entonces vigente, la nacionalidad extranjera del padre” (hoy hay 
que entender rectificado este extremo de la Instrucción en el sentido de que el supues-
to se refiere al hijo/a de española nacido/a antes de la entrada en vigor de la 
Constitución). Por su parte, según la misma Instrucción, la disposición transitoria ter-
cera beneficia “a personas que han nacido después del momento en que su progenitor 
hubiera perdido la nacionalidad española. Entonces, si el padre o la madre originaria-
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mente español hubiere nacido en España, pueden optar por la nacionalidad españo-
la”. En consonancia con ello, la declaración decimotercera de la Instrucción afirmaba 
que “La opción por la nacionalidad española de la disposición transitoria tercera 
requiere que el interesado no fuera español al tiempo del nacimiento, por haber perdi-
do antes la nacionalidad española originaria su progenitor nacido en España”. 

Por tanto, a pesar de que desde la aprobación de la Ley 51/1982 existía ya un supues-
to de adquisición sobrevenida de la nacionalidad española de origen (categoría a la 
que la Ley 18/1990 suma otros casos), y por consiguiente existían casos de hijos de 
padre o madre españoles de origen pero no desde su nacimiento, el mantenimiento de 
la fórmula utilizada por el legislador invariablemente desde su introducción por la Ley 
de 15 de julio de 1954 de hijo de padre o madre “que originariamente hubiera sido 
español”, conduce a la interpretación incorporada a la declaración decimotercera de la 
transcrita Instrucción. Esta misma interpretación, como veremos, es a la que responde 
la declaración sexta de la Instrucción de esta dirección general de 4 de noviembre de 
2008, conforme a la cual los hijos mayores de edad de quienes hayan optado a la 
nacionalidad española en virtud de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 
no pueden ejercer la opción del apartado 1 de esta disposición. 

X. Ahora bien, es importante aclarar que si bien la circunstancia de que el progenitor 
del hijo que pretendía optar a la nacionalidad española por la vía de la disposición 
transitoria 3ª de la Ley 18/1990 hubiera perdido previamente la nacionalidad españo-
la que ostentaba originariamente constituye un elemento caracterizador del supuesto 
de hecho tipo o paradigmático (por ser el más común de los contemplados en la 
norma), ello no supone que la pérdida en sí deba ser interpretada necesariamente, a 
pesar del tenor literal de la Instrucción de 20 de marzo de 1991, como integrante de 
una verdadera conditio iuris o requisito sustantivo de aplicación de la citada disposi-
ción transitoria 3ª. En efecto, una cosa es que si la madre incurrió en causa de pérdida 
con anterioridad al nacimiento del hijo, éste no pudiera optar por la vía de la disposi-
ción transitoria 2ª (más beneficiosa), y otra distinta entender que habiendo concurrido 
causa de pérdida y, por tanto, quedando vedada dicha vía, y haciendo tránsito el 
supuesto a la disposición transitoria 3ª, esta última imponga la pérdida como requisito 
sustantivo para su viabilidad, tesis que no se puede mantener pues a pesar de no 
haber concurrido dicha pérdida la madre española no transmitió su nacionalidad origi-
naria al hijo nacido antes de la entrada en vigor de la Constitución española, sin que 
por ello el hijo de la madre que conservó su nacionalidad deba ser de peor condición 
que el hijo de madre que sí perdió por seguir la nacionalidad del marido (aclaración 
que es también extensible a la interpretación del apartado primero de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007). Así resulta igualmente del preámbulo de la Ley 
18/1990 al señalar que la transitoria 3ª “beneficia, sobre todo, a los hijos de los emi-
grantes que, al nacer, ya no eran españoles”: beneficiar, sobre todo, no quiere decir 
beneficiar exclusivamente. 

XI. Nuevamente se modifica el Código Civil en materia de nacionalidad a través de la 
Ley 36/2002, de 8 de octubre. Esta reforma contempla de nuevo el supuesto de las 
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personas “cuyo padre o madre hubiera sido originariamente español y nacido en 
España”, respecto del que arbitra un derecho de opción, similar al de la disposición 
transitoria 3ª de la Ley 18/1990, pero ya sin duración predeterminada al suprimirse el 
sistema de plazos preclusivos de la opción establecidos sucesivamente por las Leyes 
18/1990, 15/1993 y 29/1995, y sin la necesidad de residencia en España del optan-
te que había suprimido esta última (cfr. artículo 20 nº1, b). 

Las mismas conclusiones apuntadas en los anteriores fundamentos de derecho de 
esta resolución se desprenden del estudio de la tramitación parlamentaria de la Ley 
36/2002, durante la que fueron rechazadas varias enmiendas tendentes a incluir 
entre los beneficiarios de la opción a “b) Aquellos cuyo padre o madre, abuelo o abuela, 
hubieran sido originariamente españoles”, frente a la fórmula finalmente aprobada 
que permitía a tales nietos obtener la nacionalidad española pero no a través de la 
opción, sino mediante la residencia legal de un año en España (cfr. articulo 22 nº2, f 
del Código civil). 

XII. La redacción incorporada a la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 
tampoco incluye la referencia a los abuelos en su primer apartado (que mantiene la 
fórmula tradicional de “las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente 
español”), aunque sí en el apartado segundo, si bien el ejercicio de la opción queda 
condicionado en este caso a un régimen jurídico distinto, pues no es suficiente que el 
abuelo o abuela hubiere sido español, ya que tal derecho sólo se reconoce a “los 
nietos de quienes perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad española como 
consecuencia del exilio” (en la tramitación parlamentaria no fueron aprobadas las 
enmiendas que pretendían el reconocimiento del derecho de opción a las “personas 
que sean descendientes en primer o segundo grado de un español o española de 
origen”, pasando la segunda generación de descendientes (nietos) al apartado segun-
do de la disposición adicional séptima). 

XIII. De todo lo anterior y del propio carácter excepcional de la Ley que requiere criterios 
de interpretación estricta, resulta que no están comprendidos en el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 los hijos mayores de edad de 
padre o madre español en virtud de haber optado a la nacionalidad española de 
origen conforme a esta misma disposición. Así resulta también de la exposición de 
motivos de dicha ley, según la cual ésta “amplía la posibilidad de adquisición de la 
nacionalidad española a los descendientes hasta el primer grado de quienes hubiesen 
sido originariamente españoles”, sin perjuicio de incluir, a través del apartado 2º de la 
misma disposición adicional séptima, a otros descendientes más allá del primer grado 
–nietos– “de quienes perdieron la nacionalidad española por exilio a consecuencia de 
la Guerra Civil o la Dictadura”, y así lo confirma la interpretación oficial recogida en la 
directriz sexta de la Instrucción de 4 de noviembre de 2008 de esta dirección general. 

XIV. Por otra parte se indica que el abuelo materno de la solicitante, originariamente 
español, adquirió la nacionalidad cubana el 28 de junio de 1941, con anterioridad al 
nacimiento de su hija y madre de la promotora, que se produce el 15 de junio de 1943. 
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Asimismo, consta acreditado el matrimonio civil de los abuelos maternos de la intere-
sada, formalizado en Cuba el 14 de octubre de 1929, por lo que en aplicación del 
artículo 22 del Código Civil vigente en dicha fecha en su redacción originaria por Real 
Orden de 24 de julio de 1889, “la mujer casada sigue la condición y nacionalidad de su 
marido”, la abuela materna perdió la nacionalidad española adquiriendo la cubana el 
28 de junio de 1941, con anterioridad al nacimiento de su hija y madre de la solicitan-
te, por lo que la progenitora de la interesada no nació originariamente española. 

No obstante, queda abierto el acceso a la nacionalidad española a favor de los nietos 
nacidos fuera de España de abuelo o abuela que originariamente hubieran sido espa-
ñoles, aun cuando no resulte de aplicación el apartado segundo de la disposición adi-
cional séptima de la Ley 52/2007, por la vía de la residencia con plazo abreviado a un 
año, conforme al artículo 22 nº1, f) del Código Civil, que tras la reforma llevada a cabo 
por Ley 36/2002 incluyó en dicho precepto a los nietos de abuelo o abuela que origi-
nariamente hubieran sido españoles. 

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y 
Estado Civil, ha acordado que procede desestimar el recurso y confirmar el auto apela-
do. 

Madrid, 27 de febrero de 2019

Firmado: El director general: Pedro José Garrido Chamorro.

Sra. encargada del Registro Civil Consular en La Habana (Cuba) 

Resolución de 27 de febrero de 2019 (10ª) 
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española 

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado prime-
ro de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, los mayores de edad que 
sean hijos de padre o madre que no hubiere sido originariamente español, y que (el 
padre o la madre) hubieren adquirido anteriormente la nacionalidad española de 
origen por la vía de dicha disposición adicional séptima de la Ley 52/2007. 

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada contra el auto de la encargada del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba). 

HECHOS 

1. Doña S. C. M. G., de nacionalidad cubana, presenta escrito en el Registro Civil 
Consular de España en La Habana a fin de optar a la nacionalidad española en virtud 
de la Ley 52/2007 disposición adicional séptima, y adjunta especialmente en apoyo 
de su solicitud como documentación hoja declaratoria de datos en la que manifiesta 
que nació el 10 de abril de 1966 en C., H. (Cuba), hija de don R. G. M. R., nacido el 30 
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de septiembre de 1940 en C., L. V. (Cuba) de nacionalidad cubana, y de doña L. M. G. 
B., nacida el 22 de octubre de 1942 en La Habana (Cuba), de nacionalidad cubana y 
española; documento de identidad cubano de la interesada y certificado local en 
extracto de nacimiento de la promotora; certificado literal español de nacimiento de la 
madre de la interesada, con inscripción marginal de opción por la nacionalidad espa-
ñola de origen, en virtud de lo dispuesto en el apartado primero de la disposición adi-
cional séptima de la Ley 52/2007 el día 20 de febrero de 2009; certificado cubano de 
nacimiento de la progenitora; certificado literal cubano de nacimiento del abuelo 
materno de la solicitante, D. E. G. S.z, nacido el 15 de marzo de 1901 en H., en el que 
consta que es hijo de don M. G. V., natural de O. y certificado literal de partida de bau-
tismo del abuelo materno. 

2. Con fecha 23 de abril de 2015, la encargada del Registro Civil Consular de España 
en La Habana dicta auto por el que se deniega la inscripción de nacimiento solicitada 
por la interesada, estimando que la peticionaria no prueba suficientemente los 
HECHOS a los que se refiere su declaración, no quedando establecido que en la solici-
tante concurran los requisitos exigidos en la Ley 52/2007, toda vez que la madre de la 
interesada optó por la nacionalidad española de origen según la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 en fecha 20 de febrero de 2009, cuando la solicitante era 
mayor de edad. 

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la Dirección General de los Registros 
y del Notariado contra la resolución denegatoria antes citada, solicitando se revise su 
expediente, alegando que su abuelo es hijo de ciudadano español natural de O. 

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han 
guardado en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado 
conforme a derecho, y la encargada del Registro Civil Consular de España en La 
Habana remite el expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado 
para su resolución, junto con informe en el que indica que teniendo en cuenta que la 
progenitora española de la solicitante optó a la nacionalidad española de origen según 
la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, en fecha 20 de febrero de 2009, 
cuando la solicitante era mayor de edad, no ha quedado establecido que concurran los 
requisitos exigidos en la directriz sexta de la Instrucción de fecha 4 de noviembre de 
2008, que regula la aplicación de la Ley 52/2007, especialmente en lo que se refiere 
a estar sujeto a la patria potestad de un español. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, las 
disposiciones transitorias segunda y tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el 
artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria prime-
ra de la Ley 29/1995,de 2 de noviembre; la disposición final sexta de la Ley 20/2011 
de 21 de julio de Registro Civil; artículo 20 del Código Civil (CC); artículos 15, 16, 23 y 
67 de la Ley del Registro Civil (LRC); 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil 
(RRC); la instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras de 23 
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de marzo de 2010 (4ª), 23 de marzo de 2010 (5ª), 23 de marzo 2010 (6ª), 24 de 
marzo de 2010 (5ª), 28 de abril de 2010 (5ª), 6 de octubre de 2010 (10ª); 15 de 
noviembre de 2010 (5ª),1 de diciembre de 2010 (4ª); 7 de marzo de 2011 (4ª), 9 de 
marzo de 2011 (3ª), 3 de octubre de 2011 (17ª), 25 de octubre de 2011 (3ª), 2 de 
diciembre de 2011 (4ª); 10 de febrero 2012 (42ª), 17 de febrero 2012 (30ª), 22 de 
febrero 2012 (53ª), 6 de julio 2012 (5º), 6 de julio 2012 (16ª), 14 de septiembre de 
2012 (32ª), y 30 de enero 2013 (28ª). 

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el registro civil consular como 
española de origen a la nacida en C., H. (Cuba) en 1966, en virtud del ejercicio de la 
opción prevista por el apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la cual “1. Las personas cuyo padre o 
madre hubiese sido originariamente español podrán optar a la nacionalidad española 
de origen si formalizan su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en 
vigor de la presente disposición adicional”. 

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 19 de 
diciembre de 2011 en el modelo normalizado del anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por la encargada 
del registro civil consular se dictó auto de fecha 23 de abril de 2015 denegando lo 
solicitado. 

III. El auto apelado basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado que su madre fuese originariamente española, ya que la progenitora 
de la interesada optó a la nacionalidad española de origen, en virtud del apartado pri-
mero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, con efectos en fecha 20 
de febrero de 2009. 

IV. La primera cuestión que se plantea en el recurso es si, al amparo del apartado pri-
mero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, es o no posible realizar 
dos opciones consecutivas de las previstas por el mismo. Es decir, si ejercitada con 
éxito la opción por el hijo o hija de que habla la norma (primer optante), el cual pasa a 
ostentar la nacionalidad española de origen, pueden, a su vez, sus propios hijos o hijas 
ampararse en la misma disposición para acceder a la nacionalidad española (segundo 
optante). 

Esta cuestión fue abordada por la Instrucción de este centro directivo de 4 de noviem-
bre de 2008 distinguiendo dos hipótesis distintas en función de que los hijos del 
primer optante sean mayores o menores de edad. En el caso de que el hijo/a de padre 
o madre originariamente español que ejercita la opción del apartado primero de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 tenga hijos menores de edad, estos 
pueden ejercitar, a su vez, la opción de la letra a) del nº 1 del artículo 20 del Código 
Civil. Así lo declaró en su directriz sexta la citada Instrucción de 4 de noviembre de 
2008. 
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Por el contrario, la opción del artículo 20 nº 1 a) del Código Civil no está disponible 
para el caso de que los hijos del optante sean mayores de edad. En el presente caso 
cuando la progenitora de la recurrente adquiere la nacionalidad española por el ejerci-
cio de la opción de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 en virtud de 
acta de 20 de febrero de 2009, inscrita con fecha 13 de marzo de 2009, la ahora 
optante, nacida el 27 de mayo de 1967, había alcanzado ya su mayoría de edad, por lo 
que no podría acceder a la nacionalidad española de origen por esta vía. Se plantea, 
sin embargo, la posibilidad de que estos últimos, nietos del abuelo español, puedan 
acogerse, a su vez, a la misma opción del apartado primero de la disposición adicional 
séptima. 

V. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas “cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español”, derecho que se 
habrá de formalizar en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
pues, que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
hubiera ostentado dicha nacionalidad originariamente. 

En el presente caso la progenitora de la recurrente ostenta la nacionalidad española 
“de origen” pero adquirida de forma sobrevenida en virtud del ejercicio de la opción 
prevista en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por lo que se plantea 
la cuestión de determinar si se cumple respecto de la recurrente el requisito exigido 
por el apartado primero de la misma disposición adicional consistente en que su 
“padre o madre hubiese sido originariamente español”. Es decir, se trata de determi-
nar si este requisito lo cumple sólo el hijo de padre o madre español de origen “desde 
su nacimiento” (del padre o madre), o bien si es suficiente que el hijo lo sea de padre 
o madre español de origen, aunque el título de su adquisición no fuese originario (en el 
sentido de coetáneo al nacimiento), sino sobrevenido. Paralelamente se suscita la 
cuestión de si basta que el progenitor haya sido español en cualquier momento, –de 
forma que sea suficiente que ostente dicha nacionalidad en el momento en que se 
ejercita la opción–, o es necesario que lo haya sido en un momento anterior (bien 
desde el nacimiento del progenitor, bien desde el nacimiento del hijo/a, o bien al 
menos desde la entrada en vigor de la norma que atribuye el derecho de opción). Para 
resolver tales cuestiones ha de atenderse a los precedentes históricos de la regulación 
actual contenida en la reiterada disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, y al 
espíritu y finalidad que la inspiran, además de a los términos en que aparece redacta-
da a resultas de su tramitación parlamentaria. 

VI. En cuanto a los precedentes históricos, la Ley de 15 de julio de 1954, de reforma 
del Título Primero del Código Civil, denominado “De los españoles y extranjeros”, por la 
que se da nueva redacción al artículo 18 del Código y amplía la facultad de adquirir la 
nacionalidad española por opción, recoge como novedad entre los supuestos de hecho 
que habilitan para el ejercicio de la opción el relativo a “los nacidos fuera de España 
de padre o madre que originariamente hubieran sido españoles”. 
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El artículo 18 del Código civil, en su redacción de 1954, subsiste hasta la reforma 
introducida en el Código por Ley de 13 de julio de 1982, en la que se limita la opción 
como vía para la adquisición de nacionalidad española al caso de “los extranjeros que, 
en supuestos distintos de los previstos en los artículos anteriores, queden sujetos a la 
patria potestad o a la tutela de un español” (cfr. artículo 19). El supuesto del “nacido 
fuera de España de padre o madre que originariamente hubieran sido españoles” 
pasa en dicha reforma a integrar uno de los casos que permiten reducir el tiempo 
necesario para la adquisición de la nacionalidad española por residencia a un año (cfr. 
número 2 del artículo 22). A los efectos de la resolución del presente recurso tiene 
interés destacar que la Ley 51/1982 introdujo por primera vez en nuestra legislación 
un supuesto, calificado por la doctrina del momento como un caso de ficción legal, de 
nacionalidad española “de origen” adquirida sobrevenidamente en un momento pos-
terior al nacimiento. Esto fue lo que hizo el artículo 18 del Código el cual, tras estable-
cer que “El extranjero menor de dieciocho años adoptado en forma plena adquirirá por 
este hecho la nacionalidad española cuando cualquiera de los adoptantes fuera 
español”, añade un segundo párrafo para especificar que “Si alguno de los adoptantes 
era español al tiempo del nacimiento del adoptado, éste tendrá, desde la adopción, la 
condición de español de origen”. 

Ello supone que, por expresa prescripción legal, se admitía que la condición de espa-
ñol de origen se pudiera ostentar no desde el nacimiento, sino desde la adopción, si 
bien ello sólo se admitía cuando al tiempo del nacimiento del adoptado cualquiera de 
los adoptantes era español. 

VII. Pues bien, esta nueva figura de la nacionalidad de origen adquirida sobrevenida-
mente (que por alguna doctrina se calificó de figura mixta, a medio camino entre la 
atribución originaria –artículo 17– y las adquisiciones derivativas –artículos 19 a 22–), 
planteaba la cuestión de decidir si podía entenderse que los hijos de los adoptados 
que ostentasen la nacionalidad española con tal carácter de origen desde su adop-
ción, podían, a su vez, adquirir la nacionalidad española por residencia acogiéndose al 
plazo abreviado de un año previsto en el artículo 22, párrafo 3º, regla 2ª del Código 
Civil (versión dada por Ley 51/1982) a favor de “el nacido fuera de España de padre o 
madre que originariamente hubieran sido españoles”. 

Los comentaristas del momento destacaron, a fin de despejar tal cuestión, la impor-
tancia de los avatares del proceso de elaboración legislativo de la mencionada Ley 
51/1982. Así, el Proyecto de Ley del Gobierno enunciaba el supuesto como referido a 
“El nacido fuera de España de padre que sea o haya sido español” (cfr. artículo 22, 
párrafo 3º, letra b). Tras el proceso de enmiendas queda redactado dicho apartado del 
siguiente modo: “El nacido fuera de España de padre o madre que originariamente 
hubieran sido españoles”. Se vuelve con ello a la redacción que figuraba en el antiguo 
artículo 18, párrafo primero, nº2 del Código Civil, en su redacción de 1954 (si bien 
ahora como un supuesto de naturalización con plazo privilegiado de un año, y no de 
opción). Descartada la versión inicial del Proyecto, no bastaba, en la redacción definiti-
va, como señaló la doctrina, que uno de los progenitores haya sido español en cual-
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quier momento, ni que lo fuese en el momento de solicitar la concesión de la naciona-
lidad. Era necesario que uno, al menos, de los progenitores, hubiera sido español de 
origen. Pero cabía dudar si tal expresión comprendía únicamente al padre o madre que 
hubiera sido español o española “de origen desde el nacimiento” o si incluía también 
al padre o madre que hubiera adquirido la nacionalidad española “de origen desde la 
adopción”. La misma doctrina citada, basada en la redacción del precepto (que utiliza 
la expresión “que originariamente hubieran sido españoles”, y no “que sean o hayan 
sido españoles de origen”), en el carácter excepcional del precepto (frente a la regla 
general de diez años de residencia), y en el carácter de ficción legal de la atribución de 
nacionalidad española de origen “desde la adopción”, se inclinaba por la tesis restric-
tiva. 

VIII. La Ley 18/1990, de 17 de diciembre, vuelve a introducir modificaciones en el 
derecho de opción. A estas modificaciones se refiere el Preámbulo de la Ley: “En la 
regulación de la opción se mantiene, como uno de los presupuestos para su ejercicio, 
el caso de quien esté o haya estado sujeto a la patria potestad de un español”. Se 
explica esto ya que una vez suprimida desde 1982 la adquisición por dependencia 
familiar, la sola voluntad de los interesados es el camino indicado, si se formula en 
ciertos plazos para que consigan la nacionalidad española los hijos de quienes la 
hayan adquirido sobrevenidamente. 

IX. En la Proposición de Ley de 15 de diciembre de 1989 se atribuía también la facul-
tad de optar a “aquellos cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español (y 
nacido en España)”, supuesto que en el texto definitivo de la Ley 18/1990 pasa a la 
disposición transitoria 3ª. 

Es importante destacar el dato de que una de las carencias principales, comúnmente 
señaladas, de las reformas legales del nuestro Código Civil de 1954, 1975 y 1982 fue 
precisamente la de no incorporar un régimen transitorio que facilitase la transición 
entre la regulación anterior y la posterior, más que de forma muy limitada. Este hecho 
suscitó graves problemas de interpretación que, en parte, quedaron paliados con las 
tres disposiciones transitorias incorporadas a la citada Ley 18/1990. En la primera se 
parte del principio general de irretroactividad de las leyes (cfr. artículo 2 nº3 del Código 
Civil), que como regla general había aplicado ya la doctrina de este centro directivo. 

Pues bien, este principio general, como señala el preámbulo de la Ley 18/1990, 
“queda matizado en las dos disposiciones siguientes, que obedecen al propósito de 
favorecer la adquisición de la nacionalidad española para situaciones producidas con 
anterioridad los emigrantes y sus hijos, cuando hayan llegado a ostentar la nacionali-
dad española, pueden recuperarla por el mecanismo privilegiado del artículo 26, pero 
esas dos disposiciones transitorias avanzan un paso más porque benefician, sobre 
todo, a los hijos de emigrantes que, al nacer, ya no eran españoles”. 

El alcance de ambas disposiciones transitorias (2ª y 3ª) han de ser analizados conjun-
tamente, a fin de poder interpretarlos coordinadamente. Por ello, la Instrucción de este 
centro directivo de 20 de marzo de 1991 sobre nacionalidad, dedicó su epígrafe VIII a 
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estudiar al tiempo ambas disposiciones. De la misma resulta, en lo que ahora interesa, 
que la adquisición de la nacionalidad española por opción –con efectos de nacionali-
dad de origen–, contenida en la disposición transitoria segunda, tiene aplicación en 
diversos supuestos, que la Instrucción identifica del siguiente modo: “Adoptados en 
forma plena antes de la Ley 51/1982, de 13 de julio; nacidos en España, antes de la 
Ley de 15 de julio de 1954, de progenitores extranjeros también nacidos en España... 
Pero su ámbito principal comprende los casos de hijo de española, nacido antes de la 
entrada en vigor de la Ley 51/1982, de 13 de julio, al cual le correspondiera seguir, 
según la legislación entonces vigente, la nacionalidad extranjera del padre” (hoy hay 
que entender rectificado este extremo de la Instrucción en el sentido de que el supues-
to se refiere al hijo/a de española nacido/a antes de la entrada en vigor de la 
Constitución). Por su parte, según la misma Instrucción, la disposición transitoria ter-
cera beneficia “a personas que han nacido después del momento en que su progenitor 
hubiera perdido la nacionalidad española. Entonces, si el padre o la madre originaria-
mente español hubiere nacido en España, pueden optar por la nacionalidad españo-
la”. En consonancia con ello, la declaración decimotercera de la Instrucción afirmaba 
que “La opción por la nacionalidad española de la disposición transitoria tercera 
requiere que el interesado no fuera español al tiempo del nacimiento, por haber perdi-
do antes la nacionalidad española originaria su progenitor nacido en España”. 

Por tanto, a pesar de que desde la aprobación de la Ley 51/1982 existía ya un supues-
to de adquisición sobrevenida de la nacionalidad española de origen (categoría a la 
que la Ley 18/1990 suma otros casos), y por consiguiente existían casos de hijos de 
padre o madre españoles de origen pero no desde su nacimiento, el mantenimiento de 
la fórmula utilizada por el legislador invariablemente desde su introducción por la Ley 
de 15 de julio de 1954 de hijo de padre o madre “que originariamente hubiera sido 
español”, conduce a la interpretación incorporada a la declaración decimotercera de la 
transcrita Instrucción. Esta misma interpretación, como veremos, es a la que responde 
la declaración sexta de la Instrucción de esta dirección general de 4 de noviembre de 
2008, conforme a la cual los hijos mayores de edad de quienes hayan optado a la 
nacionalidad española en virtud de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 
no pueden ejercer la opción del apartado 1 de esta disposición. 

X. Ahora bien, es importante aclarar que si bien la circunstancia de que el progenitor 
del hijo que pretendía optar a la nacionalidad española por la vía de la disposición 
transitoria 3ª de la Ley 18/1990 hubiera perdido previamente la nacionalidad españo-
la que ostentaba originariamente constituye un elemento caracterizador del supuesto 
de hecho tipo o paradigmático (por ser el más común de los contemplados en la 
norma), ello no supone que la pérdida en sí deba ser interpretada necesariamente, a 
pesar del tenor literal de la Instrucción de 20 de marzo de 1991, como integrante de 
una verdadera conditio iuris o requisito sustantivo de aplicación de la citada disposi-
ción transitoria 3ª. En efecto, una cosa es que si la madre incurrió en causa de pérdida 
con anterioridad al nacimiento del hijo, éste no pudiera optar por la vía de la disposi-
ción transitoria 2ª (más beneficiosa), y otra distinta entender que habiendo concurrido 
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causa de pérdida y, por tanto, quedando vedada dicha vía, y haciendo tránsito el 
supuesto a la disposición transitoria 3ª, esta última imponga la pérdida como requisito 
sustantivo para su viabilidad, tesis que no se puede mantener pues a pesar de no 
haber concurrido dicha pérdida la madre española no transmitió su nacionalidad origi-
naria al hijo nacido antes de la entrada en vigor de la Constitución española, sin que 
por ello el hijo de la madre que conservó su nacionalidad deba ser de peor condición 
que el hijo de madre que sí perdió por seguir la nacionalidad del marido (aclaración 
que es también extensible a la interpretación del apartado primero de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007). Así resulta igualmente del preámbulo de la Ley 
18/1990 al señalar que la transitoria 3ª “beneficia, sobre todo, a los hijos de los emi-
grantes que, al nacer, ya no eran españoles”: beneficiar sobre todo, no quiere decir 
beneficiar exclusivamente. 

XI. Nuevamente se modifica el Código Civil en materia de nacionalidad a través de la 
Ley 36/2002, de 8 de octubre. Esta reforma contempla de nuevo el supuesto de las 
personas “cuyo padre o madre hubiera sido originariamente español y nacido en 
España”, respecto del que arbitra un derecho de opción, similar al de la disposición 
transitoria 3ª de la Ley 18/1990, pero ya sin duración predeterminada al suprimirse el 
sistema de plazos preclusivos de la opción establecidos sucesivamente por las Leyes 
18/1990, 15/1993 y 29/1995, y sin la necesidad de residencia en España del optan-
te que había suprimido esta última (cfr. artículo 20 nº1, b). 

Las mismas conclusiones apuntadas en los anteriores fundamentos de derecho de 
esta resolución se desprenden del estudio de la tramitación parlamentaria de la Ley 
36/2002, durante la que fueron rechazadas varias enmiendas tendentes a incluir 
entre los beneficiarios de la opción a “b) Aquellos cuyo padre o madre, abuelo o abuela, 
hubieran sido originariamente españoles”, frente a la fórmula finalmente aprobada 
que permitía a tales nietos obtener la nacionalidad española pero no a través de la 
opción, sino mediante la residencia legal de un año en España (cfr. articulo 22 nº2, f 
del Código Civil). 

XII. La redacción incorporada a la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 
tampoco incluye la referencia a los abuelos en su primer apartado (que mantiene la 
fórmula tradicional de “las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente 
español”), aunque sí en el apartado segundo, si bien el ejercicio de la opción queda 
condicionado en este caso a un régimen jurídico distinto, pues no es suficiente que el 
abuelo o abuela hubiere sido español, ya que tal derecho sólo se reconoce a “los 
nietos de quienes perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad española como 
consecuencia del exilio” (en la tramitación parlamentaria no fueron aprobadas las 
enmiendas que pretendían el reconocimiento del derecho de opción a las “personas 
que sean descendientes en primer o segundo grado de un español o española de 
origen”, pasando la segunda generación de descendientes (nietos) al apartado segun-
do de la disposición adicional séptima). 
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XIII. De todo lo anterior y del propio carácter excepcional de la Ley que requiere criterios 
de interpretación estricta, resulta que no están comprendidos en el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 los hijos mayores de edad de 
padre o madre español en virtud de haber optado a la nacionalidad española de 
origen conforme a esta misma disposición. Así resulta también de la exposición de 
motivos de dicha ley, según la cual ésta “amplía la posibilidad de adquisición de la 
nacionalidad española a los descendientes hasta el primer grado de quienes hubiesen 
sido originariamente españoles”, sin perjuicio de incluir, a través del apartado 2º de la 
misma disposición adicional séptima, a otros descendientes más allá del primer grado 
–nietos– “de quienes perdieron la nacionalidad española por exilio a consecuencia de 
la Guerra Civil o la Dictadura”, y así lo confirma la interpretación oficial recogida en la 
directriz sexta de la Instrucción de 4 de noviembre de 2008 de esta dirección general. 

XIV. Por otra parte se indica que el abuelo materno de la solicitante, originariamente 
español, adquirió la nacionalidad cubana el 28 de junio de 1941, con anterioridad al 
nacimiento de su hija y madre de la promotora, que se produce el 15 de junio de 1943. 
Asimismo, consta acreditado el matrimonio civil de los abuelos maternos de la intere-
sada, formalizado en Cuba el 14 de octubre de 1929, por lo que en aplicación del 
artículo 22 del Código Civil vigente en dicha fecha en su redacción originaria por Real 
Orden de 24 de julio de 1889, “la mujer casada sigue la condición y nacionalidad de su 
marido”, la abuela materna perdió la nacionalidad española adquiriendo la cubana el 
28 de junio de 1941, con anterioridad al nacimiento de su hija y madre de la solicitan-
te, por lo que la progenitora de la interesada no nació originariamente española. 

No obstante, queda abierto el acceso a la nacionalidad española a favor de los nietos 
nacidos fuera de España de abuelo o abuela que originariamente hubieran sido espa-
ñoles, aun cuando no resulte de aplicación el apartado segundo de la disposición adi-
cional séptima de la Ley 52/2007, por la vía de la residencia con plazo abreviado a un 
año, conforme al artículo 22 nº1, f) del Código Civil, que tras la reforma llevada a cabo 
por Ley 36/2002 incluyó en dicho precepto a los nietos de abuelo o abuela que origi-
nariamente hubieran sido españoles. 

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y 
Estado Civil, ha acordado que procede desestimar el recurso y confirmar el auto 
apelado. 

Madrid, 27 de febrero de 2019

Firmado: El director general: Pedro José Garrido Chamorro.

Sra. encargada del Registro Civil Consular en La Habana (Cuba) 
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Resolución de 28 de febrero de 2019 (1ª) 
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española 

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado 
primero de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre 
o madre que hubiere sido originariamente español. 

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado contra la resolución de la encargada del Registro Civil del Consulado 
General de España en La Habana (Cuba). 

HECHOS 

1. Don R. G. S. M., ciudadano cubano, presenta escrito en el Consulado General de 
España en La Habana a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 
52/2007 disposición adicional séptima, y adjunta especialmente en apoyo de su soli-
citud como documentación: hoja declaratoria de datos, en la que manifiesta que nació 
el 31 de agosto de 1946 en S. I. L., C. (Cuba), hijo de J. G. S. H., nacido en C. (Cuba) el 
5 de diciembre de 1921 y de P. M. R., nacida en S. I. L. (Cuba) el 15 de enero de 1928; 
certificado literal de nacimiento cubano y carné de identidad cubano del optante; cer-
tificado literal de nacimiento cubano de la madre del interesado; certificado de la par-
tida de bautismo española de la abuela materna del optante, doña M. M. R. S., nacida 
en P., C. (España) el 22 de julio de 1910; certificados de defunción de la madre y los 
abuelos maternos del solicitante; certificado de matrimonio cubano de los padres y de 
los abuelos maternos del optante, casados en Cuba el 11 de junio de 1927. 

2. Con fecha 7 de julio de 2015 la encargada del registro civil consular, mediante auto, 
deniega lo solicitado por la interesada ya que de la documentación aportada no se 
establece que concurran los requisitos previstos en la disposición adicional 7ª de la 
Ley 52/2007, especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad 
española de origen de la progenitora del optante. 

3. Notificado el interesado, interpone recurso ante la Dirección General de los Registros y 
del Notariado contra la resolución denegatoria antes citada, mostrándose disconforme 
con ella y solicitando se revise su expediente y alegando que solicitó la ciudadanía espa-
ñola por ser descendiente de abuela materna natural de España, aportando en vía de 
recurso, documentos de las autoridades cubanas de inmigración y extranjería, expedidos 
en el año 2015 a petición del optante, certificando negativamente la inscripción de la 
ciudadanía cubana así como la inscripción en el Registro de Extranjeros de la abuela 
materna del solicitante. 

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han guarda-
do en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta conforme a 
derecho. El, entonces, encargado de ese registro civil consular remite el expediente a la 
Dirección General de los Registros y del Notariado para su resolución, junto con informe, 
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en el que indica que si bien la solicitante es nieta de por línea materna de ciudadana 
natural de España, consta que ésta contrajo matrimonio el 11 de junio de 1927 con ciu-
dadano cubano, con lo cual a partir de ese momento siguió la condición de su marido, 
según se expresa en el artículo 22 del Código Civil, en su redacción de 1889, habiendo 
nacido su hija, madre del solicitante, el 15 de enero de 1928. De este modo, no ha que-
dado establecido que en el solicitante concurran los requisitos exigidos en el apartado 
primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, especialmente en lo que 
se refiere a la acreditación de la nacionalidad española de origen de su progenitora. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995,de 2 de noviembre; artículo 20 del Código Civil (CC); artículos 15, 16, 23 y 
67 de la Ley del Registro Civil (LRC); 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil 
(RRC); la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras, de 
7-2ª de octubre de 2005; 5-2ª de enero, 10-4ª de febrero y 20-5ª de junio de 2006; 
21-2ª de febrero, 16-4ª de marzo, 17-4ª de abril, 16-1º y 28-5ª de noviembre de 2007, 
y por último, 7-1ª de febrero de 2008. 

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el registro civil consular como 
español de origen al nacido en santa Isabel de las L., L. V. (Cuba) el 31 de agosto de 
1946, en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado 1 de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la cual “1. Las 
personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán optar a la 
nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el plazo de dos años 
desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional”. 

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 1 de 
diciembre de 2011 en el modelo normalizado del anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por la encargada 
del registro civil consular se dictó auto el 7 de junio de 2015, denegando lo solicitado. 

III. El auto apelado basa su denegación en que el solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado que su madre fuese española de origen, posición que el ministerio 
fiscal comparte en su informe. 

IV. El apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas per-
sonas “cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español”, derecho que habrá 
de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
pues, que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria. 
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A fin de facilitar la acreditación de este extremo –y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello– el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la 
Dirección General de los Registros y del Notariado de 4 de Noviembre de 2008, que 
fija las reglas de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la 
documentación a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la “certifica-
ción literal de nacimiento del padre o madre originariamente español del solicitante” 
debiendo “proceder la misma de un registro civil español, ya sea consular o municipal”. 
Exigencia que se conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba 
de los HECHOS y actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que 
afecten a los españoles –cfr. arts. 1 nº7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil–. 

En el presente caso, dicha certificación no ha sido aportada y aun cuando no haya sido 
ni deba ser obstáculo para la presentación y tramitación de la solicitud por el registro 
civil competente para ello que la certificación del progenitor presentada proceda del 
registro civil extranjero correspondiente al lugar de nacimiento, Cuba, es lo cierto que 
la nacionalidad originaria de la madre no puede entenderse acreditada por la aporta-
ción de dicha certificación, pues de la misma no resulta dicha nacionalidad, ni tampo-
co de ningún otro documento obrante en el expediente (y ello sin prejuzgar que pudiera 
llegar a ser probada dicha nacionalidad por cualquier otro medio de prueba admitido 
en Derecho). 

V. En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados y en los que 
necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución de este recurso –cfr. arts. 
27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su Reglamento– no se ha acreditado que la 
progenitora del optante ostentase la nacionalidad española de forma originaria, ya que 
la nacionalidad de su madre, abuela del promotor, en el momento de su nacimiento, 
1928, no era la española sino cubana, dado que ésta contrajo matrimonio con ciuda-
dano natural de R. (Cuba) el 11 de junio de 1927, y de acuerdo con lo establecido en 
el artº 22 del Código Civil en su redacción originaria por Real Orden de 24 de julio de 
1889, vigente en dicha fecha, “La mujer casada sigue la condición y nacionalidad de 
su marido”, así la abuela materna del solicitante, originariamente española, perdió 
esta nacionalidad al contraer matrimonio en dicha fecha. Así, en el momento de nacer 
la madre del solicitante, el 15 de enero de 1928 aquélla (abuela materna) ya no 
ostentaba la nacionalidad española por lo que no puede entenderse cumplido uno de 
los requisitos esenciales del apartado primero de la disposición adicional séptima de 
la Ley 52/2007. 

VI. En cuanto a la alegación realizada en el escrito de recurso relativa a la condición de 
española de la abuela materna del recurrente, basta decir que, al no haberse solicita-
do el ejercicio de la opción por el apartado segundo de la disposición adicional séptima 
de la Ley 52/2007 (la cual debe formalizarse a través del modelo normalizado incorpo-
rado al anexo II de la Instrucción de 4 de noviembre de 2008), la alegación resulta 
ahora extemporánea (cfr. art. 358-II R.R.C.). Pero además, aun cuando se hubiera 
acreditado la nacionalidad española de la abuela del interesado, también ha quedado 
probado que la misma no perdió esta nacionalidad como consecuencia del exilio, en la 
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forma y mediante aportación de los documentos previstos en el apartado V de la 
citada Instrucción, circunstancia que debe confluir ineludiblemente en la persona de 
la abuela del optante y que en este caso queda descartada al tener constancia de su 
residencia en Cuba, al menos desde 1927, fecha de celebración de su matrimonio. Por 
lo que, en este caso, la pérdida de la nacionalidad española es consecuencia directa y 
exclusiva del matrimonio con extranjero por aplicación del Código Civil español en su 
redacción originaria, vigente en la fecha del matrimonio y no como consecuencia del 
exilio, como ha quedado acreditado. 

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y 
Estado Civil, ha acordado que procede desestimar el recurso y confirmar el auto 
apelado. 

Madrid, 28 de febrero de 2019

Firmado: El director general: Pedro José Garrido Chamorro.

Sra. encargada del Registro Civil Consular en La Habana (Cuba) 

Resolución de 28 de febrero de 2019 (2ª) 
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española 

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado prime-
ro de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, los mayores de edad que 
sean hijos de padre o madre que no hubiere sido originariamente español, y que (el 
padre o la madre) hubieren adquirido anteriormente la nacionalidad española no de 
origen por opción en virtud de lo establecido en la disposición transitoria primera de la 
Ley 29/1995. 

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado contra la resolución de la encargada del Registro Civil del Consulado 
General de España en La Habana (Cuba). 

HECHOS 

1. Don E. R. G., de nacionalidad cubana, presenta escrito en el Registro Civil Consular 
de España en La Habana (Cuba) a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de 
la Ley 52/2007 disposición adicional séptima, y adjunta especialmente en apoyo de 
su solicitud como documentación: hoja declaratoria de datos en la que manifiesta que 
nació el 2 de septiembre de 1965 en C. de H. (Cuba), hijo de don S. A. R. M., nacido el 
17 de febrero de 1940 en H. (Cuba), de nacionalidad cubana y española en el momen-
to de la declaración y de doña L. G. M., nacida el 21 de julio de 1939 en H. (Cuba), de 
nacionalidad cubana; documento de identidad cubano del interesado; certificado lite-
ral local de nacimiento del promotor; certificado local de nacimiento en extracto, 
pasaporte español y certificado literal español de nacimiento del padre del solicitante, 
con inscripción marginal de opción por la nacionalidad española no de origen, en 
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virtud de la opción establecida en la disposición transitoria primera de la Ley 29/1995, 
en fecha 19 de abril de 1999; carta de ciudadanía cubana obtenida por el abuelo 
paterno del recurrente el 3 de febrero de 1939. 

2. Con fecha 8 de septiembre de 2015, la encargada del Registro Civil Consular de 
España en La Habana (Cuba) dicta resolución por la que se deniega la inscripción de 
nacimiento solicitada por el interesado, estimando que la peticionaria no prueba sufi-
cientemente los HECHOS a los que se refiere su declaración, no quedando establecido 
que en el solicitante concurran los requisitos exigidos en la Ley 52/2007, especial-
mente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española de origen de 
su progenitora. 

3. Notificado el interesado, interpone recurso ante la Dirección General de los Registros 
y del Notariado contra la resolución denegatoria antes citada, solicitando se revise su 
expediente. 

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han 
guardado en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado 
conforme a derecho, y la encargada del Registro Civil Consular de España en La 
Habana remite el expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado 
para su resolución, junto con informe en el que indica que teniendo en cuenta que el 
progenitor español de la solicitante optó a la nacionalidad española en virtud de la 
disposición transitoria primera de la Ley 29/1995, y que el abuelo español del solici-
tante obtuvo la nacionalidad cubana el 3 de febrero de 1939, con anterioridad al 
nacimiento de su hijo, padre del solicitante, ocurrido el 17 de febrero de 1940, no ha 
quedado establecido que en el solicitante concurran los requisitos exigidos en el apar-
tado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, especialmente en 
lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española de origen de su progeni-
tora. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; las 
disposiciones transitorias segunda y tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el 
artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria prime-
ra de la Ley 29/1995,de 2 de noviembre; la disposición final sexta de la Ley 20/2011 
de 21 de julio de Registro Civil; artículo 20 del Código Civil (CC); artículos 15, 16, 23 y 
67 de la Ley del Registro Civil (LRC); 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil 
(RRC); la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras de 23 
de marzo de 2010 (4ª), 23 de marzo de 2010 (5ª), 23 de marzo 2010 (6ª), 24 de 
marzo de 2010 (5ª), 28 de abril de 2010 (5ª), 6 de octubre de 2010 (10ª), 15 de 
noviembre de 2010 (5ª), 1 de diciembre de 2010 (4ª); 7 de marzo de 2011 (4ª), 9 de 
marzo de 2011(3ª), 3 de octubre de 2011 (17ª), 25 de octubre de 2011 (3ª), 2 de 
diciembre de 2011 (4ª);10 de febrero 2012 (42ª), 17 de febrero 2012 (30ª), 22 de 
febrero 2012 (53ª), 6 de julio 2012 (5º), 6 de julio 2012 (16ª), 14 de septiembre de 
2012 (32ª), y 30 de enero 2013 (28ª). 



M
in

is
te

rio
 d

e 
Ju

st
ic

ia
III Nacionalidad 

◄ 104 ►

BMJ, año LXXIV, enero 2020, núm. 2.226

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el registro civil consular como 
español de origen al nacido en Cuba en 1965, en virtud del ejercicio de la opción pre-
vista por el apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, 
de 26 de diciembre, conforme a la cual “1. Las personas cuyo padre o madre hubiese 
sido originariamente español podrán optar a la nacionalidad española de origen si 
formalizan su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la pre-
sente disposición adicional”. 

En este caso el padre del interesado tiene la condición de español por haberla adquiri-
do en virtud del ejercicio del derecho de opción reconocida en la disposición transitoria 
primera de la Ley 29/1995, de 2 de noviembre, conforme a la cual ”las personas cuyo 
padre o madre hubiese sido originariamente español y nacido en España podrán optar 
a la nacionalidad española, si formalizan su declaración antes del día 7 de enero de 
1997”, opción que fue documentada en acta suscrita el 19 de abril de 1999 e inscrita 
en el Registro Civil Consular de España en La Habana el 10 de junio de 1999, fecha en 
la que el recurrente era ya mayor de edad. 

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 18 de 
mayo de 2011 en el modelo normalizado del anexo I de la Instrucción de 4 de noviem-
bre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por la encargada del 
Registro Civil Consular de España en la Habana se dictó auto el 8 de septiembre de 
2015, denegando lo solicitado. 

III. La resolución apelada basa su denegación en que el interesado no puede ejercer la 
opción del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, 
por no haber quedado establecido que en el solicitante concurren los requisitos lega-
les exigidos, especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad 
española de origen de su progenitor, posición que el órgano en funciones de ministerio 
fiscal comparte en su informe. 

IV. El presente recurso se ha de solventar a la luz del apartado primero de la disposi-
ción adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, que concede un dere-
cho de opción a la nacionalidad española a aquellas personas “cuyo padre o madre 
hubiese sido originariamente español”, derecho que habrá de formalizarse en el plazo 
perentorio señalado en la propia disposición, y conforme a lo solicitado por el interesa-
do en el anexo I presentado en el Registro Civil Consular de España en la Habana el 18 
de mayo de 2011. Se exige, en este caso, que el progenitor del optante no sólo tenga 
la nacionalidad española, sino que ostente dicha nacionalidad en su modalidad de 
originaria. 

Hay que recordar que nuestro Ordenamiento jurídico ha venido distinguiendo dos 
modalidades de nacionalidad española en cuanto a los títulos de su adquisición o 
atribución y, parcialmente, en cuanto a los efectos que produce: la nacionalidad origi-
naria y la nacionalidad derivativa o no de origen. Tal distinción estaba asentada en la 
consideración de que la nacionalidad originaria, a diferencia de la derivativa o sobreve-
nida, se adquiría de modo automático sin intervención alguna de la voluntad del inte-
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resado en el proceso o iter jurídico de su atribución, la que se produce ope legis desde 
el mismo momento del nacimiento o, por ser más precisos, desde que el nacido 
adquiere personalidad jurídica de conformidad con lo dispuesto por el artículo 30 de 
nuestro Código Civil. 

Esta distinción hoy se mantiene en cuanto determinativa de dos modalidades o cate-
gorías de nacionalidad, en función de su respectivo título de adquisición y generadora 
de ciertos efectos jurídicos diferenciados. Así los españoles de origen no pueden ser 
privados de la nacionalidad española (artículos 11.2 de la Constitución y 25 del Código 
Civil), disponiendo, por otra parte, de un régimen distinto privilegiado de conservación 
de la nacionalidad española en los supuestos de adquisición de la nacionalidad de 
aquellos países especialmente vinculados con España, según resulta de lo establecido 
en el artículo 11.3 de la Constitución española y 24 del Código Civil. 

Sin embargo, otros rasgos tradicionales de la distinción entre la nacionalidad origina-
ria y la no originaria han desaparecido o han variado en la actualidad. En efecto, el 
régimen legal vigente en España sobre la nacionalidad contempla supuestos en los 
que la nacionalidad española originaria no se adquiere desde el nacimiento, siendo 
necesaria una expresa y formal declaración de voluntad del interesado para adquirirla, 
así como el cumplimiento de una serie de requisitos materiales y formales para que la 
adquisición sea válida, en particular los establecidos en el artículo 23 del Código Civil. 

Por ello la adquisición de la nacionalidad española no opera en estos casos (aunque 
se trate de casos de españoles de origen) de modo automático, ni desde la fecha del 
nacimiento. Así sucede, por ejemplo, en los casos previstos en los artículos 17.2 y 19.2 
del Código Civil, esto es, en los supuestos en que la determinación de la filiación res-
pecto de un español o el nacimiento en España se producen después de los dieciocho 
años y en el de los adoptados extranjeros mayores de dieciocho años. Igualmente, la 
nacionalidad española a que da lugar el ejercicio de las opciones previstas por la dis-
posición adicional séptima de la Ley 52/2007 responde a esta última modalidad de 
“nacionalidad española de origen” pero sobrevenida, a que hemos hecho referencia. 
Así resulta del apartado 1, y así debe entenderse también para los nietos de españoles 
a que se refiere su aparatado 2 al prever que “este derecho también se reconocerá” a 
las personas que en el mismo se mencionan, debiendo interpretarse que el “derecho” 
a que se refiere es el del optar por la “nacionalidad española de origen”. Precisamente 
en este carácter se cifra una de las principales diferencias entre las citadas opciones 
de la Ley 52/2007 y la que se contempla para los hijos de español de origen y nacido 
en España en la letra b) del nº1 del artículo 20 del Código Civil, por la que accedió a la 
ciudadanía española, el padre del ahora recurrente. Como señala la Instrucción de 
este centro directivo de 4 de noviembre de 2008 en su apartado I “el derecho de 
opción regulado en el artículo 20.1.b) del Código Civil da lugar a la adquisición de la 
nacionalidad derivativa, es decir, no confiere la cualidad de español de origen, como sí 
ocurre en los dos supuestos regulados en la disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007”. La consideración hecha respecto de la opción prevista en el artículo 20.1.b) 
del Código Civil, es extensible también a la opción de la disposición transitoria primera 
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de la Ley 29/1995, de 2 de noviembre, de la que trae causa la del artículo 20.1.b) del 
Código Civil, en su redacción dada por la Ley 36/2002, de 8 de octubre, pues se 
refiere a un supuesto idéntico y contiene un régimen también idéntico, excepción 
hecha del plazo de duración de la misma y por la que accedió a la ciudadanía españo-
la el padre del ahora recurrente. 

V. En el presente caso el progenitor del optante ostenta la nacionalidad española con 
carácter derivativo y no de forma originaria por haberla adquirido en virtud del ejercicio 
de la opción prevista en la disposición transitoria primera de la Ley 29/1995, por lo 
que no se cumple uno de los requisitos esenciales del apartado primero de la disposi-
ción adicional séptima de la Ley 52/2007. Adicionalmente se indica que el abuelo 
paterno del solicitante, originariamente español, adquirió la nacionalidad cubana el 3 
de febrero de 1939, con anterioridad al nacimiento de su hijo y padre del interesado, 
hecho que se produce el 17 de febrero de 1940, por lo que el progenitor del optante no 
es originariamente español. 

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y 
Estado Civil, ha acordado que procede desestimar el recurso y confirmar el auto 
apelado. 

Madrid, 28 de febrero de 2019

Firmado: El director general: Pedro José Garrido Chamorro.

Sra. encargada del Registro Civil Consular en La Habana (Cuba)

Resolución de 28 de febrero de 2019 (3ª) 
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española 

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado prime-
ro de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre 
que hubiere sido originariamente español. 

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007, 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada contra el auto de la encargada del Registro Civil del Consulado General de 
España en la Habana (Cuba). 

HECHOS 

1. Doña Y. G. F., nacida el 10 de noviembre de 1977 en E., V. C. (Cuba), de nacionalidad 
cubana, presenta escrito en el Registro Civil Consular de España en La Habana a fin de 
optar a la nacionalidad española en virtud de la disposición adicional séptima de la 
Ley 52/2007, y adjunta especialmente en apoyo de su solicitud como documentación 
hoja declaratoria de datos en la que manifiesta que es hija de don C. G. V., nacido el 18 
de abril de 1944 en E., L. V. (Cuba) y de doña E. M. F. F., nacida el 30 de enero de 1954 
en V. A. (Cuba); carnet de identidad cubano y certificado local de nacimiento de la 
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promotora; certificado local de nacimiento del padre de la interesada; certificado lite-
ral español de nacimiento del abuelo paterno de la solicitante, don R. G. N., nacido el 
1 de abril de 1880 en S., L.; certificación literal de adquisición de la ciudadanía cubana 
por el abuelo español en fecha 7 de octubre de 1946 en la que consta que residía en 
la Isla de Cuba antes del 11 de abril de 1899 y que no se inscribió en el Registro de 
Españoles al entrar en vigor el Tratado de París, certificación que hace alusión al inciso 
cuarto del artículo sexto de la Constitución cubana, que corresponde al texto de la 
Constitución de 1901, cuando la vigente en dicha fecha era la Constitución cubana de 
1940; certificado cubano de matrimonio de los padres de la solicitante y certificado 
cubano de defunción del abuelo paterno de la interesada. 

2. Con fecha 18 de julio de 2014, la encargada del Registro Civil Consular de España 
en La Habana dicta resolución por la que se deniega la inscripción de nacimiento soli-
citada por la interesada, estimando que la peticionaria no prueba suficientemente los 
HECHOS a los que se refiere su declaración, considerando que los documentos aporta-
dos por la solicitante presentan ciertas irregularidades que no permiten determinar 
que en la interesada concurran los requisitos exigidos en la disposición adicional sép-
tima de la ley 52/2007. 

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la Dirección General de los Registros 
y del Notariado contra la resolución denegatoria de su solicitud antes citada, solicitan-
do se revise su expediente, alegando ser nieta de abuelo español de origen que optó a 
la nacionalidad cubana en 1946, fecha en la que ya habían nacido sus seis hijos, entre 
ellos, su progenitor. 

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han 
guardado en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado 
conforme a derecho, y la encargada del Registro Civil Consular de España en La 
Habana remite el expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado 
para su resolución, junto con informe en el que indica que, la solicitante aportó carta 
literal de ciudadanía de fecha 7 de octubre de 1946, expedida a favor de su abuelo, 
donde se consigna que en virtud del inciso 4 del artículo 6 de la Constitución de la 
República de Cuba, se inscribe la opción a la nacionalidad cubana y renuncia de la 
española del Sr. G. N., lo que no resulta correcto pues tal inciso y artículo se correspon-
den con la Constitución cubana de 1901, caducada desde la entrada en vigor de la 
nueva redacción de 1940 vigente en el año 1946 cuando fue expedida la misma. Con 
independencia de lo anterior, en la carta de ciudadanía aportada se consigna que este 
residía en la Isla de Cuba antes del 11 de abril de 1899, siendo esta aún colonia de 
España, y no se inscribió en el Registro General de Españoles al entrar en vigencia el 
Tratado de París en fecha 11 de abril de 1899, por lo que se considera que renunció a 
la nacionalidad española y adoptó la nacionalidad cubana, según se establecía en el 
artículo IX de dicho tratado, por lo que su hijo, padre de la solicitante, nacido en fecha 
18 de abril de 1944, nace de padre cubano, no quedando establecido que en la solici-
tante concurran los requisitos exigidos en el apartado primero de la disposición adicio-
nal séptima de la Ley 52/2007. 
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FUNDAMENTOS DE DERECHO 

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; las 
disposiciones transitorias segunda y tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el 
artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria prime-
ra de la Ley 29/1995, de 2 de noviembre; la disposición final sexta de la Ley 20/2011 
de 21 de julio de Registro Civil; los artículos 20 del Código Civil (CC); 15, 16, 23 y 67 de 
la Ley del Registro Civil (LRC); 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil (RRC); 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras de 23 de 
marzo de 2010 (4ª), 23 de marzo de 2010 (5ª), 23 de marzo 2010 (6ª), 24 de marzo 
de 2010 (5ª), 28 de abril de 2010 (5ª), 6 de octubre de 2010 (10ª), 15 de noviembre 
de 2010 (5ª), 1 de diciembre de 2010 (4ª); 7 de marzo de 2011 (4ª), 9 de marzo de 
2011(3ª), 3 de octubre de 2011 (17ª), 25 de octubre de 2011 (3ª), 2 de diciembre de 
2011 (4ª); 10 de febrero 2012 (42ª), 17 de febrero 2012 (30ª), 22 de febrero 2012 
(53ª), 6 de julio 2012 (5º), 6 de julio 2012 (16ª), 14 de septiembre de 2012 (32ª), y 30 
de enero 2013 (28ª). 

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como española de origen a la nacida el 10 de noviembre de 
1977 en E., V. C. (Cuba), en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado 
primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, 
conforme a la cual “1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente 
español podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su declara-
ción en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición adi-
cional”. 

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 30 de 
agosto de 2011 en el modelo normalizado del anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por la encargada 
del Registro Civil Consular de España en La Habana se dictó auto de fecha 18 de julio 
de 2014, denegando lo solicitado. 

III. El auto apelado basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado la nacionalidad española de origen de su progenitor. 

IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas “cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español”, derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se 
exige, pues, que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino 
que ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria. 

A fin de facilitar la acreditación de este extremo –y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello– el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la 
Dirección General de los Registros y del Notariado de 4 de noviembre de 2008, que fija 
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las reglas de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la docu-
mentación a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la “certificación 
literal de nacimiento del padre o madre originariamente español del solicitante” 
debiendo “proceder la misma de un registro civil español, ya sea consular o munici-
pal”. Exigencia que se conecta con la consideración del Registro Civil español como 
prueba de los HECHOS y actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, 
que afecten a los españoles –cfr. arts. 1 nº7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil–. 

En el presente caso, se ha aportado al expediente una certificación literal de carta de 
ciudadanía cubana de fecha 7 de octubre de 1946 del abuelo paterno de la interesada 
nacido el 1 de abril de 1880 en S., L., originariamente español, en la que se hace 
constar que el Sr. G. N. se encontraba comprendido en el inciso cuarto del artículo 
sexto de la Constitución de Cuba, lo que resulta erróneo toda vez que la citada redac-
ción se corresponde con el texto de la Constitución cubana de 1901, que otorgaba la 
ciudadanía cubana por naturalización a “los españoles residentes en el territorio de 
Cuba al 11 de abril de 1899 que no se hallan inscritos como tales españoles en los 
registros correspondientes hasta igual mes y día de 1900”. Sin embargo, dicha 
Constitución de 1901 no se encontraba vigente en la fecha en que se expide la carta 
de ciudadanía al abuelo de la interesada, sino la constitución de 1940, que no contie-
ne dicha redacción. 

Con independencia de lo anteriormente indicado, en la certificación literal de carta de 
ciudadanía aportada se indica que el abuelo de la solicitante, quien residía en la Isla 
de Cuba antes del 11 de abril de 1899, no se inscribió en el Registro General de 
Españoles establecido por el Tratado de París de 10 de diciembre de 1898. El artículo 
IX del Tratado de París de 1898, por el que se firmó el Tratado de Paz entre los Estados 
Unidos de América y el Reino de España, indicaba que “los súbditos españoles, natura-
les de la península, residentes en el territorio cuya soberanía España renuncia o cede 
por el presente tratado, podrán permanecer en el territorio o marcharse de él. En el 
caso de que permanezcan en el territorio, podrán conservar su nacionalidad española 
haciendo ante una oficina de registro, dentro de un año después del cambio de ratifi-
caciones de este tratado, una declaración de su propósito de conservar dicha naciona-
lidad; a falta de esta declaración, se considerará que han renunciado a dicha naciona-
lidad y adoptado la del territorio en el cual pueden residir”. Por tanto, tal como consta 
en el certificado literal de ciudadanía cubana del abuelo paterno de la solicitante de 
fecha 7 de octubre de 1946, este no se inscribió en el Registro de Españoles, por lo 
que se considera que, en aplicación del Tratado de París, renunció a la nacionalidad 
española adquiriendo la cubana. Por tanto, el padre de la solicitante, nacido el 18 de 
abril de 1944 en Cuba no es originariamente español sino cubano, por lo que la pro-
motora no acredita el cumplimiento de los requisitos establecidos en el apartado pri-
mero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 para optar a la nacionali-
dad española de origen. 

V. A la vista de los documentos presentados y en los que necesaria y exclusivamente 
habrá de fundarse la resolución de este recurso –cfr. arts. 27, 29 de la Ley del Registro 
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Civil y 358 de su reglamento– no se ha acreditado que el progenitor de la optante 
ostente la nacionalidad española de forma originaria por lo que no se cumple uno de 
los requisitos esenciales del apartado primero de la disposición adicional séptima de 
la Ley 52/2007. 

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y 
Estado Civil, ha acordado que procede desestimar el recurso y confirmar el auto 
apelado. 

Madrid, 28 de febrero de 2019

Firmado: El director general: Pedro José Garrido Chamorro.

Sra. encargada del Registro Civil Consular en La Habana (Cuba) 

Resolución de 28 de febrero de 2019 (4ª) 
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española 

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado prime-
ro de la disposición adicional séptima los hijos de padre o madre que no hubiere sido 
originariamente español, y que (el padre o la madre) hubieren adquirido anteriormente 
la nacionalidad española no de origen por la vía del artículo 20.1.b) del Código Civil en 
su redacción dada por la Ley 36/2002. 

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada contra el auto de la encargada del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba). 

HECHOS 

1. Doña E. A. V., nacida el 25 de octubre de 1962 en I. P., I. J. (Cuba), de nacionalidad 
cubana, presenta escrito en el Registro Civil Consular de España en La Habana a fin de 
optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007 disposición adicional 
séptima, y adjunta especialmente en apoyo de su solicitud como documentación hoja 
declaratoria de datos en la que manifiesta que es hija de don J. A. G., nacido el 23 de 
marzo de 1933 en M. (Cuba), de nacionalidad cubana, y de doña E. A. V. R., nacida el 
30 de mayo de 1941 en I. P., I. J. (Cuba), de nacionalidad cubana y española, adquirida 
esta última por opción; documento de identidad cubano de la interesada; certificado 
cubano en extracto de nacimiento de la promotora y certificado literal español de 
nacimiento de la madre de la interesada, con inscripción marginal de adquisición de la 
nacionalidad española no de origen, en virtud de lo establecido en el artº 20.1.b) del 
Código Civil, Ley 36/2002, en fecha 16 de abril de 2003; certificado literal español de 
nacimiento del abuelo materno de la interesada, don J. M. V. R., nacido el 28 de mayo 
de 1903 en O., A. C. y copia de la portada del carnet de extranjeros número….., que 
presuntamente corresponde al abuelo materno de la solicitante. 
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2. Con fecha 15 de julio de 2013, la encargada del Registro Civil Consular de España 
en La Habana dicta auto por el que se deniega la inscripción de nacimiento solicitada 
por la interesada, estimando que la peticionaria no prueba suficientemente los 
HECHOS a los que se refiere su declaración, no quedando establecido que en la solici-
tante concurran los requisitos exigidos en la Ley 52/2007, especialmente en lo que se 
refiere a la acreditación de la nacionalidad española de origen de su progenitora. 

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la Dirección General de los Registros 
y del Notariado contra la resolución denegatoria antes citada, solicitando la revisión de 
su expediente, alegando que formuló su solicitud como nieta de abuelo originariamen-
te español. 

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han 
guardado en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado 
conforme a derecho, y la encargada del Registro Civil Consular de España en La 
Habana remite el expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado 
para su resolución, junto con informe en el que indica que teniendo en cuenta que la 
progenitora española de la solicitante optó por la nacionalidad española en virtud del 
artículo 20.1.b) del Código Civil en fecha 16 de abril de 2003, no ha quedado estable-
cido que en la interesada concurran los requisitos exigidos en el apartado primero de 
la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, especialmente en lo que se refiere 
a la acreditación de la nacionalidad española de origen de su progenitora. Asimismo, 
las incongruencias existentes en el segundo apellido del abuelo entre su partida de 
nacimiento española y el carnet de extranjero no permiten acreditar que se trate de la 
misma persona y por tanto no está acreditada la nacionalidad del abuelo en el momen-
to del nacimiento de su hija y, por otra parte, el auto desestimatorio adoptado se fun-
damenta en los mismos supuestos por los cuales fue denegada la solicitud anterior de 
la interesada de fecha 22 de junio de 2009, resolución que fue ratificada por la 
Dirección General de los Registros y del Notariado. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; las 
disposiciones transitorias segunda y tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el 
artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria prime-
ra de la Ley 29/1995,de 2 de noviembre; la disposición final sexta de la Ley 20/2011 
de 21 de julio de Registro Civil; los artículos 20 del Código Civil (CC); 15, 16, 23 y 67 de 
la Ley del Registro Civil (LRC); 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil (RRC); 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras, de 23 de 
marzo de 2010 (4ª), 23 de marzo de 2010 (5ª), 23 de marzo 2010 (6ª), 24 de marzo 
de 2010 (5ª), 28 de abril de 2010 (5ª), 6 de octubre de 2010 (10ª), 15 de noviembre 
de 2010 (5ª), 1 de diciembre de 2010 (4ª), 7 de marzo de 2011 (4ª), 9 de marzo de 
2011(3ª), 3 de octubre de 2011 (17ª), 25 de octubre de 2011 (3ª), 2 de diciembre de 
2011 (4ª); 10 de febrero 2012 (42ª), 17 de febrero 2012 (30ª), 22 de febrero 2012 
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(53ª), 6 de julio 2012 (5º), 6 de julio 2012 (16ª), 14 de septiembre de 2012 (32ª), y 30 
de enero 2013 (28ª). 

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como española de origen a la nacida en I. (Cuba) el 25 de octu-
bre de 1962, en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la 
cual “1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español 
podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el 
plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional”. 

En este caso la madre de la interesada tiene la condición de española por haberla 
adquirido en virtud del ejercicio del derecho de opción reconocido por el artículo 
20.1.b) del Código Civil, en su redacción dada por la Ley 36/2002, de 8 de octubre, 
conforme al cual tienen derecho a optar por la nacionalidad española “b) Aquellos 
cuyo padre o madre hubiera sido originariamente español y nacido en España”, opción 
que fue documentada en acta suscrita el 16 de abril de 2003 e inscrita en el Registro 
Civil Consular de España en La Habana (Cuba) el 24 de abril de 2003, fecha en la que 
la recurrente era ya mayor de edad. 

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 13 de 
octubre de 2011 en el modelo normalizado del anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por la encargada 
del Registro Civil Consular de España en La Habana se dictó auto el 15 de julio de 
2013, denegando lo solicitado. 

III. La resolución apelada basa su denegación en que la interesada no puede ejercer la 
opción del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, 
por no haber quedado establecido que en la solicitante concurran los requisitos lega-
les exigidos, especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad 
española de origen de su progenitora, posición que el órgano en funciones de ministe-
rio fiscal comparte en su informe. 

IV. El presente recurso se ha de solventar a la luz del apartado primero de la disposi-
ción adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, que concede un dere-
cho de opción a la nacionalidad española a aquellas personas “cuyo padre o madre 
hubiese sido originariamente español”, derecho que habrá de formalizarse en el plazo 
perentorio señalado en la propia disposición, y conforme a lo solicitado por la interesa-
da en el anexo I presentado en el Registro Civil Consular de España en la Habana 
(Cuba) el 13 de octubre de 2011. Se exige, en este caso, que la progenitora de la 
optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que ostente dicha nacionalidad 
en su modalidad de originaria. 

Hay que recordar que nuestro ordenamiento jurídico ha venido distinguiendo dos 
modalidades de nacionalidad española en cuanto a los títulos de su adquisición o 
atribución y, parcialmente, en cuanto a los efectos que produce: la nacionalidad origi-
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naria y la nacionalidad derivativa o no de origen. Tal distinción estaba asentada en la 
consideración de que la nacionalidad originaria, a diferencia de la derivativa o sobreve-
nida, se adquiría de modo automático sin intervención alguna de la voluntad del inte-
resado en el proceso o iter jurídico de su atribución, la que se produce ope legis desde 
el mismo momento del nacimiento o, por ser más precisos, desde que el nacido 
adquiere personalidad jurídica de conformidad con lo dispuesto por el artículo 30 de 
nuestro Código Civil. 

Esta distinción hoy se mantiene en cuanto determinativa de dos modalidades o cate-
gorías de nacionalidad, en función de su respectivo título de adquisición y generadora 
de ciertos efectos jurídicos diferenciados. Así los españoles de origen no pueden ser 
privados de la nacionalidad española (artículos 11.2 de la Constitución y 25 del Código 
Civil), disponiendo, por otra parte, de un régimen distinto privilegiado de conservación 
de la nacionalidad española en los supuestos de adquisición de la nacionalidad de 
aquellos países especialmente vinculados con España, según resulta de lo establecido 
en el artículo 11.3 de la Constitución española y 24 del Código Civil. 

Sin embargo, otros rasgos tradicionales de la distinción entre la nacionalidad origina-
ria y la no originaria han desaparecido o han variado en la actualidad. En efecto, el 
régimen legal vigente en España sobre la nacionalidad contempla supuestos en los 
que la nacionalidad española originaria no se adquiere desde el nacimiento, siendo 
necesaria una expresa y formal declaración de voluntad del interesado para adquirirla, 
así como el cumplimiento de una serie de requisitos materiales y formales para que la 
adquisición sea válida, en particular los establecidos en el artículo 23 del Código Civil. 

Por ello la adquisición de la nacionalidad española no opera en estos casos (aunque 
se trate de casos de españoles de origen) de modo automático, ni desde la fecha del 
nacimiento. Así sucede, por ejemplo, en los casos previstos en los artículos 17.2 y 19.2 
del Código Civil, esto es, en los supuestos en que la determinación de la filiación res-
pecto de un español o el nacimiento en España se producen después de los dieciocho 
años y en el de los adoptados extranjeros mayores de dieciocho años. Igualmente, la 
nacionalidad española a que da lugar el ejercicio de las opciones previstas por la dis-
posición adicional séptima de la Ley 52/2007 responde a esta última modalidad de 
“nacionalidad española de origen” pero sobrevenida, a que hemos hecho referencia. 
Así resulta del apartado primero, y así debe entenderse también para los nietos de 
españoles a que se refiere su apartado segundo al prever que “este derecho también 
se reconocerá” a las personas que en el mismo se mencionan, debiendo interpretarse 
que el “derecho” a que se refiere es el del optar por la “nacionalidad española de 
origen”. Precisamente en este carácter se cifra una de las principales diferencias entre 
las citadas opciones de la Ley 52/2007 y la que se contempla para los hijos de espa-
ñol de origen y nacido en España en la letra b) del nº1 del artículo 20 del Código Civil, 
por la que accedió a la ciudadanía española, la madre de la ahora recurrente. Como 
señala la Instrucción de este centro directivo de 4 de noviembre de 2008 en su apar-
tado I “el derecho de opción regulado en el artículo 20.1.b) del Código Civil da lugar a 
la adquisición de la nacionalidad derivativa, es decir, no confiere la cualidad de espa-
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ñol de origen, como sí ocurre en los dos supuestos regulados en la disposición adicio-
nal séptima de la Ley 52/2007”. 

V. En el presente caso la progenitora de la optante ostenta la nacionalidad española 
con carácter derivativo y no de forma originaria por haberla adquirido en virtud del 
ejercicio de la opción prevista en el artículo 20.1.b) del Código Civil, por lo que no se 
cumple uno de los requisitos esenciales del apartado primero de la disposición adicio-
nal séptima de la Ley 52/2007. Por otra parte, tal como indica la encargada del registro 
civil consular existen incongruencias en el segundo apellido del abuelo paterno entre 
su partida de nacimiento española y el carnet de extranjero, que no permiten acreditar 
que se trate de la misma persona, no resultando acreditada la nacionalidad del abuelo 
en el momento de nacimiento de su hija y madre de la solicitante. 

Adicionalmente se indica que la interesada formuló en junio de 2009 solicitud de 
opción a la nacionalidad española de origen, en virtud de anexo I de la Instrucción de 
4 de noviembre de 2008, que fue desestimada mediante auto de la encargada del 
Registro Civil Consular de España en la Habana de fecha 15 de abril de 2010, ratifica-
do por resolución de esta Dirección General de los Registros y del Notariado de fecha 
14 de diciembre de 2010 (3ª). Así, si bien en el ámbito del Registro Civil no rige el 
principio de autoridad de cosa juzgada, de modo que, mientras persista el interés 
público de lograr la concordancia entre el registro civil y la realidad (cfr. art. 26 LRC), es 
factible reiterar un expediente o unas actuaciones decididas por resolución firme, 
siempre que la nueva petición se base en HECHOS o circunstancias nuevos que no 
pudieron ser tenidos en cuenta al tomar la primera decisión, en el caso presente no se 
justifica la concurrencia de nuevos HECHOS que no hubieran podido tenerse en cuenta 
en el expediente anterior. 

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y 
Estado Civil, ha acordado que procede desestimar el recurso y confirmar el auto 
apelado. 

Madrid, 28 de febrero de 2019

Firmado: El director general: Pedro José Garrido Chamorro.

Sra. encargada del Registro Civil Consular en La Habana (Cuba) 

Resolución de 28 de febrero de 2019 (5ª) 
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española 

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado prime-
ro de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre 
que hubiere sido originariamente español. 

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
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interesada contra el auto de la encargada del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba). 

HECHOS 

1. D.ª E. M. Á., ciudadana cubana, presenta escrito en el Consulado de España en La 
Habana (Cuba) a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007, 
disposición adicional séptima, y adjunta especialmente en apoyo de su solicitud como 
documentación: hoja declaratoria de datos, en la que manifiesta que nació el 3 de 
septiembre de 1963 en R. (Cuba), hija de Don R. M. C., nacido en P. (Cuba), de nacio-
nalidad cubana y de Dª. R.-D. Á. C., nacida el 4 de agosto de 1948 en R. (Cuba), de 
nacionalidad cubana; carnet de identidad cubano y certificado en extracto de naci-
miento de la interesada; certificado en extracto de nacimiento de la madre de la solici-
tante, en el que consta que ésta es hija de Don G. Á. P., natural de P., siendo sus 
abuelos paternos M. y M.; certificado literal español de nacimiento del supuesto 
abuelo materno de la promotora, Don G. Á. P., nacido el 3 de septiembre de 1903 en 
A., Orense, en el que consta que sus padres son V. y E. y certificado del Ministerio del 
Interior cubano, en el que se indica que consta la inscripción del Sr. Á. P. en el registro 
de extranjeros, formalizada en C. 

2. Con fecha 7 de junio de 2016, la encargada del Registro Civil Consular de España en 
La Habana dicta auto por el que deniega la solicitud de inscripción de nacimiento y el 
asiento registral de la opción a la nacionalidad española de origen de la interesada, 
toda vez que la peticionaria no prueba suficientemente los HECHOS a los que se refie-
re su declaración, no quedando establecido que en la solicitante concurran los requisi-
tos exigidos, especialmente en lo que se refiere a la filiación española de la madre de 
la promotora y consecuentemente, a la acreditación de la nacionalidad española de 
origen de la misma. 

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la Dirección General de los Registros 
y del Notariado solicitando se revise su expediente, alegando que solicitó la opción a la 
nacionalidad española como nieta de abuelo de origen español, nacido en A., España, 
aportando, entre otros, nuevo certificado en extracto de nacimiento de su madre, sin 
legalizar, en el que consta subsanado el lugar de nacimiento de su progenitor y los 
nombres de los abuelos paternos de la misma, sin que conste certificación de notas 
marginales ni sentencia por la cual se procedió a la subsanación de dicha filiación 
paterna. 

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han 
guardado en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta confor-
me a derecho. La encargada del registro civil consular remite el expediente a la 
Dirección General de los Registros y del Notariado para su resolución, junto con infor-
me en el que indica que, en el caso de referencia, la interesada aportó un certificado 
local en extracto de nacimiento de su madre en el que el lugar de nacimiento del padre 
de ésta y los nombres de sus abuelos paternos no eran coincidentes con los datos que 
constaban en el certificado literal español de nacimiento del presunto abuelo materno 
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de la solicitante, que igualmente se aportó al expediente, por lo que dichas contradic-
ciones no permitían determinar que la interesada acredite el cumplimiento de los 
requisitos exigidos en el apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007. Asimismo, se indica que la promotora aporta junto con su escrito de recurso 
un nuevo certificado local de nacimiento de su madre subsanado sin que medie certi-
ficación de notas marginales ni sentencia alguna por la cual se subsanó la filiación 
paterna acreditada, no siendo el registro civil competente para realizar las subsanacio-
nes realizadas, siendo lo correcto y legal la vía judicial, por tratarse de un error sustan-
cial y no una simple mención de identidad. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995, de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código Civil; artículos 15, 16, 23 y 
67 de la Ley del Registro Civil; artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro 
Civil; la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras, de 7-2ª 
de octubre de 2005, 5-2ª de enero, 10-4ª de febrero y 20-5ª de junio de 2006; 21-2ª 
de febrero, 16-4ª de marzo, 17-4ª de abril, 16-1º y 28-5ª de noviembre de 2007, y, por 
último, 7-1ª de febrero de 2008. 

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como española de origen a la nacida el 3 de septiembre de 
1963 en R. (Cuba), en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme 
a la cual “1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español 
podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el 
plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional”. 

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 19 de 
enero de 2010 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviem-
bre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por la Encargada del 
Registro Civil se dictó auto el 7 de junio de 2016, denegando lo solicitado. 

III. El auto apelado basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado que su madre fuese española de origen, posición que el órgano en 
funciones de Ministerio Fiscal comparte en su informe. 

IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas “cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español”, derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se 
exige, pues, que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino 
que ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria. 
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A fin de facilitar la acreditación de este extremo –y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello– el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la 
Dirección General de los Registros y del Notariado de 4 de Noviembre de 2008, que 
fija las reglas de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la 
documentación a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la “certifica-
ción literal de nacimiento del padre o madre originariamente español del solicitante” 
debiendo “proceder la misma de un registro civil español, ya sea consular o municipal”. 
Exigencia que se conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba 
de los HECHOS y actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que 
afecten a los españoles – cfr. Arts. 1 nº7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil-. 

En el presente caso, dicha certificación no ha sido aportada y aun cuando no haya sido 
ni deba ser obstáculo para la presentación y tramitación de la solicitud por el Registro 
Civil competente para ello que la certificación del progenitor presentada proceda del 
Registro Civil extranjero correspondiente al lugar de nacimiento, Cuba, es lo cierto que 
la nacionalidad originaria de la madre no puede entenderse acreditada por la aporta-
ción de dicha certificación, pues de la misma no resulta dicha nacionalidad, ni tampo-
co de ningún otro documento obrante en el expediente (y ello sin prejuzgar que pudiera 
llegar a ser probada dicha nacionalidad por cualquier otro medio de prueba admitido 
en derecho).

V. En el presente expediente, la interesada aportó un certificado en extracto de naci-
miento de su madre, en el que se hacía constar que ésta era hija de Don G. Á. P, natural 
de P. y que sus abuelos paternos eran M. y M.; sin embargo, en el certificado literal 
español de nacimiento del Sr. Á. P., se hacía constar que nació en A. Orense y que sus 
padres eran V. y E., lo que resulta contradictorio y no permite determinar la filiación 
española de la progenitora de la solicitante. Posteriormente, en vía de recurso se 
aporta un nuevo certificado en extracto de nacimiento de la madre de la promotora sin 
legalizar que se encuentra subsanado, sin que conste certificación de notas margina-
les ni sentencia alguna en base a la cual se realizó la subsanación de la filiación 
paterna de la madre de la solicitante, no siendo el Registro Civil cubano competente 
para su realización, sino que al tratarse de un error sustancial corresponde la subsa-
nación a la vía judicial. 

Por tanto, las irregularidades constatadas en los documentos aportados, en los que 
necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución de este recurso -cfr. arts. 
27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su Reglamento- no permiten determinar 
que la progenitora de la optante ostente la nacionalidad española de forma originaria 
por lo que no se cumple el requisito establecido en el apartado primero de la disposi-
ción adicional séptima de la Ley 52/2007 para optar a la nacionalidad española de 
origen. 

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y 
Estado Civil, ha acordado que procede desestimar el recurso y confirmar el auto 
apelado.
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Madrid, 28 de febrero de 2019

Firmado: El director general: Pedro José Garrido Chamorro.

Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular en La Habana (Cuba). 

Resolución de 28 de febrero de 2019 (6ª) 
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española 

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado prime-
ro de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre 
que hubiere sido originariamente español. 

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007, 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado contra el auto de la encargada del Registro Civil del Consulado General de 
España en la Habana (Cuba). 

HECHOS 

1. Don R.-R. B. D., nacido el 4 de mayo de 1936 en R., S. C. (Cuba), de nacionalidad 
cubana, presenta escrito en el Registro Civil Consular de España en La Habana a fin de 
optar a la nacionalidad española en virtud de la disposición adicional séptima de la 
Ley 52/2007, y adjunta especialmente en apoyo de su solicitud como documentación 
hoja declaratoria de datos en la que manifiesta que es hijo de don C. B. H., nacido el 4 
de marzo de 1900 en R., S. C. (Cuba) y de doña M. D. D. E., nacida el 19 de julio de 
1908 en R., S. C. (Cuba); carnet de identidad cubano y certificado local de nacimiento 
del promotor; certificado local de nacimiento de la madre del interesado; certificación 
de partida de bautismo del abuelo materno del solicitante don P. J. D. D., nacido el 18 
de diciembre de 1868 en Z., A.; certificación literal de adquisición de la ciudadanía 
cubana por el abuelo español en fecha 10 de octubre de 1908 en la que consta que 
residía en la Isla de Cuba antes del 11 de abril de 1899 y que no se inscribió en el 
Registro de Españoles al entrar en vigor el Tratado de París; certificado cubano de 
matrimonio de los padres del solicitante; certificado de matrimonio religioso de los 
abuelos maternos del interesado y certificados cubanos de defunción de la madre y 
del abuelo materno del promotor. 

2. Con fecha 12 de noviembre de 2015, la encargada del Registro Civil Consular de 
España en La Habana dicta resolución por la que se deniega la inscripción de naci-
miento solicitada por el interesado, estimando que el peticionario no prueba suficien-
temente los HECHOS a los que se refiere su declaración, no habiendo quedado esta-
blecido que en el interesado concurran los requisitos exigidos en la disposición adicio-
nal séptima de la ley 52/2007, especialmente en lo que se refiere a la acreditación de 
la nacionalidad española de origen de su progenitora. 
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3. Notificado el interesado, interpone recurso ante la Dirección General de los Registros 
y del Notariado contra la resolución denegatoria de su solicitud antes citada, solicitan-
do se revise su expediente, alegando ser nieto de abuelo español de origen. 

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han 
guardado en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado 
conforme a derecho, y la encargada del Registro Civil Consular de España en La 
Habana remite el expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado 
para su resolución, junto con informe en el que indica que, en el caso de referencia, 
según consta en la carta literal de ciudadanía expedida el 10 de octubre de 1908, a 
favor del abuelo español del solicitante, se aprecia que este residía en la Isla de Cuba 
antes del 11 de abril de 1899, siendo esta aún colonia de España, y no se inscribió en 
el Registro General de Españoles al entrar en vigencia el Tratado de París en fecha 11 
de abril de 1899, por lo que se considera que renunció a la nacionalidad española y 
adoptó la nacionalidad cubana, según se establecía en el artículo IX de dicho tratado, 
por lo que su hija, madre del solicitante, nacida en fecha 19 de julio de 1908, nace de 
padre cubano, no quedando establecido que en el solicitante concurran los requisitos 
exigidos en el apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, 
especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española de 
origen de su progenitora. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; las 
disposiciones transitorias segunda y tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el 
artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria prime-
ra de la Ley 29/1995, de 2 de noviembre; la disposición final sexta de la Ley 20/2011 
de 21 de julio de Registro Civil; los artículos 20 del Código Civil (CC); 15, 16, 23 y 67 de 
la Ley del Registro Civil (LRC); 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil (RRC); 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras de 23 de 
marzo de 2010 (4ª), 23 de marzo de 2010 (5ª),23 de marzo 2010 (6ª)24 de marzo de 
2010 (5ª),28 de abril de 2010 (5ª), 6 de octubre de 2010 (10ª), 15 de noviembre de 
2010 (5ª), 1 de diciembre de 2010 (4ª); 7 de marzo de 2011 (4ª), 9 de marzo de 
2011(3ª), 3 de octubre de 2011 (17ª), 25 de octubre de 2011 (3ª), 2 de diciembre de 
2011 (4ª); 10 de febrero 2012 (42ª), 17 de febrero 2012 (30ª), 22 de febrero 2012 
(53ª), 6 de julio 2012 (5º), 6 de julio 2012 (16ª), 14 de septiembre de 2012 (32ª), y 30 
de enero 2013 (28ª). 

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como español de origen al nacido el 4 de mayo de 1936 en R., 
S. C. (Cuba), en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la 
cual “1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español 
podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el 
plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional”. 
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La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 30 de 
junio de 2011 en el modelo normalizado del anexo I de la Instrucción de 4 de noviem-
bre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por la encargada del 
Registro Civil Consular de España en La Habana se dictó auto de fecha 12 de noviem-
bre de 2015, denegando lo solicitado. 

III. El auto apelado basa su denegación en que el solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado la nacionalidad española de origen de su progenitora. 

IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas “cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español”, derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se 
exige, pues, que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino 
que ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria. 

A fin de facilitar la acreditación de este extremo –y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello– el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la 
Dirección General de los Registros y del Notariado de 4 de noviembre de 2008, que fija 
las reglas de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la docu-
mentación a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la “certificación 
literal de nacimiento del padre o madre originariamente español del solicitante” 
debiendo “proceder la misma de un registro civil español, ya sea consular o munici-
pal”. Exigencia que se conecta con la consideración del Registro Civil español como 
prueba de los HECHOS y actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, 
que afecten a los españoles –cfr. arts. 1 nº7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil–. 

En el presente caso, el abuelo materno del interesado nacido el 18 de diciembre de 
1868 en Z., A., originariamente español, residiendo en la Isla de Cuba antes del 11 de 
abril de 1899, no se inscribió en el Registro General de Españoles establecido por el 
Tratado de París de 10 de diciembre de 1898. El artículo IX del Tratado de París de 
1898, por el que se firmó el Tratado de Paz entre los Estados Unidos de América y el 
Reino de España, indicaba que “los súbditos españoles, naturales de la Península, 
residentes en el territorio cuya soberanía España renuncia o cede por el presente tra-
tado, podrán permanecer en el territorio o marcharse de él. En el caso de que perma-
nezcan en el territorio, podrán conservar su nacionalidad española haciendo ante una 
oficina de registro, dentro de un año después del cambio de ratificaciones de este 
tratado, una declaración de su propósito de conservar dicha nacionalidad; a falta de 
esta declaración, se considerará que han renunciado a dicha nacionalidad y adoptado 
la del territorio en el cual pueden residir”. Por tanto, tal como consta en el certificado 
literal de ciudadanía cubana del abuelo materno del solicitante de fecha 10 de octubre 
de 1908, este no se inscribió en el Registro de Españoles, acreditando ese extremo 
con certificación de la Secretaría de Estado y Justicia cubana, por lo que se considera 
que, en aplicación del Tratado de París, renunció a la nacionalidad española adquirien-
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do la cubana. Por tanto, la madre del solicitante, nacida el 19 de julio de 1908 no es 
originariamente española sino cubana, por lo que el promotor no acredita el cumpli-
miento de los requisitos establecidos en el apartado primero de la disposición adicio-
nal séptima de la Ley 52/2007 para optar a la nacionalidad española de origen. 

V. A la vista de los documentos presentados y en los que necesaria y exclusivamente 
habrá de fundarse la resolución de este recurso –cfr. arts. 27, 29 de la Ley del Registro 
Civil y 358 de su Reglamento– no se ha acreditado que la progenitora del optante 
ostente la nacionalidad española de forma originaria por lo que no se cumple uno de 
los requisitos esenciales del apartado primero de la disposición adicional séptima de 
la Ley 52/2007. 

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y 
Estado Civil, ha acordado que procede desestimar el recurso y confirmar el auto 
apelado. 

Madrid, 28 de febrero de 2019

Firmado: El director general: Pedro José Garrido Chamorro.

Sra. encargada del Registro Civil Consular en La Habana (Cuba) 

Resolución de 28 de febrero de 2019 (7ª) 
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española 

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado prime-
ro de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre 
que hubiere sido originariamente español. 

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007, 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada contra el auto de la encargada del Registro Civil del Consulado General de 
España en la Habana (Cuba). 

HECHOS 

1. Doña J.-E. B. D., nacida el 16 de febrero de 1946 en R., L. V. (Cuba), de nacionalidad 
cubana, presenta escrito en el Registro Civil Consular de España en La Habana a fin de 
optar a la nacionalidad española en virtud de la disposición adicional séptima de la 
Ley 52/2007, y adjunta especialmente en apoyo de su solicitud como documentación 
hoja declaratoria de datos en la que manifiesta que es hija de don C. B. H., nacido el 4 
de marzo de 1900 en R., S. C. (Cuba) y de doña M. D. D. E., nacida el 19 de julio de 
1908 en R., S. C. (Cuba); carnet de identidad cubano y certificado local de nacimiento 
de la promotora; certificado local de nacimiento de la madre de la interesada; certifica-
ción de partida de bautismo de abuelo materno de la solicitante don P. J. D. D., nacido 
el 18 de diciembre de 1868 en Z., A.; certificación literal de adquisición de la ciudada-
nía cubana por el abuelo español en fecha 10 de octubre de 1908 en la que consta 
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que residía en la Isla de Cuba antes del 11 de abril de 1899 y que no se inscribió en el 
Registro de Españoles al entrar en vigor el Tratado de París; certificado cubano de 
matrimonio de los padres de la solicitante; certificado de matrimonio religioso de los 
abuelos maternos de la interesada y certificados cubanos de defunción de la madre y 
del abuelo materno de la promotora. 

2. Con fecha 5 de noviembre de 2015, la encargada del Registro Civil Consular de 
España en La Habana dicta resolución por la que se deniega la inscripción de naci-
miento solicitada por la interesada, estimando que la peticionaria no prueba suficien-
temente los HECHOS a los que se refiere su declaración, no habiendo quedado esta-
blecido que en la interesada concurran los requisitos exigidos en la disposición adicio-
nal séptima de la ley 52/2007, especialmente en lo que se refiere a la acreditación de 
la nacionalidad española de origen de su progenitora. 

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la Dirección General de los Registros 
y del Notariado contra la resolución denegatoria de su solicitud antes citada, solicitan-
do se revise su expediente, alegando ser nieta de abuelo español de origen. 

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han 
guardado en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado 
conforme a derecho, y la encargada del Registro Civil Consular de España en La 
Habana remite el expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado 
para su resolución, junto con informe en el que indica que, en el caso de referencia, 
según consta en la carta literal de ciudadanía expedida el 10 de octubre de 1908, a 
favor del abuelo español de la solicitante, se aprecia que este residía en la Isla de 
Cuba antes del 11 de abril de 1899, siendo esta aún colonia de España, y no se inscri-
bió en el Registro General de Españoles al entrar en vigencia el Tratado de París en 
fecha 11 de abril de 1899, por lo que se considera que renunció a la nacionalidad 
española y adoptó la nacionalidad cubana, según se establecía en el artículo IX de 
dicho tratado, por lo que su hija, madre de la solicitante, nacida en fecha 19 de julio de 
1908, nace de padre cubano, no quedando establecido que en la solicitante concurran 
los requisitos exigidos en el apartado primero de la disposición adicional séptima de la 
Ley 52/2007, especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad 
española de origen de su progenitora. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; las 
disposiciones transitorias segunda y tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el 
artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria prime-
ra de la Ley 29/1995, de 2 de noviembre; la disposición final sexta de la Ley 20/2011 
de 21 de julio de Registro Civil; los artículos 20 del Código Civil (CC); 15, 16, 23 y 67 de 
la Ley del Registro Civil (LRC); 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil (RRC); 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras, de 23 de 
marzo de 2010 (4ª), 23 de marzo de 2010 (5ª), 23 de marzo 2010 (6ª), 24 de marzo 
de 2010 (5ª), 28 de abril de 2010 (5ª), 6 de octubre de 2010 (10ª), 15 de noviembre 
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de 2010 (5ª), 1 de diciembre de 2010 (4ª), 7 de marzo de 2011 (4ª), 9 de marzo de 
2011(3ª), 3 de octubre de 2011 (17ª), 25 de octubre de 2011 (3ª), 2 de diciembre de 
2011 (4ª); 10 de febrero 2012 (42ª), 17 de febrero 2012 (30ª), 22 de febrero 2012 
(53ª), 6 de julio 2012 (5º), 6 de julio 2012 (16ª), 14 de septiembre de 2012 (32ª), y 30 
de enero 2013 (28ª). 

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como española de origen a la nacida el 16 de febrero de 1946 
en R., L. V. (Cuba), en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme 
a la cual “1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español 
podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el 
plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional”. 

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 14 de 
septiembre de 2010 en el modelo normalizado del anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por la encargada 
del Registro Civil Consular de España en La Habana se dictó auto de fecha 5 de 
noviembre de 2015, denegando lo solicitado. 

III. El auto apelado basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado la nacionalidad española de origen de su progenitora. 

IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas “cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español”, derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se 
exige, pues, que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino 
que ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria. 

A fin de facilitar la acreditación de este extremo –y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello– el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la 
Dirección General de los Registros y del Notariado de 4 de noviembre de 2008, que fija 
las reglas de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la docu-
mentación a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la “certificación 
literal de nacimiento del padre o madre originariamente español del solicitante” 
debiendo “proceder la misma de un registro civil español, ya sea consular o munici-
pal”. Exigencia que se conecta con la consideración del Registro Civil español como 
prueba de los HECHOS y actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, 
que afecten a los españoles –cfr. arts. 1 nº7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil–. 

En el presente caso, el abuelo materno de la interesada nacido el 18 de diciembre de 
1868 en Z., A., originariamente español, residiendo en la Isla de Cuba antes del 11 de 
abril de 1899, no se inscribió en el Registro General de Españoles establecido por el 
Tratado de París de 10 de diciembre de 1898. El artículo IX del Tratado de París de 
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1898, por el que se firmó el Tratado de Paz entre los Estados Unidos de América y el 
Reino de España, indicaba que “los súbditos españoles, naturales de la Península, 
residentes en el territorio cuya soberanía España renuncia o cede por el presente tra-
tado, podrán permanecer en el territorio o marcharse de él. En el caso de que perma-
nezcan en el territorio, podrán conservar su nacionalidad española haciendo ante una 
oficina de registro, dentro de un año después del cambio de ratificaciones de este 
tratado, una declaración de su propósito de conservar dicha nacionalidad; a falta de 
esta declaración, se considerará que han renunciado a dicha nacionalidad y adoptado 
la del territorio en el cual pueden residir”. Por tanto, tal como consta en el certificado 
literal de ciudadanía cubana del abuelo materno de la solicitante de fecha 10 de 
octubre de 1908, este no se inscribió en el Registro de Españoles, acreditando ese 
extremo con certificación de la Secretaría de Estado y Justicia cubana, por lo que se 
considera que, en aplicación del Tratado de París, renunció a la nacionalidad española 
adquiriendo la cubana. Por tanto, la madre de la solicitante, nacida el 19 de julio de 
1908 no es originariamente española sino cubana, por lo que la promotora no acredita 
el cumplimiento de los requisitos establecidos en el apartado primero de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007 para optar a la nacionalidad española de origen. 

V. A la vista de los documentos presentados y en los que necesaria y exclusivamente 
habrá de fundarse la resolución de este recurso –cfr. arts. 27, 29 de la Ley del Registro 
Civil y 358 de su Reglamento– no se ha acreditado que la progenitora de la optante 
ostente la nacionalidad española de forma originaria por lo que no se cumple uno de 
los requisitos esenciales del apartado primero de la disposición adicional séptima de 
la Ley 52/2007. 

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y 
Estado Civil, ha acordado que procede desestimar el recurso y confirmar el auto 
apelado. 

Madrid, 28 de febrero de 2019

Firmado: El director general: Pedro José Garrido Chamorro.

Sra. encargada del Registro Civil Consular en La Habana (Cuba) 

Resolución de 28 de febrero de 2019 (8ª) 
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española 

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado prime-
ro de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre 
que hubiere sido originariamente español. 

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado 
segundo de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser nietos de abuela 
de nacionalidad española que perdiera o tuviera que renunciar a su nacionalidad 
española como consecuencia del exilio. 
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En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen remitido a este 
centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el interesado contra 
el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de España en Caracas 
(Venezuela) 

HECHOS 

1. Don C.-M. P. R., presenta en la Embajada de España en Panamá solicitud de opción 
a la nacionalidad española de origen en virtud de lo establecido en el apartado prime-
ro de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 (anexo I) en fecha 18 de 
noviembre de 2011 y en virtud de lo establecido en el apartado segundo de la disposi-
ción adicional séptima de dicho texto legal (anexo II) en fecha 9 de diciembre de 2011, 
y adjunta en apoyo de su solicitud: hoja declaratoria de datos en la que manifiesta que 
nació el 20 de marzo de 1982 en P., D. S., E. M. (Venezuela), hijo de don C. D. P. B., 
nacido el 8 de octubre de 1955 en C. (Venezuela), de nacionalidad española adquirida 
por opción y de doña B. R. P., nacida el 24 de mayo de 1954 en L. T. de nacionalidad 
venezolana; acta literal de nacimiento del interesado, expedida por la V. legalizada; 
pasaporte español y certificado literal español de nacimiento del padre del solicitante, 
con inscripción marginal de opción por la nacionalidad española en fecha 30 de julio 
de 1992; certificado literal de nacimiento venezolano de la madre del promotor; certi-
ficado literal español de nacimiento de la abuela paterna del interesado, doña C. B. G., 
nacida el 18 de diciembre de 1919 en S. C., T.; certificado literal español de defunción 
de la abuela paterna, acaecido en S. C., T. el 8 de febrero de 2009 y certificado literal 
de matrimonio de los padres del solicitante, inscrito en el Registro Civil venezolano. 

2. Por auto de fecha 21 de abril de 2016, dictado por el encargado del Registro Civil 
Consular de España en Caracas se denegó la inscripción de nacimiento y el asiento 
registral de la opción a la nacionalidad española de origen del interesado, por no 
sujetarse su solicitud a los requisitos exigidos en la disposición adicional séptima de la 
Ley 52/2007. 

3. Notificado el interesado, interpone recurso ante la Dirección General de los Registros 
y del Notariado contra el auto denegatorio de su solicitud, aportando como prueba de 
la condición de exiliada de su abuela paterna la siguiente documentación: certificados 
español y venezolano de nacimiento de su padre en Venezuela en octubre de 1955 y 
pasaporte español del mismo. 

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, la encargada del Registro Civil 
Consular de España en Panamá remite el expediente a la Dirección General de los 
Registros y del Notariado para su resolución junto con informe por el que confirma el 
auto apelado, así como sus fundamentos jurídicos, considerando que no procede 
acceder a la solicitud formulada por el interesado. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; la 
disposiciones transitorias segunda y tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el 



M
in

is
te

rio
 d

e 
Ju

st
ic

ia
III Nacionalidad 

◄ 126 ►

BMJ, año LXXIV, enero 2020, núm. 2.226

artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria prime-
ra de la Ley 29/1995,de 2 de noviembre; la disposición final sexta de la Ley 20/2011 
de 21 de julio de Registro Civil; los artículos 20 del Código Civil (CC); 15, 16, 23 y 67 de 
la Ley del Registro Civil (LRC); 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil (RRC); 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones de 18 de mayo de 2012 
(17ª,20ª,21ª y 25ª), 23 de agosto de 2012 (74ª,76ª y 79ª), 4 de octubre de 2012 (2ª), 
31 de octubre de 2012 (3ª), 21 de noviembre de 2012 (48ª,50ª y 53ª) y 10 de diciem-
bre de 2012 (7ª). 

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el registro civil consular como 
español de origen al nacido en V. en 1982, en virtud del ejercicio de la opción prevista 
por los apartados primero y segundo de la disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007, de 26 de diciembre, conforme a los cuales podrán optar a la nacionalidad 
española de origen “las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente 
español” y “los nietos de quienes perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad 
española como consecuencia del exilio”. 

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 18 de 
noviembre de 2011 en el modelo normalizado del anexo I y el 9 de diciembre de 2011 
en el modelo normalizado anexo II de la Instrucción de 4 de noviembre de 2008 al 
amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado del registro civil consu-
lar se dictó auto el 21 de abril de 2016, denegando lo solicitado. 

III. El auto apelado basa su denegación en que el solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no se ha acreditado que el padre del promotor fuese originariamente español, y que el 
solicitante no puede ejercer la opción del apartado segundo de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007, dado que no se encuentra acreditada la condición de exi-
liada de su abuela paterna. 

IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas “cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español”, derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se 
exige, pues, que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino 
que ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria. 

A fin de facilitar la acreditación de este extremo –y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello– el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la 
Dirección General de los Registros y del Notariado de 4 de noviembre de 2008, que fija 
las reglas de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la docu-
mentación a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la “certificación 
literal de nacimiento del padre o madre originariamente español del solicitante” 
debiendo “proceder la misma de un registro civil español, ya sea consular o munici-
pal”. Exigencia que se conecta con la consideración del Registro Civil español como 
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prueba de los HECHOS y actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, 
que afecten a los españoles –cfr. arts. 1 nº7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil–. 

En el presente expediente se ha aportado un certificado literal español de nacimiento 
del padre del solicitante, con inscripción marginal de opción por la nacionalidad espa-
ñola no de origen en fecha 30 de julio de 1992, por lo que el progenitor del interesado 
no nació originariamente español, no cumpliéndose los requisitos establecidos en el 
apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 para optar a 
la nacionalidad española de origen. 

V. El apartado segundo de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas que sean nietos de quienes perdieron o tuvieron que renunciar a la naciona-
lidad española como consecuencia del exilio. 

A fin de facilitar la acreditación de estos extremos, la regla V de la Instrucción de la 
Dirección General de los Registros y del Notariado de 4 de noviembre de 2008, que fija 
las reglas de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece la documenta-
ción que ha de aportar en este caso el interesado acompañando a su solicitud : “2.1) 
Certificación literal de nacimiento del solicitante ; 2.3a) Certificación literal de naci-
miento del padre o madre –el que corresponda a la línea del abuelo o abuela españo-
les– del solicitante; b) Certificado literal de nacimiento del abuelo o abuela español/a 
del solicitante; c) La documentación a que se refiere el apartado 3 –de dicha regla V– 
sobre la condición de exiliado del abuelo o abuela”. 

En el expediente que motiva este recurso y a los efectos de acreditar la condición de 
nieto de abuela española se han aportado la correspondiente certificación venezolana 
de nacimiento del interesado y las certificaciones literales españolas de nacimiento de 
su padre y de su abuela paterna, nacida esta última el 18 de diciembre de 1919 en 
Santa Cruz de Tenerife. Por lo que no cuestionándose en el recurso la condición de 
nieto de abuela española, únicamente corresponde analizar si concurren los dos requi-
sitos a los que el apartado segundo de la disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007 condiciona el ejercicio del derecho de opción por parte de aquellos: que la 
abuela hubiera perdido o tenido que renunciar a la nacionalidad española y que ello 
hubiere tenido lugar como consecuencia del exilio. 

VI. Respecto al primero de dichos requisitos, es decir, que la abuela del solicitante 
hubiere perdido o tenido que renunciar a la nacionalidad española ha de tenerse en 
cuenta que si bien tal circunstancia constituye un elemento caracterizador del supues-
to de hecho tipo o paradigmático (por ser el más común de los contemplados en la 
norma), ello no supone que la pérdida en sí deba ser interpretada necesariamente, a 
pesar del tenor literal de la norma, como integrante de una verdadera conditio iuris o 
requisito sustantivo de aplicación de la citada disposición adicional segunda . Y ello 
porque lo decisivo no es tanto que la abuela hubiese perdido o renunciado a su nacio-
nalidad española como que ella no haya podido transmitir la nacionalidad española a 
su hijo, padre de la solicitante, siempre y cuando haya concurrido en todo caso la cir-
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cunstancia del exilio. Mantener la tesis contraria y exigir en todo caso la pérdida o 
renuncia a la nacionalidad española por parte de la abuela significarla hacer de peor 
condición al descendiente de la abuela que conservó su nacionalidad española, no 
obstante la situación de exilio, pero que no pudo transmitirla, respecto a los descen-
dientes de la abuela que encontrándose en el exilio no la transmitió por haberla perdi-
do o renunciado a la misma (vid. en el mismo sentido fundamento jurídico X de las 
resoluciones de 24 y 25 de octubre de 2011). 

Es decir el derecho de opción del apartado segundo de la disposición adicional sépti-
ma de la Ley 52/2007 debe reconocérsele no solo a los nietos de aquellas abuelas 
que perdieron la nacionalidad española por la adquisición voluntaria de otra nacionali-
dad, el asentimiento voluntario a la nacionalidad extranjera o la utilización exclusiva de 
otra nacionalidad, sino también a los que lo sean de abuelas que, como consecuencia 
del régimen legal vigente en España hasta la Ley de 2 de mayo de 1975 y por razón del 
principio jurídico de unidad familiar en materia de nacionalidad, perdieron su naciona-
lidad española como consecuencia directa de su matrimonio con extranjero (lo que 
ocurría hasta la reforma del Código Civil por la Ley de 16 de julio de 1954 según la 
redacción originaria del artº 22 y después de esta reforma en virtud de lo dispuesto en 
el art. 23.3 del Código Civil según la redacción dada al mismo por la citada Ley) o aun 
conservándola, (bien por no haber contraído matrimonio con extranjero o habiéndolo 
contraído éste no hubiese implicado la pérdida de la nacionalidad), por ese mismo 
principio jurídico de unidad familiar centrado en la figura del padre titular de la patria 
potestad (cfr. art.18 del Código civil en su redacción originaria y 17 1º y 2º en su 
redacción Ley de 15 de julio de 1954) no pudieron transmitirla a sus hijos por seguir 
estos la nacionalidad del padre (lo que ocurrió en España en un principio hasta la 
entrada en vigor de la ley 52/1982 de 13 de julio en virtud de la nueva redacción dada 
al Art.17.1 del Código Civil y después por interpretación de la Dirección General de los 
Registros y del Notariado –según resolución de fecha 13 de octubre de 2001– hasta la 
entrada en vigor de la Constitución). 

Esta interpretación se ve igualmente confirmada por la disposición final sexta de la Ley 
20/2011, de 21 de julio, de Registro Civil relativa a la adquisición de la nacionalidad 
española por los nietos de exiliados durante la guerra civil y la dictadura, dado que 
conforme a la misma “el derecho de opción previsto en la disposición adicional sépti-
ma de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, por la que se reconocen y amplían dere-
chos y se establecen medidas en favor de quienes padecieron persecución o violencia 
durante la guerra civil y la dictadura, podrán también ejercerlo los nietos de las exilia-
das españolas que conservaron la nacionalidad española tras haber contraído matri-
monio con un extranjero con posterioridad al 5 de agosto de 1954, fecha de entrada 
en vigor de la Ley de 15 de julio de 1954, siempre que no transmitiesen la nacionali-
dad española a sus hijos, por seguir estos la del padre, y formalicen su declaración en 
tal sentido en el plazo de un año desde la entrada en vigor de la presente disposición”. 
De esta disposición, por tanto, se deduce que debe reconocérsele el derecho de 
opción previsto en el apartado segundo de la disposición adicional séptima de la Ley 
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52/2007 tanto a los nietos de abuelas españolas exiliadas que perdieron la nacionali-
dad española por haber contraído matrimonio con extranjero, y no pudieron transmitir 
la nacionalidad española a sus hijos por seguir estos la del padre, como a los nietos de 
abuelas españolas exiliadas que aun conservando su nacionalidad y como consecuen-
cia del principio de unidad familiar en materia de nacionalidad centrado en la figura 
del padre, no pudieron transmitirla a sus hijos. 

Pero en todo caso, se haya producido la pérdida o renuncia a la nacionalidad española 
por parte de la abuela o, incluso aunque ésta no haya tenido lugar, cuando no haya 
podido transmitir su nacionalidad a los hijos por el principio de unidad familiar, será 
necesario acreditar el requisito del exilio al que se refiere el citado apartado segundo 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 (confirmado por la disposición 
final sexta de la Ley 20/2011, del Registro Civil). 

VII. A fin de acreditar la condición de exiliada de la abuela, el anteriormente referido 
apartado 3 de la regla V de la Instrucción de 4 de noviembre de 2008 establece como 
medios de prueba los siguientes: “a) Documentación que acredite haber sido benefi-
ciario de las pensiones otorgadas por la Administración española a los exiliados.; b) 
Documentación de la Oficina Internacional de Refugiados de Naciones Unidas y de las 
Oficinas de Refugiados de los Estados de acogida que asistieron a los refugiados 
españoles y a sus familias; c) Certificaciones o informes expedidos por partidos políti-
cos, sindicatos o cualesquiera otras entidades o instituciones, públicas o privadas, 
debidamente reconocidas por las autoridades españolas o del Estado de acogida de 
los exiliados, que estén relacionadas con el exilio, bien por haber padecido exilio sus 
integrantes, o por haber destacado en la defensa y protección de los exiliados españo-
les, o por trabajar actualmente en la reparación moral y la recuperación de la memoria 
personal y familiar de las víctimas de la Guerra Civil y la Dictadura. La documentación 
numerada en el apartado a) prueba directamente y por sí sola el exilio.; la de los 
apartados anteriores, b) y c), constituirán prueba del exilio si se presentan en unión de 
cualquiera de los siguientes documentos: 1. Pasaporte o título de viaje con sello de 
entrada en el país de acogida. 2. Certificación del Registro de Matrícula del Consulado 
español. 3. Certificaciones del registro civil consular que acrediten la residencia en el 
país de acogida, tales como inscripción de matrimonio, inscripciones de nacimiento de 
hijos, inscripciones de defunción, entre otras. 4. Certificación del registro civil local del 
país de acogida que acredite haber adquirido la nacionalidad de dicho país. 5. 
Documentación de la época del país de acogida en la que conste el año de la llegada 
a dicho país o la llegada al mismo por cualquier medio de transporte.; d) A los efectos 
del ejercicio de los derechos de opción reconocidos en la disposición adicional sépti-
ma de la Ley 52/2007, se presumirá la condición de exiliado respecto de todos los 
españoles que salieron de España entre el 18 de julio de 1936 y el 31 de diciembre de 
1955. La salida del territorio español podrá acreditarse mediante cualquiera de los 
documentos enumerados en el párrafo anterior”. 

En el presente expediente no se ha aportado la documentación justificativa anterior-
mente enunciada que acredite la condición de exiliada de la abuela paterna, requisito 
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establecido en el apartado segundo de la disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007, para optar a la nacionalidad española de origen. 

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y 
Estado Civil, ha acordado que procede desestimar el recurso y confirmar el auto 
apelado. 

Madrid, 28 de febrero de 2019

Firmado: El director general: Pedro José Garrido Chamorro.

Sr. encargado del Registro Civil Consular en Caracas (Venezuela) 

Resolución de 28 de febrero de 2019 (10ª) 
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española 

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado prime-
ro de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, los mayores de edad que 
sean hijos de padre o madre que no hubiere sido originariamente español, y que (el 
padre o la madre) hubieren adquirido anteriormente la nacionalidad española de 
origen por la vía de dicha disposición adicional séptima de la Ley 52/2007. 

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado contra el auto del encargado del Registro Civil Consular de España en Río 
de Janeiro (Brasil). 

HECHOS 

1. Don S. J. S. N. (S. F.) de nacionalidad brasileña, nacido el 14 de diciembre de 1976 
en N., R. J., hijo de don J. S. S., nacido el 7 de septiembre de 1953 en N., R. J., de 
nacionalidad brasileña y de doña M. P. F. F., nacida el 25 de mayo de 1947 en N., R. J., 
de nacionalidad brasileña y española, presenta escrito en el Registro Civil Consular de 
España en Río de Janeiro a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 
52/2007 disposición adicional séptima (anexo I), sin adjuntar ninguno de los docu-
mentos justificativos de su pretensión. 

2. Con fecha 15 de abril de 2016, el encargado del Registro Civil Consular de España 
en Río de Janeiro requiere al interesado a fin de que subsane su solicitud y aporte la 
documentación necesaria, concediéndole un plazo de treinta días para aportar dichos 
documentos. Con fecha 30 de mayo de 2016 el solicitante aportó la siguiente docu-
mentación: certificado literal brasileño de nacimiento del interesado, legalizado; certi-
ficado literal español de nacimiento de la madre del solicitante, con inscripción margi-
nal de opción por la nacionalidad española de origen en virtud de lo establecido en el 
apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 el día 24 de 
febrero de 2010; certificado literal brasileño del padre del solicitante, legalizado; certi-
ficado literal brasileño de matrimonio de los padres del promotor legalizado, formaliza-
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do en Brasil el 1 de diciembre de 1978; certificado literal brasileño de nacimiento de la 
abuela materna del solicitante, doña L. F. V., nacida el 23 de septiembre de 1925 en 
N., R. J., debidamente legalizado, en el que se indica que es hija de don J. F. V. y de 
doña E. V. L., naturales de España y certificado literal de matrimonio de los abuelos 
maternos, debidamente legalizado, formalizado en Brasil el 22 de agosto de 1946. 

3. Previo informe desfavorable del órgano en funciones de ministerio fiscal, el encarga-
do del Registro Civil Consular de España en Río de Janeiro dicta auto en fecha 8 junio 
de 2016 por el que se acuerda denegar la solicitud de opción a la nacionalidad espa-
ñola del interesado, al no haber quedado acreditado el derecho de opción a la nacio-
nalidad española de origen conforme a lo dispuesto en el apartado primero de la dis-
posición adicional séptima de la Ley 5272007. 

4. Notificado el interesado, interpone recurso ante la Dirección General de los Registros 
y del Notariado contra el acuerdo denegatorio de su solicitud antes citada, solicitando 
se revise su expediente y alegando que formuló la solicitud de opción a la nacionalidad 
española en virtud del anexo II de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 
y no del anexo I que se indica en el auto recurrido y que su abuela materna perdió la 
nacionalidad española como consecuencia del exilio. En el expediente del promotor 
consta solicitud de opción a la nacionalidad española anexo I, firmada el 31 de mayo 
de 2010 por el solicitante. 

5. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, emitió informe desfavorable 
interesando la desestimación del recurso, al no quedar acreditado que el interesado 
se halle comprendido dentro del alcance del apartado primero de la disposición adicio-
nal séptima de la Ley 52/2007. El encargado del Registro Civil Consular de España en 
Río de Janeiro remitió el expediente a la Dirección General de los Registros y del 
Notariado para su resolución junto con informe, redactado en los mismos términos 
expresados en el informe emitido por el órgano en funciones de ministerio fiscal. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; las 
disposiciones transitorias segunda y tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el 
artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria prime-
ra de la Ley 29/1995,de 2 de noviembre; la disposición final sexta de la Ley 20/2011 
de 21 de julio de Registro Civil; artículos 20 del Código Civil (CC); 15, 16, 23 y 67 de la 
Ley del Registro Civil (LRC); 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil (RRC); 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras, de 23 de 
marzo de 2010 (4ª), 23 de marzo de 2010 (5ª), 23 de marzo 2010 (6ª), 24 de marzo 
de 2010 (5ª), 28 de abril de 2010 (5ª), 6 de octubre de 2010 (10ª), 15 de noviembre 
de 2010 (5ª), 1 de diciembre de 2010 (4ª); 7 de marzo de 2011 (4ª), 9 de marzo de 
2011(3ª), 3 de octubre de 2011 (17ª), 25 de octubre de 2011 (3ª), 2 de diciembre de 
2011 (4ª); 10 de febrero 2012 (42ª), 17 de febrero 2012 (30ª), 22 de febrero 2012 
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(53ª), 6 de julio 2012 (5º), 6 de julio 2012 (16ª), 14 de septiembre de 2012 (32ª), y 30 
de enero 2013 (28ª). 

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el registro civil consular como 
español de origen al nacido el 14 de diciembre de 1976 en N., R. J. (Brasil), en virtud 
del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la cual “1. Las personas 
cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán optar a la nacionali-
dad española de origen si formalizan su declaración en el plazo de dos años desde la 
entrada en vigor de la presente disposición adicional”. 

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 31 de 
mayo de 2010 en el modelo normalizado del anexo I de la Instrucción de 4 de noviem-
bre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado del 
registro civil consular se dictó auto de fecha 8 de junio de 2016 denegando lo solicita-
do. 

III. El auto apelado basa su denegación en que el solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado que su madre fuese española de origen, ya que la progenitora del 
interesado optó a la nacionalidad española de origen, en virtud del apartado primero de 
la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, con efectos en fecha 24 de febrero 
de 2010. 

IV. La primera cuestión que se plantea en el recurso es si, al amparo del apartado pri-
mero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, es o no posible realizar 
dos opciones consecutivas de las previstas por el mismo. Es decir, si ejercitada con 
éxito la opción por el hijo o hija de que habla la norma (primer optante), el cual pasa a 
ostentar la nacionalidad española de origen, pueden, a su vez, sus propios hijos o hijas 
ampararse en la misma disposición para acceder a la nacionalidad española (segundo 
optante). 

Esta cuestión fue abordada por la Instrucción de este centro directivo de 4 de noviem-
bre de 2008 distinguiendo dos hipótesis distintas en función de que los hijos del 
primer optante sean mayores o menores de edad. En el caso de que el hijo/a de padre 
o madre originariamente español que ejercita la opción del apartado primero de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 tenga hijos menores de edad, estos 
pueden ejercitar, a su vez, la opción de la letra a) del nº 1 del artículo 20 del Código 
Civil. Así lo declaró en su directriz sexta la citada Instrucción de 4 de noviembre de 
2008. 

Por el contrario, la opción del artículo 20 nº 1 a) del Código Civil no está disponible 
para el caso de que los hijos del optante sean mayores de edad. En el presente caso 
cuando la progenitora del recurrente adquiere la nacionalidad española por el ejercicio 
de la opción de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 en virtud de acta 
de 24 de febrero de 2010, inscrita con fecha 17 de marzo de 2010, el ahora optante, 
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nacido el 14 de diciembre de 1976, había alcanzado ya su mayoría de edad, por lo que 
no podría acceder a la nacionalidad española de origen por esta vía. Se plantea, sin 
embargo, la posibilidad de que estos últimos, nietos del abuelo español, puedan aco-
gerse, a su vez, a la misma opción del apartado primero de la disposición adicional 
séptima. 

V. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas “cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español”, derecho que se 
habrá de formalizar en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
pues, que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
hubiera ostentado dicha nacionalidad originariamente. 

En el presente caso la progenitora del recurrente ostenta la nacionalidad española “de 
origen” pero adquirida de forma sobrevenida en virtud del ejercicio de la opción previs-
ta en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por lo que se plantea la 
cuestión de determinar si se cumple respecto de la recurrente el requisito exigido por 
el apartado primero de la misma disposición adicional consistente en que su “padre o 
madre hubiese sido originariamente español”. Es decir, se trata de determinar si este 
requisito lo cumple sólo el hijo de padre o madre español de origen “desde su naci-
miento” (del padre o madre), o bien si es suficiente que el hijo lo sea de padre o madre 
español de origen, aunque el título de su adquisición no fuese originario (en el sentido 
de coetáneo al nacimiento), sino sobrevenido. Paralelamente se suscita la cuestión de 
si basta que el progenitor haya sido español en cualquier momento, –de forma que sea 
suficiente que ostente dicha nacionalidad en el momento en que se ejercita la opción–
, o es necesario que lo haya sido en un momento anterior (bien desde el nacimiento 
del progenitor, bien desde el nacimiento del hijo/a, o bien al menos desde la entrada 
en vigor de la norma que atribuye el derecho de opción). Para resolver tales cuestiones 
ha de atenderse a los precedentes históricos de la regulación actual contenida en la 
reiterada disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, y al espíritu y finalidad que 
la inspiran, además de a los términos en que aparece redactada a resultas de su tra-
mitación parlamentaria. 

VI. En cuanto a los precedentes históricos, la Ley de 15 de julio de 1954, de reforma 
del Título Primero del Código Civil, denominado “De los españoles y extranjeros”, por la 
que se da nueva redacción al artículo 18 del Código y amplía la facultad de adquirir la 
nacionalidad española por opción, recoge como novedad entre los supuestos de hecho 
que habilitan para el ejercicio de la opción el relativo a “los nacidos fuera de España 
de padre o madre que originariamente hubieran sido españoles”. 

El artículo 18 del Código Civil, en su redacción de 1954, subsiste hasta la reforma 
introducida en el Código por Ley de 13 de julio de 1982, en la que se limita la opción 
como vía para la adquisición de nacionalidad española al caso de “los extranjeros que, 
en supuestos distintos de los previstos en los artículos anteriores, queden sujetos a la 
patria potestad o a la tutela de un español” (cfr. artículo 19). El supuesto del “nacido 
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fuera de España de padre o madre que originariamente hubieran sido españoles” 
pasa en dicha reforma a integrar uno de los casos que permiten reducir el tiempo 
necesario para la adquisición de la nacionalidad española por residencia a un año (cfr. 
número 2 del artículo 22). A los efectos de la resolución del presente recurso tiene 
interés destacar que la Ley 51/1982 introdujo por primera vez en nuestra legislación 
un supuesto, calificado por la doctrina del momento como un caso de ficción legal, de 
nacionalidad española “de origen” adquirida sobrevenidamente en un momento pos-
terior al nacimiento. Esto fue lo que hizo el artículo 18 del Código el cual, tras estable-
cer que “El extranjero menor de dieciocho años adoptado en forma plena adquirirá por 
este hecho la nacionalidad española cuando cualquiera de los adoptantes fuera 
español”, añade un segundo párrafo para especificar que “Si alguno de los adoptantes 
era español al tiempo del nacimiento del adoptado, éste tendrá, desde la adopción, la 
condición de español de origen”. 

Ello supone que, por expresa prescripción legal, se admitía que la condición de espa-
ñol de origen se pudiera ostentar no desde el nacimiento, sino desde la adopción, si 
bien ello sólo se admitía cuando al tiempo del nacimiento del adoptado cualquiera de 
los adoptantes era español. 

VII. Pues bien, esta nueva figura de la nacionalidad de origen adquirida sobrevenida-
mente (que por alguna doctrina se calificó de figura mixta, a medio camino entre la 
atribución originaria –artículo 17– y las adquisiciones derivativas –artículos 19 a 22–), 
planteaba la cuestión de decidir si podía entenderse que los hijos de los adoptados 
que ostentasen la nacionalidad española con tal carácter de origen desde su adop-
ción, podían, a su vez, adquirir la nacionalidad española por residencia acogiéndose al 
plazo abreviado de un año previsto en el artículo 22, párrafo 3º, regla 2ª del Código 
civil (versión dada por Ley 51/1982) a favor de “el nacido fuera de España de padre o 
madre que originariamente hubieran sido españoles”. 

Los comentaristas del momento destacaron, a fin de despejar tal cuestión, la impor-
tancia de los avatares del proceso de elaboración legislativo de la mencionada Ley 
51/1982. Así, el Proyecto de Ley del Gobierno enunciaba el supuesto como referido a 
“El nacido fuera de España de padre que sea o haya sido español” (cfr. artículo 22, 
párrafo 3º, letra b). Tras el proceso de enmiendas queda redactado dicho apartado del 
siguiente modo: “El nacido fuera de España de padre o madre que originariamente 
hubieran sido españoles”. Se vuelve con ello a la redacción que figuraba en el antiguo 
artículo 18, párrafo primero, nº2 del Código Civil, en su redacción de 1954 (si bien 
ahora como un supuesto de naturalización con plazo privilegiado de un año, y no de 
opción). Descartada la versión inicial del Proyecto, no bastaba, en la redacción definiti-
va, como señaló la doctrina, que uno de los progenitores haya sido español en cual-
quier momento, ni que lo fuese en el momento de solicitar la concesión de la naciona-
lidad. Era necesario que uno, al menos, de los progenitores, hubiera sido español de 
origen. Pero cabía dudar si tal expresión comprendía únicamente al padre o madre que 
hubiera sido español o española “de origen desde el nacimiento” o si incluía también 
al padre o madre que hubiera adquirido la nacionalidad española “de origen desde la 
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adopción”. La misma doctrina citada, basada en la redacción del precepto (que utiliza 
la expresión “que originariamente hubieran sido españoles”, y no “que sean o hayan 
sido españoles de origen”), en el carácter excepcional del precepto (frente a la regla 
general de diez años de residencia), y en el carácter de ficción legal de la atribución de 
nacionalidad española de origen “desde la adopción”, se inclinaba por la tesis restric-
tiva. 

VIII. La Ley 18/1990, de 17 de diciembre, vuelve a introducir modificaciones en el 
derecho de opción. A estas modificaciones se refiere el Preámbulo de la Ley: “En la 
regulación de la opción se mantiene, como uno de los presupuestos para su ejercicio, 
el caso de quien esté o haya estado sujeto a la patria potestad de un español”. Se 
explica esto ya que una vez suprimida desde 1982 la adquisición por dependencia 
familiar, la sola voluntad de los interesados es el camino indicado, si se formula en 
ciertos plazos para que consigan la nacionalidad española los hijos de quienes la 
hayan adquirido sobrevenidamente. 

IX. En la Proposición de Ley de 15 de diciembre de 1989 se atribuía también la facul-
tad de optar a “aquellos cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español (y 
nacido en España)”, supuesto que en el texto definitivo de la Ley 18/1990 pasa a la 
disposición transitoria 3ª. 

Es importante destacar el dato de que una de las carencias principales, comúnmente 
señaladas, de las reformas legales del nuestro Código Civil de 1954, 1975 y 1982 fue 
precisamente la de no incorporar un régimen transitorio que facilitase la transición 
entre la regulación anterior y la posterior, más que de forma muy limitada. Este hecho 
suscitó graves problemas de interpretación que, en parte, quedaron paliados con las 
tres disposiciones transitorias incorporadas a la citada Ley 18/1990. En la primera se 
parte del principio general de irretroactividad de las leyes (cfr. artículo 2 nº3 del Código 
Civil), que como regla general había aplicado ya la doctrina de este centro directivo. 

Pues bien, este principio general, como señala el preámbulo de la Ley 18/1990, 
“queda matizado en las dos disposiciones siguientes, que obedecen al propósito de 
favorecer la adquisición de la nacionalidad española para situaciones producidas con 
anterioridad los emigrantes y sus hijos, cuando hayan llegado a ostentar la nacionali-
dad española, pueden recuperarla por el mecanismo privilegiado del artículo 26, pero 
esas dos disposiciones transitorias avanzan un paso más porque benefician, sobre 
todo, a los hijos de emigrantes que, al nacer, ya no eran españoles”. 

El alcance de ambas disposiciones transitorias (2ª y 3ª) han de ser analizados conjun-
tamente, a fin de poder interpretarlos coordinadamente. Por ello, la Instrucción de este 
centro directivo de 20 de marzo de 1991 sobre nacionalidad, dedicó su epígrafe VIII a 
estudiar al tiempo ambas disposiciones. De la misma resulta, en lo que ahora interesa, 
que la adquisición de la nacionalidad española por opción –con efectos de nacionali-
dad de origen–, contenida en la disposición transitoria segunda, tiene aplicación en 
diversos supuestos, que la Instrucción identifica del siguiente modo: “Adoptados en 
forma plena antes de la Ley 51/1982, de 13 de julio; nacidos en España, antes de la 
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Ley de 15 de julio de 1954, de progenitores extranjeros también nacidos en España. 
Pero su ámbito principal comprende los casos de hijo de española, nacido antes de la 
entrada en vigor de la Ley 51/1982, de 13 de julio, al cual le correspondiera seguir, 
según la legislación entonces vigente, la nacionalidad extranjera del padre” (hoy hay 
que entender rectificado este extremo de la Instrucción en el sentido de que el supues-
to se refiere al hijo/a de española nacido/a antes de la entrada en vigor de la 
Constitución). Por su parte, según la misma Instrucción, la disposición transitoria ter-
cera beneficia “a personas que han nacido después del momento en que su progenitor 
hubiera perdido la nacionalidad española. Entonces, si el padre o la madre originaria-
mente español hubiere nacido en España, pueden optar por la nacionalidad españo-
la”. En consonancia con ello, la declaración decimotercera de la Instrucción afirmaba 
que “La opción por la nacionalidad española de la disposición transitoria tercera 
requiere que el interesado no fuera español al tiempo del nacimiento, por haber perdi-
do antes la nacionalidad española originaria su progenitor nacido en España”. 

Por tanto, a pesar de que desde la aprobación de la Ley 51/1982 existía ya un supues-
to de adquisición sobrevenida de la nacionalidad española de origen (categoría a la 
que la Ley 18/1990 suma otros casos), y por consiguiente existían casos de hijos de 
padre o madre españoles de origen pero no desde su nacimiento, el mantenimiento de 
la fórmula utilizada por el legislador invariablemente desde su introducción por la Ley 
de 15 de julio de 1954 de hijo de padre o madre “que originariamente hubiera sido 
español”, conduce a la interpretación incorporada a la declaración decimotercera de la 
transcrita Instrucción. Esta misma interpretación, como veremos, es a la que responde 
la declaración sexta de la Instrucción de esta Dirección General de 4 de noviembre de 
2008, conforme a la cual los hijos mayores de edad de quienes hayan optado a la 
nacionalidad española en virtud de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 
no pueden ejercer la opción del apartado 1 de esta disposición. 

X. Ahora bien, es importante aclarar que si bien la circunstancia de que el progenitor 
del hijo que pretendía optar a la nacionalidad española por la vía de la disposición 
transitoria 3ª de la Ley 18/1990 hubiera perdido previamente la nacionalidad españo-
la que ostentaba originariamente constituye un elemento caracterizador del supuesto 
de hecho tipo o paradigmático (por ser el más común de los contemplados en la 
norma), ello no supone que la pérdida en sí deba ser interpretada necesariamente, a 
pesar del tenor literal de la Instrucción de 20 de marzo de 1991, como integrante de 
una verdadera conditio iuris o requisito sustantivo de aplicación de la citada disposi-
ción transitoria 3ª. En efecto, una cosa es que si la madre incurrió en causa de pérdida 
con anterioridad al nacimiento del hijo, éste no pudiera optar por la vía de la disposi-
ción transitoria 2ª (más beneficiosa), y otra distinta entender que habiendo concurrido 
causa de pérdida y, por tanto, quedando vedada dicha vía, y haciendo tránsito el 
supuesto a la disposición transitoria 3ª, esta última imponga la pérdida como requisito 
sustantivo para su viabilidad, tesis que no se puede mantener pues a pesar de no 
haber concurrido dicha pérdida la madre española no transmitió su nacionalidad origi-
naria al hijo nacido antes de la entrada en vigor de la Constitución española, sin que 
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por ello el hijo de la madre que conservó su nacionalidad deba ser de peor condición 
que el hijo de madre que sí perdió por seguir la nacionalidad del marido (aclaración 
que es también extensible a la interpretación del apartado primero de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007). Así resulta igualmente del preámbulo de la Ley 
18/1990 al señalar que la transitoria 3ª “beneficia, sobre todo, a los hijos de los emi-
grantes que, al nacer, ya no eran españoles”: beneficiar sobre todo, no quiere decir 
beneficiar exclusivamente. 

XI. Nuevamente se modifica el Código Civil en materia de nacionalidad a través de la 
Ley 36/2002, de 8 de octubre. Esta reforma contempla de nuevo el supuesto de las 
personas “cuyo padre o madre hubiera sido originariamente español y nacido en 
España”, respecto del que arbitra un derecho de opción, similar al de la disposición 
transitoria 3ª de la Ley 18/1990, pero ya sin duración predeterminada al suprimirse el 
sistema de plazos preclusivos de la opción establecidos sucesivamente por las Leyes 
18/1990, 15/1993 y 29/1995, y sin la necesidad de residencia en España del optan-
te que había suprimido esta última (cfr. artículo 20 nº1, b). 

Las mismas conclusiones apuntadas en los anteriores fundamentos de derecho de 
esta resolución se desprenden del estudio de la tramitación parlamentaria de la Ley 
36/2002, durante la que fueron rechazadas varias enmiendas tendentes a incluir 
entre los beneficiarios de la opción a “b) Aquellos cuyo padre o madre, abuelo o abuela, 
hubieran sido originariamente españoles”, frente a la fórmula finalmente aprobada 
que permitía a tales nietos obtener la nacionalidad española pero no a través de la 
opción, sino mediante la residencia legal de un año en España (cfr. articulo 22 nº2, f 
del Código Civil). 

XII. La redacción incorporada a la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 
tampoco incluye la referencia a los abuelos en su primer apartado (que mantiene la 
fórmula tradicional de “las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente 
español”), aunque sí en el apartado segundo, si bien el ejercicio de la opción queda 
condicionado en este caso a un régimen jurídico distinto, pues no es suficiente que el 
abuelo o abuela hubiere sido español, ya que tal derecho sólo se reconoce a “los 
nietos de quienes perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad española como 
consecuencia del exilio” (en la tramitación parlamentaria no fueron aprobadas las 
enmiendas que pretendían el reconocimiento del derecho de opción a las “personas 
que sean descendientes en primer o segundo grado de un español o española de 
origen”, pasando la segunda generación de descendientes (nietos) al apartado segun-
do de la disposición adicional séptima). 

XIII. De todo lo anterior y del propio carácter excepcional de la Ley que requiere criterios 
de interpretación estricta, resulta que no están comprendidos en el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 los hijos mayores de edad de 
padre o madre español en virtud de haber optado a la nacionalidad española de 
origen conforme a esta misma disposición. Así resulta también de la exposición de 
motivos de dicha ley, según la cual ésta “amplía la posibilidad de adquisición de la 
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nacionalidad española a los descendientes hasta el primer grado de quienes hubiesen 
sido originariamente españoles”, sin perjuicio de incluir, a través del apartado 2º de la 
misma disposición adicional séptima, a otros descendientes más allá del primer grado 
–nietos– “de quienes perdieron la nacionalidad española por exilio a consecuencia de 
la Guerra Civil o la Dictadura”, y así lo confirma la interpretación oficial recogida en la 
directriz sexta de la Instrucción de 4 de noviembre de 2008 de esta dirección general. 

No obstante, queda abierto el acceso a la nacionalidad española a favor de los nietos 
nacidos fuera de España de abuelo o abuela que originariamente hubieran sido espa-
ñoles, aun cuando no resulte de aplicación el apartado segundo de la disposición adi-
cional séptima de la Ley 52/2007, por la vía de la residencia con plazo abreviado a un 
año, conforme al artículo 22 nº1, f) del Código Civil, que tras la reforma llevada a cabo 
por Ley 36/2002 incluyó en dicho precepto a los nietos de abuelo o abuela que origi-
nariamente hubieran sido españoles. 

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y 
Estado Civil, ha acordado que procede desestimar el recurso y confirmar el auto apela-
do. 

Madrid, 28 de febrero de 2019

Firmado: El director general: Pedro José Garrido Chamorro.

Sr. encargado del Registro Civil Consular en Río de Janeiro (Brasil) 

Resolución de 28 de febrero de 2019 (11ª) 
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española 

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado prime-
ro de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, los mayores de edad que 
sean hijos de padre o madre que no hubiere sido originariamente español, y que (el 
padre o la madre) hubieren adquirido anteriormente la nacionalidad española de 
origen por la vía de dicha disposición adicional séptima de la Ley 52/2007. 

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada contra el auto de la encargada del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba). 

HECHOS 

1. Doña L. R. R., de nacionalidad cubana, presenta escrito en el Registro Civil Consular 
de España en La Habana a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 
52/2007 disposición adicional séptima, y adjunta especialmente en apoyo de su soli-
citud como documentación hoja declaratoria de datos en la que manifiesta que nació 
el 20 de noviembre de 1979 en C. A (Cuba), hija de don I. R. R. R., nacido el 31 de 
agosto de 1949 en C. A., C. (Cuba), de nacionalidad cubana, y de doña J. N. R. C., 
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nacida el 26 de abril de 1943 en F. S. J. de la C., C. y (Cuba), de nacionalidad cubana y 
española, adquirida esta última en virtud de opción; documento de identidad cubano 
de la interesada y certificado local en extracto de nacimiento de la promotora; certifica-
do cubano de nacimiento de la madre de la interesada; certificado literal español de 
nacimiento del abuelo materno de la solicitante, D. T. R. C., nacido en P., S. C., T., el 28 
de diciembre de 1890; certificado de soltería de la madre de la promotora; certificado 
cubano de defunción del abuelo materno y certificados de inmigración y extranjería de 
este último, que no están expedidos en el formato, cuño y la firma habitualmente utili-
zados por la funcionaria que los expide. 

2. Con fecha 27 de febrero de 2015, la encargada del Registro Civil Consular de 
España en La Habana dicta auto por el que se deniega la inscripción de nacimiento 
solicitada por la interesada, estimando que la peticionaria no prueba suficientemente 
los HECHOS a los que se refiere su declaración, toda vez que los documentos aporta-
dos por la solicitante presentan ciertas irregularidades que no permiten determinar 
que en la solicitante concurran los requisitos exigidos en la Ley 52/2007. 

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la Dirección General de los Registros 
y del Notariado contra la resolución denegatoria antes citada, solicitando se revise su 
expediente. Aporta, entre otros, certificado literal español de nacimiento de su madre, 
con inscripción marginal de opción por la nacionalidad española de origen en virtud 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 en fecha 
16 de septiembre de 2011, inscrita el 14 de abril de 2016. 

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han 
guardado en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado 
conforme a derecho, y la encargada del Registro Civil Consular de España en La 
Habana remite el expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado 
para su resolución, junto con informe en el que indica que, en el caso de referencia, los 
documentos de inmigración y extranjería del abuelo no están expedidos con el forma-
to, cuño y la firma habitualmente utilizados por la funcionaria que los expide, que no 
permiten determinar que en la solicitante concurran los requisitos exigidos en el apar-
tado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, especialmente en 
lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española de origen de su progeni-
tora. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; las 
disposiciones transitorias segunda y tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el 
artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria prime-
ra de la Ley 29/1995,de 2 de noviembre; la disposición final sexta de la Ley 20/2011 
de 21 de julio de Registro Civil; artículo 20 del Código Civil (CC), artículos 15, 16, 23 y 
67 de la Ley del Registro Civil (LRC); 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil 
(RRC); la instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras de 23 
de marzo de 2010 (4ª), 23 de marzo de 2010 (5ª), 23 de marzo 2010 (6ª), 24 de 



M
in

is
te

rio
 d

e 
Ju

st
ic

ia
III Nacionalidad 

◄ 140 ►

BMJ, año LXXIV, enero 2020, núm. 2.226

marzo de 2010 (5ª), 28 de abril de 2010 (5ª), 6 de octubre de 2010 (10ª), 15 de 
noviembre de 2010 (5ª), 1 de diciembre de 2010 (4ª), 7 de marzo de 2011 (4ª), 9 de 
marzo de 2011(3ª), 3 de octubre de 2011 (17ª), 25 de octubre de 2011 (3ª), 2 de 
diciembre de 2011 (4ª); 10 de febrero 2012 (42ª), 17 de febrero 2012 (30ª), 22 de 
febrero 2012 (53ª), 6 de julio 2012 (5º), 6 de julio 2012 (16ª), 14 de septiembre de 
2012 (32ª), y 30 de enero 2013 (28ª). 

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el registro civil consular como 
española de origen a la nacida en C. A. (Cuba) en 1979, en virtud del ejercicio de la 
opción prevista por el apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la cual “1. Las personas cuyo padre o 
madre hubiese sido originariamente español podrán optar a la nacionalidad española 
de origen si formalizan su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en 
vigor de la presente disposición adicional”. 

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 21 de 
junio de 2010 en el modelo normalizado del anexo I de la Instrucción de 4 de noviem-
bre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por la encargada del 
registro civil consular se dictó auto de fecha 27 de febrero de 2015 denegando lo soli-
citado. 

III. El auto apelado basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dadas las 
irregularidades constatadas en los documentos de inmigración y extranjería del abuelo 
materno, que no se encuentran expedidos con el formato, cuño y la firma habitualmen-
te utilizada por la funcionaria que los expide. Por otra parte, la interesada aporta un 
certificado literal español de nacimiento de su madre, en el que consta inscripción 
marginal de opción por la nacionalidad española no de origen, en virtud del apartado 
primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 con efectos de 16 de 
septiembre de 2011, fecha en la que la interesada ya era mayor de edad. 

IV. La primera cuestión que se plantea en el recurso es si, al amparo del apartado pri-
mero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, es o no posible realizar 
dos opciones consecutivas de las previstas por el mismo. Es decir, si ejercitada con 
éxito la opción por el hijo o hija de que habla la norma (primer optante), el cual pasa a 
ostentar la nacionalidad española de origen, pueden, a su vez, sus propios hijos o hijas 
ampararse en la misma disposición para acceder a la nacionalidad española (segundo 
optante). 

Esta cuestión fue abordada por la Instrucción de este centro directivo de 4 de noviem-
bre de 2008 distinguiendo dos hipótesis distintas en función de que los hijos del 
primer optante sean mayores o menores de edad. En el caso de que el hijo/a de padre 
o madre originariamente español que ejercita la opción del apartado primero de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 tenga hijos menores de edad, estos 
pueden ejercitar, a su vez, la opción de la letra a) del nº 1 del artículo 20 del Código 
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Civil. Así lo declaró en su directriz sexta la citada Instrucción de 4 de noviembre de 
2008. 

Por el contrario, la opción del artículo 20 nº 1 a) del Código Civil no está disponible 
para el caso de que los hijos del optante sean mayores de edad. En el presente caso 
cuando la progenitora de la recurrente adquiere la nacionalidad española por el ejerci-
cio de la opción de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 en virtud de 
acta de 16 de septiembre de 2011, inscrita con fecha 14 de abril de 2016, la ahora 
optante, nacida el 20 de noviembre de 1979, había alcanzado ya su mayoría de edad, 
por lo que no podría acceder a la nacionalidad española de origen por esta vía. Se 
plantea, sin embargo, la posibilidad de que estos últimos, nietos del abuelo español, 
puedan acogerse, a su vez, a la misma opción del apartado primero de la disposición 
adicional séptima. 

V. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas “cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español”, derecho que se 
habrá de formalizar en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
pues, que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
hubiera ostentado dicha nacionalidad originariamente. 

En el presente caso la progenitora de la recurrente ostenta la nacionalidad española 
“de origen” pero adquirida de forma sobrevenida en virtud del ejercicio de la opción 
prevista en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por lo que se plantea 
la cuestión de determinar si se cumple respecto de la recurrente el requisito exigido 
por el apartado primero de la misma disposición adicional consistente en que su 
“padre o madre hubiese sido originariamente español”. Es decir, se trata de determi-
nar si este requisito lo cumple sólo el hijo de padre o madre español de origen “desde 
su nacimiento” (del padre o madre), o bien si es suficiente que el hijo lo sea de padre 
o madre español de origen, aunque el título de su adquisición no fuese originario (en el 
sentido de coetáneo al nacimiento), sino sobrevenido. Paralelamente se suscita la 
cuestión de si basta que el progenitor haya sido español en cualquier momento, –de 
forma que sea suficiente que ostente dicha nacionalidad en el momento en que se 
ejercita la opción–, o es necesario que lo haya sido en un momento anterior (bien 
desde el nacimiento del progenitor, bien desde el nacimiento del hijo/a, o bien al 
menos desde la entrada en vigor de la norma que atribuye el derecho de opción). Para 
resolver tales cuestiones ha de atenderse a los precedentes históricos de la regulación 
actual contenida en la reiterada disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, y al 
espíritu y finalidad que la inspiran, además de a los términos en que aparece redacta-
da a resultas de su tramitación parlamentaria. 

VI. En cuanto a los precedentes históricos, la Ley de 15 de julio de 1954, de reforma 
del Título Primero del Código Civil, denominado “De los españoles y extranjeros”, por la 
que se da nueva redacción al artículo 18 del Código y amplía la facultad de adquirir la 
nacionalidad española por opción, recoge como novedad entre los supuestos de hecho 
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que habilitan para el ejercicio de la opción el relativo a “los nacidos fuera de España 
de padre o madre que originariamente hubieran sido españoles”. 

El artículo 18 del Código Civil, en su redacción de 1954, subsiste hasta la reforma 
introducida en el Código por Ley de 13 de julio de 1982, en la que se limita la opción 
como vía para la adquisición de nacionalidad española al caso de “los extranjeros que, 
en supuestos distintos de los previstos en los artículos anteriores, queden sujetos a la 
patria potestad o a la tutela de un español” (cfr. artículo 19). El supuesto del “nacido 
fuera de España de padre o madre que originariamente hubieran sido españoles” 
pasa en dicha reforma a integrar uno de los casos que permiten reducir el tiempo 
necesario para la adquisición de la nacionalidad española por residencia a un año (cfr. 
número 2 del artículo 22). A los efectos de la resolución del presente recurso tiene 
interés destacar que la Ley 51/1982 introdujo por primera vez en nuestra legislación 
un supuesto, calificado por la doctrina del momento como un caso de ficción legal, de 
nacionalidad española “de origen” adquirida sobrevenidamente en un momento pos-
terior al nacimiento. Esto fue lo que hizo el artículo 18 del Código el cual, tras estable-
cer que “El extranjero menor de dieciocho años adoptado en forma plena adquirirá por 
este hecho la nacionalidad española cuando cualquiera de los adoptantes fuera 
español”, añade un segundo párrafo para especificar que “Si alguno de los adoptantes 
era español al tiempo del nacimiento del adoptado, éste tendrá, desde la adopción, la 
condición de español de origen”. 

Ello supone que, por expresa prescripción legal, se admitía que la condición de espa-
ñol de origen se pudiera ostentar no desde el nacimiento, sino desde la adopción, si 
bien ello sólo se admitía cuando al tiempo del nacimiento del adoptado cualquiera de 
los adoptantes era español. 

VII. Pues bien, esta nueva figura de la nacionalidad de origen adquirida sobrevenida-
mente (que por alguna doctrina se calificó de figura mixta, a medio camino entre la 
atribución originaria –artículo 17– y las adquisiciones derivativas –artículos 19 a 22–), 
planteaba la cuestión de decidir si podía entenderse que los hijos de los adoptados 
que ostentasen la nacionalidad española con tal carácter de origen desde su adop-
ción, podían, a su vez, adquirir la nacionalidad española por residencia acogiéndose al 
plazo abreviado de un año previsto en el artículo 22, párrafo 3º, regla 2ª del Código Civil 
(versión dada por Ley 51/1982) a favor de “el nacido fuera de España de padre o 
madre que originariamente hubieran sido españoles”. 

Los comentaristas del momento destacaron, a fin de despejar tal cuestión, la impor-
tancia de los avatares del proceso de elaboración legislativo de la mencionada Ley 
51/1982. Así, el Proyecto de Ley del Gobierno enunciaba el supuesto como referido a 
“El nacido fuera de España de padre que sea o haya sido español” (cfr. artículo 22, 
párrafo 3º, letra b). Tras el proceso de enmiendas queda redactado dicho apartado del 
siguiente modo: “El nacido fuera de España de padre o madre que originariamente 
hubieran sido españoles”. Se vuelve con ello a la redacción que figuraba en el antiguo 
artículo 18, párrafo primero, nº2 del Código Civil, en su redacción de 1954 (si bien 
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ahora como un supuesto de naturalización con plazo privilegiado de un año, y no de 
opción). Descartada la versión inicial del Proyecto, no bastaba, en la redacción definiti-
va, como señaló la doctrina, que uno de los progenitores haya sido español en cual-
quier momento, ni que lo fuese en el momento de solicitar la concesión de la naciona-
lidad. Era necesario que uno, al menos, de los progenitores, hubiera sido español de 
origen. Pero cabía dudar si tal expresión comprendía únicamente al padre o madre que 
hubiera sido español o española “de origen desde el nacimiento” o si incluía también 
al padre o madre que hubiera adquirido la nacionalidad española “de origen desde la 
adopción”. La misma doctrina citada, basada en la redacción del precepto (que utiliza 
la expresión “que originariamente hubieran sido españoles”, y no “que sean o hayan 
sido españoles de origen”), en el carácter excepcional del precepto (frente a la regla 
general de diez años de residencia), y en el carácter de ficción legal de la atribución de 
nacionalidad española de origen “desde la adopción”, se inclinaba por la tesis restric-
tiva. 

VIII. La Ley 18/1990, de 17 de diciembre, vuelve a introducir modificaciones en el 
derecho de opción. A estas modificaciones se refiere el preámbulo de la Ley: “En la 
regulación de la opción se mantiene, como uno de los presupuestos para su ejercicio, 
el caso de quien esté o haya estado sujeto a la patria potestad de un español”. Se 
explica esto ya que una vez suprimida desde 1982 la adquisición por dependencia 
familiar, la sola voluntad de los interesados es el camino indicado, si se formula en 
ciertos plazos para que consigan la nacionalidad española los hijos de quienes la 
hayan adquirido sobrevenidamente. 

IX. En la proposición de Ley de 15 de diciembre de 1989 se atribuía también la facul-
tad de optar a “aquellos cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español (y 
nacido en España)”, supuesto que en el texto definitivo de la Ley 18/1990 pasa a la 
disposición transitoria 3ª. 

Es importante destacar el dato de que una de las carencias principales, comúnmente 
señaladas, de las reformas legales del nuestro Código Civil de 1954, 1975 y 1982 fue 
precisamente la de no incorporar un régimen transitorio que facilitase la transición 
entre la regulación anterior y la posterior, más que de forma muy limitada. Este hecho 
suscitó graves problemas de interpretación que, en parte, quedaron paliados con las 
tres disposiciones transitorias incorporadas a la citada Ley 18/1990. En la primera se 
parte del principio general de irretroactividad de las leyes (cfr. artículo 2 nº3 del Código 
Civil), que como regla general había aplicado ya la doctrina de este centro directivo. 

Pues bien, este principio general, como señala el preámbulo de la Ley 18/1990, 
“queda matizado en las dos disposiciones siguientes, que obedecen al propósito de 
favorecer la adquisición de la nacionalidad española para situaciones producidas con 
anterioridad los emigrantes y sus hijos, cuando hayan llegado a ostentar la nacionali-
dad española, pueden recuperarla por el mecanismo privilegiado del artículo 26, pero 
esas dos disposiciones transitorias avanzan un paso más porque benefician, sobre 
todo, a los hijos de emigrantes que, al nacer, ya no eran españoles”. 
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El alcance de ambas disposiciones transitorias (2ª y 3ª) han de ser analizados conjun-
tamente, a fin de poder interpretarlos coordinadamente. Por ello, la Instrucción de este 
centro directivo de 20 de marzo de 1991 sobre nacionalidad, dedicó su epígrafe VIII a 
estudiar al tiempo ambas disposiciones. De la misma resulta, en lo que ahora interesa, 
que la adquisición de la nacionalidad española por opción –con efectos de nacionali-
dad de origen–, contenida en la disposición transitoria segunda, tiene aplicación en 
diversos supuestos, que la Instrucción identifica del siguiente modo: “Adoptados en 
forma plena antes de la Ley 51/1982, de 13 de julio; nacidos en España, antes de la 
Ley de 15 de julio de 1954, de progenitores extranjeros también nacidos en España. 
Pero su ámbito principal comprende los casos de hijo de española, nacido antes de la 
entrada en vigor de la Ley 51/1982, de 13 de julio, al cual le correspondiera seguir, 
según la legislación entonces vigente, la nacionalidad extranjera del padre” (hoy hay 
que entender rectificado este extremo de la Instrucción en el sentido de que el supues-
to se refiere al hijo/a de española nacido/a antes de la entrada en vigor de la 
Constitución). Por su parte, según la misma Instrucción, la disposición transitoria ter-
cera beneficia “a personas que han nacido después del momento en que su progenitor 
hubiera perdido la nacionalidad española. Entonces, si el padre o la madre originaria-
mente español hubiere nacido en España, pueden optar por la nacionalidad españo-
la”. En consonancia con ello, la declaración decimotercera de la Instrucción afirmaba 
que “La opción por la nacionalidad española de la disposición transitoria tercera 
requiere que el interesado no fuera español al tiempo del nacimiento, por haber perdi-
do antes la nacionalidad española originaria su progenitor nacido en España”. 

Por tanto, a pesar de que desde la aprobación de la Ley 51/1982 existía ya un supues-
to de adquisición sobrevenida de la nacionalidad española de origen (categoría a la 
que la Ley 18/1990 suma otros casos), y por consiguiente existían casos de hijos de 
padre o madre españoles de origen pero no desde su nacimiento, el mantenimiento de 
la fórmula utilizada por el legislador invariablemente desde su introducción por la Ley 
de 15 de julio de 1954 de hijo de padre o madre “que originariamente hubiera sido 
español”, conduce a la interpretación incorporada a la declaración decimotercera de la 
transcrita Instrucción. Esta misma interpretación, como veremos, es a la que responde 
la declaración sexta de la Instrucción de esta dirección general de 4 de noviembre de 
2008, conforme a la cual los hijos mayores de edad de quienes hayan optado a la 
nacionalidad española en virtud de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 
no pueden ejercer la opción del apartado 1 de esta disposición. 

X. Ahora bien, es importante aclarar que si bien la circunstancia de que el progenitor 
del hijo que pretendía optar a la nacionalidad española por la vía de la disposición 
transitoria 3ª de la Ley 18/1990 hubiera perdido previamente la nacionalidad españo-
la que ostentaba originariamente constituye un elemento caracterizador del supuesto 
de hecho tipo o paradigmático (por ser el más común de los contemplados en la 
norma), ello no supone que la pérdida en sí deba ser interpretada necesariamente, a 
pesar del tenor literal de la Instrucción de 20 de marzo de 1991, como integrante de 
una verdadera conditio iuris o requisito sustantivo de aplicación de la citada disposi-
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ción transitoria 3ª. En efecto, una cosa es que si la madre incurrió en causa de pérdida 
con anterioridad al nacimiento del hijo, éste no pudiera optar por la vía de la disposi-
ción transitoria 2ª (más beneficiosa), y otra distinta entender que habiendo concurrido 
causa de pérdida y, por tanto, quedando vedada dicha vía, y haciendo tránsito el 
supuesto a la disposición transitoria 3ª, esta última imponga la pérdida como requisito 
sustantivo para su viabilidad, tesis que no se puede mantener pues a pesar de no 
haber concurrido dicha pérdida la madre española no transmitió su nacionalidad origi-
naria al hijo nacido antes de la entrada en vigor de la Constitución española, sin que 
por ello el hijo de la madre que conservó su nacionalidad deba ser de peor condición 
que el hijo de madre que sí perdió por seguir la nacionalidad del marido (aclaración 
que es también extensible a la interpretación del apartado primero de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007). Así resulta igualmente del preámbulo de la Ley 
18/1990 al señalar que la transitoria 3ª “beneficia, sobre todo, a los hijos de los emi-
grantes que, al nacer, ya no eran españoles”: beneficiar sobre todo, no quiere decir 
beneficiar exclusivamente. 

XI. Nuevamente se modifica el Código Civil en materia de nacionalidad a través de la 
Ley 36/2002, de 8 de octubre. Esta reforma contempla de nuevo el supuesto de las 
personas “cuyo padre o madre hubiera sido originariamente español y nacido en 
España”, respecto del que arbitra un derecho de opción, similar al de la disposición 
transitoria 3ª de la Ley 18/1990, pero ya sin duración predeterminada al suprimirse el 
sistema de plazos preclusivos de la opción establecidos sucesivamente por las Leyes 
18/1990, 15/1993 y 29/1995, y sin la necesidad de residencia en España del optan-
te que había suprimido esta última (cfr. artículo 20 nº1, b). 

Las mismas conclusiones apuntadas en los anteriores fundamentos de derecho de 
esta resolución se desprenden del estudio de la tramitación parlamentaria de la Ley 
36/2002, durante la que fueron rechazadas varias enmiendas tendentes a incluir 
entre los beneficiarios de la opción a “b) Aquellos cuyo padre o madre, abuelo o abuela, 
hubieran sido originariamente españoles”, frente a la fórmula finalmente aprobada 
que permitía a tales nietos obtener la nacionalidad española pero no a través de la 
opción, sino mediante la residencia legal de un año en España (cfr. articulo 22 nº2, f 
del Código Civil). 

XII. La redacción incorporada a la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 
tampoco incluye la referencia a los abuelos en su primer apartado (que mantiene la 
fórmula tradicional de “las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente 
español”), aunque sí en el apartado segundo, si bien el ejercicio de la opción queda 
condicionado en este caso a un régimen jurídico distinto, pues no es suficiente que el 
abuelo o abuela hubiere sido español, ya que tal derecho sólo se reconoce a “los 
nietos de quienes perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad española como 
consecuencia del exilio” (en la tramitación parlamentaria no fueron aprobadas las 
enmiendas que pretendían el reconocimiento del derecho de opción a las “personas 
que sean descendientes en primer o segundo grado de un español o española de 



M
in

is
te

rio
 d

e 
Ju

st
ic

ia
III Nacionalidad 

◄ 146 ►

BMJ, año LXXIV, enero 2020, núm. 2.226

origen”, pasando la segunda generación de descendientes (nietos) al apartado segun-
do de la disposición adicional séptima). 

XIII. De todo lo anterior y del propio carácter excepcional de la Ley que requiere criterios 
de interpretación estricta, resulta que no están comprendidos en el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 los hijos mayores de edad de 
padre o madre español en virtud de haber optado a la nacionalidad española de 
origen conforme a esta misma disposición. Así resulta también de la exposición de 
motivos de dicha ley, según la cual ésta “amplía la posibilidad de adquisición de la 
nacionalidad española a los descendientes hasta el primer grado de quienes hubiesen 
sido originariamente españoles”, sin perjuicio de incluir, a través del apartado 2º de la 
misma disposición adicional séptima, a otros descendientes más allá del primer grado 
–nietos– “de quienes perdieron la nacionalidad española por exilio a consecuencia de 
la Guerra Civil o la Dictadura”, y así lo confirma la interpretación oficial recogida en la 
directriz sexta de la Instrucción de 4 de noviembre de 2008 de esta dirección general. 

XIV. Por otra parte, según informe de la encargada del registro civil consular, los docu-
mentos de inmigración y extranjería del abuelo materno, no se encuentran expedidos 
con el formato, cuño y la firma habitualmente utilizados por la misma funcionaria que 
los expide, irregularidades que no permiten determinar si en la solicitante concurren 
los requisitos establecidos en el apartado primero de la disposición adicional séptima 
de la Ley 52/2007, especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la naciona-
lidad española de origen de su progenitora. 

No obstante, queda abierto el acceso a la nacionalidad española a favor de los nietos 
nacidos fuera de España de abuelo o abuela que originariamente hubieran sido espa-
ñoles, aun cuando no resulte de aplicación el apartado segundo de la disposición adi-
cional séptima de la Ley 52/2007, por la vía de la residencia con plazo abreviado a un 
año, conforme al artículo 22 nº1, f) del Código Civil, que tras la reforma llevada a cabo 
por Ley 36/2002 incluyó en dicho precepto a los nietos de abuelo o abuela que origi-
nariamente hubieran sido españoles. 

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y 
Estado Civil, ha acordado que procede desestimar el recurso y confirmar el auto 
apelado. 

Madrid, 28 de febrero de 2019

Firmado: El director general: Pedro José Garrido Chamorro.

Sra. encargada del Registro Civil Consular en La Habana (Cuba) 
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Resolución de 28 de febrero de 2019 (12ª) 
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española 

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado prime-
ro de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre 
que hubiere sido originariamente español. 

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007, 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada contra el auto de la encargada del Registro Civil del Consulado General de 
España en la Habana (Cuba). 

HECHOS 

1. Doña M. A. P. F., nacida el 4 de febrero de 1959 en S. C., O. (Cuba), de nacionalidad 
cubana, presenta escrito en el Registro Civil Consular de España en La Habana a fin de 
optar a la nacionalidad española en virtud de la disposición adicional séptima de la 
Ley 52/2007, y adjunta especialmente en apoyo de su solicitud como documentación 
hoja declaratoria de datos en la que manifiesta que es hija de don E. P. R., nacido el 20 
de mayo de 1920 en S. C., O. (Cuba), de nacionalidad cubana y de doña M. C. F. L., 
nacida el 8 de septiembre de 1939 en S. C., O. (Cuba); carnet de identidad cubano y 
certificado local de nacimiento de la promotora; certificado local de nacimiento del 
padre de la interesada; certificado local de nacimiento del abuelo paterno de la intere-
sada, don E. J. C. P. J., nacido el 1 de enero de 1898 en S. C., en el que consta que sus 
padres son originarios de S. C. y certificado cubano de matrimonio de los padres de la 
solicitante. 

2. Con fecha 22 de diciembre de 2015, la encargada del Registro Civil Consular de 
España en La Habana dicta resolución por la que se deniega la inscripción de naci-
miento solicitada por la interesada, estimando que la peticionaria no prueba suficien-
temente los HECHOS a los que se refiere su declaración, no quedando establecido que 
en la interesada concurran los requisitos exigidos en la Ley 52/2007, especialmente 
en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española de origen de su pro-
genitor. 

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la Dirección General de los Registros 
y del Notariado contra la resolución denegatoria de su solicitud antes citada, solicitan-
do se revise su expediente, alegando que su abuelo paterno nació en Cuba en la época 
colonial, por lo que ostentaba la nacionalidad española que transmitió a su padre. Por 
otro lado, la promotora aporta certificados cubanos de nacimiento de su madre y de su 
abuelo materno, naciendo este último en S. C. el 1 de mayo de 1917, siendo su padre 
natural de O., así como documentos de inmigración y extranjería del abuelo materno. 

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han 
guardado en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado 
conforme a derecho, y la encargada del Registro Civil Consular de España en La 
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Habana remite el expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado 
para su resolución, junto con informe en el que indica que, en el caso de referencia, el 
abuelo paterno de la solicitante nació en S. C. en fecha 1 de enero de 1898, hijo de 
padres también naturales de Cuba, por lo que no cabe suponer que el abuelo de la 
solicitante pueda considerarse originariamente español, por lo que su hijo y padre de 
la solicitante, nace cuando su progenitor ostentaba la nacionalidad cubana, por lo que 
no ha quedado establecido que en la solicitante concurran los requisitos exigidos en el 
apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, especial-
mente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española de origen de 
su progenitor. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; las 
disposiciones transitorias segunda y tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el 
artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria prime-
ra de la Ley 29/1995, de 2 de noviembre; la disposición final sexta de la Ley 20/2011 
de 21 de julio de Registro Civil; el artículo 20 del Código Civil (CC); artículos 15, 16, 23 
y 67 de la Ley del Registro Civil (LRC); 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro 
Civil (RRC); la Instrucción de 4 de noviembre de 2008; y las resoluciones, entre otras 
de 23 de marzo de 2010 (4ª), 23 de marzo de 2010 (5ª), 23 de marzo 2010 (6ª), 24 de 
marzo de 2010 (5ª), 28 de abril de 2010 (5ª), 6 de octubre de 2010 (10ª), 15 de 
noviembre de 2010 (5ª), 1 de diciembre de 2010 (4ª), 7 de marzo de 2011 (4ª), 9 de 
marzo de 2011(3ª), 3 de octubre de 2011 (17ª), 25 de octubre de 2011 (3ª), 2 de 
diciembre de 2011 (4ª); 10 de febrero 2012 (42ª), 17 de febrero 2012 (30ª), 22 de 
febrero 2012 (53ª), 6 de julio 2012 (5º), 6 de julio 2012 (16ª), 14 de septiembre de 
2012 (32ª); y 30 de enero 2013 (28ª). 

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como española de origen a la nacida el 4 de febrero de 1959 en 
S. C., O. (Cuba), en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de 
la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la 
cual “1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español 
podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el 
plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional”. 

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 23 de 
diciembre de 2011 en el modelo normalizado del anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por la encargada 
del Registro Civil Consular de España en La Habana se dictó auto de fecha 22 de 
diciembre de 2015, denegando lo solicitado. 

III. El auto apelado basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado la nacionalidad española de origen de su progenitor. 
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IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas “cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español”, derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se 
exige, pues, que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino 
que ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria. 

A fin de facilitar la acreditación de este extremo –y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello– el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la 
Dirección General de los Registros y del Notariado de 4 de noviembre de 2008, que fija 
las reglas de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la docu-
mentación a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la “certificación 
literal de nacimiento del padre o madre originariamente español del solicitante” 
debiendo “proceder la misma de un registro civil español, ya sea consular o munici-
pal”. Exigencia que se conecta con la consideración del Registro Civil español como 
prueba de los HECHOS y actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, 
que afecten a los españoles –cfr. arts. 1 nº7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil–. 

En el presente expediente, el abuelo paterno de la interesada nace en S. C. el 1 de 
enero de 1898, siendo hijo de padres también nacidos en S. C. En este sentido, la 
consideración de Cuba como “territorio español” antes de la descolonización de 1898, 
no es por sí misma suficiente a los efectos de considerar que cualquier persona nacida 
en Cuba antes de esa fecha era originariamente española y nacida en España. 

En primer lugar, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas relaciona-
das con la situación de los nacidos en los territorios coloniales bajo soberanía españo-
la radica en el hecho de que una de las cuestiones más debatidas y oscuras de la 
teoría general del Estado es precisamente la naturaleza de su territorio, hasta el punto 
de que no es frecuente hallar en la doctrina científica una explicación sobre la distin-
ción entre territorio metropolitano y territorio colonial. Sobre tal dificultad se añade la 
actitud cambiante de la política colonial como consecuencia de lo mutable también de 
las relaciones internacionales, caracterización a la que no ha podido sustraerse la 
posición española, especialmente estudiada en relación con África ecuatorial y occi-
dental, y que se hace patente a través de una legislación que sigue, como ha señalado 
el Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por tres etapas fundamenta-
les: a) en un primer momento dichos territorios se consideraron simplemente colonias; 
b) vino luego la fase de provincialización durante la que se intenta su asimilación a la 
metrópoli; c) por último, se entra en la fase de descolonización, que reviste la forma de 
independencia en Guinea Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni, y de autodetermi-
nación en el Sáhara. 

En cualquier caso, por lo que se refiere a la «nacionalidad» de los saharauis, durante el 
plazo de la tutela de nuestro Estado sobre el territorio del Sahara Occidental, atendien-
do a los grados de asimilación material y formal entre los diversos estatutos jurídicos 
de la población, resulta que, como ha puesto de manifiesto el Tribunal Supremo en su 
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sentencia de 28 de octubre de 1998, en la práctica y en la ordenación de estos proble-
mas en los Estados colonizadores, se han impuesto restricciones al status civitatis de 
la población colonizada “lo que ha permitido la diferencia doctrinal, basada en datos 
jurídicos, entre nacionales-ciudadanos y nacionales-súbditos” (ejemplos del Derecho 
comparado son Holanda, Italia, Bélgica y Francia). En España, pese a la ambigüedad 
normativa sobre la calificación de los territorios pertenecientes a colonias y su identifi-
cación con el territorio nacional, las realidades de la heterogeneidad territorial y de los 
estatutos personales ha sido sostenida por el Tribunal Supremo en su citada sentencia 
y en la posterior de 7 de noviembre de 1999 y anteriormente por el Consejo de Estado 
en diversos dictámenes (Dictamen núm. 36017/1968 para el caso de Guinea y 
Dictamen 36227/1968 para el caso de Ifni), y a partir del examen pormenorizado de 
las disposiciones dictadas en relación con aquellos territorios, llegaron a conclusiones 
fundadas acerca de las diferencias entre territorio nacional y territorios coloniales, así 
como sobre la diferente condición jurídica de nacionales y naturales de las colonias. 

En el caso de la denominadas “provincias de Ultramar” la situación resulta similar, 
pues no se puede afirmar que nuestro Ordenamiento jurídico estableciese un sistema 
de asimilación completo entre tales territorios y los metropolitanos, según resulta con 
claridad de las previsiones contenidas al respecto en la Constitución española de 
1876, que ordenaba un régimen jurídico singular y especial para tales provincias al 
disponer en su artículo 89 que “Las provincias de Ultramar serán gobernadas por leyes 
especiales”, si bien autorizaba al Gobierno para aplicar a las mismas “con las modifi-
caciones que juzgue convenientes y dando cuenta a las Cortes, las leyes promulgadas 
o que se promulguen para la Península”. A continuación, se disponía igualmente para 
Cuba y Puerto Rico un sistema singular de representación en las Cortes del Reino, que 
tendría lugar “en la forma que determine una ley especial”. 

Que esta diferenciación de territorios y de regímenes jurídicos (metropolitanos o penin-
sulares y coloniales) se proyectaba sobre los diferentes “status”, antes apuntados, de 
nacionales-ciudadanos y naturales de los territorios coloniales es algo que se aprecia 
con claridad en el Tratado de Paz entre los Estados Unidos de América y el Reino de 
España, firmado en París el 10 de diciembre de 1898 y ratificado por la Reina Regente 
de España, el 19 de marzo de 1899, cuyo artículo IX estableció que “los súbditos 
españoles, naturales de la península, residentes en el territorio cuya soberanía España 
renuncia o cede por el presente tratado” podrán, en el caso de que permanecieran en 
el territorio, “conservar su nacionalidad española haciendo ante una oficina de regis-
tro, dentro de un año después del cambio de ratificaciones de este tratado, una decla-
ración de su propósito de conservar dicha nacionalidad”. A falta de esta declaración, el 
Tratado establecía que aquellos súbditos españoles “se considerará que han renuncia-
do dicha nacionalidad y adoptado la del territorio en el cual pueden residir”. La posibi-
lidad de conservar la nacionalidad española se circunscribía, pues, a quien la tenía, 
esto, es a favor de “los súbditos españoles, naturales de la Península” o territorio 
metropolitano. 
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De lo anteriormente indicado se desprende que el abuelo paterno de la solicitante no 
es originariamente español, por lo que su hijo y progenitor de la solicitante, nacido el 
20 de mayo de 1920, no adquirió al nacer la nacionalidad española. 

Por otra parte, tampoco se acredita en el expediente la nacionalidad española de 
origen de la madre de la interesada, ya que si bien en el certificado de nacimiento local 
del abuelo materno, Sr. F. D., nacido en S. C. el 1 de mayo de 1917 se hace constar que 
es hijo de padre nacido en Orense, España, no se ha aportado al expediente el certifi-
cado español de nacimiento del bisabuelo de la solicitante, por lo que no resulta pro-
bado que la madre de la interesada naciera originariamente española. 

V. A la vista de los documentos presentados y en los que necesaria y exclusivamente 
habrá de fundarse la resolución de este recurso –cfr. arts. 27, 29 de la Ley del Registro 
Civil y 358 de su Reglamento– no se ha acreditado que el progenitor o la progenitora 
de la optante ostenten la nacionalidad española de forma originaria por lo que no se 
cumple uno de los requisitos esenciales del apartado primero de la disposición adicio-
nal séptima de la Ley 52/2007. 

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y 
Estado Civil, ha acordado que procede desestimar el recurso y confirmar el auto 
apelado. 

Madrid, 28 de febrero de 2019

Firmado: El director general: Pedro José Garrido Chamorro.

Sra. encargada del Registro Civil Consular en La Habana (Cuba) 

Resolución de 28 de febrero de 2019 (13ª) 
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española 

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado prime-
ro de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre 
que hubiere sido originariamente español. 

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007, 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada contra el auto de la encargada del Registro Civil del Consulado General de 
España en la Habana (Cuba). 

HECHOS 

1. Doña M. E. P. F., nacida el 20 de abril de 1965 en S. C., O. (Cuba), de nacionalidad 
cubana, presenta escrito en el Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba) 
a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la disposición adicional séptima 
de la Ley 52/2007, y adjunta especialmente en apoyo de su solicitud como documen-
tación hoja declaratoria de datos en la que manifiesta que es hija de D. E. P. R., nacido 
el 20 de mayo de 1920 en S. C., O. (Cuba), de nacionalidad cubana y de doña M. C. F. 
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L., nacida el 8 de septiembre de 1939 en S. C., O. (Cuba); carnet de identidad cubano 
y certificado local de nacimiento de la promotora; certificado local de nacimiento del 
padre de la interesada; certificado local de nacimiento del abuelo paterno de la intere-
sada, D. E. J. C. P. J., nacido el 1 de enero de 1898 en S. C., en el que consta que sus 
padres son originarios de S. C. y certificado cubano de matrimonio de los padres de la 
solicitante. 

2. Con fecha 22 de diciembre de 2015, la encargada del Registro Civil Consular de 
España en La Habana (Cuba) dicta resolución por la que se deniega la inscripción de 
nacimiento solicitada por la interesada, estimando que la peticionaria no prueba sufi-
cientemente los HECHOS a los que se refiere su declaración, no quedando establecido 
que en la interesada concurran los requisitos exigidos en la Ley 52/2007, especial-
mente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española de origen de 
su progenitor. 

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la Dirección General de los Registros 
y del Notariado contra la resolución denegatoria de su solicitud antes citada, solicitan-
do se revise su expediente, alegando que su abuelo paterno nació en Cuba en la época 
colonial, por lo que ostentaba la nacionalidad española que transmitió a su padre. Por 
otro lado, la promotora aporta certificados cubanos de nacimiento de su madre y de su 
abuelo materno, naciendo este último en S. C. el 1 de mayo de 1917, siendo su padre 
natural de O., así como documentos de inmigración y extranjería del abuelo materno. 

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han 
guardado en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado 
conforme a derecho, y la encargada del Registro Civil Consular de España en La 
Habana remite el expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado 
para su resolución, junto con informe en el que indica que, en el caso de referencia, el 
abuelo paterno de la solicitante nació en S. C. en fecha 1 de enero de 1898, hijo de 
padres también naturales de Cuba, por lo que no cabe suponer que el abuelo de la 
solicitante pueda considerarse originariamente español, por lo que su hijo y padre de 
la solicitante, nace cuando su progenitor ostentaba la nacionalidad cubana, por lo que 
no ha quedado establecido que en la solicitante concurran los requisitos exigidos en el 
apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, especial-
mente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española de origen de 
su progenitor. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; las 
disposiciones transitorias segunda y tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el 
artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria prime-
ra de la Ley 29/1995, de 2 de noviembre; la disposición final sexta de la Ley 20/2011 
de 21 de julio de Registro Civil; el artículo 20 del Código Civil (CC); artículos 15, 16, 23 
y 67 de la Ley del Registro Civil (LRC); 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro 
Civil (RRC); la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras 
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de 23 de marzo de 2010 (4ª), 23 de marzo de 2010 (5ª), 23 de marzo 2010 (6ª), 24 de 
marzo de 2010 (5ª), 28 de abril de 2010 (5ª), 6 de octubre de 2010 (10ª), 15 de 
noviembre de 2010 (5ª), 1 de diciembre de 2010 (4ª), 7 de marzo de 2011 (4ª), 9 de 
marzo de 2011(3ª), 3 de octubre de 2011 (17ª), 25 de octubre de 2011 (3ª), 2 de 
diciembre de 2011 (4ª); 10 de febrero 2012 (42ª), 17 de febrero 2012 (30ª), 22 de 
febrero 2012 (53ª), 6 de julio 2012 (5º), 6 de julio 2012 (16ª), 14 de septiembre de 
2012 (32ª), y 30 de enero 2013 (28ª). 

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como española de origen a la nacida el 20 de abril de 1965 en 
Santiago de Cuba, Oriente (Cuba), en virtud del ejercicio de la opción prevista por el 
apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, conforme a la cual “1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido origi-
nariamente español podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan 
su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente dispo-
sición adicional”. 

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 23 de 
diciembre de 2011 en el modelo normalizado del anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por la encargada 
del Registro Civil Consular de España en La Habana se dictó auto de fecha 22 de 
diciembre de 2015, denegando lo solicitado. 

III. El auto apelado basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado la nacionalidad española de origen de su progenitor. 

IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas “cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español”, derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se 
exige, pues, que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino 
que ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria. 

A fin de facilitar la acreditación de este extremo –y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello– el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la 
Dirección General de los Registros y del Notariado de 4 de noviembre de 2008, que fija 
las reglas de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la docu-
mentación a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la “certificación 
literal de nacimiento del padre o madre originariamente español del solicitante” 
debiendo “proceder la misma de un registro civil español, ya sea consular o munici-
pal”. Exigencia que se conecta con la consideración del Registro Civil español como 
prueba de los HECHOS y actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, 
que afecten a los españoles –cfr. arts. 1 nº7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil–. 
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En el presente expediente, el abuelo paterno de la interesada nace en S. C. el 1 de 
enero de 1898, siendo hijo de padres también nacidos en S. C. En este sentido, la 
consideración de Cuba como “territorio español” antes de la descolonización de 1898, 
no es por sí misma suficiente a los efectos de considerar que cualquier persona nacida 
en Cuba antes de esa fecha era originariamente española y nacida en España. 

En primer lugar, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas relaciona-
das con la situación de los nacidos en los territorios coloniales bajo soberanía españo-
la radica en el hecho de que una de las cuestiones más debatidas y oscuras de la 
teoría general del Estado es precisamente la naturaleza de su territorio, hasta el punto 
de que no es frecuente hallar en la doctrina científica una explicación sobre la distin-
ción entre territorio metropolitano y territorio colonial. Sobre tal dificultad se añade la 
actitud cambiante de la política colonial como consecuencia de lo mutable también de 
las relaciones internacionales, caracterización a la que no ha podido sustraerse la 
posición española, especialmente estudiada en relación con África ecuatorial y occi-
dental, y que se hace patente a través de una legislación que sigue, como ha señalado 
el Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por tres etapas fundamenta-
les: a) en un primer momento dichos territorios se consideraron simplemente colonias; 
b) vino luego la fase de provincialización durante la que se intenta su asimilación a la 
metrópoli; c) por último, se entra en la fase de descolonización, que reviste la forma de 
independencia en Guinea Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni, y de autodetermi-
nación en el Sáhara. 

En cualquier caso, por lo que se refiere a la «nacionalidad» de los saharauis, durante el 
plazo de la tutela de nuestro Estado sobre el territorio del Sahara Occidental, atendien-
do a los grados de asimilación material y formal entre los diversos estatutos jurídicos 
de la población, resulta que, como ha puesto de manifiesto el Tribunal Supremo en su 
sentencia de 28 de octubre de 1998, en la práctica y en la ordenación de estos proble-
mas en los Estados colonizadores, se han impuesto restricciones al status civitatis de 
la población colonizada “lo que ha permitido la diferencia doctrinal, basada en datos 
jurídicos, entre nacionales-ciudadanos y nacionales-súbditos” (ejemplos del Derecho 
comparado son Holanda, Italia, Bélgica y Francia). En España, pese a la ambigüedad 
normativa sobre la calificación de los territorios pertenecientes a colonias y su identifi-
cación con el territorio nacional, las realidades de la heterogeneidad territorial y de los 
estatutos personales ha sido sostenida por el Tribunal Supremo en su citada sentencia 
y en la posterior de 7 de noviembre de 1999 y anteriormente por el Consejo de Estado 
en diversos dictámenes (Dictamen núm. 36017/1968 para el caso de Guinea y 
Dictamen 36227/1968 para el caso de Ifni), y a partir del examen pormenorizado de 
las disposiciones dictadas en relación con aquellos territorios, llegaron a conclusiones 
fundadas acerca de las diferencias entre territorio nacional y territorios coloniales, así 
como sobre la diferente condición jurídica de nacionales y naturales de las colonias. 

En el caso de la denominadas “provincias de Ultramar” la situación resulta similar, 
pues no se puede afirmar que nuestro Ordenamiento jurídico estableciese un sistema 
de asimilación completo entre tales territorios y los metropolitanos, según resulta con 
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claridad de las previsiones contenidas al respecto en la Constitución española de 
1876, que ordenaba un régimen jurídico singular y especial para tales provincias al 
disponer en su artículo 89 que “Las provincias de Ultramar serán gobernadas por leyes 
especiales”, si bien autorizaba al Gobierno para aplicar a las mismas “con las modifi-
caciones que juzgue convenientes y dando cuenta a las Cortes, las leyes promulgadas 
o que se promulguen para la Península”. A continuación, se disponía igualmente para 
Cuba y Puerto Rico un sistema singular de representación en las Cortes del Reino, que 
tendría lugar “en la forma que determine una ley especial”. 

Que esta diferenciación de territorios y de regímenes jurídicos (metropolitanos o penin-
sulares y coloniales) se proyectaba sobre los diferentes “status”, antes apuntados, de 
nacionales-ciudadanos y naturales de los territorios coloniales es algo que se aprecia 
con claridad en el Tratado de Paz entre los Estados Unidos de América y el Reino de 
España, firmado en París el 10 de diciembre de 1898 y ratificado por la Reina Regente 
de España, el 19 de marzo de 1899, cuyo artículo IX estableció que “los súbditos 
españoles, naturales de la Península, residentes en el territorio cuya soberanía España 
renuncia o cede por el presente tratado” podrán, en el caso de que permanecieran en 
el territorio, “conservar su nacionalidad española haciendo ante una oficina de regis-
tro, dentro de un año después del cambio de ratificaciones de este tratado, una decla-
ración de su propósito de conservar dicha nacionalidad”. A falta de esta declaración, el 
Tratado establecía que aquellos súbditos españoles “se considerará que han renuncia-
do dicha nacionalidad y adoptado la del territorio en el cual pueden residir”. La posibi-
lidad de conservar la nacionalidad española se circunscribía, pues, a quien la tenía, 
esto, es a favor de “los súbditos españoles, naturales de la Península” o territorio 
metropolitano. 

De lo anteriormente indicado se desprende que el abuelo paterno de la solicitante no 
es originariamente español, por lo que su hijo y progenitor de la solicitante, nacido el 
20 de mayo de 1920, no adquirió al nacer la nacionalidad española. 

Por otra parte, tampoco se acredita en el expediente la nacionalidad española de 
origen de la madre de la interesada, ya que si bien en el certificado de nacimiento local 
del abuelo materno, Sr. F. D., nacido en S. C. el 1 de mayo de 1917 se hace constar que 
es hijo de padre nacido en Orense, España, no se ha aportado al expediente el certifi-
cado español de nacimiento del bisabuelo de la solicitante, por lo que no resulta pro-
bado que la madre de la interesada naciera originariamente española. 

V. A la vista de los documentos presentados y en los que necesaria y exclusivamente 
habrá de fundarse la resolución de este recurso –cfr. arts. 27, 29 de la Ley del Registro 
Civil y 358 de su Reglamento– no se ha acreditado que el progenitor o la progenitora 
de la optante ostenten la nacionalidad española de forma originaria por lo que no se 
cumple uno de los requisitos esenciales del apartado primero de la disposición adicio-
nal séptima de la Ley 52/2007. 
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Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y 
Estado Civil, ha acordado que procede desestimar el recurso y confirmar el auto 
apelado. 

Madrid, 28 de febrero de 2019

Firmado: El director general: Pedro José Garrido Chamorro.

Sra. encargada del Registro Civil Consular en La Habana (Cuba) 

 Resolución de 28 de febrero de 2019 (14ª) 
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española 

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado prime-
ro de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre 
que hubiere sido originariamente español. 

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007, 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada contra el auto de la encargada del Registro Civil del Consulado General de 
España en la Habana (Cuba). 

HECHOS 

1. Doña R. M. L. R., nacida el 21 de febrero de 1962 en A. P., L. V. (Cuba), de naciona-
lidad cubana, presenta escrito en el Registro Civil Consular de España en La Habana a 
fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la disposición adicional séptima 
de la Ley 52/2007, y adjunta especialmente en apoyo de su solicitud como documen-
tación hoja declaratoria de datos en la que manifiesta que es hija de don D. N. L. P., 
nacido el 29 de octubre de 1929 en Cuba, de nacionalidad cubana y de doña Y. M. R. 
D., nacida el 8 de enero de 1941 en A. P., L. V. (Cuba), de nacionalidad cubana; carnet 
de identidad cubano y certificado literal cubano de nacimiento de la promotora; certifi-
cado literal cubano de nacimiento de la madre de la interesada; certificado literal 
español de nacimiento del abuelo materno de la solicitante, don M. A. R. S., nacido en 
septiembre de 1896 en L., C., originariamente español; documentos de inmigración y 
extranjería del abuelo, en los que se indica que se inscribió en el Registro de Extranjeros 
cubano a la edad de 40 años y que consta la inscripción de carta de ciudadanía 
cubana en fecha 4 de marzo de 1938; certificado cubano en extracto de matrimonio 
de los padres de la solicitante y certificado de jura de intención de adquirir la naciona-
lidad cubana renunciando a la española del abuelo materno fechada el 15 de octubre 
de 1926. 

2. Con fecha 29 de junio de 2015, la encargada del Registro Civil Consular de España 
en La Habana dicta resolución por la que se deniega la inscripción de nacimiento soli-
citada por la interesada, estimando que la peticionaria no prueba suficientemente los 
HECHOS a los que se refiere su declaración, no quedando establecido que en la intere-
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sada concurran los requisitos exigidos en la Ley 52/2007, especialmente en lo que se 
refiere a la acreditación de la nacionalidad española de origen de su progenitora. 

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la Dirección General de los Registros 
y del Notariado contra la resolución denegatoria de su solicitud antes citada, solicitan-
do se revise su expediente, alegando ser nieta de abuelo español de origen nacido en 
L., C. y aportando certificación de jura de intención de adquirir la ciudadanía cubana 
de su abuelo, expedido por el Registro Civil de A. P. (Cuba). 

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han 
guardado en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado 
conforme a derecho, y la encargada del Registro Civil Consular de España en La 
Habana remite el expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado 
para su resolución, junto con informe en el que indica que, teniendo en cuenta que el 
abuelo español de la solicitante obtuvo la nacionalidad cubana en fecha 4 de marzo 
de 1938, y su hija, madre de la solicitante, nace en fecha 8 de enero de 1941, no ha 
quedado establecido que en la solicitante concurran los requisitos exigidos en el apar-
tado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, especialmente en 
lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española de origen de su progeni-
tora. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; las 
disposiciones transitorias segunda y tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el 
artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria prime-
ra de la Ley 29/1995, de 2 de noviembre; la disposición final sexta de la Ley 20/2011 
de 21 de julio de Registro Civil; los artículos 20 del Código Civil (CC), 15, 16, 23 y 67 de 
la Ley del Registro Civil (LRC), 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil (RRC); 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras de 23 de 
marzo de 2010 (4ª), 23 de marzo de 2010 (5ª), 23 de marzo 2010 (6ª), 24 de marzo 
de 2010 (5ª), 28 de abril de 2010 (5ª), 6 de octubre de 2010 (10ª), 15 de noviembre 
de 2010 (5ª), 1 de diciembre de 2010 (4ª); 7 de marzo de 2011 (4ª), 9 de marzo de 
2011(3ª), 3 de octubre de 2011 (17ª), 25 de octubre de 2011 (3ª), 2 de diciembre de 
2011 (4ª),10 de febrero 2012 (42ª), 17 de febrero 2012 (30ª), 22 de febrero 2012 
(53ª), 6 de julio 2012 (5º), 6 de julio 2012 (16ª), 14 de septiembre de 2012 (32ª), y 30 
de enero 2013 (28ª). 

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como española de origen a la nacida el 21 de febrero de 1962 
en A. P., L. V. (Cuba), en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado prime-
ro de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, confor-
me a la cual “1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente espa-
ñol podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en 
el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional”. 
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La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 4 de 
diciembre de 2009 en el modelo normalizado del anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por la encargada 
del Registro Civil Consular de España en La Habana se dictó auto de fecha 29 de junio 
de 2015, denegando lo solicitado. 

III. El auto apelado basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado la nacionalidad española de origen de su progenitora. 

IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas “cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español”, derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se 
exige, pues, que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino 
que ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria. 

A fin de facilitar la acreditación de este extremo –y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello– el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la 
Dirección General de los Registros y del Notariado de 4 de noviembre de 2008, que fija 
las reglas de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la docu-
mentación a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la “certificación 
literal de nacimiento del padre o madre originariamente español del solicitante” 
debiendo “proceder la misma de un registro civil español, ya sea consular o munici-
pal”. Exigencia que se conecta con la consideración del Registro Civil español como 
prueba de los HECHOS y actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, 
que afecten a los españoles –cfr. arts. 1 nº7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil– 

En el presente caso, se han aportado al expediente certificaciones literales cubanas 
de nacimiento de la interesada y de su madre, así como certificado literal español de 
nacimiento del abuelo materno de la solicitante, nacido en septiembre de 1896 en L., 
C., originariamente español. Sin embargo, de acuerdo con el certificado expedido el 3 
de diciembre de 2011 por el Ministerio del Interior cubano, consta en los archivos de 
la Dirección de Inmigración y Extranjería de Cuba, con fecha 4 de marzo de 1938, la 
inscripción de la carta de ciudadanía expedida a favor del abuelo materno, con lo cual, 
a partir de dicha fecha adquiere la ciudadanía cubana renunciando a la española. De 
este modo, su hija y madre de la promotora, nacida el 8 de enero de 1941, no adquirió 
al nacer la nacionalidad española. 

V. A la vista de los documentos presentados y en los que necesaria y exclusivamente 
habrá de fundarse la resolución de este recurso –cfr. arts. 27, 29 de la Ley del Registro 
Civil y 358 de su Reglamento– no se ha acreditado que la progenitora de la optante 
ostente la nacionalidad española de forma originaria por lo que no se cumple uno de 
los requisitos esenciales del apartado primero de la disposición adicional séptima de 
la Ley 52/2007. 
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Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y 
Estado Civil, ha acordado que procede desestimar el recurso y confirmar el auto 
apelado. 

Madrid, 28 de febrero de 2019

Firmado: El director general: Pedro José Garrido Chamorro.

Sra. encargada del Registro Civil Consular en La Habana (Cuba) 

Resolución de 28 de febrero de 2019 (15ª) 
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española 

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado prime-
ro de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, los mayores de edad que 
sean hijos de padre o madre que no hubiere sido originariamente español, y que (el 
padre o la madre) hubieren adquirido anteriormente la nacionalidad española de 
origen por la vía de dicha disposición adicional séptima de la Ley 52/2007. 

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado contra el auto de la encargada del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba). 

HECHOS 

1. Don J. A. F. S., de nacionalidad cubana, presenta escrito en el Registro Civil Consular 
de España en La Habana a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 
52/2007 disposición adicional séptima, y adjunta especialmente en apoyo de su soli-
citud como documentación hoja declaratoria de datos en la que manifiesta que nació 
el 12 de noviembre de 1965 en S. C., O. (Cuba), hijo de don J. F. A., nacido el 20 de 
diciembre de 1939 en P. S., O. (Cuba) de nacionalidad cubana, y de doña A.-M. S. L., 
nacida el 31 de mayo de 1944 en M., O. (Cuba), de nacionalidad cubana y española; 
documento de identidad cubano y certificado literal cubano de nacimiento del promo-
tor; certificado literal español de nacimiento de la madre del interesado, con inscrip-
ción marginal de opción por la nacionalidad española de origen, en virtud de lo dis-
puesto en el apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 
el día 21 de abril de 2010; certificado literal cubano de nacimiento de la progenitora; 
certificado literal español de nacimiento del abuelo materno del solicitante, nacido el 
14 de octubre de 1915 en P., V.; certificado cubano del abuelo materno, reinscripción 
en el Registro Civil cubano efectuada el 31 de julio de 1937 y certificado cubano de 
defunción del abuelo materno. 

2. Con fecha 19 de octubre de 2011, la encargada del Registro Civil Consular de 
España en La Habana dicta auto por el que se deniega la inscripción de nacimiento 
solicitada por el interesado, estimando que el peticionario no prueba suficientemente 
los HECHOS a los que se refiere su declaración, no quedando establecido que en el 
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solicitante concurran los requisitos exigidos en la Ley 52/2007, toda vez que la madre 
del interesado optó por la nacionalidad española de origen según la disposición adicio-
nal séptima de la Ley 52/2007 en fecha 21 de abril de 2010, cuando el solicitante era 
mayor de edad. 

3. Notificado el interesado, interpone recurso ante la Dirección General de los Registros 
y del Notariado contra la resolución denegatoria antes citada, solicitando se revise su 
expediente, aleganado que su abuelo es natural de P., V. 

 4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han 
guardado en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado 
conforme a derecho, y la encargada del Registro Civil Consular de España en La 
Habana remite el expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado 
para su resolución, junto con informe en el que indica que teniendo en cuenta que la 
progenitora española del solicitante optó a la nacionalidad española de origen según 
la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, en fecha 21 de abril de 2010, 
cuando el solicitante era mayor de edad, no ha quedado establecido que concurran los 
requisitos exigidos en la directriz sexta de la Instrucción de fecha 4 de noviembre de 
2008, que regula la aplicación de la Ley 52/2007, especialmente en lo que se refiere 
a estar sujeto a la patria potestad de un español. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; las 
disposiciones transitorias segunda y tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el 
artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria prime-
ra de la Ley 29/1995,de 2 de noviembre; la disposición final sexta de la Ley 20/2011 
de 21 de julio de Registro Civil; los artículos 20 del Código Civil (CC); 15, 16, 23 y 67 de 
la Ley del Registro Civil (LRC); 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil (RRC); 
la instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras de 23 de 
marzo de 2010 (4ª), 23 de marzo de 2010 (5ª), 23 de marzo 2010 (6ª), 24 de marzo 
de 2010 (5ª), 28 de abril de 2010 (5ª), 6 de octubre de 2010 (10ª), 15 de noviembre 
de 2010 (5ª), 1 de diciembre de 2010 (4ª); 7 de marzo de 2011 (4ª), 9 de marzo de 
2011(3ª), 3 de octubre de 2011 (17ª), 25 de octubre de 2011 (3ª), 2 de diciembre de 
2011 (4ª); 10 de febrero 2012 (42ª), 17 de febrero 2012 (30ª), 22 de febrero 2012 
(53ª), 6 de julio 2012 (5º), 6 de julio 2012 (16ª),14 de septiembre de 2012 (32ª), y 30 
de enero 2013 (28ª). 

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el registro civil consular como 
español de origen al nacido en S. C., O. (Cuba) en 1965, en virtud del ejercicio de la 
opción prevista por el apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la cual “1. Las personas cuyo padre o 
madre hubiese sido originariamente español podrán optar a la nacionalidad española 
de origen si formalizan su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en 
vigor de la presente disposición adicional”. 
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La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 3 de 
agosto de 2009 en el modelo normalizado del anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por la encargada 
del registro civil consular se dictó auto de fecha 19 de octubre de 2011 denegando lo 
solicitado. 

III. El auto apelado basa su denegación en que el solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado que su madre fuese originariamente española, ya que la progenitora 
del interesado optó a la nacionalidad española de origen, en virtud del apartado pri-
mero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, con efectos en fecha 21 
de abril de 2010. 

IV. La primera cuestión que se plantea en el recurso es si, al amparo del apartado pri-
mero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, es o no posible realizar 
dos opciones consecutivas de las previstas por el mismo. Es decir, si ejercitada con 
éxito la opción por el hijo o hija de que habla la norma (primer optante), el cual pasa a 
ostentar la nacionalidad española de origen, pueden, a su vez, sus propios hijos o hijas 
ampararse en la misma disposición para acceder a la nacionalidad española (segundo 
optante). 

Esta cuestión fue abordada por la Instrucción de este centro directivo de 4 de noviem-
bre de 2008 distinguiendo dos hipótesis distintas en función de que los hijos del 
primer optante sean mayores o menores de edad. En el caso de que el hijo/a de padre 
o madre originariamente español que ejercita la opción del apartado primero de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 tenga hijos menores de edad, estos 
pueden ejercitar, a su vez, la opción de la letra a) del nº 1 del artículo 20 del Código 
Civil. Así lo declaró en su directriz sexta la citada Instrucción de 4 de noviembre de 
2008. 

Por el contrario, la opción del artículo 20 nº 1 a) del Código Civil no está disponible 
para el caso de que los hijos del optante sean mayores de edad. En el presente caso 
cuando la progenitora del recurrente adquiere la nacionalidad española por el ejercicio 
de la opción de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 en virtud de acta 
de 21 de abril de 2010, inscrita con fecha 2 de abril de 2012, el ahora optante, nacido 
el 12 de noviembre de 1965, había alcanzado ya su mayoría de edad, por lo que no 
podría acceder a la nacionalidad española de origen por esta vía. Se plantea, sin 
embargo, la posibilidad de que estos últimos, nietos del abuelo español, puedan aco-
gerse, a su vez, a la misma opción del apartado primero de la disposición adicional 
séptima. 

V. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas “cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español”, derecho que se 
habrá de formalizar en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
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pues, que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
hubiera ostentado dicha nacionalidad originariamente. 

En el presente caso la progenitora del recurrente ostenta la nacionalidad española “de 
origen” pero adquirida de forma sobrevenida en virtud del ejercicio de la opción previs-
ta en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por lo que se plantea la 
cuestión de determinar si se cumple respecto de la recurrente el requisito exigido por 
el apartado primero de la misma disposición adicional consistente en que su “padre o 
madre hubiese sido originariamente español”. Es decir, se trata de determinar si este 
requisito lo cumple sólo el hijo de padre o madre español de origen “desde su naci-
miento” (del padre o madre), o bien si es suficiente que el hijo lo sea de padre o madre 
español de origen, aunque el título de su adquisición no fuese originario (en el sentido 
de coetáneo al nacimiento), sino sobrevenido. Paralelamente se suscita la cuestión de 
si basta que el progenitor haya sido español en cualquier momento, –de forma que sea 
suficiente que ostente dicha nacionalidad en el momento en que se ejercita la opción–
, o es necesario que lo haya sido en un momento anterior (bien desde el nacimiento 
del progenitor, bien desde el nacimiento del hijo/a, o bien al menos desde la entrada 
en vigor de la norma que atribuye el derecho de opción). Para resolver tales cuestiones 
ha de atenderse a los precedentes históricos de la regulación actual contenida en la 
reiterada disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, y al espíritu y finalidad que 
la inspiran, además de a los términos en que aparece redactada a resultas de su tra-
mitación parlamentaria. 

VI. En cuanto a los precedentes históricos, la Ley de 15 de julio de 1954, de reforma 
del Título Primero del Código Civil, denominado “De los españoles y extranjeros”, por la 
que se da nueva redacción al artículo 18 del Código y amplía la facultad de adquirir la 
nacionalidad española por opción, recoge como novedad entre los supuestos de hecho 
que habilitan para el ejercicio de la opción el relativo a “los nacidos fuera de España 
de padre o madre que originariamente hubieran sido españoles”. 

El artículo 18 del Código civil, en su redacción de 1954, subsiste hasta la reforma 
introducida en el Código por Ley de 13 de julio de 1982, en la que se limita la opción 
como vía para la adquisición de nacionalidad española al caso de “los extranjeros que, 
en supuestos distintos de los previstos en los artículos anteriores, queden sujetos a la 
patria potestad o a la tutela de un español” (cfr. artículo 19). El supuesto del “nacido 
fuera de España de padre o madre que originariamente hubieran sido españoles” 
pasa en dicha reforma a integrar uno de los casos que permiten reducir el tiempo 
necesario para la adquisición de la nacionalidad española por residencia a un año (cfr. 
número 2 del artículo 22). A los efectos de la resolución del presente recurso tiene 
interés destacar que la Ley 51/1982 introdujo por primera vez en nuestra legislación 
un supuesto, calificado por la doctrina del momento como un caso de ficción legal, de 
nacionalidad española “de origen” adquirida sobrevenidamente en un momento pos-
terior al nacimiento. Esto fue lo que hizo el artículo 18 del Código el cual, tras estable-
cer que “El extranjero menor de dieciocho años adoptado en forma plena adquirirá por 
este hecho la nacionalidad española cuando cualquiera de los adoptantes fuera 
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español”, añade un segundo párrafo para especificar que “Si alguno de los adoptantes 
era español al tiempo del nacimiento del adoptado, éste tendrá, desde la adopción, la 
condición de español de origen”. 

Ello supone que, por expresa prescripción legal, se admitía que la condición de espa-
ñol de origen se pudiera ostentar no desde el nacimiento, sino desde la adopción, si 
bien ello sólo se admitía cuando al tiempo del nacimiento del adoptado cualquiera de 
los adoptantes era español. 

VII. Pues bien, esta nueva figura de la nacionalidad de origen adquirida sobrevenida-
mente (que por alguna doctrina se calificó de figura mixta, a medio camino entre la 
atribución originaria –artículo 17– y las adquisiciones derivativas –artículos 19 a 22–), 
planteaba la cuestión de decidir si podía entenderse que los hijos de los adoptados 
que ostentasen la nacionalidad española con tal carácter de origen desde su adop-
ción, podían, a su vez, adquirir la nacionalidad española por residencia acogiéndose al 
plazo abreviado de un año previsto en el artículo 22, párrafo 3º, regla 2ª del Código 
civil (versión dada por Ley 51/1982) a favor de “el nacido fuera de España de padre o 
madre que originariamente hubieran sido españoles”. 

Los comentaristas del momento destacaron, a fin de despejar tal cuestión, la impor-
tancia de los avatares del proceso de elaboración legislativo de la mencionada Ley 
51/1982. Así, el Proyecto de Ley del Gobierno enunciaba el supuesto como referido a 
“El nacido fuera de España de padre que sea o haya sido español” (cfr. artículo 22, 
párrafo 3º, letra b). Tras el proceso de enmiendas queda redactado dicho apartado del 
siguiente modo: “El nacido fuera de España de padre o madre que originariamente 
hubieran sido españoles”. Se vuelve con ello a la redacción que figuraba en el antiguo 
artículo 18, párrafo primero, nº2 del Código Civil, en su redacción de 1954 (si bien 
ahora como un supuesto de naturalización con plazo privilegiado de un año, y no de 
opción). Descartada la versión inicial del Proyecto, no bastaba, en la redacción definiti-
va, como señaló la doctrina, que uno de los progenitores haya sido español en cual-
quier momento, ni que lo fuese en el momento de solicitar la concesión de la naciona-
lidad. Era necesario que uno, al menos, de los progenitores, hubiera sido español de 
origen. Pero cabía dudar si tal expresión comprendía únicamente al padre o madre que 
hubiera sido español o española “de origen desde el nacimiento” o si incluía también 
al padre o madre que hubiera adquirido la nacionalidad española “de origen desde la 
adopción”. La misma doctrina citada, basada en la redacción del precepto (que utiliza 
la expresión “que originariamente hubieran sido españoles”, y no “que sean o hayan 
sido españoles de origen”), en el carácter excepcional del precepto (frente a la regla 
general de diez años de residencia), y en el carácter de ficción legal de la atribución de 
nacionalidad española de origen “desde la adopción”, se inclinaba por la tesis restric-
tiva. 

VIII. La Ley 18/1990, de 17 de diciembre, vuelve a introducir modificaciones en el 
derecho de opción. A estas modificaciones se refiere el preámbulo de la Ley: “En la 
regulación de la opción se mantiene, como uno de los presupuestos para su ejercicio, 
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el caso de quien esté o haya estado sujeto a la patria potestad de un español”. Se 
explica esto ya que una vez suprimida desde 1982 la adquisición por dependencia 
familiar, la sola voluntad de los interesados es el camino indicado, si se formula en 
ciertos plazos para que consigan la nacionalidad española los hijos de quienes la 
hayan adquirido sobrevenidamente. 

IX. En la proposición de Ley de 15 de diciembre de 1989 se atribuía también la facul-
tad de optar a “aquellos cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español (y 
nacido en España)”, supuesto que en el texto definitivo de la Ley 18/1990 pasa a la 
disposición transitoria 3ª. 

Es importante destacar el dato de que una de las carencias principales, comúnmente 
señaladas, de las reformas legales del nuestro Código Civil de 1954, 1975 y 1982 fue 
precisamente la de no incorporar un régimen transitorio que facilitase la transición 
entre la regulación anterior y la posterior, más que de forma muy limitada. Este hecho 
suscitó graves problemas de interpretación que, en parte, quedaron paliados con las 
tres disposiciones transitorias incorporadas a la citada Ley 18/1990. En la primera se 
parte del principio general de irretroactividad de las leyes (cfr. artículo 2 nº3 del Código 
Civil), que como regla general había aplicado ya la doctrina de este centro directivo. 

Pues bien, este principio general, como señala el preámbulo de la Ley 18/1990, 
“queda matizado en las dos disposiciones siguientes, que obedecen al propósito de 
favorecer la adquisición de la nacionalidad española para situaciones producidas con 
anterioridad los emigrantes y sus hijos, cuando hayan llegado a ostentar la nacionali-
dad española, pueden recuperarla por el mecanismo privilegiado del artículo 26, pero 
esas dos disposiciones transitorias avanzan un paso más porque benefician, sobre 
todo, a los hijos de emigrantes que, al nacer, ya no eran españoles”. 

El alcance de ambas disposiciones transitorias (2ª y 3ª) han de ser analizados conjun-
tamente, a fin de poder interpretarlos coordinadamente. Por ello, la Instrucción de este 
centro directivo de 20 de marzo de 1991 sobre nacionalidad, dedicó su epígrafe VIII a 
estudiar al tiempo ambas disposiciones. De la misma resulta, en lo que ahora interesa, 
que la adquisición de la nacionalidad española por opción –con efectos de nacionali-
dad de origen–, contenida en la disposición transitoria segunda, tiene aplicación en 
diversos supuestos, que la Instrucción identifica del siguiente modo: “Adoptados en 
forma plena antes de la Ley 51/1982, de 13 de julio; nacidos en España, antes de la 
Ley de 15 de julio de 1954, de progenitores extranjeros también nacidos en España. 
Pero su ámbito principal comprende los casos de hijo de española, nacido antes de la 
entrada en vigor de la Ley 51/1982, de 13 de julio, al cual le correspondiera seguir, 
según la legislación entonces vigente, la nacionalidad extranjera del padre” (hoy hay 
que entender rectificado este extremo de la Instrucción en el sentido de que el supues-
to se refiere al hijo/a de española nacido/a antes de la entrada en vigor de la 
Constitución). Por su parte, según la misma Instrucción, la disposición transitoria ter-
cera beneficia “a personas que han nacido después del momento en que su progenitor 
hubiera perdido la nacionalidad española. Entonces, si el padre o la madre originaria-
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mente español hubiere nacido en España, pueden optar por la nacionalidad españo-
la”. En consonancia con ello, la declaración decimotercera de la Instrucción afirmaba 
que “La opción por la nacionalidad española de la disposición transitoria tercera 
requiere que el interesado no fuera español al tiempo del nacimiento, por haber perdi-
do antes la nacionalidad española originaria su progenitor nacido en España”. 

Por tanto, a pesar de que desde la aprobación de la Ley 51/1982 existía ya un supues-
to de adquisición sobrevenida de la nacionalidad española de origen (categoría a la 
que la Ley 18/1990 suma otros casos), y por consiguiente existían casos de hijos de 
padre o madre españoles de origen pero no desde su nacimiento, el mantenimiento de 
la fórmula utilizada por el legislador invariablemente desde su introducción por la Ley 
de 15 de julio de 1954 de hijo de padre o madre “que originariamente hubiera sido 
español”, conduce a la interpretación incorporada a la declaración decimotercera de la 
transcrita Instrucción. Esta misma interpretación, como veremos, es a la que responde 
la declaración sexta de la Instrucción de esta dirección general de 4 de noviembre de 
2008, conforme a la cual los hijos mayores de edad de quienes hayan optado a la 
nacionalidad española en virtud de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 
no pueden ejercer la opción del apartado 1 de esta disposición. 

X. Ahora bien, es importante aclarar que si bien la circunstancia de que el progenitor 
del hijo que pretendía optar a la nacionalidad española por la vía de la disposición 
transitoria 3ª de la Ley 18/1990 hubiera perdido previamente la nacionalidad españo-
la que ostentaba originariamente constituye un elemento caracterizador del supuesto 
de hecho tipo o paradigmático (por ser el más común de los contemplados en la 
norma), ello no supone que la pérdida en sí deba ser interpretada necesariamente, a 
pesar del tenor literal de la Instrucción de 20 de marzo de 1991, como integrante de 
una verdadera conditio iuris o requisito sustantivo de aplicación de la citada disposi-
ción transitoria 3ª. En efecto, una cosa es que si la madre incurrió en causa de pérdida 
con anterioridad al nacimiento del hijo, éste no pudiera optar por la vía de la disposi-
ción transitoria 2ª (más beneficiosa), y otra distinta entender que habiendo concurrido 
causa de pérdida y, por tanto, quedando vedada dicha vía, y haciendo tránsito el 
supuesto a la disposición transitoria 3ª, esta última imponga la pérdida como requisito 
sustantivo para su viabilidad, tesis que no se puede mantener pues a pesar de no 
haber concurrido dicha pérdida la madre española no transmitió su nacionalidad origi-
naria al hijo nacido antes de la entrada en vigor de la Constitución española, sin que 
por ello el hijo de la madre que conservó su nacionalidad deba ser de peor condición 
que el hijo de madre que sí perdió por seguir la nacionalidad del marido (aclaración 
que es también extensible a la interpretación del apartado primero de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007). Así resulta igualmente del preámbulo de la Ley 
18/1990 al señalar que la transitoria 3ª “beneficia, sobre todo, a los hijos de los emi-
grantes que, al nacer, ya no eran españoles”: beneficiar sobre todo, no quiere decir 
beneficiar exclusivamente. 

XI. Nuevamente se modifica el Código Civil en materia de nacionalidad a través de la 
Ley 36/2002, de 8 de octubre. Esta reforma contempla de nuevo el supuesto de las 
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personas “cuyo padre o madre hubiera sido originariamente español y nacido en 
España”, respecto del que arbitra un derecho de opción, similar al de la disposición 
transitoria 3ª de la Ley 18/1990, pero ya sin duración predeterminada al suprimirse el 
sistema de plazos preclusivos de la opción establecidos sucesivamente por las Leyes 
18/1990, 15/1993 y 29/1995, y sin la necesidad de residencia en España del optan-
te que había suprimido esta última (cfr. artículo 20 nº1, b). 

Las mismas conclusiones apuntadas en los anteriores fundamentos de derecho de 
esta resolución se desprenden del estudio de la tramitación parlamentaria de la Ley 
36/2002, durante la que fueron rechazadas varias enmiendas tendentes a incluir 
entre los beneficiarios de la opción a “b) Aquellos cuyo padre o madre, abuelo o abuela, 
hubieran sido originariamente españoles”, frente a la fórmula finalmente aprobada 
que permitía a tales nietos obtener la nacionalidad española pero no a través de la 
opción, sino mediante la residencia legal de un año en España (cfr. articulo 22 nº2, f 
del Código civil). 

XII. La redacción incorporada a la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 
tampoco incluye la referencia a los abuelos en su primer apartado (que mantiene la 
fórmula tradicional de “las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente 
español”), aunque sí en el apartado segundo, si bien el ejercicio de la opción queda 
condicionado en este caso a un régimen jurídico distinto, pues no es suficiente que el 
abuelo o abuela hubiere sido español, ya que tal derecho sólo se reconoce a “los 
nietos de quienes perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad española como 
consecuencia del exilio” (en la tramitación parlamentaria no fueron aprobadas las 
enmiendas que pretendían el reconocimiento del derecho de opción a las “personas 
que sean descendientes en primer o segundo grado de un español o española de 
origen”, pasando la segunda generación de descendientes (nietos) al apartado segun-
do de la disposición adicional séptima). 

XIII. De todo lo anterior y del propio carácter excepcional de la Ley que requiere criterios 
de interpretación estricta, resulta que no están comprendidos en el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 los hijos mayores de edad de 
padre o madre español en virtud de haber optado a la nacionalidad española de 
origen conforme a esta misma disposición. Así resulta también de la exposición de 
motivos de dicha ley, según la cual ésta “amplía la posibilidad de adquisición de la 
nacionalidad española a los descendientes hasta el primer grado de quienes hubiesen 
sido originariamente españoles”, sin perjuicio de incluir, a través del apartado 2º de la 
misma disposición adicional séptima, a otros descendientes más allá del primer grado 
–nietos– “de quienes perdieron la nacionalidad española por exilio a consecuencia de 
la Guerra Civil o la Dictadura”, y así lo confirma la interpretación oficial recogida en la 
directriz sexta de la Instrucción de 4 de noviembre de 2008 de esta dirección general. 

XIV. Por otra parte se indica que el abuelo materno de la solicitante, originariamente 
español, nacido en 1915 en Peñafiel, Valladolid, se reinscribió en el Registro Civil 
cubano en fecha 31 de julio de 1937, lo que indica que adquirió la ciudadanía cubana 
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en dicha fecha renunciando a la española, por lo que su hija y madre del solicitante, 
nacida el 31 de mayo de 1944 en Cuba, no es originariamente española. 

No obstante, queda abierto el acceso a la nacionalidad española a favor de los nietos 
nacidos fuera de España de abuelo o abuela que originariamente hubieran sido espa-
ñoles, aun cuando no resulte de aplicación el apartado segundo de la disposición adi-
cional séptima de la Ley 52/2007, por la vía de la residencia con plazo abreviado a un 
año, conforme al artículo 22 nº1, f) del Código Civil, que tras la reforma llevada a cabo 
por Ley 36/2002 incluyó en dicho precepto a los nietos de abuelo o abuela que origi-
nariamente hubieran sido españoles. 

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y 
Estado Civil, ha acordado que procede desestimar el recurso y confirmar el auto 
apelado. 

Madrid, 28 de febrero de 2019

Firmado: El director general: Pedro José Garrido Chamorro.

Sra. encargada del Registro Civil Consular en La Habana (Cuba) 

Resolución de 28 de febrero de 2019 (16ª) 
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española 

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado prime-
ro de la disposición adicional séptima los hijos de padre o madre que no hubiere sido 
originariamente español, y que (el padre o la madre) hubieren adquirido anteriormente 
la nacionalidad española no de origen por la vía del artículo 20.1.b) del Código Civil en 
su redacción dada por la Ley 36/2002. 

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada contra el auto de la encargada del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba). 

HECHOS 

1. Doña I. C. S., nacida el 1 de febrero de 1954 en C., L. V. (Cuba), de nacionalidad 
cubana, presenta escrito en el Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba) 
a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007 disposición adi-
cional séptima, y adjunta especialmente en apoyo de su solicitud como documentación 
hoja declaratoria de datos en la que manifiesta que es hija de don C. C. H., nacido el 
12 de agosto de 1927 en G., S. C. (Cuba), de nacionalidad cubana, y de doña E. E. S. 
J., nacida el 18 de diciembre de 1931 en C., S. S. (Cuba), de nacionalidad cubana y 
española, adquirida esta última por opción; documento de identidad cubano de la 
interesada; certificado cubano en extracto de nacimiento de la promotora; certificado 
literal español de nacimiento de la madre de la interesada, con inscripción marginal de 
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adquisición de la nacionalidad española no de origen, en virtud de lo establecido en el 
artº 20.1.b) del Código Civil, Ley 36/2002, en fecha 15 de febrero de 2007; certificado 
cubano en extracto de matrimonio de los padres de la solicitante, formalizado el 17 de 
agosto de 1960 en C., L. V.; certificado cubano en extracto de defunción de la madre 
de la interesada y certificado de notas marginales a la inscripción de nacimiento de la 
progenitora, en el que se indica que por resolución 7 de 2002 de la registradora del 
Estado Civil de C., se subsana el asiento registral en el sentido que el padre es natural 
de C., el nombre correcto de su madre es N. M. y el nombre del abuelo materno es J. 

2. Con fecha 31 de octubre de 2014, la encargada del Registro Civil Consular de 
España en La Habana dicta auto por el que se deniega la inscripción de nacimiento 
solicitada por la interesada, estimando que la peticionaria no prueba suficientemente 
los HECHOS a los que se refiere su declaración, no quedando establecido que en la 
solicitante concurran los requisitos exigidos en la Ley 52/2007, especialmente en lo 
que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española de origen de su progenito-
ra. 

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la Dirección General de los Registros 
y del Notariado contra la resolución denegatoria antes citada, solicitando la revisión de 
su expediente. Aporta como documentación: certificado literal español de nacimiento 
de la abuela materna de la interesada; certificado cubano en extracto de nacimiento 
de la madre de la promotora así como certificado de notas marginales al mismo; certi-
ficado cubano en extracto de matrimonio de los abuelos maternos de la solicitante; 
certificado cubano de nacimiento de la interesada; certificado de bautismo de la soli-
citante; certificado cubano de nacimiento de dos hermanos de la interesada; certifica-
do literal español de nacimiento de la progenitora; certificados cubanos de defunción 
de la madre y de la abuela de la promotora. 

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han 
guardado en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado 
conforme a derecho, y la encargada del Registro Civil Consular de España en La 
Habana remite el expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado 
para su resolución, junto con informe en el que indica que teniendo en cuenta que la 
progenitora española de la solicitante optó por la nacionalidad española en virtud del 
artículo 20.1.b) del Código Civil en fecha 15 de febrero de 207, no ha quedado estable-
cido que en la interesada concurran los requisitos exigidos en el apartado primero de 
la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, especialmente en lo que se refiere 
a la acreditación de la nacionalidad española de origen de su progenitora. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; las 
disposiciones transitorias segunda y tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el 
artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria prime-
ra de la Ley 29/1995,de 2 de noviembre; la disposición final sexta de la Ley 20/2011 
de 21 de julio de Registro Civil; los artículos 20 del Código Civil (CC); 15, 16, 23 y 67 de 
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la Ley del Registro Civil (LRC); artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro 
Civil (RRC); la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras 
de 23 de marzo de 2010 (4ª), 23 de marzo de 2010 (5ª), 23 de marzo 2010 (6ª, )24 de 
marzo de 2010 (5ª), 28 de abril de 2010 (5ª), 6 de octubre de 2010 (10ª), 15 de 
noviembre de 2010 (5ª), 1 de diciembre de 2010 (4ª); 7 de marzo de 2011 (4ª), 9 de 
marzo de 2011(3ª), 3 de octubre de 2011 (17ª), 25 de octubre de 2011 (3ª), 2 de 
diciembre de 2011 (4ª); 10 de febrero 2012 (42ª), 17 de febrero 2012 (30ª,) 22 de 
febrero 2012 (53ª), 6 de julio 2012 (5º), 6 de julio 2012 (16ª), 14 de septiembre de 
2012 (32ª), y 30 de enero 2013 (28ª). 

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como española de origen a la nacida en C., L. V. (Cuba) el 1 de 
febrero de 1954, en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme 
a la cual “1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español 
podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el 
plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional”. 

En este caso la madre de la interesada tiene la condición de española por haberla 
adquirido en virtud del ejercicio del derecho de opción reconocido por el artículo 
20.1.b) del Código Civil, en su redacción dada por la Ley 36/2002, de 8 de octubre, 
conforme al cual tienen derecho a optar por la nacionalidad española “b) Aquellos 
cuyo padre o madre hubiera sido originariamente español y nacido en España”, opción 
que fue documentada en acta suscrita el 15 de febrero de 2007 e inscrita en el 
Registro Civil Consular de España en La Habana el 13 de marzo de 2007, fecha en la 
que la recurrente era ya mayor de edad. 

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 29 de 
noviembre de 2011 en el modelo normalizado del anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado 
del Registro Civil Consular de España en La Habana se dictó auto el 31 de octubre de 
2014, denegando lo solicitado. 

III. La resolución apelada basa su denegación en que la interesada no puede ejercer la 
opción del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, 
por no haber quedado establecido que en la solicitante concurran los requisitos lega-
les exigidos, especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad 
española de origen de su progenitora, posición que el órgano en funciones de ministe-
rio fiscal comparte en su informe. 

IV. El presente recurso se ha de solventar a la luz del apartado primero de la disposi-
ción adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, que concede un dere-
cho de opción a la nacionalidad española a aquellas personas “cuyo padre o madre 
hubiese sido originariamente español”, derecho que habrá de formalizarse en el plazo 
perentorio señalado en la propia disposición, y conforme a lo solicitado por la interesa-
da en el anexo I presentado en el Registro Civil Consular de España en la Habana el 29 
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de noviembre de 2011. Se exige, en este caso, que la progenitora de la optante no sólo 
tenga la nacionalidad española, sino que ostente dicha nacionalidad en su modalidad 
de originaria. 

Hay que recordar que nuestro ordenamiento jurídico ha venido distinguiendo dos 
modalidades de nacionalidad española en cuanto a los títulos de su adquisición o 
atribución y, parcialmente, en cuanto a los efectos que produce: la nacionalidad origi-
naria y la nacionalidad derivativa o no de origen. Tal distinción estaba asentada en la 
consideración de que la nacionalidad originaria, a diferencia de la derivativa o sobreve-
nida, se adquiría de modo automático sin intervención alguna de la voluntad del inte-
resado en el proceso o iter jurídico de su atribución, la que se produce ope legis desde 
el mismo momento del nacimiento o, por ser más precisos, desde que el nacido 
adquiere personalidad jurídica de conformidad con lo dispuesto por el artículo 30 de 
nuestro Código Civil. 

Esta distinción hoy se mantiene en cuanto determinativa de dos modalidades o cate-
gorías de nacionalidad, en función de su respectivo título de adquisición y generadora 
de ciertos efectos jurídicos diferenciados. Así los españoles de origen no pueden ser 
privados de la nacionalidad española (artículos 11.2 de la Constitución y 25 del Código 
Civil), disponiendo, por otra parte, de un régimen distinto privilegiado de conservación 
de la nacionalidad española en los supuestos de adquisición de la nacionalidad de 
aquellos países especialmente vinculados con España, según resulta de lo establecido 
en el artículo 11.3 de la Constitución española y 24 del Código Civil. 

Sin embargo, otros rasgos tradicionales de la distinción entre la nacionalidad origina-
ria y la no originaria han desaparecido o han variado en la actualidad. En efecto, el 
régimen legal vigente en España sobre la nacionalidad contempla supuestos en los 
que la nacionalidad española originaria no se adquiere desde el nacimiento, siendo 
necesaria una expresa y formal declaración de voluntad del interesado para adquirirla, 
así como el cumplimiento de una serie de requisitos materiales y formales para que la 
adquisición sea válida, en particular los establecidos en el artículo 23 del Código Civil. 

Por ello la adquisición de la nacionalidad española no opera en estos casos (aunque 
se trate de casos de españoles de origen) de modo automático, ni desde la fecha del 
nacimiento. Así sucede, por ejemplo, en los casos previstos en los artículos 17.2 y 19.2 
del Código Civil, esto es, en los supuestos en que la determinación de la filiación res-
pecto de un español o el nacimiento en España se producen después de los dieciocho 
años y en el de los adoptados extranjeros mayores de dieciocho años. Igualmente, la 
nacionalidad española a que da lugar el ejercicio de las opciones previstas por la dis-
posición adicional séptima de la Ley 52/2007 responde a esta última modalidad de 
“nacionalidad española de origen” pero sobrevenida, a que hemos hecho referencia. 
Así resulta del apartado primero, y así debe entenderse también para los nietos de 
españoles a que se refiere su apartado segundo al prever que “este derecho también 
se reconocerá” a las personas que en el mismo se mencionan, debiendo interpretarse 
que el “derecho” a que se refiere es el del optar por la “nacionalidad española de 
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origen”. Precisamente en este carácter se cifra una de las principales diferencias entre 
las citadas opciones de la Ley 52/2007 y la que se contempla para los hijos de espa-
ñol de origen y nacido en España en la letra b) del nº1 del artículo 20 del Código Civil, 
por la que accedió a la ciudadanía española, la madre de la ahora recurrente. Como 
señala la Instrucción de este centro directivo de 4 de noviembre de 2008 en su apar-
tado I “el derecho de opción regulado en el artículo 20.1.b) del Código Civil da lugar a 
la adquisición de la nacionalidad derivativa, es decir, no confiere la cualidad de espa-
ñol de origen, como sí ocurre en los dos supuestos regulados en la disposición adicio-
nal séptima de la Ley 52/2007”. 

V. En el presente caso la progenitora de la optante ostenta la nacionalidad española 
con carácter derivativo y no de forma originaria por haberla adquirido en virtud del 
ejercicio de la opción prevista en el artículo 20.1.b) del Código Civil, por lo que no se 
cumple uno de los requisitos esenciales del apartado primero de la disposición adicio-
nal séptima de la Ley 52/2007. 

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y 
Estado Civil, ha acordado que procede desestimar el recurso y confirmar el auto 
apelado. 

Madrid, 28 de febrero de 2019

Firmado: El director general: Pedro José Garrido Chamorro.

Sra. encargada del Registro Civil Consular en La Habana (Cuba) 

III.3  ADQUISICIÓN DE NACIONALIDAD POR OPCIÓN

III.3.2  OPCIÓN A LA NACIONALIDAD ESPAÑOLA 
POR HIJO ESPAÑOL, ART. 20-1B CC

Resolución de 28 de febrero de 2019 (9ª) 
III.3.2 Inscripción de nacimiento y opción a la nacionalidad española 

No es posible inscribir a la nacida en J., M. (Cuba) en 1974 que ejercita la opción a la 
nacionalidad española prevista en el artículo 20.1.b) del Código Civil, redacción dada 
por Ley 36/2002, porque no está acreditado que el padre fuese originariamente espa-
ñol y nacido en España. 

En el expediente sobre solicitud de inscripción de nacimiento y opción a la nacionali-
dad española remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del 
entablado por la interesada contra el auto de la encargada del Registro Civil del 
Consulado General de España en La Habana (Cuba). 

HECHOS 
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1. Con fecha 18 de abril de 2016 se levantó acta de opción a la nacionalidad española 
en el Consulado General de España en La Habana (Cuba), por la que D.ª R. R. R., 
nacida el 12 de agosto de 1974 en J., M. (Cuba), opta a la nacionalidad española en 
virtud de lo establecido en el artº 20.1.b) del Código Civil, prestando juramento o pro-
mesa de fidelidad al Rey y obediencia a la Constitución y a las leyes españolas, y no 
renunciando a su nacionalidad anterior. 

Acompañaba la siguiente documentación: hoja declaratoria de datos; carnet de identi-
dad cubano y certificado local de nacimiento en extracto de la interesada; certificado 
local en extracto de nacimiento de su padre, Don R. R. H., nacido el 10 de enero de 
1931 en J., M. (Cuba); certificado literal español de nacimiento del abuelo paterno de 
la solicitante, Don J. R. Q., nacido el 8 de febrero de 1866 en S. B., L. P.; documentos 
de inmigración y extranjería del abuelo español; certificado cubano en extracto de 
matrimonio de los padres de la promotora y certificado cubano de defunción del proge-
nitor de la interesada. 

2. Con fecha 21 de abril de 2016, la encargada del registro civil consular de España en 
La Habana (Cuba) dicta resolución denegando la solicitud inscripción de nacimiento y 
el asiento registral de la opción a la nacionalidad española de la promotora, ya que 
estima que la peticionaria no prueba suficientemente los HECHOS a los que se refiere 
su declaración, no quedando establecido que el progenitor de la solicitante sea nacido 
en España, premisa exigida por el artículo 20.1.b) para optar a la nacionalidad españo-
la. 

3. Notificada la resolución, la interesada interpone recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado, solicitante la revisión de su expediente y alegando la 
nacionalidad española de su abuelo. 

4. Previo informe desfavorable del órgano en funciones de ministerio fiscal, la encarga-
da del registro civil consular remite el expediente a la Dirección General de los Registros 
y del Notariado para su resolución junto con informe en el que se indica que la solici-
tante optó a la nacionalidad española en virtud de lo establecido en el artº 20.1.b) 
mediante acta firmada en fecha 18 de abril de 2016 y que su padre nació en Jovellanos, 
Matanzas (Cuba) el 10 de enero de 1931, por lo que no ha quedado establecido que 
en la solicitante concurran los requisitos exigidos en el artº 20.1.b) del Código Civil 
vigente, especialmente en lo que se refiere a que su progenitor hubiera sido originaria-
mente español y nacido en España. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

I. Vistos los artículos 20 del Código Civil (CC); 15, 16 y 23 de la Ley del Registro Civil 
(LRC); 66, 68, 85 y 347 del Reglamento del Registro Civil (RRC), y las resoluciones, 
entre otras, de 23 de abril, 12-9ª de septiembre y 5-2ª de diciembre de 2001; 21-5ª de 
enero, 5 de mayo y 6-3ª de noviembre de 2003; 20-1ª de julio de 2004; 20-3ª de sep-
tiembre de 2005; y 20-5ª de noviembre de 2006; 21-2ª de febrero, 16-4ª de marzo y 
17-4ª de abril de 2007. 
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II. La interesada, nacida el 12 de agosto de 1974 en J., M. (Cuba), formula solicitud de 
opción por la nacionalidad española por ser hija de padre español, nacido en 1931 en 
J., M. (Cuba). Basaba su petición en el artículo 20.1.b) CC, en su redacción dada por 
Ley 36/2002, de 8 de octubre, conforme al cual tienen derecho a optar por la naciona-
lidad española “aquellas [personas] cuyo padre o madre hubiere sido originariamente 
español y nacido en España”. Por la encargada del registro civil consular se dictó auto 
denegando la solicitud al no quedar acreditada la concurrencia de los requisitos nece-
sarios. 

III. La pretensión de la interesada no puede ser estimada, porque son dos los requisi-
tos que exige el citado precepto para que prospere el ejercicio del derecho de opción y 
aun cuando el padre de la interesada hubiera podido nacer originariamente español, 
no nació en España, sino en J., M. (Cuba), no cumpliéndose los requisitos legales exigi-
bles para optar a la nacionalidad española en virtud del artículo 20.1.b) del vigente 
Código Civil. 

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y 
Estado Civil, ha acordado que procede desestimar el recurso y confirmar el auto 
apelado. 

Madrid, 28 de febrero de 2019

Firmado: El director general: Pedro José Garrido Chamorro.

Sra. encargada del Registro Civil Consular en La Habana (Cuba) 

III.8  COMPETENCIA EN EXPEDIENTES DE NACIONALIDAD

III.8.2  COMPETENCIA TERRITORIAL EN EXPEDIENTES DE NACIONALIDAD

Resolución de 27 de febrero de 2019 (11ª) 
III.8.2 Competencia territorial del registro civil del domicilio 

en expediente de nacionalidad por residencia 

El encargado puede y debe declararse incompetente para la actuación registral insta-
da cuando llegue a la convicción de la inexactitud del padrón municipal respecto de la 
persona que promueve el expediente registral ante el registro civil, cuya competencia 
depende del domicilio del promotor al que se refiere la inexactitud. No obstante, a la 
vista de las pruebas presentadas, cabe declarar acreditada la residencia habitual en el 
municipio que consta en el expediente y, en consecuencia, la competencia del registro 
para su tramitación. 

En las actuaciones sobre declaración de incompetencia territorial del registro en un 
expediente de nacionalidad por residencia remitidas a este centro en trámite de recur-
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so por virtud del entablado por el interesado contra auto dictado por la encargada del 
Registro Civil de Vitoria-Gasteiz (Álava). 

HECHOS 

1. Mediante formulario presentado en el Registro Civil de Vitoria-Gasteiz el 15 de abril 
de 2015, el Sr. H. E., mayor de edad y de nacionalidad nigeriana, solicitaba la conce-
sión de la nacionalidad española por residencia. Aportaba los siguientes documentos: 
tarjeta de residencia en España, pasaporte nigeriano, volante de empadronamiento en 
V.-G. con fecha de alta en el municipio el 15 de abril de 2015, certificados de naci-
miento y de ausencia de antecedentes penales en su país de origen, declaración 
jurada de edad, documento de inscripción en el SERVEF (Servicio Valenciano de 
Empleo y Formación) el 10 de abril de 2015 e informe de vida laboral. 

2. Ratificado el promotor el 12 de agosto de 2015, ese mismo día se practicó audien-
cia para comprobar el grado de integración en la sociedad española. El interesado 
declaró entonces que llevaba dos meses viviendo en V. en casa de un primo suyo, 
aunque no se había empadronado hasta el mismo día en que presentó su solicitud de 
nacionalidad; que llevaba dos años desempleado y que en ese momento vivía de los 
envíos de dinero que le mandaban varios familiares desde distintos países de Europa. 

3. En el mismo acto, la encargada del registro le requirió la aportación de documenta-
ción que acreditara su residencia efectiva en V. y que disponía de ingresos suficientes 
de forma periódica. El promotor aportó un nuevo certificado de empadronamiento, un 
documento de alta y renovación en el Servicio Vasco de Empleo con fecha de inscrip-
ción de 4 de junio de 2014, tarjeta sanitaria del Servicio Vasco de Salud y varios justi-
ficantes de envío de dinero desde diferentes países europeos a lo largo de 2015 con 
destino al interesado en domicilios de B., V. y V. 

4. Previo informe del ministerio fiscal, la encargada del registro dictó auto el 26 de 
noviembre de 2015 acordando el archivo de las actuaciones por no considerar acredi-
tado que el domicilio efectivo del promotor estuviera situado en V., dado que se había 
empadronado en esa localidad el mismo día de la presentación de su solicitud y varios 
de los documentos aportados remitían a la provincia de V. 

5. Notificada la resolución en comparecencia personal ante el registro en julio de 
2018, tras un intento fallido realizado por correo certificado en diciembre de 2015, el 
interesado interpuso recurso ante la Dirección General de los Registros y del Notariado 
alegando que sigue residiendo en V. desde que se trasladó en abril de 2015 con el 
propósito de permanecer allí y buscar nuevas oportunidades laborales y no solo para 
tramitar su solicitud de nacionalidad, que el lugar de presentación es irrelevante 
porque el órgano que resuelve es la Dirección General de los Registros y del Notariado, 
que le sorprende que el Registro Civil de Vitoria-Gasteiz haya tardado tres años en 
notificarle el archivo de su expediente y que él creía que durante ese periodo se seguía 
tramitando y esperaba que le comunicaran la resolución de concesión o denegación, 
pero no el archivo. Con el escrito de recurso adjuntaba un certificado de empadrona-
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miento histórico en V. desde abril de 2015, la tarjeta de residencia tramitada en Á. en 
2016, el documento de inscripción en el Servicio Vasco de Empleo en 2014 con reno-
vaciones hasta agosto de 2018, dos contratos de alquiler de habitación en V. de 2016 
a 2019, tarjeta sanitaria del Servicio Vasco de Salud y dos documentos de pago de 
tasas que, según el promotor, se realizaron en una comisaría de policía de V., si bien 
ello no se desprende de los propios documentos. 

6. De la interposición del recurso se dio traslado al ministerio fiscal, que se opuso a su 
estimación. La encargada del Registro Civil de Vitoria-Gasteiz se ratificó en su decisión 
y remitió el expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado para la 
resolución del recurso. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

I. Vistos los artículos 40 del Código Civil (CC); 50 de la Ley de Enjuiciamiento Civil (LEC); 
64 de la Ley del Registro Civil (LRC); 220 a 224 y 365 del Reglamento del Registro Civil 
(RRC), y las resoluciones 1-42ª de marzo, 5-37ª de julio y 15-234ª de noviembre de 
2013; 20-37ª de marzo y 28-110ª de octubre de 2014; 6-47ª y 13-42ª de mayo y 8-21ª 
de julio de 2016, y 17-78ª de febrero, 12-35ª de mayo y 9-34ª de junio de 2017. 

II. El interesado presentó su solicitud de concesión de nacionalidad española por resi-
dencia en el Registro Civil de Vitoria-Gasteiz en abril de 2015. La encargada del regis-
tro, a la vista de que el solicitante se había empadronado en la ciudad el mismo día de 
la presentación de su solicitud y de que algunos de los documentos aportados remitían 
a domicilios en la provincia de Valencia, concluyó que el domicilio efectivo del solicitan-
te no radicaba en V. y dictó auto declarando su incompetencia territorial por no consi-
derar acreditada la residencia habitual del interesado en su demarcación. Este auto 
constituye el objeto del presente recurso. 

III. La cuestión que se plantea pues es la posible divergencia entre el domicilio real del 
interesado y el que declaró en su solicitud, toda vez que dicha circunstancia es la que 
determina la competencia territorial del registro en la tramitación de los expedientes 
de nacionalidad por residencia. Siendo esto así, deben disiparse las dudas posibles 
sobre su veracidad mediante la práctica de las diligencias de investigación y compro-
bación que fuesen necesarias. 

IV. Hay que recordar, en relación con el concepto de domicilio y el valor probatorio de 
los certificados de empadronamiento, que el artículo 16 de la Ley de Bases de Régimen 
Local, redactado por Ley 4/1996, de 10 de enero, dispone en su número 1 que “El 
padrón municipal es un registro administrativo donde constan los vecinos de un muni-
cipio. Sus datos constituyen prueba de la residencia en el municipio y del domicilio 
habitual en el mismo”. Además, se prevé que las certificaciones que de dichos datos 
se expidan tendrán carácter de documento público y fehaciente. Ahora bien, tal carác-
ter se declara y reconoce legalmente para “todos los efectos administrativos”, pero 
sólo para ellos. Por tanto, la certificación del padrón municipal no está contemplada ni 
como prueba exclusiva del domicilio, ni como prueba privilegiada del mismo fuera del 
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ámbito administrativo. Por su parte, el concepto de domicilio a efectos civiles, que es 
el que se ha de entender invocado por la legislación del Registro Civil, en general, y por 
el artículo 365 del Reglamento del Registro Civil, en particular, se encuentra definido 
en el artículo 40 del Código Civil, conforme al cual “el domicilio de las personas natu-
rales es el de su residencia habitual”, esto es, el lugar en el que la persona vive con 
cierta permanencia y que se presume para el futuro. La prueba de la residencia habi-
tual constitutiva del domicilio en el ámbito civil es libre, salvo que alguna norma espe-
cial exija una modalidad de prueba determinada o exima de pruebas complementarias 
acreditando el domicilio por ciertos medios. Esto es lo que sucede en el ámbito del 
Registro Civil en dos casos concretos: a) el artículo 336.3, que dispone que “el domici-
lio de los apátridas se acreditará por certificación municipal o información testifical”; 
b) el artículo 68 párrafo tercero del Reglamento del Registro Civil, que establece, a los 
efectos de aplicar la previsión del artículo 16, párrafo segundo, de la Ley del Registro 
Civil, que el domicilio del progenitor o progenitores legalmente conocidos se justificará 
“por exhibición de los documentos nacionales de identidad oportunos o, en su defec-
to, por certificación del padrón municipal”. 

V. En consecuencia, ni la prueba de la certificación del padrón municipal es exclusiva 
ni viene exigida fuera de los singulares casos citados por la legislación del Registro 
Civil, por lo que revive la regla general en el ámbito civil de que la residencia habitual 
puede acreditarse a través de cualquier otro medio admitido en derecho, correspon-
diendo al encargado del registro civil y, en su caso, a los tribunales la valoración libre 
de los datos que hayan sido aportados: tener en el lugar establecimiento mercantil, 
tener casa abierta, actas notariales, censo electoral y, en sentido contrario, carecer de 
casa abierta, informes policiales adversos, ausencia de visados o permisos de residen-
cia –no de mera estancia– respecto de los extranjeros, etc. (vid. sentencias del Tribunal 
Supremo de 29 de diciembre de 1948 y 23 de junio de 1952, entre otras). Téngase en 
cuenta que el domicilio como lugar de ejercicio de los derechos y cumplimiento de las 
obligaciones (art. 40 CC) puede fijarse arbitrariamente por los interesados dando lugar 
a supuestos de fraude de ley, especialmente facilitado por el hecho de que la inscrip-
ción en el padrón municipal tiene lugar por simple declaración del interesado sin veri-
ficación fehaciente por parte de la Administración de la realidad de tal declaración (cfr. 
art. 15 de la Ley de Bases de Régimen Local). 

VI. Por ello, como se ha dicho, el juez encargado debe, en caso de duda, investigar la 
veracidad del domicilio y comprobar si en este concurren las notas de estabilidad y 
permanencia que lo cualifican como residencia habitual a la vista de la fecha del 
empadronamiento. Ello supone la práctica de las diligencias que sean necesarias para 
comprobar la realidad del domicilio del interesado que consta en el certificado de su 
empadronamiento y que, según el resultado, bien declare su falta de competencia 
para conocer y resolver el expediente si llega a la convicción de la inexactitud del con-
tenido del padrón municipal, bien, en caso afirmativo, continúe la tramitación del 
expediente con la práctica de las diligencias que procedan. En este caso, sin embargo, 
esas diligencias no han sido requeridas ni practicadas, limitándose el auto recurrido a 
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basar su conclusión en el dato de que el interesado se había empadronado en V. al 
mismo tiempo de la presentación de la solicitud de nacionalidad y en que varios de los 
documentos aportados remitían a la provincia de Valencia. A la vista de las pruebas de 
las que disponía en ese momento, son comprensibles las dudas de la encargada 
acerca del verdadero lugar de residencia del promotor. Sin embargo, a partir de la 
documentación incorporada a las actuaciones con ocasión de la presentación del 
recurso se considera acreditado que el recurrente se estableció efectivamente en V. 
en abril de 2015 y reside desde entonces en dicha ciudad, pues así lo prueban el cer-
tificado de empadronamiento histórico y los contratos de alquiler de habitación junto a 
otros indicios, como la inscripción en el Servicio de Empleo Vasco en diciembre de 
2014 (antes de la solicitud de nacionalidad) que se ha ido renovando continuamente 
al menos hasta la presentación del recurso. Por ello, a falta de prueba en contrario, 
puede darse por acreditado en este caso que el domicilio efectivo del promotor se 
encontraba fijado en V. cuando se presentó la solicitud y, por tanto, correspondía en 
aquel momento al Registro Civil de Vitoria-Gasteiz la competencia para tramitar el 
expediente de nacionalidad por residencia. 

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y 
Estado Civil, ha acordado que procede estimar el recurso, dejar sin efecto el auto 
recurrido y devolver las actuaciones para la continuación de la instrucción del expe-
diente conforme al procedimiento aplicable al tiempo de presentación de la solicitud. 

Madrid, 27 de febrero de 2019

Firmado: El director general: Pedro José Garrido Chamorro.

Sra. juez encargada del Registro Civil de Vitoria-Gasteiz (Álava)

III.9  OTRAS CUESTIONES EN EXPEDIENTES DE NACIONALIDAD

III.9.3  CADUCIDAD DE LA CONCESIÓN DE LA NACIONALIDAD ESPAÑOLA

Resolución de 13 de febrero de 2019 (11ª) 
III.9.3 Caducidad de la concesión de la nacionalidad española 

1º) Cuando no conste el paradero del interesado, la notificación se realizará por anun-
cio general mediante edictos (cfr. art. 349 RRC). 

2º) Dictada la resolución de concesión de la nacionalidad española por residencia, el 
plazo de caducidad para cumplir los requisitos del artículo 23 del Código Civil es de 
ciento ochenta días contados desde la notificación de dicha resolución (art. 21.4 CC). 

En las actuaciones sobre caducidad de la concesión de nacionalidad por residencia 
remitidas a este centro en trámite de recurso por virtud del entablado por la interesada 
contra auto dictado por el encargado del Registro Civil de Barcelona. 
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HECHOS 

1. Tras la solicitud presentada en el Registro Civil de Barcelona por la Sra. M. I. P. C., de 
nacionalidad uruguaya, y una vez realizados los trámites pertinentes, la Dirección 
General de los Registros y del Notariado dictó resolución de concesión a la interesada 
de la nacionalidad española por residencia el 25 de noviembre de 2016. 

2. Intentada infructuosamente la notificación mediante correo certificado el 25 y el 30 
de mayo de 2017 y no constando en el registro otro domicilio de la interesada, la 
resolución se notificó finalmente mediante la publicación de un edicto que permaneció 
expuesto entre el 3 y el 25 de julio de 2017. 

3. Transcurridos más de ciento ochenta días desde la notificación por edicto sin que la 
promotora hubiese comparecido, el ministerio fiscal instó la declaración de caducidad 
del expediente, que fue finalmente acordada por el encargado del registro mediante 
auto de 20 de febrero de 2018 por aplicación de lo establecido en el artículo 224 del 
Reglamento del Registro Civil. 

4. Notificada la resolución, se presentó recurso ante la Dirección General de los 
Registros y del Notariado alegando la recurrente que se le había concedido la naciona-
lidad española por residencia en vía de recurso contra una denegación de 2014, que 
desde que presentó el recurso contra dicha denegación en diciembre de ese año no 
había recibido ninguna notificación hasta que se le comunicó la resolución de caduci-
dad, que cumple todos los requisitos para la obtención de la nacionalidad y que no 
entiende cómo no se le había notificado antes el estado de su expediente, dado que 
está al corriente de sus obligaciones y habría sido muy fácil localizarla a través de las 
bases de datos de la Seguridad Social o la Agencia Tributaria. 

5. De la interposición del recurso se dio traslado al ministerio fiscal, que interesó su 
desestimación. El encargado del Registro Civil de Barcelona se ratificó en su decisión y 
remitió el expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado para la 
resolución del recurso. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

I. Vistos los artículos 21 y 23 del Código Civil (CC); 224 y 349 del Reglamento del 
Registro Civil (RRC), y las resoluciones, entre otras, 27-3ª de marzo, 9-4ª de junio y 
17-2ª de diciembre de 2008; 9-4ª de junio de 2009; 25-3ª de junio de 2010; 11-3ª de 
abril de 2011; 13-11ª de enero, 9-18ª de julio y 4-105ª de septiembre de 2014; 25-21ª 
de septiembre, 2-20ª de octubre y 4-61ª de diciembre de 2015; 16-33ª y 23-2ª de 
diciembre de 2016, y 1-9ª de diciembre de 2017.

II. Solicita la recurrente que se deje sin efecto la declaración de caducidad de la conce-
sión de la nacionalidad española por residencia acordada por el encargado del registro 
y basada en la incomparecencia de la interesada una vez transcurridos más de ciento 
ochenta días desde que se notificó mediante edicto la resolución de concesión al no 
resultar localizable la interesada en el único domicilio que figuraba en el expediente. 
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La recurrente alega que habría sido fácil localizarla a través de las bases de datos de 
otras instituciones oficiales. 

III. Dispone el apartado 4 del artículo 21 CC que “Las concesiones por carta de natura-
leza o por residencia caducan a los ciento ochenta días siguientes a su notificación, si 
en este plazo no comparece el interesado ante funcionario competente para cumplir 
los requisitos del artículo 23” y en el mismo sentido se pronuncia el artículo 224 RRC. 
Constan en las actuaciones dos intentos realizados por el registro en mayo de 2017 
para notificar la concesión de la nacionalidad personalmente mediante citación por 
correo certificado, que fue finalmente devuelto por la oficina al no haber sido localiza-
da la destinataria en el único domicilio por ella proporcionado. Ante la imposibilidad de 
comunicación directa, se efectuó la notificación mediante edicto publicado en el tablón 
de anuncios (cfr. art. 349 RRC) del registro. Hay que recordar que es obligación de los 
interesados comunicar al registro o al órgano competente para resolver el expediente 
los cambios de domicilio y así se hace saber expresamente a cada solicitante cuando 
se le comunica que se ha dado entrada a su solicitud en la Dirección General de los 
Registros y del Notariado, de manera que no es admisible la alegación de la recurrente 
en el sentido de que el registro podría haberla localizado a través de otras bases de 
datos oficiales porque ello no exime a los interesados de sus obligaciones. De modo 
que, transcurrido el plazo de ciento ochenta días señalado legalmente sin que la inte-
resada se presentara en el registro o facilitara un nuevo domicilio a efectos de notifica-
ción, la concesión de la nacionalidad española por residencia debe tenerse por cadu-
cada en virtud de lo dispuesto en el artículo 224 RRC. 

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y 
Estado Civil, ha acordado que procede desestimar el recurso y confirmar la caducidad 
declarada. 

Madrid, 13 de febrero de 2019

Firmado: El director general: Pedro José Garrido Chamorro.

Sr. juez encargado del Registro Civil de Barcelona

Resolución de 14 de febrero de 2019 (7ª) 
III.9.3 Caducidad de la concesión de la nacionalidad española 

No resultando acreditado que el vencimiento del plazo para el cumplimiento de los 
requisitos del artículo 23 del Código Civil sea imputable a la interesada, procede dejar 
sin efecto la resolución de caducidad de la concesión prevista en el art. 21.4 CC. 

En las actuaciones sobre caducidad de la concesión de nacionalidad por residencia 
remitidas a este centro en trámite de recurso por virtud del entablado por la interesada 
contra auto dictado por el encargado del Registro Civil de Barcelona. 



M
in

is
te

rio
 d

e 
Ju

st
ic

ia
III Nacionalidad 

◄ 180 ►

BMJ, año LXXIV, enero 2020, núm. 2.226

HECHOS 

1. Tras la solicitud presentada en el Registro Civil de Barcelona en 2012 por la Sra. A. 
M. C. L., de nacionalidad colombiana, y una vez realizados los trámites pertinentes, la 
Dirección General de los Registros y del Notariado (DGRN), con fecha de 15 de diciem-
bre de 2016 y en trámite de resolución de recurso de reposición contra la denegación 
que se había dictado anteriormente, dictó resolución de concesión a la interesada de 
la nacionalidad española por residencia. 

2. Tras un único intento de notificación por parte del registro el 2 de marzo de 2017 en 
el domicilio que figuraba consignado en la resolución de concesión, con resultado 
infructuoso, la notificación se realizó mediante edicto publicado en el registro el 7 de 
abril de 2017. 

3. El 5 de febrero de 2018 se ordenó el traslado de las actuaciones al ministerio fiscal 
para informe sobre la posible declaración de caducidad y, una vez emitido dicho infor-
me en sentido favorable, el encargado del registro dictó auto el 16 de marzo de 2018 
declarando la caducidad del expediente en virtud de lo establecido en el artículo 224 
del Reglamento del Registro Civil. 

4. Notificada la resolución, se presentó recurso ante la Dirección General de los 
Registros y del Notariado alegando la interesada que desde que interpuso el recurso 
contra la denegación inicial de su nacionalidad se había personado regularmente en el 
registro para interesarse por el estado de su expediente sin haber obtenido informa-
ción alguna hasta el 18 de mayo de 2018, cuando, para su sorpresa, le comunicaron 
las resoluciones de archivo; que en el mencionado recurso había argumentado que el 
registro no había tenido en cuenta su último cambio de domicilio que, al igual que otro 
anterior, había comunicado oportunamente; que el registro seguía sin tomar nota de 
los cambios, por lo que la notificación de la concesión fue defectuosa y debía ser 
declarada nula, procediéndose a continuación a realizarla correctamente y empezar a 
contar desde entonces el plazo de ciento ochenta días. 

5. De la interposición del recurso se dio traslado al ministerio fiscal, que interesó su 
desestimación. El encargado del Registro Civil de Barcelona se ratificó en su decisión y 
remitió el expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado para la 
resolución del recurso. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

I. Vistos los artículos 21 del Código Civil (CC); 224 y 349 del Reglamento del Registro 
Civil (RRC), y las resoluciones, entre otras, 9-2ª de enero y 27-6ª de noviembre de 
2007; 20-26ª de mayo de 2016; 24-11ª de enero de 2017, y 4-1ª de mayo de 2018. 

II. La recurrente solicitó la nacionalidad española por residencia y, una vez dictada 
resolución de concesión –en trámite de recurso de reposición contra una denegación 
anterior–, tras un intento fallido de notificación por correo postal, la resolución se 
notificó mediante la publicación de un edicto, declarando finalmente el encargado del 
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registro la caducidad de la concesión por el transcurso del plazo previsto en el artículo 
224 RRC. Contra este auto de declaración de caducidad se presentó el recurso ahora 
examinado. 

III. Dispone el apartado 4 del artículo 21 CC que “Las concesiones por carta de natura-
leza o por residencia caducan a los ciento ochenta días siguientes a su notificación, si 
en este plazo no comparece el interesado ante funcionario competente para cumplir 
los requisitos del artículo 23”. En el mismo sentido se pronuncia el artículo 224 RRC. 
En este caso, el registro efectuó la notificación de la concesión mediante edicto publi-
cado en el tablón de anuncios (cfr. art. 349 RRC) tras un intento infructuoso de reali-
zarla en la dirección que figuraba consignada en la resolución emitida por la DGRN y 
que, según la interesada, correspondía al que era su domicilio en el momento de la 
solicitud, si bien después se mudó dos veces y en ambas ocasiones comunicó al 
registro su nueva dirección. A través de la documentación disponible en este centro no 
ha sido posible comprobar este último extremo, pero lo que sí resulta acreditado es 
que en el recurso de reposición interpuesto contra la denegación inicial de 6 de 
noviembre de 2013 se designaba claramente un domicilio distinto del que se hizo 
constar en la resolución junto a otro, a efectos de notificaciones, correspondiente a 
una abogada. De manera que, independientemente de que la interesada hubiera 
comunicado o no su nuevo domicilio al registro o de que este no agotara los intentos 
de localización y notificación por otros medios antes de acudir a la publicación de un 
edicto, es evidente que se produjo un error, no imputable a la interesada, al no consig-
nar en la resolución de concesión el nuevo domicilio que había sido designado expre-
samente para la notificación en el escrito de recurso de reposición, por lo que no se 
considera procedente la declaración caducidad en este caso. 

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: 

1.º Estimar el recurso y dejar sin efecto la resolución de caducidad recurrida. 

2.º Retrotraer las actuaciones al momento en que la interesada debió ser notificada 
del contenido de la resolución de estimación del recurso de reposición y de la conce-
sión de la nacionalidad española por residencia. 

Madrid, 14 de febrero de 2019

Firmado: El director general: Pedro José Garrido Chamorro.

Sr. juez encargado del Registro Civil de Barcelona

Resolución de 27 de febrero de 2019 (6ª) 
III.9.3 Caducidad de la concesión de la nacionalidad española 

Dictada la resolución de concesión de la nacionalidad española por residencia, el 
plazo de caducidad para cumplir los requisitos del artículo 23 del Código Civil es de 
ciento ochenta días contados desde la notificación de dicha resolución (art. 21.4 CC). 
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En las actuaciones sobre caducidad de la concesión de nacionalidad por residencia 
remitidas a este centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el interesado 
contra auto dictado por la encargada del Registro Civil de Calahorra (La Rioja). 

HECHOS 

1. Tras la solicitud presentada el 2 de julio de 2003 en el Registro Civil de Calahorra 
(La Rioja) por el Sr. M. M., de nacionalidad argelina, y una vez realizados los trámites 
pertinentes, la Dirección General de los Registros y del Notariado dictó resolución de 
concesión al interesado de la nacionalidad española por residencia el 15 de noviem-
bre 2004. 

2. La resolución se notificó al interesado en comparecencia personal el 15 de abril de 
2005, al tiempo que se le advertía de la necesidad de comparecer ante el registro 
dentro del plazo de ciento ochenta días desde la fecha de notificación, transcurridos 
los cuales se entendería caducada la concesión. 

3. No habiendo comparecido el promotor hasta entonces, el 24 de octubre de 2005 se 
instó la caducidad del expediente, que fue declarada ese mismo día por acuerdo de la 
encargada en aplicación de lo establecido en el artículo 224 del Reglamento del 
Registro Civil. 

4. Notificada la resolución, se presentó recurso ante la Dirección General de los 
Registros y del Notariado alegando el recurrente que no se presentó en el registro 
dentro del plazo de ciento ochenta días por motivos laborales en su país de origen y 
por desconocimiento del procedimiento de renuncia a su nacionalidad argelina, pero 
que nunca renunció expresamente a la adquisición de la nacionalidad española, por lo 
que solicita la revocación de la declaración de caducidad. 

5. De la interposición del recurso se dio traslado al ministerio fiscal, que interesó la 
confirmación de la resolución recurrida. La encargada del Registro Civil de Calahorra 
ratificó la decisión adoptada y remitió el expediente a la Dirección General de los 
Registros y del Notariado para la resolución del recurso. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

I. Vistos los artículos 21 y 23 del Código Civil (CC); 224 y 349 del Reglamento del 
Registro Civil (RRC), y las resoluciones, entre otras, 27-3ª de marzo, 9-4ª de junio y 
17-2ª de diciembre de 2008; 9-4ª de junio de 2009; 25-3ª de junio de 2010; 11-3ª de 
abril de 2011; 13-11ª de enero, 9-18ª de julio y 4-105ª de septiembre de 2014; 25-21ª 
de septiembre, 2-20ª de octubre y 4-61ª de diciembre de 2015; 16-33ª y 23-2ª de 
diciembre de 2016, y 1-9ª de diciembre de 2017. 

II. Solicita el recurrente que se deje sin efecto la declaración de caducidad de la conce-
sión de la nacionalidad española por residencia acordada por la encargada del registro 
y basada en la incomparecencia del interesado una vez transcurridos más de ciento 
ochenta días desde que se le notificó la resolución de concesión. 
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III. En primer lugar, debe decirse que no consta la notificación al interesado (personal-
mente o por otros medios, incluida la publicación de un edicto como último recurso) de 
la resolución de caducidad, por lo que, a pesar del tiempo transcurrido entre dicha 
declaración (octubre de 2005) y la interposición del recurso (mayo de 2018), este 
debe ser admitido al no resultar probado documentalmente que ha sido interpuesto 
fuera de plazo. 

IV. Aclarado lo anterior, dispone el apartado 4 del artículo 21 CC que “Las concesiones 
por carta de naturaleza o por residencia caducan a los ciento ochenta días siguientes 
a su notificación, si en este plazo no comparece el interesado ante funcionario compe-
tente para cumplir los requisitos del artículo 23” y en el mismo sentido se pronuncia el 
artículo 224 RRC. La notificación de la concesión se hizo efectiva el 15 de abril de 
2005 en comparecencia personal del interesado ante el registro, según se acredita en 
la documentación incorporada al expediente. Y, tanto en la diligencia de entrega como 
en la propia resolución de concesión, figuraba expresamente el aludido plazo de cadu-
cidad. Sin embargo, el interesado no volvió a comparecer ante el registro hasta la pre-
sentación del recurso, sin que haya justificado de ningún modo en sus alegaciones por 
qué no solicitó una cita para completar los trámites durante todo ese tiempo. De 
manera que la declaración de caducidad acordada es ajustada a derecho.  

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y 
Estado Civil, ha acordado que procede desestimar el recurso y confirmar la caducidad 
declarada. 

Madrid, 27 de febrero de 2019

Firmado: El director general: Pedro José Garrido Chamorro.

Sra. juez encargada del Registro Civil de Calahorra (La Rioja)

Resolución de 27 de febrero de 2019 (7ª) 
III.9.3 Caducidad de la concesión de la nacionalidad española 

No resultando acreditado que el vencimiento del plazo para el cumplimiento de los 
requisitos del artículo 23 del Código Civil sea imputable a la interesada, procede dejar 
sin efecto la resolución de caducidad de la concesión prevista en el art. 21.4 CC. 

En las actuaciones sobre caducidad de la concesión de nacionalidad por residencia 
remitidas a este centro en trámite de recurso por virtud del entablado por la interesada 
contra auto dictado por la encargada del Registro Civil de Inca (Illes Balears). 

HECHOS 

1. Tras la solicitud presentada en el Registro Civil de Inca (Illes Balears) en 2011 por la 
Sra. R. S. de L., de nacionalidad boliviana, y una vez realizados los trámites pertinen-
tes, la Dirección General de los Registros y del Notariado (DGRN), con fecha de 7 de 
julio de 2015 y en trámite de resolución de recurso de reposición contra la denegación 
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que se había dictado anteriormente, dictó resolución de concesión a la interesada de 
la nacionalidad española por residencia. 

2. Tras varios intentos de notificación con resultado infructuoso (7 y 9 de agosto y 21 y 
25 de septiembre de 2017) por parte del registro en el domicilio que figuraba consig-
nado en la resolución de concesión, la notificación se realizó mediante edictos publica-
dos en el Registro Civil de Inca (del 2 al 22 de noviembre de 2017) y en el del Juzgado 
de Paz de Pollença (del 6 al 20 de noviembre de 2017), este último correspondiente al 
domicilio que figuraba en el expediente. 

3. El 10 de mayo de 2018 se ordenó el traslado de las actuaciones al ministerio fiscal 
para informe sobre la posible declaración de caducidad y, una vez emitido dicho infor-
me en sentido favorable, la encargada del registro dictó auto el 17 de mayo de 2018 
declarando la caducidad del expediente en virtud de lo establecido en el artículo 224 
del Reglamento del Registro Civil. 

4. Notificada la resolución, se presentó recurso ante la Dirección General de los 
Registros y del Notariado alegando la interesada que se enteró de la caducidad cuando 
se personó en el registro para interesarse por el estado de su expediente y se le infor-
mó de que había sido citada en varias ocasiones en su anterior domicilio; que tanto en 
el escrito de recurso de reposición contra la denegación inicial como en otro posterior 
al que adjuntó un certificado de penales, había designado claramente un nuevo domi-
cilio a efectos de notificaciones (además de un fax, un teléfono y una dirección electró-
nica) que, sin embargo, no había sido tenido en cuenta en ningún momento, por lo que 
considera que no se ha actuado diligentemente a la hora de notificar las citaciones 
para comparecer en el registro. Con el escrito de recurso adjuntaba copias selladas de 
los documentos mencionados. 

5. De la interposición del recurso se dio traslado al ministerio fiscal, que interesó su 
desestimación. La encargada del Registro Civil de Inca emitió informe en el que consi-
dera que no existen defectos de notificación atribuibles al registro y remitió el expe-
diente a la Dirección General de los Registros y del Notariado para la resolución del 
recurso. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

I. Vistos los artículos 21 del Código Civil (CC); 224 y 349 del Reglamento del Registro 
Civil (RRC), y las resoluciones, entre otras, 9-2ª de enero y 27-6ª de noviembre de 
2007, 20-26ª de mayo de 2016, 24-11ª de enero de 2017, y 4-1ª de mayo de 2018. 

II. La recurrente solicitó la nacionalidad española por residencia y, una vez dictada 
resolución de concesión –en trámite de recurso de reposición contra una denegación 
anterior–, tras varios intentos fallidos por medio de correo postal, la notificación se 
practicó finalmente mediante la publicación de edictos, declarando la encargada del 
registro la caducidad de la concesión por el transcurso del plazo previsto en el artículo 
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224 RRC. Contra este auto de declaración de caducidad se presentó el recurso ahora 
examinado. 

III. Dispone el apartado 4 del artículo 21 CC que “Las concesiones por carta de natura-
leza o por residencia caducan a los ciento ochenta días siguientes a su notificación, si 
en este plazo no comparece el interesado ante funcionario competente para cumplir 
los requisitos del artículo 23”. En el mismo sentido se pronuncia el artículo 224 RRC. 
En este caso, el registro efectuó la notificación de la concesión mediante edictos 
publicados en el tablón de anuncios (cfr. art. 349 RRC) tras los intentos infructuosos 
de realizarla en la dirección que figuraba consignada en la resolución emitida por la 
DGRN y que, según la interesada, correspondía al que era su domicilio en el momento 
de la solicitud, pero del que se mudó después. A través de la documentación aportada, 
resulta acreditado que, tanto en el recurso de reposición interpuesto contra la denega-
ción inicial como en un escrito posterior (pero anterior a la resolución del recurso) con 
el que se aportó documentación complementaria, se designaba claramente un domici-
lio a efectos de notificaciones, correspondiente a un despacho de abogados, distinto 
del que se hizo constar en la resolución. De manera que, independientemente de que 
la interesada hubiera comunicado o no su nuevo domicilio al registro –que actuó 
correctamente intentando la notificación en el único domicilio del que tenía noticia–, 
es evidente que se produjo un error, no imputable a la interesada, al no consignar en la 
resolución de concesión el nuevo domicilio que había sido designado expresamente 
para la notificación en el escrito de recurso de reposición, por lo que no se considera 
procedente la declaración caducidad en este caso. 

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y 
Estado Civil, ha acordado que procede: 

1.º Estimar el recurso y dejar sin efecto la resolución de caducidad recurrida. 

2.º Retrotraer las actuaciones al momento en que la interesada debió ser notificada 
del contenido de la resolución de estimación del recurso de reposición y de la conce-
sión de la nacionalidad española por residencia. 

Madrid, 27 de febrero de 2019

Firmado: El director general: Pedro José Garrido Chamorro.

Sra. juez encargada del Registro Civil de Inca (Illes Balears)

Resolución de 27 de febrero de 2019 (13ª) 
III.9.3 Caducidad de la concesión de la nacionalidad española 

Dictada la resolución de concesión de la nacionalidad española por residencia, el 
plazo de caducidad para cumplir los requisitos del artículo 23 del Código Civil es de 
ciento ochenta días contados desde la notificación de dicha resolución (art. 21.4 CC). 
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En las actuaciones sobre caducidad de la concesión de nacionalidad por residencia 
remitidas a este centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el interesado 
contra auto dictado por el encargado del Registro Civil de Barcelona. 

HECHOS 

1. Tras la solicitud presentada en el Registro Civil de Barcelona por el Sr. F. J. R. O., de 
nacionalidad chilena, y una vez realizados los trámites pertinentes, la Dirección 
General de los Registros y del Notariado dictó resolución de concesión al interesado de 
la nacionalidad española por residencia el 26 de febrero de 2013. 

2. La resolución se notificó por medio de correo certificado el 7 de abril de 2017, al 
tiempo que se advertía al interesado de la necesidad de comparecer ante el registro 
dentro del plazo de ciento ochenta días desde la fecha de notificación, transcurridos 
los cuales caducaría la concesión. 

3. No habiendo comparecido el promotor hasta entonces, el 22 de noviembre de 2017 
se trasladaron las actuaciones al ministerio fiscal, que instó la caducidad del expe-
diente, declarada finalmente por el encargado del registro mediante auto de 18 de 
diciembre de 2017 por aplicación de lo establecido en el artículo 224 del Reglamento 
del Registro Civil. 

4. Notificada la resolución, se presentó recurso ante la Dirección General de los 
Registros y del Notariado alegando el recurrente que debía de haber algún error en las 
notificaciones realizadas anteriormente, que mantiene el interés en el proceso de 
nacionalización y que no es cierto lo que se dice en el auto recurrido, por lo que solicita 
que se abra un nuevo plazo para continuar con los trámites de adquisición de la 
nacionalidad. Al escrito de recurso adjuntaba una resolución de denegación de entra-
da en España el 12 de marzo de 2015 por falta de documentación. Posteriormente, 
requerido el promotor para que ratificara ante el registro el recurso presentado, remitió 
un nuevo escrito de alegaciones indicando que en ese momento se encontraba reali-
zando un curso en una universidad de Chile, pero que estaba programando el viaje de 
vuelta a España y que seguía interesado en adquirir la nacionalidad española, por lo 
que solicitaba que se le diera cita a partir del 25 de julio de 2018. También solicitaba 
que se tuviera en cuenta que en marzo de 2015 se le había denegado indebidamente 
la entrada en España, lo que había retrasado el proceso de adquisición de la naciona-
lidad. Adjuntaba un certificado de alumno del Centro de Formación Técnica INACAP. 

5. De la interposición del recurso se dio traslado al ministerio fiscal, que interesó su 
desestimación. El encargado del Registro Civil de Barcelona se ratificó en su decisión y 
remitió el expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado para la 
resolución del recurso. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

I. Vistos los artículos 21 y 23 del Código Civil (CC); 224 y 349 del Reglamento del 
Registro Civil (RRC), y las resoluciones, entre otras, 27-3ª de marzo, 9-4ª de junio y 
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17-2ª de diciembre de 2008; 9-4ª de junio de 2009; 25-3ª de junio de 2010; 11-3ª de 
abril de 2011; 13-11ª de enero, 9-18ª de julio y 4-105ª de septiembre de 2014; 25-21ª 
de septiembre, 2-20ª de octubre y 4-61ª de diciembre de 2015; 16-33ª y 23-2ª de 
diciembre de 2016, y 1-9ª de diciembre de 2017. 

II. Solicita el recurrente que se deje sin efecto la declaración de caducidad de la conce-
sión de la nacionalidad española por residencia acordada por el encargado del registro 
y basada en la incomparecencia del interesado una vez transcurridos más de ciento 
ochenta días desde que se le notificó la resolución de concesión. 

III. Dispone el apartado 4 del artículo 21 CC que “Las concesiones por carta de natura-
leza o por residencia caducan a los ciento ochenta días siguientes a su notificación, si 
en este plazo no comparece el interesado ante funcionario competente para cumplir 
los requisitos del artículo 23” y en el mismo sentido se pronuncia el artículo 224 RRC. 
La notificación de la concesión se hizo efectiva el 7 de abril de 2017 por medio de 
correo certificado remitido al domicilio del promotor cuyo justificante de entrega 
consta en la documentación incorporada al expediente. En dicho justificante figura 
identificada con su nombre, apellido, DNI y firma la persona que se hizo cargo del 
aviso (según su declaración, un amigo del promotor, el mismo que ha recogido todas 
las notificaciones posteriores) y, tanto en la diligencia de notificación expedida por el 
registro como en la propia resolución de concesión, figuraba expresamente el aludido 
plazo de caducidad. Sin embargo, el interesado no compareció en el registro en ningún 
momento dentro del mencionado plazo, sin que haya justificado de ningún modo en 
las alegaciones del recurso por qué no solicitó cita para completar los trámites durante 
todo ese tiempo. De manera que la declaración de caducidad acordada debe conside-
rarse ajustada a derecho. 

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y 
Estado Civil, ha acordado que procede desestimar el recurso y confirmar la caducidad 
declarada. 

Madrid, 27 de febrero de 2019

Firmado: El director general: Pedro José Garrido Chamorro.

Sr. juez encargado del Registro Civil de Barcelona



M
in

is
te

rio
 d

e 
Ju

st
ic

ia
IV Matrimonio 

◄ 188 ►

BMJ, año LXXIV, enero 2020, núm. 2.226

IV  MATRIMONIO

IV.2  EXPEDIENTE PREVIO PARA LA CELEBRACIÓN DEL 
MATRIMONIO CIVIL

IV.2.1  AUTORIZACIÓN DE MATRIMONIO

Resolución de 6 de febrero de 2019 (9ª) 
IV.2.1 Autorización de matrimonio 

Se retrotraen las actuaciones para que se practiquen las audiencias reservadas a los 
interesados. 

En el expediente sobre autorización de matrimonio remitido a este centro directivo en 
trámite de recurso por virtud del entablado por los interesados contra el auto del 
encargado del Registro Civil de Torrelavega (Cantabria). 

HECHOS 

1. Mediante escrito presentado en el registro civil, Don P. G.-Q. R., nacido en España y 
de nacionalidad española, y D.ª Y. A. P. nacida en República Dominicana y de naciona-
lidad española, obtenida por residencia en el año 2011, solicitaban autorización para 
contraer matrimonio civil. Se acompañaba la siguiente documentación: certificado de 
nacimiento, certificado de matrimonio con inscripción marginal de divorcio y volante 
de empadronamiento del interesado y certificado de nacimiento, fe de vida y estado y 
volante de empadronamiento de la interesada. 

2. Ratificados los interesados, comparecen dos testigos que manifiestan que tienen el 
convencimiento de que el matrimonio proyectado no incurre en prohibición legal alguna. 
El ministerio fiscal se opone al matrimonio proyectado. El encargado del registro civil 
mediante auto de fecha 17 de mayo de 2018, no autoriza la celebración del matrimo-
nio. 

3. Notificados los interesados éstos interponen recurso ante la Dirección General de 
los Registros y del Notariado, solicitando que se autorice la celebración del matrimo-
nio. 

4. Notificado el ministerio fiscal, éste interesa la confirmación de la resolución apela-
da. El encargado del registro civil remite el expediente a la Dirección General de los 
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Registros y del Notariado para su resolución, con la emisión de un informe desfavora-
ble. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

I. Vistos los artículos 49 y 56 del Código Civil (CC); 228 de la Ley de Enjuiciamiento Civil 
(LEC); 97 de la Ley del Registro Civil (LRC); 243, 244 y 246 del Reglamento del Registro 
Civil (RRC); las Instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de enero de 2006, y las 
resoluciones, entre otras, de 9-1ª y 2ª de julio, 19-2ª de octubre y 16 de diciembre de 
1996; 13 de marzo de 2000; 5-3ª de enero de 2002; 17-3ª de mayo de 2004; 29-1ª de 
enero de 2007; 2-6ª de abril y 5-13ª de noviembre de 2008, y 27-1ª de enero de 2009. 

II. En el expediente previo al matrimonio es trámite imprescindible la audiencia perso-
nal, reservada y por separado de cada contrayente, que debe efectuar el instructor, 
asistido del secretario, para cerciorarse de la inexistencia de impedimento de ligamen 
o de cualquier otro obstáculo legal para la celebración (cfr. art. 246 RRC). 

III. Como viene reiteradamente insistiendo esta dirección general a través de su cons-
tante doctrina y mediante las Instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de enero de 
2006, el trámite de audiencia es fundamental y su importancia ha aumentado en los 
últimos tiempos, especialmente en los matrimonios entre español y extranjero, en 
cuanto que por él puede en ocasiones descubrirse el propósito fraudulento de las 
partes, que no desean en realidad ligarse con el vínculo sino aprovecharse de la apa-
riencia matrimonial para obtener las ventajas que del matrimonio resultan para el 
extranjero. Si, por éste u otros medios, el encargado llega a la convicción de que existe 
simulación, no debe autorizar un matrimonio nulo por falta de verdadero consenti-
miento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73.1º CC). 

IV. En este caso en el expediente no constan la entrevista en audiencia reservada de 
ninguno de los promotores, por lo que no se puede comparar preguntas y respuestas. 
Debe constar una entrevista para cada promotor con las mismas preguntas para poder 
comparar las respuestas dadas, y además las entrevistas deben ser amplias y detalla-
das. 

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y 
Estado Civil, ha acordado que procede retrotraer las actuaciones para que sean oídos 
por separado en audiencia reservada a los interesados y a la vista de dichas actuacio-
nes, se dicte auto por el que se resuelva en el sentido que proceda su pretensión. 

Madrid, 6 de febrero de 2019

Firmado: El director general: Pedro José Garrido Chamorro.

Sr. juez encargado del Registro Civil de Torrelavega (Cantabria)
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Resolución de 6 de febrero de 2019 (11ª) 
IV.2.1 Autorización de matrimonio 

Se deniega porque hay datos objetivos bastantes para deducir la ausencia de consen-
timiento matrimonial 

En el expediente sobre autorización de matrimonio remitido a este centro directivo en 
trámite de recurso por virtud del entablado por los interesados contra el auto del 
encargado del Registro Civil de Culleredo (A Coruña). 

HECHOS 

1. Mediante escrito presentado en el registro civil, Don J. L. C. R., nacido en la República 
Dominicana y de nacionalidad dominicana y D.ª E. M. B. K., nacida en Suiza y de 
nacionalidad suiza, solicitaban autorización para contraer matrimonio civil. Se acom-
pañaba la siguiente documentación: acta inextensa de nacimiento, declaración de 
soltería y volante de empadronamiento del interesado y certificado de nacimiento, 
certificado de matrimonio con inscripción marginal de divorcio y volante de empadro-
namiento de la interesada. 

2. Ratificados los interesados, comparecen dos testigos que manifiestan que tienen el 
convencimiento de que el matrimonio proyectado no incurre en prohibición legal alguna. 
Se celebran las entrevistas en audiencia reservada. El ministerio fiscal se opone al 
matrimonio proyectado. El encargado del registro civil mediante auto de fecha 20 de 
junio de 2018, no autoriza la celebración del matrimonio. 

3. Notificados los interesados, éstos interponen recurso ante la Dirección General de 
los Registros y del Notariado, solicitando que se autorice la celebración del matrimonio. 

4. Notificado el ministerio fiscal, este interesa la desestimación del recurso interpuesto 
y la confirmación del auto apelado. El encargado del registro civil remite el expediente 
a la Dirección General de los Registros y del Notariado para su resolución, con un 
informe desfavorable. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950, sobre protección de los derechos 
humanos y de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York 
de 19 de diciembre de 1966, de derechos civiles y políticos; la resolución del Consejo 
de la Unión Europea de 4 de diciembre de 1997, sobre las medidas que deberán 
adoptarse en materia de lucha contra los matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 
14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 73 y 74 del Código Civil (CC); 386 de la Ley 
de Enjuiciamiento Civil (LEC); 238, 245, 246, 247 y 358 del Reglamento del Registro 
Civil (RRC); las Instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de enero de 2006, y las 
resoluciones, entre otras, de 30-2ª de diciembre de 2005; 23-1ª de febrero, 27-2ª de 
marzo, 5-3ª y 4ª de abril, 31-3ª de mayo, 27-3ª y 4ª de junio, 10-4ª, 13-1ª y 20-3ª de 
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julio, 1-4ª, 7-3ª y 9-2ª de septiembre, 9-1ª, 3ª y 5ª de octubre, 14-2ª, 5ª y 6ª de noviem-
bre y 13-4ª y 5ª de diciembre de 2006; 25-1ª, 3ª y 4ª de enero, 2-1ª , 22-2ª, 27-3ª y 
28-4ª de febrero de 2007. 

II. En el expediente previo al matrimonio es trámite esencial e imprescindible (cfr. 
Instrucción de 9 de enero de 1995, norma 3ª e Instrucción de 31 de enero de 2006, 
norma VII), la audiencia personal, reservada y por separado de cada contrayente, que 
debe efectuar el Instructor, asistido del secretario, para cerciorarse de la inexistencia 
de impedimento de ligamen o de cualquier otro obstáculo legal para la celebración (cfr. 
art. 246 RRC). 

III. La importancia de este trámite ha aumentado en los últimos tiempos ya que, 
mediante él, puede en ocasiones descubrirse el verdadero propósito fraudulento de 
las partes, que no desean en realidad ligarse con el vínculo matrimonial, sino aprove-
charse de la apariencia matrimonial para que los promotores extranjeros obtengan las 
ventajas que el matrimonio conlleva. Si, a través de este trámite, o de otros medios 
objetivos, el encargado llega a la convicción de que existe simulación, no debe autori-
zar un matrimonio nulo por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 
45 y 73-1º CC). No obstante, son sobradamente conocidas las dificultades prácticas 
de la prueba de la simulación. No existiendo normalmente pruebas directas, es casi 
siempre necesario acudir a la prueba de presunciones, es decir, que ha de deducirse 
de un hecho o de unos HECHOS demostrados, mediante un enlace preciso y directo 
según las reglas del criterio humano, la ausencia de consentimiento que se trata de 
probar (cfr. art. 386 LEC), a cuya finalidad es de gran importancia la cuidadosa prácti-
ca de las audiencias reservadas. 

IV. En los supuestos en los que uno de los cónyuges de un matrimonio celebrado en el 
extranjero por extranjeros adquiere después la nacionalidad española, en los que el 
Registro Civil español pasa a ser sobrevenidamente competente para la inscripción del 
matrimonio (cfr. art. 15 LRC), la doctrina oficial que este centro directivo viene soste-
niendo es que resulta improcedente que se intenten aplicar las normas españolas 
sobre ausencia de consentimiento matrimonial: no hay puntos de conexión que justifi-
quen tal aplicación porque la capacidad de los contrayentes, a la fecha de la celebra-
ción del matrimonio, que es cuando ha de ser valorada, se rige por su anterior ley per-
sonal (cfr. art. 9 nº 1 CC) y, por tanto, procede la inscripción de ese matrimonio. Sin 
embargo, siendo cierto lo anterior, también lo es que dicha doctrina requiere, y así se 
hace constar reiteradamente en las resoluciones de esta dirección general, que no 
existan dudas de que el enlace ha cumplido los requisitos de fondo y forma exigidos 
por la ley extranjera aplicable, requisitos que en principio habrán sido apreciados 
favorablemente por parte de los órganos registrales competentes extranjeros que pri-
mero autorizaron y después inscribieron el matrimonio. 

V. La cuestión que ahora se plantea es si tal doctrina debe aplicarse no sólo en los 
supuestos de matrimonios celebrados en el extranjero entre extranjeros, sino también 
cuando ciudadanos extranjeros solicitan autorización para contraer matrimonio en 
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España con otros ciudadanos extranjeros. En principio la regla sobre la ley aplicable a 
la capacidad y al consentimiento matrimoniales, determinada por el estatuto personal 
de los contrayentes, es la misma en uno y otro caso (cfr. art. 9 nº 1 CC), y así ha de 
ratificarse ahora ante la evidencia de que, si bien nuestro derecho positivo carece de 
una norma de conflicto específica y autónoma respecto del “consentimiento matrimo-
nial”, no debe escapar a la consideración del intérprete que el citado consentimiento 
matrimonial, como elemento esencial en la celebración del matrimonio (cfr. art. 45 
CC), es materia directamente vinculada al “estado civil” y, como tal, sujeta al mismo 
estatuto personal de los contrayentes. 

VI. Sin embargo lo anterior no debe llevar a la conclusión de que la ley extranjera que 
integra el citado estatuto personal de los contrayentes se haya de aplicar siempre y en 
todo caso, sino que en ejecución de la regla de excepción del orden público internacio-
nal –que actúa con mayor intensidad cuando se trata de crear o constituir una nueva 
situación jurídica (en este caso un matrimonio todavía no celebrado) que cuando se 
pretender atribuir efectos a una relación jurídica ya perfeccionada al amparo de la ley 
extranjera– deberá dejar de aplicarse la norma foránea cuando deba concluirse que 
tal aplicación pararía en la vulneración de principios esenciales, básicos e irrenuncia-
bles de nuestro ordenamiento jurídico. Y a este propósito no es vano recordar la doctri-
na de este centro directivo en el sentido de que el consentimiento matrimonial real y 
libre es cuestión que debe ser considerada materia de orden público, por su carácter 
esencial en nuestro derecho (cfr. art. 45 CC), en el derecho internacional convencional 
y, en particular, en el convenio relativo al consentimiento para el matrimonio, hecho en 
Nueva York el 10 de diciembre de 1962 (BOE del 29 de mayo de 1969), cuyo artículo 
primero exige para la validez del matrimonio el pleno y libre consentimiento de ambos 
contrayentes. 

Dado que no cabe que las autoridades del foro autoricen un matrimonio cuando se 
pretenda celebrar contra la voluntad o sin el consentimiento real de los contrayentes, 
ha de denegarse la autorización en los supuestos de simulación, aunque los interesa-
dos estén sujetos por su estatuto personal a legislaciones que admitan en sede matri-
monial una suerte de consentimiento abstracto, sin causa o desconectado de toda 
relación con la finalidad institucional del matrimonio (cfr. art. 12 nº 3 CC), facilitando 
con ello que esta institución sea utilizada como instrumento de un fraude de ley a las 
normas rectoras de la nacionalidad o la extranjería o a otras de diversa índole. Pero, 
con ser esto último importante, lo determinante para excepcionar la aplicación de la 
ley extranjera es el hecho de que un consentimiento simulado supone una voluntad 
matrimonial inexistente, en la medida en que la voluntad declarada no se corresponde 
con la interna, produciéndose en tales casos una discordancia consciente cuyo efecto 
es la nulidad absoluta, ipso iure e insubsanable del matrimonio celebrado (cfr. art. 74 
CC), y ello cualquiera sea la causa simulationis, o propósito práctico pretendido in 
casu, que actúa como agente de una ilicitud civil incompatible con la protección jurídi-
ca que del ius nubendi se desprende en favor de la verdadera voluntad matrimonial. 
Por ello no cabe excusar la práctica de la audiencia reservada de los contrayentes (cfr. 
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art. 246 RRC), ni obviar la eventual consecuencia de la desestimación de la solicitud 
de autorización, con el fin de impedir la celebración de un matrimonio claudicante, que 
nacería con la tacha de nulidad de pleno derecho si realmente se constata la existen-
cia de una simulación del consentimiento, extremo que en todo caso debe ser contras-
tado. 

VII. En el caso actual se trata de la solicitud de autorización para contraer matrimonio 
civil en España entre un ciudadano dominicano y una ciudadana suiza, ambos residen-
tes en España y de las audiencias reservadas y demás actuaciones llevadas a cabo en 
el expediente, se desprenden determinados HECHOS objetivos de los que cabe deducir 
que el matrimonio proyectado no ha perseguido los fines propios de esta institución. 
Los interesados se conocieron a través de la hija de ella, que es pareja de un amigo de 
él y decidieron casarse cuando la hija de la promotora se hizo pareja de hecho con su 
compañero (16 de agosto de 2017). En el expediente consta un minucioso informe 
tanto de la Policía Municipal como de la Guardia Civil, de fecha 11 de mayo de 2018, 
en el que consta que, después de las distintas gestiones llevadas a cabo no sólo con 
relación a los interesados sino también con relación al hijo y al exmarido de la promo-
tora, así como de la convivencia real de los mismos, se pone de relieve las discrepan-
cias en las declaraciones de los interesados relativas a datos que debían conocer el 
uno del otro, incurriendo en contradicciones ambos, así como de las circunstancias 
referidas al entorno familiar de ambos , toda la documentación consta en el expedien-
te. Los interesados no viven juntos y además existe una notable diferencia de edad 
entre ellos siendo la interesada 21 años mayor que el interesado. 

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y 
Estado Civil, ha acordado que procede desestimar el recurso y confirmar el auto apela-
do. 

Madrid, 6 de febrero de 2019

Firmado: El director general: Pedro José Garrido Chamorro.

Sr./Sra. juez encargado/a del Registro Civil de Culleredo (A Coruña)

Resolución de 6 de febrero de 2019 (13ª) 
IV.2.1 Autorización de matrimonio 

Se deniega porque hay datos objetivos bastantes para deducir la ausencia de consen-
timiento matrimonial 

En el expediente sobre autorización de matrimonio remitido a este centro directivo en 
trámite de recurso por virtud del entablado por los interesados contra el auto del 
encargado del Registro Civil de Fuengirola (Málaga). 
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HECHOS 

1. Mediante escrito presentado en el registro civil, Don A. M. C., nacido en Marruecos y 
de nacionalidad española, obtenida por residencia en el año 2010, solicitaba autoriza-
ción para contraer matrimonio civil por poder con D.ª F. Z. E. G., nacida y domiciliada en 
Marruecos y de nacionalidad marroquí. Se acompañaba la siguiente documentación: 
certificado de nacimiento, certificado de matrimonio con inscripción marginal de divor-
cio y volante de empadronamiento del interesado y pasaporte, copia literal de partida 
de nacimiento de nacimiento, acta de matrimonio, acta de divorcio y poder para fines 
de matrimonio de la interesada. 

2. Ratificados los interesados, comparecen dos testigos que manifiestan que tienen el 
convencimiento de que el matrimonio proyectado no incurre en prohibición legal alguna. 
Se celebran las entrevistas en audiencia reservada. El ministerio fiscal se opone al 
matrimonio proyectado. El encargado del registro civil mediante auto de fecha 20 de 
julio de 2018, no autoriza la celebración del matrimonio. 

3. Notificados los interesados éstos interponen recurso ante la Dirección General de 
los Registros y del Notariado, solicitando que se autorice la celebración del matrimo-
nio. 

4. Notificado el ministerio fiscal, este interesa la desestimación del recurso y la confir-
mación del auto apelado. El encargado del registro civil remite el expediente a la 
Dirección General de los Registros y del Notariado para su resolución. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950, sobre protección de los derechos 
humanos y de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York 
de 19 de diciembre de 1966 de derechos civiles y políticos; la resolución del Consejo 
de la Unión Europea de 4 de diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán 
adoptarse en materia de lucha contra los matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 
14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 73 y 74 del Código Civil (CC); 386 de la Ley 
de Enjuiciamiento Civil (LEC); 238, 245, 246, 247 y 358 del Reglamento del Registro 
Civil (RRC); la Instrucción de 9 de enero de 1995; la Instrucción de 31 de enero de 
2006, y las resoluciones, entre otras, de 30-2ª de diciembre de 2005; 31-3ª de mayo, 
27-3ª y 4ª de junio, 10-4ª, 13-1ª y 20-3ª de julio, 1-4ª, 7-3ª y 9-2ª de septiembre, 9-1ª, 
3ª y 5ª de octubre, 14-2ª, 5ª y 6ª de noviembre y 13-4ª y 5ª de diciembre de 2006; 
25-1ª, 3ª y 4ª de enero, 2-1ª , 22-2ª, 27-3ª y 28-4ª de febrero, 30-5ª de abril, 28-6ª y 
30-4ª de mayo, 11-3ª y 4ª, 12-3ª de septiembre, 29-4ª y 6ª de noviembre, 14-1ª y 4ª y 
26-5ª de diciembre de 2007; 24-4ª de abril y 19-2ª de diciembre de 2008. 

II. En el expediente previo para la celebración del matrimonio es un trámite imprescin-
dible la audiencia personal, reservada y por separado de cada contrayente, que debe 
efectuar el Instructor, asistido del secretario, para cerciorarse de la inexistencia del 
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impedimento de ligamen o de cualquier otro obstáculo legal para la celebración (cfr. 
art. 246 RRC). 

III. La importancia de este trámite ha aumentado en los últimos tiempos, especialmen-
te en los matrimonios entre español y extranjero, en cuanto que por él puede en oca-
siones descubrirse el verdadero propósito fraudulento de las partes, que no desean en 
realidad ligarse con el vínculo matrimonial, sino aprovecharse de la apariencia matri-
monial para obtener las ventajas que del matrimonio resultan para el extranjero. Si, a 
través de este trámite o de otros medios, el encargado llega a la convicción de que 
existe simulación, no debe autorizar un matrimonio nulo por falta de verdadero con-
sentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º CC). 

IV. Ahora bien, las dificultades prácticas de la prueba de la simulación son sobrada-
mente conocidas. No existiendo normalmente pruebas directas de ésta, es casi siem-
pre necesario acudir a la prueba de presunciones, es decir, deducir de un hecho o de 
unos HECHOS demostrados, mediante un enlace preciso y directo según las reglas del 
criterio humano, la ausencia de consentimiento que se trata de probar (cfr. art. 386 
LEC). 

V. En el caso actual se trata de la solicitud de autorización para contraer matrimonio 
civil, por poder, entre un ciudadano español, de origen marroquí y una ciudadana 
marroquí y de las audiencias reservadas se desprenden determinados HECHOS objeti-
vos de los que cabe deducir que el matrimonio que se pretende celebrar no persigue 
los fines propios de esta institución. El interesado contrajo matrimonio con una ciuda-
dana española en el año 2004, se divorcia de la misma el 27 de abril de 2012 y en 
julio de 2012 contrae matrimonio con la promotora, con la que tiene dos hijos en 
común, para divorciarse de la misma en el año 2016. Ahora pretende contraer matri-
monio por poderes para lo cual aportan un poder para contraer matrimonio que no es 
válido en la legislación marroquí. Ambos declaran que se conocieron en abril de 2012 
( todavía casado con la española, de la que se divorcia días después) y se casaron en 
julio de 2012, quisieron legalizar el matrimonio en España, sin embargo para poder 
hacerlo, el promotor debería de haber hecho un expediente de capacidad matrimonial 
y como no lo hizo, el encargado del registro civil emitió auto denegando la inscripción 
del matrimonio, por ese motivo los interesados se divorcian para solicitar la autoriza-
ción para contraer matrimonio por poderes. Ella reconoce que el matrimonio por 
poderes no es legal en Marruecos, donde ella seguiría siendo divorciada, pero dice que 
ella actúa siguiendo instrucciones de su pareja; la promotora desconoce la dirección 
del interesado y tampoco sabe nada de su trabajo, excepto que trabaja en la construc-
ción, dice que vive con sus suegros, sin embargo el promotor dice que ella vive con el 
padre de él; ella dice que vivirán en España, concretamente en F., pero él dice que no 
sabe donde vivirán aunque, si todo va bien lo harían en España. El interesado desco-
noce si este matrimonio es legal o no en Marruecos, pero declara que no le importa 
porque lo que quiere es legalizarlo en España. En este caso el matrimonio civil y por 
poderes no es legal en Marruecos, donde ella seguiría siendo divorciada, lo más lógico 



M
in

is
te

rio
 d

e 
Ju

st
ic

ia
IV Matrimonio 

◄ 196 ►

BMJ, año LXXIV, enero 2020, núm. 2.226

sería que el interesado solicitara un certificado de capacidad matrimonial para con-
traer matrimonio en Marruecos y luego solicitara su inscripción en el Registro español. 

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y 
Estado Civil, ha acordado que procede desestimar el recurso y confirmar el auto apela-
do. 

Madrid, 6 de febrero de 2019

Firmado: El director general: Pedro José Garrido Chamorro.

Sr. juez encargado del Registro Civil de Fuengirola (Málaga)

Resolución de 6 de febrero de 2019 (14ª) 
IV.2.1 Autorización de matrimonio 

Se deniega porque hay datos objetivos bastantes para deducir la ausencia de consen-
timiento matrimonial. 

En el expediente sobre autorización de matrimonio remitido a este centro directivo en 
trámite de recurso por virtud del entablado por los interesados contra el auto del 
encargado del registro civil de Verín (Ourense). 

HECHOS 

1. Mediante escrito presentado en el registro civil, D.ª A. I. V. C., nacida en España y de 
nacionalidad española, y Don W. W. Y. G., nacido en Ecuador y de nacionalidad ecuato-
riana solicitaban autorización para contraer matrimonio civil. Se acompañaba la 
siguiente documentación: certificado de nacimiento, certificado de matrimonio con 
inscripción marginal de divorcio y volante de empadronamiento de la interesada y 
partida de nacimiento de nacimiento, certificado de matrimonio con inscripción margi-
nal de divorcio y volante de empadronamiento del interesado. 

2. Ratificados los interesados, comparecen dos testigos que manifiestan que tienen el 
convencimiento de que el matrimonio proyectado no incurre en prohibición legal alguna. 
Se celebran las entrevistas en audiencia reservada. El ministerio fiscal se opone al 
matrimonio proyectado. El encargado del registro civil mediante auto de fecha 25 de 
mayo de 2018, no autoriza la celebración del matrimonio. 

3. Notificados los interesados, éstos interponen recurso ante la Dirección General de 
los Registros y del Notariado, solicitando que se autorice la celebración del matrimonio. 

4. Notificado el ministerio fiscal, este impugna el recurso interpuesto emitiendo un 
informe desfavorable. El encargado registro civil remite el expediente a la Dirección 
General de los Registros y del Notariado para su resolución. 
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FUNDAMENTOS DE DERECHO 

I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950, sobre protección de los derechos 
humanos y de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York 
de 19 de diciembre de 1966, de derechos civiles y políticos; la resolución del Consejo 
de la Unión Europea de 4 de diciembre de 1997, sobre las medidas que deberán 
adoptarse en materia de lucha contra los matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 
14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 73 y 74 del Código Civil (CC); 386 de la Ley 
de Enjuiciamiento Civil (LEC); 238, 245, 246, 247 y 358 del Reglamento del Registro 
Civil (RRC); la Instrucción de 9 de enero de 1995; la Instrucción de 31 de enero de 
2006, y las resoluciones, entre otras, de 30-2ª de diciembre de 2005; 31-3ª de mayo, 
27-3ª y 4ª de junio, 10-4ª, 13-1ª y 20-3ª de julio, 1-4ª, 7-3ª y 9-2ª de septiembre, 9-1ª, 
3ª y 5ª de octubre, 14-2ª, 5ª y 6ª de noviembre y 13-4ª y 5ª de diciembre de 2006; 
25-1ª, 3ª y 4ª de enero, 2-1ª , 22-2ª, 27-3ª y 28-4ª de febrero, 30-5ª de abril, 28-6ª y 
30-4ª de mayo, 11-3ª y 4ª, 12-3ª de septiembre, 29-4ª y 6ª de noviembre, 14-1ª y 4ª y 
26-5ª de diciembre de 2007; 24-4ª de abril y 19-2ª de diciembre de 2008. 

II. En el expediente previo para la celebración del matrimonio es un trámite imprescin-
dible la audiencia personal, reservada y por separado de cada contrayente, que debe 
efectuar el Instructor, asistido del secretario, para cerciorarse de la inexistencia del 
impedimento de ligamen o de cualquier otro obstáculo legal para la celebración (cfr. 
art. 246 RRC). 

III. La importancia de este trámite ha aumentado en los últimos tiempos, especialmen-
te en los matrimonios entre español y extranjero, en cuanto que por él puede en oca-
siones descubrirse el verdadero propósito fraudulento de las partes, que no desean en 
realidad ligarse con el vínculo matrimonial, sino aprovecharse de la apariencia matri-
monial para obtener las ventajas que del matrimonio resultan para el extranjero. Si, a 
través de este trámite o de otros medios, el encargado llega a la convicción de que 
existe simulación, no debe autorizar un matrimonio nulo por falta de verdadero con-
sentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º CC). 

IV. Ahora bien, las dificultades prácticas de la prueba de la simulación son sobrada-
mente conocidas. No existiendo normalmente pruebas directas de ésta, es casi siem-
pre necesario acudir a la prueba de presunciones, es decir, deducir de un hecho o de 
unos HECHOS demostrados, mediante un enlace preciso y directo según las reglas del 
criterio humano, la ausencia de consentimiento que se trata de probar (cfr. art. 386 
LEC). 

V. En el caso actual se trata de la solicitud de autorización para contraer matrimonio 
civil entre una ciudadana española y un ciudadano ecuatoriano y de las audiencias 
reservadas se desprenden determinados HECHOS objetivos de los que cabe deducir 
que el matrimonio que se pretende celebrar no persigue los fines propios de esta insti-
tución. Discrepan en lo relativo a cuando se conocieron, ya que ella dice que fue hace 
doce años mientras que él declara que se conocieron hace ocho o diez años. Ella 
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declara que se fueron a vivir juntos al domicilio del interesado en V. del que no recuer-
da el nombre, allí vivieron un año, luego la relación fue de idas y venidas y cuando el 
promotor ingresó en prisión retomaron la relación, en los permisos penitenciarios de él 
convivían en la A. de P., por el contrario, el interesado dice que estaban juntos por 
temporadas porque cada uno tenía su casa, residían en la A. de P., antes de ingresar 
en prisión y ahora ella vive allí con el hermano de él. El interesado afirma que, cuando 
salga de prisión piensan residir en el mismo domicilio, sin embargo, ella dice que resi-
dirán en F. donde piensa poner un bar en el que él puede trabajar, al respecto, el inte-
resado dice que él trabajaba en la construcción y en el momento en que salga de pri-
sión trabajará en lo mismo, aunque tiene una oferta de trabajo en forestal. Ninguno de 
los dos sabe la fecha de nacimiento del otro ni la edad. Ella afirma que el interesado 
llegó a España hace 15 años y vivió primero en S. de C. y después en V., sin embargo, 
él dice que siempre vivió en V. Ella dice que está operada de una cesárea y una “cono-
lización” vertical, sin embargo él dice que ella no ha tenido operaciones; ella indica 
que él tuvo un accidente laboral y a consecuencia del mismo le tuvieron que operar de 
la espalda, afirma también que tiene problemas de rodilla y una minusvalía aunque, 
no sabe en qué consiste, por el contrario, interesado declara que fue operado de rodi-
llas, del pulmón a consecuencia de una puñalada y lleva placas de metal en la espalda, 
declara tener una minusvalía del 43%. Ella tiene tres hermanos llamados M., G. y J., 
sin embargo, él indica que sólo conoce a un hermano de ella llamado J. A. El interesa-
do dice que conoce a los dos hijos de ella, aunque al niño sólo le ha visto una vez 
porque vive con la abuela, ya que la promotora tiene trabajo a turnos y por eso los dos 
niños viven con su madre en V., sin embargo, ella no menciona en que ciudad viven 
sus hijos manifestando que, sólo conoce a la niña porque el niño lo crio la abuela. Lo 
manifestado en las audiencias por ambos se contradice también con lo declarado por 
los testigos del expediente. El interesado tiene una orden de expulsión y ha sido conde-
nado por varios delitos como violencia de género, falsificación en documentos públi-
cos, tráfico de drogas, etc., además se ha comprobado que los interesados no residen 
en el domicilio en el que han manifestado vivir en las audiencias. 

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y 
Estado Civil, ha acordado que procede desestimar el recurso y confirmar el auto apela-
do.

Madrid, 6 de febrero de 2019

Firmado: El director general: Pedro José Garrido Chamorro.

Sr. juez encargado del Registro Civil de Verín (Ourense)

Resolución de 6 de febrero de 2019 (15ª) 
IV.2.1 Autorización de matrimonio 

Se deniega porque hay datos objetivos bastantes para deducir la ausencia de consen-
timiento matrimonial. 
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En el expediente sobre autorización de matrimonio remitido a este centro directivo en 
trámite de recurso por virtud del entablado por los interesados contra el auto del 
encargado del Registro Civil de Madrid. 

HECHOS 

1. Mediante escrito presentado en el registro civil, Don J. V. B., nacido en Reino Unido 
y de nacionalidad británica y Don F. M. B. F., nacido en Brasil y de nacionalidad brasile-
ña, solicitaban autorización para contraer matrimonio civil. Se acompañaba la siguien-
te documentación: certificado de nacimiento y volante de empadronamiento del intere-
sado británico y certificado de nacimiento y volante de empadronamiento del interesa-
do brasileño. 

2. Ratificados los interesados, comparecen dos testigos que manifiestan que tienen el 
convencimiento de que el matrimonio proyectado no incurre en prohibición legal 
alguna. Se celebran las entrevistas en audiencia reservada. El ministerio fiscal se 
opone al matrimonio proyectado. El encargado del registro civil mediante auto de 
fecha 4 de julio de 2018 no autoriza la celebración del matrimonio. 

3. Notificados los interesados, éstos interponen recurso ante la Dirección General de 
los Registros y del Notariado, solicitando que se autorice la celebración del matrimo-
nio. 

4. Notificado el ministerio fiscal, este interesa y la confirmación del auto apelado, por 
sus propios fundamentos. El encargado del registro civil remite el expediente a la 
Dirección General de los Registros y del Notariado para su resolución, con un informe 
desfavorable. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950, sobre protección de los derechos 
humanos y de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York 
de 19 de diciembre de 1966, de derechos civiles y políticos; la resolución del Consejo 
de la Unión Europea de 4 de diciembre de 1997, sobre las medidas que deberán 
adoptarse en materia de lucha contra los matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 
14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 73 y 74 del Código Civil (CC); 386 de la Ley 
de Enjuiciamiento Civil (LEC); 238, 245, 246, 247 y 358 del Reglamento del Registro 
Civil (RRC); las Instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de enero de 2006, y las 
resoluciones, entre otras, de 30-2ª de diciembre de 2005; 23-1ª de febrero, 27-2ª de 
marzo, 5-3ª y 4ª de abril, 31-3ª de mayo, 27-3ª y 4ª de junio, 10-4ª, 13-1ª y 20-3ª de 
julio, 1-4ª, 7-3ª y 9-2ª de septiembre, 9-1ª, 3ª y 5ª de octubre, 14-2ª, 5ª y 6ª de noviem-
bre y 13-4ª y 5ª de diciembre de 2006; 25-1ª, 3ª y 4ª de enero, 2-1ª, 22-2ª, 27-3ª y 
28-4ª de febrero de 2007. 

II. En el expediente previo al matrimonio es trámite esencial e imprescindible (cfr. 
Instrucción de 9 de enero de 1995, norma 3ª e Instrucción de 31 de enero de 2006, 
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norma VII), la audiencia personal, reservada y por separado de cada contrayente, que 
debe efectuar el Instructor, asistido del secretario, para cerciorarse de la inexistencia 
de impedimento de ligamen o de cualquier otro obstáculo legal para la celebración (cfr. 
art. 246 RRC). 

III. La importancia de este trámite ha aumentado en los últimos tiempos ya que, 
mediante él, puede en ocasiones descubrirse el verdadero propósito fraudulento de 
las partes, que no desean en realidad ligarse con el vínculo matrimonial, sino aprove-
charse de la apariencia matrimonial para que los promotores extranjeros obtengan las 
ventajas que el matrimonio conlleva. Si, a través de este trámite, o de otros medios 
objetivos, el encargado llega a la convicción de que existe simulación, no debe autori-
zar un matrimonio nulo por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 
45 y 73-1º CC). No obstante, son sobradamente conocidas las dificultades prácticas 
de la prueba de la simulación. No existiendo normalmente pruebas directas, es casi 
siempre necesario acudir a la prueba de presunciones, es decir, que ha de deducirse 
de un hecho o de unos HECHOS demostrados, mediante un enlace preciso y directo 
según las reglas del criterio humano, la ausencia de consentimiento que se trata de 
probar (cfr. art. 386 LEC), a cuya finalidad es de gran importancia la cuidadosa prácti-
ca de las audiencias reservadas. 

IV. En los supuestos en los que uno de los cónyuges de un matrimonio celebrado en el 
extranjero por extranjeros adquiere después la nacionalidad española, en los que el 
Registro Civil español pasa a ser sobrevenidamente competente para la inscripción del 
matrimonio (cfr. art. 15 LRC), la doctrina oficial que este centro directivo viene soste-
niendo es que resulta improcedente que se intenten aplicar las normas españolas 
sobre ausencia de consentimiento matrimonial: no hay puntos de conexión que justifi-
quen tal aplicación porque la capacidad de los contrayentes, a la fecha de la celebra-
ción del matrimonio, que es cuando ha de ser valorada, se rige por su anterior ley per-
sonal (cfr. art. 9 nº 1 CC) y, por tanto, procede la inscripción de ese matrimonio. Sin 
embargo, siendo cierto lo anterior, también lo es que dicha doctrina requiere, y así se 
hace constar reiteradamente en las resoluciones de esta dirección general, que no 
existan dudas de que el enlace ha cumplido los requisitos de fondo y forma exigidos 
por la ley extranjera aplicable, requisitos que en principio habrán sido apreciados 
favorablemente por parte de los órganos registrales competentes extranjeros que pri-
mero autorizaron y después inscribieron el matrimonio. 

V. La cuestión que ahora se plantea es si tal doctrina debe aplicarse no sólo en los 
supuestos de matrimonios celebrados en el extranjero entre extranjeros, sino también 
cuando ciudadanos extranjeros solicitan autorización para contraer matrimonio en 
España con otros ciudadanos extranjeros. En principio la regla sobre la ley aplicable a 
la capacidad y al consentimiento matrimoniales, determinada por el estatuto personal 
de los contrayentes, es la misma en uno y otro caso (cfr. art. 9 nº 1 CC), y así ha de 
ratificarse ahora ante la evidencia de que, si bien nuestro derecho positivo carece de 
una norma de conflicto específica y autónoma respecto del “consentimiento matrimo-
nial”, no debe escapar a la consideración del intérprete que el citado consentimiento 



M
inisterio de Justicia

◄ 201 ►

Resoluciones de la Dirección General de los Registros y del Notariado (Registro Civil)

BMJ, año LXXIV, enero 2020, núm. 2.226

matrimonial, como elemento esencial en la celebración del matrimonio (cfr. art. 45 
CC), es materia directamente vinculada al “estado civil” y, como tal, sujeta al mismo 
estatuto personal de los contrayentes. 

VI. Sin embargo lo anterior no debe llevar a la conclusión de que la ley extranjera que 
integra el citado estatuto personal de los contrayentes se haya de aplicar siempre y en 
todo caso, sino que en ejecución de la regla de excepción del orden público internacio-
nal –que actúa con mayor intensidad cuando se trata de crear o constituir una nueva 
situación jurídica (en este caso un matrimonio todavía no celebrado) que cuando se 
pretender atribuir efectos a una relación jurídica ya perfeccionada al amparo de la ley 
extranjera– deberá dejar de aplicarse la norma foránea cuando deba concluirse que 
tal aplicación pararía en la vulneración de principios esenciales, básicos e irrenuncia-
bles de nuestro ordenamiento jurídico. Y a este propósito no es vano recordar la doctri-
na de este centro directivo en el sentido de que el consentimiento matrimonial real y 
libre es cuestión que debe ser considerada materia de orden público, por su carácter 
esencial en nuestro derecho (cfr. art. 45 CC), en el derecho internacional convencional 
y, en particular, en el convenio relativo al consentimiento para el matrimonio, hecho en 
Nueva York el 10 de diciembre de 1962 (BOE del 29 de mayo de 1969), cuyo artículo 
primero exige para la validez del matrimonio el pleno y libre consentimiento de ambos 
contrayentes. 

Dado que no cabe que las autoridades del foro autoricen un matrimonio cuando se 
pretenda celebrar contra la voluntad o sin el consentimiento real de los contrayentes, 
ha de denegarse la autorización en los supuestos de simulación, aunque los interesa-
dos estén sujetos por su estatuto personal a legislaciones que admitan en sede matri-
monial una suerte de consentimiento abstracto, sin causa o desconectado de toda 
relación con la finalidad institucional del matrimonio (cfr. art. 12 nº 3 CC), facilitando 
con ello que esta institución sea utilizada como instrumento de un fraude de ley a las 
normas rectoras de la nacionalidad o la extranjería o a otras de diversa índole. Pero, 
con ser esto último importante, lo determinante para excepcionar la aplicación de la 
ley extranjera es el hecho de que un consentimiento simulado supone una voluntad 
matrimonial inexistente, en la medida en que la voluntad declarada no se corresponde 
con la interna, produciéndose en tales casos una discordancia consciente cuyo efecto 
es la nulidad absoluta, ipso iure e insubsanable del matrimonio celebrado (cfr. art. 74 
CC), y ello cualquiera sea la causa simulationis, o propósito práctico pretendido in 
casu, que actúa como agente de una ilicitud civil incompatible con la protección jurídi-
ca que del ius nubendi se desprende en favor de la verdadera voluntad matrimonial. 
Por ello no cabe excusar la práctica de la audiencia reservada de los contrayentes (cfr. 
art. 246 RRC), ni obviar la eventual consecuencia de la desestimación de la solicitud 
de autorización, con el fin de impedir la celebración de un matrimonio claudicante, que 
nacería con la tacha de nulidad de pleno derecho si realmente se constata la existen-
cia de una simulación del consentimiento, extremo que en todo caso debe ser contras-
tado. 
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VII. En el caso actual se trata de la solicitud de autorización para contraer matrimonio 
civil en España entre un ciudadano británico y un ciudadano brasileño, ambos residen-
tes en España, y de las audiencias reservadas y demás actuaciones llevadas a cabo en 
el expediente, se desprenden determinados HECHOS objetivos de los que cabe deducir 
que el matrimonio proyectado no ha perseguido los fines propios de esta institución. 
Los interesados se conocieron en el año 2005 en España y declaran que estuvieron 
juntos hasta 2007-2008, momento en que el contrayente brasileño regresó a su país, 
fue cuando nació su hija (nació en 2008). El contrayente brasileño manifiesta que 
tiene una hija de 10 años, sin embargo, el contrayente británico declara que su pareja 
no tiene hijos. El contrayente brasileño, después de 10 años vuelve a España en el año 
2017 y en ese momento comienzan a vivir juntos. Ambos declaran que se comunican 
en español, sin embargo el contrayente brasileño tuvo que ser asistido por un intérpre-
te para poder realizar la audiencia reservada, lo que genera dudas sobre su comunica-
ción, en este sentido uno de los motivos que la resolución arriba citada del Consejo de 
la Unión Europea señala como factor que permite presumir la existencia de un matri-
monio de complacencia es el hecho de que los contrayentes no tengan lengua común 
y eso es, precisamente, lo que sucede en este caso. Por otro lado, existe una conside-
rable diferencia de edad entre los contrayentes ya que el señor B. es 25 años mayor 
que el señor B. 

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y 
Estado Civil, ha acordado que procede desestimar el recurso y confirmar el auto apela-
do. 

Madrid, 6 de febrero de 2019

Firmado: El director general: Pedro José Garrido Chamorro.

Sr. juez encargado del Registro Civil de Madrid

Resolución de 6 de febrero de 2019 (16ª) 
IV.2.1 Autorización de matrimonio 

Se deniega porque hay datos objetivos bastantes para deducir la ausencia de consen-
timiento matrimonial. 

En el expediente sobre autorización de matrimonio remitido a este centro directivo en 
trámite de recurso por virtud del entablado por los interesados contra el auto del 
encargado del Registro Civil de Madrid. 

HECHOS 

1. Mediante escrito presentado en el registro civil, D.ª Y. R. R., nacida en República 
Dominicana y de nacionalidad española, obtenida por residencia en el año 2007, y 
Don M. A. D. L., nacido en República Dominicana y de nacionalidad argentina, solicita-
ba autorización para contraer matrimonio civil. Se acompañaba la siguiente documen-
tación: certificado de nacimiento y volante de empadronamiento de la interesada y 
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acta inextensa de nacimiento, carta de ciudadanía y volante de empadronamiento del 
interesado. 

2. Ratificados los interesados, comparece un testigo que manifiesta que tiene el conven-
cimiento de que el matrimonio proyectado no incurre en prohibición legal alguna. Se 
celebran las entrevistas en audiencia reservada. El ministerio fiscal se opone al matri-
monio proyectado. El encargado del registro civil mediante auto de fecha 4 de julio de 
2018, no autoriza la celebración del matrimonio. 

3. Notificados los interesados, éstos interponen recurso ante la Dirección General de 
los Registros y del Notariado, solicitando que se autorice la celebración del matrimo-
nio. 

4. Notificado el ministerio fiscal, este impugna el recurso interpuesto interesando la 
confirmación del auto apelado. El encargado del registro civil remite el expediente a la 
Dirección General de los Registros y del Notariado para su resolución. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950, sobre protección de los derechos 
humanos y de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York 
de 19 de diciembre de 1966, de derechos civiles y políticos; la resolución del Consejo 
de la Unión Europea de 4 de diciembre de 1997, sobre las medidas que deberán 
adoptarse en materia de lucha contra los matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 
14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 73 y 74 del Código Civil (CC); 386 de la Ley 
de Enjuiciamiento Civil (LEC); 238, 245, 246, 247 y 358 del Reglamento del Registro 
Civil (RRC); la Instrucción de 9 de enero de 1995; la Instrucción de 31 de enero de 
2006, y las resoluciones, entre otras, de 30-2ª de diciembre de 2005; 31-3ª de mayo, 
27-3ª y 4ª de junio, 10-4ª, 13-1ª y 20-3ª de julio, 1-4ª, 7-3ª y 9-2ª de septiembre, 9-1ª, 
3ª y 5ª de octubre, 14-2ª, 5ª y 6ª de noviembre y 13-4ª y 5ª de diciembre de 2006; 
25-1ª, 3ª y 4ª de enero, 2-1ª , 22-2ª, 27-3ª y 28-4ª de febrero, 30-5ª de abril, 28-6ª y 
30-4ª de mayo, 11-3ª y 4ª, 12-3ª de septiembre, 29-4ª y 6ª de noviembre, 14-1ª y 4ª y 
26-5ª de diciembre de 2007; 24-4ª de abril y 19-2ª de diciembre de 2008. 

II. En el expediente previo para la celebración del matrimonio es un 
trámite imprescindible la audiencia personal, reservada y por separa-
do de cada contrayente, que debe efectuar el Instructor, asistido del 
secretario, para cerciorarse de la inexistencia del impedimento de li-
gamen o de cualquier otro obstáculo legal para la celebración (cfr. art. 
246 RRC). 
III. La importancia de este trámite ha aumentado en los últimos tiem-
pos, especialmente en los matrimonios entre español y extranjero, en 
cuanto que por él puede en ocasiones descubrirse el verdadero propó-
sito fraudulento de las partes, que no desean en realidad ligarse con 
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el vínculo matrimonial, sino aprovecharse de la apariencia matrimonial 
para obtener las ventajas que del matrimonio resultan para el extranje-
ro. Si, a través de este trámite o de otros medios, el encargado llega a 
la convicción de que existe simulación, no debe autorizar un matrimo-
nio nulo por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 
45 y 73-1º CC). 
IV. Ahora bien, las dificultades prácticas de la prueba de la simulación son sobrada-
mente conocidas. No existiendo normalmente pruebas directas de ésta, es casi siem-
pre necesario acudir a la prueba de presunciones, es decir, deducir de un hecho o de 
unos HECHOS demostrados, mediante un enlace preciso y directo según las reglas del 
criterio humano, la ausencia de consentimiento que se trata de probar (cfr. art. 386 
LEC). 

V. En el caso actual se trata de la solicitud de autorización para contraer matrimonio 
civil entre una ciudadana española, de origen dominicano y un ciudadano de naciona-
lidad argentina y de origen dominicano y de las audiencias reservadas se desprenden 
determinados HECHOS objetivos de los que cabe deducir que el matrimonio que se 
pretende celebrar no persigue los fines propios de esta institución. Ambos coinciden 
en declarar que, se conocieron en octubre de 2017, en la peluquería donde trabaja 
ella, sin embargo, ella manifiesta que decidieron casarse en noviembre de 2017, 
pidieron cita para presentar la documentación, por medio de un abogado, en diciem-
bre de 2017 y le dieron cita en enero de 2018, por el contrario, el interesado declara 
que decidieron casarse en diciembre de 2017 y pidieron cita los dos juntos personal-
mente, sin abogados de por medio. En general las respuestas dadas son imprecisas y 
vagas. Las pruebas presentadas no son concluyentes. 

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y 
Estado Civil, ha acordado que procede desestimar el recurso y confirmar el auto apela-
do. 

Madrid, 6 de febrero de 2019

Firmado: El director general: Pedro José Garrido Chamorro.

Sr. juez encargado del Registro Civil de Madrid

Resolución de 6 de febrero de 2019 (17ª) 
IV.2.1 Autorización de matrimonio 

Se deniega porque hay datos objetivos bastantes para deducir la ausencia de consen-
timiento matrimonial. 

En el expediente sobre autorización de matrimonio remitido a este centro directivo en 
trámite de recurso por virtud del entablado por los interesados contra el auto del 
encargado del Registro Civil de Madrid. 
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HECHOS 

1. Mediante escrito presentado en el registro civil, Don M. A. de la C. M., nacido en 
España y de nacionalidad española y D.ª A. C. P. B., nacida en Brasil y de nacionalidad 
brasileña, solicitaban autorización para contraer matrimonio civil. Se acompañaba la 
siguiente documentación: certificado de nacimiento, certificado de matrimonio con 
inscripción marginal de divorcio y volante de empadronamiento del interesado y certifi-
cado de nacimiento, certificado de no matrimonio y volante de empadronamiento de la 
interesada. 

2. Ratificados los interesados, comparecen dos testigos que manifiestan que tienen el 
convencimiento de que el matrimonio proyectado no incurre en prohibición legal alguna. 
Se celebran las entrevistas en audiencia reservada. El ministerio fiscal se opone al 
matrimonio proyectado. El encargado del registro civil mediante auto de fecha 21 de 
junio de 2018, no autoriza la celebración del matrimonio. 

3. Notificados los interesados, éstos interponen recurso ante la Dirección General de 
los Registros y del Notariado, solicitando que se autorice la celebración del matrimo-
nio. 

4. Notificado el ministerio fiscal, este impugna el recurso interpuesto interesando la 
confirmación del auto apelado. El encargado del registro civil remite el expediente a la 
Dirección General de los Registros y del Notariado para su resolución. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950, sobre protección de los derechos 
humanos y de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York 
de 19 de diciembre de 1966 de derechos civiles y políticos; la resolución del Consejo 
de la Unión Europea de 4 de diciembre de 1997, sobre las medidas que deberán 
adoptarse en materia de lucha contra los matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 
14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 73 y 74 del Código Civil (CC); 386 de la Ley 
de Enjuiciamiento Civil (LEC); 238, 245, 246, 247 y 358 del Reglamento del Registro 
Civil (RRC); la Instrucción de 9 de enero de 1995; la Instrucción de 31 de enero de 
2006, y las resoluciones, entre otras, de 30-2ª de diciembre de 2005; 31-3ª de mayo, 
27-3ª y 4ª de junio, 10-4ª, 13-1ª y 20-3ª de julio, 1-4ª, 7-3ª y 9-2ª de septiembre, 9-1ª, 
3ª y 5ª de octubre, 14-2ª, 5ª y 6ª de noviembre y 13-4ª y 5ª de diciembre de 2006; 
25-1ª, 3ª y 4ª de enero, 2-1ª , 22-2ª, 27-3ª y 28-4ª de febrero, 30-5ª de abril, 28-6ª y 
30-4ª de mayo, 11-3ª y 4ª, 12-3ª de septiembre, 29-4ª y 6ª de noviembre, 14-1ª y 4ª y 
26-5ª de diciembre de 2007; 24-4ª de abril y 19-2ª de diciembre de 2008. 

II. En el expediente previo para la celebración del matrimonio es un trámite imprescin-
dible la audiencia personal, reservada y por separado de cada contrayente, que debe 
efectuar el Instructor, asistido del secretario, para cerciorarse de la inexistencia del 
impedimento de ligamen o de cualquier otro obstáculo legal para la celebración (cfr. 
art. 246 RRC). 
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III. La importancia de este trámite ha aumentado en los últimos tiempos, especialmen-
te en los matrimonios entre español y extranjero, en cuanto que por él puede en oca-
siones descubrirse el verdadero propósito fraudulento de las partes, que no desean en 
realidad ligarse con el vínculo matrimonial, sino aprovecharse de la apariencia matri-
monial para obtener las ventajas que del matrimonio resultan para el extranjero. Si, a 
través de este trámite o de otros medios, el encargado llega a la convicción de que 
existe simulación, no debe autorizar un matrimonio nulo por falta de verdadero con-
sentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º CC). 

IV. Ahora bien, las dificultades prácticas de la prueba de la simulación son sobrada-
mente conocidas. No existiendo normalmente pruebas directas de ésta, es casi siem-
pre necesario acudir a la prueba de presunciones, es decir, deducir de un hecho o de 
unos HECHOS demostrados, mediante un enlace preciso y directo según las reglas del 
criterio humano, la ausencia de consentimiento que se trata de probar (cfr. art. 386 
LEC). 

V. En el caso actual se trata de la solicitud de autorización para contraer matrimonio 
civil entre un ciudadano español y una ciudadana brasileña y de las audiencias reser-
vadas se desprenden determinados HECHOS objetivos de los que cabe deducir que el 
matrimonio que se pretende celebrar no persigue los fines propios de esta institución. 
Los interesados se conocieron por internet en el mes de julio del año 2017 y, sin verse 
personalmente, decidieron casarse. El interesado declara, que ella vino a España el 
25 de noviembre del año 2017, para quedarse y contraer matrimonio, sin embargo, 
ella manifiesta que vino directamente para casarse. El interesado afirma, que ella 
tiene tres hijos, sin embargo, ella declara tener dos hijas. Los interesados concertaron 
un matrimonio sin verse ni conocerse personalmente. El interesado no trabaja y dice 
que vive de sus ahorros. No presentan pruebas de su relación. 

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y 
Estado Civil, ha acordado que procede desestimar el recurso y confirmar el auto apela-
do. 

Madrid, 6 de febrero de 2019

Firmado: El director general: Pedro José Garrido Chamorro.

Sr. juez encargado del Registro Civil de Madrid

Resolución de 6 de febrero de 2019 (18ª) 
IV.2.1 Autorización de matrimonio 

Se deniega porque hay datos objetivos bastantes para deducir la ausencia de consen-
timiento matrimonial. 

En el expediente sobre autorización de matrimonio remitido a este centro directivo en 
trámite de recurso por virtud del entablado por los interesados contra el auto del 
encargado del Registro Civil de Madrid. 
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HECHOS 

1. Mediante escrito presentado en el registro civil, Don R. E. D. M., nacido en Cuba y de 
nacionalidad española, obtenida por la Ley 52/07 en el año 2011, y Don L. A. A. P., 
nacido y domiciliado en Cuba y de nacionalidad cubana, solicitaban autorización para 
contraer matrimonio civil. Se acompañaba la siguiente documentación: certificado de 
nacimiento y volante de empadronamiento del interesado español y certificado de 
nacimiento, certificado de soltería y volante de empadronamiento del interesado 
cubano. 

2. Ratificados los interesados, comparece un testigo que manifiesta que tiene el conven-
cimiento de que el matrimonio proyectado no incurre en prohibición legal alguna. Se 
celebran las entrevistas en audiencia reservada. El ministerio fiscal se opone al matri-
monio proyectado. El encargado del registro civil mediante auto de fecha 4 de julio de 
2018 no autoriza la celebración del matrimonio. 

3. Notificados los interesados, éstos interponen recurso ante la Dirección General de 
los Registros y del Notariado, solicitando que se autorice la celebración del matrimo-
nio. 

4. Notificado el ministerio fiscal, éste impugna el recurso interpuesto interesando la 
confirmación del auto apelado. El encargado del registro civil remite el expediente a la 
Dirección General de los Registros y del Notariado para su resolución. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950, sobre protección de los derechos huma-
nos y de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de 
diciembre de 1966, de derechos civiles y políticos; la resolución del Consejo de la Unión 
Europea de 4 de diciembre de 1997, sobre las medidas que deberán adoptarse en 
materia de lucha contra los matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la 
Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 73 y 74 del Código Civil (CC); 386 de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil (LEC); 238, 245, 246, 247 y 358 del Reglamento del Registro Civil 
(RRC); la Instrucción de 9 de enero de 1995; la Instrucción de 31 de enero de 2006, y 
las resoluciones, entre otras, de 30-2ª de diciembre de 2005; 31-3ª de mayo, 27-3ª y 
4ª de junio, 10-4ª, 13-1ª y 20-3ª de julio, 1-4ª, 7-3ª y 9-2ª de septiembre, 9-1ª, 3ª y 5ª 
de octubre, 14-2ª, 5ª y 6ª de noviembre y 13-4ª y 5ª de diciembre de 2006; 25-1ª, 3ª y 
4ª de enero, 2-1ª , 22-2ª, 27-3ª y 28-4ª de febrero, 30-5ª de abril, 28-6ª y 30-4ª de 
mayo, 11-3ª y 4ª, 12-3ª de septiembre, 29-4ª y 6ª de noviembre, 14-1ª y 4ª y 26-5ª de 
diciembre de 2007; 24-4ª de abril y 19-2ª de diciembre de 2008. 

II. En el expediente previo para la celebración del matrimonio es un trámite imprescindible 
la audiencia personal, reservada y por separado de cada contrayente, que debe efectuar 
el Instructor, asistido del secretario, para cerciorarse de la inexistencia del impedimento 
de ligamen o de cualquier otro obstáculo legal para la celebración (cfr. art. 246 RRC). 
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III. La importancia de este trámite ha aumentado en los últimos tiempos, especialmen-
te en los matrimonios entre español y extranjero, en cuanto que por él puede en oca-
siones descubrirse el verdadero propósito fraudulento de las partes, que no desean en 
realidad ligarse con el vínculo matrimonial, sino aprovecharse de la apariencia matri-
monial para obtener las ventajas que del matrimonio resultan para el extranjero. Si, a 
través de este trámite o de otros medios, el encargado llega a la convicción de que 
existe simulación, no debe autorizar un matrimonio nulo por falta de verdadero con-
sentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º CC). 

IV. Ahora bien, las dificultades prácticas de la prueba de la simulación son sobrada-
mente conocidas. No existiendo normalmente pruebas directas de ésta, es casi siem-
pre necesario acudir a la prueba de presunciones, es decir, deducir de un hecho o de 
unos HECHOS demostrados, mediante un enlace preciso y directo según las reglas del 
criterio humano, la ausencia de consentimiento que se trata de probar (cfr. art. 386 
LEC). 

V. En el caso actual se trata de la solicitud de autorización para contraer matrimonio 
civil entre un ciudadano español, de origen cubano y un ciudadano cubano y de las 
audiencias reservadas se desprenden determinados HECHOS objetivos de los que 
cabe deducir que el matrimonio que se pretende celebrar no persigue los fines propios 
de esta institución. El interesado cubano desconoce el nombre del hijo de su pareja, 
declara que tiene cinco hermanos, pero desconoce nombres, tampoco sabe el nombre 
del padre de su pareja, desconoce su dirección en M. y su número de teléfono, tampo-
co sabe sus ingresos mensuales. Por su parte, el interesado español desconoce si su 
pareja cubana estuvo casado o no porque declara que piensa que sí estuvo casado 
porque tuvo mujer, sin embargo el interesado cubano declara que es soltero y la docu-
mentación que presenta es de soltería, dice que tiene dos hermanos cuando son tres 
y desconoce sus nombres. No presentan pruebas de su relación. 

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y 
Estado Civil, ha acordado que procede desestimar el recurso y confirmar el auto apela-
do. 

Madrid, 6 de febrero de 2019

Firmado: El director general: Pedro José Garrido Chamorro.

Sr. juez encargado del Registro Civil de Madrid

Resolución de 6 de febrero de 2019 (19ª) 
IV.2.1 Autorización de matrimonio 

Se deniega porque hay datos objetivos bastantes para deducir la ausencia de consen-
timiento matrimonial. 
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En el expediente sobre autorización de matrimonio remitido a este centro directivo en 
trámite de recurso por virtud del entablado por los interesados contra el auto del 
encargado del Registro Civil de Huesca. 

HECHOS 

1. Mediante escrito presentado en el registro civil, Don A. D. B., nacido en Marruecos y 
de nacionalidad española, obtenida por residencia en el año 2014, solicitaba autoriza-
ción para contraer matrimonio civil por poder con D.ª L. E. G., nacida y domiciliada en 
Marruecos y de nacionalidad marroquí. Se acompañaba la siguiente documentación: 
certificado de nacimiento, copia de acta de divorcio irrevocable y volante de empadro-
namiento del interesado y copia literal de acta de nacimiento, certificado de soltería, 
poder para contraer matrimonio y volante de vecindad de la interesada. 

2. Ratificados los interesados, se celebran las entrevistas en audiencia reservada. El 
ministerio fiscal se opone al matrimonio proyectado. El encargado del registro civil 
mediante auto de fecha 3 de abril de 2018, no autoriza la celebración del matrimonio. 

3. Notificados los interesados, éstos interponen recurso ante la Dirección General de 
los Registros y del Notariado, solicitando que se autorice la celebración del matrimo-
nio. 

4. Notificado el ministerio fiscal, éste se opone al recurso interpuesto, emitiendo un 
informe desfavorable El encargado del registro civil remite el expediente a la Dirección 
General de los Registros y del Notariado para su resolución. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950, sobre protección de los derechos 
humanos y de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York 
de 19 de diciembre de 1966, de derechos civiles y políticos; la resolución del Consejo 
de la Unión Europea de 4 de diciembre de 1997, sobre las medidas que deberán 
adoptarse en materia de lucha contra los matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 
14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 73 y 74 del Código Civil (CC); 386 de la Ley 
de Enjuiciamiento Civil (LEC); 238, 245, 246, 247 y 358 del Reglamento del Registro 
Civil (RRC); la Instrucción de 9 de enero de 1995; la Instrucción de 31 de enero de 
2006, y las resoluciones, entre otras, de 30-2ª de diciembre de 2005; 31-3ª de mayo, 
27-3ª y 4ª de junio, 10-4ª, 13-1ª y 20-3ª de julio, 1-4ª, 7-3ª y 9-2ª de septiembre, 9-1ª, 
3ª y 5ª de octubre, 14-2ª, 5ª y 6ª de noviembre y 13-4ª y 5ª de diciembre de 2006; 
25-1ª, 3ª y 4ª de enero, 2-1ª , 22-2ª, 27-3ª y 28-4ª de febrero, 30-5ª de abril, 28-6ª y 
30-4ª de mayo, 11-3ª y 4ª, 12-3ª de septiembre, 29-4ª y 6ª de noviembre, 14-1ª y 4ª y 
26-5ª de diciembre de 2007; 24-4ª de abril y 19-2ª de diciembre de 2008. 

II. En el expediente previo para la celebración del matrimonio es un trámite imprescin-
dible la audiencia personal, reservada y por separado de cada contrayente, que debe 
efectuar el Instructor, asistido del secretario, para cerciorarse de la inexistencia del 
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impedimento de ligamen o de cualquier otro obstáculo legal para la celebración (cfr. 
art. 246 RRC). 

III. La importancia de este trámite ha aumentado en los últimos tiempos, especialmen-
te en los matrimonios entre español y extranjero, en cuanto que por él puede en oca-
siones descubrirse el verdadero propósito fraudulento de las partes, que no desean en 
realidad ligarse con el vínculo matrimonial, sino aprovecharse de la apariencia matri-
monial para obtener las ventajas que del matrimonio resultan para el extranjero. Si, a 
través de este trámite o de otros medios, el encargado llega a la convicción de que 
existe simulación, no debe autorizar un matrimonio nulo por falta de verdadero con-
sentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º CC). 

IV. Ahora bien, las dificultades prácticas de la prueba de la simulación son sobrada-
mente conocidas. No existiendo normalmente pruebas directas de ésta, es casi siem-
pre necesario acudir a la prueba de presunciones, es decir, deducir de un hecho o de 
unos HECHOS demostrados, mediante un enlace preciso y directo según las reglas del 
criterio humano, la ausencia de consentimiento que se trata de probar (cfr. art. 386 
LEC). 

V. En el caso actual se trata de la solicitud de autorización para contraer matrimonio 
civil por poder entre un ciudadano español, de origen marroquí y una ciudadana 
marroquí y de las audiencias reservadas se desprenden determinados HECHOS objeti-
vos de los que cabe deducir que el matrimonio que se pretende celebrar no persigue 
los fines propios de esta institución. La interesada declara que se conocieron en 2016, 
manifestando que, salió a pasear con su madre, él la vio, le gustó y fue a hablar con 
sus padres para pedir su mano, ellos estuvieron de acuerdo y el interesado le pidió los 
papeles para iniciar el expediente matrimonial, manifiesta que, él ha viajado dos veces 
a Marruecos y “no se ha quedado ni una semana”. Por el contrario, el interesado 
manifiesta que, la vio por la calle, y decidió que era la mujer de su vida por lo que se 
acercó a hablar con ella para pedirle matrimonio, ella le dijo que sí, pero que tenía que 
hablar con sus padres; afirma, a diferencia de lo manifestado por ella, que ha viajado 
a Marruecos tres o cuatro veces. Ella desconoce el nombre de la ciudad donde vive el 
interesado, declara que en dicha ciudad viven familiares de ella, pero que no conocían 
al interesado, dice que se los presentó ella. Siendo los dos de confesión musulmana 
no tiene sentido que contraigan un matrimonio civil por poderes que no es válido en 
Marruecos, lo más lógico sería que el interesado, de nacionalidad española, solicitara 
un certificado de capacidad matrimonial para contraer matrimonio coránico en 
Marruecos y luego solicitaran su inscripción en el Registro español. Además, el cónsul 
manifiesta dudas en relación a la validez del poder otorgado por cuanto no se adapta 
a las normas del derecho internacional privado. 

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y 
Estado Civil, ha acordado que procede desestimar el recurso y confirmar el auto apela-
do. 

Madrid, 6 de febrero de 2019
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Firmado: El director general: Pedro José Garrido Chamorro.

Sr. juez encargado del Registro Civil de Huesca

Resolución de 14 de febrero de 2019 (12ª) 
IV.2.1 Autorización de matrimonio 

Se deniega porque hay datos objetivos bastantes para deducir la ausencia de consen-
timiento matrimonial. 

En el expediente sobre autorización de matrimonio remitido a este centro directivo en 
trámite de recurso por virtud del entablado por los interesados, mediante representan-
te legal, contra el auto del encargado del Registro Civil de Puerto de la Cruz (Tenerife). 

HECHOS 

1.Mediante escrito presentado en el registro civil, Don A. R. H., nacido en España y de 
nacionalidad española y D.ª L. H. Z., nacida en Colombia y de nacionalidad colombia-
na, solicitaban autorización para contraer matrimonio civil. Se acompañaba la siguien-
te documentación: certificado de nacimiento, fe de vida y estado y volante de empa-
dronamiento del promotor y certificado de nacimiento, declaración jurada de soltería y 
volante de empadronamiento de la interesada. 

2. Ratificados los interesados, comparecen dos testigos que manifiestan que tienen el 
convencimiento de que el matrimonio proyectado no incurre en prohibición legal 
alguna. Se celebran las entrevistas en audiencia reservada. El ministerio fiscal se 
opone a la autorización del matrimonio proyectado. El encargado del registro civil 
mediante auto de fecha 25 de junio de 2018 no autoriza la celebración del matrimo-
nio. 

3. Notificados los interesados, éstos, mediante representante legal, interponen recur-
so ante la Dirección General de los Registros y del Notariado, solicitando que se auto-
rice la celebración del matrimonio. 

4. Notificado el ministerio fiscal, éste interesa la desestimación del recurso interpuesto 
y la confirmación de la resolución recurrida. El encargado del registro civil remite el 
expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado para su resolución. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950, sobre protección de los derechos 
humanos y de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York 
de 19 de diciembre de 1966 de derechos civiles y políticos; la resolución del Consejo 
de la Unión Europea de 4 de diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán 
adoptarse en materia de lucha contra los matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 
14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 73 y 74 del Código Civil (CC); 386 de la Ley 
de Enjuiciamiento Civil (LEC); 238, 245, 246, 247 y 358 del Reglamento del Registro 
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Civil (RRC); la Instrucción de 9 de enero de 1995; la Instrucción de 31 de enero de 
2006, y las resoluciones, entre otras, de 30-2ª de diciembre de 2005; 31-3ª de mayo, 
27-3ª y 4ª de junio, 10-4ª, 13-1ª y 20-3ª de julio, 1-4ª, 7-3ª y 9-2ª de septiembre, 9-1ª, 
3ª y 5ª de octubre, 14-2ª, 5ª y 6ª de noviembre y 13-4ª y 5ª de diciembre de 2006; 
25-1ª, 3ª y 4ª de enero, 2-1ª , 22-2ª, 27-3ª y 28-4ª de febrero, 30-5ª de abril, 28-6ª y 
30-4ª de mayo, 11-3ª y 4ª, 12-3ª de septiembre, 29-4ª y 6ª de noviembre, 14-1ª y 4ª y 
26-5ª de diciembre de 2007; 24-4ª de abril y 19-2ª de diciembre de 2008. 

II. En el expediente previo para la celebración del matrimonio es un trámite imprescin-
dible la audiencia personal, reservada y por separado de cada contrayente, que debe 
efectuar el Instructor, asistido del secretario, para cerciorarse de la inexistencia del 
impedimento de ligamen o de cualquier otro obstáculo legal para la celebración (cfr. 
art. 246 RRC). 

III. La importancia de este trámite ha aumentado en los últimos tiempos, especialmen-
te en los matrimonios entre español y extranjero, en cuanto que por él puede en oca-
siones descubrirse el verdadero propósito fraudulento de las partes, que no desean en 
realidad ligarse con el vínculo matrimonial, sino aprovecharse de la apariencia matri-
monial para obtener las ventajas que del matrimonio resultan para el extranjero. Si, a 
través de este trámite o de otros medios, el encargado llega a la convicción de que 
existe simulación, no debe autorizar un matrimonio nulo por falta de verdadero con-
sentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º CC). 

IV. Ahora bien, las dificultades prácticas de la prueba de la simulación son sobrada-
mente conocidas. No existiendo normalmente pruebas directas de ésta, es casi siem-
pre necesario acudir a la prueba de presunciones, es decir, deducir de un hecho o de 
unos HECHOS demostrados, mediante un enlace preciso y directo según las reglas del 
criterio humano, la ausencia de consentimiento que se trata de probar (cfr. art. 386 
LEC). 

V. En el caso actual se trata de la solicitud de autorización para contraer matrimonio 
civil entre un ciudadano español y una ciudadana colombiana y de las audiencias 
reservadas se desprenden determinados HECHOS objetivos de los que cabe deducir 
que el matrimonio que se pretende celebrar no persigue los fines propios de esta insti-
tución. El interesado manifiesta, que se conocieron hace seis años en un bar de la P. 
del C. declarando que estuvo con los padres y toda la familia de ella, dice que se fue a 
Colombia y regresó en febrero del año 2018, por el contrario, la interesada dice que se 
conocieron en octubre del año 2012, cuando ella vino con su familia, manifiesta que 
sus respectivas hermanas ya se conocían, fue M., una hermana de él, quien les invitó 
a su casa. A la pregunta de cuando iniciaron la relación sentimental, el interesado 
contesta que tienen una relación de amistad, sin embargo, ella afirma que la iniciaron 
hace un año. El promotor declara que mantienen comunicación por Internet porque el 
teléfono no lo usa, sin embargo, ella dice que se comunican por WhatsApp. El interesa-
do dice que decidieron contraer matrimonio hace un año por internet, sin embargo, 
ella contesta que lo decidieron la primera semana después de venir a España en casa 



M
inisterio de Justicia

◄ 213 ►

Resoluciones de la Dirección General de los Registros y del Notariado (Registro Civil)

BMJ, año LXXIV, enero 2020, núm. 2.226

de él. Ella dice que han convivido desde que llegó a España, sin embargo, el interesado 
dice que no conviven porque ella tiene su casa y él la suya. En lo relativo a los regalos 
que se han hecho discrepan, ya que el interesado dice que él no le ha regalado nada a 
ella, sin embargo, ella dice que él le ha regalado una planta. El interesado desconoce 
los apellidos de la interesada, el lugar donde ha nacido, el nombre y los apellidos de su 
madre, donde viven sus padres, sabe que ella tiene dos hijos, S. y J. P., de éste último 
dice que vive en Colombia, pero desconoce con quien, afirmando que estaba estudian-
do en I., sin embargo, ella indica que su hijo J. P. vive en Colombia con su madre. 
Asimismo, el interesado desconoce el número y los nombres de los hermanos de la 
interesada, los estudios realizados por ésta, dice que habla inglés, cuando ella declara 
no hablar más idiomas que el castellano; manifiesta que ella no tiene ingresos, sin 
embargo, ella dice que tiene unos ingresos que obtiene de alquileres de pisos y del 
dinero que le pasa el padre de sus hijos; desconoce el número de teléfono de la intere-
sada y su dirección (ella manifiesta que viven juntos). Discrepan en lo relativo a gustos, 
aficiones, costumbres personales, enfermedades padecidas, operaciones quirúrgicas, 
etc. Por otro lado, aunque no es determinante, el interesado es 20 años mayor que la 
interesada. 

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y 
Estado Civil, ha acordado que procede desestimar el recurso y confirmar el auto apela-
do. 

Madrid, 14 de febrero de 2019

Firmado: El director general: Pedro José Garrido Chamorro.

Sr. juez encargado del Registro Civil de Puerto de la Cruz (Tenerife)

Resolución de 14 de febrero de 2019 (19ª) 
IV.2.1 Autorización de matrimonio 

Se deniega porque hay datos objetivos bastantes para deducir la ausencia de consen-
timiento matrimonial. 

En el expediente sobre autorización de matrimonio remitido a este centro directivo en 
trámite de recurso por virtud del entablado por los interesados, contra el auto del 
encargado del Registro Civil de Tortosa (Tarragona). 

HECHOS 

1. Mediante escrito presentado en el registro civil, D.ª M. de los A. J. M., nacida en 
España y de nacionalidad española, y Don A. E. O., nacido en Marruecos y de naciona-
lidad marroquí, solicitaban autorización para contraer matrimonio civil. Se acompaña-
ba la siguiente documentación: certificado de nacimiento, declaración jurada de 
estado civil y estado y volante de empadronamiento de la promotora y copia literal de 
acta de nacimiento, acta de matrimonio, atestado de que el interesado no ha vuelto a 
casarse tras su divorcio y volante de empadronamiento del mismo. 
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2. Ratificados los interesados, comparecen dos testigos que manifiestan que tienen el 
convencimiento de que el matrimonio proyectado no incurre en prohibición legal alguna. 
Se celebran las entrevistas en audiencia reservada. El ministerio fiscal se opone a la 
autorización del matrimonio proyectado. El encargado del registro civil mediante auto 
de fecha 23 de abril de 2018 no autoriza la celebración del matrimonio. 

3. Notificados los interesados éstos interponen recurso ante la Dirección General de 
los Registros y del Notariado, solicitando que se autorice la celebración del matrimo-
nio. 

4. Notificado el ministerio fiscal, este se opone al recurso interpuesto. El encargado del 
registro civil remite el expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado 
para su resolución. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950, sobre protección de los derechos 
humanos y de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York 
de 19 de diciembre de 1966 de derechos civiles y políticos; la resolución del Consejo 
de la Unión Europea de 4 de diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán 
adoptarse en materia de lucha contra los matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 
14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 73 y 74 del Código Civil (CC); 386 de la Ley 
de Enjuiciamiento Civil (LEC); 238, 245, 246, 247 y 358 del Reglamento del Registro 
Civil (RRC); la Instrucción de 9 de enero de 1995; la Instrucción de 31 de enero de 
2006, y las resoluciones, entre otras, de 30-2ª de diciembre de 2005; 31-3ª de mayo, 
27-3ª y 4ª de junio, 10-4ª, 13-1ª y 20-3ª de julio, 1-4ª, 7-3ª y 9-2ª de septiembre, 9-1ª, 
3ª y 5ª de octubre, 14-2ª, 5ª y 6ª de noviembre y 13-4ª y 5ª de diciembre de 2006; 
25-1ª, 3ª y 4ª de enero, 2-1ª , 22-2ª, 27-3ª y 28-4ª de febrero, 30-5ª de abril, 28-6ª y 
30-4ª de mayo, 11-3ª y 4ª, 12-3ª de septiembre, 29-4ª y 6ª de noviembre, 14-1ª y 4ª y 
26-5ª de diciembre de 2007; 24-4ª de abril y 19-2ª de diciembre de 2008. 

II. En el expediente previo para la celebración del matrimonio es un trámite imprescin-
dible la audiencia personal, reservada y por separado de cada contrayente, que debe 
efectuar el Instructor, asistido del secretario, para cerciorarse de la inexistencia del 
impedimento de ligamen o de cualquier otro obstáculo legal para la celebración (cfr. 
art. 246 RRC). 

III. La importancia de este trámite ha aumentado en los últimos tiempos, especialmen-
te en los matrimonios entre español y extranjero, en cuanto que por él puede en oca-
siones descubrirse el verdadero propósito fraudulento de las partes, que no desean en 
realidad ligarse con el vínculo matrimonial, sino aprovecharse de la apariencia matri-
monial para obtener las ventajas que del matrimonio resultan para el extranjero. Si, a 
través de este trámite o de otros medios, el encargado llega a la convicción de que 
existe simulación, no debe autorizar un matrimonio nulo por falta de verdadero con-
sentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º CC). 
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IV. Ahora bien, las dificultades prácticas de la prueba de la simulación son sobrada-
mente conocidas. No existiendo normalmente pruebas directas de ésta, es casi siem-
pre necesario acudir a la prueba de presunciones, es decir, deducir de un hecho o de 
unos HECHOS demostrados, mediante un enlace preciso y directo según las reglas del 
criterio humano, la ausencia de consentimiento que se trata de probar (cfr. art. 386 
LEC). 

V. En el caso actual se trata de la solicitud de autorización para contraer matrimonio 
civil entre una ciudadana española y un ciudadano marroquí y de las audiencias reser-
vadas se desprenden determinados HECHOS objetivos de los que cabe deducir que el 
matrimonio que se pretende celebrar no persigue los fines propios de esta institución. 
Afirman que se conocieron en un supermercado S. de la localidad de L. A. de M., dos 
años antes de la práctica de la audiencia reservada, pero ninguno de los dos recuerda 
cuando formalizaron la relación. La interesada desconoce el apellido del interesado, 
no sabe el nombre de sus padres y de sus dos hijos, declara que tiene 21 hermanos, 
mientras que él dice tener 18 hermanos. Ella indica que sólo ha visto a tres de los 
hermanos de él, de los cuales uno se llama A., sin embargo, el interesado afirma no 
tener ningún hermano llamado A. Discrepan en gustos, aficiones, colores favoritos, si 
tienen o no tatuajes o cicatrices (ella indica que tiene un tatuaje y no tiene cicatrices, 
pero él dice que ella tiene una cicatriz en la mano izquierda y no tiene tatuajes), medi-
cación de la interesada. No coinciden en lo relativo a lo que hicieron el domingo, ya 
que ella dice que fueron a pasear por el puerto y luego tomaron café, sin embargo, él 
dice que estuvieron juntos en casa viendo la tele, tomando café y hablando. El intere-
sado desconoce la fecha de nacimiento de ella; también difieren en donde vivirán 
después del matrimonio, El interesado no tiene residencia legal en España y aunque 
no es determinante, la interesada es 13 años mayor que el interesado. 

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y 
Estado Civil, ha acordado que procede desestimar el recurso y confirmar el auto apela-
do. 

Madrid, 14 de febrero de 2019

Firmado: El director general: Pedro José Garrido Chamorro.

Sr. juez encargado del Registro Civil de Tortosa (Tarragona)

Resolución de 14 de febrero de 2019 (20ª) 
IV.2.1 Autorización de matrimonio 

Se deniega porque hay datos objetivos bastantes para deducir la ausencia de consen-
timiento matrimonial. 

En el expediente sobre autorización de matrimonio remitido a este centro directivo en 
trámite de recurso por virtud del entablado por los interesados, contra el auto del 
encargado del Registro Civil de Ceuta. 
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HECHOS 

1. Mediante escrito presentado en el registro civil, D.ª L. C. K. Z. nacida en Marruecos 
y de nacionalidad española, obtenida por opción en el año 2008 y Don A. C. H., nacido 
en Marruecos y de nacionalidad marroquí, solicitaban autorización para contraer 
matrimonio civil. Se acompañaba la siguiente documentación: certificado de naci-
miento, fe de vida y estado y volante de empadronamiento de la promotora y copia 
literal de certificación de nacimiento, certificado de estado civil y certificado de resi-
dencia del interesado. 

2. Ratificados los interesados, comparece un testigo que manifiesta que tiene el con-
vencimiento de que el matrimonio proyectado no incurre en prohibición legal alguna. 
Se celebran las entrevistas en audiencia reservada. El ministerio fiscal no se opone a 
la autorización del matrimonio proyectado. El encargado del registro civil mediante 
auto de fecha 2 de abril de 2018 no autoriza la celebración del matrimonio. 

3. Notificados los interesados, éstos interponen recurso ante la Dirección General de 
los Registros y del Notariado, solicitando que se autorice la celebración del matrimo-
nio. 

4. Notificado el ministerio fiscal, este se adhiere al recurso interpuesto. El encargado 
del registro civil remite el expediente a la Dirección General de los Registros y del 
Notariado para su resolución con un informe favorable. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950, sobre protección de los derechos 
humanos y de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York 
de 19 de diciembre de 1966 de derechos civiles y políticos; la resolución del Consejo 
de la Unión Europea de 4 de diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán 
adoptarse en materia de lucha contra los matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 
14 y 32 de la Constitución; los artículos 3, 6, 7, 44, 45, 73 y 74 del Código Civil (CC); 
386 de la Ley de Enjuiciamiento Civil (LEC); 238, 245, 246, 247 y 358 del Reglamento 
del Registro Civil (RRC); la Instrucción de 9 de enero de 1995; la Instrucción de 31 de 
enero de 2006, y las resoluciones, entre otras, de 30-2ª de diciembre de 2005; 31-3ª 
de mayo, 27-3ª y 4ª de junio, 10-4ª, 13-1ª y 20-3ª de julio, 1-4ª, 7-3ª y 9-2ª de septiem-
bre, 9-1ª, 3ª y 5ª de octubre, 14-2ª, 5ª y 6ª de noviembre y 13-4ª y 5ª de diciembre de 
2006; 25-1ª, 3ª y 4ª de enero, 2-1ª , 22-2ª, 27-3ª y 28-4ª de febrero, 30-5ª de abril, 
28-6ª y 30-4ª de mayo, 11-3ª y 4ª, 12-3ª de septiembre, 29-4ª y 6ª de noviembre, 
14-1ª y 4ª y 26-5ª de diciembre de 2007, y 24-4ª de abril y 19-2ª de diciembre de 
2008. 

II. En el expediente previo para la celebración del matrimonio es un trámite imprescin-
dible la audiencia personal, reservada y por separado de cada contrayente, que debe 
efectuar el Instructor, asistido del secretario, para cerciorarse de la inexistencia del 
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impedimento de ligamen o de cualquier otro obstáculo legal para la celebración (cfr. 
art. 246 RRC). 

III. La importancia de este trámite ha aumentado en los últimos tiempos, especialmen-
te en los matrimonios entre español y extranjero, en cuanto que por él puede en oca-
siones descubrirse el verdadero propósito fraudulento de las partes, que no desean en 
realidad ligarse con el vínculo matrimonial, sino aprovecharse de la apariencia matri-
monial para obtener las ventajas que del matrimonio resultan para el extranjero. Si, a 
través de este trámite o de otros medios, el encargado llega a la convicción de que 
existe simulación, no debe autorizar un matrimonio nulo por falta de verdadero con-
sentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º CC). 

IV. Ahora bien, las dificultades prácticas de la prueba de la simulación son sobrada-
mente conocidas. No existiendo normalmente pruebas directas de ésta, es casi siem-
pre necesario acudir a la prueba de presunciones, es decir, deducir de un hecho o de 
unos HECHOS demostrados, mediante un enlace preciso y directo según las reglas del 
criterio humano, la ausencia de consentimiento que se trata de probar (cfr. art. 386 
LEC). 

V. En el caso actual se trata de la solicitud de autorización para contraer matrimonio 
civil entre una ciudadana española, de origen marroquí y un ciudadano marroquí y de 
las audiencias reservadas se desprenden determinados HECHOS objetivos de los que 
cabe deducir que el matrimonio que se pretende celebrar no persigue los fines propios 
de esta institución. Los interesados son familia y se conocen de toda la vida, declaran 
que iniciaron la relación hace cuatro años y que han mantenido relación telefónica, sin 
embargo, ninguno de los dos supo dar el número de teléfono del otro. El interesado 
dice que decidieron contraer matrimonio cuando iniciaron la relación, sin embargo, 
ella dice que fue al mes de iniciar la relación. Ella indica que lo decidieron en casa de 
los padres de él, sin embargo, él no contesta a esta pregunta. Ella no da la fecha 
exacta de nacimiento del interesado. El interesado dice que el padre de ella vive en C. 
y la madre en Marruecos, sin embargo, ella dice que sus padres viven en C. Ella dice 
que los ingresos de él son 330 euros, cuando son 360. El interesado dice que vive solo 
en una casa alquilada y ella vive en una casa alquilada por sus padres con éstos y un 
hermano, sin embargo, ella indica que él vive solo en una casa propiedad de él y ella 
vive en la casa propiedad de su padre, con sus padres, un hermano una tía y tres 
primos. Ella dice que él no tiene aficiones y no practica deportes, sin embargo, él 
afirma que corre y practica futbol y que su principal afición es el futbol. En una amplia-
ción de las entrevistas que se les practicó a los interesados, el interesado dice que 
vivirán juntos cuando se casen por el rito coránico, también dice que celebraron la 
jotoba en el año 2017, sin embargo, ella afirma que vivirán juntos cuando se casen, 
aunque no saben si algún día lo harán por el rito coránico, declarando que la jotoba la 
celebraron hace tres años (la entrevista se hizo en 2018, luego fue en 2015). No pre-
sentan pruebas de su relación. 
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Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y 
Estado Civil, ha acordado que procede desestimar el recurso y confirmar el auto apela-
do. 

Madrid, 14 de febrero de 2019

Firmado: El director general: Pedro José Garrido Chamorro.

Sr. juez encargado del Registro Civil de Ceuta

Resolución de 14 de febrero de 2019 (21ª) 
IV.2.1 Autorización de matrimonio 

Se deniega porque hay datos objetivos bastantes para deducir la ausencia de consen-
timiento matrimonial. 

En el expediente sobre autorización de matrimonio remitido a este centro directivo en 
trámite de recurso por virtud del entablado por los interesados, contra el auto del 
encargado del Registro Civil de Ceuta. 

HECHOS 

1.Mediante escrito presentado en el registro civil, Don J.-J. G. G., nacido en España y de 
nacionalidad española y D.ª A. E., nacida en Marruecos y de nacionalidad marroquí, solici-
taban autorización para contraer matrimonio civil. Se acompañaba la siguiente documen-
tación: certificado de nacimiento, certificado de matrimonio con inscripción marginal de 
divorcio y volante de empadronamiento del promotor y copia literal de acta de nacimiento, 
certificado de estado civil y certificado de vecindad de la interesada. 

2. Ratificados los interesados, comparece un testigo que manifiesta que tiene el conven-
cimiento de que el matrimonio proyectado no incurre en prohibición legal alguna. Se 
celebran las entrevistas en audiencia reservada. El ministerio fiscal no se opone a la 
autorización del matrimonio proyectado. El encargado del registro civil mediante auto de 
fecha 3 de mayo de 2018 no autoriza la celebración del matrimonio. 

3. Notificados los interesados éstos interponen recurso ante la Dirección General de 
los Registros y del Notariado, solicitando que se autorice la celebración del matrimo-
nio. 

4. Notificado el ministerio fiscal, este impugna el recurso interpuesto, interesando la 
confirmación de la resolución recurrida. El encargado del registro civil remite el expe-
diente a la Dirección General de los Registros y del Notariado para su resolución. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950, sobre protección de los derechos 
humanos y de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York 
de 19 de diciembre de 1966 de derechos civiles y políticos; la resolución del Consejo 
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de la Unión Europea de 4 de diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán 
adoptarse en materia de lucha contra los matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 
14 y 32 de la Constitución; los artículos 3, 6, 7, 44, 45, 73 y 74 del Código Civil (CC); 
386 de la Ley de Enjuiciamiento Civil (LEC); 238, 245, 246, 247 y 358 del Reglamento 
del Registro Civil (RRC); la Instrucción de 9 de enero de 1995; la Instrucción de 31 de 
enero de 2006, y las resoluciones, entre otras, de 30-2ª de diciembre de 2005; 31-3ª 
de mayo, 27-3ª y 4ª de junio, 10-4ª, 13-1ª y 20-3ª de julio, 1-4ª, 7-3ª y 9-2ª de septiem-
bre, 9-1ª, 3ª y 5ª de octubre, 14-2ª, 5ª y 6ª de noviembre y 13-4ª y 5ª de diciembre de 
2006; 25-1ª, 3ª y 4ª de enero, 2-1ª , 22-2ª, 27-3ª y 28-4ª de febrero, 30-5ª de abril, 
28-6ª y 30-4ª de mayo, 11-3ª y 4ª, 12-3ª de septiembre, 29-4ª y 6ª de noviembre, 
14-1ª y 4ª y 26-5ª de diciembre de 2007, y 24-4ª de abril y 19-2ª de diciembre de 
2008. 

II. En el expediente previo para la celebración del matrimonio es un trámite imprescin-
dible la audiencia personal, reservada y por separado de cada contrayente, que debe 
efectuar el Instructor, asistido del secretario, para cerciorarse de la inexistencia del 
impedimento de ligamen o de cualquier otro obstáculo legal para la celebración (cfr. 
art. 246 RRC). 

III. La importancia de este trámite ha aumentado en los últimos tiempos, especialmen-
te en los matrimonios entre español y extranjero, en cuanto que por él puede en oca-
siones descubrirse el verdadero propósito fraudulento de las partes, que no desean en 
realidad ligarse con el vínculo matrimonial, sino aprovecharse de la apariencia matri-
monial para obtener las ventajas que del matrimonio resultan para el extranjero. Si, a 
través de este trámite o de otros medios, el encargado llega a la convicción de que 
existe simulación, no debe autorizar un matrimonio nulo por falta de verdadero con-
sentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º CC). 

IV. Ahora bien, las dificultades prácticas de la prueba de la simulación son sobrada-
mente conocidas. No existiendo normalmente pruebas directas de ésta, es casi siem-
pre necesario acudir a la prueba de presunciones, es decir, deducir de un hecho o de 
unos HECHOS demostrados, mediante un enlace preciso y directo según las reglas del 
criterio humano, la ausencia de consentimiento que se trata de probar (cfr. art. 386 
LEC). 

V. En el caso actual se trata de la solicitud de autorización para contraer matrimonio 
civil entre un ciudadano español y una ciudadana marroquí y de las audiencias reser-
vadas se desprenden determinados HECHOS objetivos de los que cabe deducir que el 
matrimonio que se pretende celebrar no persigue los fines propios de esta institución. 
No tienen idioma común, la interesada necesitó de un intérprete para la práctica de la 
audiencia reservada, en este sentido, uno de los motivos que la resolución arriba 
citada del Consejo de la Unión Europea señala como factor que permite presumir la 
existencia de un matrimonio de complacencia es el hecho de que los contrayentes no 
tengan idioma común y eso es, precisamente, lo que sucede en este caso. Discrepan 
en cuando iniciaron su relación sentimental, pues él dice que fue al poco tiempo de 
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conocerse, mientras que ella dice que fue al año de conocerse. Tampoco coinciden en 
cuando decidieron contraer matrimonio ya que él dice que fue hace unos tres meses, 
mientras que ella dice que fue hace “un año y algo”. El interesado no sabe los nombres 
de los hermanos de ella; ambos desconocen el nivel de estudios del otro y los idiomas 
hablados. Discrepan en gustos, aficiones, deportes practicados, tratamientos médi-
cos, operaciones quirúrgicas y regalos que se han hecho. En una ampliación de las 
entrevistas, que se practicó a los interesados, ella indica que viven con un hijo del 
interesado, que tuvo en su segundo matrimonio, dice que él tiene una hija más que 
vive en E. y le pasa 550 euros de pensión, sin embargo, el interesado declara que tiene 
dos hijos de un matrimonio y otros dos de otro matrimonio, del segundo matrimonio 
tiene un hijo de 17 años que vive con él y una niña a la que le pasa 700 euros. Por otro 
lado, aunque no es determinante, el interesado es 20 años mayor que la interesada. 

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y 
Estado Civil, ha acordado que procede desestimar el recurso y confirmar el auto apela-
do. 

Madrid, 14 de febrero de 2019

Firmado: El director general: Pedro José Garrido Chamorro.

Sr. juez encargado del Registro Civil de Ceuta.

Resolución de 14 de febrero de 2019 (23ª) 
IV.2.1 Autorización de matrimonio 

Se deniega porque hay datos objetivos bastantes para deducir la ausencia de consen-
timiento matrimonial. 

En el expediente sobre autorización de matrimonio remitido a este centro directivo en 
trámite de recurso por virtud del entablado por los interesados contra el auto del 
encargado del Registro Civil de La Bisbal d’Empordà (Girona). 

HECHOS 

1.Mediante escrito presentado en el registro civil, D.ª L. E. H. E. H., nacida en Marruecos 
y de nacionalidad española, obtenida por residencia en el año 2009, y Don Z. I. D., 
nacido en Marruecos y de nacionalidad marroquí, solicitaban autorización para con-
traer matrimonio civil. Se acompañaba la siguiente documentación: certificado de 
nacimiento, certificado de matrimonio con inscripción marginal de divorcio y volante 
de empadronamiento de la interesada y copia literal de acta de nacimiento, fe de vida 
y estado y volante de empadronamiento del interesado. 

2. Ratificados los interesados, comparecen dos testigos que manifiestan que tienen el 
convencimiento de que el matrimonio proyectado no incurre en prohibición legal alguna. 
Se celebran las entrevistas en audiencia reservada. El ministerio fiscal se opone al 
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matrimonio proyectado. El encargado del registro civil mediante auto de fecha 18 de 
mayo de 2018 no autoriza la celebración del matrimonio. 

3. Notificados los interesados, éstos interponen recurso ante la Dirección General de 
los Registros y del Notariado, solicitando que se autorice la celebración del matrimo-
nio. 

4. Notificado el ministerio fiscal, éste impugna el recurso interpuesto interesando su 
desestimación y la confirmación del auto apelado. El encargado del registro civil remite 
el expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado para su resolu-
ción. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950, sobre protección de los derechos 
humanos y de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York 
de 19 de diciembre de 1966 de derechos civiles y políticos; la resolución del Consejo 
de la Unión Europea de 4 de diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán 
adoptarse en materia de lucha contra los matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 
14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 73 y 74 del Código Civil (CC); 386 de la Ley 
de Enjuiciamiento Civil (LEC); 238, 245, 246, 247 y 358 del Reglamento del Registro 
Civil RRC); la Instrucción de 9 de enero de 1995; la Instrucción de 31 de enero de 
2006, y las resoluciones, entre otras, de 30-2ª de diciembre de 2005; 31-3ª de mayo, 
27-3ª y 4ª de junio, 10-4ª, 13-1ª y 20-3ª de julio, 1-4ª, 7-3ª y 9-2ª de septiembre, 9-1ª, 
3ª y 5ª de octubre, 14-2ª, 5ª y 6ª de noviembre y 13-4ª y 5ª de diciembre de 2006; 
25-1ª, 3ª y 4ª de enero, 2-1ª , 22-2ª, 27-3ª y 28-4ª de febrero, 30-5ª de abril, 28-6ª y 
30-4ª de mayo, 11-3ª y 4ª, 12-3ª de septiembre, 29-4ª y 6ª de noviembre, 14-1ª y 4ª y 
26-5ª de diciembre de 2007, y 24-4ª de abril y 19-2ª de diciembre de 2008. 

II. En el expediente previo para la celebración del matrimonio es un trámite imprescin-
dible la audiencia personal, reservada y por separado de cada contrayente, que debe 
efectuar el Instructor, asistido del secretario, para cerciorarse de la inexistencia del 
impedimento de ligamen o de cualquier otro obstáculo legal para la celebración (cfr. 
art. 246 RRC). 

III. La importancia de este trámite ha aumentado en los últimos tiempos, especialmen-
te en los matrimonios entre español y extranjero, en cuanto que por él puede en oca-
siones descubrirse el verdadero propósito fraudulento de las partes, que no desean en 
realidad ligarse con el vínculo matrimonial, sino aprovecharse de la apariencia matri-
monial para obtener las ventajas que del matrimonio resultan para el extranjero. Si, a 
través de este trámite o de otros medios, el encargado llega a la convicción de que 
existe simulación, no debe autorizar un matrimonio nulo por falta de verdadero con-
sentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º CC). 
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IV. Ahora bien, las dificultades prácticas de la prueba de la simulación son sobrada-
mente conocidas. No existiendo normalmente pruebas directas de ésta, es casi siem-
pre necesario acudir a la prueba de presunciones, es decir, deducir de un hecho o de 
unos HECHOS demostrados, mediante un enlace preciso y directo según las reglas del 
criterio humano, la ausencia de consentimiento que se trata de probar (cfr. art. 386 
LEC). 

V. En el caso actual se trata de la solicitud de autorización para contraer matrimonio 
civil entre una ciudadana española, de origen marroquí y un ciudadano marroquí y de 
las audiencias reservadas se desprenden determinados HECHOS objetivos de los que 
cabe deducir que el matrimonio que se pretende celebrar no persigue los fines propios 
de esta institución. La interesada contrajo matrimonio con un ciudadano español en el 
año 2005, obtuvo la nacionalidad en el año 2009 y se divorció en el año 2017. Ambos 
coinciden en señalar que se conocieron el 20 de agosto de 2016, pero difieren en 
cómo, ya que él dice que él la vio en la estación de tren y fue a hablar con ella, sin 
embargo, la interesada dice que fue en la estación de tren, que él le dio la mano 
cuando ella se iba a caer. El interesado dice que le gustaría casarse el 6 de octubre de 
2018, mientras que ella dice que le gustaría hacerlo el 20 de mayo de 2018. Ella 
manifiesta que viven juntos desde finales del año 2015, sin embargo, el interesado 
indica que viven juntos desde el 6 de octubre de 2016. El interesado declara que la 
madre de ella vive en P., sin embargo, ella dice que su madre vive en F. Discrepan en 
gustos, aficiones, idiomas hablados, nivel de estudios, deportes practicados, comidas 
favoritas, enfermedades padecidas y operaciones quirúrgicas. Las pruebas aportadas 
no son concluyentes. 

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y 
Estado Civil, ha acordado que procede desestimar el recurso y confirmar el auto apela-
do. 

Madrid, 14 de febrero de 2019

Firmado: El director general: Pedro José Garrido Chamorro.

Sr. juez encargado del Registro Civil de La Bisbal d’Ampordà (Girona)

Resolución de 14 de febrero de 2019 (24ª) 
IV.2.1 Autorización de matrimonio 

Se deniega porque hay datos objetivos bastantes para deducir la ausencia de consen-
timiento matrimonial. 

En el expediente sobre autorización de matrimonio remitido a este centro directivo en 
trámite de recurso por virtud del entablado por los interesados contra el auto del 
encargado del Registro Civil de Vitoria-Gasteiz (Álava). 
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HECHOS 

1. Mediante escrito presentado en el registro civil, D.ª M. L. L., nacida en Bolivia y de 
nacionalidad boliviana, y Don E. R. S. G., nacido en Bolivia y de nacionalidad boliviana, 
solicitaban autorización para contraer matrimonio civil. Se acompañaba la siguiente 
documentación: permiso de residencia, certificado de nacimiento, certificado de no 
haber contraído matrimonio y volante de empadronamiento de la interesada y certifi-
cado de nacimiento del interesado. 

2. Ratificados los interesados, comparece un testigo que manifiesta que tiene el con-
vencimiento de que el matrimonio proyectado no incurre en prohibición legal alguna. 
Se celebran las entrevistas en audiencia reservada. El ministerio fiscal se opone al 
matrimonio proyectado. El encargado del registro civil mediante auto de fecha 25 de 
mayo de 2018 no autoriza la celebración del matrimonio. 

3. Notificados los interesados, éstos interponen recurso ante la Dirección General de 
los Registros y del Notariado, solicitando que se autorice la celebración del matrimonio. 

4. Notificado el ministerio fiscal, este impugna el recurso interpuesto, interesando su 
inadmisión. El encargado del registro civil remite el expediente a la Dirección General 
de los Registros y del Notariado para su resolución, con un informe desfavorable. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950, sobre protección de los derechos 
humanos y de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York 
de 19 de diciembre de 1966 de derechos civiles y políticos; la resolución del Consejo 
de la Unión Europea de 4 de diciembre de 1997, sobre las medidas que deberán 
adoptarse en materia de lucha contra los matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 
14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 73 y 74 del Código Civil (CC); 386 de la Ley 
de Enjuiciamiento Civil (LEC); 238, 245, 246, 247 y 358 del Reglamento del Registro 
Civil (RRC); las Instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de enero de 2006, y las 
resoluciones, entre otras, de 30-2ª de diciembre de 2005; 23-1ª de febrero, 27-2ª de 
marzo, 5-3ª y 4ª de abril, 31-3ª de mayo, 27-3ª y 4ª de junio, 10-4ª, 13-1ª y 20-3ª de 
julio, 1-4ª, 7-3ª y 9-2ª de septiembre, 9-1ª, 3ª y 5ª de octubre, 14-2ª, 5ª y 6ª de noviem-
bre y 13-4ª y 5ª de diciembre de 2006, y 25-1ª, 3ª y 4ª de enero, 2-1ª, 22-2ª, 27-3ª y 
28-4ª de febrero de 2007. 

II. En el expediente previo al matrimonio es trámite esencial e imprescindible (cfr. 
Instrucción de 9 de enero de 1995, norma 3ª e Instrucción de 31 de enero de 2006, 
norma VII), la audiencia personal, reservada y por separado de cada contrayente, que 
debe efectuar el Instructor, asistido del secretario, para cerciorarse de la inexistencia 
de impedimento de ligamen o de cualquier otro obstáculo legal para la celebración (cfr. 
art. 246 RRC). 
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III. La importancia de este trámite ha aumentado en los últimos tiempos ya que, 
mediante él, puede en ocasiones descubrirse el verdadero propósito fraudulento de 
las partes, que no desean en realidad ligarse con el vínculo matrimonial, sino aprove-
charse de la apariencia matrimonial para que los promotores extranjeros obtengan las 
ventajas que el matrimonio conlleva. Si, a través de este trámite, o de otros medios 
objetivos, el encargado llega a la convicción de que existe simulación, no debe autori-
zar un matrimonio nulo por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 
45 y 73-1º CC). No obstante, son sobradamente conocidas las dificultades prácticas 
de la prueba de la simulación. No existiendo normalmente pruebas directas, es casi 
siempre necesario acudir a la prueba de presunciones, es decir, que ha de deducirse 
de un hecho o de unos HECHOS demostrados, mediante un enlace preciso y directo 
según las reglas del criterio humano, la ausencia de consentimiento que se trata de 
probar (cfr. art. 386 LEC), a cuya finalidad es de gran importancia la cuidadosa prácti-
ca de las audiencias reservadas. 

IV. En los supuestos en los que uno de los cónyuges de un matrimonio celebrado en el 
extranjero por extranjeros adquiere después la nacionalidad española, en los que el 
Registro Civil español pasa a ser sobrevenidamente competente para la inscripción del 
matrimonio (cfr. art. 15 LRC), la doctrina oficial que este centro directivo viene soste-
niendo es que resulta improcedente que se intenten aplicar las normas españolas 
sobre ausencia de consentimiento matrimonial: no hay puntos de conexión que justifi-
quen tal aplicación porque la capacidad de los contrayentes, a la fecha de la celebra-
ción del matrimonio, que es cuando ha de ser valorada, se rige por su anterior ley per-
sonal (cfr. art. 9 nº 1 CC) y, por tanto, procede la inscripción de ese matrimonio. Sin 
embargo, siendo cierto lo anterior, también lo es que dicha doctrina requiere, y así se 
hace constar reiteradamente en las resoluciones de esta dirección general, que no 
existan dudas de que el enlace ha cumplido los requisitos de fondo y forma exigidos 
por la ley extranjera aplicable, requisitos que en principio habrán sido apreciados 
favorablemente por parte de los órganos registrales competentes extranjeros que pri-
mero autorizaron y después inscribieron el matrimonio. 

V. La cuestión que ahora se plantea es si tal doctrina debe aplicarse no sólo en los 
supuestos de matrimonios celebrados en el extranjero entre extranjeros, sino también 
cuando ciudadanos extranjeros solicitan autorización para contraer matrimonio en 
España con otros ciudadanos extranjeros. En principio la regla sobre la ley aplicable a 
la capacidad y al consentimiento matrimoniales, determinada por el estatuto personal 
de los contrayentes, es la misma en uno y otro caso (cfr. art. 9 nº 1 CC), y así ha de 
ratificarse ahora ante la evidencia de que, si bien nuestro derecho positivo carece de 
una norma de conflicto específica y autónoma respecto del “consentimiento matrimo-
nial”, no debe escapar a la consideración del intérprete que el citado consentimiento 
matrimonial, como elemento esencial en la celebración del matrimonio (cfr. art. 45 
CC), es materia directamente vinculada al “estado civil” y, como tal, sujeta al mismo 
estatuto personal de los contrayentes. 
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VI. Sin embargo lo anterior no debe llevar a la conclusión de que la ley extranjera que 
integra el citado estatuto personal de los contrayentes se haya de aplicar siempre y en 
todo caso, sino que en ejecución de la regla de excepción del orden público internacio-
nal -que actúa con mayor intensidad cuando se trata de crear o constituir una nueva 
situación jurídica (en este caso un matrimonio todavía no celebrado) que cuando se 
pretender atribuir efectos a una relación jurídica ya perfeccionada al amparo de la ley 
extranjera- deberá dejar de aplicarse la norma foránea cuando deba concluirse que tal 
aplicación pararía en la vulneración de principios esenciales, básicos e irrenunciables 
de nuestro ordenamiento jurídico. Y a este propósito no es vano recordar la doctrina de 
este centro directivo en el sentido de que el consentimiento matrimonial real y libre es 
cuestión que debe ser considerada materia de orden público, por su carácter esencial 
en nuestro derecho (cfr. art. 45 CC), en el derecho internacional convencional y, en 
particular, en el convenio relativo al consentimiento para el matrimonio, hecho en 
Nueva York el 10 de diciembre de 1962 (BOE del 29 de mayo de 1969), cuyo artículo 
primero exige para la validez del matrimonio el pleno y libre consentimiento de ambos 
contrayentes. 

Dado que no cabe que las autoridades del foro autoricen un matrimonio cuando se 
pretenda celebrar contra la voluntad o sin el consentimiento real de los contrayentes, 
ha de denegarse la autorización en los supuestos de simulación, aunque los interesa-
dos estén sujetos por su estatuto personal a legislaciones que admitan en sede matri-
monial una suerte de consentimiento abstracto, sin causa o desconectado de toda 
relación con la finalidad institucional del matrimonio (cfr. art. 12 nº 3 CC), facilitando 
con ello que esta institución sea utilizada como instrumento de un fraude de ley a las 
normas rectoras de la nacionalidad o la extranjería o a otras de diversa índole. Pero, 
con ser esto último importante, lo determinante para excepcionar la aplicación de la 
ley extranjera es el hecho de que un consentimiento simulado supone una voluntad 
matrimonial inexistente, en la medida en que la voluntad declarada no se corresponde 
con la interna, produciéndose en tales casos una discordancia consciente cuyo efecto 
es la nulidad absoluta, ipso iure e insubsanable del matrimonio celebrado (cfr. art. 74 
CC), y ello cualquiera sea la causa simulationis, o propósito práctico pretendido in 
casu, que actúa como agente de una ilicitud civil incompatible con la protección jurídi-
ca que del ius nubendi se desprende en favor de la verdadera voluntad matrimonial. 
Por ello no cabe excusar la práctica de la audiencia reservada de los contrayentes (cfr. 
art. 246 RRC), ni obviar la eventual consecuencia de la desestimación de la solicitud 
de autorización, con el fin de impedir la celebración de un matrimonio claudicante, que 
nacería con la tacha de nulidad de pleno derecho si realmente se constata la existen-
cia de una simulación del consentimiento, extremo que en todo caso debe ser contras-
tado. 

VII. En el caso actual se trata de la solicitud de autorización para contraer matrimonio 
civil en España entre dos ciudadanos bolivianos, ambos residentes en España, y de las 
audiencias reservadas y demás actuaciones llevadas a cabo en el expediente, se des-
prenden determinados HECHOS objetivos de los que cabe deducir que el matrimonio 
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proyectado no ha perseguido los fines propios de esta institución. Discrepan en cuando 
se conocieron ya que, mientras que él dice que fue en verano de 2007, ella indica que 
fue a finales de año. El interesado desconoce la fecha de nacimiento de ella, dice que 
trabaja en la limpieza de casas particulares, cuando ella afirma trabajar en un restau-
rante. El interesado manifiesta que ha vivido en varios lugares viajando por España, 
sin embargo, ella dice que siempre ha vivido en CAPV, también declara que se fueron 
a vivir juntos a B. Hay que destacar que, del certificado de empadronamiento aportado 
por la interesada, se constata que nunca ha convivido con el promotor, por el contrario, 
éste se ha empadronado con la testigo del expediente, L. C. G., prima del interesado, 
desde el 23 de febrero de 2006 hasta el 19 de mayo de 2009, fechas en las que 
ambos promotores declaran que convivieron. No aclaran la causa de que la conviven-
cia durara sólo tres meses, cuando la relación comenzó en 2007 y fue detenido en el 
año 2017. Por otro lado, no hay que olvidar, como consta en el expediente, que el inte-
resado se encuentra en prisión condenado por delito de agresión sexual, y además 
tiene una orden de expulsión del territorio nacional. 

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y 
Estado Civil, ha acordado que procede desestimar el recurso y confirmar el auto apela-
do. 

Madrid, 14 de febrero de 2019

Firmado: El director general: Pedro José Garrido Chamorro.

Sr. juez encargado del Registro Civil de Vitoria-Gasteiz (Álava)

Resolución de 22 de febrero de 2019 (2ª) 
IV.2.1 Autorización de matrimonio 

Se deniega porque hay datos objetivos bastantes para deducir la ausencia de consen-
timiento matrimonial. 

En el expediente sobre autorización de matrimonio remitido a este centro directivo en 
trámite de recurso por virtud del entablado por los interesados, contra el auto del 
encargado del Registro Civil de Manresa (Barcelona). 

HECHOS 

1. Mediante escrito presentado en el registro civil, D.ª F. H. G., nacida en España y de 
nacionalidad española, obtenida por opción en el año 2003, solicitaba autorización 
para contraer matrimonio civil con Don M. B., nacido y domiciliado en Marruecos y de 
nacionalidad marroquí. Se acompañaba la siguiente documentación: certificado de 
nacimiento, declaración jurada de estado civil y estado y volante de empadronamiento 
de la promotora y certificado en extracto de acta de nacimiento, certificado de soltería 
y certificado de residencia del interesado. 
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2. Ratificados los interesados, comparece un testigo que manifiesta que tiene el conven-
cimiento de que el matrimonio proyectado no incurre en prohibición legal alguna. Se 
celebran las entrevistas en audiencia reservada. El ministerio fiscal se opone a la auto-
rización del matrimonio proyectado. El encargado del registro civil mediante auto de 
fecha 4 de enero de 2017 no autoriza la celebración del matrimonio. 

3. Notificados los interesados éstos interponen recurso ante la Dirección General de 
los Registros y del Notariado, solicitando que se autorice la celebración del matrimo-
nio. 

4. Notificado el ministerio fiscal, el encargado del registro civil remite el expediente a la 
Dirección General de los Registros y del Notariado para su resolución. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950, sobre protección de los derechos 
humanos y de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York 
de 19 de diciembre de 1966 de derechos civiles y políticos; la resolución del Consejo 
de la Unión Europea de 4 de diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán 
adoptarse en materia de lucha contra los matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 
14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 73 y 74 del Código Civil (CC); 386 de la Ley 
de Enjuiciamiento Civil (LEC); 238, 245, 246, 247 y 358 del Reglamento del Registro 
Civil (RRC); la Instrucción de 9 de enero de 1995; la Instrucción de 31 de enero de 
2006, y las resoluciones, entre otras, de 30-2ª de diciembre de 2005; 31-3ª de mayo, 
27-3ª, 4ª de junio, 10-4ª, 13-1ª y 20-3ª de julio, 1-4ª, 7-3ª y 9-2ª de septiembre, 9-1ª, 
3ª y 5ª de octubre, 14-2ª, 5ª y 6ª de noviembre y 13-4ª y 5ª de diciembre de 2006; 
25-1ª, 3ª y 4ª de enero, 2-1ª , 22-2ª, 27-3ª y 28-4ª de febrero, 30-5ª de abril, 28-6ª y 
30-4ª de mayo, 11-3ª y 4ª, 12-3ª de septiembre, 29-4ª y 6ª de noviembre, 14-1ª y 4ª y 
26-5ª de diciembre de 2007, y 24-4ª de abril y 19-2ª de diciembre de 2008. 

II. En el expediente previo para la celebración del matrimonio es un trámite imprescin-
dible la audiencia personal, reservada y por separado de cada contrayente, que debe 
efectuar el Instructor, asistido del secretario, para cerciorarse de la inexistencia del 
impedimento de ligamen o de cualquier otro obstáculo legal para la celebración (cfr. 
art. 246 RRC). 

III. La importancia de este trámite ha aumentado en los últimos tiempos, especialmen-
te en los matrimonios entre español y extranjero, en cuanto que por él puede en oca-
siones descubrirse el verdadero propósito fraudulento de las partes, que no desean en 
realidad ligarse con el vínculo matrimonial, sino aprovecharse de la apariencia matri-
monial para obtener las ventajas que del matrimonio resultan para el extranjero. Si, a 
través de este trámite o de otros medios, el encargado llega a la convicción de que 
existe simulación, no debe autorizar un matrimonio nulo por falta de verdadero con-
sentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º CC). 
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IV. Ahora bien, las dificultades prácticas de la prueba de la simulación son sobrada-
mente conocidas. No existiendo normalmente pruebas directas de ésta, es casi siem-
pre necesario acudir a la prueba de presunciones, es decir, deducir de un hecho o de 
unos HECHOS demostrados, mediante un enlace preciso y directo según las reglas del 
criterio humano, la ausencia de consentimiento que se trata de probar (cfr. art. 386 
LEC). 

V. En el caso actual se trata de la solicitud de autorización para contraer matrimonio 
civil entre una ciudadana española, de origen marroquí y un ciudadano marroquí y de 
las audiencias reservadas se desprenden determinados HECHOS objetivos de los que 
cabe deducir que el matrimonio que se pretende celebrar no persigue los fines propios 
de esta institución. Se conocen de toda la vida porque son primos hermanos. La inte-
resada declara que la profesión del interesado es agricultor, y que actualmente trabaja 
de transportista, ganando 700 euros, sin embargo el interesado manifiesta que es 
conductor, que actualmente no trabaja y que vive de sus ahorros y del dinero que ella 
le manda. Ella declara que trabaja en C., y tiene unos ingresos de 500 euros, sin 
embargo, el interesado dice que ella trabaja como auxiliar de enfermería en una resi-
dencia de ancianos y gana 600 euros. El interesado desconoce el domicilio de la inte-
resada, tampoco sabe el tiempo que lleva viviendo ella en dicho domicilio (dice 24 
años cuando ella dice que lleva viviendo allí 10 años). Discrepan en gustos, aficiones, 
costumbres personales, deportes practicados, bebidas favoritas, etc. Por otro lado, 
siendo los dos de confesión musulmana, no se entiende que quieran contraer matri-
monio civil en España cuando dicho matrimonio no es válido en Marruecos, donde el 
interesado seguiría siendo soltero, lo más lógico sería que la interesada, de nacionali-
dad española, solicitara un certificado de capacidad matrimonial, para contraer matri-
monio coránico en Marruecos y posteriormente solicitara su inscripción en el Registro 
español. 

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y 
Estado Civil, ha acordado que procede desestimar el recurso y confirmar el auto apela-
do. 

Madrid, 22 de febrero de 2019

Firmado: El director general: Pedro José Garrido Chamorro.

Sr. juez encargado del Registro Civil de Manresa (Barcelona)

Resolución de 22 de febrero de 2019 (3ª) 
IV.2.1 Autorización de matrimonio 

Se deniega porque hay datos objetivos bastantes para deducir la ausencia de consen-
timiento matrimonial 
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En el expediente sobre autorización de matrimonio remitido a este centro directivo en 
trámite de recurso por virtud del entablado por los interesados, contra el auto del 
encargado del Registro Civil de Gerindote (Toledo). 

HECHOS 

1. Mediante escrito presentado en el registro civil, Don R. P. B., nacido en España y de 
nacionalidad española, y D.ª P. F. C. U., nacida en Nicaragua y de nacionalidad nicara-
güense, solicitaban autorización para contraer matrimonio civil. Se acompañaba la 
siguiente documentación: certificado de nacimiento, certificado de matrimonio con 
inscripción marginal de divorcio y estado y volante de empadronamiento del promotora 
y certificado de soltería y volante de empadronamiento del interesado. 

2. Ratificados los interesados, se celebran las entrevistas en audiencia reservada. El 
ministerio fiscal se opone a la autorización del matrimonio proyectado. El encargado 
del registro civil mediante auto de fecha 30 de marzo de 2017 no autoriza la celebra-
ción del matrimonio. 

3. Notificados los interesados, éstos interponen recurso ante la Dirección General de 
los Registros y del Notariado, solicitando que se autorice la celebración del matrimo-
nio. 

4. Notificado el ministerio fiscal, el encargado del registro civil remite el expediente a la 
Dirección General de los Registros y del Notariado para su resolución. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950, sobre protección de los derechos 
humanos y de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York 
de 19 de diciembre de 1966 de derechos civiles y políticos; la resolución del Consejo 
de la Unión Europea de 4 de diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán 
adoptarse en materia de lucha contra los matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 
14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 73 y 74 del Código Civil (CC); 386 de la Ley 
de Enjuiciamiento Civil (LEC); 238, 245, 246, 247 y 358 del Reglamento del Registro 
Civil (RRC); la Instrucción de 9 de enero de 1995; la Instrucción de 31 de enero de 
2006, y las resoluciones, entre otras, de 30-2ª de diciembre de 2005; 31-3ª de mayo, 
27-3ª y 4ª de junio, 10-4ª, 13-1ª y 20-3ª de julio, 1-4ª, 7-3ª y 9-2ª de septiembre, 9-1ª, 
3ª y 5ª de octubre, 14-2ª, 5ª y 6ª de noviembre y 13-4ª y 5ª de diciembre de 2006; 
25-1ª, 3ª y 4ª de enero, 2-1ª , 22-2ª, 27-3ª y 28-4ª de febrero, 30-5ª de abril, 28-6ª y 
30-4ª de mayo, 11-3ª y 4ª, 12-3ª de septiembre, 29-4ª y 6ª de noviembre, 14-1ª y 4ª y 
26-5ª de diciembre de 2007, y 24-4ª de abril y 19-2ª de diciembre de 2008. 

II. En el expediente previo para la celebración del matrimonio es un trámite imprescin-
dible la audiencia personal, reservada y por separado de cada contrayente, que debe 
efectuar el Instructor, asistido del secretario, para cerciorarse de la inexistencia del 
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impedimento de ligamen o de cualquier otro obstáculo legal para la celebración (cfr. 
art. 246 RRC). 

III. La importancia de este trámite ha aumentado en los últimos tiempos, especialmen-
te en los matrimonios entre español y extranjero, en cuanto que por él puede en oca-
siones descubrirse el verdadero propósito fraudulento de las partes, que no desean en 
realidad ligarse con el vínculo matrimonial, sino aprovecharse de la apariencia matri-
monial para obtener las ventajas que del matrimonio resultan para el extranjero. Si, a 
través de este trámite o de otros medios, el encargado llega a la convicción de que 
existe simulación, no debe autorizar un matrimonio nulo por falta de verdadero con-
sentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º CC). 

IV. Ahora bien, las dificultades prácticas de la prueba de la simulación son sobrada-
mente conocidas. No existiendo normalmente pruebas directas de ésta, es casi siem-
pre necesario acudir a la prueba de presunciones, es decir, deducir de un hecho o de 
unos HECHOS demostrados, mediante un enlace preciso y directo según las reglas del 
criterio humano, la ausencia de consentimiento que se trata de probar (cfr. art. 386 
LEC). 

V. En el caso actual se trata de la solicitud de autorización para contraer matrimonio 
civil entre un ciudadano español y una ciudadana nicaragüense, y de las audiencias 
reservadas se desprenden determinados HECHOS objetivos de los que cabe deducir 
que el matrimonio que se pretende celebrar no persigue los fines propios de esta insti-
tución. Los interesados se conocieron por internet, el interesado dice que hace casi un 
año, sin especificar fecha, mientras que ella dice que se conocieron en febrero de 
2016. Ella indica que iniciaron la relación sentimental, en el mes de marzo de 2016, al 
respecto, el interesado dice que la iniciaron hace casi un año. El interesado no da la 
fecha exacta de nacimiento de la interesada. La interesada dice que él estudió conta-
bilidad, cuando él manifiesta que estudió bachillerato. Ella afirma que le gustaría tener 
un bebé, sin embargo, él dice que no. Ella manifestó que llevaban un mes conviviendo, 
sin embargo, él dijo que llevaban dos meses conviviendo. Por otro lado, el interesado 
es 31 años mayor que la interesada. No aportan pruebas fehacientes de su relación. 

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y 
Estado Civil, ha acordado que procede desestimar el recurso y confirmar el auto apela-
do. 

Madrid, 22 de febrero de 2019

Firmado: El director general: Pedro José Garrido Chamorro.

Sr. juez encargado del Registro Civil de Gerindote (Toledo)
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Resolución de 22 de febrero de 2019 (5ª) 
IV.2.1 Autorización de matrimonio 

Se deniega porque hay datos objetivos bastantes para deducir la ausencia de consen-
timiento matrimonial 

En el expediente sobre autorización de matrimonio remitido a este centro directivo en 
trámite de recurso por virtud del entablado por los interesados, contra el auto del 
encargado del Registro Civil de Tortosa (Tarragona). 

HECHOS 

1. Mediante escrito presentado en el registro civil, D.ª Y. A. A., nacida en Marruecos y 
de nacionalidad española, obtenida por opción en el año 2015 y Don L. O., nacido en 
Marruecos y de nacionalidad marroquí, solicitaban autorización para contraer matri-
monio civil. Se acompañaba la siguiente documentación: certificado de nacimiento, 
declaración jurada de estado civil y estado y volante de empadronamiento de la pro-
motora y copia literal de acta de nacimiento, certificado de soltería y volante de empa-
dronamiento del interesado. 

2. Ratificados los interesados, comparecen dos testigos que manifiestan que tienen el 
convencimiento de que el matrimonio proyectado no incurre en prohibición legal alguna. 
Se celebran las entrevistas en audiencia reservada. El ministerio fiscal se opone a la 
autorización del matrimonio proyectado. El encargado del registro civil, mediante auto 
de fecha 23 de enero de 2018, no autoriza la celebración del matrimonio. 

3. Notificados los interesados, éstos interponen recurso ante la Dirección General de 
los Registros y del Notariado, solicitando que se autorice la celebración del matrimo-
nio. 

4. Notificado el ministerio fiscal, éste se opone al recurso interpuesto. El encargado del 
registro civil remite el expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado 
para su resolución. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950, sobre protección de los derechos 
humanos y de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York 
de 19 de diciembre de 1966 de derechos civiles y políticos; la resolución del Consejo 
de la Unión Europea de 4 de diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán 
adoptarse en materia de lucha contra los matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 
14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 73 y 74 del Código Civil (CC); 386 de la Ley 
de Enjuiciamiento Civil (LEC); 238, 245, 246, 247 y 358 del Reglamento del Registro 
Civil (RRC); la Instrucción de 9 de enero de 1995; la Instrucción de 31 de enero de 
2006, y las resoluciones, entre otras, de 30-2ª de diciembre de 2005; 31-3ª de mayo, 
27-3ª y 4ª de junio, 10-4ª, 13-1ª y 20-3ª de julio, 1-4ª, 7-3ª y 9-2ª de septiembre, 9-1ª, 
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3ª y 5ª de octubre, 14-2ª, 5ª y 6ª de noviembre y 13-4ª y 5ª de diciembre de 2006; 
25-1ª, 3ª y 4ª de enero, 2-1ª , 22-2ª, 27-3ª y 28-4ª de febrero, 30-5ª de abril, 28-6ª y 
30-4ª de mayo, 11-3ª y 4ª, 12-3ª de septiembre, 29-4ª y 6ª de noviembre, 14-1ª y 4ª y 
26-5ª de diciembre de 2007, y 24-4ª de abril y 19-2ª de diciembre de 2008. 

II. En el expediente previo para la celebración del matrimonio es un trámite imprescin-
dible la audiencia personal, reservada y por separado de cada contrayente, que debe 
efectuar el Instructor, asistido del secretario, para cerciorarse de la inexistencia del 
impedimento de ligamen o de cualquier otro obstáculo legal para la celebración (cfr. 
art. 246 RRC). 

III. La importancia de este trámite ha aumentado en los últimos tiempos, especialmen-
te en los matrimonios entre español y extranjero, en cuanto que por él puede en oca-
siones descubrirse el verdadero propósito fraudulento de las partes, que no desean en 
realidad ligarse con el vínculo matrimonial, sino aprovecharse de la apariencia matri-
monial para obtener las ventajas que del matrimonio resultan para el extranjero. Si, a 
través de este trámite o de otros medios, el encargado llega a la convicción de que 
existe simulación, no debe autorizar un matrimonio nulo por falta de verdadero con-
sentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º CC). 

IV. Ahora bien, las dificultades prácticas de la prueba de la simulación son sobrada-
mente conocidas. No existiendo normalmente pruebas directas de ésta, es casi siem-
pre necesario acudir a la prueba de presunciones, es decir, deducir de un hecho o de 
unos HECHOS demostrados, mediante un enlace preciso y directo según las reglas del 
criterio humano, la ausencia de consentimiento que se trata de probar (cfr. art. 386 
LEC). 

V. En el caso actual se trata de la solicitud de autorización para contraer matrimonio 
civil entre una ciudadana española, de origen marroquí y un ciudadano marroquí y de 
las audiencias reservadas se desprenden determinados HECHOS objetivos de los que 
cabe deducir que el matrimonio que se pretende celebrar no persigue los fines propios 
de esta institución. Según se desprende de la declaración de los interesados, se trata 
de un matrimonio concertado, al ser los interesados primos. No saben nada el uno del 
otro. El interesado dice que no se han visto en Marruecos, pero ella dice que sí se han 
visto en Marruecos. El interesado desconoce los apellidos de ella; ambos desconocen 
donde vive el otro. Ella no recuerda cuando han sido la última vez que han hablado por 
teléfono, sin embargo, él dice que fue hace dos días. Ella manifiesta que cuando termi-
ne la audiencia reservada, el interesado se irá a V., mientras que el interesado dice 
que se va a quedar a dormir en T. y mañana se irá a B. Desconocen gustos, aficiones, 
costumbres personales, colores favoritos, marca de colonias utilizadas, etc. Por otro 
lado, no es admisible como alegación, en el recurso presentado, que las diferentes 
respuestas dadas en la audiencia, se deba al desconocimiento del idioma español, 
teniendo en cuenta que la promotora tiene la nacionalidad española desde el año 
2015, lo que lleva inherente conocimiento del idioma español. 
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Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y 
Estado Civil, ha acordado que procede desestimar el recurso y confirmar el auto apela-
do. 

Madrid, 22 de febrero de 2019

Firmado: El director general: Pedro José Garrido Chamorro.

Sr. juez encargado del Registro Civil de Tortosa (Tarragona)

Resolución de 22 de febrero de 2019 (6ª) 
IV.2.1 Autorización de matrimonio 

Se deniega porque hay datos objetivos bastantes para deducir la ausencia de consen-
timiento matrimonial. 

En el expediente sobre autorización de matrimonio remitido a este centro directivo en 
trámite de recurso por virtud del entablado por los interesados, contra el auto del 
encargado del Registro Civil de Roquetas de Mar (Almería). 

HECHOS 

1. Mediante escrito presentado en el registro civil, Don J. F. R. C., nacido en España y 
de nacionalidad española, y D.ª T. P., nacida en Rumanía y de nacionalidad rumana, 
solicitaban autorización para contraer matrimonio civil. Se acompañaba la siguiente 
documentación: certificado de nacimiento, declaración jurada de estado civil y estado 
y volante de empadronamiento del promotor y certificado de nacimiento, certificado de 
matrimonio con inscripción de divorcio y volante de empadronamiento de la interesa-
da. 

2. Ratificados los interesados, comparece un testigo que manifiesta que tiene el conven-
cimiento de que el matrimonio proyectado no incurre en prohibición legal alguna. Se 
celebran las entrevistas en audiencia reservada. El ministerio fiscal se opone a la 
autorización del matrimonio proyectado. El encargado del registro civil mediante auto 
de fecha 30 de enero de 2018 no autoriza la celebración del matrimonio. 

3. Notificados los interesados, éstos interponen recurso ante la Dirección General de 
los Registros y del Notariado, solicitando que se autorice la celebración del matrimo-
nio. 

4. Notificado el ministerio fiscal, éste impugna el recurso interpuesto, interesando la 
confirmación de la resolución recurrida. El encargado del registro civil remite el expe-
diente a la Dirección General de los Registros y del Notariado para su resolución. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950, sobre protección de los derechos 
humanos y de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York 
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de 19 de diciembre de 1966 de derechos civiles y políticos; la resolución del Consejo 
de la Unión Europea de 4 de diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán 
adoptarse en materia de lucha contra los matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 
14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 73 y 74 del Código Civil (CC); 386 de la Ley 
de Enjuiciamiento Civil (LEC); 238, 245, 246, 247 y 358 del Reglamento del Registro 
Civil (RRC); la Instrucción de 9 de enero de 1995; la Instrucción de 31 de enero de 
2006, y las resoluciones, entre otras, de 30-2ª de diciembre de 2005; 31-3ª de mayo, 
27-3ª y 4ª de junio, 10-4ª, 13-1ª y 20-3ª de julio, 1-4ª, 7-3ª y 9-2ª de septiembre, 9-1ª, 
3ª y 5ª de octubre, 14-2ª, 5ª y 6ª de noviembre y 13-4ª y 5ª de diciembre de 2006; 
25-1ª, 3ª y 4ª de enero, 2-1ª , 22-2ª, 27-3ª y 28-4ª de febrero, 30-5ª de abril, 28-6ª y 
30-4ª de mayo, 11-3ª y 4ª, 12-3ª de septiembre, 29-4ª y 6ª de noviembre, 14-1ª y 4ª y 
26-5ª de diciembre de 2007, y 24-4ª de abril y 19-2ª de diciembre de 2008. 

II. En el expediente previo para la celebración del matrimonio es un trámite imprescin-
dible la audiencia personal, reservada y por separado de cada contrayente, que debe 
efectuar el Instructor, asistido del secretario, para cerciorarse de la inexistencia del 
impedimento de ligamen o de cualquier otro obstáculo legal para la celebración (cfr. 
art. 246 RRC). 

III. La importancia de este trámite ha aumentado en los últimos tiempos, especialmen-
te en los matrimonios entre español y extranjero, en cuanto que por él puede en oca-
siones descubrirse el verdadero propósito fraudulento de las partes, que no desean en 
realidad ligarse con el vínculo matrimonial, sino aprovecharse de la apariencia matri-
monial para obtener las ventajas que del matrimonio resultan para el extranjero. Si, a 
través de este trámite o de otros medios, el encargado llega a la convicción de que 
existe simulación, no debe autorizar un matrimonio nulo por falta de verdadero con-
sentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º CC). 

IV. Ahora bien, las dificultades prácticas de la prueba de la simulación son sobrada-
mente conocidas. No existiendo normalmente pruebas directas de ésta, es casi siem-
pre necesario acudir a la prueba de presunciones, es decir, deducir de un hecho o de 
unos HECHOS demostrados, mediante un enlace preciso y directo según las reglas del 
criterio humano, la ausencia de consentimiento que se trata de probar (cfr. art. 386 
LEC). 

V. En el caso actual se trata de la solicitud de autorización para contraer matrimonio 
civil entre un ciudadano español y una ciudadana rumana y de las audiencias reserva-
das se desprenden determinados HECHOS objetivos de los que cabe deducir que el 
matrimonio que se pretende celebrar no persigue los fines propios de esta institución. 
Discrepan en cómo se conocieron, ya que la interesada declara que fue hace siete 
años, en un bar donde ella trabajaba como camarera y él era el cliente afirma que se 
hicieron novios desde el primer día, sin embargo, el interesado dice que, se conocie-
ron, en el año 2010, en el bar, donde ambos eran clientes, él estaba con un amigo y 
ella con unas amigas, se hicieron novios hace cinco años. El interesado sabe que ella 
tiene tres hermanos, pero sólo da el nombre de dos de ellos, no recordando el nombre 
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del otro. El interesado no da el nombre exacto del lugar de nacimiento de ella, desco-
noce el nombre de su padre, su nivel de estudios y el nombre de la hija de ella, a pesar 
de que vive con ellos (se llama A. R. y él dice que se llama R.). Por su parte, la interesa-
da desconoce la fecha de nacimiento del interesado y los nombres de sus padres. Ella 
no se acuerda donde pasó el interesado las últimas navidades, sin embargo, él indica 
que las pasó en casa con su familia y ella con la suya. No coinciden en gustos, aficio-
nes, costumbres personales, marca de coche que utilizan, regalos que se han hecho, 
etc. Ella manifiesta, que “el objetivo del matrimonio es que ella lo cuida a él y como 
ella no ha cotizado suficiente tiempo, para que le quede una paga, hay que hacer 
sacrificios por los hijos”. Por otro lado, el interesado es 27 años mayor que la interesa-
da. 

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y 
Estado Civil, ha acordado que procede desestimar el recurso y confirmar el auto apela-
do. 

Madrid, 22 de febrero de 2019

Firmado: El director general: Pedro José Garrido Chamorro.

Sr. juez encargado del Registro Civil de Roquetas de Mar (Almería)

Resolución de 22 de febrero de 2019 (11ª) 
IV.2.1 Autorización de matrimonio 

Se deniega porque hay datos objetivos bastantes para deducir la ausencia de consen-
timiento matrimonial. 

En el expediente sobre autorización de matrimonio remitido a este centro directivo en 
trámite de recurso por virtud del entablado por los interesados, contra el auto del 
encargado del Registro Civil de Madrid. 

HECHOS 

1. Mediante escrito presentado en el registro civil, D.ª M. E. R. P., nacida en Perú y de 
nacionalidad española, obtenida por residencia en el año 2015 y Don J. I. V. O., nacido 
en Perú y de nacionalidad peruana, solicitaban autorización para contraer matrimonio 
civil. Se acompañaba la siguiente documentación: certificado de nacimiento, certifica-
do de matrimonio con inscripción marginal de divorcio y volante de empadronamiento 
de la promotora y acta de nacimiento, certificado de soltería y volante de empadrona-
miento del interesado. 

2. Ratificados los interesados, comparece un testigo que manifiesta que tiene el conven-
cimiento de que el matrimonio proyectado no incurre en prohibición legal alguna. Se 
celebran las entrevistas en audiencia reservada. El ministerio fiscal se opone a la auto-
rización del matrimonio proyectado. El encargado del registro civil mediante auto de 
fecha 18 de mayo de 2018 no autoriza la celebración del matrimonio. 
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3. Notificados los interesados éstos, mediante representante legal, interponen recurso 
ante la Dirección General de los Registros y del Notariado, solicitando que se autorice 
la celebración del matrimonio. 

4. Notificado el ministerio fiscal, éste impugna el recurso interpuesto, interesando la 
confirmación de la resolución recurrida. El encargado del registro civil remite el expe-
diente a la Dirección General de los Registros y del Notariado para su resolución, con 
un informe desfavorable. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950, sobre protección de los derechos 
humanos y de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York 
de 19 de diciembre de 1966 de derechos civiles y políticos; la resolución del Consejo 
de la Unión Europea de 4 de diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán 
adoptarse en materia de lucha contra los matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 
14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 73 y 74 del Código Civil (CC); 386 de la Ley 
de Enjuiciamiento Civil (LEC); 238, 245, 246, 247 y 358 del Reglamento del Registro 
Civil (RRC); la Instrucción de 9 de enero de 1995; la Instrucción de 31 de enero de 
2006, y las resoluciones, entre otras, de 30-2ª de diciembre de 2005; 31-3ª de mayo, 
27-3ª y 4ª de junio, 10-4ª, 13-1ª y 20-3ª de julio, 1-4ª, 7-3ª y 9-2ª de septiembre, 9-1ª, 
3ª y 5ª de octubre, 14-2ª, 5ª y 6ª de noviembre y 13-4ª y 5ª de diciembre de 2006; 
25-1ª, 3ª y 4ª de enero, 2-1ª, 22-2ª, 27-3ª y 28-4ª de febrero, 30-5ª de abril, 28-6ª y 
30-4ª de mayo, 11-3ª y 4ª, 12-3ª de septiembre, 29-4ª y 6ª de noviembre, 14-1ª y 4ª y 
26-5ª de diciembre de 2007, y 24-4ª de abril y 19-2ª de diciembre de 2008. 

II. En el expediente previo para la celebración del matrimonio es un trámite imprescin-
dible la audiencia personal, reservada y por separado de cada contrayente, que debe 
efectuar el Instructor, asistido del secretario, para cerciorarse de la inexistencia del 
impedimento de ligamen o de cualquier otro obstáculo legal para la celebración (cfr. 
art. 246 RRC). 

III. La importancia de este trámite ha aumentado en los últimos tiempos, especialmen-
te en los matrimonios entre español y extranjero, en cuanto que por él puede en oca-
siones descubrirse el verdadero propósito fraudulento de las partes, que no desean en 
realidad ligarse con el vínculo matrimonial, sino aprovecharse de la apariencia matri-
monial para obtener las ventajas que del matrimonio resultan para el extranjero. Si, a 
través de este trámite o de otros medios, el encargado llega a la convicción de que 
existe simulación, no debe autorizar un matrimonio nulo por falta de verdadero con-
sentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º CC). 

IV. Ahora bien, las dificultades prácticas de la prueba de la simulación son sobrada-
mente conocidas. No existiendo normalmente pruebas directas de ésta, es casi siem-
pre necesario acudir a la prueba de presunciones, es decir, deducir de un hecho o de 
unos HECHOS demostrados, mediante un enlace preciso y directo según las reglas del 
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criterio humano, la ausencia de consentimiento que se trata de probar (cfr. art. 386 
LEC). 

V. En el caso actual se trata de la solicitud de autorización para contraer matrimonio 
civil entre una ciudadana española, de origen peruano y un ciudadano peruano y de 
las audiencias reservadas se desprenden determinados HECHOS objetivos de los que 
cabe deducir que el matrimonio que se pretende celebrar no persigue los fines propios 
de esta institución. Manifiestan que se conocieron hace dos años, concretamente en 
enero de 2016, en ese momento, el interesado vivía en España. El interesado declara 
que trabajó en un B. K., desde el año 2009 hasta el año 2013, lo que contradice a lo 
manifestado por ella que declara que cuando conoció al interesado, en enero de 2016, 
éste trabajaba en un restaurante de hamburguesas. El interesado manifiesta que ella 
tiene un salario de 1.300 euros, cuando ella dice ganar 600 euros. Ella dice que convi-
vieron tres meses y él dice que fueron seis meses. El interesado dice que el padre de 
ella se llama V., cuando se llama M. El interesado fue expulsado en octubre de 2016, 
lo que lleva a pensar que, lo que mueve a los interesados a contraer matrimonio es 
burlar la orden de expulsión que pesa sobre él. 

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y 
Estado Civil, ha acordado que procede desestimar el recurso y confirmar el auto apela-
do. 

Madrid, 22 de febrero de 2019

Firmado: El director general: Pedro José Garrido Chamorro.

Sr. juez encargado del Registro Civil de Madrid

IV.2.2  EXPEDICIÓN DE CERTIFICADO DE CAPACIDAD MATRIMONIAL

Resolución de 6 de febrero de 2019 (6ª) 
IV.2.2 Certificado de capacidad matrimonial 

Se retrotraen las actuaciones para que se amplíe la audiencia reservada al interesado 
y por ello se dicte seguidamente la resolución motivada que proceda. 

En las actuaciones sobre la expedición de un certificado de capacidad matrimonial, 
remitidas a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por los 
interesados contra auto del encargado del Registro Civil de Villamediana de Iregua (La 
Rioja). 

HECHOS 

1.Mediante escrito presentado en el registro civil, Don J. S. P., solicitaba la expedición 
de un certificado de capacidad matrimonial a fin de contraer matrimonio en Marruecos 
con D.ª M. E. S. E., nacida y domiciliada en Marruecos y de nacionalidad marroquí. 
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Adjuntan como documentación: certificado de nacimiento, certificado de matrimonio 
con inscripción marginal de divorcio y volante de empadronamiento del interesado. 

2. Ratificados los interesados, comparecen dos testigos que manifiestan que tienen el 
convencimiento de que el matrimonio proyectado no incurre en prohibición legal 
alguna. Se celebra la entrevista en audiencia reservada con los interesados. El minis-
terio fiscal interesa la denegación del matrimonio. Con fecha 24 de marzo de 2017 el 
encargado del registro civil dicta auto denegando la inscripción del matrimonio. 

3. Notificados los interesados, éstos interponen recurso ante la Dirección General de 
los Registros y del Notariado, volviendo a solicitar la inscripción del matrimonio. 

4. De la interposición del recurso se dio traslado al ministerio fiscal, que emite un 
informe desfavorable. El encargado del Registro Civil ordena la remisión del expediente 
a la Dirección General de los Registros y del Notariado para su resolución. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

I. Vistos los artículos 49 y 56 del Código Civil (CC); 228 de la Ley de Enjuiciamiento Civil 
(LEC); 97 de la Ley del Registro Civil (LRC); 243, 244 y 246 del Reglamento del Registro 
Civil (RRC); las Instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de enero de 2006; y las 
resoluciones, entre otras, de 9-1ª y 2ª de julio, 19-2ª de octubre y 16 de diciembre de 
1996; 13 de marzo de 2000; 5-3ª de enero de 2002; 17-3ª de mayo de 2004; 29-1ª 
de enero de 2007; 2-6ª de abril y 5-13ª de noviembre de 2008; y 27-1ª de enero de 
2009. 

II. En el expediente previo al matrimonio es trámite imprescindible la audiencia perso-
nal, reservada y por separado de cada contrayente, que debe efectuar el instructor, 
asistido del secretario, para cerciorarse de la inexistencia de impedimento de ligamen 
o de cualquier otro obstáculo legal para la celebración (cfr. art. 246 RRC). 

III. Como viene reiteradamente insistiendo esta dirección general a través de su cons-
tante doctrina y mediante las Instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de enero de 
2006, el trámite de audiencia es fundamental y su importancia ha aumentado en los 
últimos tiempos, especialmente en los matrimonios entre español y extranjero, en 
cuanto que por él puede en ocasiones descubrirse el propósito fraudulento de las 
partes, que no desean en realidad ligarse con el vínculo sino aprovecharse de la apa-
riencia matrimonial para obtener las ventajas que del matrimonio resultan para el 
extranjero. Si, por éste u otros medios, el encargado llega a la convicción de que existe 
simulación, no debe autorizar un matrimonio nulo por falta de verdadero consenti-
miento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73.1º CC). 

IV. En este caso en el expediente constan las dos entrevistas, pero al ser la entrevista 
realizada al interesado tan sucinta en el contenido de la misma no hay preguntas y 
respuestas cruzadas que permitan contrastar si los interesados incurren en contradic-
ciones, apreciar el grado de conocimiento recíproco que hay entre ellos y, en definitiva, 
formar la convicción de la existencia o no de consentimiento matrimonial válido, proce-
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de dejar sin efecto el auto dictado y retrotraer las actuaciones para que el promotor del 
expediente sea oído nuevamente, a los efectos señalados en el artículo 246 del RRC, y 
continuar con la tramitación reglamentaria. 

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y 
Estado Civil, ha acordado que procede retrotraer las actuaciones a fin de que se amplíe 
la entrevista en audiencia reservada al interesado. 

Madrid, 6 de febrero de 2019

Firmado: El director general: Pedro José Garrido Chamorro.

Sr. juez encargado del Registro Civil de Villamediana de Iregua (La Rioja)

Resolución de 27 de febrero de 2019 (14ª) 
IV.2.2 Capacidad matrimonial 

Se deniega la expedición del certificado de capacidad matrimonial porque existen 
datos bastantes para deducir la ausencia de consentimiento matrimonial 

En el expediente sobre autorización de matrimonio remitido a este centro directivo en 
trámite de recurso por virtud del entablado por los interesados contra el auto del 
encargado del Registro Civil del Consulado de España en Casablanca (Marruecos). 

HECHOS 

1.Mediante escrito presentado en el registro civil consular, Don R. S. B. nacido en 
España y de nacionalidad española, solicitaba la expedición de un certificado de capa-
cidad matrimonial para contraer matrimonio en Marruecos con D.ª L. J., nacida y 
domiciliada en Marruecos y de nacionalidad marroquí. Se acompañaba la siguiente 
documentación: certificado de nacimiento, certificado de matrimonio con inscripción 
marginal de divorcio y volante de empadronamiento del interesado y certificación lite-
ral de partida de nacimiento, acta de divorcio y certificado de residencia de la interesa-
da. 

2. Ratificados los interesados, se celebra el preceptivo trámite de audiencia reservada 
con los interesados. El ministerio fiscal se opone a la expedición del certificado de 
capacidad matrimonial. El encargado del registro civil consular mediante auto de fecha 
4 de noviembre de 2015 no autoriza la expedición del certificado de capacidad matri-
monial. 

3. Notificados los interesados, éstos interponen recurso ante la Dirección General de 
los Registros y del Notariado, solicitando la expedición del certificado de capacidad 
matrimonial. 

4. Notificado el ministerio fiscal, éste emite un informe desfavorable. El encargado del 
registro civil consular da traslado del recurso a la Dirección General de los Registros y 
del Notariado para su resolución, con la emisión de un informe desfavorable. 
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FUNDAMENTOS DE DERECHO 

I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950, sobre protección de los derechos huma-
nos y de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de 
diciembre de 1966 de derechos civiles y políticos; la resolución del Consejo de la Unión 
Europea de 4 de diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en mate-
ria de lucha contra los matrimonios fraudulentos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 
44, 45, 73 y 74 del Código Civil (CC); 386 de la Ley de Enjuiciamiento Civil (LEC); 238, 
245, 246, 247 y 358 del Reglamento del Registro Civil (RRC); la Instrucción de 9 de enero 
de 1995; la Instrucción de 31 de enero de 2006, y las resoluciones, entre otras, 4-2ª de 
septiembre de 2004; 3-3ª de marzo, 26-4ª de octubre, 3-5ª de noviembre de 2005; 26-5ª 
de mayo, 13-4ª y 26-4ª de junio, 18-2ª y 3ª y 25-2ª de diciembre de 2006; 26-4ª de enero, 
9-5ª de febrero, 30-3ª de abril, 10-6ª y 29-4ª de mayo y 22-6ª de junio de 2007; 24-3ª de 
enero, 25-6ª de abril, 17-4ª y 7ª de julio y 1-4ª y 5ª de septiembre de 2008; 6-5ª de 
febrero, 31-6ª de marzo, 8-1ª de mayo y 2-6ª de junio de 2009. 

II. Cuando un español desea contraer matrimonio en el extranjero con arreglo a la 
forma establecida por la ley del lugar de celebración y esta ley exige la presentación de 
un certificado de capacidad matrimonial (cfr. art. 252 RRC), el expediente previo para 
la celebración del matrimonio ha de instruirse conforme a las reglas generales (cfr. 
Instrucción de 9 de enero de 1995, norma 5ª), siendo, pues, trámite imprescindible la 
audiencia personal, reservada y por separado de cada contrayente, que debe efectuar 
el instructor para cerciorarse de la inexistencia del impedimento de ligamen o de 
cualquier otro obstáculo legal para la celebración (cfr. art. 246 RRC). 

III. La importancia del trámite de audiencia ha aumentado en los últimos tiempos en 
cuanto que por él puede en ocasiones descubrirse el verdadero propósito de las 
partes, que no desean en realidad ligarse con el vínculo matrimonial sino aprovechar-
se de la apariencia matrimonial para obtener las ventajas que del matrimonio resultan 
para el extranjero. Si, a través de este trámite o de otros medios, el Encargado llega a 
la convicción de que existe simulación, no debe autorizar, ni contribuir, como en este 
caso, a la autorización de un matrimonio nulo por falta de verdadero consentimiento 
matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º CC). 

IV. Ahora bien, las dificultades prácticas de la prueba de la simulación son sobrada-
mente conocidas. No existiendo normalmente pruebas directas de ésta, es casi siem-
pre necesario acudir a la prueba de presunciones, es decir, deducir de un hecho o de 
unos HECHOS demostrados, mediante un enlace preciso y directo según las reglas del 
criterio humano, la ausencia de consentimiento que se trata de probar (cfr. art. 386 
LEC). 

V. En el caso actual se trata de autorizar la expedición de un certificado de capacidad 
matrimonial para la celebración de un matrimonio en Marruecos, entre un ciudadano 
español y una ciudadana marroquí, y de las audiencias reservadas se desprenden 
determinados HECHOS objetivos de los que cabe deducir que el matrimonio que se 
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pretende celebrar no persigue los fines propios de esta institución. No tienen idioma 
común, en este sentido uno de los motivos que la resolución arriba citada del Consejo 
de la Unión Europea señala como factor que permite presumir la existencia de un 
matrimonio de complacencia es el hecho de que los contrayentes no tengan idioma 
común, y eso es, precisamente, lo que sucede en este caso. Según lo manifestado por 
ambos en las entrevistas, han pagado a un intermediario para que los presentase, 
concretamente el interesado declara que pagó a Y. (marroquí, de nacionalidad españo-
la, que vive en el mismo pueblo que el promotor) la cantidad de 500 euros para que le 
presentara a la interesada, él fue a Marruecos expresamente a conocerla para casar-
se. Por otro lado, existen discrepancias claras en las repuestas dadas por los promoto-
res, así ella dice que él se divorció de su anterior esposa porque ésta maltrataba al 
padre del interesado, sin embargo, él dice que se divorció porque su anterior esposa 
siempre estaba con su madre. Ella manifiesta que trabajaba en la confección, pero 
hace dos años que ya no trabaja, por el contrario, el interesado dice que ella trabaja en 
una fábrica de confección desde las ocho horas hasta las 13 horas y por la tarde 
vuelve a trabajar. El interesado manifiesta que quiere casarse con ella porque está 
solo y necesita a alguien que la haga todo, él le dará de comer a cambio de que ella le 
haga todo. La interesada tiene una hija que también se va a casar con un español, 
siendo el tal Y. el que también ha arreglado este posible matrimonio. El interesado 
declara que ella está deseando irse a España, sin embargo, ella dice que no quiere ir a 
España, manifestando que se ha comprado una casa en Marruecos que está pagando 
el promotor pero que está a nombre de ella. 

VI. A la vista de lo que antecede, se considera que existe base suficiente para entender 
que el ministerio fiscal y el encargado del registro civil consular hayan deducido la 
inexistencia de una voluntad de contraer matrimonio con los fines propios de ésta 
institución. Su deducción no es ilógica ni arbitraria y siempre ha de tenerse en cuenta 
que, por razones de inmediación, las personas que han presenciado las manifestacio-
nes de los interesados son las que están en mejores condiciones para apreciar una 
posible simulación. 

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y 
Estado Civil, ha acordado que procede desestimar el recurso y confirmar el auto apela-
do. 

Madrid, 27 de febrero de 2019

Firmado: El director general: Pedro José Garrido Chamorro.

Sr. encargado del Registro Civil Consular en Casablanca (Marruecos) 
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IV.4  MATRIMONIO CELEBRADO EN EL EXTRANJERO

IV.4.1  INSCRIPCIÓN DE MATRIMONIO CELEBRADO EN EL 
EXTRANJERO POR ESPAÑOL O EXTRANJERO NATURALIZADO

Resolución de 13 de febrero de 2019 (1ª) 
IV.4.1 y III.3.1 Matrimonio celebrado en el extranjero e inscripción de nacimiento, 

previa opción a la nacionalidad española, de hija menor de 14 años 

1º. Se deniega la inscripción de matrimonio celebrado en Mauritania por dos ciudada-
nos de esta nacionalidad, uno de los cuales ha obtenido posteriormente la nacionali-
dad española, porque la certificación del Registro extranjero sobre los HECHOS de que 
da fe no reúne garantías análogas a las exigidas para la inscripción por la ley española, 
no constando documentos literales pese al requerimiento efectuado. 

2º. Se deniega la inscripción de nacimiento, previa opción a la nacionalidad española, 
de la menor de 14 años edad en el momento de la solicitud, nacida y residente en 
Mauritania y presuntamente hija del promotor, nacionalizado español y de origen mau-
ritano, porque la certificación del Registro extranjero sobre los HECHOS de que da fe 
no reúne garantías análogas a las exigidas para la inscripción por la ley española, no 
constando documentos literales pese al requerimiento efectuado. 

En el expediente sobre inscripción de matrimonio e inscripción de nacimiento, previa 
opción a la nacionalidad española, remitido a este centro directivo en trámite de recur-
so por virtud del entablado por el interesado contra auto de la encargada del Registro 
Civil del Consulado General de España en Nouakchott (Mauritania). 

HECHOS 

1. Don A. T. E. H., nacido en S. (Mauritania) el 31 de diciembre de 1973, según declara 
y de nacionalidad española obtenida por residencia con efectos de 21 de febrero de 
2013, presentó en la Embajada de España en Nouakchott, impreso de declaración de 
datos para la trascripción de su matrimonio, celebrado según menciona el día 10 de 
junio de 2002, en Mauritania e inscrito en dicha fecha, según la ley local, con O. K. M. 
T., natural de Mauritania donde nació el 1 de junio de 1987. Acompañaba como docu-
mentación acreditativa de su solicitud: hoja declaratoria de datos en la que se mencio-
na que el domicilio del promotor está en P., España y la interesada en Mauritania; ins-
cripción literal de nacimiento español del promotor, en la que consta su nacimiento el 
31 de diciembre de 1973; documento nacional de identidad y pasaporte español del 
solicitante; declaración jurada de estado civil del promotor antes de su matrimonio, 
menciona que es soltero; certificado de concordancia de nombres del interesado, 
entre A. A. T., nacido en S. el 8 de diciembre de 1973 y A. O. A. O. T., nacido en S. el 31 
de diciembre de 1973, sin traducir ni legalizar y basado en el testimonio de dos perso-
nas; pasaporte mauritano y certificado de nacimiento en extracto de la interesada, sin 
traducir y sin legalizar; certificado de estado civil de la interesada, basado en el testi-
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monio de dos personas y en el que se declara que no ha estado casada antes del 10 
de junio de 2002, fecha de celebración del matrimonio; certificación en extracto del 
matrimonio que se pretende inscribir, en el que aparece como fecha del mismo el 10 
de junio de 2002 y la fecha de nacimiento del interesado es 8 de diciembre de 1973. 

Al mismo tiempo el Sr. T. E. H. solicitaba la inscripción de nacimiento en el Registro Civil 
español, previa opción a la nacionalidad española, de su hija Z. A. T., nacida en T. Z. 
(Mauritania) el ….. 2004, fruto del matrimonio que se pretendía también inscribir. Al 
respecto presentaba hoja declaratoria; pasaporte mauritano y certificación de naci-
miento en extracto del registro civil local, sin traducir y sin legalizar, en las que no 
consta la fecha de inscripción y se indica que la fecha de nacimiento del padre es 8 de 
diciembre de 1973. 

2. El órgano en funciones de ministerio fiscal se opone a la inscripción por informe de 
11 de mayo de 2015, en el que indica que no es posible determinar la fecha de naci-
miento del padre. Por auto de fecha 13 de mayo de 2015, la encargada del Registro 
Civil Consular de España en Nouakchott, acuerda que no procede la inscripción del 
matrimonio ni la del nacimiento solicitadas, ya que únicamente deben inscribirse en el 
registro civil los actos que afecten a españoles, y que tampoco procede la opción a la 
nacionalidad española de la menor por no poder acreditarse la filiación y por tanto, la 
sujeción a la patria potestad de un español como establece el artículo 20.1 del Código 
Civil, habida la discrepancia de datos en cuanto a la identidad de promotor. 

3. Notificada la resolución al órgano en funciones de ministerio fiscal y al interesado, 
este interpuso recurso ante la Dirección General de los Registros y del Notariado, 
declarando como domicilio el de P. y solicitando la revisión de su expediente, presenta 
certificados en extracto sin traducir y legalizados de matrimonio y de nacimiento de la 
menor, en los que figura como fecha de su nacimiento el 31 de diciembre de 1973. 

4. De la interposición del recurso se dio traslado al órgano en funciones de ministerio 
fiscal, que formuló informe favorable a las pretensiones del interesado y seguidamente 
la encargada del registro civil consular emitió informe en los mismos términos y dispu-
so la remisión del expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado. 

5. Recibidas las actuaciones en este centro directivo se solicitó del promotor nueva 
documentación, a través del registro civil consular, concretamente certificados litera-
les traducidos y legalizados de nacimiento de la menor y de matrimonio del promotor, 
o bien en el caso de que no se emitan certificados literales, un certificado de notas 
marginales o de observaciones, dadas las discrepancias en la fecha de nacimiento del 
interesado en las certificaciones aportadas con su solicitud y las que acompañó junto 
con su escrito de recurso. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

I. Vistos los artículos 9, 20 y 65 del Código Civil (CC); 15, 16, 23, 27, 35, 69 y 73 de la 
Ley del Registro Civil (LRC); 66, 81, 85, 86, 245, 246, 247, 256 y 257 del Reglamento 
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del Registro Civil (RRC), y las resoluciones de 4-2ª de junio de 2001; 9-2ª y 24-2ª de 
mayo de 2002; 13-3ª de octubre de 2003; 17-2ª de febrero, 31-5ª de mayo y 2-2ª de 
noviembre de 2004; 16-2ª de noviembre de 2005; 17-3ª de marzo de 2008; 20-1ª de 
julio de 2010, y 13-12ª de julio de 2011. 

II. Dispone el artículo 66 del Reglamento del Registro Civil que “en el Registro consta-
rán los HECHOS que afecten a españoles, aunque hayan acaecido antes de adquirir la 
condición de tales”. En el presente caso el hecho inscribible –el matrimonio– afecta a 
un español y, conforme al artículo 15 Ley del Registro Civil y al Reglamentario transcri-
to, puede tener acceso al Registro Civil español siempre, claro es, que se cumplan los 
requisitos exigidos. 

III. Se solicita la inscripción en el Registro Civil español de un matrimonio celebrado en 
Mauritania el día 10 de junio de 2002, según la documentación aportada, así como la 
opción a la nacionalidad española de la presunta hija del promotor, nacida el ….. de 
2004 en Mauritania en base al artículo 20.1.a) del Código Civil. Las peticiones no son 
atendidas por la encargada del Registro Civil de la Embajada de España en Nouakchott, 
que el 13 de mayo de 2015, resuelve denegar la inscripción, por considerar que no ha 
quedado suficientemente acreditado el hecho que se pretende inscribir por la docu-
mentación aportada, así como la opción a la nacionalidad española por no acreditarse 
la filiación y, por tanto, la sujeción a la patria potestad de un español. Este auto consti-
tuye el objeto del presente recurso. 

IV. La inscripción se pretende sobre la base de una certificación, no literal, de registro 
extranjero. El artículo 85 del Reglamento del Registro Civil dispone al respecto que 
“para practicar inscripciones sin expediente en virtud de certificación de registro 
extranjero, se requiere que este sea regular y auténtico, de modo que el asiento de que 
se certifica, en cuanto a los HECHOS de que da fe, tenga garantías análogas a las exi-
gidas para la inscripción por la Ley española”. La calificación por el encargado de la 
certificación extranjera se extiende al examen de la competencia de la autoridad que 
la expide, la cual ha de actuar en el ejercicio de cargo que la habilite para tal expedi-
ción. En este caso no existe base documental suficiente porque los certificados que 
deben acreditar la celebración y existencia del matrimonio se han aportado en extrac-
to, no conteniendo la totalidad de los datos y en el expediente registral sólo constaban 
en el idioma local pero no traducidos al castellano, incumpliendo lo establecido en el 
artículo 86 del Reglamento citado “con los documentos no redactados en castellano ni 
en ninguna de las lenguas oficiales en las respectivas comunidades autónomas, o 
escritos en letra antigua o poco inteligible, se acompañará traducción o copia suficien-
te hecha por notario, cónsul, traductor u otro órgano o funcionario competentes”. La 
misma circunstancia se da en los demás documentos relativos a la ciudadana mauri-
tana, sin que pese a los intentos de requerimiento efectuados se haya cumplimentado 
lo solicitado. 

A este respecto se ha de recordar que la Instrucción de 20 de marzo de 2006, de esta 
Dirección General de los Registros y del Notariado sobre prevención del fraude docu-
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mental en materia de estado civil acordó hacer público el texto de la Recomendación 
nº9 de la Comisión Internacional del Estado Civil relativa a la lucha contra el fraude 
documental en materia de estado civil y su memoria explicativa adoptadas en 
Estrasburgo por la Asamblea General el 17 de marzo de 2005 y comunicar a todos los 
encargados de los Registros Civiles españoles, Municipales, Consulares y Central, que 
los criterios y orientaciones prácticas que en orden a la prevención del fraude docu-
mental en materia de estado civil se contienen en la citada Recomendación de la 
Comisión Internacional del Estado Civil deberán ser valorados y, en su caso, invocados 
conforme a lo dispuesto en los artículos 23 y 27 de la Ley del Registro Civil y 85 de su 
Reglamento, en la calificación de las certificaciones de las actas de los registros civiles 
extranjeros que se presenten en un registro civil español bien como título directamente 
inscribible, bien como documento complementario en cualquier tipo de expediente o 
actuación registral, que por identidad de causa y razón deben ser aplicados analógica-
mente al caso ahora examinado, y entre cuyas recomendaciones se incluye la de que 
“Cuando existan indicios que hagan dudar de la exactitud de los datos que figuran en 
el documento presentado o de la autenticidad de las firmas, el sello o el documento en 
sí mismo, la autoridad competente en el asunto realizará todas las comprobaciones 
necesarias, en particular con el interesado” y la de que “Cuando de los elementos 
verificados se desprenda el carácter fraudulento del documento presentado, la autori-
dad competente se negará a otorgarle efecto alguno”. 

V. La fundamentación anterior es aplicable también a las inscripciones de nacimiento 
y opción de nacionalidad, con base en el artículo 20.1.a del Código Civil y además, 
debe significarse que debido a la edad de la menor en el momento de la solicitud, 
hubiera sido necesario que sus representantes legales, es decir ambos progenitores 
titulares de la patria potestad, hubiesen formulado la declaración de opción (artículo 
20.2.a del Código Civil). Este trámite no consta efectuado en cuanto a la madre, que 
no ha intervenido en la solicitud y tramitación del expediente ni consta que hubiera 
otorgado poder al padre para actuar en su nombre, ni que este tuviera otorgada en 
exclusiva la patria potestad de la menor. El auto dictado debió tener en cuenta la falta 
de estos requisitos previos al ejercicio del derecho. 

VI. El artículo 20.2.a ya mencionado también establece que en el caso de que el 
optante sea menor de 14 años, caso presente en el momento de la solicitud, o incapa-
citado, la opción de nacionalidad requiere la autorización del encargado del registro 
civil del domicilio del declarante, previo dictamen del ministerio fiscal. Dicha autoriza-
ción se concederá en interés del menor o incapaz. No consta en el expediente ahora 
examinado dicha autorización previa, ni se hace referencia a su concesión en el auto 
recurrido y ni siquiera puede considerarse establecido el registro civil competente ya 
que no se ha acreditado el domicilio del promotor declarante en el momento de la 
solicitud, por tanto, no se ha cumplido lo previsto legalmente. 

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y 
Estado Civil, ha acordado que procede desestimar el recurso y confirmar el auto apela-
do. 
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Madrid, 13 de febrero de 2019

Firmado: El director general: Pedro José Garrido Chamorro.

Sra. encargada del Registro Civil Consular en Nouakchott (Mauritania) 

Resolución de 6 de febrero de 2019 (5ª) 
IV.4.1.1. Matrimonio celebrado en el extranjero 

Se deniega su inscripción porque hay datos objetivos bastantes para deducir la ausen-
cia de consentimiento matrimonial. 

En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este centro directivo 
en trámite de recurso por virtud del entablado por los interesados, contra auto del 
encargado del Registro Civil del Consulado de España Bogotá (Colombia). 

HECHOS 

1.Doña L. M. S. M. nacida en Colombia y de nacionalidad colombiana, presentó en el 
registro civil consular, impreso de declaración de datos para la inscripción de su matri-
monio celebrado por poder en Colombia el 5 de febrero de 2015, con D. J. S. G. nacido 
en España y de nacionalidad española. Adjuntan como documentación: certificado de 
matrimonio local, certificado de nacimiento y certificado de matrimonio con inscripción 
marginal de divorcio del interesado y certificado de nacimiento y certificado de soltería 
de la interesada. 

2. Ratificados los interesados, se celebra las entrevistas en audiencia reservada con 
los interesados. El ministerio fiscal se opone a la inscripción del matrimonio. Con fecha 
23 de septiembre de 2015, el encargado del registro civil consular, dicta auto dene-
gando la inscripción del matrimonio 

3. Notificados los interesados, éstos interponen recurso ante la Dirección General de 
los Registros y del Notariado (DGRN), volviendo a solicitar la inscripción del matrimo-
nio. 

4. De la interposición del recurso se dio traslado al ministerio fiscal, el encargado del 
registro civil consular ordenó la remisión del expediente a la Dirección General de los 
Registros y del Notariado para su resolución. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 
del Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950, sobre protección de los dere-
chos humanos y de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de 
Nueva York de 19 de diciembre de 1966, de derechos civiles y políticos; la resolu-
ción del Consejo de la Unión Europea de 4 de diciembre de 1997, sobre las 
medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra los matrimonios frau-
dulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 49, 56, 65, 73 
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y 74 del Código Civil (CC); 23 y 73 de la Ley del Registro Civil (LRC); 54, 85, 245, 246, 
247, 256, 257 y 354 del Reglamento del Registro Civil (RRC); las instrucciones de 9 de 
enero de 1995 y de 31 de enero de 2006, y las resoluciones, entre otras, de 29-4ª de 
diciembre de 2005; 23-3ª y 5ª de junio, 3-1ª, 21-1ª y 5ª, 25-2ª de julio, 1-4ª y 5-4ª de 
septiembre, 29-2ª y 5ª de diciembre de 2006; 29-2ª y 26-5ª de enero, 28-5ª de febre-
ro, 31 de marzo, 28-2ª de abril, 30-1ª de mayo, 1-4ª de junio, 10-4ª, 5ª y 6ª y 11-1ª de 
septiembre; 30-6ª de noviembre y 27-1ª y 2ª de diciembre de 2007; 29-7ª de abril, 
27-1ª de junio, 16-1ª y 17-3ª de julio, 30-2ª de septiembre y 28-2ª de noviembre de 
2008; 19-6ª y 8ª de enero y 25-8ª de febrero de 2009. 

II. El llamado matrimonio de complacencia es indudablemente nulo en nuestro dere-
cho por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º CC). Para 
evitar en la medida de lo posible la existencia aparente de estos matrimonios y su ins-
cripción en el Registro Civil, esta dirección general dictó en su momento la Instrucción 
de 9 de enero de 1995 y recientemente la de 31 de enero de 2006, dirigidas a impedir 
que algunos extranjeros obtengan la entrada en España o regularicen su estancia en 
ella por medio de un matrimonio simulado con ciudadanos españoles. 

III. Las instrucciones citadas tratan de evitar que esos matrimonios fraudulentos lle-
guen a celebrarse dentro del territorio español, recordando la importancia que en el 
expediente previo a la celebración del matrimonio tiene el trámite de la audiencia per-
sonal, reservada y por separado, de cada contrayente (cfr. art. 246 RRC), como medio 
para apreciar cualquier obstáculo o impedimento para el enlace (cfr. arts. 56, I, C.c. y 
245 y 247 RRC), entre ellos, la ausencia de consentimiento matrimonial. Pues bien, 
análogas medidas deben adoptarse cuando se trata de inscribir en el registro consular 
o en el central un matrimonio ya celebrado en la forma extranjera permitida por la lex 
loci. El encargado debe comprobar si concurren los requisitos legales –sin excepción 
alguna– para la celebración del matrimonio (cfr. art. 65 CC) y esta comprobación, si el 
matrimonio consta por “certificación expedida por autoridad o funcionario del país de 
celebración” (art. 256-3º RRC), requiere que por medio de la calificación de ese docu-
mento y “de las declaraciones complementarias oportunas” se llegue a la convicción 
de que no hay dudas “de la realidad del hecho y de su legalidad conforme a la ley 
española”. Así lo señala el artículo 256 del Reglamento, siguiendo el mismo criterio 
que, para permitir otras inscripciones sin expediente y en virtud de certificación de un 
registro extranjero, establecen los artículos 23, II, de la Ley y 85 de su Reglamento. 

IV. Esta extensión de las medidas tendentes a evitar la inscripción de matrimonios 
simulados, por más que hayan sido celebrados en el extranjero, viene siendo propug-
nada por la doctrina de este centro directivo a partir de la resolución de 30 de mayo de 
1.995, debiendo denegarse la inscripción cuando existan una serie de HECHOS objeti-
vos, comprobados por las declaraciones de los propios interesados y por las demás 
pruebas presentadas, de las que sea razonable deducir según las reglas del criterio 
humano (cfr. art. 386 Ley de Enjuiciamiento Civil) que el matrimonio es nulo por simu-
lación. 



M
in

is
te

rio
 d

e 
Ju

st
ic

ia
IV Matrimonio 

◄ 248 ►

BMJ, año LXXIV, enero 2020, núm. 2.226

V. En este caso concreto se trata de inscribir un matrimonio celebrado en Colombia, 
por poder, entre un ciudadano español y una ciudadana colombiana y del trámite de 
audiencia reservada practicada a los contrayentes, resultan determinados HECHOS 
objetivos de los que cabe deducir que el matrimonio celebrado no ha perseguido los 
fines propios de esta institución. A día de hoy los interesados no se conocen, en este 
sentido uno de los motivos que la resolución, arriba citada, del Consejo de la Unión 
Europea señala como factor que permite presumir la existencia de un matrimonio de 
complacencia es el hecho de que los contrayentes no se hayan encontrado antes del 
matrimonio y eso es, precisamente, lo que sucede en este caso. Se conocen por inter-
net y el mismo día que se conocen comienzan la relación. La interesada desconoce la 
fecha exacta de nacimiento del interesado. Discrepan en gustos, aficiones, costum-
bres personales, como por ejemplo lo que hacen antes de acostarse, programas de 
televisión favorito, último libro que han leído, canción con especial significado para los 
dos, etc. Por otro lado, aunque no es determinante, el interesado es 27 años mayor 
que la interesada. 

VI. De estos HECHOS, es una deducción razonable y en modo alguno arbitraria enten-
der que el matrimonio es nulo por simulación. Así lo ha estimado el encargado del 
registro civil consular, quien por su inmediación a los HECHOS es el que más fácilmen-
te pueden apreciarlos y formar su convicción respecto de ellos. Esta conclusión, obte-
nida en momentos cronológicamente más próximos a la celebración del matrimonio, 
no quedaría desvirtuada por un expediente posterior, el del artículo 257 del Reglamento 
del Registro Civil, del cual debe prescindirse por razones de economía procesal (cfr. 
art. 354 RRC), si es que se estima que, además de la vía judicial, quedara abierto este 
camino ante la denegación adoptada en la calificación efectuada por la vía del artículo 
256 del Reglamento. 

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y 
Estado Civil, ha acordado que procede desestimar el recurso y confirmar el auto 
apelado. 

Madrid, 6 de febrero de 2019

Firmado: El director general: Pedro José Garrido Chamorro.

Sr. encargado del Registro Civil Consular en Bogotá (Colombia)

Resolución de 6 de febrero de 2019 (7ª) 
IV.4.1.1 Matrimonio celebrado en el extranjero 

Se deniega su inscripción porque hay datos objetivos bastantes para deducir la ausen-
cia de consentimiento matrimonial. 

En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este centro directivo 
en trámite de recurso por virtud del entablado por los interesados, contra auto del 
encargado del Registro Civil Central. 
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HECHOS 

1. Don P. A. P. nacido en España y de nacionalidad española, presentó en el Registro 
Civil español, impreso de declaración de datos para la inscripción de su matrimonio 
celebrado en la República Dominicana el 11 noviembre de 2016, con doña C. A. V. S. 
nacida en la República Dominicana y de nacionalidad dominicana. Adjuntan como 
documentación: acta inextensa de matrimonio local, certificado de nacimiento y certi-
ficado de matrimonio y certificado de defunción de la primera esposa del interesado y 
acta inextensa de nacimiento de la interesada. 

2. Ratificados los interesados, se celebran las entrevistas en audiencia reservada con 
los interesados. Con fecha 5 de diciembre de 2017 el encargado del registro civil dicta 
auto denegando la inscripción del matrimonio 

3. Notificados los interesados, éstos interponen recurso ante la Dirección General de 
los Registros y del Notariado, volviendo a solicitar la inscripción del matrimonio. 

4. De la interposición del recurso se dio traslado al ministerio fiscal, que interesa su 
desestimación y la confirmación de la resolución recurrida. El encargado del registro 
civil ordenó la remisión del expediente a la Dirección General de los Registros y del 
Notariado para su resolución. 

5. Mediante escrito de fecha 15 de septiembre de 2018, el interesado desiste del 
recurso interpuesto. Mediante oficio de la Dirección General de los Registros y del 
Notariado se informe al interesado que el desistimiento no puede ser admitido por 
evidentes razones del principio de concordancia del Registro con la realidad jurídica 
extrarregistral, según disponen los artículos 15 y 26 de la Ley del Registro Civil. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950, sobre protección de los derechos 
humanos y de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York 
de 19 de diciembre de 1966, de derechos civiles y políticos; la resolución del Consejo 
de la Unión Europea de 4 de diciembre de 1997, sobre las medidas que deberán 
adoptarse en materia de lucha contra los matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 
14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 49, 56, 65, 73 y 74 del Código Civil (CC); 23 
y 73 de la Ley del Registro Civil (LRC); 54, 85, 245, 246, 247, 256, 257 y 354 del 
Reglamento del Registro Civil (RRC); las instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 
de enero de 2006, y las resoluciones, entre otras, de 29-4ª de diciembre de 2005; 
23-3ª y 5ª de junio, 3-1ª, 21-1ª y 5ª, 25-2ª de julio, 1-4ª y 5-4ª de septiembre, 29-2ª y 
5ª de diciembre de 2006; 29-2ª y 26-5ª de enero, 28-5ª de febrero, 31 de marzo, 28-2ª 
de abril, 30-1ª de mayo, 1-4ª de junio, 10-4ª, 5ª y 6ª y 11-1ª de septiembre; 30-6ª de 
noviembre y 27-1ª y 2ª de diciembre de 2007; 29-7ª de abril, 27-1ª de junio, 16-1ª y 
17-3ª de julio, 30-2ª de septiembre y 28-2ª de noviembre de 2008; 19-6ª y 8ª de enero 
y 25-8ª de febrero de 2009. 
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II. El llamado matrimonio de complacencia es indudablemente nulo en nuestro dere-
cho por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º CC). Para 
evitar en la medida de lo posible la existencia aparente de estos matrimonios y su ins-
cripción en el Registro Civil, esta dirección general dictó en su momento la Instrucción 
de 9 de enero de 1995 y recientemente la de 31 de enero de 2006, dirigidas a impedir 
que algunos extranjeros obtengan la entrada en España o regularicen su estancia en 
ella por medio de un matrimonio simulado con ciudadanos españoles. 

III. Las instrucciones citadas tratan de evitar que esos matrimonios fraudulentos lle-
guen a celebrarse dentro del territorio español, recordando la importancia que en el 
expediente previo a la celebración del matrimonio tiene el trámite de la audiencia per-
sonal, reservada y por separado, de cada contrayente (cfr. art. 246 RRC), como medio 
para apreciar cualquier obstáculo o impedimento para el enlace (cfr. arts. 56, I, CC y 
245 y 247 RRC), entre ellos, la ausencia de consentimiento matrimonial. Pues bien, 
análogas medidas deben adoptarse cuando se trata de inscribir en el registro consular 
o en el central un matrimonio ya celebrado en la forma extranjera permitida por la lex 
loci. El encargado debe comprobar si concurren los requisitos legales -sin excepción 
alguna- para la celebración del matrimonio (cfr. art. 65 CC) y esta comprobación, si el 
matrimonio consta por “certificación expedida por autoridad o funcionario del país de 
celebración” (art. 256-3º RRC), requiere que por medio de la calificación de ese docu-
mento y “de las declaraciones complementarias oportunas” se llegue a la convicción 
de que no hay dudas “de la realidad del hecho y de su legalidad conforme a la ley 
española”. Así lo señala el artículo 256 del Reglamento, siguiendo el mismo criterio 
que, para permitir otras inscripciones sin expediente y en virtud de certificación de un 
registro extranjero, establecen los artículos 23, II, de la Ley y 85 de su Reglamento. 

IV. Esta extensión de las medidas tendentes a evitar la inscripción de matrimonios 
simulados, por más que hayan sido celebrados en el extranjero, viene siendo propug-
nada por la doctrina de este centro directivo a partir de la resolución de 30 de mayo de 
1.995, debiendo denegarse la inscripción cuando existan una serie de HECHOS objeti-
vos, comprobados por las declaraciones de los propios interesados y por las demás 
pruebas presentadas, de las que sea razonable deducir según las reglas del criterio 
humano (cfr. art. 386 Ley de Enjuiciamiento Civil) que el matrimonio es nulo por simu-
lación. 

V. En este caso concreto se trata de inscribir un matrimonio celebrado en la República 
Dominicana entre un ciudadano español y una ciudadana dominicana y del trámite de 
audiencia reservada practicada a los contrayentes, resultan determinados HECHOS 
objetivos de los que cabe deducir que el matrimonio celebrado no ha perseguido los 
fines propios de esta institución. Los interesados no se conocían antes del matrimonio, 
el interesado viajó a la isla el 5 de noviembre de 2016, (según declaraciones), y contra-
jo matrimonio el 11 del mismo mes, en este sentido uno de los motivos que la resolu-
ción arriba citada del Consejo de la Unión Europea señala como factor que permite 
presumir la existencia de un matrimonio de complacencia es el hecho de que los con-
trayentes no se hayan encontrado antes del matrimonio y eso es, precisamente, lo que 
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sucede en este caso. La interesada desconoce que él tiene siete hijos de su anterior 
matrimonio, ya que al ser preguntada por el número de hijos que cada uno tenía, 
nombra sólo el que tiene ella. El interesado dice que hablan por teléfono cada dos o 
tres días, sin embargo, ella indica que hablan todos los días por wasap. Por otro lado, 
el interesado es 46 años mayor que la interesada. 

VI. De estos HECHOS, es una deducción razonable y en modo alguno arbitraria enten-
der que el matrimonio es nulo por simulación. Así lo ha estimado el encargado del 
registro civil, quien por su inmediación a los HECHOS es el que más fácilmente pueden 
apreciarlos y formar su convicción respecto de ellos. Esta conclusión, obtenida en 
momentos cronológicamente más próximos a la celebración del matrimonio, no que-
daría desvirtuada por un expediente posterior, el del artículo 257 del Reglamento del 
Registro Civil, del cual debe prescindirse por razones de economía procesal (cfr. art. 
354 RRC), si es que se estima que, además de la vía judicial, quedara abierto este 
camino ante la denegación adoptada en la calificación efectuada por la vía del artículo 
256 del Reglamento. 

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y 
Estado Civil, ha acordado que procede desestimar el recurso y confirmar el auto apela-
do. 

Madrid, 6 de febrero de 2019

Firmado: El director general: Pedro José Garrido Chamorro.

Sr. juez encargado del Registro Civil Central 

Resolución de 6 de febrero de 2019 (7ª) 
IV.4.1.1 Matrimonio celebrado en el extranjero 

Se deniega su inscripción porque hay datos objetivos bastantes para deducir la ausen-
cia de consentimiento matrimonial. 

En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este centro directivo 
en trámite de recurso por virtud del entablado por los interesados, contra auto del 
encargado del Registro Civil Central. 

HECHOS 

1. Doña I. C. C. C. nacida en Ecuador y de nacionalidad española, obtenida por residen-
cia en el año 2012, presentó en el Registro Civil español, impreso de declaración de 
datos para la inscripción de su matrimonio celebrado en la República Dominicana el 
10 enero de 2017, con don N. P. R. nacido en la República Dominicana y de nacionali-
dad dominicana. Adjuntan como documentación: acta inextensa de matrimonio local, 
certificado de nacimiento de la interesada y acta inextensa de nacimiento del interesa-
do. 
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2. Ratificados los interesados, se celebran las entrevistas en audiencia reservada con 
los interesados. Con fecha 23 de marzo de 2018, el encargado del registro civil dicta 
auto denegando la inscripción del matrimonio 

3. Notificados los interesados, éstos interponen recurso ante la Dirección General de 
los Registros y del Notariado, volviendo a solicitar la inscripción del matrimonio. 

4. De la interposición del recurso se dio traslado al ministerio fiscal, que interesa su 
desestimación y la confirmación de la resolución recurrida. El encargado del registro 
civil ordenó la remisión del expediente a la Dirección General de los Registros y del 
Notariado para su resolución. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos 
Humanos; 12 del Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre 
protección de los derechos humanos y de las libertades fundamenta-
les; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre de 
1966 de derechos civiles y políticos; la resolución del Consejo de la 
Unión Europea de 4 de diciembre de 1997 sobre las medidas que 
deberán adoptarse en materia de lucha contra los matrimonios fraudulentos; los 
artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 49, 56, 65, 73 y 74 del Código 
Civil (CC); 23 y 73 de la Ley del Registro Civil (LRC); 54, 85, 245, 246, 247, 256, 257 y 
354 del Reglamento del Registro Civil (RRC); las Instrucciones de 9 de enero de 1995 
y de 31 de enero de 2006, y las resoluciones, entre otras, de 29-4ª de diciembre de 
2005; 23-3ª y 5ª de junio, 3-1ª, 21-1ª y 5ª, 25-2ª de julio, 1-4ª y 5-4ª de septiembre, 
29-2ª y 5ª de diciembre de 2006; 29-2ª y 26-5ª de enero, 28-5ª de febrero, 31 de 
marzo, 28-2ª de abril, 30-1ª de mayo, 1-4ª de junio, 10-4ª, 5ª y 6ª y 11-1ª de septiem-
bre, 30-6ª de noviembre y 27-1ª y 2ª de diciembre de 2007; 29-7ª de abril, 27-1ª de 
junio, 16-1ª y 17-3ª de julio, 30-2ª de septiembre y 28-2ª de noviembre de 2008; 19-6ª 
y 8ª de enero y 25-8ª de febrero de 2009. 

II. El llamado matrimonio de complacencia es indudablemente nulo en nuestro dere-
cho por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º CC). Para 
evitar en la medida de lo posible la existencia aparente de estos matrimonios y su ins-
cripción en el Registro Civil, esta dirección general dictó en su momento la Instrucción 
de 9 de enero de 1995 y recientemente la de 31 de enero de 2006, dirigidas a impedir 
que algunos extranjeros obtengan la entrada en España o regularicen su estancia en 
ella por medio de un matrimonio simulado con ciudadanos españoles. 

III. Las instrucciones citadas tratan de evitar que esos matrimonios fraudulentos lle-
guen a celebrarse dentro del territorio español, recordando la importancia que en el 
expediente previo a la celebración del matrimonio tiene el trámite de la audiencia per-
sonal, reservada y por separado, de cada contrayente (cfr. art. 246 RRC), como medio 
para apreciar cualquier obstáculo o impedimento para el enlace (cfr. arts. 56, I, CC y 
245 y 247 RRC), entre ellos, la ausencia de consentimiento matrimonial. Pues bien, 
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análogas medidas deben adoptarse cuando se trata de inscribir en el registro consular 
o en el central un matrimonio ya celebrado en la forma extranjera permitida por la lex 
loci. El encargado debe comprobar si concurren los requisitos legales –sin excepción 
alguna– para la celebración del matrimonio (cfr. art. 65 CC) y esta comprobación, si el 
matrimonio consta por “certificación expedida por autoridad o funcionario del país de 
celebración” (art. 256-3º RRC), requiere que por medio de la calificación de ese docu-
mento y “de las declaraciones complementarias oportunas” se llegue a la convicción 
de que no hay dudas “de la realidad del hecho y de su legalidad conforme a la ley 
española”. Así lo señala el artículo 256 del reglamento, siguiendo el mismo criterio 
que, para permitir otras inscripciones sin expediente y en virtud de certificación de 
un registro extranjero, establecen los artículos 23, II, de la Ley y 85 de su 
Reglamento. 

IV. Esta extensión de las medidas tendentes a evitar la inscripción de matrimonios 
simulados, por más que hayan sido celebrados en el extranjero, viene siendo propug-
nada por la doctrina de este centro directivo a partir de la resolución de 30 de mayo de 
1.995, debiendo denegarse la inscripción cuando existan una serie de HECHOS objeti-
vos, comprobados por las declaraciones de los propios interesados y por las demás 
pruebas presentadas, de las que sea razonable deducir según las reglas del criterio 
humano (cfr. art. 386 Ley de Enjuiciamiento Civil (LEC)) que el matrimonio es nulo por 
simulación. 

V. En este caso concreto se trata de inscribir un matrimonio celebrado en la República 
Dominicana entre una ciudadana española, de origen ecuatoriano y un ciudadano 
dominicano y del trámite de audiencia reservada practicada a los contrayentes, resul-
tan determinados HECHOS objetivos de los que cabe deducir que el matrimonio cele-
brado no ha perseguido los fines propios de esta institución Discrepan en cuando se 
conocen, ya que ella dice que fue en el año 2010, mientras que él dice que se conocie-
ron el 2 de enero de 2016; tampoco coinciden en cuando decidieron contraer matrimo-
nio ya que él afirma que fue el 10 de enero de 2017( día de la boda), mientras que ella 
afirma que lo decidieron cuatro o cinco meses antes de la boda y que se lo pidió ella. 
Ella dice que ha viajado a la isla dos veces, y él dice que ella ha viajado tres veces. El 
interesado manifiesta, que ella es camarera en un restaurante, sin embargo, ella dice 
que trabaja de ayudante de repostería en una pastelería. La interesada desconoce la 
fecha de nacimiento del interesado. Ella dice que no le ayuda económicamente a él, 
sin embargo, él afirma que sí. Algunos de los nombres que da el interesado de los 
hermanos de ella no coinciden con los dados por ella. 

VI. De estos HECHOS, es una deducción razonable y en modo alguno arbitraria enten-
der que el matrimonio es nulo por simulación. Así lo ha estimado el encargado del 
registro civil, quien por su inmediación a los HECHOS es el que más fácilmente pueden 
apreciarlos y formar su convicción respecto de ellos. Esta conclusión, obtenida en 
momentos cronológicamente más próximos a la celebración del matrimonio, no que-
daría desvirtuada por un expediente posterior, el del artículo 257 del Reglamento del 
Registro Civil, del cual debe prescindirse por razones de economía procesal (cfr. art. 
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354 RRC), si es que se estima que, además de la vía judicial, quedara abierto este 
camino ante la denegación adoptada en la calificación efectuada por la vía del artículo 
256 del Reglamento. 

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y 
Estado Civil, ha acordado que procede desestimar el recurso y confirmar el auto apela-
do. 

Madrid, 6 de febrero de 2019

Firmado: El director general: Pedro José Garrido Chamorro.

Sr. juez encargado del Registro Civil Central

Resolución de 6 de febrero de 2019 (10ª) 
IV.4.1.1 Matrimonio celebrado en el extranjero 

Se deniega su inscripción porque hay datos objetivos bastantes para deducir la ausen-
cia de consentimiento matrimonial. 

En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este centro directivo 
en trámite de recurso por virtud del entablado por los interesados, contra auto del 
encargado del Registro Civil Central. 

HECHOS 

1.Don Y. S. H. nacido en la República Dominicana y de nacionalidad española, obteni-
da por residencia el 4 de marzo de 2016, presentó en el Registro Civil español, impreso 
de declaración de datos para la inscripción de su matrimonio celebrado en la República 
Dominicana el 7 septiembre de 2016, con doña T. B. B. nacida en la República 
Dominicana y de nacionalidad dominicana. Adjuntan como documentación: acta inex-
tensa de matrimonio local, certificado de nacimiento del interesado y acta inextensa 
de nacimiento de la interesada. 

2. Ratificados los interesados, se celebran las entrevistas en audiencia reservada con 
los interesados. Con fecha 3 de mayo de 2018, el encargado del registro civil dicta 
auto denegando la inscripción del matrimonio 

3. Notificados los interesados, éstos interponen recurso ante la Dirección General de 
los Registros y del Notariado, volviendo a solicitar la inscripción del matrimonio. 

4. De la interposición del recurso se dio traslado al ministerio fiscal, que interesa su 
desestimación y la confirmación de la resolución recurrida. El encargado del registro 
civil ordenó la remisión del expediente a la Dirección General de los Registros y del 
Notariado para su resolución. 
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FUNDAMENTOS DE DERECHO 

I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950, sobre protección de los derechos 
humanos y de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York 
de 19 de diciembre de 1966, de derechos civiles y políticos; la resolución del Consejo 
de la Unión Europea de 4 de diciembre de 1997, sobre las medidas que deberán 
adoptarse en materia de lucha contra los matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 
14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 49, 56, 65, 73 y 74 del Código Civil (CC); 23 
y 73 de la Ley del Registro Civil (LRC); 54, 85, 245, 246, 247, 256, 257 y 354 del 
Reglamento del Registro Civil(RRC); las instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 
de enero de 2006, y las resoluciones, entre otras, de 29-4ª de diciembre de 2005; 
23-3ª y 5ª de junio, 3-1ª, 21-1ª y 5ª, 25-2ª de julio, 1-4ª y 5-4ª de septiembre, 29-2ª y 
5ª de diciembre de 2006; 29-2ª y 26-5ª de enero, 28-5ª de febrero, 31 de marzo, 28-2ª 
de abril, 30-1ª de mayo, 1-4ª de junio, 10-4ª, 5ª y 6ª y 11-1ª de septiembre, 30-6ª de 
noviembre y 27-1ª y 2ª de diciembre de 2007; 29-7ª de abril, 27-1ª de junio, 16-1ª y 
17-3ª de julio, 30-2ª de septiembre y 28-2ª de noviembre de 2008; 19-6ª y 8ª de enero 
y 25-8ª de febrero de 2009. 

II. El llamado matrimonio de complacencia es indudablemente nulo en nuestro dere-
cho por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º CC). Para 
evitar en la medida de lo posible la existencia aparente de estos matrimonios y su ins-
cripción en el Registro Civil, esta dirección general dictó en su momento la Instrucción 
de 9 de enero de 1995 y recientemente la de 31 de enero de 2006, dirigidas a impedir 
que algunos extranjeros obtengan la entrada en España o regularicen su estancia en 
ella por medio de un matrimonio simulado con ciudadanos españoles. 

III. Las instrucciones citadas tratan de evitar que esos matrimonios fraudulentos 
lleguen a celebrarse dentro del territorio español, recordando la importancia que 
en el expediente previo a la celebración del matrimonio tiene el trámite de la 
audiencia personal, reservada y por separado, de cada contrayente (cfr. art. 246 
RRC), como medio para apreciar cualquier obstáculo o impedimento para el 
enlace (cfr. arts. 56, I, CC y 245 y 247 RRC), entre ellos, la ausencia de consenti-
miento matrimonial. Pues bien, análogas medidas deben adoptarse cuando se 
trata de inscribir en el registro consular o en el central un matrimonio ya celebrado 
en la forma extranjera permitida por la lex loci. El encargado debe comprobar si 
concurren los requisitos legales –sin excepción alguna– para la celebración del 
matrimonio (cfr. art. 65 CC) y esta comprobación, si el matrimonio consta por 
“certificación expedida por autoridad o funcionario del país de celebración” (art. 
256-3º RRC), requiere que por medio de la calificación de ese documento y “de las 
declaraciones complementarias oportunas” se llegue a la convicción de que no 
hay dudas “de la realidad del hecho y de su legalidad conforme a la ley española”. 
Así lo señala el artículo 256 del Reglamento, siguiendo el mismo criterio que, para 
permitir otras inscripciones sin expediente y en virtud de certificación de un regis-
tro extranjero, establecen los artículos 23, II, de la Ley y 85 de su Reglamento. 



M
in

is
te

rio
 d

e 
Ju

st
ic

ia
IV Matrimonio 

◄ 256 ►

BMJ, año LXXIV, enero 2020, núm. 2.226

IV. Esta extensión de las medidas tendentes a evitar la inscripción de matrimonios 
simulados, por más que hayan sido celebrados en el extranjero, viene siendo propug-
nada por la doctrina de este centro directivo a partir de la resolución de 30 de mayo de 
1.995, debiendo denegarse la inscripción cuando existan una serie de HECHOS objeti-
vos, comprobados por las declaraciones de los propios interesados y por las demás 
pruebas presentadas, de las que sea razonable deducir según las reglas del criterio 
humano (cfr. art. 386 Ley de Enjuiciamiento Civil) que el matrimonio es nulo por simu-
lación. 

V. En este caso concreto se trata de inscribir un matrimonio celebrado en la República 
Dominicana entre un ciudadano español, de origen dominicano y una ciudadana domi-
nicana y del trámite de audiencia reservada practicada a los contrayentes, resultan 
determinados HECHOS objetivos de los que cabe deducir que el matrimonio celebrado 
no ha perseguido los fines propios de esta institución. La interesada desconoce la 
fecha de la boda, ya que dice que contrajo matrimonio el 4 de septiembre, cuando fue 
el día 7 de septiembre. Ambos declaran que se conocen de toda la vida, porque vivían 
en el mismo barrio, sin embargo, la interesada tiene tres hijos de otra relación. La 
interesada manifiesta, que decidieron casarse en el año 2015, sin embargo, él dice 
que lo decidieron unos meses antes de la boda, posteriormente, en el recurso alegan 
que la relación comenzó en febrero de 2016, lo que se contradice con lo declarado por 
el interesado en la entrevista que afirma que empezaron a salir juntos en el año 2015. 
El interesado ha hecho dos viajes a la isla uno en 2015 y el siguiente en 2016, para la 
boda, no ha vuelto a la isla. Las pruebas aportadas no son concluyentes. 

VI. De estos HECHOS, es una deducción razonable y en modo alguno arbitraria enten-
der que el matrimonio es nulo por simulación. Así lo ha estimado el encargado del 
registro civil, quien por su inmediación a los HECHOS es el que más fácilmente pueden 
apreciarlos y formar su convicción respecto de ellos. Esta conclusión, obtenida en 
momentos cronológicamente más próximos a la celebración del matrimonio, no que-
daría desvirtuada por un expediente posterior, el del artículo 257 del Reglamento del 
Registro Civil, del cual debe prescindirse por razones de economía procesal (cfr. art. 
354 RRC), si es que se estima que, además de la vía judicial, quedara abierto este 
camino ante la denegación adoptada en la calificación efectuada por la vía del artículo 
256 del Reglamento. 

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y 
Estado Civil, ha acordado que procede desestimar el recurso y confirmar el auto apela-
do. 

Madrid, 6 de febrero de 2019

Firmado: El director general: Pedro José Garrido Chamorro.

Sr. juez encargado del Registro Civil Central.
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Resolución de 6 de febrero de 2019 (12ª) 
IV.4.1.1 Matrimonio celebrado en el extranjero 

Se deniega su inscripción porque hay datos objetivos bastantes para deducir la ausen-
cia de consentimiento matrimonial. 

En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este centro directivo 
en trámite de recurso por virtud del entablado por los interesados, contra auto del 
encargado del Registro Civil Central. 

HECHOS 

1. Don G. F. J. R. nacido en la República Dominicana y de nacionalidad española, 
obtenida por opción en el año 2013, presentó en el Registro Civil español, impreso de 
declaración de datos para la inscripción de su matrimonio celebrado en la República 
Dominicana el 29 diciembre de 2016 con doña E. E. C. R. nacida en la República 
Dominicana y de nacionalidad dominicana. Adjuntan como documentación: acta inex-
tensa de matrimonio local, certificado de nacimiento del interesado y acta inextensa 
de nacimiento de la interesada. 

2. Ratificados los interesados, se celebran las entrevistas en audiencia reservada con 
los interesados. Con fecha 3 de abril de 2018, el encargado del registro civil dicta auto 
denegando la inscripción del matrimonio 

3. Notificados los interesados, éstos interponen recurso ante la Dirección General de 
los Registros y del Notariado, volviendo a solicitar la inscripción del matrimonio. 

4. De la interposición del recurso se dio traslado al ministerio fiscal, que interesa su 
desestimación y la confirmación de la resolución recurrida. El encargado del registro 
civil ordenó la remisión del expediente a la Dirección General de los Registros y del 
Notariado para su resolución. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre protección de los derechos 
humanos y de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York 
de 19 de diciembre de 1966, de derechos civiles y políticos; la resolución del Consejo 
de la Unión Europea de 4 de diciembre de 1997, sobre las medidas que deberán 
adoptarse en materia de lucha contra los matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 
14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 49, 56, 65, 73 y 74 del Código Civil (CC); 23 
y 73 de la Ley del Registro Civil (LRC); 54, 85, 245, 246, 247, 256, 257 y 354 del 
Reglamento del Registro Civil (RRC); las instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 
de enero de 2006, y las resoluciones, entre otras, de 29-4ª de diciembre de 2005; 
23-3ª y 5ª de junio, 3-1ª, 21-1ª y 5ª, 25-2ª de julio, 1-4ª y 5-4ª de septiembre, 29-2ª y 
5ª de diciembre de 2006; 29-2ª y 26-5ª de enero, 28-5ª de febrero, 31 de marzo, 28-2ª 
de abril, 30-1ª de mayo, 1-4ª de junio, 10-4ª, 5ª y 6ª y 11-1ª de septiembre; 30-6ª de 
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noviembre y 27-1ª y 2ª de diciembre de 2007; 29-7ª de abril, 27-1ª de junio, 16-1ª y 
17-3ª de julio, 30-2ª de septiembre y 28-2ª de noviembre de 2008; 19-6ª y 8ª de enero 
y 25-8ª de febrero de 2009. 

II. El llamado matrimonio de complacencia es indudablemente nulo en nuestro dere-
cho por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º CC). Para 
evitar en la medida de lo posible la existencia aparente de estos matrimonios y su ins-
cripción en el Registro Civil, esta dirección general dictó en su momento la Instrucción 
de 9 de enero de 1995, y recientemente la de 31 de enero de 2006, dirigidas a impedir 
que algunos extranjeros obtengan la entrada en España o regularicen su estancia en 
ella por medio de un matrimonio simulado con ciudadanos españoles. 

III. Las instrucciones citadas tratan de evitar que esos matrimonios fraudulentos lle-
guen a celebrarse dentro del territorio español, recordando la importancia que en el 
expediente previo a la celebración del matrimonio tiene el trámite de la audiencia per-
sonal, reservada y por separado, de cada contrayente (cfr. art. 246 RRC), como medio 
para apreciar cualquier obstáculo o impedimento para el enlace (cfr. arts. 56, I, CC y 
245 y 247 RRC), entre ellos, la ausencia de consentimiento matrimonial. Pues bien, 
análogas medidas deben adoptarse cuando se trata de inscribir en el registro consular 
o en el central un matrimonio ya celebrado en la forma extranjera permitida por la lex 
loci. El encargado debe comprobar si concurren los requisitos legales –sin excepción 
alguna– para la celebración del matrimonio (cfr. art. 65 CC) y esta comprobación, si el 
matrimonio consta por “certificación expedida por autoridad o funcionario del país de 
celebración” (art. 256-3º RRC), requiere que por medio de la calificación de ese docu-
mento y “de las declaraciones complementarias oportunas” se llegue a la convicción 
de que no hay dudas “de la realidad del hecho y de su legalidad conforme a la ley 
española”. Así lo señala el artículo 256 del Reglamento, siguiendo el mismo criterio 
que, para permitir otras inscripciones sin expediente y en virtud de certificación de un 
registro extranjero, establecen los artículos 23, II, de la Ley y 85 de su Reglamento. 

IV. Esta extensión de las medidas tendentes a evitar la inscripción de matrimonios 
simulados, por más que hayan sido celebrados en el extranjero, viene siendo propug-
nada por la doctrina de este centro directivo a partir de la resolución de 30 de mayo de 
1.995, debiendo denegarse la inscripción cuando existan una serie de HECHOS objeti-
vos, comprobados por las declaraciones de los propios interesados y por las demás 
pruebas presentadas, de las que sea razonable deducir según las reglas del criterio 
humano (cfr. art. 386 Ley de Enjuiciamiento Civil) que el matrimonio es nulo por simu-
lación. 

V. En este caso concreto se trata de inscribir un matrimonio celebrado en la República 
Dominicana entre un ciudadano español, de origen dominicano y una ciudadana domi-
nicana y del trámite de audiencia reservada practicada a los contrayentes, resultan 
determinados HECHOS objetivos de los que cabe deducir que el matrimonio celebrado 
no ha perseguido los fines propios de esta institución. El interesado declara, que 
conoció a la interesada hace dos años por medio de una prima, sin embargo, ella 
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indica que lo conoció hace tres años en unas patronales. Posteriormente, al preguntar 
a la interesada si han convivido antes del matrimonio la interesada responde que lo 
conocía antes de irse a España hace seis años, estuvieron tres años de noviazgo y 
conviviendo durante el matrimonio doce días, lo cual contradice lo manifestado por 
ella al principio. El interesado declara que tiene un hijo de otra relación llamado J. I., 
que vive con su madre y que ella no tiene hijos, sin embargo, ella indica que tiene un 
hijo llamado J. I. que vive con ella y que el interesado no tiene hijos. El interesado dice 
que no trabaja, y ella dice que trabaja en la construcción. El interesado dice que tiene 
tres hermanos, y ella dice que él tiene dos hermanos (nombra sólo a dos). Las pruebas 
presentadas no son concluyentes. 

VI. De estos HECHOS, es una deducción razonable y en modo alguno arbitraria enten-
der que el matrimonio es nulo por simulación. Así lo ha estimado el encargado del 
Registro Civil, quien por su inmediación a los HECHOS es el que más fácilmente pueden 
apreciarlos y formar su convicción respecto de ellos. Esta conclusión, obtenida en 
momentos cronológicamente más próximos a la celebración del matrimonio, no que-
daría desvirtuada por un expediente posterior, el del artículo 257 del Reglamento del 
Registro Civil, del cual debe prescindirse por razones de economía procesal (cfr. art. 
354 RRC), si es que se estima que, además de la vía judicial, quedara abierto este 
camino ante la denegación adoptada en la calificación efectuada por la vía del artículo 
256 del Reglamento. 

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y 
Estado Civil, ha acordado que procede desestimar el recurso y confirmar el auto apela-
do. 

Madrid, 6 de febrero de 2019

Firmado: El director general: Pedro José Garrido Chamorro.

Sr. juez encargado del Registro Civil Central.

Resolución de 14 de febrero de 2019 (22ª) 
IV.4.1.1 Matrimonio celebrado en el extranjero 

Se deniega su inscripción porque hay datos objetivos bastantes para deducir la ausen-
cia de consentimiento matrimonial. 

En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este centro directivo 
en trámite de recurso por virtud del entablado por los interesados, contra auto del 
encargado del Registro Civil Central. 

HECHOS 

1. Don A. D. M. A. nacido en España y de nacionalidad española, presentó en el 
Registro Civil español, impreso de declaración de datos para la inscripción de su matri-
monio celebrado en Colombia el 20 agosto de 2013 con doña O. P. H. C. nacida en 
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Colombia y de nacionalidad colombiana. Adjuntan como documentación: certificado 
de matrimonio local, certificado de nacimiento y certificado de matrimonio con inscrip-
ción marginal de divorcio del interesado y certificado de nacimiento de la interesada. 

2. Ratificados los interesados, se celebran las entrevistas en audiencia reservada con 
los interesados. Con fecha 4 de abril de 2018 el encargado del registro civil dicta auto 
denegando la inscripción del matrimonio 

3. Notificados los interesados, éstos interponen recurso ante la Dirección General de 
los Registros y del Notariado, volviendo a solicitar la inscripción del matrimonio. 

4. De la interposición del recurso se dio traslado al ministerio fiscal, que interesa su 
desestimación y la confirmación de la resolución recurrida. El encargado del registro 
civil ordenó la remisión del expediente a la Dirección General de los Registros y del 
Notariado para su resolución. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre protección de los derechos 
humanos y de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York 
de 19 de diciembre de 1966 de derechos civiles y políticos; la resolución del Consejo 
de la Unión Europea de 4 de diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán 
adoptarse en materia de lucha contra los matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 
14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 49, 56, 65, 73 y 74 del Código Civil (CC); 23 
y 73 de la Ley del Registro Civil (LRC); 54, 85, 245, 246, 247, 256, 257 y 354 del 
Reglamento del Registro Civil (RRC); las instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 
de enero de 200,; y las resoluciones, entre otras, de 29-4ª de diciembre de 2005; 
23-3ª y 5ª de junio, 3-1ª, 21-1ª y 5ª, 25-2ª de julio, 1-4ª y 5-4ª de septiembre, 29-2ª y 
5ª de diciembre de 2006; 29-2ª y 26-5ª de enero, 28-5ª de febrero, 31 de marzo, 28-2ª 
de abril, 30-1ª de mayo, 1-4ª de junio, 10-4ª, 5ª y 6ª y 11-1ª de septiembre; 30-6ª de 
noviembre y 27-1ª y 2ª de diciembre de 2007; 29-7ª de abril, 27-1ª de junio, 16-1ª y 
17-3ª de julio, 30-2ª de septiembre y 28-2ª de noviembre de 2008; 19-6ª y 8ª de enero 
y 25-8ª de febrero de 2009. 

II. El llamado matrimonio de complacencia es indudablemente nulo en nuestro dere-
cho por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º CC). Para 
evitar en la medida de lo posible la existencia aparente de estos matrimonios y su ins-
cripción en el Registro Civil, esta dirección general dictó en su momento la Instrucción 
de 9 de enero de 1995 y recientemente la de 31 de enero de 2006, dirigidas a impedir 
que algunos extranjeros obtengan la entrada en España o regularicen su estancia en 
ella por medio de un matrimonio simulado con ciudadanos españoles. 

III. Las instrucciones citadas tratan de evitar que esos matrimonios fraudulentos lle-
guen a celebrarse dentro del territorio español, recordando la importancia que en el 
expediente previo a la celebración del matrimonio tiene el trámite de la audiencia per-
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sonal, reservada y por separado, de cada contrayente (cfr. art. 246 RRC), como medio 
para apreciar cualquier obstáculo o impedimento para el enlace (cfr. arts. 56, I, C.c. y 
245 y 247 RRC), entre ellos, la ausencia de consentimiento matrimonial. Pues bien, 
análogas medidas deben adoptarse cuando se trata de inscribir en el registro consular 
o en el central un matrimonio ya celebrado en la forma extranjera permitida por la lex 
loci. El encargado debe comprobar si concurren los requisitos legales -sin excepción 
alguna- para la celebración del matrimonio (cfr. art. 65 CC) y esta comprobación, si el 
matrimonio consta por “certificación expedida por autoridad o funcionario del país de 
celebración” (art. 256-3º RRC), requiere que por medio de la calificación de ese docu-
mento y “de las declaraciones complementarias oportunas” se llegue a la convicción 
de que no hay dudas “de la realidad del hecho y de su legalidad conforme a la ley 
española”. Así lo señala el artículo 256 del Reglamento, siguiendo el mismo criterio 
que, para permitir otras inscripciones sin expediente y en virtud de certificación de un 
registro extranjero, establecen los artículos 23, II, de la Ley y 85 de su Reglamento. 

IV. Esta extensión de las medidas tendentes a evitar la inscripción de matrimonios 
simulados, por más que hayan sido celebrados en el extranjero, viene siendo propug-
nada por la doctrina de este centro directivo a partir de la resolución de 30 de mayo de 
1.995, debiendo denegarse la inscripción cuando existan una serie de HECHOS objeti-
vos, comprobados por las declaraciones de los propios interesados y por las demás 
pruebas presentadas, de las que sea razonable deducir según las reglas del criterio 
humano (cfr. art. 386 Ley de Enjuiciamiento Civil) que el matrimonio es nulo por simu-
lación. 

V. En este caso concreto se trata de inscribir un matrimonio celebrado en Colombia 
entre un ciudadano español y una ciudadana colombiana y del trámite de audiencia 
reservada practicada a los contrayentes, resultan determinados HECHOS objetivos de 
los que cabe deducir que el matrimonio celebrado no ha perseguido los fines propios 
de esta institución. Discrepan en cuando se conocieron ya que él dice que fue por 
internet en el año 2011, mientras que ella declara que fue el 12 de febrero de 2012. 
Ninguno de los dos sabe la fecha de la boda. Difieren en cuando y donde decidieron 
contraer matrimonio ya que ella dice que fue en V., Colombia, durante una de las visi-
tas del interesado a principios del año 2013, sin embargo, el interesado manifiesta 
que lo decidieron por internet en mayo-junio de 2011. El interesado manifiesta que ella 
tiene una hermana llamada C., cree que un hermano llamado J. y otro que murió del 
que desconoce el nombre, sin embargo, ella indica que tiene tres hermanos llamados 
S., R. y J. El interesado declara que no había solicitado la inscripción del matrimonio en 
el consulado de España correspondiente, por el contrario, el expediente matrimonial 
fue denegado en el Consulado de España en Bogotá mediante resolución dictada el 5 
de agosto de 2015. 

VI. De estos HECHOS, es una deducción razonable y en modo alguno arbitraria enten-
der que el matrimonio es nulo por simulación. Así lo ha estimado el encargado del 
registro civil, quien por su inmediación a los HECHOS es el que más fácilmente pueden 
apreciarlos y formar su convicción respecto de ellos. Esta conclusión, obtenida en 
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momentos cronológicamente más próximos a la celebración del matrimonio, no que-
daría desvirtuada por un expediente posterior, el del artículo 257 del Reglamento del 
Registro Civil, del cual debe prescindirse por razones de economía procesal (cfr. art. 
354 RRC), si es que se estima que, además de la vía judicial, quedara abierto este 
camino ante la denegación adoptada en la calificación efectuada por la vía del artículo 
256 del Reglamento. 

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y 
Estado Civil, ha acordado que procede desestimar el recurso y confirmar el auto apela-
do. 

Madrid, 14 de febrero de 2019

Firmado: El director general: Pedro José Garrido Chamorro.

Sr. juez encargado del Registro Civil Central

Resolución de 22 de febrero de 2019 (4ª) 
IV.4.1.1 Inscripción de matrimonio 

1º. Se deniega su inscripción porque hay datos objetivos bastantes para deducir la 
ausencia de consentimiento matrimonial. 

2º. Dado el carácter esencial del consentimiento matrimonial para la validez del matri-
monio en nuestro Derecho, hay excepción de orden público respecto de la ley extranje-
ra que admite la validez del consentimiento matrimonial simulado. 

En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este centro directivo 
en trámite de recurso por virtud del entablado por los interesados contra auto del 
encargado del Registro Civil Central. 

HECHOS 

1. Doña A. H. M. S. nacida en República Dominicana y de nacionalidad española, 
obtenida por residencia el 20 de octubre del año 2011, presentó en el Registro Civil 
Central, impreso de declaración de datos para la inscripción de su matrimonio celebra-
do en República Dominicana el 31 de agosto de 2006 con don E. D. P. P., nacido en 
República Dominicana y de nacionalidad dominicana. Adjuntan como documentación: 
acta inextensa de matrimonio local, certificado de nacimiento de la interesada y acta 
inextensa de nacimiento del interesado. 

2. Ratificados los interesados, se celebra la entrevista en audiencia reservada con los 
interesados. Con fecha 16 de agosto de 2017 el encargado del Registro Civil Central 
dicta auto denegando la inscripción del matrimonio. 

3. Notificados los interesados éstos interponen recurso ante la Dirección General de 
los Registros y del Notariado, volviendo a solicitar la inscripción del matrimonio. 
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4. De la interposición del recurso se dio traslado al ministerio fiscal, que interesa la 
desestimación del mismo y la confirmación del acuerdo recurrido. El encargado del 
Registro Civil Central ordena la remisión del expediente a la Dirección General de los 
Registros y del Notariado para su resolución. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre protección de los derechos 
humanos y de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York 
de 19 de diciembre de 1966 de derechos civiles y políticos; la resolución del Consejo 
de la Unión Europea de 4 de diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán 
adoptarse en materia de lucha contra los matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 
14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 49, 56, 65, 73 y 74 del Código Civil (CC); 23 
y 73 de la Ley del Registro Civil (LRC); 54, 85, 245, 246, 247, 256, 257 y 354 del 
Reglamento del Registro Civil (RRC); las Instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 
de enero de 2006, y las resoluciones, entre otras, de 2-2ª de diciembre de 2004; 
19-1ª y 20-2ª y 3ª de abril, 19-3ª, 20-1ª y 3ª, 26-2ª de mayo, 8-4ª, 20-3ª de junio, 7-1ª 
de julio y 29-4ª de diciembre de 2005; 27-4ª de enero, 22-1ª y 24-3ª de febrero, 28-4ª 
de marzo y 6-2ª de abril de 2006. 

II. Se trata en el presente caso de un matrimonio contraído en República Dominicana 
el 31 de agosto 2006 entre dos ciudadanos de dicho país de los cuales uno, la intere-
sada adquiere después la nacionalidad española por residencia en el año 2011. 

III. El llamado matrimonio de complacencia es indudablemente nulo en nuestro dere-
cho por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º CC). Para 
evitar en la medida de lo posible la existencia aparente de estos matrimonios y su ins-
cripción en el Registro Civil, esta dirección general dictó en su momento la Instrucción 
de 9 de enero de 1995 y recientemente la de 31 de enero de 2006, dirigidas a impedir 
que algunos extranjeros obtengan la entrada en España o regularicen su estancia en 
ella por medio de un matrimonio simulado con ciudadanos españoles. 

IV. Las instrucciones citadas tratan de evitar que esos matrimonios fraudulentos lle-
guen a celebrarse dentro del territorio español, recordando la importancia que en el 
expediente previo a la celebración del matrimonio tiene el trámite de la audiencia per-
sonal, reservada y por separado, de cada contrayente (cfr. art. 246 RRC), como medio 
para apreciar cualquier obstáculo o impedimento para el enlace (cfr. arts. 56, I, CC y 
245 y 247 RRC), entre ellos, la ausencia de consentimiento matrimonial. Pues bien, 
análogas medidas deben adoptarse cuando se trata de inscribir en el registro consular 
o en el central un matrimonio ya celebrado en la forma extranjera permitida por la lex 
loci. El encargado debe comprobar si concurren los requisitos legales –sin excepción 
alguna– para la celebración del matrimonio (cfr. art. 65 CC) y esta comprobación, si el 
matrimonio consta por “certificación expedida por autoridad o funcionario del país de 
celebración” (art. 256-3º RRC), requiere que por medio de la calificación de ese docu-
mento y “de las declaraciones complementarias oportunas” se llegue a la convicción 
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de que no hay dudas “de la realidad del hecho y de su legalidad conforme a la ley 
española”. Así lo señala el artículo 256 del Reglamento, siguiendo el mismo criterio 
que, para permitir otras inscripciones sin expediente y en virtud de certificación de un 
registro extranjero, establecen los artículos 23, II, de la Ley y 85 de su Reglamento. 

V. La importancia de este trámite ha aumentado en los últimos tiempos en cuanto que 
por él puede en ocasiones descubrirse el verdadero propósito fraudulento de las 
partes, que no desean en realidad ligarse con el vínculo matrimonial sino aprovechar-
se de la apariencia matrimonial para obtener las ventajas que del matrimonio resultan 
para el extranjero. Si, a través de este trámite o de otros medios objetivos, el encarga-
do llega a la convicción de que existe simulación, no debe inscribir un matrimonio nulo 
por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º CC). No obs-
tante, las dificultades prácticas de la prueba de la simulación son sobradamente 
conocidas. No existiendo normalmente pruebas directas de ésta, es casi siempre 
necesario acudir a la prueba de presunciones, es decir, deducir de un hecho o de unos 
HECHOS demostrados, mediante un enlace preciso y directo según las reglas del crite-
rio humano, la ausencia de consentimiento que se trata de probar (cfr. art. 386 Ley de 
Enjuiciamiento Civil), a cuya finalidad presenta gran importancia práctica la cuidadosa 
realización de las audiencias reservadas antes mencionadas. 

VI. Ahora bien, respecto de los supuestos de matrimonio celebrados en el extranjero 
por dos ciudadanos de nacionalidad extranjera, y para el caso de que subsistiendo tal 
matrimonio uno, al menos, de los cónyuges haya adquirido después la nacionalidad 
española, caso en el que el registro civil español pasa a ser competente sobrevenida-
mente para su inscripción (cfr. art. 15 LRC), la doctrina oficial de este centro directivo 
viene sosteniendo que en tales casos resulta improcedente que se intenten aplicar las 
normas españolas sobre ausencia de consentimiento matrimonial, ya que no hay 
puntos de conexión que justifiquen tal aplicación, dado que la capacidad de los contra-
yentes, a la fecha de la celebración del matrimonio que es el momento en que ha de 
ser valorada, se rige por su anterior ley personal (cfr. art. 9 nº1 CC), lo que justifica su 
inscripción registral. Sin embargo, siendo cierto lo anterior, también lo es que dicha 
doctrina requiere, y así se hace constar reiteradamente en las resoluciones de esta 
dirección general en la materia, que no existan dudas de que el enlace ha cumplido los 
requisitos de fondo y forma exigidos por la ley extranjera aplicable, requisitos que en 
principio habrán sido apreciados favorablemente por parte de los órganos registrales 
competentes extranjeros que primero autorizaron y después inscribieron el matrimo-
nio. 

VII. Lo anterior no debe, sin embargo, llevar a la conclusión de que la ley extranjera que 
integre el estatuto personal de los contrayentes se haya de aplicar siempre y en todo 
caso, sino que en ejecución de la regla de excepción del orden público internacional 
español, deberá dejar de aplicarse la norma foránea cuando deba concluirse que tal 
aplicación pararía en la vulneración de principios esenciales, básicos e irrenunciables 
de nuestro ordenamiento jurídico. Y a este propósito no es vano recordar la doctrina de 
este centro directivo en el sentido de que el consentimiento matrimonial real y libre es 
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cuestión que por su carácter esencial en nuestro derecho (cfr. art. 45 CC) y en el 
derecho internacional convencional y, en particular, el convenio relativo al consenti-
miento para el matrimonio, hecho en Nueva York el 10 de diciembre de 1962 (BOE del 
29 de mayo de 1969), cuyo artículo primero exige para la validez del matrimonio el 
pleno y libre consentimiento de ambos contrayentes, debe ser considerada de orden 
público. 

Es por ello que no cabe inscribir un matrimonio por las autoridades del foro, cuando 
hay un grado de certeza suficiente de que ha sido utilizado como instrumento con el 
que conseguir fines impropios del mismo, en este caso, de carácter migratorio, puesto 
que no ha existido un consentimiento real de los contrayentes, lo que debe conducir a 
su rechazo como supuesto de simulación, aun cuando los interesados estén sujetos 
por su estatuto personal a legislaciones que admitan en sede matrimonial una suerte 
de consentimiento abstracto, descausalizado o desconectado de toda relación con la 
finalidad institucional del matrimonio (cfr. art. 12 nº3 CC.), facilitando con ello que esta 
institución sea utilizada como instrumento de un fraude de ley a las normas rectoras 
de la nacionalidad o la extranjería o a otras de diversa índole. Pero con ser esto último 
importante, no es lo determinante para excepcionar la aplicación de la ley extranjera, 
sino el hecho de que un consentimiento simulado supone una voluntad matrimonial 
inexistente, en la medida en que la voluntad declarada no se corresponde con la 
interna, produciéndose en tales casos una discordancia consciente cuyo efecto es la 
nulidad absoluta, ipso iure e insubsanable del matrimonio celebrado (cfr. art. 74 CC.), 
y ello cualquiera sea la causa simulationis, o propósito práctico pretendido in casu, 
que actúa como agente de una ilicitud civil incompatible con la protección jurídica que 
de la que es propia del ius nubendi se desprende en favor de la verdadera voluntad 
matrimonial. 

VIII. En el caso actual, de matrimonio entre dos ciudadanos dominicanos celebrado en 
República Dominicana y, del trámite de audiencia reservada practicada a los contra-
yentes, resultan determinados HECHOS objetivos de los que cabe deducir que, efecti-
vamente, el matrimonio celebrado no ha perseguido los fines propios de esta institu-
ción. Según se desprende de las declaraciones de ambos, los interesados se conocie-
ron en el año 2005, durante unas vacaciones de la interesada en la isla, y en ese 
mismo momento se comprometieron. El interesado declara que han solicitado la ins-
cripción del matrimonio en el Consulado de España en Santo Domingo, sin embargo, la 
interesada dice que no lo han solicitado. Ella indica que ha viajado a la isla cinco 
veces, sin embargo, él no lo tiene claro y dice que ella ha viajado cinco o seis veces. La 
interesada declara que tiene siete hermanos, cuatro hermanas y tres hermanos, sin 
embargo, él indica que ella tiene seis hermanos (no nombra a una de las hermanas de 
ella llamada C. S.). No han convivido. Por otro lado, aunque no es determinante, la 
interesada es 10 años mayor que el interesado. No aportan pruebas de su relación. 

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y 
Estado Civil, ha acordado que procede desestimar el recurso y confirmar el auto apela-
do. 
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Madrid, 22 de febrero de 2019

Firmado: El director general: Pedro José Garrido Chamorro.

Sr. juez encargado del Registro Civil Central

Resolución de 22 de febrero de 2019 (7ª) 
IV.4.1.1 Matrimonio celebrado en el extranjero 

Se deniega su inscripción porque hay datos objetivos bastantes para deducir la ausen-
cia de consentimiento matrimonial. 

En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este centro directivo en 
trámite de recurso por virtud del entablado por los interesados, contra auto del encarga-
do del Registro Civil del Consulado de España en Santo Domingo (República Dominicana). 

HECHOS 

1.Doña L. R. C. G. nacida en la República Dominicana y de nacionalidad dominicana, 
presentó en el Registro Civil español, impreso de declaración de datos para la inscrip-
ción de su matrimonio celebrado en la República Dominicana el 9 junio de 2017 con 
Don I. A. G. G. nacido en la República Dominicana y de nacionalidad española, obteni-
da por residencia en el año 2008. Adjuntan como documentación: acta inextensa de 
matrimonio local, certificado de nacimiento y fe de vida y estado del interesado y acta 
inextensa de nacimiento, acta inextensa de matrimonio y acta inextensa de divorcio de 
la interesada. 

2. Ratificados los interesados, se celebran las entrevistas en audiencia reservada con 
los interesados. Con fecha 12 de abril de 2018 el encargado del registro civil consular 
dicta auto denegando la inscripción del matrimonio 

3. Notificados los interesados, éstos interponen recurso ante la Dirección General de 
los Registros y del Notariado, volviendo a solicitar la inscripción del matrimonio. 

4. De la interposición del recurso se dio traslado al ministerio fiscal, que emite un 
informe desfavorable. El encargado del registro civil consular, ordenó la remisión del 
expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado para su resolución, 
con la emisión de un informe desfavorable. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre protección de los derechos 
humanos y de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York 
de 19 de diciembre de 1966 de derechos civiles y políticos; la resolución del Consejo 
de la Unión Europea de 4 de diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán 
adoptarse en materia de lucha contra los matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 
14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 49, 56, 65, 73 y 74 del Código Civil (CC); 23 
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y 73 de la Ley del Registro Civil (LRC); 54, 85, 245, 246, 247, 256, 257 y 354 del 
Reglamento del Registro Civil (RRC); las instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 
de enero de 2006, y las resoluciones, entre otras, de 29-4ª de diciembre de 2005; 
23-3ª y 5ª de junio, 3-1ª, 21-1ª y 5ª, 25-2ª de julio, 1-4ª y 5-4ª de septiembre, 29-2ª y 
5ª de diciembre de 2006; 29-2ª y 26-5ª de enero, 28-5ª de febrero, 31 de marzo, 28-2ª 
de abril, 30-1ª de mayo, 1-4ª de junio, 10-4ª, 5ª y 6ª y 11-1ª de septiembre; 30-6ª de 
noviembre y 27-1ª y 2ª de diciembre de 2007; 29-7ª de abril, 27-1ª de junio, 16-1ª y 
17-3ª de julio, 30-2ª de septiembre y 28-2ª de noviembre de 2008, y 19-6ª y 8ª de 
enero y 25-8ª de febrero de 2009. 

II. El llamado matrimonio de complacencia es indudablemente nulo en nuestro dere-
cho por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º CC). Para 
evitar en la medida de lo posible la existencia aparente de estos matrimonios y su ins-
cripción en el Registro Civil, esta dirección general dictó en su momento la Instrucción 
de 9 de enero de 1995 y recientemente la de 31 de enero de 2006, dirigidas a impedir 
que algunos extranjeros obtengan la entrada en España o regularicen su estancia en 
ella por medio de un matrimonio simulado con ciudadanos españoles. 

III. Las instrucciones citadas tratan de evitar que esos matrimonios fraudulentos lle-
guen a celebrarse dentro del territorio español, recordando la importancia que en el 
expediente previo a la celebración del matrimonio tiene el trámite de la audiencia per-
sonal, reservada y por separado, de cada contrayente (cfr. art. 246 RRC), como medio 
para apreciar cualquier obstáculo o impedimento para el enlace (cfr. arts. 56, I, CC y 
245 y 247 RRC), entre ellos, la ausencia de consentimiento matrimonial. Pues bien, 
análogas medidas deben adoptarse cuando se trata de inscribir en el registro consular 
o en el central un matrimonio ya celebrado en la forma extranjera permitida por la lex 
loci. El encargado debe comprobar si concurren los requisitos legales –sin excepción 
alguna– para la celebración del matrimonio (cfr. art. 65 CC) y esta comprobación, si el 
matrimonio consta por “certificación expedida por autoridad o funcionario del país de 
celebración” (art. 256-3º RRC), requiere que por medio de la calificación de ese docu-
mento y “de las declaraciones complementarias oportunas” se llegue a la convicción 
de que no hay dudas “de la realidad del hecho y de su legalidad conforme a la ley 
española”. Así lo señala el artículo 256 del Reglamento, siguiendo el mismo criterio 
que, para permitir otras inscripciones sin expediente y en virtud de certificación de un 
registro extranjero, establecen los artículos 23, II, de la Ley y 85 de su Reglamento. 

IV. Esta extensión de las medidas tendentes a evitar la inscripción de matrimonios 
simulados, por más que hayan sido celebrados en el extranjero, viene siendo propug-
nada por la doctrina de este centro directivo a partir de la resolución de 30 de mayo de 
1.995, debiendo denegarse la inscripción cuando existan una serie de HECHOS objeti-
vos, comprobados por las declaraciones de los propios interesados y por las demás 
pruebas presentadas, de las que sea razonable deducir según las reglas del criterio 
humano (cfr. art. 386 Ley de Enjuiciamiento Civil (LEC)) que el matrimonio es nulo por 
simulación. 
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V. En este caso concreto se trata de inscribir un matrimonio celebrado en la República 
Dominicana entre un ciudadano español, de origen dominicano y una ciudadana domi-
nicana y del trámite de audiencia reservada practicada a los contrayentes, resultan 
determinados HECHOS objetivos de los que cabe deducir que el matrimonio celebrado 
no ha perseguido los fines propios de esta institución. Coinciden en señalar que se 
conocieron en el año 2002, sin embargo, mientras que, ella indica que interrumpieron 
la relación por la distancia, y la retomaron en 2014 que fue cuando iniciaron la relación 
sentimental; el interesado dice que se conocieron en 2002 y en ese año comenzaron 
la relación. Ella dice que a la celebración de la boda asistieron 15 invitados, sin embar-
go, él dice que asistieron 20 invitados. El interesado manifiesta, que ha viajado a la 
isla cuatro veces y ella dice que él ha viajado dos veces, no coincidiendo las fechas de 
los viajes. El interesado no da con exactitud el nombre de ella, ya que dice que se 
llama M. R., cuando es L. R.. Ella no contesta a la mayor parte de las preguntas referi-
das a gustos, aficiones, etc. 

VI. De estos HECHOS, es una deducción razonable y en modo alguno arbitraria enten-
der que el matrimonio es nulo por simulación. Así lo ha estimado el encargado del 
registro civil, quien por su inmediación a los HECHOS es el que más fácilmente pueden 
apreciarlos y formar su convicción respecto de ellos. Esta conclusión, obtenida en 
momentos cronológicamente más próximos a la celebración del matrimonio, no que-
daría desvirtuada por un expediente posterior, el del artículo 257 del Reglamento del 
Registro Civil, del cual debe prescindirse por razones de economía procesal (cfr. art. 
354 RRC), si es que se estima que, además de la vía judicial, quedara abierto este 
camino ante la denegación adoptada en la calificación efectuada por la vía del artículo 
256 del Reglamento. 

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y 
Estado Civil, ha acordado que procede desestimar el recurso y confirmar el auto apela-
do. 

Madrid, 22 de febrero de 2019

Firmado: El director general: Pedro José Garrido Chamorro.

Sr. encargado del Registro Civil Consular en Santo Domingo (República Dominicana) 

Resolución de 22 de febrero de 2019 (8ª) 
IV.4.1.1 Matrimonio celebrado en el extranjero 

Se deniega su inscripción porque hay datos objetivos bastantes para deducir la ausen-
cia de consentimiento matrimonial. 

En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este centro directivo 
en trámite de recurso por virtud del entablado por los interesados, contra auto del 
encargado del Registro Civil del Consulado de España en Santo Domingo (República 
Dominicana). 
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HECHOS 

1. Don J. A. C. nacido en la República Dominicana y de nacionalidad dominicana, pre-
sentó en el Registro Civil español, impreso de declaración de datos para la inscripción 
de su matrimonio celebrado en la República Dominicana el 26 mayo de 2017 con 
doña E. V. F., nacida en España y de nacionalidad española. Adjuntan como documen-
tación: acta inextensa de matrimonio local, certificado de nacimiento y certificado de 
matrimonio con inscripción marginal de divorcio de la interesada y acta inextensa de 
nacimiento y declaración jurada de estado civil del interesado. 

2. Ratificados los interesados, se celebran las entrevistas en audiencia reservada con 
los interesados. Con fecha 8 de febrero de 2018 el encargado del registro civil consu-
lar dicta auto denegando la inscripción del matrimonio 

3. Notificados los interesados, éstos interponen recurso ante la Dirección General de 
los Registros y del Notariado, volviendo a solicitar la inscripción del matrimonio. 

4. De la interposición del recurso se dio traslado al ministerio fiscal, que emite un 
informe desfavorable. El encargado del registro civil consular, ordenó la remisión del 
expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado para su resolución, 
con la emisión de un informe desfavorable. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre protección de los derechos 
humanos y de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York 
de 19 de diciembre de 1966 de derechos civiles y políticos; la resolución del Consejo 
de la Unión Europea de 4 de diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán 
adoptarse en materia de lucha contra los matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 
14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 49, 56, 65, 73 y 74 del Código Civil (CC); 23 
y 73 de la Ley del Registro Civil (LRC); 54, 85, 245, 246, 247, 256, 257 y 354 del 
Reglamento del Registro Civil (RRC); las instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 
de enero de 2006, y las resoluciones, entre otras, de 29-4ª de diciembre de 2005; 
23-3ª y 5ª de junio, 3-1ª, 21-1ª y 5ª, 25-2ª de julio, 1-4ª y 5-4ª de septiembre, 29-2ª y 
5ª de diciembre de 2006; 29-2ª y 26-5ª de enero, 28-5ª de febrero, 31 de marzo, 28-2ª 
de abril, 30-1ª de mayo, 1-4ª de junio, 10-4ª, 5ª y 6ª y 11-1ª de septiembre; 30-6ª de 
noviembre y 27-1ª y 2ª de diciembre de 2007; 29-7ª de abril, 27-1ª de junio, 16-1ª y 
17-3ª de julio, 30-2ª de septiembre y 28-2ª de noviembre de 2008, y 19-6ª y 8ª de 
enero y 25-8ª de febrero de 2009. 

II. El llamado matrimonio de complacencia es indudablemente nulo en nuestro dere-
cho por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º CC). Para 
evitar en la medida de lo posible la existencia aparente de estos matrimonios y su ins-
cripción en el Registro Civil, esta dirección general dictó en su momento la Instrucción 
de 9 de enero de 1995 y recientemente la de 31 de enero de 2006, dirigidas a impedir 
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que algunos extranjeros obtengan la entrada en España o regularicen su estancia en 
ella por medio de un matrimonio simulado con ciudadanos españoles. 

III. Las instrucciones citadas tratan de evitar que esos matrimonios fraudulentos lle-
guen a celebrarse dentro del territorio español, recordando la importancia que en el 
expediente previo a la celebración del matrimonio tiene el trámite de la audiencia per-
sonal, reservada y por separado, de cada contrayente (cfr. art. 246 RRC), como medio 
para apreciar cualquier obstáculo o impedimento para el enlace (cfr. arts. 56, I, CC y 
245 y 247 RRC), entre ellos, la ausencia de consentimiento matrimonial. Pues bien, 
análogas medidas deben adoptarse cuando se trata de inscribir en el registro consular 
o en el central un matrimonio ya celebrado en la forma extranjera permitida por la lex 
loci. El encargado debe comprobar si concurren los requisitos legales –sin excepción 
alguna– para la celebración del matrimonio (cfr. art. 65 CC) y esta comprobación, si el 
matrimonio consta por “certificación expedida por autoridad o funcionario del país de 
celebración” (art. 256-3º RRC), requiere que por medio de la calificación de ese docu-
mento y “de las declaraciones complementarias oportunas” se llegue a la convicción 
de que no hay dudas “de la realidad del hecho y de su legalidad conforme a la ley 
española”. Así lo señala el artículo 256 del Reglamento, siguiendo el mismo criterio 
que, para permitir otras inscripciones sin expediente y en virtud de certificación de un 
registro extranjero, establecen los artículos 23, II, de la Ley y 85 de su Reglamento. 

IV. Esta extensión de las medidas tendentes a evitar la inscripción de matrimonios 
simulados, por más que hayan sido celebrados en el extranjero, viene siendo propug-
nada por la doctrina de este centro directivo a partir de la resolución de 30 de mayo de 
1.995, debiendo denegarse la inscripción cuando existan una serie de HECHOS objeti-
vos, comprobados por las declaraciones de los propios interesados y por las demás 
pruebas presentadas, de las que sea razonable deducir según las reglas del criterio 
humano (cfr. art. 386 Ley de Enjuiciamiento Civil (LEC)) que el matrimonio es nulo por 
simulación. 

V. En este caso concreto se trata de inscribir un matrimonio celebrado en la República 
Dominicana entre una ciudadana española y un ciudadano dominicano y del trámite 
de audiencia reservada practicada a los contrayentes, resultan determinados HECHOS 
objetivos de los que cabe deducir que el matrimonio celebrado no ha perseguido los 
fines propios de esta institución. No se conocían personalmente antes del matrimonio, 
en este sentido uno de los motivos que la resolución arriba citada del Consejo de la 
Unión Europea señala como factor que permite presumir la existencia de un matrimo-
nio de complacencia es el hecho de que los contrayentes no se hayan encontrado 
antes del matrimonio y eso es, precisamente, lo que sucede en este caso. Se conocie-
ron en enero de 2016, el interesado no contesta a la pregunta referente al comienzo 
de la relación sentimental, ella indica al respecto, que comenzaron la relación en 
diciembre de 2016. Ella no da con exactitud la fecha de la boda afirmando que fue en 
marzo cuando fue en mayo. La interesada dice que viajó a la isla el 10 de febrero de 
2017, sin embargo, él dice que ella viajó a la isla el 26 de abril de 2017 y se quedó seis 
meses. El interesado declara, que a la boda fueron dos invitados y, ella dice que 
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cuatro, aunque luego a la fiesta que hicieron fueron cuarenta invitados. El interesado 
desconoce que ella tiene seis hijos, manifiesta que ella vive con su exmarido, sin 
embargo, ella dice que vive sola. Ella dice que, por el momento, vivirán en la República 
Dominicana, sin embargo, él dice que vivirán en España. El interesado no contesta a la 
mayor parte de las preguntas referidas a gustos, aficiones, etc. 

VI. De estos HECHOS, es una deducción razonable y en modo alguno arbitraria enten-
der que el matrimonio es nulo por simulación. Así lo ha estimado el encargado del 
registro civil consular, quien por su inmediación a los HECHOS es el que más fácilmen-
te pueden apreciarlos y formar su convicción respecto de ellos. Esta conclusión, obte-
nida en momentos cronológicamente más próximos a la celebración del matrimonio, 
no quedaría desvirtuada por un expediente posterior, el del artículo 257 del Reglamento 
del Registro Civil, del cual debe prescindirse por razones de economía procesal (cfr. 
art. 354 RRC), si es que se estima que, además de la vía judicial, quedara abierto este 
camino ante la denegación adoptada en la calificación efectuada por la vía del artículo 
256 del Reglamento. 

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y 
Estado Civil, ha acordado que procede desestimar el recurso y confirmar el auto 
apelado. 

Madrid, 22 de febrero de 2019

Firmado: El director general: Pedro José Garrido Chamorro.

Sr. encargado del Registro Civil Consular en Santo Domingo (República Dominicana) 

Resolución de 22 de febrero de 2019 (10ª) 
IV.4.1.1 Matrimonio celebrado en el extranjero 

Se deniega su inscripción porque hay datos objetivos bastantes para deducir la ausen-
cia de consentimiento matrimonial. 

En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este centro directivo 
en trámite de recurso por virtud del entablado por los interesados, contra auto del 
encargado del Registro Civil Central. 

HECHOS 

1. Don C. E. C. M. nacido en Chile y de nacionalidad española, obtenida por residencia 
en el año 2001, presentó en el Registro Civil español, impreso de declaración de datos 
para la inscripción de su matrimonio celebrado en Marruecos el 27 octubre de 2016 
con doña F. Z. E. K. nacida en Marruecos y de nacionalidad marroquí. Adjuntan como 
documentación: acta de matrimonio local, certificado de nacimiento, certificado de 
capacidad matrimonial y certificado de matrimonio con inscripción marginal de divor-
cio del interesado y extracto de acta de nacimiento y certificado de residencia de la 
interesada. 
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2. Ratificados los interesados, se celebran las entrevistas en audiencia reservada con 
los interesados. Con fecha 3 de mayo de 2018 el encargado del registro civil dicta auto 
denegando la inscripción del matrimonio 

3. Notificados los interesados, éstos interponen recurso ante la Dirección General de 
los Registros y del Notariado, volviendo a solicitar la inscripción del matrimonio. 

4. De la interposición del recurso se dio traslado al ministerio fiscal, que interesa su 
desestimación y la confirmación de la resolución recurrida. El encargado del registro 
civil ordenó la remisión del expediente a la Dirección General de los Registros y del 
Notariado para su resolución. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre protección de los derechos 
humanos y de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York 
de 19 de diciembre de 1966 de derechos civiles y políticos; la resolución del Consejo 
de la Unión Europea de 4 de diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán 
adoptarse en materia de lucha contra los matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 
14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 49, 56, 65, 73 y 74 del Código Civil (CC); 23 
y 73 de la Ley del Registro Civil (LRC); 54, 85, 245, 246, 247, 256, 257 y 354 del 
Reglamento del Registro Civil (RRC); las instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 
de enero de 2006, y las resoluciones, entre otras, de 29-4ª de diciembre de 2005; 
23-3ª y 5ª de junio, 3-1ª, 21-1ª y 5ª, 25-2ª de julio, 1-4ª y 5-4ª de septiembre, 29-2ª y 
5ª de diciembre de 2006; 29-2ª y 26-5ª de enero, 28-5ª de febrero, 31 de marzo, 28-2ª 
de abril, 30-1ª de mayo, 1-4ª de junio, 10-4ª, 5ª y 6ª y 11-1ª de septiembre; 30-6ª de 
noviembre y 27-1ª y 2ª de diciembre de 2007; 29-7ª de abril, 27-1ª de junio, 16-1ª y 
17-3ª de julio, 30-2ª de septiembre y 28-2ª de noviembre de 2008, y 19-6ª y 8ª de 
enero y 25-8ª de febrero de 2009. 

II. El llamado matrimonio de complacencia es indudablemente nulo en nuestro dere-
cho por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º CC). Para 
evitar en la medida de lo posible la existencia aparente de estos matrimonios y su ins-
cripción en el Registro Civil, esta dirección general dictó en su momento la Instrucción 
de 9 de enero de 1995 y recientemente la de 31 de enero de 2006, dirigidas a impedir 
que algunos extranjeros obtengan la entrada en España o regularicen su estancia en 
ella por medio de un matrimonio simulado con ciudadanos españoles. 

III. Las instrucciones citadas tratan de evitar que esos matrimonios fraudulentos lle-
guen a celebrarse dentro del territorio español, recordando la importancia que en el 
expediente previo a la celebración del matrimonio tiene el trámite de la audiencia per-
sonal, reservada y por separado, de cada contrayente (cfr. art. 246 RRC), como medio 
para apreciar cualquier obstáculo o impedimento para el enlace (cfr. arts. 56, I, CC y 
245 y 247 RRC), entre ellos, la ausencia de consentimiento matrimonial. Pues bien, 
análogas medidas deben adoptarse cuando se trata de inscribir en el registro consular 
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o en el central un matrimonio ya celebrado en la forma extranjera permitida por la lex 
loci. El encargado debe comprobar si concurren los requisitos legales –sin excepción 
alguna– para la celebración del matrimonio (cfr. art. 65 CC) y esta comprobación, si el 
matrimonio consta por “certificación expedida por autoridad o funcionario del país de 
celebración” (art. 256-3º RRC), requiere que por medio de la calificación de ese docu-
mento y “de las declaraciones complementarias oportunas” se llegue a la convicción 
de que no hay dudas “de la realidad del hecho y de su legalidad conforme a la ley 
española”. Así lo señala el artículo 256 del Reglamento, siguiendo el mismo criterio 
que, para permitir otras inscripciones sin expediente y en virtud de certificación de un 
registro extranjero, establecen los artículos 23, II, de la Ley y 85 de su Reglamento. 

IV. Esta extensión de las medidas tendentes a evitar la inscripción de matrimonios 
simulados, por más que hayan sido celebrados en el extranjero, viene siendo propug-
nada por la doctrina de este centro directivo a partir de la resolución de 30 de mayo de 
1.995, debiendo denegarse la inscripción cuando existan una serie de HECHOS objeti-
vos, comprobados por las declaraciones de los propios interesados y por las demás 
pruebas presentadas, de las que sea razonable deducir según las reglas del criterio 
humano (cfr. art. 386 Ley de Enjuiciamiento Civil) que el matrimonio es nulo por simu-
lación. 

V. En este caso concreto se trata de inscribir un matrimonio celebrado en Marruecos 
entre un ciudadano español, de origen chileno y una ciudadana marroquí y del trámite 
de audiencia reservada practicada a los contrayentes, resultan determinados HECHOS 
objetivos de los que cabe deducir que el matrimonio celebrado no ha perseguido los 
fines propios de esta institución. No tienen idioma común, la entrevista que se le 
practicó a la interesada, se hizo mediante intérprete, en este sentido uno de los moti-
vos que la resolución arriba citada del Consejo de la Unión Europea señala como factor 
que permite presumir la existencia de un matrimonio de complacencia es el hecho de 
que los contrayentes no tengan idioma común y eso es, precisamente, lo que sucede 
en este caso. El interesado contrajo matrimonio con una ciudadana española en el 
año 1999, obtuvo la nacionalidad española en el año en el año 2001 y se divorció de 
la misma en el año 2007. Ninguno de los dos sabe la fecha de la boda, ella indica que 
fue el 24 de octubre de 2016, cuando fue el 27 de octubre y el interesado dice que fue 
en septiembre, no recordando el día. Los presentó una tía de la interesada que traba-
jaba en casa de él, ella tenía 15 años, cuando el interesado viajó a Marruecos, lo hizo 
ya para casarse, manifestando ella que quería casarse con él cuando lo vio por fotos. 
Ella manifiesta que él tiene dos hijos cuando él declara tener uno. Los nombres que el 
interesado da de los hermanos de ella, no tienen nada que ver con los que da ella. Ella 
declara que han convivido, sin embargo, él dice que, aunque ha estado en casa de 
ella, no han convivido. Por otro lado, existe una contradicción entre la declaración de la 
interesada, que afirma que el interesado le dio tres mil euros como dote, con la dote de 
130 mil dírhams (13 mil euros) que figura en el acta matrimonial aportada. Además, el 
interesado es 40 años mayor que la interesada. 
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VI. De estos HECHOS, es una deducción razonable y en modo alguno arbitraria enten-
der que el matrimonio es nulo por simulación. Así lo ha estimado el encargado del 
registro civil, quien por su inmediación a los HECHOS es el que más fácilmente pueden 
apreciarlos y formar su convicción respecto de ellos. Esta conclusión, obtenida en 
momentos cronológicamente más próximos a la celebración del matrimonio, no que-
daría desvirtuada por un expediente posterior, el del artículo 257 del Reglamento del 
Registro Civil, del cual debe prescindirse por razones de economía procesal (cfr. art. 
354 RRC), si es que se estima que, además de la vía judicial, quedara abierto este 
camino ante la denegación adoptada en la calificación efectuada por la vía del artículo 
256 del Reglamento. 

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y 
Estado Civil, ha acordado que procede desestimar el recurso y confirmar el auto apela-
do. 

Madrid, 22 de febrero de 2019

Firmado: El director general: Pedro José Garrido Chamorro.

Sr. juez encargado del Registro Civil Central

Resolución de 22 de febrero de 2019 (12ª) 
IV.4.1.1 Matrimonio celebrado en el extranjero 

Se deniega su inscripción porque hay datos objetivos bastantes para deducir la ausen-
cia de consentimiento matrimonial. 

En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este centro directivo 
en trámite de recurso por virtud del entablado por los interesados, contra auto del 
encargado del Registro Civil Central. 

HECHOS 

1. Doña K. R. D. F. nacida en la República Dominicana y de nacionalidad española, 
obtenida por residencia en el año 2015. presentó en el Registro Civil español, impreso 
de declaración de datos para la inscripción de su matrimonio celebrado en la República 
Dominicana el 31 julio de 2017 con don J. A. A. Fi. nacido en la República Dominicana 
y de nacionalidad dominicana. Adjuntan como documentación: acta inextensa de 
matrimonio local, certificado de nacimiento de la interesada y acta inextensa de naci-
miento del interesado. 

2. Ratificados los interesados, se celebran las entrevistas en audiencia reservada con 
los interesados. Con fecha 16 de mayo de 2018 el encargado del registro civil dicta 
auto denegando la inscripción del matrimonio 

3. Notificados los interesados, éstos interponen recurso ante la Dirección General de 
los Registros y del Notariado, volviendo a solicitar la inscripción del matrimonio. 
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4. De la interposición del recurso se dio traslado al ministerio fiscal, que interesa su 
desestimación y la confirmación de la resolución recurrida. El encargado del registro 
civil ordenó la remisión del expediente a la Dirección General de los Registros y del 
Notariado para su resolución. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre protección de los derechos 
humanos y de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York 
de 19 de diciembre de 1966 de derechos civiles y políticos; la resolución del Consejo 
de la Unión Europea de 4 de diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán 
adoptarse en materia de lucha contra los matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 
14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 49, 56, 65, 73 y 74 del Código Civil (CC); 23 
y 73 de la Ley del Registro Civil (LRC); 54, 85, 245, 246, 247, 256, 257 y 354 del 
Reglamento del Registro Civil (RRC); las instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 
de enero de 2006, y las resoluciones, entre otras, de 29-4ª de diciembre de 2005; 
23-3ª y 5ª de junio, 3-1ª, 21-1ª y 5ª, 25-2ª de julio, 1-4ª y 5-4ª de septiembre, 29-2ª y 
5ª de diciembre de 2006; 29-2ª y 26-5ª de enero, 28-5ª de febrero, 31 de marzo, 28-2ª 
de abril, 30-1ª de mayo, 1-4ª de junio, 10-4ª, 5ª y 6ª y 11-1ª de septiembre; 30-6ª de 
noviembre y 27-1ª y 2ª de diciembre de 2007; 29-7ª de abril, 27-1ª de junio, 16-1ª y 
17-3ª de julio, 30-2ª de septiembre y 28-2ª de noviembre de 2008, y 19-6ª y 8ª de 
enero y 25-8ª de febrero de 2009. 

II. El llamado matrimonio de complacencia es indudablemente nulo en nuestro dere-
cho por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º CC). Para 
evitar en la medida de lo posible la existencia aparente de estos matrimonios y su ins-
cripción en el Registro Civil, esta dirección general dictó en su momento la Instrucción 
de 9 de enero de 1995 y recientemente la de 31 de enero de 2006, dirigidas a impedir 
que algunos extranjeros obtengan la entrada en España o regularicen su estancia en 
ella por medio de un matrimonio simulado con ciudadanos españoles. 

III. Las instrucciones citadas tratan de evitar que esos matrimonios fraudulentos lle-
guen a celebrarse dentro del territorio español, recordando la importancia que en el 
expediente previo a la celebración del matrimonio tiene el trámite de la audiencia per-
sonal, reservada y por separado, de cada contrayente (cfr. art. 246 RRC), como medio 
para apreciar cualquier obstáculo o impedimento para el enlace (cfr. arts. 56, I, CC y 
245 y 247 RRC), entre ellos, la ausencia de consentimiento matrimonial. Pues bien, 
análogas medidas deben adoptarse cuando se trata de inscribir en el registro consular 
o en el central un matrimonio ya celebrado en la forma extranjera permitida por la lex 
loci. El encargado debe comprobar si concurren los requisitos legales –sin excepción 
alguna– para la celebración del matrimonio (cfr. art. 65 CC) y esta comprobación, si el 
matrimonio consta por “certificación expedida por autoridad o funcionario del país de 
celebración” (art. 256-3º RRC), requiere que por medio de la calificación de ese docu-
mento y “de las declaraciones complementarias oportunas” se llegue a la convicción 
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de que no hay dudas “de la realidad del hecho y de su legalidad conforme a la ley 
española”. Así lo señala el artículo 256 del Reglamento, siguiendo el mismo criterio 
que, para permitir otras inscripciones sin expediente y en virtud de certificación de un 
registro extranjero, establecen los artículos 23, II, de la Ley y 85 de su Reglamento. 

IV. Esta extensión de las medidas tendentes a evitar la inscripción de matrimonios 
simulados, por más que hayan sido celebrados en el extranjero, viene siendo propug-
nada por la doctrina de este centro directivo a partir de la resolución de 30 de mayo de 
1.995, debiendo denegarse la inscripción cuando existan una serie de HECHOS objeti-
vos, comprobados por las declaraciones de los propios interesados y por las demás 
pruebas presentadas, de las que sea razonable deducir según las reglas del criterio 
humano (cfr. art. 386 Ley de Enjuiciamiento Civil) que el matrimonio es nulo por simu-
lación. 

V. En este caso concreto se trata de inscribir un matrimonio celebrado en la República 
Dominicana entre una ciudadana española, de origen dominicano y un ciudadano 
dominicano y del trámite de audiencia reservada practicada a los contrayentes, resul-
tan determinados HECHOS objetivos de los que cabe deducir que el matrimonio cele-
brado no ha perseguido los fines propios de esta institución. Los interesados se cono-
cieron en el año 2015 a través de una hermana del interesado. Ella indica que decidie-
ron casarse una vez que ella regresó a España, a través de las redes sociales. El inte-
resado declara que ella era divorciada sin embargo ella dice que es soltera, él también 
declara ser divorciado, pero no presenta documentación al respecto. Ella dice que ha 
viajado tres veces, sin embargo, el interesado declara que ella ha viajado dos veces. El 
interesado manifiesta que ella le ayuda económicamente a veces mensualmente, 
cada 45 días o cada dos meses, sin embargo, ella dice que le envía 100 euros men-
suales. Ella dice que él tiene como hermanos a A., G., J. F. y C., sin embargo, él mencio-
na tan sólo a A. y G. Ella dice que él tiene en España a sus hermanos A. y G. y a su tía 
M., sin embargo, él menciona a su tía M. y a dos primos llamados J. L. y R. 

VI. De estos HECHOS, es una deducción razonable y en modo alguno arbitraria enten-
der que el matrimonio es nulo por simulación. Así lo ha estimado el encargado del 
registro civil, quien por su inmediación a los HECHOS es el que más fácilmente pueden 
apreciarlos y formar su convicción respecto de ellos. Esta conclusión, obtenida en 
momentos cronológicamente más próximos a la celebración del matrimonio, no que-
daría desvirtuada por un expediente posterior, el del artículo 257 del Reglamento del 
Registro Civil, del cual debe prescindirse por razones de economía procesal (cfr. art. 
354 RRC), si es que se estima que, además de la vía judicial, quedara abierto este 
camino ante la denegación adoptada en la calificación efectuada por la vía del artículo 
256 del Reglamento. 

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y 
Estado Civil, ha acordado que procede desestimar el recurso y confirmar el auto apela-
do. 

Madrid, 22 de febrero de 2019
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Firmado: El director general: Pedro José Garrido Chamorro.

Sr. juez encargado del Registro Civil Central

Resolución de 22 de febrero de 2019 (13ª) 
IV.4.1.1 Matrimonio celebrado en el extranjero. 

1º. Se deniega su inscripción porque hay datos objetivos bastantes para deducir la 
ausencia de consentimiento matrimonial. 

2º. Dado el carácter esencial del consentimiento matrimonial para la validez del matri-
monio en nuestro Derecho, hay excepción de orden público respecto de la ley extranje-
ra que admite la validez del consentimiento matrimonial simulado. 

En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este centro directivo 
en trámite de recurso por virtud del entablado por los interesados contra auto del 
encargado del Registro Civil Central. 

HECHOS 

1. Doña A. E. G. M. nacida en la República Dominicana y de nacionalidad española, 
obtenida por residencia en el año 2014, presentó en el Registro Civil Central, impreso 
de declaración de datos para la inscripción de su matrimonio celebrado en la República 
Dominicana el 18 de mayo de 2005 con don V. P. P., nacido en la República Dominicana 
y de nacionalidad dominicana. Adjuntan como documentación: acta inextensa de 
matrimonio local, certificado de nacimiento de la interesada y acta inextensa de naci-
miento del interesado. 

2. Ratificados los interesados, se celebra la entrevista en audiencia reservada con los 
interesados. Con fecha 13 de abril de 2018 el encargado del Registro Civil Central 
dicta auto denegando la inscripción del matrimonio.

3. Notificados los interesados éstos interponen recurso ante la Dirección General de 
los Registros y del Notariado, volviendo a solicitar la inscripción del matrimonio.

4. De la interposición del recurso se dio traslado al ministerio fiscal, que interesa la 
desestimación del mismo y la confirmación del acuerdo recurrido. El encargado del 
Registro Civil Central ordena la remisión del expediente a la Dirección General de los 
Registros y del Notariado para su resolución. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre protección de los derechos 
humanos y de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York 
de 19 de diciembre de 1966 de derechos civiles y políticos; la resolución del Consejo 
de la Unión Europea de 4 de diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán 
adoptarse en materia de lucha contra los matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 
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14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 49, 56, 65, 73 y 74 del Código Civil (CC); 23 
y 73 de la Ley del Registro Civil (LRC); 54, 85, 245, 246, 247, 256, 257 y 354 del 
Reglamento del Registro Civil (RRC); las Instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 
de enero de 2006, y las resoluciones, entre otras, de 2-2ª de diciembre de 2004; 
19-1ª y 20-2ª y 3ª de abril, 19-3ª, 20-1ª y 3ª, 26-2ª de mayo, 8-4ª, 20-3ª de junio, 7-1ª 
de julio y 29-4ª de diciembre de 2005; 27-4ª de enero, 22-1ª y 24-3ª de febrero, 28-4ª 
de marzo y 6-2ª de abril de 2006. 

II. Se trata en el presente caso de un matrimonio contraído en la República Dominicana 
el 18 de mayo de 2005 entre dos ciudadanos de dicho país de los cuales uno, la inte-
resada adquiere después la nacionalidad española por residencia el año 2014. 

III. El llamado matrimonio de complacencia es indudablemente nulo en nuestro dere-
cho por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º CC). Para 
evitar en la medida de lo posible la existencia aparente de estos matrimonios y su ins-
cripción en el Registro Civil, esta dirección general dictó en su momento la Instrucción 
de 9 de enero de 1995 y recientemente la de 31 de enero de 2006, dirigidas a impedir 
que algunos extranjeros obtengan la entrada en España o regularicen su estancia en 
ella por medio de un matrimonio simulado con ciudadanos españoles. 

IV. Las instrucciones citadas tratan de evitar que esos matrimonios fraudulentos lle-
guen a celebrarse dentro del territorio español, recordando la importancia que en el 
expediente previo a la celebración del matrimonio tiene el trámite de la audiencia per-
sonal, reservada y por separado, de cada contrayente (cfr. art. 246 RRC), como medio 
para apreciar cualquier obstáculo o impedimento para el enlace (cfr. arts. 56, I, CC y 
245 y 247 RRC), entre ellos, la ausencia de consentimiento matrimonial. Pues bien, 
análogas medidas deben adoptarse cuando se trata de inscribir en el registro consular 
o en el central un matrimonio ya celebrado en la forma extranjera permitida por la lex 
loci. El encargado debe comprobar si concurren los requisitos legales -sin excepción 
alguna- para la celebración del matrimonio (cfr. art. 65 CC) y esta comprobación, si el 
matrimonio consta por “certificación expedida por autoridad o funcionario del país de 
celebración” (art. 256-3º RRC), requiere que por medio de la calificación de ese docu-
mento y “de las declaraciones complementarias oportunas” se llegue a la convicción 
de que no hay dudas “de la realidad del hecho y de su legalidad conforme a la ley 
española”. Así lo señala el artículo 256 del Reglamento, siguiendo el mismo criterio 
que, para permitir otras inscripciones sin expediente y en virtud de certificación de un 
registro extranjero, establecen los artículos 23, II, de la Ley y 85 de su Reglamento. 

V. La importancia de este trámite ha aumentado en los últimos tiempos en cuanto que 
por él puede en ocasiones descubrirse el verdadero propósito fraudulento de las 
partes, que no desean en realidad ligarse con el vínculo matrimonial sino aprovechar-
se de la apariencia matrimonial para obtener las ventajas que del matrimonio resultan 
para el extranjero. Si, a través de este trámite o de otros medios objetivos, el encarga-
do llega a la convicción de que existe simulación, no debe inscribir un matrimonio nulo 
por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º CC). No obs-
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tante, las dificultades prácticas de la prueba de la simulación son sobradamente 
conocidas. No existiendo normalmente pruebas directas de ésta, es casi siempre 
necesario acudir a la prueba de presunciones, es decir, deducir de un hecho o de unos 
HECHOS demostrados, mediante un enlace preciso y directo según las reglas del crite-
rio humano, la ausencia de consentimiento que se trata de probar (cfr. art. 386 Ley de 
Enjuiciamiento Civil), a cuya finalidad presenta gran importancia práctica la cuidadosa 
realización de las audiencias reservadas antes mencionadas. 

VI. Ahora bien, respecto de los supuestos de matrimonio celebrados en el extranjero 
por dos ciudadanos de nacionalidad extranjera, y para el caso de que subsistiendo tal 
matrimonio uno, al menos, de los cónyuges haya adquirido después la nacionalidad 
española, caso en el que el registro civil español pasa a ser competente sobrevenida-
mente para su inscripción (cfr. art. 15 LRC), la doctrina oficial de este centro directivo 
viene sosteniendo que en tales casos resulta improcedente que se intenten aplicar las 
normas españolas sobre ausencia de consentimiento matrimonial, ya que no hay 
puntos de conexión que justifiquen tal aplicación, dado que la capacidad de los contra-
yentes, a la fecha de la celebración del matrimonio que es el momento en que ha de 
ser valorada, se rige por su anterior ley personal (cfr. art. 9 nº1 CC), lo que justifica su 
inscripción registral. Sin embargo, siendo cierto lo anterior, también lo es que dicha 
doctrina requiere, y así se hace constar reiteradamente en las resoluciones de esta 
dirección general en la materia, que no existan dudas de que el enlace ha cumplido los 
requisitos de fondo y forma exigidos por la ley extranjera aplicable, requisitos que en 
principio habrán sido apreciados favorablemente por parte de los órganos registrales 
competentes extranjeros que primero autorizaron y después inscribieron el matrimo-
nio. 

VII. Lo anterior no debe, sin embargo, llevar a la conclusión de que la ley extranjera que 
integre el estatuto personal de los contrayentes se haya de aplicar siempre y en todo 
caso, sino que en ejecución de la regla de excepción del orden público internacional 
español, deberá dejar de aplicarse la norma foránea cuando deba concluirse que tal 
aplicación pararía en la vulneración de principios esenciales, básicos e irrenunciables 
de nuestro ordenamiento jurídico. Y a este propósito no es vano recordar la doctrina de 
este centro directivo en el sentido de que el consentimiento matrimonial real y libre es 
cuestión que por su carácter esencial en nuestro derecho (cfr. art. 45 CC) y en el 
derecho internacional convencional y, en particular, el convenio relativo al consenti-
miento para el matrimonio, hecho en Nueva York el 10 de diciembre de 1962 (BOE del 
29 de mayo de 1969), cuyo artículo primero exige para la validez del matrimonio el 
pleno y libre consentimiento de ambos contrayentes, debe ser considerada de orden 
público. 

Es por ello que no cabe inscribir un matrimonio por las autoridades del foro, cuando 
hay un grado de certeza suficiente de que ha sido utilizado como instrumento con el 
que conseguir fines impropios del mismo, en este caso, de carácter migratorio, puesto 
que no ha existido un consentimiento real de los contrayentes, lo que debe conducir a 
su rechazo como supuesto de simulación, aun cuando los interesados estén sujetos 
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por su estatuto personal a legislaciones que admitan en sede matrimonial una suerte 
de consentimiento abstracto, descausalizado o desconectado de toda relación con la 
finalidad institucional del matrimonio (cfr. art. 12 nº3 CC.), facilitando con ello que esta 
institución sea utilizada como instrumento de un fraude de ley a las normas rectoras 
de la nacionalidad o la extranjería o a otras de diversa índole. Pero con ser esto último 
importante, no es lo determinante para excepcionar la aplicación de la ley extranjera, 
sino el hecho de que un consentimiento simulado supone una voluntad matrimonial 
inexistente, en la medida en que la voluntad declarada no se corresponde con la 
interna, produciéndose en tales casos una discordancia consciente cuyo efecto es la 
nulidad absoluta, ipso iure e insubsanable del matrimonio celebrado (cfr. art. 74 CC.), 
y ello cualquiera sea la causa simulationis, o propósito práctico pretendido in casu, 
que actúa como agente de una ilicitud civil incompatible con la protección jurídica que 
de la que es propia del ius nubendi se desprende en favor de la verdadera voluntad 
matrimonial. 

VIII. En el caso actual, de matrimonio entre dos ciudadanos dominicanos celebrado en 
la República Dominicana y, del trámite de audiencia reservada practicada a los contra-
yentes, resultan determinados HECHOS objetivos de los que cabe deducir que, efecti-
vamente, el matrimonio celebrado no ha perseguido los fines propios de esta institu-
ción. Los interesados se conocieron en el año 2003 (el interesado tiene un hijo de otra 
relación nacido ese mismo año), se casaron el 18 de mayo de 2005 y dos días después 
ella se viene a España. Ella declara que él tiene un hijo de otra relación que vive con su 
madre, sin embargo, el interesado dice que vive con él. Se comunican por teléfono tan 
sólo una vez por semana. Ella ha viajado dos veces a la isla, una en junio de 2006 y 
otra en el año 2013. El interesado dice que ella vive en un piso comprado cuando es 
alquilado. 

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y 
Estado Civil, ha acordado que procede desestimar el recurso y confirmar el auto apela-
do. 

Madrid, 22 de febrero de 2019

Firmado: El director general: Pedro José Garrido Chamorro.

Sr. juez encargado del Registro Civil Central

Resolución de 22 de febrero de 2019 (14ª) 
IV.4.1.1 Matrimonio celebrado en el extranjero. 

Se deniega su inscripción porque hay datos objetivos bastantes para deducir la ausen-
cia de consentimiento matrimonial. 

En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este Centro Directivo 
en trámite de recurso por virtud del entablado por los interesados, contra auto del encar-
gado del Registro Civil Central. 
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HECHOS 

1. Doña A. Y. N. N. nacida en la República Dominicana y de nacionalidad española, 
obtenida por residencia en el año 2014, presentó en el Registro Civil español, impreso 
de declaración de datos para la inscripción de su matrimonio celebrado en la República 
Dominicana el 13 octubre de 2016 con don J. C. M. M. nacido en la República 
Dominicana y de nacionalidad dominicana. Adjuntan como documentación: acta inex-
tensa de matrimonio local, certificado de nacimiento y certificado de matrimonio con 
inscripción marginal de divorcio de la interesada y acta inextensa de nacimiento y acta 
inextensa de divorcio del interesado. 

2. Ratificados los interesados, se celebran las entrevistas en audiencia reservada con 
los interesados. Con fecha 3 de mayo de 2018 el encargado del registro civil dicta auto 
denegando la inscripción del matrimonio 

3. Notificados los interesados, éstos interponen recurso ante la Dirección General de 
los Registros y del Notariado, volviendo a solicitar la inscripción del matrimonio. 

4. De la interposición del recurso se dio traslado al ministerio fiscal, que interesa su 
desestimación y la confirmación de la resolución recurrida. El encargado del registro 
civil ordenó la remisión del expediente a la Dirección General de los Registros y del 
Notariado para su resolución. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre protección de los derechos 
humanos y de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York 
de 19 de diciembre de 1966 de derechos civiles y políticos; la resolución del Consejo 
de la Unión Europea de 4 de diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán 
adoptarse en materia de lucha contra los matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 
14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 49, 56, 65, 73 y 74 del Código Civil (CC); 23 
y 73 de la Ley del Registro Civil (LRC); 54, 85, 245, 246, 247, 256, 257 y 354 del 
Reglamento del Registro Civil (RRC); las instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 
de enero de 2006, y las resoluciones, entre otras, de 29-4ª de diciembre de 2005; 
23-3ª y 5ª de junio, 3-1ª, 21-1ª y 5ª, 25-2ª de julio, 1-4ª y 5-4ª de septiembre, 29-2ª y 
5ª de diciembre de 2006; 29-2ª y 26-5ª de enero, 28-5ª de febrero, 31 de marzo, 28-2ª 
de abril, 30-1ª de mayo, 1-4ª de junio, 10-4ª, 5ª y 6ª y 11-1ª de septiembre; 30-6ª de 
noviembre y 27-1ª y 2ª de diciembre de 2007; 29-7ª de abril, 27-1ª de junio, 16-1ª y 
17-3ª de julio, 30-2ª de septiembre y 28-2ª de noviembre de 2008, y 19-6ª y 8ª de 
enero y 25-8ª de febrero de 2009. 

II. El llamado matrimonio de complacencia es indudablemente nulo en nuestro dere-
cho por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º CC). Para 
evitar en la medida de lo posible la existencia aparente de estos matrimonios y su ins-
cripción en el Registro Civil, esta dirección general dictó en su momento la Instrucción 
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de 9 de enero de 1995 y recientemente la de 31 de enero de 2006, dirigidas a impedir 
que algunos extranjeros obtengan la entrada en España o regularicen su estancia en 
ella por medio de un matrimonio simulado con ciudadanos españoles. 

III. Las instrucciones citadas tratan de evitar que esos matrimonios fraudulentos lle-
guen a celebrarse dentro del territorio español, recordando la importancia que en el 
expediente previo a la celebración del matrimonio tiene el trámite de la audiencia per-
sonal, reservada y por separado, de cada contrayente (cfr. art. 246 RRC), como medio 
para apreciar cualquier obstáculo o impedimento para el enlace (cfr. arts. 56, I, CC y 
245 y 247 RRC), entre ellos, la ausencia de consentimiento matrimonial. Pues bien, 
análogas medidas deben adoptarse cuando se trata de inscribir en el registro consular 
o en el central un matrimonio ya celebrado en la forma extranjera permitida por la lex 
loci. El encargado debe comprobar si concurren los requisitos legales -sin excepción 
alguna- para la celebración del matrimonio (cfr. art. 65 CC) y esta comprobación, si el 
matrimonio consta por “certificación expedida por autoridad o funcionario del país de 
celebración” (art. 256-3º RRC), requiere que por medio de la calificación de ese docu-
mento y “de las declaraciones complementarias oportunas” se llegue a la convicción 
de que no hay dudas “de la realidad del hecho y de su legalidad conforme a la ley 
española”. Así lo señala el artículo 256 del Reglamento, siguiendo el mismo criterio 
que, para permitir otras inscripciones sin expediente y en virtud de certificación de un 
registro extranjero, establecen los artículos 23, II, de la Ley y 85 de su Reglamento. 

IV. Esta extensión de las medidas tendentes a evitar la inscripción de matrimonios 
simulados, por más que hayan sido celebrados en el extranjero, viene siendo propug-
nada por la doctrina de este centro directivo a partir de la resolución de 30 de mayo de 
1.995, debiendo denegarse la inscripción cuando existan una serie de HECHOS objeti-
vos, comprobados por las declaraciones de los propios interesados y por las demás 
pruebas presentadas, de las que sea razonable deducir según las reglas del criterio 
humano (cfr. art. 386 Ley de Enjuiciamiento Civil) que el matrimonio es nulo por simu-
lación. 

V. En este caso concreto se trata de inscribir un matrimonio celebrado en la República 
Dominicana entre una ciudadana española, de origen dominicano y un ciudadano 
dominicano y del trámite de audiencia reservada practicada a los contrayentes, resul-
tan determinados HECHOS objetivos de los que cabe deducir que el matrimonio cele-
brado no ha perseguido los fines propios de esta institución. Ella declara que conoció 
físicamente al promotor el 4 de enero de 2014, sin embargo, él dice que fue el 2 de 
marzo de 2014. Ella manifiesta que él tiene 10 hijos, la más pequeña de dos años, 
desconociendo quien es la madre, sin embargo, él no menciona que tenga hijos. Ella 
indica que él tiene 12 hermanos, pero él no dice que tenga hermanos. Declara el inte-
resado que ella tiene tres hermanos cuando ella dice tener cuatro. El interesado des-
conoce los estudios que ella tiene. No coinciden en gustos y aficiones. 

VI. De estos HECHOS, es una deducción razonable y en modo alguno arbitraria enten-
der que el matrimonio es nulo por simulación. Así lo ha estimado el encargado del 
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registro civil, quien por su inmediación a los HECHOS es el que más fácilmente pueden 
apreciarlos y formar su convicción respecto de ellos. Esta conclusión, obtenida en 
momentos cronológicamente más próximos a la celebración del matrimonio, no que-
daría desvirtuada por un expediente posterior, el del artículo 257 del Reglamento del 
Registro Civil, del cual debe prescindirse por razones de economía procesal (cfr. art. 
354 RRC), si es que se estima que, además de la vía judicial, quedara abierto este 
camino ante la denegación adoptada en la calificación efectuada por la vía del artículo 
256 del Reglamento. 

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y 
Estado Civil, ha acordado que procede desestimar el recurso y confirmar el auto apela-
do. 

Madrid, 22 de febrero de 2019

Firmado: El director general: Pedro José Garrido Chamorro.

Sr. juez encargado del Registro Civil Central 

Resolución de 22 de febrero de 2019 (1ª) 
IV.4.1.2 Matrimonio celebrado en el extranjero 

Se inscribe porque no hay datos objetivos bastantes para deducir la ausencia de con-
sentimiento matrimonial. 

En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este centro directivo 
en trámite de recurso por virtud del entablado por los interesados, contra auto del 
encargado del Registro Civil del Consulado de España en La Habana (Cuba). 

HECHOS 

1. Don I. J. P. G. nacido en Cuba y de nacionalidad cubana, presentó en el registro civil 
consular, impreso de declaración de datos para la inscripción de su matrimonio cele-
brado en Cuba el 19 marzo de 2011 con Doña N. P. D. nacida en Cuba y de nacionali-
dad española, obtenida por la Ley 52/07, en el año 2009. Adjuntan como documenta-
ción: certificado de matrimonio local, certificado de nacimiento, certificado de matri-
monio y sentencia de divorcio del interesado y certificado de nacimiento, certificado de 
matrimonio y sentencia de divorcio de la interesada. 

2. Ratificados los interesados, se celebran las entrevistas en audiencia reservada con 
los interesados. El ministerio fiscal se opone a la inscripción del matrimonio. Con fecha 
10 de febrero de 2012 el encargado del registro civil consular dicta auto denegando la 
inscripción del matrimonio 

3. Notificados los interesados, éstos interponen recurso ante la Dirección General de 
los Registros y del Notariado, volviendo a solicitar la inscripción del matrimonio, apor-
tando numerosas pruebas documentales. 
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4. De la interposición del recurso se dio traslado al ministerio fiscal, que emite un 
informe desfavorable. El encargado del registro civil consular ordenó la remisión del 
expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado para su resolución. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre protección de los derechos 
humanos y de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York 
de 19 de diciembre de 1966 de derechos civiles y políticos; la resolución del Consejo 
de la Unión Europea de 4 de diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán 
adoptarse en materia de lucha contra los matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 
14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 65, 73, 74 del Código Civil (CC); 386 de la 
Ley de Enjuiciamiento Civil (LEC); 23 y 73 de la ley del Registro Civil (LRC); 54, 85, 245, 
246, 247, 256, 257 y 354 del Reglamento del Registro Civil (RRC); la Instrucción del 9 
de enero de 1995; la Instrucción de 31 de enero de 2006, y las resoluciones, entre 
otras, de 27-4ª de diciembre de 2005; 16-1ª de marzo, 7-2ª y 3ª y 11-4ª de abril, 31-1ª 
y 5ª de mayo, 23-2ª de junio, 20-5ª, 22 y 25-1ª de julio, 5-2ª de septiembre, 30-2ª de 
octubre, 10-5ª y 11 de noviembre y 28-5ª de diciembre de 2006; 5-3ª y 29-3ª y 4ª de 
enero, 28-1ª y 2ª de febrero, 25-7ª de abril, 31-2ª de mayo, 1-2ª y 3ª de junio, 11-2ª, 5ª 
y 6ª de septiembre, 26-5ª de noviembre y 28-5ª de diciembre de 2007; 11-1ª y 31-1ª y 
4ª de enero, 4-3ª y 5-1ª de marzo, 13-1ª, 2ª, 3ª y 5ª de mayo, 8-6ª de septiembre y 
22-1ª de diciembre de 2008, y 29-8ª, 10ª de enero y 6-1ª de marzo de 2009. 

II. No sólo en el expediente previo para el matrimonio civil, a través del trámite de la 
audiencia personal, reservada y por separado de cada contrayente (art. 246 RRC), sino 
también cuando se intenta inscribir en el registro civil español un matrimonio ya cele-
brado en el extranjero mediante la certificación expedida por autoridad o funcionario 
del país de celebración (art. 256-3º RRC), es deber del encargado cerciorarse de la 
inexistencia de impedimentos u otros obstáculos que provoquen la nulidad del matri-
monio, especialmente para evitar la inscripción de los llamados matrimonios de com-
placencia, en los que el verdadero propósito de las partes no es ligarse con el vínculo 
matrimonial, sino aprovecharse de las ventajas de la apariencia matrimonial para 
facilitar la situación del extranjero en relación con los requisitos de entrada y perma-
nencia en España. El encargado debe calificar, a través de las declaraciones comple-
mentarias oportunas que integran el título inscribible (cfr. art. 256 RRC), si ha habido 
verdadero consentimiento matrimonial en la celebración o si, por el contrario, se trata 
de un matrimonio simulado, nulo por la ausencia de dicho consentimiento matrimo-
nial. 

III. Ahora bien, las dificultades prácticas de la prueba de la simulación son sobrada-
mente conocidas. No existiendo normalmente pruebas directas, es casi siempre 
necesario acudir a la prueba de presunciones, es decir, deducir de un hecho o de unos 
HECHOS demostrados, mediante un enlace preciso y directo según las reglas del crite-
rio humano, la ausencia de consentimiento que se trata de probar (cfr. art. 386 LEC). 
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IV. En el caso actual los HECHOS comprobados por medio de las audiencias reserva-
das no tienen entidad suficiente como para deducir que no ha concurrido un verdadero 
consentimiento matrimonial. Si se comparan las respuestas dadas en las entrevistas, 
no existen prácticamente contradicciones, coinciden en cómo y cuándo se conocieron, 
gustos, aficiones, etc. y han mantenido una relación continuada a lo largo del tiempo. 
Además, presentan pruebas suficientes de su relación. 

V. Si se tiene en cuenta la presunción general de buena fe y que el ius nubendi, como 
derecho fundamental de la persona, no debe ser coartado, postergado o denegado 
más que cuando exista una certeza racional absoluta de obstáculo legal que vicie de 
nulidad al matrimonio pretendido, ha de ser preferible, aún en caso de duda, no poner 
trabas a la celebración o a la inscripción del enlace. Como expresó en un supuesto 
similar la resolución de 9-2ª de octubre de 1993, “ante la opción de aquí inscribir un 
matrimonio que eventualmente sea declarado nulo o de coartar el ius connubii, este 
centro directivo ha elegido la primera alternativa”. Siempre quedará a salvo la posibili-
dad de que el ministerio fiscal inste judicialmente la nulidad del matrimonio (cfr. art. 
74 CC) en un juicio declarativo ordinario en el que con toda amplitud podrán enjuiciar-
se las circunstancias del caso concreto”. 

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y 
Estado Civil, ha acordado que procede: 

1. Estimar el recurso 

2. Declarar que no hay obstáculo para que se inscriba el matrimonio celebrado en 
Cuba el 19 de marzo de 2011, entre I.-J. P. G. y N. P. D. 

Madrid, 22 de febrero de 2019

Firmado: El director general: Pedro José Garrido Chamorro.

Sr. encargado del Registro Civil Consular en La Habana (Cuba) 

Resolución de 22 de febrero de 2019 (9ª) 
IV.4.1.2 Matrimonio celebrado en el extranjero 

Se inscribe porque no hay datos objetivos bastantes para deducir la ausencia de con-
sentimiento matrimonial. 

En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este centro directivo 
en trámite de recurso por virtud del entablado por los interesados, contra auto del 
encargado del Registro Civil Central. 

HECHOS 

1. D.ª M. B. L. J. nacida en España y de nacionalidad española, presentó en el Registro 
Civil español, impreso de declaración de datos para la inscripción de su matrimonio 
celebrado en República Dominicana. el 11 marzo de 2017 con Don V. J. de L. nacido 
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en República Dominicana y de nacionalidad dominicana. Adjuntan como documenta-
ción: acta inextensa de matrimonio local, certificado de nacimiento de la interesada y 
acta inextensa de nacimiento del interesado. 

2. Ratificados los interesados, se celebran las entrevistas en audiencia reservada con 
los interesados. Con fecha 3 de abril de 2018 el encargado del registro civil dicta auto 
denegando la inscripción del matrimonio 

3. Notificados los interesados, éstos interponen recurso ante la Dirección General de 
los Registros y del Notariado, volviendo a solicitar la inscripción del matrimonio, pre-
sentando numerosas pruebas documentales. 

4. De la interposición del recurso se dio traslado al ministerio fiscal, que interesa su 
desestimación y la confirmación de la resolución recurrida. El encargado del registro 
civil ordenó la remisión del expediente a la Dirección General de los Registros y del 
Notariado para su resolución. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 
del Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre protección de los dere-
chos humanos y de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de 
Nueva York de 19 de diciembre de 1966 de derechos civiles y políticos; la resolu-
ción del Consejo de la Unión Europea de 4 de diciembre de 1997 sobre las medi-
das que deberán adoptarse en materia de lucha contra los matrimonios fraudulen-
tos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 65, 73, 74 del 
Código Civil (CC); 386 de la Ley de Enjuiciamiento Civil (LEC); 23 y 73 de la Ley 
del Registro Civil (LRC) ; 54, 85, 245, 246, 247, 256, 257 y 354 del Reglamento del 
Registro Civil (RRC); la Instrucción del 9 de enero de 1995; la Instrucción de 31 de 
enero de 2006, y las resoluciones, entre otras, de 27-4ª de diciembre de 2005; 
16-1ª de marzo, 7-2ª y 3ª y 11-4ª de abril, 31-1ª y 5ª de mayo, 23-2ª de junio, 
20-5ª, 22 y 25-1ª de julio, 5-2ª de septiembre, 30-2ª de octubre, 10-5ª y 11 de 
noviembre y 28-5ª de diciembre de 2006; 5-3ª y 29-3ª y 4ª de enero, 28-1ª y 2ª de 
febrero, 25-7ª de abril, 31-2ª de mayo, 1-2ª y 3ª de junio, 11-2ª, 5ª y 6ª de septiem-
bre, 26-5ª de noviembre y 28-5ª de diciembre de 2007; 11-1ª y 31-1ª y 4ª de enero, 
4-3ª y 5-1ª de marzo, 13-1ª, 2ª, 3ª y 5ª de mayo, 8-6ª de septiembre y 22-1ª de 
diciembre de 2008, y 29-8ª y 10ª de enero y 6-1ª de marzo de 2009. 

II. No sólo en el expediente previo para el matrimonio civil, a través del trámite de la 
audiencia personal, reservada y por separado de cada contrayente (art. 246 RRC), sino 
también cuando se intenta inscribir en el Registro Civil español un matrimonio ya 
celebrado en el extranjero mediante la certificación expedida por autoridad o funciona-
rio del país de celebración (art. 256-3º RRC), es deber del encargado cerciorarse de la 
inexistencia de impedimentos u otros obstáculos que provoquen la nulidad del matri-
monio, especialmente para evitar la inscripción de los llamados matrimonios de com-
placencia, en los que el verdadero propósito de las partes no es ligarse con el vínculo 
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matrimonial, sino aprovecharse de las ventajas de la apariencia matrimonial para 
facilitar la situación del extranjero en relación con los requisitos de entrada y perma-
nencia en España. El encargado debe calificar, a través de las declaraciones comple-
mentarias oportunas que integran el título inscribible (cfr. art. 256 RRC), si ha habido 
verdadero consentimiento matrimonial en la celebración o si, por el contrario, se trata 
de un matrimonio simulado, nulo por la ausencia de dicho consentimiento matrimo-
nial. 

III. Ahora bien, las dificultades prácticas de la prueba de la simulación son sobrada-
mente conocidas. No existiendo normalmente pruebas directas, es casi siempre 
necesario acudir a la prueba de presunciones, es decir, deducir de un hecho o de unos 
HECHOS demostrados, mediante un enlace preciso y directo según las reglas del crite-
rio humano, la ausencia de consentimiento que se trata de probar (cfr. art. 386 LEC). 

IV. En el caso actual los HECHOS comprobados por medio de las audiencias reserva-
das no tienen entidad suficiente como para deducir que no ha concurrido un verdadero 
consentimiento matrimonial. Si se comparan las respuestas dadas en las entrevistas, 
no existen prácticamente contradicciones, coinciden en cómo y cuándo se conocieron, 
gustos, aficiones, etc. y han mantenido una relación continuada a lo largo del tiempo. 
Además, presentan pruebas suficientes de su relación. 

V. Si se tiene en cuenta la presunción general de buena fe y que el ius nubendi, como 
derecho fundamental de la persona, no debe ser coartado, postergado o denegado 
más que cuando exista una certeza racional absoluta de obstáculo legal que vicie de 
nulidad al matrimonio pretendido, ha de ser preferible, aún en caso de duda, no poner 
trabas a la celebración o a la inscripción del enlace. Como expresó en un supuesto 
similar la resolución de 9-2ª de octubre de 1993, “ante la opción de aquí inscribir un 
matrimonio que eventualmente sea declarado nulo o de coartar el ius connubii, este 
centro directivo ha elegido la primera alternativa”. Siempre quedará a salvo la posibili-
dad de que el ministerio fiscal inste judicialmente la nulidad del matrimonio (cfr. Art. 
74 CC) en un juicio declarativo ordinario en el que con toda amplitud podrán enjuiciar-
se las circunstancias del caso concreto”. 

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y 
Estado Civil, ha acordado que procede estimar el recurso y declarar que no hay obstá-
culo para que se inscriba el matrimonio celebrado en República Dominicana el 11 de 
marzo de 2017 entre V. J. de L. y M. B. L. J. 

Madrid, 22 de febrero de 2019

Firmado: El director general: Pedro José Garrido Chamorro.

Sr. juez encargado del Registro Civil Central 
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Resolución de 27 de febrero de 2019 (1ª) 
IV.7.1 Competencia del registro civil en inscripción de matrimonio “in artículo mortis” 

Los matrimonios se inscribirán en el registro municipal o consular del sitio en que 
acaecen cualquiera que sea el domicilio de los afectados. 

En el expediente sobre inscripción de matrimonio remitido a este centro directivo en 
trámite de recurso, por virtud del entablado por la interesada contra auto del encarga-
do del Registro Civil de Chilches (Castellón). 

HECHOS 

1.Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Chilches, D.ª R. M. H. F., nacida 
en España y de nacionalidad española solicita la inscripción de su matrimonio celebra-
do in artículo mortis el 18 de mayo de 2017, en el hospital de S., con Don J. H. M., 
nacido en España y de nacionalidad española. Adjuntaba como documentación: acta 
de matrimonio celebrado en el hospital de S. y certificado de defunción del interesado. 

2. Mediante auto de fecha 7 de julio de 2017, el encargado del Registro Civil de 
Chilches, deniega la inscripción del matrimonio ya que según el artículo 68 del 
Reglamento del Registro Civil” los nacimientos, matrimonios y defunciones se inscribi-
rán en el registro municipal o consular del sitio en que acaecen, cualquiera que sea el 
domicilio de los afectados, la incardinación de la parroquia o el lugar de enterramien-
to.” Por lo que, según lo anterior, el municipio competente territorialmente para la ins-
cripción del matrimonio solicitada es el de S. y no el de Chilches, dado que el acto que 
pretende acceder a este registro se produjo en el hospital de aquella población. 

3. Notificada la interesada, ésta interpone recurso ante la Dirección General de los 
Registros y del Notariado volviendo a solicitar la inscripción del matrimonio en el 
Registro Civil de Chilches. 

4. Notificado el ministerio fiscal, de la interposición del recurso, éste interesa su deses-
timación. El encargado del registro civil remite el expediente a la Dirección General de 
los Registros y del Notariado para su resolución, 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

I. Vistos los artículos 40, 51 y 57 del Código Civil (CC); 238 y 247 del Reglamento del 
Registro Civil (RRC), y las resoluciones 11-4ª y 12-1ª de enero y 12-4ª de diciembre de 
2007; 14-6ª de octubre de 2008, y 30-9ª de abril de 2009. 

II. Los interesados solicitaron, en un principio, autorización para contraer matrimonio 
en C., mediante auto de fecha 10 de mayo de 2017 se acordó aprobar la celebración 
del matrimonio civil solicitado, dicha resolución fue notificada a los interesados. En el 
expediente consta el decreto del alcalde del Ayuntamiento de C. número 498, de 30 de 
mayo de 2017, mediante el que se acuerda delegar a favor del D. V. M. M., concejal del 
ayuntamiento de C. la autorización de matrimonio civil entre los interesados para el 18 
de mayo de 2017. Ha sido aportada al Registro Civil de Chilches. acta de matrimonio 
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celebrado a las 13.30 del 18 de mayo de 2017, en el Hospital de S. (V.), suscrita por 
los contrayentes, dos testigos y el concejal delegado, dicha documentación obra en el 
expediente. Pretende la interesada la inscripción el Registro Civil de Chilches de dicho 
matrimonio celebrado, como ya se ha expresado antes, in artículo mortis el 18 de 
mayo de 2017 en el hospital de S. con D. J. H. M., que falleció el día 19 de mayo de 
2017 en el hospital de S. 

III. El encargado del Registro Civil de Chilches deniega la inscripción de dicho matrimo-
nio por ser incompetente ya que la competencia para dicha inscripción la tiene el 
Registro Civil de S. donde tuvo lugar el matrimonio como señala el artículo 68 del 
Reglamento del Registro Civil. Este auto es objeto de recurso. 

IV. En este caso y conforme a lo dispuesto en la legislación vigente, la interesada debe 
de solicitar la inscripción de su matrimonio celebrado in artículo mortis con Don J. H. 
M., en el Registro Civil de S., por ser el competente para dicha inscripción, ya que 
según establece el artículo 68 del Reglamento del Registro Civil “Los nacimientos, 
matrimonios y defunciones se inscribirán en el registro municipal o consular del sitio 
que acaecen, cualquiera que sea el domicilio de los afectados, la incardinación de la 
parroquia o el lugar de enterramiento”. 

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y 
Estado Civil, ha acordado que procede desestimar el recurso y confirmar el auto apela-
do. 

Madrid, 27 de febrero de 2019

Firmado: El director general: Pedro José Garrido Chamorro.

Sr. juez encargado del Registro Civil de Chilches (Castellón)
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VII  RECTIFICACIÓN, CANCELACIÓN Y TRASLADO DE INSCRIPCIONES

VII.1  RECTIFICACIÓN DE ERRORES

VII.1.1  RECTIFICACIÓN DE ERRORES, ART. 93 Y 94 LRC

Resolución de 27 de febrero de 2019 (4ª) 
VII.1.1 Rectificación de error en inscripción de nacimiento 

1º) No cabe la rectificación porque no está acreditada la existencia de un error. 

2º) Por economía procesal y por delegación, la Dirección General de los Registros y del 
notariado resuelve un expediente de cambio y autoriza la supresión de la «i» entre los 
dos apellidos de la inscrita. 

En las actuaciones sobre rectificación de error en inscripción de nacimiento remitidas 
a este centro en trámite de recurso por virtud del entablado por la interesada contra 
auto dictado por la encargada del Registro Civil de Arenys de Mar (Barcelona). 

HECHOS 

1. Mediante escrito presentado el 3 de diciembre de 2015 en el Registro Civil del 
Juzgado de Paz de Palafolls (Barcelona), D.ª S. M. C. i P., mayor de edad y con domicilio 
en la misma localidad, solicitaba la supresión de la partícula «i» entre sus apellidos por 
entender que su consignación es errónea, ya que sus progenitores no recuerdan haber 
pedido que se incluyera cuando solicitaron la inscripción de nacimiento. Consta en el 
expediente la siguiente documentación: certificado de empadronamiento, DNI e ins-
cripción de nacimiento practicada el 27 de febrero de 1997 de S.-M. C. i P., nacida en 
P. el 10 de febrero de 1997, hija de J. C. M. y de M. R. P. C., y cuestionario de declara-
ción de datos para la inscripción cumplimentado en su día. 

2. Ratificada la interesada, comparecieron también sus progenitores, quienes se mos-
traron de acuerdo en la existencia del error alegado por su hija. A continuación, se 
remitieron las actuaciones al Registro Civil de Arenys de Mar, competente para la 
resolución. 

3. Previo informe en el mismo sentido del ministerio fiscal, la encargada del registro 
dictó auto el 2 de diciembre de 2015 denegando la rectificación solicitada por enten-
der que no existe error alguno en el hecho de que se haya hecho constar una conjun-
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ción para unir los dos apellidos de la persona inscrita, quien, en cualquier caso, es muy 
libre de no utilizarla en su relación social. Añade la resolución que, hasta la reforma de 
2000, el artículo 194 del Reglamento del Registro Civil prescribía de forma imperativa 
que debía intercalarse la conjunción «y» (en catalán «i») entre los dos apellidos. 

4. Notificada la resolución, se presentó recurso ante la Dirección General de los 
Registros y del Notariado alegando la recurrente que, a pesar de la inclusión de la 
partícula «i» entre sus apellidos, nunca la ha utilizado en su vida diaria y lo que solicita 
es la total concordancia entre su identificación en la vida real y la que figura en el 
documento oficial; que no fue voluntad de sus padres incluir dicha partícula al inscri-
birla ni es voluntad suya mantenerla una vez alcanzada la mayoría de edad, y que la 
anterior redacción del artículo 194 del Reglamento del Registro Civil solo se refería a la 
conjunción «y» como un simple mecanismo para separar los dos apellidos pero sin 
formar parte de ellos, mientras que en el caso de la «i», esta se añade al segundo 
apellido y ello supone un error en su caso porque su madre no se llama M.-R. i P., sino 
M.-R. P.. Con el escrito de recurso adjuntaba los siguientes documentos en prueba del 
uso de los apellidos en la forma solicitada: tarjeta de identificación del Consejo de 
Colegios Veterinarios de C. como propietaria de un animal de compañía, tarjeta de 
familia monoparental, tarjeta sanitaria y citación para un centro de salud. 

5. La interposición del recurso se trasladó al ministerio fiscal, que se opuso a su esti-
mación por entender que la inclusión de la discutida partícula obedeció a la normativa 
vigente en la fecha en que se practicó la inscripción, sin que sea obligatorio utilizarla 
en la vida diaria, y que el error estaría, en todo caso, en la expedición del DNI, donde 
se ha incluido como si formara parte del segundo apellido, pero no en la inscripción 
registral. La encargada del Registro Civil de Arenys de Mar se ratificó en su decisión y 
remitió el expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado para la 
resolución del recurso. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

I. Vistos los artículos 14 del Código Civil (CC); 55, 68 y 92 a 95 de la Ley del Registro 
Civil de 1957 (LRC); 49.2 (último párrafo) y 53 de la Ley 20/2011, de 21 de julio, del 
Registro Civil; 12, 194 (en su redacción original), 198 y 342 del Reglamento del 
Registro Civil (RRC); 19 de la Ley 1/1998, de 7 de enero, de Política Lingüística de 
Cataluña; 1 del Decreto 208/1998, de 30 de julio, por el que se regula la acreditación 
de la corrección lingüística de los apellidos y nombres en Cataluña, la Instrucción de 
11 de diciembre de 1998 de la Dirección General de los Registros y del Notariado 
(DGRN), sobre la tramitación en los registros civiles de los cambios de apellidos cata-
lanes consistentes en la corrección ortográfica de grafías incorrectas y las resolucio-
nes, entre otras, de 27 de febrero de 1998, 31-2ª de octubre de 2000, 15 de julio de 
2003, 24-2ª de enero de 2006 y 22-3ª de enero de 2009. 

II. La interesada solicita la supresión de la partícula «i» que figura entre sus dos apelli-
dos alegando que su inclusión fue un error, puesto que ni consta atribuida a ninguno 
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de sus progenitores ni estos solicitaron que se incorporara al practicarse la inscripción. 
Alega también que nunca la ha utilizado en su vida cotidiana y que desea que sus 
documentos oficiales concuerden con la realidad en el uso habitual de sus apellidos. 
La encargada del registro consideró que no existía ningún error porque cuando se 
practicó la inscripción estaba vigente el artículo 194 RRC en su redacción original, que 
prescribía la inclusión entre los apellidos de la copulativa «y» (equivalente a la «i» en 
catalán), que no forma parte de ellos y que, por tanto, no tiene por qué utilizarse en la 
identificación. 

III. Según resulta claramente del artículo 19 de la Ley catalana 1/1998, de 7 de enero, 
de Política Lingüística, la regularización ortográfica de los apellidos catalanes com-
prende no solo la adaptación de estos a las reglas ortográficas catalanas, sino también 
el derecho de las personas de vecindad civil catalana a que se intercale entre sus dos 
apellidos la conjunción «i». Ambos modos de regularización ortográfica tienen hoy 
acceso al Registro Civil. La Instrucción de la DGRN de 11 de diciembre de 1998, por su 
parte, determinó que, cuando al amparo del artículo 19 de la citada ley catalana, se 
solicite la adecuación de la grafía incorrectamente escrita en catalán a la grafía nor-
mativa en dicha lengua, no será necesario otro trámite que la manifestación del intere-
sado o de su representante legal por medio de comparecencia ante el encargado del 
registro con aportación de los certificados previstos en el Decreto 208/1998, de 30 de 
julio, de la Generalitat. 

IV. En el este caso, la interesada, de vecindad civil catalana y nacida antes de la publi-
cación de la Ley de Política Lingüística y de la reforma del artículo 194 RRC operada en 
2000, fue inscrita haciendo constar la partícula «i» entre sus apellidos. Ciertamente, 
en algunos pronunciamientos judiciales (vid. sentencia de la Audiencia Territorial de 
Barcelona de 30 de enero de 1989, confirmada por la sentencia del Tribunal Supremo 
de 26 de enero de 1993), a los que ha seguido la doctrina de este centro directivo en 
varias resoluciones de los años noventa (vid. resolución de 16 de agosto de 1993), se 
ha afirmado que la copulativa «i» es una conjunción de obligada constancia entre los 
dos apellidos de las personas de vecindad civil catalana de acuerdo con la normativa 
gramatical establecida por el Institut d’Estudis Catalans, constituyendo su uso un 
derecho íntimamente relacionado con la persona y su estado civil que forma parte de 
su estatuto personal y, por tanto, con un contenido sustantivo y no meramente de téc-
nica registral dirigida a separar los respectivos apellidos paterno y materno, diferen-
ciándose así claramente de la función que, hasta su supresión por el Real Decreto 
193/2000, cumplía la conjunción «y». No obstante, es igualmente cierto que, tras la 
aprobación de la mencionada Ley 1/1998, de Política Lingüística (cfr. art. 19), se debe 
diferenciar conceptualmente el derecho al uso de la forma normativamente correcta 
en catalán de los apellidos, de un lado, y el de incluir la conjunción «i» entre ellos, de 
otro. 

V. La distinción indicada parece haber dado carta de naturaleza normativa a las opinio-
nes académicas que, contradiciendo la jurisprudencia antes citada, sostenían que 
dicha conjunción es una partícula que separa y relaciona los apellidos catalanes, pero 
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que en rigor no forma parte integrante de ellos. En consecuencia, el uso de la conjun-
ción «i» pasaría así a ser considerado como un derecho ajeno a la conformación estric-
ta de los apellidos, por lo que, no tratándose de un derecho irrenunciable, nada impe-
diría, desde el punto de vista sustantivo, renunciar a él suprimiendo su constancia 
registral. 

VI. Aceptado lo anterior, la cuestión que se plantea es la de la vía registral para lograr 
dicha supresión. Así, aun cuando la regla general en materia de rectificación registral 
es la de que esta, en principio, solo cabe por sentencia firme recaída en juicio ordinario 
(art. 92 LRC) y que entre los escasos supuestos de excepción a esta regla recogidos en 
los artículos 93 a 95 LRC no encuentra acomodo el aquí debatido, no por eso debe 
entenderse que el único cauce de satisfacción de la pretensión planteada en este caso 
sea el judicial, ya que ello no solo sería contrario al principio de economía procedimen-
tal, dada su desproporción a la vista de la escasa trascendencia y entidad de la cues-
tión, sino que partiría de una errónea interpretación de la verdadera naturaleza de 
dicha supresión, que en sí no constituye un caso de rectificación registral, sino de un 
cambio en la forma en que los apellidos aparecen consignados en el registro perfecta-
mente subsumible en las reglas que disciplinan el procedimiento de cambio de los 
apellidos, dada su similitud con alguna de las formas que puede revestir dicho cambio, 
como la supresión de partículas que contempla explícitamente el artículo 206 RRC. 
Consecuentemente, la solicitud de la interesada debería haberse encauzado a través 
del oportuno expediente de cambio de apellidos –cuya instrucción corresponde al 
encargado del registro civil del domicilio y su resolución a esta dirección general– y no 
es así como se ha actuado (cfr. art. 365 RRC). 

VII. No obstante, conviene examinar ahora si la modificación solicitada podría ser 
autorizada en esta instancia por la indicada vía del expediente de cambio de apellidos 
de la competencia general del Ministerio de Justicia (arts. 57 LRC y 205 RRC) y hoy, por 
delegación (Orden JUS/125/2019, de 5 de febrero), de la Dirección General de los 
Registros y del Notariado, habida cuenta de que se ha seguido la necesaria fase de 
instrucción del expediente ante el registro civil del domicilio (art. 365 RRC) y de que 
razones de economía procesal aconsejan tal examen (cfr. art. 354 RRC), dado que 
sería superfluo y desproporcionado con la causa exigir la incoación formal de otro 
expediente dirigido al mismo fin práctico. 

VIII. Pues bien, desde esta perspectiva, la respuesta debe ser afirmativa porque el 
cambio solicitado, que solo supone la supresión de la reiterada conjunción, no afecta 
a los requisitos de pertenencia legítima ni de diversidad de líneas, que siguen concu-
rriendo (cfr. arts. 57.2º y 3º LRC), y respecto del contemplado en el ordinal 1º del artí-
culo 57 LRC y en el 1º del artículo 205 RRC, que exigen, para que sea posible dicha 
autorización, que el apellido en la forma propuesta constituya una situación de hecho 
no creada por los interesados, es lo cierto que dicha situación de uso resulta suficien-
temente acreditada en el expediente. 
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Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y 
Estado Civil, ha acordado que procede: 

1.º) Confirmar el auto recurrido. 

2.º) Autorizar, por delegación de la ministra de Justicia (ORDEN JUS/696/2015, de 16 
de abril), el cambio consistente en la supresión de la conjunción «i» que figura consig-
nada entre los apellidos de la inscrita, no debiendo producir esta autorización efectos 
legales mientras no se inscriba al margen del asiento de nacimiento de la interesada y 
siempre que así se solicite en el plazo de ciento ochenta días a partir de la notificación, 
conforme a lo que establece el artículo 218 del Reglamento del Registro Civil. El encar-
gado que inscriba el cambio deberá efectuar las comunicaciones ordenadas por el 
artículo 217 del mismo Reglamento. 

Madrid, 27 de febrero de 2019

Firmado: El director general: Pedro José Garrido Chamorro.

Sra. juez encargada del Registro Civil de Arenys de Mar (Barcelona)

VII.2  CANCELACIÓN

VII.2.1  CANCELACIÓN DE INSCRIPCIÓN DE NACIMIENTO

Resolución de 14 de febrero de 2019 (14ª) 
VII.2.1. Cancelación de inscripción de nacimiento 

Procede la cancelación total de la inscripción de nacimiento del interesado, una vez 
acreditado que no se cumplían los presupuestos establecidos en el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007. 

En el expediente sobre cancelación de inscripción de nacimiento remitido a este centro 
directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el interesado contra el auto 
de la encargada del Registro Civil del Consulado General de España en La Habana 
(Cuba). 

HECHOS 

1. Por auto de fecha 21 de septiembre de 2009, dictado por la encargada del Registro 
Civil Consular de España en La Habana (Cuba) se reconoció la nacionalidad española 
de origen, en virtud de lo establecido en el apartado primero de la disposición adicio-
nal séptima de la Ley 52/2007 a Don J. M. B. A., nacido el 31 de marzo de 1958 en S. 
L., O. (Cuba), hijo de Don J. B. F., nacido el 8 de agosto de 1930 en S. L., O. (Cuba), de 
nacionalidad cubana y de D.ª J. A.D., nacida el 4 de marzo de 1935 en P. C., S. de C. 
(Cuba), quien recuperó la nacionalidad española el 10 de julio de 2000. 
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Se aportó al expediente la siguiente documentación: hoja declaratoria de datos; anexo 
I de solicitud de nacionalidad española de origen por opción; carnet de identidad 
cubano y certificado literal cubano de nacimiento del interesado; certificado literal 
español de nacimiento de su madre, con inscripción marginal de recuperación de la 
nacionalidad española y certificado literal de matrimonio de los padres del interesado. 

2. Por providencia dictada el 1 de junio de 2012 por el encargado del Registro Civil 
Consular de España en La Habana (Cuba), se establece que procede se instruya de 
oficio expediente gubernativo para la cancelación total de la inscripción de nacimiento 
del interesado, ya que ha tenido acceso al citado registro civil consular en virtud de 
“título manifiestamente ilegal”, dado que no ha quedado establecido que la madre del 
inscrito haya sido originariamente española, no cumpliéndose lo establecido en el 
apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007. 

3. Dado que el interesado se encontraba de baja en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana por traslado a España, en virtud de los artículos 344 y 349 del 
Reglamento del Registro Civil se fijó con fecha 5 de junio de 2012 en el tablón de 
anuncios del registro civil consular, el edicto correspondiente a la cancelación total de 
la inscripción de nacimiento del interesado. Con fecha 20 de junio de 2012, la encar-
gada del registro civil consular dio por finalizado el plazo de publicación del edicto, no 
aportándose alegaciones por el interesado. 

4. Con fecha 22 de junio de 2012, el canciller del Consulado General de España en La 
Habana (Cuba), en funciones de ministerio fiscal, emite informe por el que considera 
que, examinados los documentos que obran en el legajo del tomo 314, página 65, 
número 33 de la sección de nacimientos que se lleva en dicho registro civil, se estima 
que procede la cancelación solicitada, ya que no se cumplen los requisitos estableci-
dos en el apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007. 

5. Por auto de 25 de junio de 2012, la encargada del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) acuerda que se proceda a la cancelación total de la inscripción 
de nacimiento del interesado que figura en la página 65 del tomo 314, número 33 de 
dicho registro civil consular, por haberse practicado basándose en “título manifiesta-
mente ilegal”, y que la inscripción de nacimiento española deberá ser cancelada 
mediante una cruz de distinto color que figurará en dicha inscripción. 

6. Notificada la resolución, el interesado presenta recurso ante la Dirección General de 
los Registros y del Notariado, solicitando se revise su expediente, alegando que al ini-
ciar los trámites de ciudadanía para su hija le indicaron que se le había retirado la 
nacionalidad española y que debía dirigirse al Consulado General de España en La 
Habana para informarse del motivo de dicha decisión; que al pasar los controles en el 
aeropuerto de Madrid se le retiró el pasaporte y el DNI españoles, calificándole de 
“indocumentado”; que en el Consulado de La Habana le informaron que su madre no 
era española de origen, sino de “opción” porque su abuela se había casado con ciuda-
dano cubano; que nunca se le informó que no le asistía el derecho a la nacionalidad 
española y que hubiera podido optar a esta nacionalidad a través de su abuelo pater-



M
in

is
te

rio
 d

e 
Ju

st
ic

ia
VII Rectificación, cancelación y traslado de inscripciones 

◄ 296 ►

BMJ, año LXXIV, enero 2020, núm. 2.226

no, nacido en C.; que sus raíces son españolas y que ahora se encuentra alejado de 
sus seres queridos. 

7. Previo informe desfavorable del canciller del Consulado General de España en La 
Habana (Cuba), en funciones de ministerio fiscal, la encargada del registro civil consu-
lar se ratifica en la decisión acordada y remite el expediente a la Dirección General de 
los Registros y del Notariado para su resolución, junto con informe en el que se indica 
que la abuela materna del interesado estaba casada en fecha 16 de diciembre de 
1933 con ciudadano cubano, por lo cual, a partir de ese momento adquirió la naciona-
lidad cubana, según lo expresado en el artículo 22 del Código Civil vigente (redacción 
de 1889), por lo que no ha quedado establecido que en el solicitante concurran los 
requisitos establecidos en el apartado primero de la disposición adicional séptima de 
la Ley 52/207, especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad 
española de origen de su progenitora. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

I. Vistos los artículos 12, 17 y 20 del Código Civil (CC); la disposición adicional séptima 
de la Ley 52/2007; los artículos 15, 16, 23 y 95.2º de la Ley del Registro Civil (LRC); 
66, 68, 85 y 297.3º del Reglamento del Registro Civil (RRC), y las resoluciones, entre 
otras, 20-1ª de septiembre de 2001; 5-2ª de octubre de 2004; 9-6ª y 22-1ª de mayo y 
21-4ª de septiembre de 2007; 6-7ª de mayo y 27-5ª de noviembre de 2008, y 14 de 
febrero de 2009. 

II. Se pretende por el promotor, que se deje sin efecto el auto que establece la cance-
lación total de la inscripción de su nacimiento en el Registro Civil español, al no concu-
rrir los requisitos establecidos en el apartado primero de la disposición adicional sépti-
ma de la Ley 52/2007. La declaración de nacionalidad fue efectuada por auto dictado 
por el Consulado General de España en La Habana (Cuba). Posteriormente, por provi-
dencia dictada por la encargada del Registro Civil Consular de España en La Habana 
(Cuba), se establece que procede se instruya de oficio expediente gubernativo para 
proceder a la cancelación total de la inscripción de nacimiento del interesado, ya que 
tuvo acceso al Registro Civil en virtud de título “manifiestamente ilegal”, no quedando 
establecido que la madre del inscrito haya sido originariamente española y, por tanto, 
no se cumplen los requisitos establecidos en el apartado primero de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007. Dicho expediente finalizó por auto por el que se 
acordó la cancelación de la inscripción de nacimiento española del interesado. 

III. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas “cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español”, derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se 
exige, pues, que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino 
que ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria. 
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A fin de facilitar la acreditación de este extremo –y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello– el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la 
Dirección General de los Registros y del Notariado de 4 de noviembre de 2008, que fija 
las reglas de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la docu-
mentación a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la “certificación 
literal de nacimiento del padre o madre originariamente español del solicitante” 
debiendo “proceder la misma de un registro civil español, ya sea consular o munici-
pal”. Exigencia que se conecta con la consideración del Registro Civil español como 
prueba de los HECHOS y actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, 
que afecten a los españoles –cfr. arts. 1 nº7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil–. 

En este caso, se aportó al expediente certificación cubana de nacimiento del interesa-
do y certificado literal español de nacimiento de su madre con inscripción marginal de 
recuperación de la nacionalidad española. Sin embargo, por resolución registral de 9 
de julio de 2012, dictada por el encargado del Registro Civil Consular de España en La 
Habana, se procede a corregir los datos de la abuela materna del interesado que figu-
ran en la inscripción de nacimiento de la progenitora de éste, dado que aquélla, Sra. D. 
P., contrajo matrimonio civil el 16 de diciembre de 1933 en S. L., S. de C. (Cuba) con 
ciudadano natural de Z., V. C. (Cuba), por lo que de acuerdo con lo establecido en el 
artº 22 del Código Civil, según la redacción original por Real Orden de 24 de julio de 
1889, en el que se indica que “la mujer casada sigue la condición y nacionalidad de su 
marido”, la abuela materna del promotor perdió la nacionalidad española en dicha 
fecha, adquiriendo la nacionalidad cubana. Por tanto, la madre del interesado, nacida 
el 4 de marzo de 1935, no es originariamente española, sino cubana. 

Por resolución registral de 9 de julio de 2012, dictada por la encargada del Registro 
Civil Consular de España en La Habana, se acordó la cancelación de la inscripción 
marginal de recuperación de nacionalidad española de la madre del interesado, indi-
cándose que debería ser opción. 

IV. A la vista de los documentos presentados y en los que necesaria y exclusivamente 
habrá de fundarse la resolución de este recurso –cfr. arts. 27, 29 de la Ley del Registro 
Civil y 358 de su Reglamento– no se ha acreditado que la progenitora del optante 
ostente la nacionalidad española de forma originaria por lo que no se cumple uno de 
los requisitos esenciales del apartado primero de la disposición adicional séptima de 
la Ley 52/2007, habida cuenta que su madre (abuela materna del solicitante) perdió 
la nacionalidad española el 16 de diciembre de 1933 al contraer matrimonio con ciu-
dadano natural de Cuba, en virtud de lo establecido en el Código Civil en su redacción 
originaria, por lo que la madre del interesado no nace originariamente española sino 
cubana. 

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y 
Estado Civil, ha acordado que procede desestimar el recurso y confirmar el auto 
apelado. 

Madrid, 14 de febrero de 2019
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Firmado: El director general: Pedro José Garrido Chamorro.

Sra. encargada del Registro Civil Consular en La Habana (Cuba) 

Resolución de 27 de febrero de 2019 (2ª) 
VII.2.1 Cancelación de anotación marginal de nacionalidad 

No procede la cancelación del asiento marginal de nacionalidad española de origen 
por opción en la inscripción del interesado, una vez acreditado que se cumplían los 
presupuestos establecidos en el apartado primero de la disposición adicional séptima 
de la Ley 52/2007. 

En el expediente sobre cancelación de inscripción de nacimiento remitido a este centro 
en trámite de recurso por virtud del entablado por el promotor contra auto dictado por 
la encargada del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba). 

HECHOS 

1. Por auto de fecha 6 de octubre de 2011, dictado por la encargada del Registro Civil 
Consular de España en La Habana, se reconoció la nacionalidad española de origen, 
en virtud de lo establecido en el apartado primero de la disposición adicional séptima 
de la Ley 52/2007 a D. P. D. de P., nacido el 17 de agosto de 1963 en C., V. C. (Cuba), 
hijo de D. A. O. D. G., nacido el 2 de agosto de 1937 en Z., L. V. (Cuba), de nacionalidad 
cubana y de D.ª T. C. de P. P., nacida el 23 de agosto de 1940 en C., L. V. (Cuba). 

Se aportó al expediente la siguiente documentación: hoja declaratoria de datos; docu-
mento de identidad cubano y certificado local de nacimiento del solicitante; certificado 
local de nacimiento de la madre del interesado; certificado literal español de nacimien-
to del abuelo materno del solicitante, D. M. M. de P. C., nacido el 15 de noviembre de 
1901 en M., S. C. de T., originariamente español; certificado local de matrimonio de los 
padres del interesado; certificado local de defunción de la madre del promotor y docu-
mentos de inmigración y extranjería del abuelo materno del interesado. 

2. Por providencia dictada el 8 de mayo de 2015 por la encargada del Registro Civil 
Consular de España en La Habana (Cuba), se establece que procede se instruya de 
oficio expediente gubernativo para la cancelación de la inscripción marginal de opción 
a la nacionalidad española del interesado en la partida de nacimiento del mismo, ya 
que ha tenido acceso al citado registro civil consular en virtud de “título manifiesta-
mente ilegal”, dado que para acreditar la nacionalidad de su abuelo materno, aportó 
certificados del Registro de Extranjería y Ciudadanía de la Dirección de Inmigración y 
Extranjería del MININT que ofrecen dudas de autenticidad en cuanto al formato y la 
firma de la funcionaria que los expide, por lo que no ha quedado demostrado que la 
madre del inscrito haya sido originariamente española y por tanto no cumple con los 
requisitos establecidos en el apartado primero de la disposición adicional séptima de 
la Ley 52/2007. 
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3. De acuerdo con informe de la encargada del Registro Civil Consular de España en La 
Habana (Cuba) de fecha 11 de mayo de 2015, citado el interesado, comparece en 
dicha fecha en las dependencias del citado registro y se le comunica que se procederá 
a la cancelación de la inscripción marginal de opción a la nacionalidad española de 
origen en su partida de nacimiento. El interesado no formula alegaciones al expedien-
te de cancelación. 

4. Con fecha 12 de mayo de 2015, el canciller del Consulado General de España en La 
Habana (Cuba), en funciones de ministerio fiscal, emite informe por el que considera 
que, examinados los documentos que obran en el legajo del tomo 540, página 307, 
número 154 de la sección de nacimientos que se lleva en dicho registro civil consular, 
se estima que procede la cancelación solicitada, ya que no se cumplen los requisitos 
establecidos en el apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007. 

5. Con fecha 13 de mayo de 2015, la encargada del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) dicta auto, por el que se acuerda que se proceda a la cancelación 
de la inscripción marginal de opción a la nacionalidad española de origen del interesa-
do que figura en el tomo 540, página 303, número 152 de dicho registro civil consular, 
por haberse practicado basándose en “título manifiestamente ilegal”, ya que se apor-
taron certificados del registro de extranjería y ciudadanía de la Dirección de Inmigración 
y Extranjería del MININT que ofrecen dudas de autenticidad en cuanto al formato y la 
firma de la funcionaria que los expide. 

6. Notificada la resolución, el interesado presenta recurso ante la Dirección General de 
los Registros y del Notariado, solicitando se revise su expediente, alegando que dos de 
sus tíos por línea materna, descendientes directos de su abuelo presentaron su docu-
mentación correctamente y obtuvieron sus respectivas ciudadanías españolas. Aporta, 
entre otros, certificados emitidos por la Dirección de Inmigración y Extranjería del 
Ministerio del Interior cubano de fecha 20 de mayo de 2005, a los efectos de probar 
que su abuelo materno consta inscrito en el Registro de Extranjeros cubano con el 
número de expediente 89161 y que no consta, en el Registro de Ciudadanía cubano, 
que su abuelo hubiese adquirido la ciudadanía cubana por naturalización. 

7. Previo informe desfavorable del canciller del Consulado General de España en La 
Habana (Cuba), en funciones de ministerio fiscal, la encargada del registro civil consu-
lar se ratifica en la decisión acordada y remite el expediente a la Dirección General de 
los Registros y del Notariado para su resolución, junto con informe en el que indica que 
el solicitante aportó documentos de inmigración y extranjería de su abuelo, que no 
están expedidos en el formato, cuño y firma habitualmente utilizada por la funcionaria 
que los expide, por lo que accedió al registro civil en virtud de “título manifiestamente 
ilegal”, procediendo a la cancelación de la inscripción marginal de la opción a la nacio-
nalidad española de origen en la inscripción de nacimiento española del inscrito, 
según auto de 13 de mayo de 2015, al no haber quedado establecido que en el solici-
tante concurran los requisitos exigidos en el apartado primero de la disposición adicio-
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nal séptima de la Ley 52/2007, especialmente en lo que se refiere a la acreditación de 
la nacionalidad española de origen de su progenitora. 

8. Recibidas las actuaciones en la Dirección General de los Registros y del Notariado, 
con fecha 20 de julio de 2018, se solicita del Registro Civil Consular de España en La 
Habana, nos informen acerca de la veracidad del formato, cuño y firma de los docu-
mentos de inmigración y extranjería del abuelo del solicitante, fechados el 20 de mayo 
de 2005, que el solicitante aportó junto con el escrito de recurso. En respuesta a lo 
solicitando, la encargada del registro civil consular nos indica que los documentos de 
inmigración y extranjería del abuelo del promotor no ofrecen dudas de autenticidad, 
apreciándose que tanto el formato, cuño y firma de la funcionaria que los expidió son 
correctos, así como la legalización del Ministerio de Relaciones Exteriores de Cuba. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

I. Vistos los artículos 12, 17 y 20 del Código Civil (CC); la disposición adicional séptima 
de la Ley 52/2007; los artículos 15, 16, 23 y 95.2º de la Ley del Registro Civil (LRC); 
66, 68, 85 y 297.3º del Reglamento del Registro Civil (RRC), y las resoluciones, entre 
otras, 7-2ª de octubre de 2005; 5-2ª de enero, 10-4ª de febrero y 20-5ª de junio de 
2006; 21-2ª de febrero, 16-4ª de marzo, 17-4ª de abril, 16-1º y 28-5ª de noviembre de 
2007, y, por último, 7-1ª de febrero de 2008. 

II. Se pretende por el promotor, que se deje sin efecto el auto que establece la cance-
lación de la anotación marginal de nacionalidad española de origen por opción en 
virtud de lo establecido en el apartado primero de la disposición adicional séptima de 
la Ley 52/2007. La declaración de nacionalidad fue efectuada por auto dictado por la 
encargada del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba). Posteriormente, 
por providencia dictada por la encargada del citado registro civil consular, se establece 
que procede se instruya de oficio expediente gubernativo para proceder a la cancela-
ción de la inscripción marginal de opción a la nacionalidad española de origen en la 
inscripción de nacimiento española del inscrito, al no haber quedado establecido que 
la madre del inscrito haya sido originariamente española, dado que el solicitante 
aportó documentos de inmigración y extranjería del abuelo materno que no se encon-
traban expedidos en el formato, cuño y firma habitualmente utilizado por la funcionaria 
que los expide, no cumpliéndose con los requisitos establecidos en el apartado prime-
ro de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007. Dicho expediente finalizó por 
auto por el que se acordó la cancelación de la inscripción marginal de opción a la 
nacionalidad española del interesado en su inscripción española de nacimiento. 

Frente al citado auto, se interpone recurso por el interesado, aportando documentos 
de inmigración y extranjería de su abuelo que no ofrecen dudas de autenticidad, y se 
encuentran expedidos en el formato, cuño y firma, habitualmente utilizado por la fun-
cionaria que los expidió, de acuerdo con el informe emitido por la encargada del 
Registro Civil Consular de España en La Habana. 
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III. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas “cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español”, derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se 
exige, pues, que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino 
que ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria. 

A fin de facilitar la acreditación de este extremo –y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello– el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la 
Dirección General de los Registros y del Notariado de 4 de Noviembre de 2008, que 
fija las reglas de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la 
documentación a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la “certifica-
ción literal de nacimiento del padre o madre originariamente español del solicitante” 
debiendo “proceder la misma de un Registro Civil español, ya sea consular o munici-
pal”. Exigencia que se conecta con la consideración del Registro Civil español como 
prueba de los HECHOS y actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, 
que afecten a los españoles –cfr. Arts. 1 nº7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil–. 

IV. A la vista de los documentos presentados y en los que necesaria y exclusivamente 
habrá de fundarse la resolución de este recurso –cfr. arts. 27, 29 de la Ley del Registro 
Civil y 358 de su Reglamento– , en particular, documentos de inmigración y extranjería 
del abuelo materno fechados el 20 de mayo de 2005, que no ofrecen dudas de auten-
ticidad, de acuerdo con la información facilitada por la encargada del registro civil 
consular, se constata que el abuelo materno del interesado, D. M. M. de P. C., consta 
inscrito en el Registro de Extranjeros cubano, con el número de expediente 89161 y no 
consta en el Registro de Ciudadanía que hubiera obtenido la ciudadanía cubana por 
naturalización. De este modo, la madre del interesado, nació el 23 de agosto de 1940 
en C., L. V. (Cuba), originariamente española. 

Así, se encuentra acreditado que la progenitora del optante es originariamente espa-
ñola y el interesado formulo la solicitud de opción a la nacionalidad española de origen 
(anexo I) el 29 de marzo de 2010, dentro del plazo legalmente establecido, por lo que 
se cumplen los requisitos exigidos en el apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007, para optar a la nacionalidad española de origen. 

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y 
Estado Civil, ha acordado que procede estimar el recurso interpuesto y revocar el auto 
apelado. 

Madrid, 27 de febrero de 2019

Firmado: El director general: Pedro José Garrido Chamorro.

Sra. encargada del Registro Civil Consular en La Habana (Cuba) 
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Resolución de 27 de febrero de 2019 (3ª) 
VII.2.1 Cancelación de anotación marginal de nacionalidad 

No procede la cancelación del asiento marginal de nacionalidad española de origen 
por opción en la inscripción del interesado, una vez acreditado que se cumplían los 
presupuestos establecidos en el apartado primero de la disposición adicional séptima 
de la Ley 52/2007. 

En el expediente sobre cancelación de inscripción de nacimiento remitido a este centro 
en trámite de recurso por virtud del entablado por el promotor contra auto dictado por 
la encargada del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba). 

HECHOS 

1. Por auto de fecha seis de octubre de 2011, dictado por el encargado en funciones 
del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba) se reconoció la nacionali-
dad española de origen, en virtud de lo establecido en el apartado 1º de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007 a D.ª M. B. D. P., nacida el 26 de septiembre de 
1964 en C., L. V. (Cuba), hija de Don A. O. D. G., nacido el 2 de agosto de 1937 en Z., L. 
V. (Cuba), de nacionalidad cubana y de D.ª T. C. de P. P., nacida el 23 de agosto de 
1940 en C., L. V. (Cuba) 

Se aportó al expediente la siguiente documentación: hoja declaratoria de datos; docu-
mento de identidad cubano y certificado local de nacimiento de la solicitante; certifica-
do local de nacimiento de la madre de la interesada; certificado literal español de 
nacimiento del abuelo materno del solicitante, Don M. M. de P. C., nacido el 15 de 
noviembre de 1901 en M., S. C. de T., originariamente español; certificado local de 
matrimonio de los padres de la interesada; certificado local de defunción de la madre 
de la promotora y documentos de inmigración y extranjería del abuelo materno de la 
interesada. 

2. Por providencia dictada el 8 de mayo de 2015 por la encargada del Registro Civil 
Consular de España en La Habana (Cuba), se establece que procede se instruya de 
oficio expediente gubernativo para la cancelación de la inscripción marginal de opción 
a la nacionalidad española de la interesada en la partida de nacimiento de la misma, 
ya que ha tenido acceso al citado registro civil consular en virtud de “título manifiesta-
mente ilegal”, dado que para acreditar la nacionalidad de su abuelo materno, aportó 
certificados del Registro de Extranjería y Ciudadanía de la Dirección de Inmigración y 
Extranjería del MININT que ofrecen dudas de autenticidad en cuanto al formato y la 
firma de la funcionaria que los expide, por lo que no ha quedado demostrado que la 
madre de la inscrita haya sido originariamente española y por tanto no cumple con los 
requisitos establecidos en el apartado primero de la disposición adicional séptima de 
la Ley 52/2007. 

3. De acuerdo con informe de la encargada del Registro Civil Consular de España en La 
Habana (Cuba) de fecha 11 de mayo de 2015, citada la interesada, comparece en 
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dicha fecha en las dependencias del citado registro y se le comunica que se procederá 
a la cancelación de la inscripción marginal de opción a la nacionalidad española de 
origen en su partida de nacimiento. La interesada no formula alegaciones al expedien-
te de cancelación. 

4. Con fecha 12 de mayo de 2015, el canciller del Consulado General de España en La 
Habana (Cuba), en funciones de ministerio fiscal, emite informe por el que considera 
que, examinados los documentos que obran en el legajo del tomo 540, página 307, 
número 154 de la sección de nacimientos que se lleva en dicho registro civil consular, 
se estima que procede la cancelación solicitada, ya que no se cumplen los requisitos 
establecidos en el apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007. 

5. Con fecha 13 de mayo de 2015, la encargada del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) dicta auto, por el que se acuerda que se proceda a la cancelación 
de la inscripción marginal de opción a la nacionalidad española de origen de la intere-
sada que figura en el tomo 540, página 305, número 153 de dicho registro civil consu-
lar, por haberse practicado basándose en “título manifiestamente ilegal”, ya que se 
aportaron certificados del Registro de Extranjería y Ciudadanía de la Dirección de 
Inmigración y Extranjería del MININT que ofrecen dudas de autenticidad en cuanto al 
formato y la firma de la funcionaria que los expide. 

6. Notificada la resolución, la interesada presenta recurso ante la Dirección General de 
los Registros y del Notariado, solicitando se revise su expediente, alegando que dos de 
sus tíos por línea materna, descendientes directos de su abuelo presentaron su docu-
mentación correctamente y obtuvieron sus respectivas ciudadanías españolas. Aporta, 
entre otros, certificados emitidos por la Dirección de Inmigración y Extranjería del 
Ministerio del Interior cubano de fecha 20 de mayo de 2005, a los efectos de probar 
que su abuelo materno consta inscrito en el Registro de Extranjeros cubano con el 
número de expediente 89161 y que no consta, en el Registro de Ciudadanía cubano, 
que su abuelo hubiese adquirido la ciudadanía cubana por naturalización. 

7. Previo informe desfavorable del canciller del Consulado General de España en La 
Habana (Cuba), en funciones de ministerio fiscal, la encargada del registro civil consu-
lar se ratifica en la decisión acordada y remite el expediente a la Dirección General de 
los Registros y del Notariado para su resolución, junto con informe en el que indica que 
la solicitante aportó documentos de inmigración y extranjería de su abuelo, que no 
están expedidos en el formato, cuño y firma habitualmente utilizada por la funcionaria 
que los expide, por lo que accedió al registro civil en virtud de “título manifiestamente 
ilegal”, procediendo a la cancelación de la inscripción marginal de la opción a la nacio-
nalidad española de origen en la inscripción de nacimiento española de la inscrita, 
según auto de 13 de mayo de 2015, al no haber quedado establecido que en el solici-
tante concurran los requisitos exigidos en el apartado primero de la disposición adicio-
nal séptima de la Ley 52/2007, especialmente en lo que se refiere a la acreditación de 
la nacionalidad española de origen de su progenitora. 



M
in

is
te

rio
 d

e 
Ju

st
ic

ia
VII Rectificación, cancelación y traslado de inscripciones 

◄ 304 ►

BMJ, año LXXIV, enero 2020, núm. 2.226

8. Recibidas las actuaciones en la Dirección General de los Registros y del Notariado, 
con fecha 20 de julio de 2018, se solicita del Registro Civil Consular de España en La 
Habana, nos informen acerca de la veracidad del formato, cuño y firma de los docu-
mentos de inmigración y extranjería del abuelo de la solicitante, fechados el 20 de 
mayo de 2005, que la solicitante aportó junto con el escrito de recurso. En respuesta 
a lo solicitando, la encargada del registro civil consular nos indica que los documentos 
de inmigración y extranjería del abuelo del promotor no ofrecen dudas de autenticidad, 
apreciándose que tanto el formato, cuño y firma de la funcionaria que los expidió son 
correctos, así como la legalización del Ministerio de Relaciones Exteriores de Cuba, hoy 
sello caducado, vigente en su época. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

I. Vistos los artículos 12, 17 y 20 del Código Civil (CC); la disposición adicional séptima 
de la Ley 52/2007; los artículos 15, 16, 23 y 95.2º de la Ley del Registro Civil (LRC); 
66, 68, 85 y 297.3º del Reglamento del Registro Civil (RRC), y las resoluciones, entre 
otras, 7-2ª de octubre de 2005; 5-2ª de enero, 10-4ª de febrero y 20-5ª de junio de 
2006; 21-2ª de febrero, 16-4ª de marzo, 17-4ª de abril, 16-1º y 28-5ª de noviembre de 
2007, y, por último, 7-1ª de febrero de 2008. 

II. Se pretende por la promotora, que se deje sin efecto el auto que establece la cance-
lación de la anotación marginal de nacionalidad española de origen por opción en 
virtud de lo establecido en el apartado primero de la disposición adicional séptima de 
la Ley 52/2007. La declaración de nacionalidad fue efectuada por auto dictado por el 
encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba). Posteriormente, 
por providencia dictada por la encargada del citado registro civil consular, se establece 
que procede se instruya de oficio expediente gubernativo para proceder a la cancela-
ción de la inscripción marginal de opción a la nacionalidad española de origen en la 
inscripción de nacimiento española del inscrito, al no haber quedado establecido que 
la madre de la inscrita haya sido originariamente española, dado que la solicitante 
aportó documentos de inmigración y extranjería del abuelo materno que no se encon-
traban expedidos en el formato, cuño y firma habitualmente utilizado por la funcionaria 
que los expide, no cumpliéndose con los requisitos establecidos en el apartado prime-
ro de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007. Dicho expediente finalizó por 
auto por el que se acordó la cancelación de la inscripción marginal de opción a la 
nacionalidad española de la interesada en su inscripción española de nacimiento. 

Frente al citado auto, se interpone recurso por la interesada, aportando documentos 
de inmigración y extranjería de su abuelo que no ofrecen dudas de autenticidad, y se 
encuentran expedidos en el formato, cuño y firma, habitualmente utilizado por la fun-
cionaria que los expidió, de acuerdo con el informe emitido por la encargada del 
Registro Civil Consular de España en La Habana. 

III. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 



M
inisterio de Justicia

◄ 305 ►

Resoluciones de la Dirección General de los Registros y del Notariado (Registro Civil)

BMJ, año LXXIV, enero 2020, núm. 2.226

personas “cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español”, derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se 
exige, pues, que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino 
que ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria. 

A fin de facilitar la acreditación de este extremo –y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello– el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la 
Dirección General de los Registros y del Notariado de 4 de Noviembre de 2008, que 
fija las reglas de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la 
documentación a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la “certifica-
ción literal de nacimiento del padre o madre originariamente español del solicitante” 
debiendo “proceder la misma de un registro civil español, ya sea consular o municipal”. 
Exigencia que se conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba 
de los HECHOS y actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que 
afecten a los españoles –cfr. arts. 1 nº7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil–. 

IV. A la vista de los documentos presentados y en los que necesaria y exclusivamente 
habrá de fundarse la resolución de este recurso –cfr. arts. 27, 29 de la Ley del Registro 
Civil y 358 de su Reglamento– , en particular, documentos de inmigración y extranjería 
del abuelo materno fechados el 20 de mayo de 2005, que no ofrecen dudas de auten-
ticidad, de acuerdo con la información facilitada por la encargada del registro civil 
consular, se constata que el abuelo materno de la interesada, D. M. M. de P. C., consta 
inscrito en el Registro de Extranjeros cubano, con el número de expediente 89161 y no 
consta en el Registro de Ciudadanía que hubiera obtenido la ciudadanía cubana por 
naturalización. De este modo, la madre de la interesada, nació el 23 de agosto de 
1940 en C., L. V. (Cuba), originariamente española. 

Así, se encuentra acreditado que la progenitora de la optante es originariamente espa-
ñola y la interesada formulo la solicitud de opción a la nacionalidad española de origen 
(anexo I) el 29 de marzo de 2010, dentro del plazo legalmente establecido, por lo que 
se cumplen los requisitos exigidos en el apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007, para optar a la nacionalidad española de origen. 

En consecuencia, la Dirección General de los Registros y del Notariado, a propuesta de 
la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado estimar el recurso 
interpuesto y revocar el auto apelado. 

Madrid, 27 de febrero de 2019

Firmado: El director general: Pedro José Garrido Chamorro.

Sra. encargada del Registro Civil Consular en La Habana (Cuba) 
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VIII  PROCEDIMIENTO Y OTRAS CUESTIONES

VIII.1  CÓMPUTO DE PLAZOS

VIII.1.1  RECURSO INTERPUESTO FUERA DE PLAZO

Resolución de 6 de febrero de 2019 (3ª) 
VIII.1.1 Recurso interpuesto fuera de plazo 

No es admisible el recurso presentado una vez superado el plazo legalmente estable-
cido desde la notificación de la resolución. 

En las actuaciones sobre solicitud de rectificación de error en inscripción de nacimien-
to remitidas a este centro en trámite de recurso por virtud del entablado por la intere-
sada contra auto de la encargada del Registro Civil de Gijón (Asturias). 

HECHOS 

1. Por medio de comparecencia el 20 de octubre de 2016, en el Registro Civil de 
Toledo, la Sra. M. de L. d. S. A., mayor de edad y de nacionalidad portuguesa, solicitó la 
rectificación de su primer apellido en la inscripción de nacimiento practicada en 
España, donde consta consignado D. A. Aportaba la siguiente documentación: volante 
de empadronamiento; certificado de Registro de Ciudadana de la Unión y certificación 
de nacimiento portuguesa de M. de L. d. S. A., nacida el 25 de septiembre de 1978 en 
P. da R. (Portugal), hija de M. de F. d. A. 

2. Remitido el expediente al Registro Civil de Gijón, competente para su resolución, se 
incorporó una certificación literal de nacimiento de M. L. d. A. A., nacida en T. (G.), el 25 
de septiembre de 1978, hija de J. B. d. A. F. y de M. F. A. de los A. 

3. La encargada del registro dictó auto el 2 de febrero de 2017, denegando la rectifica-
ción solicitada por no resultar acreditado el error alegado, dadas las contradicciones 
existentes entre las certificaciones de nacimiento portuguesa y española. 

4. Notificada personalmente la resolución el 16 de marzo de 2017, el 2 de diciembre 
siguiente se presentó recurso ante la Dirección General de los Registros y del Notariado 
alegando la recurrente que en 2015 había solicitado la rectificación del apellido mater-
no en las inscripciones de nacimiento de sus hijos; que en junio de 2016, se le indicó 
que previamente debía solicitar la rectificación de su propia inscripción en España; 
que, solicitada dicha rectificación, en Gijón le dijeron que no se iba a corregir nada 
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porque no se apreciaba error alguno, dado que la inscripción española es anterior a la 
portuguesa, de modo que es esta última la que, en su caso, debería ser rectificada, 
mientras que en la embajada portuguesa dicen que es en España donde hay que rec-
tificar porque la interesada es de nacionalidad portuguesa. 

5. De la interposición del recurso se dio traslado al ministerio fiscal, que interesó su 
desestimación. La encargada del Registro Civil de Gijón se ratificó en su decisión indi-
cando al mismo tiempo que el recurso había sido presentado fuera de plazo, por lo que 
no debería ser admitido a trámite. A continuación, se remitió el expediente a la 
Dirección General de los Registros y del Notariado para la resolución del recurso. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

I. Vistos los artículos 32 de la Ley del Registro Civil (LRC); 354, 355, 356 y 362 del 
Reglamento del Registro Civil (RRC), y las resoluciones, entre otras de 10 de marzo, 
18-3ª de junio, 17-1ª de julio, 3-3ª y 18-2ª de septiembre de 2003; 20-3ª de febrero de 
2004; 23-1ª de marzo de 2006; 9-8ª de diciembre de 2008; 9-7ª de febrero y 29-4ª de 
mayo de 2009; 22-3ª de febrero de 2010; 14-15ª de enero, 15-13ª de marzo y 6-4ª de 
abril de 2011; 25-45ª de enero y 16-3ª de febrero de 2012; 12-42ª de septiembre de 
2013; 20-18ª de marzo, 11-90ª de abril y 18-96ª de junio de 2014; 17-9ª de abril, 
26-3ª de mayo y 23-10ª de diciembre de 2015 y 26-16ª de febrero de 2016. 

II. La promotora, de nacionalidad portuguesa, solicitó la rectificación de su primer 
apellido en la inscripción de nacimiento practicada en España alegando que el correc-
to es el que figura en el Registro Civil portugués. La petición fue rechazada por la 
encargada del registro por no considerar acreditado el error invocado. 

III. Según el artículo 355 RRC, las resoluciones del encargado poniendo término al 
expediente son recurribles ante la DGRN durante quince días hábiles a partir de la 
notificación, sin que quepa ulterior recurso y la resolución recurrida así lo indicaba 
expresamente. Aun así, notificada personalmente a la promotora el 16 de marzo de 
2017, el recurso no se presentó hasta el 2 de diciembre, de manera que no es admisi-
ble por haber sobrepasado el plazo legal de interposición. 

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y 
Estado Civil, ha acordado que procede no admitir el recurso interpuesto. 

Madrid, 6 de febrero de 2019

Firmado: El director general: Pedro José Garrido Chamorro.

Sra. juez encargada del Registro Civil de Gijón (Asturias)
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VIII.3  CADUCIDAD DEL EXPEDIENTE

VIII.3.1  CADUCIDAD POR INACTIVIDAD DEL PROMOTOR, ART. 354 RRC

Resolución de 6 de febrero de 2019 (1ª) 
VIII.3.1 Caducidad por inactividad del promotor. Art. 354 RRC 

1.º) La declaración de caducidad por causa imputable al promotor requiere la previa 
citación del interesado. 

2.º) Examinado el fondo del asunto por razones de economía procesal y para evitar 
dilaciones desproporcionadas, no habiéndose cumplido las formalidades previstas 
legalmente para la declaración de caducidad, procede retrotraer las actuaciones y 
continuar la tramitación del expediente de nacionalidad por residencia. 

En las actuaciones sobre declaración de caducidad de un expediente de nacionalidad 
por residencia remitidas a este centro en trámite de recurso por virtud del entablado 
por el promotor contra auto del encargado del Registro Civil de Puerto del Rosario 
(Fuerteventura, Las Palmas). 

HECHOS 

1. Por medio de formulario presentado el 19 de agosto de 2014 en el Registro Civil de 
Puerto del Rosario (Fuerteventura), el Sr. Y. B., de nacionalidad guineana, solicitó la 
nacionalidad española por residencia. Adjuntaba la siguiente documentación: formula-
rio de solicitud cumplimentado y firmado por el promotor, tarjeta de residencia en 
España, pasaporte guineano, volante de empadronamiento, contrato de trabajo, nómi-
nas, declaración de IRPF de 2013, informe de vida laboral y contrato de arrendamiento 
de vivienda. 

2. El mismo día de la presentación de la solicitud, se requirió al promotor la aportación 
de los certificados de nacimiento y de ausencia de antecedentes penales en su país 
de origen. Dichos documentos fueron incorporados el 18 de diciembre de 2014, ratifi-
cándose ese mismo día el interesado en su solicitud. 

3. El encargado del registro dictó providencia el 18 de diciembre de 2014 dando 
cuenta de la presentación de la documentación requerida y haciendo constar que se 
había realizado fuera del plazo otorgado, al tiempo que ordenaba la notificación de la 
resolución a las partes. 

4. Emitido informe del ministerio fiscal interesando el archivo del expediente por 
haberse presentado la documentación requerida fuera de plazo, el encargado del 
registro dictó providencia el 4 de marzo de 2016 ordenando la notificación a las partes. 
En la misma fecha, otro encargado del mismo registro dictó resolución declarando el 
archivo del expediente en virtud de lo previsto en el artículo 354 del Reglamento del 
Registro Civil. 
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5. Notificada la resolución, se presentó recurso ante la Dirección General de los 
Registros y del Notariado alegando el recurrente que antes de iniciar el expediente ya 
había solicitado a las autoridades de su país la expedición de los certificados de naci-
miento y de penales pero que el trámite se retrasó más de lo debido porque en aquella 
época Guinea estaba en situación de alerta por un brote de ébola, y que aportó los 
documentos que faltaban en diciembre de 2014, tan pronto como los tuvo en su 
poder. Añade que nunca desistió de su solicitud, que hizo todo lo que estaba en su 
mano para cumplir con los trámites requeridos y que había presentado los documen-
tos antes de que se dictara la resolución de archivo en marzo de 2016. 

6. De la interposición del recurso se dio traslado al ministerio fiscal, que se adhirió a la 
pretensión porque no se había notificado al interesado el inicio del procedimiento de 
caducidad antes de ser declarada. El encargado del Registro Civil de Puerto del Rosario 
se ratificó en su decisión, si bien admite las alegaciones del ministerio fiscal, por lo 
que entiende que, en puridad procesal, debieran retrotraerse las actuaciones hasta el 
momento en que se debió notificar al interesado la posibilidad de archivo, pero sin 
perjuicio de ordenar a continuación la caducidad del expediente. Las actuaciones se 
remitieron a la Dirección General de los Registros y del Notariado para la resolución del 
recurso. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

I. Vistos los artículos 354 y 355 del Reglamento del Registro Civil (RRC); y las resolucio-
nes, entre otras, 28 de abril de 2003; 7-1ª de enero, 27-3ª de febrero y 19-4ª de 
noviembre de 2004; 25-1ª, 2ª, 3ª y 4ª de enero, 8-2ª y 17-3ª de febrero, 27-4ª y 31-1ª 
de octubre de 2006; 27-9ª de marzo de 2007; 12-3ª de enero y 23-10ª de marzo de 
2009; 9-2ª de febrero y 7-1ª de octubre de 2010; 11-4ª de enero, 4-2ª de abril y 13-1ª 
de junio de 2011; 28-16ª de junio de 2012; 19-5ª y 15ª de abril y 18-35ª de septiem-
bre de 2013; 10-44ª de febrero de 2014; 30-7ª de enero de 2015 y 14-23ª de octubre 
de 2016; 17-57ª de marzo y 13-31ª de octubre de 2017. 

II. El recurrente presentó su solicitud de nacionalidad española por residencia el 19 de 
agosto de 2014, siendo requerido en ese mismo momento para que aportara dos 
documentos esenciales que faltaban. El promotor aportó la documentación requerida 
el 18 de diciembre siguiente y el 4 de marzo de 2016 el encargado del registro declaró 
la caducidad de las actuaciones porque el requerimiento había sido atendido una vez 
superado el plazo de tres meses desde que se notificó. Contra esta resolución se pre-
sentó el recurso ahora examinado. 

III. Pasados tres meses desde que un expediente se paralice por culpa del promotor, el 
ministerio fiscal podrá pedir que se declare su caducidad previa citación al interesado 
(art. 354, párrafo tercero RRC). A pesar de que se dictó una providencia ordenando dar 
audiencia al promotor sobre el inicio de las actuaciones de caducidad, no consta sin 
embargo que tal citación llegara a producirse y así lo reconocen tanto el ministerio 
fiscal como el propio encargado en sus informes posteriores a la presentación del 
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recurso. De hecho, el auto que declaró el archivo se dictó en la misma fecha que la 
providencia aludida, aunque ambas resoluciones fueron emitidas por diferentes encar-
gados. Por esa razón, ya en principio, procedería estimar el recurso y retrotraer las 
actuaciones al momento en que el interesado debió ser citado con carácter previo a la 
declaración sobre la caducidad del expediente. No obstante, dado el tiempo transcurri-
do desde la solicitud, se estima oportuno, por razones de economía procedimental y 
para evitar dilaciones desproporcionadas con la causa (arts. 354, párrafo segundo, y 
358, quinto, RRC), entrar a examinar el fondo del asunto y dictar el pronunciamiento 
correspondiente. 

IV. Es cierto que el interesado presentó la documentación requerida un mes después 
del plazo máximo que se le había dado, sin que conste que hubiera solicitado una 
prórroga exponiendo las razones del retraso si consideraba que no iba a poder atender 
el requerimiento en plazo. Pero la documentación fue aportada y admitida en diciem-
bre de 2014 sin que se advirtiera al promotor de la existencia de ninguna irregularidad 
y, más de un año después, en marzo de 2016, se declaró la caducidad de las actuacio-
nes sin audiencia previa, de modo que durante todo ese tiempo el ahora recurrente 
creyó que su solicitud se estaba tramitando y seguía el curso habitual. El registro no 
cumplió pues adecuadamente el procedimiento que la normativa prevé y, una vez 
completado el trámite requerido en las circunstancias descritas, no cabe en este caso 
declarar la caducidad. 

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y 
Estado Civil, ha acordado que procede: 

1.º) Estimar el recurso y dejar sin efecto la resolución de archivo. 

2.º) Retrotraer las actuaciones, de acuerdo con el procedimiento aplicable al tiempo de 
la solicitud, al momento en que el interesado aportó la documentación requerida. 

Madrid, 6 de febrero de 2019

Firmado: El director general: Pedro José Garrido Chamorro.

Sr. juez encargado del Registro Civil de Puerto del Rosario (Fuerteventura, Las Palmas) 

Resolución de 6 de febrero de 2019 (4ª) 
VIII.3.1 Caducidad por inactividad del promotor. Art. 354 RRC 

1.º) La declaración de caducidad por causa imputable al promotor requiere la previa 
citación del interesado. 

2.º) Examinado el fondo del asunto por razones de economía procesal y para evitar 
dilaciones desproporcionadas, no habiéndose cumplido las formalidades previstas 
legalmente para la declaración de caducidad, procede retrotraer las actuaciones al 
momento en que se requirió a la interesada la aportación de documentación comple-
mentaria. 
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En las actuaciones sobre declaración de caducidad de un expediente de nacionalidad 
por residencia remitidas a este centro en trámite de recurso por virtud del entablado 
por la promotora contra auto de la encargada del Registro Civil de Alcorcón (Madrid). 

HECHOS 

1. Por medio de formulario presentado el 25 de noviembre de 2014, en el Registro Civil 
de Alcorcón, la Sra. B,. G. R. B., de nacionalidad boliviana, solicitó la nacionalidad 
española por residencia. Adjuntaba la siguiente documentación: formulario de solici-
tud cumplimentado y firmado por la promotora; certificados de nacimiento, de nacio-
nalidad boliviana y de ausencia de antecedentes penales en su país de origen; volante 
de empadronamiento; contrato de trabajo; justificantes bancarios de pago de cuotas 
de Seguridad Social; tarjeta de residencia en España y pasaporte boliviano. 

2. Ratificada la promotora y practicado examen de integración, el ministerio fiscal 
interesó que se requiriera a la solicitante la aportación de certificado de nacimiento de 
hijos menores de edad. Consta en las actuaciones un intento de notificación por correo 
certificado el 1 de junio de 2016 que resultó infructuoso por ser la destinataria desco-
nocida en el domicilio (si bien dicho domicilio no figura consignado en el justificante de 
Correos). Consta asimismo una diligencia fechada el 9 de junio siguiente según la cual 
también se intentó infructuosamente la comunicación telefónica en sucesivas llama-
das, todas ellas con el resultado de “número no disponible”. 

3. Previo informe del ministerio fiscal, la encargada del registro dictó auto el 17 de 
agosto de 2017, declarando la caducidad del expediente en virtud de lo previsto en el 
artículo 354 del Reglamento del Registro Civil. 

4. Notificada la resolución en comparecencia personal 4 de abril de 2018, se presentó 
recurso ante la Dirección General de los Registros y del Notariado alegando la recu-
rrente que había adjuntado a su solicitud toda la documentación exigida, incluyendo el 
certificado de nacimiento de su hijo menor de edad, y que en el momento de su pre-
sentación no se le requirió nada más porque se consideró que estaba completa; que 
en los cuatro años anteriores había sido imposible para los usuarios obtener cita para 
realizar consultas en el Registro Civil de Alcorcón, situación que no se había subsana-
do hasta el año anterior, cuando se implantó un sistema informático de cita previa, lo 
que había impedido a la recurrente conocer con anterioridad el estado de su expedien-
te; que cuando finalmente pudo obtener una cita para consultar el estado de tramita-
ción, le comunicaron que se había declarado la caducidad de su expediente por no 
haber atendido un requerimiento de aportación de documentación complementaria; 
que en ningún momento se le había notificado dicho requerimiento; que, de todos 
modos, el documento requerido ya había sido aportado con la solicitud inicial y que 
son muy numerosas las quejas presentadas por el mal funcionamiento del servicio 
prestado por el registro durante los últimos años, especialmente en lo referente a las 
notificaciones, lo que había motivado la intervención del Ministerio de Justicia para 
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solventar tales problemas. Con el escrito de recurso adjuntaba el certificado de naci-
miento de su hijo, actualmente ya mayor de edad. 

5. De la interposición del recurso se dio traslado al ministerio fiscal, que se adhirió a la 
pretensión por considerar que la diligencia de requerimiento era innecesaria y que 
consta la sobrecarga de trabajo por la que atravesaba el registro y las dificultades para 
conseguir cita, por lo que pudo haberse apreciado erróneamente como pasividad la 
conducta de la recurrente. La encargada del Registro Civil de Alcorcón emitió informe 
asimismo favorable a la estimación, aunque por razones distintas del ministerio fiscal, 
pues si bien admite deficiencias en la tramitación, como el hecho de que no se hubiera 
notificado a la interesada el inicio del expediente de caducidad, señala que, comproba-
das las actuaciones, el documento requerido no constaba entre la documentación 
aportada inicialmente. A continuación, remitió las actuaciones a la Dirección General 
de los Registros y del Notariado para la resolución del recurso. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

I. Vistos los artículos 354 y 355 del Reglamento del Registro Civil (RRC); y las resolucio-
nes, entre otras, 28 de abril de 2003; 7-1ª de enero, 27-3ª de febrero y 19-4ª de 
noviembre de 2004; 25-1ª, 2ª, 3ª y 4ª de enero, 8-2ª y 17-3ª de febrero, 27-4ª y 31-1ª 
de octubre de 2006; 27-9ª de marzo de 2007; 12-3ª de enero y 23-10ª de marzo de 
2009; 9-2ª de febrero y 7-1ª de octubre de 2010; 11-4ª de enero, 4-2ª de abril y 13-1ª 
de junio de 2011; 28-16ª de junio de 2012; 19-5ª y 15ª de abril y 18-35ª de septiem-
bre de 2013; 10-44ª de febrero de 2014; 30-7ª de enero de 2015 y 14-23ª de octubre 
de 2016, y 13-31ª de octubre de 2017. 

II. La recurrente presentó su solicitud de nacionalidad española por residencia en 
noviembre de 2014 y, tras un único intento infructuoso acreditado de notificación para 
que aportara documentación complementaria, la encargada del registro declaró la 
caducidad de las actuaciones por causa imputable a la promotora. Contra esta resolu-
ción se presentó el recurso ahora examinado. 

III. Pasados tres meses desde que un expediente se paralice por culpa del promotor, el 
ministerio fiscal podrá pedir que se declare su caducidad previa citación al interesado 
(art. 354, párrafo tercero RRC). No consta en este caso que antes de ser declarada la 
caducidad, se hubiera efectuado, o intentado al menos, la notificación a la promotora 
del inicio de dicho procedimiento, razón por la cual, ya en principio, procedería estimar 
del recurso y retrotraer las actuaciones al momento en que debió ser citada con carác-
ter previo a la declaración sobre la caducidad del expediente. No obstante, dado el 
tiempo transcurrido desde la solicitud, se estima oportuno, por razones de economía 
procedimental y para evitar dilaciones desproporcionadas con la causa (arts. 354, 
párrafo segundo, y 358, quinto, RRC), entrar a examinar el fondo del asunto y dictar el 
pronunciamiento correspondiente. 

IV. Aunque la interesada sostiene que había adjuntado a su solicitud el certificado de 
nacimiento de su hijo, entonces todavía menor de edad, lo cierto es que ese documen-
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to no consta entre los aportados inicialmente al expediente, pero también es verdad 
que sí se adjuntó la documentación esencial y que el mencionado certificado no tiene, 
en principio, tal condición, sin perjuicio de que, en virtud de las particulares circuns-
tancias de cada expediente, deban incorporarse otros documentos complementarios. 
Al margen de ello, también hay que decir que el registro no acredita más que un único 
intento de notificación postal a la interesada para que aportara el certificado requerido 
por el ministerio fiscal y que en el justificante de Correos ni siquiera está cumplimenta-
do el apartado correspondiente al domicilio en el que se intentó la notificación. De 
manera que no se realizaron las actuaciones precisas hasta agotar los intentos de 
notificación (nueva tentativa en día y hora distintos, diligencias de averiguación de 
nuevo domicilio mediante consulta padronal o petición de informe a la policía y, en 
última instancia, notificación mediante la publicación de edictos) y tampoco consta 
que se advirtiera a la promotora en algún momento de la existencia de un plazo legal 
de caducidad de tres meses pasado el cual podría archivarse su solicitud si el expe-
diente se paralizaba por causa a ella imputable. Por todo ello se considera que no 
procede declarar la caducidad en este caso y así lo han entendido también tanto el 
ministerio fiscal como la encargada del registro en los informes posteriores a la pre-
sentación del recurso. 

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y 
Estado Civil, ha acordado que procede: 

1.º) Estimar el recurso y dejar sin efecto la resolución de archivo. 

2.º) Retrotraer las actuaciones, de acuerdo con el procedimiento aplicable en el 
momento de la solicitud, al momento en que la interesada debió ser correctamente 
citada para aportar documentación complementaria. 

Madrid, 6 de febrero de 2019

Firmado: El director general: Pedro José Garrido Chamorro.

Sra. juez encargada del Registro Civil de Alcorcón (Madrid)

Resolución de 13 de febrero de 2019 (9ª) 
VIII.3.1 Caducidad por inactividad del promotor. Art. 354 RRC 

Es conforme a derecho la caducidad que se decreta pasados tres meses desde que un 
expediente se paralice por culpa del promotor, con informe favorable del ministerio 
fiscal y previa citación al interesado. 

En las actuaciones sobre declaración de caducidad de un expediente de nacionalidad 
por residencia remitidas a este centro en trámite de recurso por virtud del entablado 
por el promotor contra auto de la encargada del Registro Civil de Móstoles (Madrid). 
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HECHOS 

1. Por medio de formulario presentado el 17 de enero de 2011 en el Registro Civil de 
Móstoles, el Sr. D. I., de nacionalidad nigeriana, solicitó la nacionalidad española por 
residencia. Adjuntaba la siguiente documentación: formulario de solicitud cumplimen-
tado y firmado por el promotor, tarjeta de residencia, pasaporte nigeriano, volante de 
empadronamiento, certificados de nacimiento, de declaración de edad y de ausencia 
de antecedentes penales en su país de origen, certificado de la embajada nigeriana en 
España de autenticidad del certificado de penales, inscripción de matrimonio y tarjeta 
de residencia de la cónyuge, inscripción de nacimiento de un hijo, certificado de 
ausencia de antecedentes penales en España, certificado de percepción de subsidio 
por desempleo, libreta bancaria, certificado resumen de declaración de IRPF de 2009, 
informe de vida laboral y escritura de compraventa de vivienda. 

2. Ratificado el promotor, se practicó audiencia para valorar su grado de integración y 
compareció también su esposa, que expresó su consentimiento a la solicitud de su 
esposo. El mismo día de la presentación de la solicitud se requirió al interesado la 
aportación, en el plazo de tres meses, de un certificado de penales nigeriano actuali-
zado. 

3. Ante la incomparecencia del promotor, el 28 de octubre de 2011 la encargada del 
registro dictó providencia acordando el inicio de las actuaciones para declarar la cadu-
cidad del expediente de conformidad con el artículo 354 del Reglamento del Registro 
Civil. La providencia se notificó al interesado el 8 de noviembre de 2011, según acredi-
ta el justificante de Correos. 

4. Previa notificación al ministerio fiscal, la encargada del registro dictó auto el 14 de 
junio de 2012 declarando la caducidad del expediente en virtud de lo previsto en el 
artículo 354 del Reglamento del Registro Civil, al haber sido paralizado por causa 
imputable al promotor. 

5. Notificada la resolución, se presentó recurso ante la Dirección General de los 
Registros y del Notariado alegando el recurrente que las autoridades policiales nigeria-
nas no habían expedido el certificado requerido hasta el 11 de mayo de 2011, es decir, 
dos meses después de la finalización del plazo para entregarlo. Adjuntaba el mencio-
nado certificado al escrito de recurso, solicitando a la vez la revocación de la resolución 
recurrida. 

6. De la interposición del recurso se dio traslado al ministerio fiscal, que interesó su 
desestimación. La encargada del Registro Civil de Móstoles remitió las actuaciones a 
la Dirección General de los Registros y del Notariado para la resolución del recurso. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

I. Visto el artículo 354 del Reglamento del Registro Civil (RRC), y las resoluciones, entre 
otras, de 28 de abril de 2003; 7-1ª de enero y 30 de julio de 2004; 21-2ª de junio de 
2005; 24-6ª de noviembre de 2006; 30-4ª de enero, 16-5ª de febrero y 20-6ª de julio 
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de 2007; 16-4ª de septiembre y 28-8ª de noviembre de 2008; 3-6ª y 10-2ª de junio de 
2009; 9-2ª de febrero, 9-8ª de junio y 19-16ª de noviembre de 2010; 28-1ª de marzo y 
2-1ª de noviembre de 2011 y 6-36ª de julio de 2012; 1-45ª de marzo, 18-50ª de julio, 
7-58ª de octubre y 13-29ª y 30ª de diciembre de 2013; 10-45ª de febrero y 12-35ª de 
marzo de 2014; 8-22ª de julio y 16-35ª de diciembre de 2016; 14-19ª de julio de 2017 
y 2-34ª de marzo de 2018. 

II. El recurrente inició expediente para la obtención de la nacionalidad española por 
residencia el 17 de enero de 2011, siendo requerido ese mismo día para que aportara 
un nuevo certificado de penales nigeriano en vigor. Transcurridos más de tres meses 
desde dicha solicitud sin que se aportara el documento solicitado o compareciera 
nuevamente el interesado en algún momento, la encargada, previa audiencia al pro-
motor y una vez notificado el ministerio fiscal, declaró la caducidad del expediente en 
virtud de lo establecido en el art. 354 RRC. Contra el auto de declaración de caducidad 
se presentó el recurso ahora examinado. 

III. Pasados tres meses desde que un expediente se paralice por culpa del promotor, el 
ministerio fiscal podrá pedir que se declare su caducidad previa citación al interesado 
(art. 354, párrafo tercero RRC). En el momento del requerimiento se advirtió de la 
existencia de un plazo de tres meses para su cumplimiento. Asimismo, la providencia 
que dio inicio a las actuaciones para la declaración de caducidad y que fue correcta-
mente notificada al promotor, también contenía la referencia expresa al artículo 354 
RRC. A pesar de ello, el interesado no volvió a personarse en el registro desde el día de 
la ratificación ni para pedir una prórroga, si consideraba que no iba a disponer del 
documento requerido en el plazo indicado, ni para aportarlo cuando finalmente lo tuvo 
en su poder, antes de que se iniciara el procedimiento de caducidad. Por ello no son 
admisibles las alegaciones formuladas en el recurso, habiéndose ajustado la actua-
ción del registro a lo legalmente establecido. 

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y 
Estado Civil, ha acordado que procede desestimar el recurso y confirmar el auto apela-
do. 

Madrid, 13 de febrero de 2019

Firmado: El director general: Pedro José Garrido Chamorro.

Sra. juez encargada del Registro Civil de Móstoles (Madrid)

Resolución de 13 de febrero de 2019 (10ª) 
VIII.3.1 Caducidad por inactividad del promotor. Art. 354 RRC 

1º) La declaración de caducidad por causa imputable al promotor requiere la previa 
citación de los interesados. 
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2º) Examinado el fondo del asunto por razones de economía procesal y para evitar 
dilaciones desproporcionadas, es conforme a derecho la caducidad que se decreta 
pasados tres meses desde que un expediente se paraliza por culpa del promotor. 

En las actuaciones sobre declaración de caducidad de un expediente de nacionalidad 
por residencia remitidas a este centro en trámite de recurso por virtud del entablado 
por el promotor contra auto del encargado del Registro Civil de Reus (Tarragona). 

HECHOS 

1. Por medio de formulario presentado el 30 de septiembre de 2014 en el Registro 
Civil de Reus (Tarragona), el Sr. D. A. G., de nacionalidad argentina, solicitó la naciona-
lidad española por residencia. Adjuntaba la siguiente documentación: certificados de 
nacimiento y de ausencia de antecedentes penales en su país de origen, tarjeta de 
residencia en España de régimen comunitario, pasaporte argentino, volante de empa-
dronamiento, DNI y certificado de nacimiento de su esposa, libro de familia, contrato 
de trabajo, nóminas, informe de vida laboral, declaración de IRPF y escritura de com-
praventa de inmueble. 

2. Ratificado el promotor el mismo día de la presentación de la solicitud y practicado el 
trámite de audiencia para comprobar su grado de integración, se le requirió la aporta-
ción de una certificación literal de matrimonio, advirtiéndole de la existencia de un 
plazo de noventa días, transcurrido el cual, en caso de no haber aportado el documen-
to requerido, se iniciaría el procedimiento para declarar la caducidad del expediente 
conforme al artículo 354 del Reglamento del Registro Civil. Al mismo tiempo, y solo 
para el caso de que no hubiera atendido el requerimiento en el plazo indicado, se 
citaba al promotor para el 31 de diciembre de 2014 con objeto de notificarle entonces 
el inicio de los trámites para la caducidad. 

3. El 6 de febrero de 2015, no habiendo comparecido el interesado hasta entonces, se 
pasaron las actuaciones al ministerio fiscal, que emitió informe interesando la declara-
ción de caducidad. El encargado del registro dictó auto el 27 de febrero de 2015 
acordando finalmente dicha caducidad en virtud del artículo 354 del Reglamento del 
Registro Civil al haberse paralizado el expediente durante más de tres meses por 
causa imputable al promotor. 

4. Notificada la resolución, se presentó recurso ante la Dirección General de los 
Registros y del Notariado alegando el recurrente que había comparecido ante el regis-
tro el 30 de septiembre de 2014 para ratificar su solicitud de nacionalidad y aportar el 
certificado de matrimonio que le había sido requerido y que a partir de ese momento 
no había recibido ninguna notificación más hasta la declaración de caducidad, por lo 
que desconoce qué otra documentación complementaria debía aportar. 

5. De la interposición del recurso se dio traslado al ministerio fiscal, que interesó su 
desestimación. El encargado del Registro Civil de Reus remitió las actuaciones a la 
Dirección General de los Registros y del Notariado para la resolución del recurso. 
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FUNDAMENTOS DE DERECHO 

I. Visto el artículo 354 del Reglamento del Registro Civil (RRC), y las resoluciones, entre 
otras, de 28 de abril de 2003; 7-1ª de enero y 30 de julio de 2004; 21-2ª de junio de 
2005; 24-6ª de noviembre de 2006; 30-4ª de enero, 16-5ª de febrero y 20-6ª de julio 
de 2007; 16-4ª de septiembre y 28-8ª de noviembre de 2008; 3-6ª y 10-2ª de junio de 
2009; 9-2ª de febrero, 9-8ª de junio y 19-16ª de noviembre de 2010; 28-1ª de marzo y 
2-1ª de noviembre de 2011; 6-36ª de julio de 2012; 1-45ª de marzo, 18-50ª de julio, 
7-58ª de octubre y 13-29ª y 30ª de diciembre de 2013; 17-42ª de febrero y 26-57ª de 
diciembre de 2014; 31-32ª de julio, 11-29ª y 25-20ª de septiembre de 2015; 13-41ª y 
43ª de mayo de 2016; 24-12ª de enero, 21-40ª y 41ª de abril y 13-29º de octubre de 
2017, y 9-18ª de febrero de 2018. 

II. El recurrente inició expediente para la obtención de la nacionalidad española por 
residencia el 30 de septiembre de 2014, siendo requerido ese mismo día por parte del 
registro para que aportara un documento complementario. Transcurridos más de tres 
meses sin que el interesado realizara actividad alguna, el encargado del registro, 
previo informe del ministerio fiscal, declaró la caducidad del procedimiento de nacio-
nalidad en virtud de lo establecido en el art. 354 RRC. Contra el auto de declaración de 
caducidad se presentó el recurso ahora examinado. 

III. Pasados tres meses desde que un expediente se paralice por culpa del promotor, el 
ministerio fiscal podrá pedir que se declare su caducidad previa citación al interesado 
(art. 354, párrafo tercero RRC). Aunque el solicitante fue advertido en su momento de 
las consecuencias de su inactividad, no consta, sin embargo, que antes de ser decla-
rada la caducidad hubiera sido notificado del inicio de dicho procedimiento. En ese 
sentido, no cabe admitir como intento de notificación la citación realizada con carácter 
preventivo el mismo día del requerimiento para el caso de que no aportara el docu-
mento solicitado dentro del plazo indicado, pues no se podía saber en ese momento si 
dicha caducidad iba a llegar a producirse o no y, en su caso, cuándo se iban a iniciar 
los trámites –de hecho, el procedimiento no se inició hasta dos meses después del día 
fijado inicialmente–. Por esa razón, en principio, procedería estimar el recurso y retro-
traer las actuaciones al momento en que el promotor debió ser correctamente citado 
con carácter previo a la declaración sobre la caducidad de su expediente una vez ini-
ciado realmente dicho procedimiento. No obstante, dado el tiempo transcurrido desde 
la solicitud, se estima oportuno, por razones de economía procedimental y para evitar 
dilaciones desproporcionadas con la causa (arts. 354, párrafo segundo, y 358, quinto, 
RRC), entrar a examinar el fondo del asunto y dictar el pronunciamiento correspondien-
te. 

IV. El interesado sostiene que había presentado su solicitud el 5 de abril de 2013 y que 
cuando compareció para ratificarla el 30 de septiembre siguiente, también aportó el 
certificado de matrimonio que le había sido requerido anteriormente, sin que a partir 
de entonces recibiera ninguna otra notificación hasta la declaración de caducidad. En 
realidad, el trámite realizado en abril de 2013 no fue más que la solicitud de una cita 
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previa en el registro para iniciar el expediente, lo que, en efecto, ocurrió el 30 de sep-
tiembre siguiente. No hay constancia de que al pedir la cita se hubiera advertido al 
promotor de la necesidad de adjuntar a su solicitud el certificado de matrimonio, pero 
lo cierto es que dicho documento no figura incorporado a la documentación remitida a 
este centro. Por otro lado, de lo que no cabe ninguna duda, pues ello sí se acredita por 
medio de la correspondiente diligencia firmada por el interesado, es de que al recu-
rrente se le requirió personalmente el 30 de septiembre de 2014 la aportación de un 
certificado literal de matrimonio, advirtiéndole expresamente del plazo del que dispo-
nía y de la posibilidad de declaración de caducidad de las actuaciones en caso de 
inactividad durante más de tres meses, sin que a partir de entonces y hasta la presen-
tación del recurso conste ninguna otra actividad o alegación del promotor. Así pues, de 
acuerdo con lo establecido en el artículo 354 RRC, una vez transcurridos tres meses 
desde que el expediente se paralice por causa imputable al promotor, cabe iniciar el 
procedimiento de caducidad y debe confirmarse en este caso el auto apelado. 

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y 
Estado Civil, ha acordado que procede desestimar el recurso y confirmar el auto apela-
do. 

Madrid, 13 de febrero de 2019

Firmado: El director general: Pedro José Garrido Chamorro.

Sr. juez encargado del Registro Civil de Reus (Tarragona)

Resolución de 13 de febrero de 2019 (12ª) 
VIII.3.1 Caducidad por inactividad del promotor. Art. 354 RRC 

No habiendo sido advertido el solicitante del plazo de caducidad de tres meses antes 
de iniciarse el procedimiento, procede retrotraer las actuaciones y continuar la trami-
tación del expediente de nacionalidad por residencia. 

En las actuaciones sobre declaración de caducidad de un expediente de nacionalidad 
por residencia remitidas a este centro en trámite de recurso por virtud del entablado 
por el promotor contra auto del encargado del Registro Civil de Dénia (Alicante). 

HECHOS 

1. Por medio de formulario presentado el 17 de junio de 2015 en el Registro Civil de 
Denia (Alicante), el Sr. J.-A. C. B., de nacionalidad argentina, solicitó la nacionalidad 
española por residencia. Adjuntaba la siguiente documentación: formulario de solici-
tud cumplimentado y firmado por el promotor, tarjeta de residencia de régimen comu-
nitario, volante de empadronamiento, certificado de nacimiento, documento de ins-
cripción en el Servicio Valenciano de Empleo y Formación, DNI del padre y tarjeta de 
residencia de la madre. 
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2. Ratificado el promotor, se practicó audiencia para valorar su grado de integración y 
el mismo día de la presentación y ratificación de la solicitud se requirió al interesado la 
aportación del certificado de penales de su país de origen y otros documentos comple-
mentarios. 

3. Ante la incomparecencia del promotor, el 28 de octubre de 2015 se dictó providen-
cia acordando el inicio de las actuaciones para declarar la caducidad del expediente 
de conformidad con el artículo 354 del Reglamento del Registro Civil. La providencia 
se notificó al interesado el 31 de mayo de 2018, según acredita el justificante de 
Correos. 

4. Previo informe favorable del ministerio fiscal, el encargado del registro dictó auto el 
12 de junio de 2018 declarando la caducidad del expediente en virtud de lo previsto 
en el artículo 354 del Reglamento del Registro Civil, al haber sido paralizado por causa 
imputable al promotor. 

5. Notificada la resolución, se presentó recurso ante la Dirección General de los 
Registros y del Notariado alegando el recurrente que no había recibido requerimiento 
alguno, que cumple todos los requisitos para la obtención de la nacionalidad española 
y que sus padres y hermanos ya la han obtenido. Adjuntaba al escrito de recurso certi-
ficado histórico de empadronamiento, certificado de graduado en Educación 
Secundaria, inscripción de nacimiento y DNI de una hija menor de edad, declaración 
censal simplificada de la Agencia Tributaria, informe de vida laboral, libreta bancaria y 
sentencia sobre régimen de convivencia de los progenitores con la hija menor y gastos 
de atención. 

6. De la interposición del recurso se dio traslado al ministerio fiscal, que interesó su 
desestimación. El encargado del Registro Civil de Denia emitió informe desfavorable y 
remitió las actuaciones a la Dirección General de los Registros y del Notariado para la 
resolución del recurso. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

I. Visto el artículo 354 del Reglamento del Registro Civil (RRC), y las resoluciones, entre 
otras, 30-1ª de mayo, 14-3ª de junio y 16 de diciembre de 2002; 7-1ª de enero, 27-3ª 
de febrero y 19-4ª de noviembre de 2004; 25-1ª, 2ª, 3ª y 4ª de enero, 8-2ª y 17-3ª de 
febrero, 27-4ª y 31-1ª de octubre de 2006; 27-9ª de marzo de 2007; 12-3ª de enero y 
23-10ª de marzo de 2009; 9-2ª de febrero y 7-1ª de octubre de 2010; 11-4ª de enero, 
4-2ª de abril y 13-1ª de junio de 2011; 28-16ª de junio de 2012; 19-5ª y 15ª de abril y 
18-35ª de septiembre de 2013; 6-45ª de mayo de 2016; 17-57ª de marzo de 2017, y 
6-34ª de abril de 2018. 

II. El recurrente inició expediente para la obtención de la nacionalidad española por 
residencia el 17 de junio de 2015 y ese mismo día fue requerido para que aportara 
varios documentos considerados necesarios para la tramitación de su solicitud. Ante 
la falta de comparecencia del solicitante, en octubre de 2015 se inició el procedimien-
to de caducidad, que fue finalmente declarada en junio de 2018 en aplicación de lo 
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establecido en el artículo 354 RRC. Contra el auto de declaración de caducidad se 
presentó el recurso ahora examinado. 

III. Pasados tres meses desde que un expediente se paralice por culpa del promotor, el 
ministerio fiscal podrá pedir que se declare su caducidad previa citación al interesado 
(art. 354, párrafo tercero, RRC, aplicable al procedimiento iniciado en 2010). 
Contrariamente a lo que sostiene el recurrente, resulta probado en el expediente que 
el mismo día de la ratificación de su solicitud, se le requirió personalmente la incorpo-
ración de varios documentos, alguno de ellos, como el certificado de penales de su 
país de origen, de carácter esencial para la tramitación de este tipo de solicitudes. Sin 
embargo, también es cierto que no consta en la documentación disponible que se 
advirtiera en ningún momento al interesado de la existencia de un plazo legal de 
caducidad pasado el cual, si el solicitante no realizaba ninguna actividad, podrían 
archivarse las actuaciones. De manera que, frente a la inactividad del interesado al no 
haber atendido el requerimiento efectuado ni haber presentado alegación alguna al 
respecto, lo cierto es que, en cualquier caso, el registro no cumplió adecuadamente el 
procedimiento que la normativa establece al no haber informado previamente al solici-
tante de las consecuencias de su inactividad, por lo que, en este caso, debe dejarse 
sin efecto la declaración de caducidad. 

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y 
Estado Civil, ha acordado: 

1º Estimar el recurso y dejar sin efecto la declaración de caducidad. 

2º Retrotraer las actuaciones al momento en que el interesado debió haber sido infor-
mado del plazo de cumplimiento de los requerimientos y de las consecuencias legales 
de su inactividad. 

Madrid, 13 de febrero de 2019

Firmado: El director general: Pedro José Garrido Chamorro.

Sr. juez encargado del Registro Civil de Dénia (Alicante)

Resolución de 14 de febrero de 2019 (4ª) 
VIII.3.1 Caducidad por inactividad del promotor. Art. 354 RRC 

1.º) La declaración de caducidad por causa imputable al promotor requiere la previa 
citación del interesado. 

2.º) Examinado el fondo del asunto por razones de economía procesal y para evitar 
dilaciones desproporcionadas, no habiéndose cumplido las formalidades previstas 
legalmente para la declaración de caducidad, procede retrotraer las actuaciones al 
momento en que se requirió al interesado la aportación de documentación comple-
mentaria. 
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En las actuaciones sobre declaración de caducidad de un expediente de nacionalidad 
por residencia remitidas a este centro en trámite de recurso por virtud del entablado 
por el promotor contra auto de la encargada del Registro Civil de Leganés (Madrid). 

HECHOS 

1. Por medio de formulario presentado el 28 de enero de 2015 en el Registro Civil de 
Leganés, el Sr. M. W., de nacionalidad paquistaní, solicitó la nacionalidad española por 
residencia. Adjuntaba la siguiente documentación: formulario de solicitud cumplimen-
tado y firmado por el promotor; pasaporte paquistaní; volante de empadronamiento; 
certificados de nacimiento y de ausencia de antecedentes penales en su país de 
origen; tarjeta de residencia de régimen comunitario; inscripción de matrimonio cele-
brado en España; DNI de su cónyuge y tarjeta de residencia de régimen comunitario 
del promotor; inscripción de nacimiento de la esposa, dominicana de origen con nacio-
nalidad española por opción el 15 de octubre de 2002; informe de vida laboral; contra-
to de trabajo y nóminas. 

2. Ratificado el promotor el mismo día y practicadas sendas audiencias al interesado 
–para comprobar su grado de integración– y a su esposa –que se mostró conforme 
con la solicitud de su marido–, se requirió al solicitante en ese mismo momento la 
aportación de justificante de haber efectuado declaración de IRPF. 

3. El 18 de diciembre de 2015 se ordenó, mediante providencia, pasar las actuaciones 
al ministerio fiscal por si debía pedirse la caducidad y archivo del expediente al no 
haber sido aportada la documentación requerida. Instada por el ministerio fiscal, la 
caducidad fue finalmente declarada por la encargada del registro mediante auto de 3 
de febrero de 2016 en virtud de lo previsto en el artículo 354 del Reglamento del 
Registro Civil. 

4. Notificada la resolución, se presentó recurso ante la Dirección General de los 
Registros y del Notariado alegando el recurrente que había presentado el certificado 
de IRPF cinco días después de iniciado el expediente en el mismo registro. Adjuntaba 
al escrito de recurso un certificado de imputaciones de IRPF correspondiente a 2014 y 
expedido en marzo de 2016. 

5. De la interposición del recurso se dio traslado al ministerio fiscal, que interesó su 
desestimación por entender que el interesado no había aportado la documentación 
requerida. La encargada del Registro Civil de Leganés remitió las actuaciones a la 
Dirección General de los Registros y del Notariado para la resolución del recurso. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

I. Vistos los artículos 354 y 355 del Reglamento del Registro Civil (RRC), y las resolucio-
nes, entre otras, 28 de abril de 2003; 7-1ª de enero, 27-3ª de febrero y 19-4ª de 
noviembre de 2004; 25-1ª, 2ª, 3ª y 4ª de enero, 8-2ª y 17-3ª de febrero, 27-4ª y 31-1ª 
de octubre de 2006; 27-9ª de marzo de 2007; 12-3ª de enero y 23-10ª de marzo de 
2009; 9-2ª de febrero y 7-1ª de octubre de 2010; 11-4ª de enero, 4-2ª de abril y 13-1ª 
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de junio de 2011; 28-16ª de junio de 2012; 19-5ª y 15ª de abril y 18-35ª de septiem-
bre de 2013; 10-44ª de febrero de 2014; 30-7ª de enero de 2015 y 14-23ª de octubre 
de 2016, y 13-31ª de octubre de 2017. 

II. El recurrente presentó su solicitud de nacionalidad española por residencia en 
enero de 2015, siendo requerido en ese mismo momento para que aportara un docu-
mento complementario. Transcurridos más de tres meses sin que el requerimiento 
hubiera sido atendido, se declaró la caducidad de las actuaciones por causa imputable 
al promotor. Contra esta resolución se presentó el recurso ahora examinado. 

III. Pasados tres meses desde que un expediente se paralice por culpa del promotor, el 
ministerio fiscal podrá pedir que se declare su caducidad previa citación al interesado 
(art. 354, párrafo tercero RRC). No consta en este caso que antes de ser declarada la 
caducidad, se hubiera efectuado la notificación al promotor del inicio de dicho procedi-
miento, razón por la cual, ya en principio, procedería estimar del recurso y retrotraer 
las actuaciones al momento en que debió ser citado con carácter previo a la declara-
ción sobre la caducidad del expediente. No obstante, dado el tiempo transcurrido 
desde la solicitud, se estima oportuno, por razones de economía procedimental y para 
evitar dilaciones desproporcionadas con la causa (arts. 354, párrafo segundo, y 358, 
quinto, RRC), entrar a examinar el fondo del asunto y dictar el pronunciamiento corres-
pondiente. 

IV. Aunque el interesado alega que atendió el requerimiento y presentó el justificante 
relativo al IRPF cinco días después de que se le pidiera, lo cierto es que no consta 
ninguna prueba de ello, si bien se adjunta al recurso un certificado de la Agencia 
Tributaria de imputaciones del IRPF en 2014. Por otra parte, aunque el registro advirtió 
al solicitante de la existencia de un plazo de tres meses, no se le indicó claramente la 
posibilidad de caducidad de las actuaciones si no se presentaba el documento reque-
rido en ese plazo, limitándose la providencia emitida a apercibir al destinatario en tér-
minos generales del “perjuicio a que hubiere lugar en derecho”, pero sin señalar 
siquiera el artículo concreto del Reglamento que después se aplicó y en el que se 
prevén las consecuencias de la paralización de un expediente por causa imputable al 
interesado. 

V. De manera que se observan deficiencias en la actuación por ambas partes, por lo 
que es preciso valorar a cuál de ellas es imputable en mayor medida la paralización del 
expediente. En este sentido, frente a la única negligencia que cabe atribuir al interesa-
do (no haber presentado el documento requerido o las alegaciones que considerara 
oportunas en el plazo de tres meses), en la actuación del registro se aprecia alguna 
más, tal como se ha expuesto en los fundamentos tercero y cuarto. Además, hay que 
tener en cuenta que el solicitante había aportado inicialmente toda la documentación 
esencial, incluida la relativa a los medios económicos con los que contaba (contrato de 
trabajo, nóminas e informe de vida laboral), por lo que, en principio, no parece necesa-
rio que se le pidiera, al menos en aquel momento, la justificación de declaración de 
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IRPF. A la vista de todo ello, se considera que el recurso interpuesto debe ser estimado 
en esta ocasión. 

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y 
Estado Civil, ha acordado que procede: 

1.º) Estimar el recurso y dejar sin efecto la resolución de archivo. 

2.º) Retrotraer las actuaciones, de acuerdo con el procedimiento aplicable al tiempo de 
la solicitud, al momento en que se requirió al interesado la aportación de documenta-
ción complementaria. 

Madrid, 14 de febrero de 2019

Firmado: El director general: Pedro José Garrido Chamorro.

Sra. juez encargada del Registro Civil de Leganés (Madrid)

Resolución de 14 de febrero de 2019 (5ª) 
VIII.3.1 Caducidad por inactividad del promotor. Art. 354 RRC 

1º) La declaración de caducidad por causa imputable al promotor requiere la previa 
citación de los interesados. 

2º) Examinado el fondo del asunto por razones de economía procesal y para evitar 
dilaciones desproporcionadas, es conforme a derecho la caducidad que se decreta 
pasados tres meses desde que un expediente se paraliza por culpa del promotor. 

En las actuaciones sobre declaración de caducidad de un expediente de nacionalidad 
por residencia remitidas a este centro en trámite de recurso por virtud del entablado 
por el promotor contra auto del encargado del Registro Civil de Reus (Tarragona). 

HECHOS 

1. Por medio de formulario presentado el 28 de abril de 2015 en el Registro Civil de 
Reus (Tarragona), el Sr. J. D. P., de nacionalidad boliviana, solicitó la nacionalidad 
española por residencia. Adjuntaba la siguiente documentación: certificados de naci-
miento y de ausencia de antecedentes penales en su país de origen, tarjeta de resi-
dencia en España, pasaporte boliviano, certificado de empadronamiento y documento 
de situación actual en la Seguridad Social. 

2. Ratificado el promotor el mismo día de la presentación de la solicitud y practicado el 
trámite de audiencia para comprobar su grado de integración, se le requirió la aporta-
ción de un informe de vida laboral, advirtiéndole de la existencia de un plazo de noven-
ta días, transcurrido el cual, en caso de no haber aportado el documento requerido, se 
iniciaría el procedimiento para declarar la caducidad del expediente conforme al artí-
culo 354 del Reglamento del Registro Civil. Al mismo tiempo, y solo para el caso de que 
no hubiera atendido el requerimiento en el plazo indicado, se citaba al promotor para 
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el 29 de julio de 2015 con objeto de notificarle entonces el inicio de los trámites para 
la caducidad. 

3. El 5 de noviembre de 2015, no habiendo comparecido el interesado hasta entonces, 
se pasaron las actuaciones al ministerio fiscal, que emitió informe interesando la 
declaración de caducidad. La encargada del registro dictó auto el 30 de mayo de 2016 
acordando finalmente dicha caducidad en virtud del artículo 354 del Reglamento del 
Registro Civil al haberse paralizado el expediente durante más de tres meses por 
causa imputable al promotor. 

4. Notificada la resolución, se presentó recurso ante la Dirección General de los 
Registros y del Notariado alegando el recurrente que no había entendido que debía 
presentar el documento solicitado en el registro, que creyó que lo tenía que aportar 
después en la Policía, que no le había llegado la citación para comparecer el 29 de 
julio de 2015 y que cumplía todos los requisitos para solicitar la nacionalidad española 
por residencia. 

5. De la interposición del recurso se dio traslado al ministerio fiscal, que interesó su 
desestimación. La encargada del Registro Civil de Reus remitió las actuaciones a la 
Dirección General de los Registros y del Notariado para la resolución del recurso. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

I. Visto el artículo 354 del Reglamento del Registro Civil (RRC) y las resoluciones, entre 
otras, de 28 de abril de 2003; 7-1ª de enero y 30 de julio de 2004; 21-2ª de junio de 
2005; 24-6ª de noviembre de 2006; 30-4ª de enero, 16-5ª de febrero y 20-6ª de julio 
de 2007; 16-4ª de septiembre y 28-8ª de noviembre de 2008; 3-6ª y 10-2ª de junio de 
2009; 9-2ª de febrero, 9-8ª de junio y 19-16ª de noviembre de 2010; 28-1ª de marzo y 
2-1ª de noviembre de 2011; 6-36ª de julio de 2012; 1-45ª de marzo, 18-50ª de julio, 
7-58ª de octubre y 13-29ª y 30ª de diciembre de 2013; 17-42ª de febrero y 26-57ª de 
diciembre de 2014; 31-32ª de julio, 11-29ª y 25-20ª de septiembre de 2015; 13-41ª y 
43ª de mayo de 2016; 24-12ª de enero, 21-40ª y 41ª de abril y 13-29º de octubre de 
2017, y 9-18ª de febrero de 2018.

 II. El recurrente inició expediente para la obtención de la nacionalidad española por 
residencia el 28 de abril de 2015, siendo requerido ese mismo día por parte del 
registro para que aportara un documento complementario. Transcurridos más de tres 
meses sin que el interesado realizara actividad alguna, la encargada del registro, 
previo informe del ministerio fiscal, declaró la caducidad del procedimiento de nacio-
nalidad en virtud de lo establecido en el art. 354 RRC. Contra el auto de declaración de 
caducidad se presentó el recurso ahora examinado. 

III. Pasados tres meses desde que un expediente se paralice por culpa del promotor, el 
ministerio fiscal podrá pedir que se declare su caducidad previa citación al interesado 
(art. 354, párrafo tercero RRC). Aunque el solicitante en este caso sí fue advertido en 
su momento de las consecuencias de su inactividad, no consta, sin embargo, que 
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antes de ser declarada la caducidad hubiera sido notificado del inicio de dicho proce-
dimiento. En ese sentido, no cabe admitir como intento de notificación la citación rea-
lizada con carácter preventivo el mismo día del requerimiento para el caso de que no 
aportara el documento solicitado dentro del plazo indicado, pues no se podía saber en 
ese momento si dicha caducidad iba a llegar a producirse o no y, en su caso, cuándo 
se iban a iniciar los trámites; de hecho, el procedimiento no se inició hasta tres meses 
después del día fijado inicialmente. Por esa razón, en principio, procedería estimar el 
recurso y retrotraer las actuaciones al momento en que el promotor debió ser correcta-
mente citado con carácter previo –pero una vez iniciado realmente el procedimiento– 
a la declaración sobre la caducidad de su expediente. No obstante, dado el tiempo 
transcurrido desde la solicitud, se estima oportuno, por razones de economía procedi-
mental y para evitar dilaciones desproporcionadas con la causa (arts. 354, párrafo 
segundo, y 358, quinto, RRC), entrar a examinar el fondo del asunto y dictar el pronun-
ciamiento correspondiente. 

IV. Así, según se acredita en la diligencia correspondiente firmada por el interesado, al 
recurrente se le requirió personalmente el 28 de abril de 2015 la aportación de un 
documento complementario, advirtiéndole expresamente del plazo del que disponía y 
de la posibilidad de declaración de caducidad de las actuaciones en caso de inactivi-
dad durante más de tres meses, sin que a partir de entonces y hasta la presentación 
del recurso conste ninguna otra actividad o alegación del promotor acerca de la impo-
sibilidad de aportar el documento requerido antes del plazo fijado o solicitando una 
prórroga. Si albergaba alguna duda acerca de lo que se le pedía y de las condiciones 
para continuar la tramitación normalmente, debió haberlo preguntado en aquel 
momento y asegurarse de lo que tenía que hacer antes de firmar el documento dándo-
se por enterado. Así pues, de acuerdo con lo establecido en el artículo 354 RRC, una 
vez transcurridos tres meses desde que el expediente se paralice por causa imputable 
al promotor, cabe iniciar el procedimiento de caducidad y debe confirmarse en este 
caso el auto apelado. 

Esta Dirección General de los Registros y del Notariado, a propuesta de la Subdirección 
General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el recurso y confirmar 
el auto apelado. 

Madrid, 14 de febrero de 2019

Firmado: El director general: Pedro José Garrido Chamorro.

Sr. juez encargado del Registro Civil de Puerto del Rosario (Fuerteventura, Las Palmas) 

Resolución de 14 de febrero de 2019 (6ª) 
VIII.3.1 Caducidad por inactividad del promotor. Art. 354 RRC 

1.º) La declaración de caducidad por causa imputable al promotor requiere la previa 
citación del interesado. 
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2.º) Examinado el fondo del asunto por razones de economía procesal y para evitar 
dilaciones desproporcionadas, no resulta acreditado por parte del registro el cumpli-
miento de las formalidades previstas legalmente para la declaración de caducidad ni 
que la paralización del expediente sea imputable al interesado, por lo que procede 
retrotraer las actuaciones al momento en que se debió notificar al promotor la resolu-
ción de concesión de la nacionalidad. 

En las actuaciones sobre declaración de caducidad de un expediente de nacionalidad 
por residencia remitidas a este centro en trámite de recurso por virtud del entablado 
por el promotor contra auto de la encargada del Registro Civil de Molina de Segura 
(Murcia). 

HECHOS 

1. Tras la solicitud presentada en 2013 en el Registro Civil de Molina de Segura 
(Murcia) por el Sr. A. D., mayor de edad y de nacionalidad senegalesa, una vez realiza-
dos los trámites necesarios, la Dirección General de los Registros y del Notariado 
(DGRN), con fecha de 27 de febrero de 2015, dictó resolución de concesión al intere-
sado de la nacionalidad española por residencia. 

2. Intentada infructuosamente la notificación de la resolución en febrero de 2017 en el 
domicilio que figuraba en el expediente, la encargada del registro dictó auto el 23 de 
febrero de 2018 declarando la caducidad de las actuaciones en virtud de lo dispuesto 
en el artículo 354 del Reglamento del Registro Civil. 

3. Notificada la resolución en comparecencia personal ante el registro, el interesado 
presentó recurso ante la Dirección General de los Registros y del Notariado alegando 
que no ha existido pasividad por su parte, que cuando se inició el expediente residía 
en la localidad de L. T. de C. pero que en 2015 había trasladado su domicilio por 
motivos de trabajo a M. de S. y que así lo comunicó al registro adjuntando el certificado 
de empadronamiento y copia de su tarjeta de residencia, pero que, a pesar de ello, el 
registro remitió la notificación de la concesión a su anterior domicilio, razón por la cual 
no la recibió. 

4. De la interposición del recurso se dio traslado al ministerio fiscal, que no presentó 
alegaciones. La encargada del Registro Civil de Molina de Segura remitió las actuacio-
nes a la Dirección General de los Registros y del Notariado para la resolución del 
recurso. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

I. Vistos los artículos 354 y 355 del Reglamento del Registro Civil (RRC), y las resolucio-
nes, entre otras, 28 de abril de 2003; 7-1ª de enero, 27-3ª de febrero y 19-4ª de 
noviembre de 2004; 25-1ª, 2ª, 3ª y 4ª de enero, 8-2ª y 17-3ª de febrero, 27-4ª y 31-1ª 
de octubre de 2006; 27-9ª de marzo de 2007; 12-3ª de enero y 23-10ª de marzo de 
2009; 9-2ª de febrero y 7-1ª de octubre de 2010; 11-4ª de enero, 4-2ª de abril y 13-1ª 
de junio de 2011; 28-16ª de junio de 2012; 19-5ª y 15ª de abril y 18-35ª de septiem-
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bre de 2013; 10-44ª de febrero de 2014; 30-7ª de enero de 2015 y 14-23ª de octubre 
de 2016, y 13-31ª de octubre de 2017. 

II. El recurrente presentó su solicitud de nacionalidad española por residencia en 2013 
y, una vez dictada resolución de concesión en febrero de 2015, tras dos intentos falli-
dos de notificación postal en 2017 en el domicilio que figuraba en el expediente, la 
encargada del registro declaró la caducidad de las actuaciones en 2018. 

III. Pasados tres meses desde que un expediente se paralice por culpa del promotor, el 
ministerio fiscal podrá pedir que se declare su caducidad previa citación al interesado 
(art. 354, párrafo tercero RRC). No consta en este caso que antes de ser declarada la 
caducidad, se hubiera efectuado, o intentado al menos, la notificación al promotor del 
inicio de dicho procedimiento, razón por la cual, ya en principio, procedería estimar del 
recurso y retrotraer las actuaciones al momento en que debió ser citado con carácter 
previo a la declaración sobre la caducidad del expediente. No obstante, dado el tiempo 
transcurrido desde la solicitud, se estima oportuno, por razones de economía procedi-
mental y para evitar dilaciones desproporcionadas con la causa (arts. 354, párrafo 
segundo, y 358, quinto, RRC), entrar a examinar el fondo del asunto y dictar el pronun-
ciamiento correspondiente. 

IV. Solo constan en el expediente dos intentos de notificación de la concesión efectua-
dos en febrero de 2017 en el domicilio que figuraba en la resolución de la DGRN, emi-
tida dos años antes. El promotor alega que había cambiado de domicilio en octubre de 
2015 y que así se lo había comunicado al registro, si bien no aporta prueba de haber 
realizado tal comunicación ni precisa en qué fecha lo hizo. No obstante, el registro 
tampoco niega ese extremo y, a pesar de los requerimientos efectuados por este 
centro para que remitiera la documentación completa con todo lo actuado, lo cierto es 
que únicamente se ha incorporado al expediente la copia de la resolución de conce-
sión, el justificante de correos que acredita los dos intentos de notificación menciona-
dos y la resolución de la encargada declarando la caducidad, en la que, por otro lado, 
tampoco se explican los HECHOS concretos que motivaron tal decisión. No se acredita 
pues que desde el registro se hayan realizado las actuaciones precisas hasta agotar 
los intentos de notificación (diligencias de averiguación de nuevo domicilio mediante 
consulta padronal o petición de informe a la policía y, en última instancia, notificación 
mediante la publicación de edictos). En definitiva, a la vista de la documentación dis-
ponible, no resulta probado que la causa de paralización del expediente sea imputable 
al interesado, por lo que, para evitar el riesgo de una posible indefensión, el recurso 
interpuesto debe ser estimado. 

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y 
Estado Civil, ha acordado: 

1.º) Estimar el recurso y dejar sin efecto la resolución de caducidad. 
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2.º) Retrotraer las actuaciones, de acuerdo con el procedimiento aplicable al tiempo de 
la solicitud, al momento en que se debió notificar al interesado la resolución de conce-
sión. 

Madrid, 14 de febrero de 2019

Firmado: El director general: Pedro José Garrido Chamorro.

Sra. juez encargada del Registro Civil de Molina de Segura (Murcia)

Resolución de 14 de febrero de 2019 (8ª) 
VIII.3.1 Caducidad por inactividad del promotor. Art. 354 RRC 

1º) La declaración de caducidad por causa imputable al promotor requiere la previa 
citación de los interesados. 

2º) Examinado el fondo del asunto por razones de economía procesal y para evitar 
dilaciones desproporcionadas, es conforme a derecho la caducidad que se decreta 
pasados tres meses desde que un expediente se paraliza por culpa del promotor. 

En las actuaciones sobre declaración de caducidad de un expediente de nacionalidad 
por residencia remitidas a este centro en trámite de recurso por virtud del entablado 
por el promotor contra auto de la encargada del Registro Civil de Orgaz (Toledo). 

HECHOS 

1. Por medio de formulario presentado el 4 de noviembre de 2015 en el Juzgado de 
Paz de Sonseca (Toledo), el Sr. Z. I., de nacionalidad paquistaní, solicitó la nacionalidad 
española por residencia. Adjuntaba la siguiente documentación: tarjeta de residencia 
en España, pasaporte paquistaní, certificado de empadronamiento, certificados de 
nacimiento del promotor y de dos hijos menores de edad, de matrimonio y de ausencia 
de antecedentes penales en el país de origen, informe de vida laboral, contrato de 
trabajo y nóminas. 

2. Ratificado el promotor, el expediente se remitió para su tramitación al Registro Civil 
de Orgaz, desde donde se requirió al solicitante la aportación de documentación com-
plementaria. La notificación del requerimiento se practicó en comparecencia personal 
en el Juzgado de Paz de Sonseca el 3 de marzo de 2016. 

3. La encargada del Registro Civil de Orgaz dictó auto el 1 de marzo de 2018 declaran-
do la caducidad de las actuaciones en virtud del artículo 354 del Reglamento del 
Registro Civil al haberse paralizado el expediente durante más de tres meses por 
causa imputable al promotor. 

4. Notificada la resolución, se presentó recurso ante la Dirección General de los 
Registros y del Notariado solicitando el recurrente que se dejara sin efecto la resolu-
ción de archivo para poder incorporar la documentación requerida. 
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5. De la interposición del recurso se dio traslado al ministerio fiscal, que interesó su 
desestimación. La encargada del Registro Civil de Orgaz remitió las actuaciones a la 
Dirección General de los Registros y del Notariado para la resolución del recurso. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

I. Visto el artículo 354 del Reglamento del Registro Civil (RRC), y las resoluciones, entre 
otras, de 28 de abril de 2003; 7-1ª de enero y 30 de julio de 2004; 21-2ª de junio de 
2005; 24-6ª de noviembre de 2006; 30-4ª de enero, 16-5ª de febrero y 20-6ª de julio 
de 2007; 16-4ª de septiembre y 28-8ª de noviembre de 2008; 3-6ª y 10-2ª de junio de 
2009; 9-2ª de febrero, 9-8ª de junio y 19-16ª de noviembre de 2010; 28-1ª de marzo y 
2-1ª de noviembre de 2011; 6-36ª de julio de 2012; 1-45ª de marzo, 18-50ª de julio, 
7-58ª de octubre y 13-29ª y 30ª de diciembre de 2013; 17-42ª de febrero y 26-57ª de 
diciembre de 2014; 31-32ª de julio, 11-29ª y 25-20ª de septiembre de 2015; 13-41ª y 
43ª de mayo de 2016; 24-12ª de enero, 21-40ª y 41ª de abril y 13-29º de octubre de 
2017, y 9-18ª de febrero de 2018. 

II. El recurrente solicitó la nacionalidad española por residencia el 4 de noviembre de 
2015 siendo requerido por el registro para que aportara documentación complemen-
taria. Transcurridos más de tres meses sin que se aportara dicha documentación o 
compareciera el interesado en el registro en algún momento, la encargada declaró la 
caducidad del expediente en virtud de lo establecido en el art. 354 RRC. Contra el auto 
de declaración de caducidad se presentó el recurso ahora examinado. 

III. Pasados tres meses desde que un expediente se paralice por culpa del promotor, el 
ministerio fiscal podrá pedir que se declare su caducidad previa citación al interesado 
(art. 354, párrafo tercero RRC). No consta en este caso que antes de ser declarada la 
caducidad se hubiera notificado al promotor el inicio de dicho procedimiento, razón 
por la cual, en principio, procedería estimar el recurso y retrotraer las actuaciones al 
momento en que debió ser citado con carácter previo a la declaración sobre la caduci-
dad del expediente. No obstante, dado el tiempo transcurrido desde la solicitud, se 
estima oportuno, por razones de economía procedimental y para evitar dilaciones 
desproporcionadas con la causa (arts. 354, párrafo segundo, y 358, quinto, RRC), 
entrar a examinar el fondo del asunto y dictar el pronunciamiento correspondiente. 

IV. La notificación del requerimiento se practicó el 3 de marzo de 2016 en compare-
cencia personal del interesado en la que se le advirtió expresamente de la posibilidad 
de declarar la caducidad del expediente si no se atendía el requerimiento en el trans-
curso de tres meses. Sin embargo, desde entonces y hasta la emisión de la resolución 
recurrida, transcurrieron dos años durante los cuales no se ha acreditado compare-
cencia alguna del solicitante ante el registro, bien para entregar la documentación 
requerida o bien para efectuar cualquier alegación al respecto. Así pues, la declaración 
de caducidad en este caso se ajustó a lo establecido en el artículo 354 RRC, una vez 
constatado que habían transcurrido más de tres meses desde que el expediente se 
paralizó por causa imputable al promotor, por lo que debe confirmarse el auto apelado. 
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Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y 
Estado Civil, ha acordado que procede desestimar el recurso y confirmar el auto apela-
do. 

Madrid, 14 de febrero de 2019

Firmado: El director general: Pedro José Garrido Chamorro.

Sra. juez encargada del Registro Civil de Orgaz (Toledo)

Resolución de 14 de febrero de 2019 (9ª) 
VIII.3.1 Caducidad por inactividad del promotor. Art. 354 RRC 

1.º) La declaración de caducidad por causa imputable al promotor requiere la previa 
citación del interesado. 

2.º) Examinado el fondo del asunto por razones de economía procesal y para evitar 
dilaciones desproporcionadas, no habiéndose cumplido las formalidades previstas 
legalmente para la declaración de caducidad, procede retrotraer las actuaciones al 
momento en que se requirió a la interesada la aportación de documentación comple-
mentaria. 

En las actuaciones sobre declaración de caducidad de un expediente de nacionalidad 
por residencia remitidas a este centro en trámite de recurso por virtud del entablado 
por la promotora contra auto de la encargada del Registro Civil de Alcorcón (Madrid). 

HECHOS 

1. Por medio de formulario presentado el 6 de noviembre de 2012 en el Registro Civil 
de Alcorcón, la Sra. M. M. P. T., de nacionalidad ecuatoriana, solicitó la nacionalidad 
española por residencia. Adjuntaba la siguiente documentación: formulario de solici-
tud cumplimentado y firmado por la promotora; certificados de nacimiento, de nacio-
nalidad ecuatoriana y de ausencia de antecedentes penales en su país de origen; cer-
tificado de empadronamiento; resoluciones de reconocimiento de alta en la Seguridad 
Social; nóminas; tarjeta de residencia en España y pasaporte ecuatoriano. 

2. Ratificada la promotora el 2 de julio de 2014 y practicado examen de integración, el 
ministerio fiscal interesó que se requiriera a la solicitante la aportación de certificados 
de nacimiento y de ausencia de antecedentes penales debidamente legalizados. 
Consta en las actuaciones un intento de notificación por correo certificado el 30 de 
mayo de 2017 que resultó infructuoso por estar la destinataria ausente del domicilio. 

3. El 25 de septiembre de 2017, visto el estado de las actuaciones, se acordó pasar 
las actuaciones al ministerio fiscal, que interesó la declaración de caducidad, final-
mente acordada por la encargada del registro mediante auto de 27 de octubre de 
2017 en virtud de lo previsto en el artículo 354 del Reglamento del Registro Civil. 
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4. Notificada la resolución, se presentó recurso ante la Dirección General de los 
Registros y del Notariado solicitando la recurrente que se dejara sin efecto la resolu-
ción de caducidad para poder continuar con el procedimiento. 

5. De la interposición del recurso se dio traslado al ministerio fiscal, que interesó su 
desestimación. La encargada del Registro Civil de Alcorcón emitió informe favorable a 
la estimación por no haberse notificado a la interesada el inicio del expediente de 
caducidad, debiendo retrotraerse las actuaciones a ese momento, quedando a la 
decisión de la DGRN la facultad de entrar en el fondo del asunto y dictar el pronuncia-
miento correspondiente. A continuación, remitió las actuaciones a la Dirección General 
de los Registros y del Notariado para la resolución del recurso. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

I. Vistos los artículos 354 y 355 del Reglamento del Registro Civil (RRC), y las resolucio-
nes, entre otras, 28 de abril de 2003; 7-1ª de enero, 27-3ª de febrero y 19-4ª de 
noviembre de 2004; 25-1ª, 2ª, 3ª y 4ª de enero, 8-2ª y 17-3ª de febrero, 27-4ª y 31-1ª 
de octubre de 2006; 27-9ª de marzo de 2007; 12-3ª de enero y 23-10ª de marzo de 
2009; 9-2ª de febrero y 7-1ª de octubre de 2010; 11-4ª de enero, 4-2ª de abril y 13-1ª 
de junio de 2011; 28-16ª de junio de 2012; 19-5ª y 15ª de abril y 18-35ª de septiem-
bre de 2013; 10-44ª de febrero de 2014; 30-7ª de enero de 2015 y 14-23ª de octubre 
de 2016, y 13-31ª de octubre de 2017. 

II. La recurrente presentó su solicitud de nacionalidad española por residencia en 
noviembre de 2012 y, tras un único intento infructuoso acreditado de notificación para 
que aportara documentación complementaria realizado en mayo de 2017, la encarga-
da del registro declaró la caducidad de las actuaciones por causa imputable a la pro-
motora. Contra esta resolución se presentó el recurso ahora examinado. 

III. Pasados tres meses desde que un expediente se paralice por culpa del promotor, el 
ministerio fiscal podrá pedir que se declare su caducidad previa citación al interesado 
(art. 354, párrafo tercero RRC). No consta en este caso, tal como admite la encargada, 
que antes de ser declarada la caducidad, se hubiera efectuado, o intentado al menos, 
la notificación a la promotora del inicio de dicho procedimiento, razón por la cual, ya en 
principio, procedería estimar del recurso y retrotraer las actuaciones al momento en 
que debió ser citada con carácter previo a la declaración sobre la caducidad del expe-
diente. No obstante, dado el tiempo transcurrido desde la solicitud, se estima oportu-
no, por razones de economía procedimental y para evitar dilaciones desproporciona-
das con la causa (arts. 354, párrafo segundo, y 358, quinto, RRC), entrar a examinar el 
fondo del asunto y dictar el pronunciamiento correspondiente. 

IV. Aunque, según una diligencia incorporada a las actuaciones, el letrado de la 
Administración de Justicia indica que se intentó la citación en reiteradas ocasiones, lo 
cierto es que el registro no acredita más que un único intento de notificación postal a 
la interesada para que aportara la documentación requerida por el ministerio fiscal. 
De manera que no se realizaron las actuaciones precisas hasta agotar los intentos de 
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notificación (nueva tentativa en día y hora distintos, diligencias de averiguación de un 
posible nuevo domicilio y, en última instancia, notificación mediante la publicación de 
edictos) y tampoco consta que se advirtiera a la promotora en ningún momento de la 
existencia de un plazo legal de caducidad de tres meses pasado el cual podría archi-
varse su solicitud si el expediente se paralizaba por causa a ella imputable. Por todo 
ello se considera que no procede declarar la caducidad en este caso. 

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y 
Estado Civil, ha acordado que procede: 

1.º) Estimar el recurso y dejar sin efecto la resolución de archivo. 

2.º) Retrotraer las actuaciones, de acuerdo con el procedimiento aplicable al tiempo de 
la solicitud, al momento en que la interesada debió ser correctamente citada para 
aportar la documentación requerida. 

Madrid, 14 de febrero de 2019

Firmado: El director general: Pedro José Garrido Chamorro.

Sra. juez encargada del Registro Civil de Alcorcón (Madrid)

Resolución de 14 de febrero de 2019 (10ª) 
VIII.3.1 Caducidad por inactividad del promotor. Art. 354 RRC 

1.º) La declaración de caducidad por causa imputable al promotor requiere la previa 
citación del interesado. 

2.º) Examinado el fondo del asunto por razones de economía procesal y para evitar 
dilaciones desproporcionadas, es conforme a derecho la caducidad que se decreta 
pasados tres meses desde que un expediente se paraliza por culpa del promotor. 

En las actuaciones sobre declaración de caducidad de un expediente de nacionalidad 
por residencia remitidas a este centro en trámite de recurso por virtud del entablado 
por la promotora contra auto de la encargada del Registro Civil de Melilla. 

HECHOS 

1. Por medio de formulario presentado el 15 de enero de 2015 en el Registro Civil de 
Melilla, la Sra. T. A., de nacionalidad marroquí, solicitó la nacionalidad española por 
residencia. Adjuntaba la siguiente documentación: formulario de solicitud cumplimen-
tado y firmado por la promotora; pasaporte marroquí; volante de empadronamiento; 
certificados de nacimiento y de ausencia de antecedentes penales en su país de 
origen; tarjeta de residencia; tarjeta sanitaria y una nómina. 

2. Ratificada la interesada el 15 de enero de 2015, ese mismo día fue citada personal-
mente para comparecer ante el registro el 18 de noviembre siguiente con el fin de 
realizar la entrevista acerca de su grado de integración. 
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3. El 11 de abril de 2016, ante la incomparecencia de la interesada, se trasladaron las 
actuaciones al ministerio fiscal por si procedía iniciar el procedimiento de caducidad. 
Previo informe favorable del mencionado órgano, la encargada del registro dictó auto 
el 23 de junio de 2016 declarando la caducidad del expediente por paralización duran-
te más de tres meses por causa imputable a la promotora. 

4. Notificada la resolución, se presentó recurso ante la Dirección General de los 
Registros y del Notariado alegando la promotora que había realizado la entrevista 
sobre integración el 15 de enero de 2015, por lo que la caducidad declarada es conse-
cuencia de un error del registro al no haber adjuntado a la documentación copia de 
dicha entrevista. Al mismo tiempo, presentó un volante de empadronamiento corres-
pondiente a su nuevo domicilio en Melilla. 

5. De la interposición del recurso se dio traslado al ministerio fiscal, que interesó su 
desestimación. La encargada del Registro Civil de Melilla remitió las actuaciones a la 
Dirección General de los Registros y del Notariado para la resolución del recurso. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

I. Visto el artículo 354 del Reglamento del Registro Civil (RRC), y las resoluciones, entre 
otras, de 28 de abril de 2003; 7-1ª de enero y 30 de julio de 2004; 21-2ª de junio de 
2005; 24-6ª de noviembre de 2006; 30-4ª de enero, 16-5ª de febrero y 20-6ª de julio 
de 2007; 16-4ª de septiembre y 28-8ª de noviembre de 2008; 3-6ª y 10-2ª de junio de 
2009; 9-2ª de febrero, 9-8ª de junio y 19-16ª de noviembre de 2010; 28-1ª de marzo y 
2-1ª de noviembre de 2011; 6-36ª de julio de 2012; 1-45ª de marzo, 18-50ª de julio, 
7-58ª de octubre y 13-29ª y 30ª de diciembre de 2013; 17-42ª de febrero y 26-57ª de 
diciembre de 2014; 31-32ª de julio, 11-29ª y 25-20ª de septiembre de 2015; 13-41ª y 
43ª de mayo de 2016; 24-12ª de enero, 21-40ª y 41ª de abril y 13-29º de octubre de 
2017, y 9-18ª de febrero de 2018. 

II. La recurrente inició expediente para la obtención de la nacionalidad española por 
residencia el 15 de enero de 2015, siendo citada personalmente en esa misma fecha 
para comparecer ante el registro el 18 de noviembre siguiente con el fin de realizar el 
trámite de audiencia personal previsto en el artículo 221 RRC. Transcurridos más de 
tres meses desde la fecha fijada para la comparecencia sin que la interesada se per-
sonara en el registro, la encargada, previo informe del ministerio fiscal, declaró la 
caducidad del expediente en virtud de lo establecido en el art. 354 RRC. Contra el auto 
de declaración de caducidad se presentó el recurso ahora examinado. 

III. De acuerdo con la normativa aplicable en el momento en que se iniciaron las 
actuaciones, pasados tres meses desde que un expediente se paralice por culpa del 
promotor, el ministerio fiscal podrá pedir que se declare su caducidad previa citación 
al interesado (art. 354, párrafo tercero RRC). No consta en este caso que antes de ser 
declarada la caducidad la promotora hubiera sido notificada del inicio de dicho proce-
dimiento, razón por la cual, en principio, procedería estimar el recurso y retrotraer las 
actuaciones al momento en que debió haber sido citada con carácter previo a la decla-
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ración sobre la caducidad del expediente. No obstante, dado el tiempo transcurrido 
desde la solicitud, se estima oportuno, por razones de economía procedimental y para 
evitar dilaciones desproporcionadas con la causa (arts. 354, párrafo segundo, y 358, 
quinto, RRC), entrar a examinar el fondo del asunto y dictar el pronunciamiento corres-
pondiente. 

IV. Así, según se acredita en diligencia del registro firmada por la promotora el mismo 
día de la presentación y ratificación de la solicitud, el 15 de enero de 2015 fue citada 
para comparecer el 18 de noviembre siguiente con el fin de realizar la audiencia per-
sonal para valorar su grado de integración en la sociedad española. Según esa misma 
diligencia, se realizaron las advertencias legales, de donde se deduce que el registro 
advirtió a la interesada de la posibilidad de declaración de caducidad de las actuacio-
nes en caso de inactividad por su parte durante más de tres meses. No consta que la 
promotora expresara alegación alguna al respecto o solicitara un cambio de fecha 
para comparecer. De hecho, tampoco comunicó su cambio de domicilio durante todo 
ese tiempo, razón por la cual resultó infructuoso el intento de notificación postal de la 
resolución recurrida. Así pues, de acuerdo con lo establecido en el artículo 354 RRC 
aplicable en este caso, una vez transcurridos tres meses desde que el expediente se 
paralice por causa imputable al promotor, cabe iniciar el procedimiento de caducidad 
y, por tanto, debe confirmarse en este caso el auto apelado. 

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y 
Estado Civil, ha acordado que procede desestimar el recurso y confirmar la resolución 
apelada. 

Madrid, 14 de febrero de 2019

Firmado: El director general: Pedro José Garrido Chamorro.

Sra. juez encargada del Registro Civil de Melilla

Resolución de 27 de febrero de 2019 (5ª) 
VIII.3.1 Caducidad por inactividad del promotor. Art. 354 RRC 

1.º) La declaración de caducidad por causa imputable al promotor requiere la previa 
citación del interesado. 

2.º) Examinado el fondo del asunto por razones de economía procesal y para evitar 
dilaciones desproporcionadas, es conforme a derecho la caducidad que se decreta 
pasados tres meses desde que un expediente se paraliza por culpa del promotor. 

En las actuaciones sobre declaración de caducidad de un expediente de nacionalidad 
por residencia remitidas a este centro en trámite de recurso por virtud del entablado 
por el promotor contra auto de la encargada del Registro Civil de Massamagrell 
(Valencia). 

HECHOS 
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1. Por medio de formulario presentado el 15 de junio de 2015 en el Registro Civil de 
Massamagrell (Valencia), el Sr. V.-R. V. T., de nacionalidad venezolana y entonces toda-
vía menor de edad, solicitó la nacionalidad española por residencia. Adjuntaba la 
siguiente documentación: formulario de solicitud cumplimentado y firmado por el pro-
motor; certificado de empadronamiento; poder de representación otorgado por el 
padre del solicitante a la madre para realizar gestiones en relación con los hijos comu-
nes; certificado de nacimiento venezolano; solicitud de tarjeta de residencia y pasa-
portes del solicitante y de su madre; inscripción de matrimonio de la madre con un 
ciudadano español; certificado de nacimiento, DNI y carta sobre revalorización de 
pensiones del marido de la madre. 

2. Ratificado el interesado, a requerimiento del registro aportó la siguiente documenta-
ción: certificado de matrícula en un programa formativo municipal, declaración de 
IRPF del marido de la madre del solicitante, informes de la Seguridad Social sobre 
percepciones económicas de ambos cónyuges, certificado de licencia de jugador de 
fútbol, tarjetas de residencia de madre e hijo e informe de vida laboral. 

3. Practicada audiencia para valorar el grado de integración en la sociedad española, 
el ministerio fiscal interesó la aportación de certificado de ausencia de antecedentes 
penales en el país de origen al haber alcanzado ya el promotor en ese momento la 
mayoría de edad. La notificación del requerimiento se realizó en comparecencia perso-
nal del interesado en el registro el 16 de septiembre de 2016, advirtiéndole del plazo 
de caducidad establecido en el artículo 354 del Reglamento del Registro Civil. 

4. El 17 de enero de 2017, ante la incomparecencia del interesado hasta entonces, se 
trasladaron las actuaciones al ministerio fiscal por si procedía iniciar el procedimiento 
de caducidad. Previo informe favorable del mencionado órgano, la encargada del 
registro dictó auto el 14 de febrero de 2017 declarando la caducidad del expediente 
por paralización durante más de tres meses por causa imputable al promotor. 

5. Notificada la resolución, se presentó recurso ante la Dirección General de los 
Registros y del Notariado alegando el promotor que no había aportado el certificado de 
penales requerido por la dificultad de realizar el trámite debido a la situación en su 
país de origen y que, además, cuando se inició el expediente, el interesado todavía era 
menor de edad, por lo que la aportación del mencionado certificado no era exigible. 

6. De la interposición del recurso se dio traslado al ministerio fiscal, que interesó su 
desestimación. La encargada del Registro Civil de Massamagrell se ratificó en su 
decisión y remitió las actuaciones a la Dirección General de los Registros y del 
Notariado para la resolución del recurso. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

I. Visto el artículo 354 del Reglamento del Registro Civil (RRC), y las resoluciones, entre 
otras, de 28 de abril de 2003; 7-1ª de enero y 30 de julio de 2004; 21-2ª de junio de 
2005; 24-6ª de noviembre de 2006; 30-4ª de enero, 16-5ª de febrero y 20-6ª de julio 
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de 2007; 16-4ª de septiembre y 28-8ª de noviembre de 2008; 3-6ª y 10-2ª de junio de 
2009; 9-2ª de febrero, 9-8ª de junio y 19-16ª de noviembre de 2010; 28-1ª de marzo y 
2-1ª de noviembre de 2011; 6-36ª de julio de 2012; 1-45ª de marzo, 18-50ª de julio, 
7-58ª de octubre y 13-29ª y 30ª de diciembre de 2013; 17-42ª de febrero y 26-57ª de 
diciembre de 2014; 31-32ª de julio, 11-29ª y 25-20ª de septiembre de 2015; 13-41ª y 
43ª de mayo de 2016; 24-12ª de enero, 21-40ª y 41ª de abril y 13-29º de octubre de 
2017, y 9-18ª de febrero de 2018. 

II. El recurrente inició expediente para la obtención de la nacionalidad española por 
residencia el 15 de junio de 2015, siendo requerido personalmente, una vez iniciada 
la tramitación, para que aportara un certificado de penales de su país de origen. 
Transcurridos más de tres meses desde la notificación del requerimiento sin que el 
interesado se personara en el registro, la encargada, previo informe del ministerio 
fiscal, declaró la caducidad del expediente en virtud de lo establecido en el art. 354 
RRC. Contra el auto de declaración de caducidad se presentó el recurso ahora exami-
nado. 

III. De acuerdo con la normativa aplicable en el momento en que se iniciaron las 
actuaciones, pasados tres meses desde que un expediente se paralice por culpa del 
promotor, el ministerio fiscal podrá pedir que se declare su caducidad previa citación 
al interesado (art. 354, párrafo tercero RRC). A pesar de lo que indica la encargada en 
la resolución recurrida, no consta en la documentación remitida que antes de ser 
declarada la caducidad el promotor hubiera sido notificado del inicio de dicho procedi-
miento, razón por la cual, en principio, procedería estimar el recurso y retrotraer las 
actuaciones al momento en que debió haber sido citado con carácter previo a la decla-
ración sobre la caducidad de su expediente. No obstante, dado el tiempo transcurrido 
desde la solicitud, se estima oportuno, por razones de economía procedimental y para 
evitar dilaciones desproporcionadas con la causa (arts. 354, párrafo segundo, y 358, 
quinto, RRC), entrar a examinar el fondo del asunto y dictar el pronunciamiento corres-
pondiente. 

IV. Así, según se acredita en diligencia del registro firmada por el promotor, el 16 de 
septiembre de 2016 fue requerido para que aportara un certificado de penales de su 
país de origen, advirtiéndole al mismo tiempo expresamente de la existencia del plazo 
de caducidad que establece el artículo 354 RRC. Sin entrar a valorar la necesidad o no 
de incorporar el mencionado documento, lo cierto, en cualquier caso, es que el intere-
sado dejó pasar el plazo sin realizar alegación alguna ni comparecer de nuevo, dentro 
de los tres meses, para solicitar una prórroga si lo consideraba necesario. Así pues, de 
acuerdo con lo establecido en el artículo 354 RRC aquí aplicable, una vez transcurri-
dos tres meses desde que el expediente se paralice por causa imputable al promotor, 
cabe iniciar el procedimiento de caducidad y, por tanto, debe confirmarse en este caso 
el auto apelado. 
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Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y 
Estado Civil, ha acordado que procede desestimar el recurso y confirmar la resolución 
apelada. 

Madrid, 27 de febrero de 2019

Firmado: El director general: Pedro José Garrido Chamorro.

Sra. juez encargada del Registro Civil de Massamagrell (Valencia)

Resolución de 27 de febrero de 2019 (8ª) 
VIII.3.1 Caducidad por inactividad del promotor. Art. 354 RRC 

1º) La declaración de caducidad por causa imputable al promotor requiere la previa 
citación de los interesados. 

2º) Examinado el fondo del asunto por razones de economía procesal y para evitar 
dilaciones desproporcionadas, es conforme a derecho la caducidad que se decreta 
pasados tres meses desde que un expediente se paraliza por culpa del promotor. 

En las actuaciones sobre declaración de caducidad de un expediente de nacionalidad 
por residencia remitidas a este centro en trámite de recurso por virtud del entablado 
por el promotor contra auto del encargado del Registro Civil de Torrevieja (Alicante). 

HECHOS 

1. Por medio de formulario presentado el 25 de septiembre de 2015 y dirigido al 
Registro Civil de Torrevieja (Alicante), el Sr. S. G., de nacionalidad argelina, solicitó la 
nacionalidad española por residencia. Consta en el expediente la siguiente documen-
tación aportada por el solicitante: certificado policial de residencia en España, certifi-
cado de empadronamiento, informe de vida laboral, tarjeta de residencia, pasaporte 
argelino, certificados de nacimiento y de ausencia de antecedentes penales y contrato 
de trabajo. 

2. Ratificado el promotor y practicada audiencia para valorar su grado de integración, 
a instancia del ministerio fiscal se dictó providencia el 24 de junio de 2016 requiriendo 
al interesado la aportación de nóminas que acreditaran sus ingresos. Constan en el 
expediente dos intentos de notificación del requerimiento por correo postal en el domi-
cilio facilitado por el interesado el 14 de julio de 2016 y el 24 de agosto de 2017. 
También figuran dos diligencias negativas de intentos de notificación a través del 
Servicio Común de Notificaciones y Embargos del Decanato de los Juzgados de 
Torrevieja el 11 de diciembre de 2017 y el 8 de febrero de 2018. 

3. El 21 de febrero de 2018, vista la paralización del expediente, se pasaron las actua-
ciones al ministerio fiscal, que emitió informe interesando la declaración de caducidad. 
El encargado del registro dictó auto el 28 de marzo de 2018 acordando finalmente 
dicha caducidad en virtud del artículo 354 del Reglamento del Registro Civil al haberse 
paralizado el expediente durante más de tres meses por causa imputable al promotor. 
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4. Notificada la resolución en comparecencia del interesado ante el registro el 20 de 
junio de 2018, se presentó recurso ante la Dirección General de los Registros y del 
Notariado alegando el recurrente que no dispone de un domicilio fijo porque trabaja en 
el sector agrícola y se desplaza constantemente a diferentes provincias, pero que dis-
pone de las nóminas solicitadas por el ministerio fiscal y puede proporcionar el domici-
lio de un amigo a efectos de notificaciones, por lo que solicita que se vuelva a abrir su 
expediente. 

5. De la interposición del recurso se dio traslado al ministerio fiscal, que interesó su 
desestimación. El encargado del Registro Civil de Torrevieja remitió las actuaciones a 
la Dirección General de los Registros y del Notariado para la resolución del recurso. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

I. Visto el artículo 354 del Reglamento del Registro Civil (RRC), y las resoluciones, entre 
otras, de 28 de abril de 2003; 7-1ª de enero y 30 de julio de 2004; 21-2ª de junio de 
2005; 24-6ª de noviembre de 2006; 30-4ª de enero, 16-5ª de febrero y 20-6ª de julio 
de 2007; 16-4ª de septiembre y 28-8ª de noviembre de 2008; 3-6ª y 10-2ª de junio de 
2009; 9-2ª de febrero, 9-8ª de junio y 19-16ª de noviembre de 2010; 28-1ª de marzo y 
2-1ª de noviembre de 2011; 6-36ª de julio de 2012; 1-45ª de marzo, 18-50ª de julio, 
7-58ª de octubre y 13-29ª y 30ª de diciembre de 2013; 17-42ª de febrero y 26-57ª de 
diciembre de 2014; 31-32ª de julio, 11-29ª y 25-20ª de septiembre de 2015; 13-41ª y 
43ª de mayo de 2016; 24-12ª de enero, 21-40ª y 41ª de abril y 13-29º de octubre de 
2017, y 9-18ª de febrero de 2018. 

II. El recurrente solicitó la nacionalidad española por residencia en 2015, siendo 
requerido en junio de 2016, a instancia del ministerio fiscal, para que aportara docu-
mentación complementaria. Intentada infructuosamente la notificación del requeri-
miento en varias ocasiones en el único domicilio proporcionado por el solicitante, el 
encargado del registro, previo informe del ministerio fiscal, declaró la caducidad del 
procedimiento de nacionalidad en virtud de lo establecido en el art. 354 RRC. Contra 
el auto de declaración de caducidad se presentó el recurso ahora examinado. 

III. Pasados tres meses desde que un expediente se paralice por culpa del promotor, el 
ministerio fiscal podrá pedir que se declare su caducidad previa citación al interesado 
(art. 354, párrafo tercero RRC). No consta en este caso que antes de ser declarada la 
caducidad se hubiera notificado al promotor (o intentado al menos) el inicio de dicho 
procedimiento, razón por la cual, en principio, procedería estimar el recurso y retro-
traer las actuaciones al momento en que debió ser citado con carácter previo a la 
declaración sobre la caducidad del expediente. No obstante, dado el tiempo transcurri-
do desde la solicitud, se estima oportuno, por razones de economía procedimental y 
para evitar dilaciones desproporcionadas con la causa (arts. 354, párrafo segundo, y 
358, quinto, RRC), entrar a examinar el fondo del asunto y dictar el pronunciamiento 
correspondiente. 
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IV. Constan documentados mediante las correspondientes diligencias y justificantes 
de Correos cuatro intentos de notificación entre 2016 y 2018 en el único domicilio 
proporcionado por el interesado. Este alega en su recurso que no dispone de domicilio 
fijo debido a las características de su actividad laboral. Por otra parte, también hay que 
decir que el registro no realizó todas las actuaciones precisas hasta agotar los intentos 
de notificación (diligencias de averiguación de nuevo domicilio mediante consulta 
padronal o petición de informe policial y, en última instancia, notificación del requeri-
miento mediante la publicación de edictos). Sin embargo, examinada la documenta-
ción incorporada al expediente, parece evidente que la responsabilidad de no haber 
podido realizar la notificación del requerimiento es imputable en mayor medida al 
promotor al no haber facilitado, como era su obligación, un domicilio a efectos de 
notificaciones estando pendiente de resolución su solicitud de nacionalidad. A ello se 
añade que desde su última comparecencia en junio de 2016 no volvió a interesarse 
por el estado de su expediente hasta pasados dos años. Además, aun cuando el 
registro hubiera intentado averiguar de oficio si el interesado había cambiado de domi-
cilio, las gestiones habrían resultado muy dificultosas, dado que el propio interesado 
reconoce que carece de domicilio fijo y no proporcionó ninguno a efectos de notifica-
ciones durante la tramitación del expediente, como era su deber. En definitiva, aunque 
se observa alguna deficiencia en la tramitación del registro, a la vista del conjunto de 
las circunstancias, no se consideran admisibles las alegaciones del recurrente, por lo 
que, acreditado el transcurso de más de tres meses desde el intento de notificación en 
el domicilio designado por él mismo, con la consecuente paralización del procedimien-
to por causa de su inactividad, debe confirmarse en este caso el auto apelado. 

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y 
Estado Civil, ha acordado que procede desestimar el recurso y confirmar el auto 
apelado. 
Madrid, 27 de febrero de 2019

Firmado: El director general: Pedro José Garrido Chamorro.

Sr. juez encargado del Registro Civil de Torrevieja (Alicante)

Resolución de 27 de febrero de 2019 (12ª) 
VIII.3.1 Caducidad por inactividad del promotor. Art. 354 RRC 

1.º) La declaración de caducidad por causa imputable al promotor requiere la previa 
citación del interesado. 

2.º) Examinado el fondo del asunto por razones de economía procesal y para evitar 
dilaciones desproporcionadas, no resulta acreditado por parte del registro el cumpli-
miento de las formalidades previstas legalmente para la declaración de caducidad ni 
que la paralización del expediente sea imputable a la interesada, por lo que procede 
retrotraer las actuaciones al momento en que se debió notificar a la promotora la 
resolución de concesión de la nacionalidad. 
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En las actuaciones sobre declaración de caducidad de un expediente de nacionalidad 
por residencia remitidas a este centro en trámite de recurso por virtud del entablado 
por la interesada contra auto dictado por el encargado del Registro Civil de Telde (Las 
Palmas, Gran Canaria). 

HECHOS 

1. Tras la solicitud presentada en el Registro Civil de Telde en 2011 por la Sra. F. el A., 
de nacionalidad marroquí, y una vez realizados los trámites pertinentes, la Dirección 
General de los Registros y del Notariado (DGRN) dictó resolución de concesión a la 
interesada de la nacionalidad española por residencia fechada el 13 de febrero de 
2013. 

2. Figura incorporada al expediente copia de una providencia de 2 de agosto de 2016 
en la que se ordenaba la notificación a la interesada de la resolución de concesión, así 
como una diligencia de la misma fecha solicitando al jefe de la Policía de Ingenio la 
localización de la promotora (ambos documentos sin firma ni sello alguno), sin que 
conste el resultado de tales actuaciones. 

3. El 6 de marzo de 2017 se ordenó el traslado de las actuaciones al ministerio fiscal 
para informe sobre la posible declaración de caducidad y, una vez emitido dicho infor-
me en sentido favorable, el encargado del registro dictó auto el 24 de abril de 2017 
declarando la caducidad de las actuaciones en virtud de lo dispuesto en el artículo 
354 del Reglamento del Registro Civil al no haber sido posible la localización de la 
interesada en el domicilio que constaba en el expediente. 

4. Notificada la resolución, se presentó recurso ante la Dirección General de los 
Registros y del Notariado alegando la interesada que siempre ha residido en el mismo 
domicilio, que, además, proporcionó dos números de teléfono en su solicitud, que no 
ha recibido notificación alguna y que se enteró de la declaración de caducidad cuando 
se presentó en el registro para preguntar por el estado de su expediente, dado el 
tiempo transcurrido desde que lo había iniciado. 

5. De la interposición del recurso se dio traslado al ministerio fiscal, que interesó su 
desestimación. El encargado del Registro Civil de Telde remitió el expediente a la 
Dirección General de los Registros y del Notariado para la resolución del recurso. 

6. Consta una diligencia de la letrada de la Administración de Justicia fechada el 11 de 
junio de 2018 en la que manifiesta que el expediente remitido es testimonio del origi-
nal que, según anotaciones del propio registro, está archivado desde el 22 de mayo de 
2017 pero que no ha podido ser localizado, por lo que únicamente se han incorporado 
las resoluciones guardadas en la aplicación informática. Indica, asimismo, que en 
agosto de 2016 se acordó la notificación de la resolución de concesión a la interesada 
y se libró oficio a la policía local de Ingenio para localizarla, siendo el resultado infruc-
tuoso, por lo que, previo traslado al ministerio fiscal, se declaró la caducidad del 
expediente. 
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FUNDAMENTOS DE DERECHO 

I. Vistos los artículos 354 y 355 del Reglamento del Registro Civil (RRC), y las resolucio-
nes, entre otras, 28 de abril de 2003; 7-1ª de enero, 27-3ª de febrero y 19-4ª de 
noviembre de 2004; 25-1ª, 2ª, 3ª y 4ª de enero, 8-2ª y 17-3ª de febrero, 27-4ª y 31-1ª 
de octubre de 2006; 27-9ª de marzo de 2007; 12-3ª de enero y 23-10ª de marzo de 
2009; 9-2ª de febrero y 7-1ª de octubre de 2010; 11-4ª de enero, 4-2ª de abril y 13-1ª 
de junio de 2011; 28-16ª de junio de 2012; 19-5ª y 15ª de abril y 18-35ª de septiem-
bre de 2013; 10-44ª de febrero de 2014; 30-7ª de enero de 2015 y 14-23ª de octubre 
de 2016; y 13-31ª de octubre de 2017. 

II. La recurrente presentó su solicitud de nacionalidad española por residencia en 
2011 y, una vez dictada resolución de concesión en febrero de 2013, tras resultar 
fallida la notificación en agosto de 2016, según el registro, por no haber sido localiza-
da la interesada, el encargado declaró la caducidad de las actuaciones en 2017. 

III. Pasados tres meses desde que un expediente se paralice por culpa del promotor, el 
ministerio fiscal podrá pedir que se declare su caducidad previa citación al interesado 
(art. 354, párrafo tercero RRC). No consta en este caso que antes de ser declarada la 
caducidad, se hubiera efectuado, o intentado al menos, la notificación a la promotora 
del inicio de dicho procedimiento, razón por la cual, ya en principio, procedería estimar 
del recurso y retrotraer las actuaciones al momento en que debió ser citada con carác-
ter previo a la declaración sobre la caducidad del expediente. No obstante, dado el 
tiempo transcurrido desde la solicitud, se estima oportuno, por razones de economía 
procedimental y para evitar dilaciones desproporcionadas con la causa (arts. 354, 
párrafo segundo, y 358, quinto, RRC), entrar a examinar el fondo del asunto y dictar el 
pronunciamiento correspondiente. 

IV. No consta acreditado en el expediente ningún intento de notificación de la resolu-
ción de concesión de la DGRN por parte del registro. La promotora asegura que no ha 
cambiado de domicilio y que también proporcionó dos números de teléfono, sin que en 
ningún momento el registro se haya puesto en contacto con ella. El registro, por su 
parte, admite que se ha extraviado el expediente original completo, por lo que única-
mente se han podido incorporar a las actuaciones copias de los documentos que 
quedaron registrados en la aplicación informática. En definitiva, a la vista de la docu-
mentación disponible, no resulta probado que la causa de paralización del expediente 
sea imputable a la interesada, por lo que, para evitar el riesgo de una posible indefen-
sión, el recurso interpuesto debe ser estimado. 

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y 
Estado Civil, ha acordado que procede 

1.º) Estimar el recurso y dejar sin efecto la resolución de caducidad. 

2.º) Retrotraer las actuaciones, de acuerdo con el procedimiento aplicable al tiempo de 
la solicitud, al momento en que se debió notificar a la interesada la resolución de 
concesión. 
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Madrid, 27 de febrero de 2019

Firmado: El director general: Pedro José Garrido Chamorro.

Sr. juez encargado del Registro Civil de Telde (Las Palmas, Gran Canaria)

VIII.4  OTRAS CUESTIONES

VIII.4.4  PROCEDIMIENTO Y OTRAS CUESTIONES

Resolución de 6 de febrero de 2019 (2ª) 
VIII.4.4 Recurso contra decisión no comprendida en el artículo 355 RRC 

No es admisible el recurso entablado contra una providencia por la que se acuerda 
que una concesión de nacionalidad figure como caducada en el sistema informático, 
sin que exista una declaración formal previa de caducidad, porque no se trata de una 
resolución recurrible ante la DGRN según el artículo 355 del Reglamento del Registro 
Civil. 

En las actuaciones sobre caducidad de la concesión de nacionalidad por residencia 
remitidas a este centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el interesado 
contra auto dictado por la encargada del Registro Civil de Gavà (Barcelona). 

HECHOS 

1. Tras la solicitud presentada en el Registro Civil de Gavà (Barcelona) por el Sr. V. de J. 
R., de nacionalidad brasileña, una vez realizados los trámites pertinentes, la Dirección 
General de los Registros y del Notariado dictó resolución de concesión al interesado de 
la nacionalidad española por residencia el 22 de abril de 2013. 

2. Intentada infructuosamente la notificación en diciembre de 2014 mediante correo 
certificado y no constando en el registro otro domicilio del interesado, la resolución se 
notificó finalmente mediante la publicación de un edicto que permaneció expuesto en 
el tablón de anuncios del registro entre el 19 de enero y el 20 de agosto de 2015. 

3. La encargada del registro dictó providencia el 20 de agosto de 2015 acordando que 
se hiciera constar la caducidad de la concesión en la aplicación informática INFOREG, 
así como la remisión de las actuaciones a la Dirección General de los Registros y del 
Notariado (DGRN). 

4. El 18 de diciembre de 2017, el interesado presentó recurso ante la DGRN en el que 
solicitaba la revocación de la caducidad declarada alegando que había tenido noticia 
de la concesión y posterior caducidad de la concesión de nacionalidad a través de la 
página web del Ministerio de Justicia al realizar una consulta sobre el estado de su 
expediente; que el registro no le había comunicado en ningún momento ni la concesión 
ni la caducidad posterior; que en 2014 se le había dado de baja en el padrón municipal 
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en una revisión periódica porque los extranjeros no comunitarios que no disponen de 
permiso de residencia de larga duración deben renovar de forma presencial su inscrip-
ción padronal cada dos años y él se encontraba de vacaciones cuando se produjo la 
revisión; que, además, en 2014 se divorció y tuvo que dejar el domicilio conyugal en 
2015, aunque siguió empadronado allí, y que, posteriormente, se enteró de que el 
propietario y arrendador de la vivienda le había dado de baja en el padrón y que su 
excónyuge también había cambiado de domicilio. 

5. De la interposición del recurso se dio traslado al ministerio fiscal, que interesó su 
desestimación. La encargada del Registro Civil de Gavà emitió informe desfavorable y 
remitió el expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado para su 
resolución. 

6. Desde la DGRN se reclamó la incorporación a las actuaciones de la resolución de 
caducidad, que no figuraba ni adjunta al escrito de recurso del interesado ni entre la 
documentación remitida por el registro. Se remitió entonces una resolución de la 
encargada, dictada el 2 de agosto de 2018, en la que se declara la caducidad de la 
concesión de nacionalidad del interesado por el transcurso del plazo previsto en el 
artículo 224 del Reglamento del Registro Civil. Dicha resolución se notificó al ministe-
rio fiscal –que no presentó alegaciones– y al interesado, según consta en diligencia 
firmada por el notificado el 23 de agosto de 2018. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

I. Vistos los artículos 27 y 29 de la Ley del Registro Civil (LRC); 16, 355 y 356 del 
Reglamento del Registro Civil (RRC) y las resoluciones 1-3ª de diciembre de 2008, 
30-6ª de julio de 2009, 29-20ª de octubre y 26-2ª de diciembre de 2012, 19-14ª de 
abril de 2013 y 30-43ª de enero de 2014 y 31-36ª de julio de 2015. 

II. Solicita el recurrente que se deje sin efecto la caducidad de la concesión de su 
nacionalidad española por residencia resuelta por la DGRN en 2013 y notificada en 
2015 mediante edicto tras el intento infructuoso de notificación por correo certificado 
en el único domicilio que figuraba en el expediente. La encargada del registro, una vez 
transcurridos más de ciento ochenta días desde la notificación, dictó una providencia 
en agosto de 2015 en la que acordaba que se diera por caducada la concesión en el 
sistema informático, pero al parecer, la caducidad no se declaró entonces formalmen-
te. No obstante, el interesado, al constatar a través de una consulta en 2017 a la 
página web del Ministerio de Justicia, que la concesión de su nacionalidad figuraba 
caducada, presentó un recurso ante la DGRN solicitando que se dejara sin efecto la 
caducidad. Desde este centro se notificó al registro la interposición del recurso a 
efectos de alegaciones, solicitando al mismo tiempo la remisión de toda la documenta-
ción que constara en el expediente para proceder a su resolución y fue entonces 
cuando la encargada dictó la resolución formal declarando la caducidad de la conce-
sión el 2 de agosto de 2018. Dicha resolución, según se refleja en una diligencia 
sellada y firmada por el registro y por el receptor, se notificó al interesado en compare-
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cencia personal el 23 de agosto de 2018, advirtiéndole expresamente del plazo de 15 
de días a partir de ese momento para interponer recurso, sin que conste en este 
centro ninguna actuación posterior por parte del interesado. 

III. La normativa registral prevé, de un lado, un recurso ante la Dirección General de los 
Registros y del Notariado contra las resoluciones del encargado no admitiendo el 
escrito inicial o poniendo término al expediente que se entablará en el plazo de quince 
días hábiles (art. 355 RRC) y, de otro, un recurso contra la calificación de los HECHOS 
inscribibles efectuada por el encargado del registro con un plazo de interposición de 
treinta días (art. 29 LRC). Contra las decisiones no comprendidas en los artículos cita-
dos solo cabe recurso de reposición (art. 356, párrafo segundo, RRC). En este caso, la 
providencia de 2015 en la que se acordaba que se hiciera constar en el sistema infor-
mático la caducidad de la concesión no tiene encaje legal en ninguno de los supuestos 
descritos porque, aunque así apareciera en la aplicación informática, lo cierto es que 
no existía una resolución registral recurrible previa que hubiera declarado formalmen-
te tal caducidad. Esa resolución no se dictó hasta el 2 de agosto de 2018, una vez que 
la DGRN reclamó su incorporación a las actuaciones para resolver el expediente, 
siendo notificada personalmente al interesado el día 23 del mismo mes advirtiéndole 
expresamente del plazo de quince días para interponer recurso, sin que, como se ha 
dicho en el fundamento anterior, conste actuación alguna posterior por parte del pro-
motor. De manera que, sin necesidad de entrar en el fondo del asunto e independien-
temente de la incorrecta actuación inicial del registro al hacer figurar en el sistema 
informático una caducidad que no había sido aún declarada formalmente, no es 
admisible el recurso presentado antes de que se hiciera efectiva dicha caducidad y 
cuyas alegaciones no han sido ratificadas una vez emitida la resolución recurrible. 

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y 
Estado Civil, ha acordado que no procede admitir el recurso presentado en 2017 por 
falta de resolución recurrible. 

Madrid, 6 de febrero de 2019

Firmado: El director general: Pedro José Garrido Chamorro.

Sra. juez encargada del Registro Civil de Gavà (Barcelona)
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TRADUCCIÓN REALIZADA POR EL EQUIPO DE TRADUCCIÓN DE LA 
SUBDIRECCIÓN GENERAL DE CONSTITUCIONAL Y DERECHOS HUMANOS

Los idiomas oficiales del Tribunal Europeo de Derechos Humanos son el 
inglés y el francés, en los que se publican las sentencias,decisiones y 
cualquier otra documentación

SECCIÓN TERCERA

ASUNTO CAMACHO CAMACHO c.  ESPAÑA

(Demanda nº 32914/16)

SENTENCIA

ESTRASBURGO

24 de septiembre de 2019

Esta sentencia es firme. Puede modificarse en cuanto a la forma. 

En el asunto Camacho Camacho v. España,

El Tribunal Europeo de Derechos Humanos (Sección Tercera) reunido en 
Comité compuesto por:

	 Paulo Pinto de Albuquerque, presidente,

	 Helen Keller,

	 María Elósegui, jueces, 
y Stephen Phillips, Secretario de Sección,

Tras deliberar en Sala a puerta cerrada el 3 de septiembre de 2019,

Dicta la siguiente sentencia, adoptada en esa fecha:
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PROCEDIMIENTO

1. El asunto se inició mediante demanda (no 32914/16) contra el Reino de 
España, interpuesta por el demandante Antonio Camacho Camacho («  el 
demandante ») ante este Tribunal con arreglo al artículo 34 del Convenio para 
la Protección de los Derechos Humanos y las Libertades Fundamentales (“el 
Convenio”).

2. El demandante estuvo representado por Fernández Fernández, letrado en 
ejercicio en Madrid. El Gobierno español (“el Gobierno”) estuvo representado 
por su agente R.A. León Cavero, Abogado del Estado y Jefe del Área de 
Derechos Humanos del Ministerio de Justicia.

3. El 9 de enero de 2017 se notificó la demanda  al Gobierno.

4. El Gobierno no se opuso al examen de la demanda por parte de un Comité.

ANTECEDENTES DE HECHO

I.  CIRCUNSTANCIAS DEL CASO

5. El demandante nació en 1980 y vive en Bonavista, provincia de Tarragona.

6. La Sra. C., abogada en Castellón, representó a la ex pareja del demandante 
en un proceso civil relativo a la custodia de su hija, que finalizó con una 
sentencia de 30 de abril de 2008 en la que se concedía la custodia a la 
madre de la menor.

7. El 7 de mayo de 2008, C. fue asaltada en una rotonda tras detener su 
vehículo al percatarse de que las llantas estaban desinfladas. Fue herida pero 
logró escapar. El asaltante robó algunos de los objetos que estaban dentro del 
vehículo, incluyendo un bolso con efectos personales (como el teléfono móvil) 
y un maletín que contenía documentos profesionales.

8. El demandante y otras dos personas fueron acusados de tres delitos 
relacionados con los hechos descritos: obstrucción de la justicia, robo con 
violencia e intimidación y agresión con lesiones (previstos en los artículos 
464.2, 237 y 242.1, y 147.1, respectivamente, del Código Penal).

9. Durante la vista ante el Juez de lo Penal nº 3 de Castellón, se interrogó al 
demandante y al resto de acusados. El juez escuchó numerosos testimonios, 
algunos de los cuales fueron propuestos por los denunciantes, a saber, el 
fiscal y la víctima. Sin embargo, consideró que las pruebas aportadas en su 
conjunto no permitían concluir que los acusados fueran los autores de los 
delitos en cuestión. Consideró que no había pruebas de que los acusados 
hubieran tenido conocimiento de la sentencia del proceso civil antes de la 
agresión y que no se había establecido que los acusados hubieran llevado a 
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cabo una campaña de vigilancia del despacho profesional de la víctima, que 
le hubieran pinchado las ruedas de su vehículo o que hubieran agredido a la 
víctima y posteriormente se hubieran apropiado de sus pertenencias. El juez 
señaló además que dos de los acusados, incluido el demandante, disponían 
de coartada proporcionada por un testigo creíble que les situaba en otro lugar 
en el momento de los hechos. En consecuencia, mediante sentencia de 15 de 
marzo de 2013 del Juez de lo Penal nº 3 de Castellón, los acusados fueron 
absueltos ya que el juez no consideró probada su responsabilidad penal.

10. La víctima y la fiscalía apelaron. Esta última solicitó la nulidad de la 
sentencia a quo, el examen directo, personal y contradictorio del acusado y de 
determinados testigos en una audiencia pública y la condena del demandante. 
Mediante auto de 31 de julio de 2013, la Audiencia Provincial de Castellón 
rechazó la práctica de las pruebas solicitadas por el Ministerio Fiscal.

11. Mediante sentencia de 7 de octubre de 2013, la Audiencia Provincial 
declaró nula la sentencia impugnada por error grave en la apreciación de las 
pruebas relativas a la intervención del demandante en los hechos y confirmó 
la absolución de los dos coacusados. A tal efecto, admitió parcialmente el 
recurso del Ministerio Fiscal y aceptó parcialmente los hechos declarados 
probados por el juez de instrucción, a la vez que retiró la parte relativa a la 
coartada del demandante y de uno de los coacusados, en la medida en que 
consideró dudosa la credibilidad del testigo. También señaló que otro testigo, 
cuya declaración no podía tenerse en cuenta debido a su relación familiar con 
el acusado, había demostrado una considerable credibilidad. Observó que las 
pruebas indicaban que el demandante estaba implicado en los hechos en 
cuestión, llegando a dicha conclusión sin celebrar audiencia pública.

12. En consecuencia, considerando que “la condena del juez de lo penal 
carecía de lógica en algunos puntos (....) y que llegó a conclusiones absurdas 
y contrarias a la razón (....)”, la Audiencia Provincial le ordenó “reconsiderar, a 
la vista de los argumentos contenidos en la sentencia, la posible participación 
del demandante (....) en los delitos, y todo ello con libertad de criterio y con 
respeto por las reglas de la lógica, y con ratificación del resto de 
pronunciamientos de la Sentencia de instancia”. Por lo tanto, devolvió el caso 
al Juez de lo penal nº 3 para que dictara nueva sentencia.

13. En una segunda sentencia dictada el 15 de enero de 2014, el Juez de lo 
penal absolvió de nuevo al demandante de los delitos que se le imputaban. 
Examinó las pruebas a la vista de las conclusiones de la Audiencia provincial 
y consideró que no había pruebas suficientes de la comisión de los delitos en 
cuestión por el demandante. Señaló que las meras “sospechas o conjeturas 
no son suficientes para colegir la participación del acusado en la brutal 
agresión y robo sufrida por la Sra. C. la noche del 7 de mayo de 2008, ni 
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siquiera a través de la inducción o cooperación necesaria [para la comisión de 
esos delitos] planteadas ahora por la Audiencia Provincial [en su sentencia].

14. La fiscalía recurrió y solicitó que la Audiencia Provincial declarara la 
nulidad del juicio oral y la celebración de un nuevo juicio por otro juez a quo. 
Con carácter subsidiario, solicitó la condena del acusado directamente por la 
Audiencia Provincial, sin perjuicio del interrogatorio del demandante y de los 
dos coacusados, así como la audiencia de algunos testigos.

15. El demandante y el fiscal solicitaron y obtuvieron la recusación de los tres 
jueces de la Audiencia Provincial que participaron en el proceso

16. Mediante auto de 27 de mayo de 2015, la Audiencia Provincial recién 
constituida denegó las pruebas propuestas por el Ministerio Fiscal y recordó 
que la administración de las pruebas en apelación dependía de las 
circunstancias de cada caso y de la naturaleza de las cuestiones que debían 
examinarse.  

17. El 15 de julio de 2015 se celebró una audiencia pública ante la Audiencia 
Provincial. No se aportó prueba alguna. La fiscalía recordó que el interrogatorio 
del demandante había sido rechazado y, por lo tanto, ya no se podía celebrar. 
En la vista, el representante del demandante y la fiscalía se limitaron a reiterar 
el contenido de sus respectivos informes. Al término de la vista, la Audiencia 
Provincial preguntó al demandante, que estaba presente pero que no había 
sido interrogado, si tenía algo que alegar en su defensa (derecho a la última 
palabra), que se limitó a negar su participación en los hechos.

18. Mediante sentencia de 29 de julio de 2015, la Audiencia Provincial estimó 
el recurso de apelación del fiscal y condenó al demandante por los tres delitos 
en cuestión (párrafo 8 ut supra) a penas de prisión, multa y a indemnizar a la 
víctima. Señaló en su sentencia que el hecho de haber celebrado una 
audiencia pública en apelación, al término de la cual el acusado había tenido 
la oportunidad de ser oído sobre las alegaciones de los denunciantes, le 
permitía revisar el razonamiento seguido por el juez a quo sobre la base de 
diversos indicios. Destacó que no había modificado los hechos declarados 
probados pero consideró que los mismos hechos considerados probados por 
el Juez de lo penal permitían alcanzar conclusiones diferentes. En particular, 
añadió lo siguiente en su sentencia:

«[El demandante] fue parte en un procedimiento civil tramitado en los 
Juzgados de Nules, en el que se discutía la guarda y custodia de la hija 
extramatrimonial que tuvo (...) con la Sra. G. Mediante auto de 30 de abril 
de 2008, (...) el Juzgado de Primera Instancia nº 3 de Nules acordó 
atribuir en exclusiva la guarda y custodia de la menor a su madre, cuya 
abogada en dicho procedimiento era [la Sra. C].
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El [demandante] fue condenado por un delito de lesiones a la pena de 
dos años de prisión en sentencia dictada por el Juzgado de lo Penal nº 1 
de Castellón de 29 de marzo de 2004, (…) y por otro delito de lesiones a 
la pena de cinco meses de prisión en sentencia dictada por el Juzgado de 
lo Penal nº 2 de Castellón el día 3 de mayo de 2005 (...).

Cuando [el demandante] conoció la resolución judicial [en el marco del 
procedimiento civil] que le era adversa, en cuanto al conceder a la madre 
la guarda y custodia de su hija menor no se ajustaba a sus pretensiones, 
tramó la manera de ejercer represalias contra la citada abogada, a cuyo 
fin se concerté con varias personas, próximas al mismo o dependientes o 
empleados de su confianza, a quienes encargó que ejecutaran los 
hechos que a continuación se narran.

(...)

Los hechos narrados (…), fueron ejecutados por personas cuya identidad 
no ha sido plenamente probada en el procedimiento, que actuaron en 
todo momento bajo las instrucciones y la dirección [del demandante] ».

19. Para llegar a esta conclusión, la Audiencia Provincial examinó el caso y se 
remitió a la valoración realizada en su sentencia de 7 de octubre de 2013 
sobre las pruebas personales practicadas por el Juzgado de lo Penal, a saber, 
el testimonio prestado en primera instancia y las declaraciones de los 
acusados, incluido el demandante, también en primera instancia. A este 
respecto, consideró que tal reinterpretación no se oponía a que los hechos 
declarados probados en primera instancia permanecieran inalterados y que el 
objeto de la revisión era únicamente la inferencia hecha por el Juez a quo, que 
habría considerado los indicios presentados ante él de forma aislada, sin 
considerarlos en su conjunlto, lo que le habría permitido llegar a conclusiones 
diferentes en relación con la intervención del demandante en los hechos del 
presente asunto. Por lo tanto, la deducción del Juez de lo penal, en opinión de 
la Audiencia provincial, no era compatible con las normas de la lógica y la 
experiencia.  

20. Por lo tanto, según la Audiencia Provincial, era posible interpretar que el 
demandante había planeado la agresión de la Sra. C. como reacción al hecho 
de que no había tenido éxito en el proceso civil relativo a la custodia de su 
hija, y que había organizado, junto con otras personas no identificadas que 
seguían sus instrucciones, la agresión contra la abogada de su ex pareja. El 
hecho de que el teléfono móvil robado a la Sra. C. se encontrara en el domicilio 
de uno de los empleados coacusados del demandante sirvió para establecer 
un vínculo entre éste y la agresión, así como el hecho de que la víctima hubiera 
reconocido la voz del demandante como uno de los interlocutores en una 
conversación que tuvo lugar con dicho móvil. Estos indicios son suficientes 



BMJ, año LXXIV, enero 2020, núm. 2.226

Sentencia Camacho Camacho c. España

◄ 7 ►

M
in

is
te

rio
 d

e 
Ju

st
ic

ia

para que la Audiencia Provincial concluya que, aun cuando no hubiera pruebas 
directas de la intervención del demandante en los hechos (o de conversaciones 
con terceros que le llevaran a cometer los delitos), el demandante siempre 
había gestionado y controlado los hechos.

21. El 1 de septiembre de 2015, el demandante solicitó la anulación de la 
sentencia de la Audiencia Provincial, que fue desestimada el 23 de septiembre 
de 2015.  

22. El demandante interpuso a continuación un recurso de amparo ante el 
Tribunal Constitucional, sobre la base del derecho a un juicio justo y a la 
presunción de inocencia (artículo 24 de la Constitución). Mediante resolución 
de 26 de enero de 2016, se declaró la inadmisibilidad del recurso por 
considerar que el demandante no había satisfecho la carga de demostrar la 
“especial trascendencia constitucional” de su recurso.

II.  LEGISLACIÓN Y PRÁCTICA NACIONALES PERTINENTES

23. Las partes relevantes del artículo 24 de la Constitución disponen lo 
siguiente:

“1. Todas las personas tienen derecho a obtener la tutela efectiva de los 
jueces y tribunales en el ejercicio de sus derechos e intereses legítimos, 
sin que, en ningún caso, pueda producirse indefensión”.

24. Las disposiciones relevantes de la Ley de Enjuiciamiento Criminal en vigor 
en el momento de los hechos disponen lo siguiente:

Artículo 790

1. La sentencia dictada por el Juez de lo Penal es apelable ante la 
Audiencia Provincial correspondiente, y la del Juez Central de lo Penal, 
ante la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional (…)

2. El escrito de formalización del recurso se presentará ante el órgano 
que dictó la resolución que se impugne, y en él se expondrán, 
ordenadamente, las alegaciones sobre quebrantamiento de las normas y 
garantías procesales, error en la apreciación de las pruebas o infracción 
de normas del ordenamiento jurídico en las que se base la impugnación 
(…)

3. En el mismo escrito de formalización podrá pedir el recurrente la 
práctica de las diligencias de prueba que no pudo proponer en la primera 
instancia, de las propuestas que le fueron indebidamente denegadas, 
siempre que hubiere formulado en su momento la oportuna protesta, y 
de las admitidas que no fueron practicadas por causas que no le sean 
imputables”.
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FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.  RESPECTO A LA PRESUNTA VULNERACIÓN DEL ARTÍCULO 6 DEL CONVENIO

25. Los demandantes alegan que las sentencias del Tribunal Constitucional 
que declararon la inadmisibilidad de su recurso de amparo les privaron de su 
derecho a la tutela judicial efectiva, debido a su excesivo formalismo. Invocan 
el artículo 6.1 del Convenio, que dice lo siguiente:

“Toda persona tiene derecho a que su causa sea oída equitativamente 
(…) por un Tribunal (…), que decidirá los litigios sobre sus derechos y 
obligaciones de carácter civil o sobre el fundamento de cualquier 
acusación en materia penal dirigida contra ella”.

A. Sobre la admisibilidad

26. Observando que la demanda no está manifiestamente mal fundada en el 
sentido del artículo 35.3 (a) del Convenio y que no es inadmisible por otros 
motivos, este Tribunal la declara admisible.

B. Sobre el fondo

1. Alegaciones de las partes.

27. El Gobierno señala que en el presente caso se celebró una audiencia 
pública ante la Audiencia Provincial, a la que asistieron el demandante y su 
abogado, y que este último tuvo la oportunidad de exponer los argumentos 
que consideró necesarios para la defensa del demandante. Señala asimismo 
que el abogado del demandante no solicitó el interrogatorio de su cliente en la 
vista ante la Audiencia Provincial y que, en cualquier caso, éste tuvo la 
oportunidad de intervenir al final de la vista, a propuesta del tribunal. Además, 
dada la naturaleza de las cuestiones a tratar, la Audiencia Provincial decidió 
acertadamente que no era necesario practicar determinadas pruebas ya 
examinadas ante el juez a quo. El Gobierno considera que se trata de una 
cuestión estrictamente jurídica y que el tribunal de apelación se ha limitado a 
rectificar la decisión del Juez de lo penal sobre la base de pruebas que no 
exigían el cumplimiento del principio de inmediatez. Sostiene que la Audiencia 
provincial no suprimió los hechos declarados probados por el juez a quo ni 
añadió nuevos hechos, sino que se limitó a modificar la inferencia errónea 
hecha por éste último sobre la base de los hechos probados

28. Por su parte, el demandante señala que la Audiencia Provincial modificó 
parcialmente los hechos establecidos por el Juez de lo penal y no sólo las 
inferencias jurídicas, y afirma que la valoración de las pruebas no se refería 
exclusivamente a elementos jurídicos sino que el tribunal de apelación 
también se pronunció sobre cuestiones puramente fácticas, sin oír al acusado 
ni a los testigos durante la audiencia en apelación, a fin de respetar los 
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principios de publicidad, inmediación y contradicción. Considera que el 
presente caso es similar a las sentencias dictadas en Sainz Casla c. España 
[Comité] (nº 18054/10, de 12 de noviembre de 2013) y Román Zurdo y otros 
c. España (nº 28399/09 y 51135/09, de 8 de octubre de 2013), en la medida 
en que la existencia de conspiración o incitación a la comisión de un delito y la 
intención de vengarse fueron examinadas por el Tribunal de Apelación más 
allá de una mera operación de inferencia legal. El demandante considera que 
la Audiencia ha reevaluado las pruebas personales hasta la modificación de 
los hechos declarados probados.  

2. Valoración del Tribunal

a) Principios generales

29. El Tribunal señala, por una parte, que la cuestión jurídica planteada en el 
presente asunto corresponde a la ya examinada en Hernández Royo c. 
España, no 16033/12, §§ 32 a 35, de 20 de septiembre de 2016, Igual Coll c. 
España, nº 37496/04, de 10 de marzo de 2009, Marcos Barrios c. España, nº 
17122/07, de 21 de septiembre de 2010, Vilches Coronado y otros c. España, 
nº 55517/14, de 13 de marzo de 2018, entre otros. Por lo tanto, se remite a 
los principios en ellos recogidos.

30. Asimismo, recuerda que, como se indica en el asunto Lacadena Calero v. 
España (nº 23002/07, de 22 de noviembre de 2011), cuando un órgano de 
apelación debe conocer un caso de hecho y de derecho y examinar la cuestión 
de la culpabilidad o la inocencia en su conjunto, no puede, por motivos de 
imparcialidad en el proceso, decidir estas cuestiones sin una evaluación 
directa de las pruebas presentadas personalmente por el acusado que afirma 
que no cometió el acto considerado delito (Dondarini c. San Marino, nº 
50545/99, § 27, de 6 de julio de 2004, Ekbatani c. Suecia, § 32, de 26 de 
mayo de 1988, Serie A nº 134, Constantinescu c. Rumania, § 55, de 27 de 
junio de 2000). En dichos asuntos, la revisión de la culpabilidad del acusado 
debe conducir a una nueva audiencia completa de las partes interesadas 
(Ekbatani v. Suecia, citado anteriormente, § 32).   

b) Principios generales

31. El Tribunal señala que en el presente asunto se celebró una vista ante la 
Audiencia Provincial, en la que estuvieron presentes el demandante y su 
abogado.

32. Sin embargo, observa que el examen directo, personal y contradictorio del 
demandante y de determinados testigos no se celebró durante la audiencia. A 
este respecto, este Tribunal señala que ya había sido propuesto por el 
Ministerio Fiscal como prueba para ser utilizada en la vista de apelación y que 
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la Audiencia Provincial de Castellón lo había denegado mediante auto de 7 de 
octubre de 2013.  

33. En consecuencia, la Audiencia Provincial anuló la sentencia del Juez de lo 
penal y condenó al demandante en apelación sin haberle oído 
contradictoriamente y sin haber interrogado a los testigos. Cabe señalar que 
la Audiencia Provincial llevó a cabo una nueva valoración de los hechos, no 
sólo objetiva sino también subjetiva -en el caso analizado, la intención del 
demandante de vengarse de la abogada de su ex pareja. Además, 
contrariamente a la sentencia de instancia, consideró que se había 
demostrado que el demandante tuvo conocimiento de la existencia de la 
sentencia en el procedimiento civil sobre la custodia de su hija y del resultado 
desfavorable para sus intereses antes de la agresión contra la abogada de su 
ex pareja. Sin embargo, este Tribunal observa que ni en el expediente en 
primera instancia ni en el de apelación se encontraron pruebas que 
demostraran este hecho con certeza. Por lo tanto, esta conclusión no puede 
considerarse una inferencia y requiere un testimonio de contraste. En efecto, 
cuando la inferencia de un tribunal se refiere a elementos subjetivos, no es 
posible realizar una valoración jurídica de la conducta del acusado sin intentar 
primero probar la realidad de esa conducta, lo que implica necesariamente 
comprobar la intención del acusado en relación con los hechos que se le 
atribuyen (Lacadena Calero v. España, citado anteriormente, § 47). 

34. En el presente asunto, en opinión del Tribunal se trata de una nueva 
valoración de los elementos subjetivos de los delitos en cuestión, que se 
traduce en la modificación de los hechos declarados probados en primera 
instancia. Dicha modificación tuvo lugar sin que el demandante hubiera 
tenido la oportunidad de ser oído personalmente para impugnar, tras un 
examen contradictorio, la nueva valoración realizada por la Audiencia 
Provincial (Roman Zurdo y otros c. España, nº 28399/09 y 51135/09, § 39, 
de 8 de octubre de 2013).  

35. Este Tribunal observa además que la interpretación de la Audiencia 
Provincial también puso en duda la credibilidad de uno de los testigos que 
había formulado una coartada a favor del demandante y señaló que otro 
testigo, cuya declaración no podía tenerse en cuenta debido a su relación 
familiar con el acusado, había demostrado una credibilidad notable. No 
obstante, la Audiencia no oyó a ningún testigo directamente en apelación, lo 
que impidió que se evaluara su credibilidad y que se modificaran las 
inferencias hechas por el juez de instancia.  

36. A la vista de cuanto antecede, este Tribunal concluye que, en el presente 
asunto, el alcance del examen realizado por la Audiencia Provincial hacía 
necesaria la audiencia del demandante y de los testigos. En consecuencia, se 
ha vulnerado el artículo 6.1 del Convenio.  
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II.  RESPECTO A LA APLICACIÓN DEL ARTÍCULO 41  DEL CONVENIO.

37. En virtud del artículo 41 del Convenio:

«Si el Tribunal declara que ha habido violación del Convenio o de sus 
Protocolos y si el derecho interno de la Alta Parte Contratante sólo permite 
de manera imperfecta reparar las consecuencias de dicha violación, el 
Tribunal concederá a la parte perjudicada, si así procede, una satisfacción 
equitativa».

A. Daños

38. El demandante solicita la anulación de la sentencia dictada el 29 de julio 
de 2015 por la Audiencia Provincial de Castellón en apelación. Con carácter 
subsidiario, reclama 95.310,54 euros en base a los siguientes motivos:

39. En primer lugar, el demandante solicita la cantidad de 16.800 euros en 
concepto de daños materiales por lucro cesante en relación con un contrato 
de trabajo que supuestamente le ofreció una empresa mercantil con un 
salario de 1.400 euros mensuales a partir de febrero de 2016, y que no pudo 
aceptar ya que fue encarcelado el 1 de marzo de 2016. 

40. El demandante solicita asimismo la cantidad de 63.000 euros por los 
daños morales sufridos. Manifiesta haber estado encarcelado durante años, 
lo que ha repercutido negativamente en su vida familiar y ha afectado no sólo 
su reputación profesional y social sino también la de su familia.  

41. El Gobierno se opone a esta afirmación y señala que la solicitud del 
demandante de satisfacción equitativa tiene carácter subsidiario en caso de 
que no pueda anularse su condena penal. Indicó que, si el Tribunal llegaba a 
la conclusión de que se había vulnerado el Convenio, correspondería a los 
tribunales internos revisar las resoluciones relativas a la condena en costas, 
posibilidad prevista en el artículo 954.3 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, 
modificada por la Ley 41/2015, de 5 de octubre de 2015.  

42. Este Tribunal señala que las costas y gastos en concepto de responsabilidad 
civil (apartado 45) que el demandante tuvo que abonar tienen su origen en la 
sentencia de la Audiencia Provincial, que considera haber sido dictada en 
contradicción con lo dispuesto en el artículo 6.1 del Convenio. Entiende que la 
forma más apropiada de reparación por la vulneración del artículo 6.1 es 
garantizar que el demandante se encuentre, en la medida de lo posible, en la 
situación en la que se encontraría si no se hubiera omitido esta disposición 
(Tétériny v. Rusia, nº 11931/03, § 56, de 30 de junio de 2005, Jeličić v. 
Bosnia-Herzegovina, nº 41183/02, § 53, ECHR 2006-XII, Mehmet y Suna Yiğit 
c. Turquía, nº 52658/99, § 47, de 17 de julio de 2007 y Atutxa Mendiola y 
otros c. España, nº 41427/14, § 51, de 13 de junio de 2017). Considera que 
este principio es aplicable en este caso. De hecho, como ha mencionado el 
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Gobierno, observa que el derecho interno prevé la posibilidad de revisar las 
resoluciones judiciales firmes declaradas contrarias a los derechos 
reconocidos en el Convenio mediante sentencia de este Tribunal.  

43. Por lo tanto, considera que la forma más apropiada de reparación, siempre 
que los demandantes así lo soliciten, sería la revisión del procedimiento de 
conformidad con lo dispuesto en el artículo 6.1 del Convenio, en aplicación de 
lo dispuesto en el artículo 954.3 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal (véase, 
mutatis mutandis, Gençel c. Turquía, nº 53431/99, § 27, de 23 de octubre de 
2003).  

44. Por otra parte, considera que el demandante ha sufrido un daño moral 
cierto. Habida cuenta de las circunstancias del caso y de acuerdo con el 
artículo 41 del Convenio, decide conceder al demandante la cantidad de 
6.400 euros en concepto de daños morales.  

B. Costas y gastos

El demandante solicita asimismo el reembolso de 15.510,54 euros por los 
gastos y costas incurridos ante los tribunales internos. Sólo aporta una factura 
por importe de 6.000 euros correspondiente a los honorarios de su abogado 
respecto a la interposición del recurso de amparo ante el Tribunal 
Constitucional. También señala que tuvo que abonar 9.510,54 euros a la 
víctima de los delitos en concepto de responsabilidad civil, incluida la 
indemnización por los daños materiales causados a su vehículo. No obstante, 
el Tribunal considera más apropiado analizar este importe como daño material 
en la medida en que se origina en el fallo de la sentencia condenatoria de la 
Audiencia Provincial (Atutxa Mendiola y otros c. España, citado anteriormente, 
§ 48).  

El Gobierno solicita que se denieguen estas reclamaciones.  

En cuanto a las costas del recurso de amparo, este Tribunal recuerda que, de 
conformidad con su jurisprudencia, únicamente se podrá reembolsar a los 
demandantes el importe de las costas y gastos incurridos en la medida en 
que sean efectivos, necesarios y razonables en cuanto a su importe. En el 
presente asunto, a la vista de la documentación disponible y de su 
jurisprudencia, este Tribunal considera razonable conceder al demandante la 
cantidad de 6.000 euros.  

C. Intereses de demora

El Tribunal considera adecuado aplicar un tipo de interés moratorio sobre la 
base del tipo de interés marginal interbancario establecido por el Banco 
Central Europeo incrementado en tres puntos porcentuales.
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EN BASE A ESTOS MOTIVOS, EL TRIBUNAL, POR UNANIMIDAD,

1. Declara la demanda admisible;

2. Considera que se ha vulnerado el artículo 6.1 del Convenio;

3. Considera

a) que el Estado demandado deberá abonar al demandante, en un plazo 
de 3 meses, los siguientes importes:

i. 6 400 EUR (seis mil cuatrocientos euros), más cualquier impuesto 
exigible, en concepto de daños morales;

ii. 6  000 EUR (seis mil euros), más cualquier impuesto exigible, en 
concepto de costas y gastos;

b) que desde el vencimiento de los citados tres meses hasta su 
liquidación, se abonará un interés simple sobre las cantidades anteriores 
igual al tipo de interés de la facilidad marginal de crédito del Banco 
Central Europeo durante el periodo de mora, incrementado en un 3 por 
ciento.

4. Desestima el resto de la demanda por lo que respecta a la satisfacción 
equitativa 

Redactado en francés, y notificado por escrito el 24 de septiembre de 2019, 
en cumplimiento de las reglas 77 §§ 2 y 3 del Reglamento del Tribunal.

Stephen Phillips 
Secretario

Paulo Pinto de Albuquerque  
Presidente
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NORMAS DE EDICIÓN

La publicación de trabajos en el Boletín del Ministerio de Justicia se ajustará a las 
siguientes instrucciones:

Los trabajos que se remitan para su publicación en la «sección doctrinal» del Boletín 
del Ministerio de Justicia deben ser inéditos y no estarán pendientes de publicación en 
ningún otro medio.

Tendrán una extensión mínima de 20 páginas y máxima de 60 páginas (en el caso de 
los comentarios de sentencias la extensión mínima será 10 páginas y la máxima 30 
páginas). Deberán remitirse en formato Microsoft Word o RTF, el tipo de letra será 
Times New Roman 12 para el texto principal y, en su caso, Times New Roman 10 para 
notas al pie de página. Las notas al pie tendrán interlineado simple.

Los estudios doctrinales deberán ir acompañados de un resumen o abstract de 
máximo ocho líneas en castellano e inglés, de cuatro o cinco palabras clave o keywords 
en castellano e inglés, y de un sumario. 

El sistema de citas bibliográficas en notas a pie de página se realizará del siguiente 
modo:

— �Para los artículos: DOMINGO DOMINGO, A., «La interpretación del Derecho por el 
Tribunal Supremo», ADC, 2008, fascículo IV, p. 36.

— �Para las monografías: DOMINGO DOMINGO, A., La interpretación del Derecho por 
el Tribunal Supremo, Madrid, 2008, p. 36.

— �Para los capítulos de obras colectivas: DOMINGO DOMINGO, A., «La interpretación 
del Derecho por el Tribunal Supremo», Estudios Judiciales, vol. II, (directores J. 
Marco Marco), Madrid, 2008, p. 36.

Además de las notas a pie de página se deberá incluir al final del trabajo un listado de 
la bibliografía utilizada.

Los originales que no se atengan a tales especificaciones, podrán ser devueltos a sus 
autores para su corrección.

Los trabajos deberán remitirse por correo electrónico a la siguiente dirección: 
recepestudiosbmj@mjusticia.es. Los trabajos que se remitan no podrán recoger 
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ningún dato sobre la identidad del autor. Igualmente, de manera separada, el autor 
remitirá en fichero electrónico el título del trabajo y los siguientes datos: dirección, NIF, 
teléfono, correo electrónico, profesión, y, en su caso, nombre de la institución o entidad 
donde preste servicios profesionales.

Todos los trabajos que se remitan al Boletín del Ministerio de Justicia serán evaluados, 
de forma anónima, por expertos independientes y externos al Consejo de redacción. El 
informe de los evaluadores será motivado y recomendará la aceptación, la revisión o el 
rechazo del trabajo.

La decisión final sobre la publicación de los trabajos corresponde al Consejo de 
redacción del Boletín del Ministerio de Justicia, una vez vistos los informes de los 
evaluadores.

Una vez emitidos los informes por los evaluadores, los autores de los trabajos recibirán 
una comunicación por correo electrónico, que incluya las razones para la aceptación, 
revisión o rechazo del trabajo. 

A los autores cuyos trabajos hayan sido aceptados para su publicación, se les facilitará 
por correo electrónico el contrato de cesión de derechos de explotación. Una vez 
cumplimentado y firmado debidamente, deberá ser remitido al Ministerio de Justicia. 
Este trámite será condición imprescindible para la publicación del trabajo.

El autor cede los derechos de distribución, comunicación pública y reproducción de su 
trabajo para su publicación en el Boletín del Ministerio de Justicia y para su inclusión 
en las bases de datos en las que la revista está indizada, así como para su reutilización, 
salvo indicación expresa en contra.

El autor responderá de cualesquiera reclamaciones judiciales o extrajudiciales de 
terceros derivadas de la autoría de la obra cuya edición cede al Ministerio de Justicia.

Para cualquier consulta puede ponerse en contacto con nosotros en infobmj@
mjusticia.es
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